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PRESENTACIÓN

El derecho a la salud constituye una de las principales potestades del ser humano, por lo que todos/as debemos efectuar aportes en pos de garantizarlo. Por ello, como una contribución más, el presente dIgesto se elaboró con el propósito de reunir, en un solo cuerpo, las normativas nacionales y de la provincia de Mendoza relacionadas a la temática de la salud. 

El fundamento de esta iniciativa se basa en el supuesto de que el conocimiento de las leyes vigentes constituye una condición indispensable para cualquier intervención profesional que se desarrolle en instituciones relacionadas a la efectivización de los derechos humanos, en este caso particular a la efectivización del derecho a la salud.

La defensa de estos derechos involucra a la sociedad en su conjunto, ya que en este campo se dirime la construcción de los sujetos sociales. La mayoría de los profesionales del ámbito de la salud basan su formación en ideales humanitarios, que ubican a estas disciplinas en una posición estratégica para promover una mejora en la calidad de vida de las personas.

El fortalecimiento de las herramientas y de la capacidad de análisis de los profesionales enriquece sus intervenciones en la medida en que las distingue de prácticas meramente asistenciales, y a la vez, convoca al fortalecimiento de la imagen de la persona atendida como sujeto de derechos.

Dos son los principales objetivos que se pretende lograr con este Digesto: 

1) Difundir la legislación vigente en relación a los derechos de las personas, tanto en las temáticas específicas de la salud como en tópicos anexos ; y

2) Lograr que este cuerpo normativo se constituya en un instrumento de consulta de los profesionales de la salud, especialmente de los servicios sociales.

Ambos apuntan a la finalidad última de inscribir este compendio en el proceso de actualización y capacitación permanente de los profesionales del ámbito de la salud.

El Digesto incluye en primer lugar toda la normativa nacional y luego la provincial. El material reunido está organizado cronológicamente y desde el índice puede observarse a grandes rasgos la evolución del concepto de derecho a la salud

En la mayoría de los casos se transcribe el texto completo de la legislación. Sólo en las normas no específicas de salud se citan los fragmentos considerados pertinentes y señalándose que se trata de una transcripción parcial.

El Digesto de Derecho a la Salud fue realizado por un miembro del Centro de Estudios de Gestión y Administración Pública (CEGAP), dentro de la línea de generación de herramientas de gestión y por lo tanto estará disponible gratuitamente a través de la página de Centros de Estudio de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la Universidad Nacional de Cuyo. Este digesto en formato digital se actualizará cada 3 meses y conservará el formato de Word para que sea accesible a dispositivos de personas no videntes. Mantendrá también las herramientas de índice y búsqueda por palabra para un manejo más ágil y sencillo de la normativa compendiada.

Con este Digesto Normativo en Derecho a la Salud se espera contribuir desde la Universidad Nacional de Cuyo a un mayor acceso y cumplimiento del derecho a la salud en la Provincia de Mendoza.

Quedamos a la espera de sugerencias a través de cegapuncuyo@gmail.com
[image: image4.png]CEGAP

CENTRO DE ESTUDIOS SOBRE GESTION
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NORMATIVA NACIONAL
CONSTITUCIÓN NACIONAL ARGENTINA. Parte pertinente.
Sanción: 1853, con reformas en los años 1860, 1866, 1898, 1957 y el 15/12/1994 
(…)

Artículo 42: Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno.

Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios.

La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesadas, en los organismos de control.

Artículo 43: Toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley. En el caso, el juez podrá declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva.

Podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la que determinará los requisitos y formas de su organización.

Toda persona podrá interponer esta acción para tomar conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad, que consten en registros o bancos de datos públicos, o los privados destinados a proveer informes, y en caso de falsedad o discriminación, para exigir la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquéllos. No podrá afectarse el secreto de las fuentes de información periodística.

Cuando el derecho lesionado, restringido, alterado o amenazado fuera la libertad física, o en caso de agravamiento ilegítimo en la forma o condiciones de detención, o en el de desaparición forzada de personas, la acción de hábeas corpus podrá ser interpuesta por el afectado o por cualquiera en su favor y el juez resolverá de inmediato, aun durante la vigencia del estado de sitio.
(…)
Artículo 75: Corresponde al Congreso:
(…)

19. Proveer lo conducente al desarrollo humano, al progreso económico con justicia social, a la productividad de la economía nacional, a la generación de empleo, a la formación profesional de los trabajadores, a la defensa del valor de la moneda, a la investigación y al desarrollo científico y tecnológico, su difusión y aprovechamiento.

Proveer al crecimiento armónico de la Nación y al poblamiento de su territorio; promover políticas diferenciadas que tiendan a equilibrar el desigual desarrollo relativo de provincias y regiones. Para estas iniciativas, el Senado será Cámara de origen.

Sancionar leyes de organización y de base de la educación que consoliden la unidad nacional respetando las particularidades provinciales y locales; que aseguren la responsabilidad indelegable del Estado, la participación de la familia y la sociedad, la promoción de los valores democráticos y la igualdad de oportunidades y posibilidades sin discriminación alguna; y que garanticen los principios de gratuidad y equidad de la educación pública estatal y la autonomía y autarquía de las universidades nacionales.

Dictar leyes que protejan la identidad y pluralidad cultural, la libre creación y circulación de las obras del autor; el patrimonio artístico y los espacios culturales y audiovisuales.

(…)
22. Aprobar o desechar tratados concluidos con las demás naciones y con las organizaciones internacionales y los concordatos con la Santa Sede. Los tratados y concordatos tienen jerarquía superior a las leyes.

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la Declaración Universal de Derechos Humanos; la Convención Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo; la Convención sobre la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio; la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; la Convención sobre los Derechos del Niño; en las condiciones de su vigencia, tienen jerarquía constitucional, no derogan artículo alguno de la primera parte de esta Constitución y deben entenderse complementarios de los derechos y garantías por ella reconocidos. Sólo podrán ser denunciados, en su caso, por el Poder Ejecutivo Nacional, previa aprobación de las dos terceras partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara.

Los demás tratados y convenciones sobre derechos humanos, luego de ser aprobados por el Congreso, requerirán del voto de las dos terceras partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara para gozar de la jerarquía constitucional.

23. Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad.

Dictar un régimen de seguridad social especial e integral en protección del niño en situación de desamparo, desde el embarazo hasta la finalización del período de enseñanza elemental, y de la madre durante el embarazo y el tiempo de lactancia.

24. Aprobar tratados de integración que deleguen competencias y jurisdicción a organizaciones supraestatales en condiciones de reciprocidad e igualdad, y que respeten el orden democrático y los derechos humanos. Las normas dictadas en su consecuencia tienen jerarquía superior a las leyes.

La aprobación de estos tratados con Estados de Latinoamérica requerirá la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara. En el caso de tratados con otros Estados, el Congreso de la Nación, con la mayoría absoluta de los miembros presentes de cada Cámara, declarará la conveniencia de la aprobación del tratado y sólo podrá ser aprobado con el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, después de ciento veinte días del acto declarativo.

La denuncia de los tratados referidos a este inciso, exigirá la previa aprobación de la mayoría absoluta de la totalidad da los miembros de cada Cámara.

(…)
LEY NACIONAL Nº 12331. Profilaxis de las enfermedades venéreas

Sanción: 17/12/1936 
Publicación: B.O. 11/01/1937 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-0214 
Artículo 1: La presente Ley está destinada a la organización de la profilaxis de las enfermedades venéreas y a su tratamiento sanitario en todo el territorio de la Nación. 
Artículo 2: Créase en el Departamento Nacional de Higiene una sección denominada “Profilaxis de las enfermedades venéreas”, la que estará a cargo de un médico de reconocida autoridad en la materia, quien dirigirá y organizará la lucha antivenérea en todo el territorio de la República. 
Artículo 3: La dirección del Instituto tendrá las siguientes atribuciones: 
a) Ejercer la superintendencia general y la coordinación de servicios venereológicos en hospitales, dispensarios, laboratorios, etc., sean nacionales, provinciales, municipales o particulares; 
b) Hacer la distribución económica y metódica de medicamentos y material de propaganda y divulgación científica; 
c) Ocuparse del estudio médico y social de las enfermedades venéreas, aconsejando a las autoridades las mejores medidas a tomar; proyectando modelos de leyes y ordenanzas; organizando conferencias, congresos y todo aquello que contribuya al esclarecimiento y estudio de estas enfermedades; 
d) Hacer la investigación y publicación científica y estadística y el estudio epidemiológico de las enfermedades venéreas; 
e) Organizar el servicio de asistencia social ejercido por un cuerpo de agentes diplomados en las escuelas del país y que habrán de recibir con este objeto una enseñanza especializada en venereología; 
f) Mantener relaciones con todas las sociedades de socorros mutuos y demás entidades de cualquier orden que presten asistencia médica a enfermos, o se interesen por la asistencia y educación social, a fin de orientar, vigilar y asegurar el mejor éxito a las actividades que desarrollan; 
g) Procurar que se multiplique en todo el país el número de los dispensarios antivenéreos que funcionan en conexión con el servicio social y perfeccionar constantemente esos servicios. 
Artículo 4: El Instituto de Profilaxis propenderá al desarrollo de la educación sexual en todo el país, directamente o por medio de las entidades oficiales o no a quienes corresponda llevar a cabo esta enseñanza. 
Artículo 5: Todo hospital nacional, municipal o particular deberá habilitar al menos una sección a cargo de un médico especialmente destinado al tratamiento gratuito de las enfermedades venéreas y a propagar la educación sanitaria. Toda institución o entidad, cualquiera sea su índole, en que el número de socios, empleados u obreros, sea superior a cincuenta (50) personas, deberá crear para las mismas una sección de tratamiento gratuito y de instrucción profiláctica antivenérea, si el Instituto de Profilaxis lo considera necesario. Si el número de personas pasa de cien (100), el Instituto podrá exigir que ese servicio sea atendido por un médico. Dichos servicios serán gratuitos, pudiendo cobrarse únicamente los medicamentos a precios de costo. Las instituciones que infringieran este artículo serán pasibles de una multa de cien ($ 100 m/n) pesos moneda nacional a quinientos ($ 500 m/n) pesos moneda nacional; en caso de reincidencia, de la pérdida de la personería jurídica u otros privilegios de que gozaren. 
Artículo 6: En los locales que el Instituto de Profilaxis determine, es obligatorio tener en venta los equipos preventivos para profilaxis individual venérea, de la clase y precio que el Instituto establezca como asimismo entregar gratuitamente instrucciones impresas relativas a la lucha y educación antivenéreas. 
Artículo 7: Toda persona que padezca enfermedad venérea en período contagioso, está obligada a hacerse tratar por un médico, ya privadamente, ya en un establecimiento público. Los padres o tutores de un menor que padezca enfermedad venérea, están obligados a cuidar el tratamiento de su hijo o pupilo. 
Artículo 8: Cuando las personas que padezcan enfermedades venéreas estén asiladas, o sean desvalidas, menores, detenidos o presidiarios, o formen parte del personal dependiente de los Ministerios de Guerra y Marina, el Estado será el encargado de procurarles la debida asistencia médica. 
Artículo 9: Las autoridades sanitarias podrán decretar la hospitalización forzosa para todo individuo contagioso que, agotados los recursos persuasivos no se someta con regularidad a la cura y para aquellos cuyo tratamiento ambulante durante la fase de máximo contagio, pueda constituir un peligro social.
Artículo 10: El médico procurará informarse, a los efectos exclusivamente sanitarios, de la fuente del contagio, transmitiendo a las autoridades sanitarias las noticias que en este orden pudieran interesar a aquéllas. 
Artículo 11: El Instituto de Profilaxis propenderá a que se fabriquen en el país, en establecimientos oficiales o no, los medicamentos destinados a la curación de las enfermedades venéreas. El Instituto procurará que los precios de venta de los remedios contra las enfermedades venéreas sean lo más reducidos en lo posible. 
Artículo 12: Solamente los médicos serán los encargados de la asistencia de los enfermos venéreos. Les queda prohibido el tratamiento de las enfermedades venéreas por correspondencia y los anuncios en cualquier forma de supuestos métodos curativos. 
Artículo 13: Las autoridades sanitarias deberán propiciar y facilitar la realización de exámenes médicos prenupciales. Los jefes de los servicios médicos nacionales y los médicos que las autoridades sanitarias determinen, estarán facultados para expedir certificados a los futuros contrayentes que lo soliciten. Estos certificados, que deberán expedirse gratuitamente, serán obligatorios para quienes hayan de contraer matrimonio. No podrán contraer matrimonio las personas afectadas de enfermedades venéreas en período de contagio. 
Artículo 14: Queda liberada de todo impuesto aduanero y de impuestos internos la importación o fabricación de remedios que a juicio de las autoridades sanitarias sean necesarios para la lucha antivenérea. Los hospitales particulares que cumplan la obligación establecida por el art. 5º, quedarán liberados de todo impuesto nacional. 
Artículo 15: Queda prohibido en toda la República el establecimiento de casas o locales donde se ejerza la prostitución, o se incite a ella. 
Artículo 16: Las infracciones a las prohibiciones establecidas en el artículo 12, serán penadas con multa de doscientos cincuenta ($ 250) pesos como mínimo y veinticinco mil ($25.000) pesos como máximo. En la misma pena incurrirán los oficiales del Registro Civil que autorizaren un matrimonio sin exigir el certificado que establece el artículo 13. En caso de reincidencia se les doblará la pena y serán exonerados. Los diarios o periódicos que inserten publicaciones en que alguien se presente como especialista en enfermedades venéreas por medios secretos o métodos rechazados por la ciencia o prometa a plazo fijo curaciones radicales, u ofrezca cualquier tratamiento sin examen del enfermo, o anuncien institutos de asistencia sin hacer figurar el nombre de los médicos que los atienden, recibirán por primera vez la orden de retirarlos y en caso de reincidencia serán pasibles de una multa de doscientos cincuenta (250) pesos como mínimo y veinticinco mil (25.000) pesos como máximo. 
Artículo 17: Los que sostengan, administren o regenteen, ostensible o encubiertamente casas de tolerancia, serán castigados con una multa de doce mil quinientos (12.500) pesos como mínimo y ciento veinticinco mil (125.000) pesos como máximo. En caso de reincidencia sufrirán prisión de uno (1) a 3 (tres) años, la que no podrá aplicarse en calidad de condicional. Si fuesen ciudadanos por naturalización, la pena tendrá la accesoria de pérdida de la carta de ciudadanía y expulsión del país una vez cumplida la condena; expulsión que se aplicará, asimismo, si el penado fuese extranjero. 
Artículo 18: Será reprimido con la pena establecida en el artículo 202 del Código Penal, quien, sabiéndose afectado de una enfermedad venérea transmisible, la contagia a otra persona.
Artículo 19: Sin perjuicio de otras asignaciones de la Ley de Presupuesto, destínase para el Instituto de Profilaxis y Tratamiento de las Enfermedades Venéreas, la suma anual de $ 300.000 m/n. Mientras esa suma no se incluya en el presupuesto, se tomará de rentas generales, con imputación a la presente Ley. 
Artículo 20: Los exámenes médicos referidos en el artículo 13 deberán ser practicados por los organismos dependientes del Ministerio de Salud de la Nación, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y los servicios asistenciales provinciales y municipales, sin discriminación de sexo. En todos los casos los certificados deberán ser elevados a la pertinente superioridad sanitaria para su visación, antes de ser exhibidos en las oficinas del Registro Civil. 
ANTECEDENTES
Artículos Fuente: 1 a 12 Arts. 1º a 12 Texto original 13 Art. 13 texto original fusionado con art. 1° de Ley 16.668 14 Art. 14 texto original 15 Art. 15 texto original con vigencia restablecida por Ley 16.666. 16 Art. 16 texto original con vigencia restablecida por Ley 20.509; montos según ley 24.286 17 Art. 17 texto original vigente por Ley 23.077; montos según ley 24.286 18 y 19 Arts. 18 y 19 texto original20 Art. 2° texto original de ley 16668 fusionado y adaptado para su incorporación a esta Ley 
Artículos Suprimidos: Art. 20, texto original, objeto cumplido. Art. 21, texto original, objeto cumplido. Art. 22, texto original, de forma

LEY NACIONAL Nº 12732. Lucha contra la hidatidosis
Sanción: 29/09/1941 

Actualización: 31/03/2013
Texto Definitivo Ley ASA-0234 
Artículo 1: La hidatidosis de los ganados queda comprendida entre las enfermedades que deben ser combatidas por el Estado, de acuerdo con la ley 3959 de policía sanitaria de los animales. 
Artículo 2: El Poder Ejecutivo organizará una división de profilaxis de la hidatidosis, como dependencia de la Dirección de Ganadería en el Ministerio de Agricultura, para la centralización de la lucha preventiva a que se refiere el artículo 1 de la presente Ley. 
Artículo 3: Compréndese a la hidatidosis entre las enfermedades del hombre cuya declaración es obligatoria en todo el territorio de la Nación, según la ley número15465 
Artículo 4: El Poder Ejecutivo organizará, como dependencia del Departamento Nacional de Higiene en el Ministerio del Interior, una sección de hidatidosis para la realización de la profilaxis humana e investigaciones científicas sobre esta zoonosis, y propenderá a la fundación de dispensarios antihidatídicos donde sean necesarios, pudiendo nacionalizar, además del existente en Azul, los centros o dispensarios provinciales o municipales ya existentes que a tal efecto lo soliciten, siempre que a su juicio lo estime conveniente, previo asesoramiento de la Comisión Consultiva. 
Artículo 5: Para colaborar con los organismos a que se refieren los artículos 2 y 4 de la presente Ley, el Poder Ejecutivo designará una Comisión Consultiva Honoraria, integrada por médicos y veterinarios de notoria competencia en policía sanitaria e hidatidosis, así como con representantes de entidades rurales. 
Artículo 6: El Poder Ejecutivo dispondrá lo conveniente para que se impartan los conocimientos e instrucciones necesarios acerca de la profilaxis antihidatídica, en las escuelas y colegios de su dependencia, así como en las concentraciones de conscriptos de las fuerzas armadas de la Nación. 
Artículo 7: Al reglamentar la presente Ley, el Poder Ejecutivo formulará un programa racional de lucha contra la hidatidosis, con el concurso de la Comisión Consultiva a que se refiere el artículo 5 de la presente Ley.
Artículo 8: Los gastos que demande la ejecución de la presente Ley se harán de rentas generales con imputación a la misma, hasta su inclusión en la ley general de presupuesto.
LEY NACIONAL Nº 13586. Obligatoriedad de la profilaxis ocular a los recién nacidos.
Sanción: 29/09/1949 
Publicación: B.O. 20/10/1949 
Actualización: 31/03/2013
Texto Definitivo Ley ASA-0350 
Artículo 1: Declárase obligatorio en todo el territorio de la Nación la instilación profiláctica ocular a los recién nacidos por el método que, a juicio del Ministerio de Salud Pública de la Nación se considere más conveniente, dejando a salvo los casos extraordinarios que determinará la reglamentación. 
Artículo 2: El profesional que atienda el parto deberá extender dicho comprobante a los fines de la inscripción del recién nacido en el Registro Civil. En los lugares donde no existieran profesionales o personal autorizado, los Jefes del Registro Civil inscribirán a los niños sin necesidad de la presentación del certificado a que se refiere el párrafo anterior. 
Artículo 3: Los que contravinieren tales disposiciones serán pasibles de multa de cincuenta (50) pesos a cien (100) pesos, según los casos, por el Ministerio de Salud Pública de la Nación, y de un mes de suspensión en el ejercicio profesional en caso de reincidencia. 
Artículo 4: Lo que se recaude en concepto de multas será destinado a los fondos del Patronato Nacional de Ciegos, creado por ley 9339. 
Artículo 5: El Ministerio de Salud Pública organizará una permanente difusión de conocimiento al respecto.
ANTECEDENTES
Artículos Fuente: 1 a 5 Arts. 1° a 5° texto original 
Artículos Suprimidos: Art. 6º, texto original, de forma. 
Referencias Externas: ley 9339 
Organismos: Ministerio de Salud Pública de la Nación Registro Civil
LEY NACIONAL Nº 15465. Régimen legal de las enfermedades de notificación obligatoria. 
Sanción: 29/09/1960 
Promulgación: 29/09/1960 
Publicación: B.O. 28/10/1960 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-0524 
Artículo 1: Es obligatoria, en todo el territorio de la Nación, la notificación de los casos de enfermedades incluidas en la presente Ley, conforme con lo determinado en la misma. Es igualmente obligatoria la notificación de los portadores de gérmenes de las enfermedades transmisibles a que se refiere el artículo 2º, grupos A y B, cuando se hubieren identificado como tales. 
Artículo 2: Deben ser objeto de notificación las siguientes enfermedades: 
Grupo A (De notificación inmediata, por la vía rápida). Enfermedades objeto del reglamento sanitario internacional. A.1. Cólera. A.2. Fiebre amarilla. A.2. a) Fiebre amarilla urbana .A.2. b) Fiebre amarilla rural o selvática. A.3. Peste. A.3. a) Peste humana. A.3. b) Peste en roedores. A.4. Viruela. A.4. a) Viruela mayor. A.4. b) Viruela menor (Alastrim). Otras enfermedades del Grupo A: A.5. Tifus exantemático transmitido por piojos. A.5. Fiebre recurrente transmitida por piojos. 
Grupo B (Notificación caso por caso. Enfermedades de registro). B.10. Botulismo. B.12. Enfermedad de Chagas-Mazza. B.12.1. Chagas forma aguda. B.12.2. Chagas forma crónica asintómatica. B.12.3. Chagas forma crónica sintomática (excluye B.12.4.). B.12.4. Chagas forma crónica con cardiopatía. B.13. Fiebre tifoidea y paratifoidea. B.14. Hidatidosis.B.15 Lepra. B.15.1. Lepra lepromatosa. B.15.2. lepra tuberculoide. B.15.3. Lepra incaracterística. B.15.4 Lepra dimorfa o Bordeline. B.16. Paludismo. B.16.1. Paludismo autóctono. B.16.2. Paludismo importado. B.17. Poliomielitis. B.18. Rabia. B.18.1. Rabia humana. B.18.2. Persona mordida o expuesta a contactos con animal sospechoso o rabioso. B.19. Sífilis. B.19.1. Sífilis primaria (temprana primaria contagiosa). B.19.2. Sífilis secundaria (secundaria contagiante). B.19.3. Sífilis latente. B.19.4. Sífilis tardía. B.19.5. Sífilis congénita (precoz y tardía). B.20. Tuberculosis.B.20.1. Tuberculosis pulmonar con baciloscopía positiva. B.20.2. Tuberculosis pulmonar con baciloscopía negativa o sin baciloscopía. B.20.3. Tuberculosis extrapulmonar (excluida meníngea). B.20.4. Tuberculosis meníngea. B.21. Tétanos. B.21.1. Tétanos del recién nacido. B.21.2. Tétanos quirúrgico. B.21.3. Tétanos, otras formas. B.22. Triquinosis. B.23. Fiebre hemorrágica argentina. B.24. Esquistosomiasis. B.24.1. Esquistosomiasis autóctona. B.24.2. Esquistosomiasis importada. B.35. Difteria. B.41. Leishmaniasis. B.41.1. Lishmaniasis cutánea. B.41.2. Leishmaniasis visceral. B.43. Meningitis meningocócica. B.49. Psitacosis. B.53. Tifus endémico murino transmitido por pulgas. 
Grupo C (Notificación por número total de casos; con o sin discriminación por edad; sexo, condición de vacunado, etc.). C.11. Encefalitis. C.30. Micosis (especificar). C.31. Brucelosis humana. C.32. Carbunco humano. C.34 Coqueluche (tos ferina o convulsiva). C.36. Disenterias. C.36.1. Diarreas infecciosas (menores de 2 años de edad). C.36.2. Todas las demás. C.37. Estreptococias. C.37.1. Escarlatina. C.37.2. Fiebre reumática aguda. C.38. Hepatitis viral aguda. C.38.1. Hepatitis A (ex hepatitis infecciosa). C.38.2. Hepatitis B (ex hepatitis sérica o a suero homólogo). C.39. Influenza. C.40. Infecciones e intoxicaciones alimentarias. C.40.1. A estafilococos (toxina estafilocócica).C.40.2. A salmonellas. C.40. Leptospirosis (enfermedad de Weil; enfermedad icterohemorrágica). C.43. Infección meníngea (no meningocócica, no tuberculosa). C.43.1. A líquido turbio o purulento. C.43.2. A líquido claro. C.44. Necatoriasis o anquilostomiasis. C.45. Neumonías. C.45.1. Neumonías atípicas primarias. C.45.2. Neumonías típicas a neumococos. C.46. Envenenamiento por animales ponzoñosos. C.46.1. Ofidismo. C.46.2. Aracnoidismo. C.47. Parotiditis (fiebre urliana). C.48. Polirradiculoneuritis (Guillén-Barré y otros). C.50. Rabia animal. C.51. Rubeola. C.52. Sarampión. C.53. Tracoma. C.55. Varicela.C.56. Blenorragia (gonococcia). C.56.1. Gonococcia aguda. C.56.2. Gonococcia crónica. C.57. Chancro blando. C.58. Granuloma inguinal (Donovanosis). C.59. Mononucleosis infecciosa. 
Grupo D: Incluye enfermedades exóticas o desconocidas y aquellas conocidas no incluidas en los grupos anteriores cuando se presentan en extensión inusitada o con caracteres de particular gravedad. 
Grupo E: Enfermedades no transmisibles (notificación por número de casos con o sin discriminación por edad, sexo, etc.). E.70. Accidentes de tránsito vial (personas accidentadas). E.75. Cáncer. E.80. Enfermedades cardiovasculares. E.80.1. Hipertensión arterial. E.85. Diabetes. E.90. Intoxicación por pesticidas. E.90.1. Pesticidas clorados. E.90.2. Pesticidas fosforados. E.90.3. Otros tóxicos (especificar).El Poder Ejecutivo nacional está facultado, previo informe del Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública, para agregar otras enfermedades, suprimir alguna de las especificadas o modificar su agrupamiento. 
Artículo 3: La notificación debe efectuarse en los casos comprobados o sospechosos de enfermedades incluidas en el grupo A; en los casos comprobados de enfermedades comprendidas en los grupos B y C; y en los eventos contemplados en el grupo D. 
Artículo 4: Están obligados a la notificación: a) El médico que asista o haya asistido al enfermo o portador o hubiere practicado su reconocimiento o el de su cadáver; b) El médico veterinario, cuando se trate, en los mismos supuestos, de animales; c) El laboratorista y el anátomo patólogo que haya realizado exámenes que comprueben o permitan sospechar la enfermedad. 
Artículo 5: Están obligados a comunicar la existencia de casos sospechosos de enfermedad comprendida en el artículo 2º, en la persona humana y en los animales, el odontólogo, la obstétrica y el kinesiólogo y los que ejercen alguna de las ramas auxiliares de las ciencias médicas. 
Artículo 6: La notificación y comunicación de las enfermedades comprendidas en el artículo 2° de esta ley serán dirigidas a la autoridad sanitaria más próxima. 
Artículo 7: La notificación prescripta en los artículos 3º y 4º debe hacerse por las personas comprendidas en el artículo 4º, siempre por escrito y en las oportunidades siguientes:
a) Para las enfermedades comprendidas en el grupo A del artículo 2°, inmediatamente de la sospecha o de establecido el diagnóstico de presunción o de certeza;
b) Para las enfermedades comprendidas en los grupos B y D, dentro de las veinticuatro horas de su comprobación; 
c) Para las enfermedades comprendidas en el grupo C, dentro de los siete días de su comprobación. Las personas obligadas por el artículo 5° deben comunicar la sospecha de enfermedad dentro de las veinticuatro horas. Sin perjuicio de la notificación o comunicación escrita, deberá anticiparse los datos respectivos por la vía más rápida en los casos del grupo A, y tratándose de enfermedades comprendidas en los otros grupos, cuando presentaren características de rápida propagación o alta letalidad. 
Artículo 8: Las notificaciones y comunicaciones serán de carácter reservado, a cuyo efecto el Poder Ejecutivo establecerá un sistema de clave. La notificación debe contener los datos que permitan la localización e individualización de la persona o animal enfermo y de la fuente de infección; la fecha de iniciación probable; origen supuesto o comprobado; forma clínica de la enfermedad y todo otro dato que resulte de interés sanitario, así como también la individualización de la persona que hace la notificación. Cuando se trate de reconocimiento de cadáveres, deben incluir, además, la fecha probable en que se produjo el deceso. La comunicación debe contener los datos que permitan la localización e individualización de la persona o animal enfermo, y reunir la mayor cantidad de información vinculada a la enfermedad, así como también la individualización del informante.
Artículo 9: El médico está igualmente obligado a notificar por escrito a la autoridad sanitaria provincial o municipal más próxima, todo brote de enfermedades transmisibles no incluidas en el artículo 2º, dentro de las veinticuatro (24) horas. 
Artículo 10: Toda persona está obligada a comunicar por escrito a la autoridad sanitaria provincial o municipal más próxima la pululación de vinchucas, mosquitos, piojos y pulgas, conforme lo determine la reglamentación. La información de la existencia o mortalidad insólita de ratas, queda regida por la ley 11843 o la que se sancione en su reemplazo. 
Artículo 11: La autoridad sanitaria nacional es la única facultada para efectuar las notificaciones y comunicaciones o declaraciones internacionales sobre ocurrencia de las enfermedades transmisibles de los grupos A, B y D del artículo 2° y de todas aquellas que sean de notificación internacional obligatoria. 
Artículo 12: Los responsables de los servicios públicos nacionales, provinciales o municipales deben transmitir al Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública las notificaciones o comunicaciones que hubieren recibido de inmediato, cuando se trate de enfermedades comprendidas en los grupos A, B y D del artículo 2° y semanalmente las del grupo C del mismo artículo y los supuestos contemplados en los artículos 9º y 10. 
Artículo 13: Las notificaciones y comunicaciones por vía postal o telegráfica, serán libres de cargo y los servicios respectivos le darán prioridad y carácter de urgente. 
Artículo 14: Recibida la notificación o comunicación, la autoridad sanitaria proveerá los medios para efectuar las comprobaciones clínicas y de laboratorio y a la adopción de las medidas de asistencia del enfermo y las sanitarias de resguardo de la salud pública, comprendiendo las de aislamiento, prevención y otras conducentes a la preservación de la salud. 
Artículo 15: Corresponde al Poder Ejecutivo nacional y a los gobiernos provinciales reglamentar la presente Ley dentro de sus respectivas competencias y celebrarán acuerdos a fin de lograr el inmediato cumplimiento de sus finalidades. 
Artículo 16: Las personas enumeradas en el artículo 4º que infrinjan las obligaciones que les impone esta Ley sufrirán una multa de quinientos pesos moneda nacional ($ 500) a diez mil pesos moneda nacional ($ 10.000). Accesoriamente se harán pasibles de amonestaciones y en caso de reiterado incumplimiento, de suspensión temporal en el ejercicio profesional de uno (1) a tres (3) meses. 
Artículo 17: Las personas enumeradas en el artículo 5° que infrinjan las obligaciones que les impone esta Ley, sufrirán una multa de doscientos pesos moneda nacional ($ 200) a cinco mil pesos moneda nacional. Artículo 18.- Las sanciones serán impuestas por el Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública, o por las autoridades sanitarias provinciales, según corresponda. En el primer caso serán apelables para ante la justicia federal y las sanciones se harán efectivas por los jueces de sección correspondientes. 
ANTECEDENTES
Artículos Fuente: 1 Art. 1º texto original 2 Art. 2º texto original y modificación por Dec. 2771/79. 3 a 9 (art 10) Arts. 3º a 9 texto original 10 Art. 10 texto original, se suprime la referencia a la Ley 14.156, por ser modificatoria de la 11.843. 12 a 18 Arts. 13 a 17 texto original 
Artículos Suprimidos: Artículo 19, texto original objeto cumplido, Suprimido. Artículo 20, texto original de forma, Suprimido. 
Referencias Externas: ley 11843 
Organismos: Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública
DECRETO LEY NACIONAL Nº 4143/1958. Carta Orgánica de las Delegaciones Sanitarias Federales
Sanción: 02/04/1958 
Publicación: B.O. 16/04/1958 
Actualización: 31/03/2013
Texto Definitivo Ley ASA-0487 
Artículo 1: Apruébase el texto de la Carta Orgánica de las Delegaciones Sanitarias Federales del Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública, en los siguientes términos. 
CARTA ORGÁNICA DE LAS DELEGACIONES SANITARIAS FEDERALES 
1. El Ministerio estará representado en cada provincia por una Delegación Sanitaria Federal, que estará a cargo de un delegado sanitario federal. 
2. Las delegaciones sanitarias federales constituirán elementos de enlace entre el Ministerio nacional y las provincias en todo lo que se refiere al estudio, promoción, orientación, estímulo, colaboración, asesoramiento y coordinación en relación con la protección, fomento y recuperación de la salud y los problemas de asistencia social en el área de su jurisdicción. 
3. Corresponden a los delegados sanitarios federales, las siguientes atribuciones y responsabilidades: 
a) Mantener actualizada la información relacionada con los problemas sanitarios de las provincias: recursos humanos y materiales existentes, de orden sanitario o médico-asistencial y mantener informado al Ministerio nacional sobre las necesidades, planes y proyectos a estudio a fin de permitir que el organismo sanitario nacional facilite la colaboración y el asesoramiento oportunos; 
b) Recabar de los organismos provinciales y municipales la información necesaria para la apreciación de las necesidades y problemas sanitarios que reclamen una inmediata o mediata solución según el caso. Asimismo determinará con el asesoramiento indispensable: 
1) La importancia de los problemas existentes, en términos de enfermedad, invalidez y muerte, del año económico y de cultura sanitaria y social; 
2) La adecuación de los elementos disponibles en la provincia para la asistencia y prevención, instalaciones, edificios, personal y presupuesto, entre otros; 
3) El rendimiento de los servicios existentes; 
4) Los recursos comunales financieros, humanos y de organización; 
c) Servirá de intermediario para obtener del Ministerio nacional, el asesoramiento técnico administrativo conveniente para la realización de los planes proyectados; 
d) Preocuparse por la obtención, registro y envío de las informaciones sobre estadísticas vitales, así como recibir la denuncia de enfermedades transmisibles y todo cuanto pueda interesar para la acción sanitaria federal; 
e) Verificar el cumplimiento de las condiciones convenidas entre la provincia y la Nación en materia sanitaria; 
f) Aconsejar la otorgación de becas de capacitación al personal profesional y colaborar con las autoridades locales en la selección de candidatos para las que se ofrezcan en el país y en el extranjero; 

g) Colaborar en la creación de cursos de capacitación para el personal auxiliar de sanidad; 
h) Proceder a difundir las informaciones técnicas sobre problemas de salud pública (libros, informes y publicaciones científicas, etc.); dispuestas por el Ministerio; 
i) Facilitar la coordinación indispensable en las actividades médico-asistenciales y de salud pública de distinto nivel; 
j) Resolver los problemas sanitarios y administrativos de emergencia, de jurisdicción nacional que se presenten, debiendo comunicar a las autoridades respectivas las medidas adoptadas; 
k) Proponer el plantel de personal de la Delegación sanitaria federal a su cargo; 
l) Preparar el anteproyecto del presupuesto anual de la Delegación sanitaria federal; 
m) Elevar la memoria anual sobre actividades de la Delegación sanitaria federal, antes del 20 de enero de cada año. 
4. El Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública, estimulará a través de sus delegaciones a los organismos provinciales, municipales y privados en el estudio y solución de los problemas y actividades relacionados con: 
a) Protección de la salud: Particularmente el saneamiento del medio ambiente; la provisión y control del agua de bebida y la eliminación de excretas; el control de insectos, roedores, basuras y animales; el control de alimentos, el saneamiento de viviendas, industrias y locales; 
b) Promoción de la salud: Por medio de acciones en el campo de la higiene maternal e infantil, higiene dental, nutrición e higiene de la alimentación; higiene mental; higiene y medicina del trabajo, previsión de riesgos, tratamiento y rehabilitación; higiene de adultos; prevención de las enfermedades y sus secuelas; 
c) Reparación de la salud: Atención médica general y especializada en hospitales, consultorios externos e instituciones afines; asistencia del anciano e inválido, rehabilitación, atención dental, etcétera. 
5. Interesarse por toda tarea conducente al perfeccionamiento de los servicios generales que, entre otros, más abajo se detallan: 
a) Estadística vital, demográfica y administrativa; 
b) Educación y divulgación de los problemas sanitarios; 
c) Enfermería; 
d) Laboratorio de salud pública; 
e) Formación y capacitación del personal superior, técnico y auxiliar; 
f) Servicios administrativos; 
6. A los efectos de las funciones especificadas en los capítulos anteriores, los delegados sanitarios federales, recabarán en cada caso del Ministerio nacional, la intervención y el envío de los asesores y consultores especializados indispensables. 
7. Ejercer el contralor epidemiológico de las enfermedades cuarentenables y de aquellas que por su alta difusión y peligrosidad pueden ser de importancia nacional. En el desempeño de esa función, les corresponderá: a) Estimular la notificación de las enfermedades cuarentenables siguiendo el sistema uniforme de todo el país; b) Realizar la investigación epidemiológica en colaboración con los técnicos provinciales, en todos los casos de enfermedades cuarentenables, así como en toda otra enfermedad que, por su alta difusión y peligrosidad, sea de interés nacional; 
8. El personal de las delegaciones federales estará integrado por: un delegado sanitario federal, un secretario técnico (médico), un secretario administrativo, un auxiliar bioestadístico y el personal médico administrativo y auxiliar que se determine en cada caso, de acuerdo con la importancia y problema de las distintas zonas del país. Podrán crearse subdelegaciones cuando fuese necesario; 
9. El delegado sanitario federal deberá ser un médico nacional con experiencia y antecedentes probados en tareas vinculadas con la salud pública y dedicar a sus funciones la atención prevaleciente que reclama la misión a desempeñar siguiendo las normas administrativas que fije el Ministerio nacional; 
10. El cargo de delegado sanitario federal deberá ser obtenido por concurso sobre la base de méritos y antecedentes, quedando obligado a seguir los cursos de capacitación y perfeccionamiento en salud pública que disponga el Ministerio, el que, en dichos casos, arbitrará las becas o se hará cargo de los gastos correspondientes. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 Art. 1 Texto original 
Artículos Suprimidos: Artículo 2º, texto original, objeto cumplido. Artículo 3º, texto original, de forma.

DECRETO LEY NACIONAL Nº 6765/1963. Venta de prótesis para sordos
Sanción: 12/08/1963 
Publicación: B.O. 22/08/1963 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-0581 

Artículo 1: La venta de prótesis para sordos (otoamplífonos, audífonos) en jurisdicción nacional se efectuará exclusivamente por prescripción médica. 
Artículo 2: Las prótesis para sordos (otoamplífonos, audífonos) deberán contar con la aprobación del Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública. 
Artículo 3: Los establecimientos que se dediquen a la importación, elaboración, comercialización y venta de prótesis para sordos deben contar con la autorización del Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública. 
Artículo 4: A los efectos de obtener la autorización a que se alude en el artículo anterior, el interesado debe acreditar que el establecimiento está dotado de los elementos necesarios para lograr el cumplimiento de las condiciones técnicas y de higiene que determine la autoridad sanitaria. 
Artículo 5: Los propietarios de los establecimientos a que se refiere al Artículo 3° deberán llevar los libros rubricados por el Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública que determine la reglamentación, tendientes a acreditar el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 1°, así como la existencia y movimiento de las prótesis que en ellos se importen, elaboren, comercialicen o vendan. 
Artículo 6: Toda propaganda oral o escrita de prótesis para sordos deberá ser previa y expresamente aprobada por el Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública, con el propósito de salvaguardar la moral profesional, la verdad científica y la salud pública, y evitar el error, el engaño o la explotación de la buena fe del consumidor. 
Artículo 7: Queda sometido al régimen del presente decreto el tráfico interprovincial de los aparatos a que se refiere el mismo, así como los establecimientos que intervengan en él. La reglamentación adecuará las previsiones de este decreto a la naturaleza de las actividades en él comprendidas, respetando los poderes reservados por las provincias. 
Artículo 8.-Las infracciones al presente decreto y a las normas reglamentarias que en su consecuencia se dicten, serán sancionadas con apercibimiento o multa de un mil a ochenta mil pesos ($ 1.000 a 80.000). Estas sanciones podrán llevar como accesorias, a juicio de autoridad de aplicación, la clausura total o parcial, temporal o definitiva del establecimiento, la cancelación o suspensión de la autorización de venta y el comiso de los aparatos en infracción, según la gravedad y circunstancias del caso. Para la aplicación de estas sanciones se tendrá especialmente en cuenta las posibles consecuencias de la infracción, sus proyecciones desde el punto de vista sanitario y los antecedentes del establecimiento. 
Artículo 9: Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública, a través de sus organismos competentes, será el encargado de la vigilancia del cumplimiento del presente decreto, así como de la aplicación de las correspondientes sanciones.
Artículo 10: Las acciones para poner en ejecución las sanciones previstas en este decreto, prescribirán a los cinco (5) años de cometida la infracción; dicha prescripción se interrumpirá por la comisión de cualquier otra infracción al presente decreto o a sus reglamentos. 
Artículo 11: Las sanciones de multa superior de cinco mil pesos ($ 5 000) podrán ser apeladas por ante el Juez Nacional de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo, dentro del plazo de cinco (5) días de notificadas, previo depósito de la multa, aun en los casos en que se apele de hecho. Las acciones para hacer efectivas dichas multas deberán ser promovidas, también, por ante dicho magistrado. 
Artículo 12: Cuando la sanción aplicada llevase como accesoria la de clausura del establecimiento, o de cancelación o suspensión de la autorización de venta o decomiso de los aparatos, la interposición y sustanciación del recurso no impedirá su cumplimiento, supeditado a la resolución definitiva de la justicia. 
Artículo 13: El producido de las multas que se recauden por aplicación de lo dispuesto en el artículo 8° ingresará al Fondo Nacional de la Salud. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 13 Arts. 1° a 13 texto original.- 
Artículos Suprimidos: Artículo 14 y 15, texto original, objeto cumplido. Artículo 16, texto original de forma. 
Organismos: Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública.
LEY NACIONAL Nº 16463. Ley de medicamentos

Sanción: 23/07/1964 
Promulgación: 23/07/1964 
Publicación: B.O. 08/08/1964 
Actualización: 31/03/2013
Texto Definitivo Ley ASA-0612  
Artículo 1: Quedan sometidos a la presente Ley y a los reglamentos que en su consecuencia se dicten, la importación, exportación, producción, elaboración, fraccionamiento, comercialización o depósito en jurisdicción nacional o con destino al comercio interprovincial, de las drogas, productos químicos, reactivos, formas farmacéuticas, medicamentos, elementos de diagnóstico y todo otro producto de uso y aplicación en la medicina humana y las personas de existencia visible o ideal que intervengan en dichas actividades. 
Artículo 2: Las actividades mencionadas en el artículo 1º sólo podrán realizarse, previa autorización y bajo el contralor del Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública, en establecimientos habilitados por el mismo y bajo la dirección técnica del profesional universitario correspondiente, inscripto en dicho Ministerio. Todo ello en las condiciones y dentro de las normas que establezca la reglamentación, atendiendo a las características particulares de cada actividad y a razonables garantías técnicas en salvaguardia de la salud pública y de la economía del consumidor.
Artículo 3: Los productos comprendidos en la presente Ley deberán reunir las condiciones establecidas en la Farmacopea Argentina y, en caso de no figurar en ella, las que surgen de los patrones internacionales y de los textos de reconocido valor científico. El titular de la autorización y el director técnico del establecimiento, serán personal y solidariamente responsables de la pureza y legitimidad de los productos. 
Artículo 4: No podrá autorizarse la instalación de nuevos laboratorios, y se cancelarán los permisos de los existentes, cuando no elaboren sus propios productos y sus actividades se limiten a envasar especialidades preparadas por terceros. 
Artículo 5: Los medicamentos que se expendan al público en su envase original, deberán reunir las condiciones técnicas de identificación u otras que establezca la reglamentación. Esta determinará, así mismo, teniendo en cuenta la naturaleza o peligrosidad del uso indebido de los medicamentos, la condición de su expendio, que podrá ser: libre, bajo receta, bajo receta archivada y bajo receta y decreto. 
Artículo 6: El Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública podrá exigir la utilización, en los productos a que se refiere el artículo 5º, de envases de contenido máximo y mínimo, de acuerdo con la naturaleza de los mismos y normas de tratamiento, así como procedimientos para su fraccionamiento, distribución y expendio, que permitan una economía en la medicación, resguardando los intereses de la salud pública. 
Artículo 7: Las autorizaciones para elaborar y vender los productos mencionados en el artículo 5º se acordarán si, además de las condiciones establecidas en dicha norma, reúnen ventajas científicas, terapéuticas, técnicas o económicas. Dichas autorizaciones y sus reinscripciones, tendrán vigencia por el término de cinco (5) años, a contar de la fecha de certificado autorizante. El Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública procederá a inscribir o reinscribir como medicamentos industriales, aquellos productos que, a su juicio, no corresponda autorizar como especialidades medicinales. En tal caso, el precio de venta de los productos inscritos como medicamentos industriales no podrá exceder del que determine dicho Ministerio. El interesado deberá requerir la reinscripción dentro de los treinta (30) días anteriores a su vencimiento. 
Artículo 8: Las autorizaciones de elaboración y venta serán canceladas: a) A pedido del titular; b) Por cualquier modificación, alteración o incumplimiento de las condiciones de la autorización; c) Por vencimiento del lapso establecido en el artículo 7º; d) Cuando el producto no mantenga finalidades terapéuticas útiles, acordes con los adelantos científicos. 
Artículo 9: El Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública clasificará los productos comprendidos en el artículo 5º, según la naturaleza, composición, actividad, acción farmacológica y procedimientos farmacotécnicos de preparación, estableciendo condiciones para su autorización, acordes con los adelantos científicos reconocidos, los intereses de la salud pública y la defensa económica del consumidor. 
Artículo 10: El Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública redactará, publicará y revisará periódicamente el Formulario Terapéutico Nacional, el que contendrá la recopilación de fórmulas magistrales de uso frecuente y de acción farmacológica y utilidad terapéutica reconocidas.
Artículo 11: Dependiente del Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública actuará la Comisión Permanente de la Farmacopea Argentina, que la revisará periódicamente, de acuerdo con el progreso de la ciencia, y asesorará a los organismos públicos en las materias de su competencia. 
Artículo 12: El Poder Ejecutivo establecerá las normas reglamentarias para la importación, exportación y fabricación, fraccionamiento, circulación y expendio de las sustancias toxicomanígenas en concordancia con los convenios internacionales, dictando todas las medidas aconsejables para la defensa de la salud pública; el contralor de las toxicomanías y del tráfico ilegal y la satisfacción de las necesidades terapéuticas, regulando los permisos de cultivo para la extracción nacional de drogas, estupefacientes, acordando los cupos de fabricación y de importación cuando ésta sea necesaria. 
Artículo 13: El Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública está facultado para proceder al retiro de muestras de los productos mencionados en el artículo 1º, a los efectos de verificar si los mismos se ajustan a lo autorizado y declarado y si reúnen las condiciones prescriptas en la presente Ley y sus normas reglamentarias. 
Artículo 14: Créase el Instituto de Farmacología y de Normalización de Drogas y Medicamentos, destinado a: 
a) Efectuar el análisis y contralor farmacológico de las drogas, medicamentos, productos dietetoterápicos, cosmetológicos, aguas minerales y otros productos, cuya administración pueda afectar la salud humana, percibiendo los derechos arancelarios que fije la reglamentación; 
b) Estudiar y proponer las normas técnicas generales que deben reunir los productos enunciados en el inciso a); 
c) Determinar para las drogas no incluidas en la Farmacopea argentina las normas y condiciones que deben reunir, y proponer a la Comisión Permanente de la Farmacopea Argentina modificaciones a las normas en vigencia oficial;
d) Establecer las normas y condiciones a que deberá ajustarse la preparación y la conservación de los patrones nacionales de drogas y medicamentos; 
e) Realizar y promover la investigación integral en el campo de la farmacología en general, y, de manera especial, referida a la indagación de las riquezas naturales nacionales; 
f) Realizar los trabajos técnicos que le soliciten personas o instituciones públicas o privadas, mediante los recaudos y la percepción de los derechos arancelarios que fije la reglamentación. Los derechos arancelarios referidos en los incisos a) y f) ingresarán al Fondo Nacional de la Salud, con destino al mencionado Instituto. 
Artículo 15: Los inspectores o funcionarios autorizados por el Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública tendrán la facultad de penetrar en los locales, habilitados o no, donde se ejerzan actividades comprendidas en la presente Ley. 
Artículo 16: Los jueces, con habilitación del día y hora, acordarán de inmediato a los funcionarios designados por la autoridad de aplicación, la orden de allanamiento y el auxilio de la fuerza pública para practicar las inspecciones a que se refiere el artículo anterior. También con habilitación del día y hora y con el auxilio de la fuerza pública, procederán a adoptar las medidas preventivas autorizadas por el artículo 17, emplazando al presunto infractor a comparecer a su despacho dentro del término de tres (3) días hábiles, a un comparendo verbal, al que también deberá concurrir el funcionario que solicitó la medida. El presunto infractor podrá concurrir asistido por su letrado. En dicho comparendo se oirán las defensas y se recibirán las pruebas ofrecidas. La inasistencia del infractor, sin previa justificación, convertirá en firme la medida decretada. Dentro de las cuarenta y ocho (48) horas de celebrado el comparendo verbal, el juez resolverá mantener o revocar la medida preventiva. Su resolución es apelable con efecto devolutivo. 
Artículo 17: Si se incurriera en actos u omisiones que, a juicio del el Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública, constituyeran un peligro para la salud de las personas, podrá solicitar a la autoridad judicial la clausura, total o parcial, de los locales en que los mismos ocurrieron, la suspensión de la elaboración y expendio de los productos cuestionados y la intervención técnica, total o parcial, de los procesos de elaboración y producción incriminados. Dichas medidas no podrán tener una duración mayor de noventa (90) días hábiles.
Artículo 18: Queda prohibido: 
a) La elaboración, la tenencia, fraccionamiento, circulación, distribución y entrega al público de productos impuros o ilegítimos; 
b) La realización de cualquiera de las actividades mencionadas en el artículo 1°, en violación de las normas que reglamentan su ejercicio conforme a la presente Ley; 
c) Inducir en los anuncios de los productos de expendio libre a la automedicación. 
d) Toda forma de anuncio al público de los productos cuyo expendio sólo haya sido autorizado "bajo receta"; 
e) Vulnerar, en los anuncios, los intereses de la salud pública o la moral profesional; 
f) Violar, en los anuncios, cualquier otro requisito exigido por la reglamentación. 
Artículo 19: Las infracciones a las normas de la presente Ley y su reglamentación serán sancionadas:
a) Con apercibimiento; 
b) Con multa de pesos mil ($ 1000) a pesos un millón ($ 1.000.000), 
c) Con la clausura, total o parcial, temporal o definitiva, según la gravedad de la causa o reiteración de la misma, del local o establecimiento en que se hubiere cometido la infracción; 
d) Suspensión o inhabilitación en el ejercicio de la actividad o profesión hasta un lapso de tres años; en caso de extrema gravedad o múltiple reiteración de la o de las infracciones, la inhabilitación podrá ser definitiva; 
e) El comiso de los efectos o productos en infracción, o de los compuestos en que intervengan elementos o sustancias cuestionados; 
f) La cancelación de la autorización para vender y elaborar los productos. El producido de las multas ingresará al Fondo Nacional de la Salud. 
Artículo 20: Si se considera que existe una infracción de las previstas en el artículo 18 se dará vista al interesado, por el término de tres (3) días hábiles, para que oponga sus defensas y ofrezca toda su prueba, acompañando la documental. Sustanciada la prueba en el plazo de diez (10) días hábiles, se dictará resolución en el término de tres (3) días hábiles, la que será apelable en el término de tres (3) días hábiles. En la apelación se expresarán los correspondientes agravios y con ellos se elevará el expediente, cuando proceda, a la magistratura judicial correspondiente. Los plazos a los que se refiere el presente artículo son perentorios y prorrogables solamente por razón de la distancia. Las resoluciones del Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública, por las que se impongan apercibimiento y multas de m$n 2000, harán cosa juzgada.
Artículo 21: El que adulterare alguno de los productos comprendidos en la presente Ley, en cualquiera de sus etapas, se hará pasible de las penalidades establecidas en el Capítulo IV, Título VII, delitos contra la Seguridad Pública, artículo 200 y sus correlativos del Código Penal. 
Artículo 22: En el caso de que las multas impuestas, una vez consentidas, no fueran satisfechas, el Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública promoverá, por vía de apremio, la pertinente acción judicial ante los jueces en lo penal-económico, en jurisdicción nacional y, en otras jurisdicciones, ante los jueces federales de sección. 
Artículo 23: Las acciones emergentes de esta Ley prescribirán en el término de cinco (5) años. Dicha prescripción quedará interrumpida por la secuela del proceso, o por la comisión de cualquier otra infracción a la presente Ley o a los reglamentos que en su consecuencia se dicten. 
ANTECEDENTES

Artículos Fuente: 1 a 14 Arts. 1° a 14 texto original 15 Art. 16 texto original 16 a 18 Arts. 17 a 19 texto original 19 Art. 20 texto original. En el inc. b) se actualizaron los montos, por DNU 341/92. 20 a 23 Arts. 21 a 24 texto original.

Artículos Suprimidos: Art. 15, 25, y 26 texto original, objeto cumplido, Artículo 27, texto original, de forma.

LEY NACIONAL Nº 17102. Servicios de atención médica integral para la comunidad 
Sanción: 30/12/1966 
Promulgación: 30/12/1966 
Publicación: B.O. 20/01/1967 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-0648 

Artículo 1: Facúltase al Poder Ejecutivo nacional para reformar el régimen de constitución, funcionamiento y manejo, vigente en los organismos asistenciales o sanitarios dependientes de la Secretaría de Estado de Salud Pública, con el objeto de propender a su mayor rendimiento, la mejor y más amplia prestación de servicios y al incremento de recursos para el desarrollo de sus programas; todo ello mediante la participación y aporte de entidades oficiales o privadas que promuevan a esos efectos la intervención activa de la comunidad. 
Artículo 2: A tales fines, el Poder Ejecutivo nacional — por intermedio de la Secretaría de Estado de Salud Pública— realizará estudios previos de carácter sanitario, económico y social, relativos a cada organismo asistencial o sanitario y a su respectiva zona de influencia y — cuando de tales estudios resulte aconsejable— decidirá, en cada caso, la creación de una nueva entidad, sin fines de lucro, en reemplazo del organismo preexistente; entidad cuya constitución, funcionamiento y manejo deberá convenir con las provincias, municipalidades, universidades u otras personas físicas o jurídicas oficiales o privadas, de conformidad a las normas de esta Ley y a las de su reglamentación.
Artículo 3: Las entidades que se constituyan en virtud de lo dispuesto en el artículo anterior se denominarán genéricamente "Servicios de Atención Médica Integral para la Comunidad" y tendrán por finalidad desarrollar sus actividades según los conceptos actualizados de la acción sanitaria integral, debiendo organizar y realizar funciones de protección, recuperación, rehabilitación, promoción, capacitación, educación e investigación en el campo de la salud. 
Artículo 4: La constitución de cada uno de los "Servicios de Atención Médica Integral para la comunidad" tendrá carácter condicional durante un período inicial no mayor de tres años — a establecer en cada convenio de creación— durante el cual serán aplicables las disposiciones del artículo 138 de la Ley de contabilidad. Cumplido ese lapso experimental, con resultado favorable, el Poder Ejecutivo nacional, a propuesta de la Secretaría de Estado de Salud Pública, y con el acuerdo de las entidades que hayan constituido cada Servicio, resolverá la condición jurídica que en definitiva corresponda atribuirle. Vencido dicho período inicial sin observaciones se considerará también definitivamente acordada la transferencia de todos los bienes que se hubiesen aportado a la constitución del Servicio. En caso contrario, el Servicio se restituirá a su dependencia de origen en el estado en que se encuentre sin dar lugar a reclamaciones por las mejoras o contribuciones que se hubiesen aportado. 
Artículo 5: La organización, funcionamiento y administración general de los "Servicios de Atención Médica Integral para la Comunidad" se ajustarán a las disposiciones de un estatuto orgánico individual que en cada caso aprobará el Poder Ejecutivo nacional — con intervención de la Secretaría de Estado de Salud Pública— al tiempo de celebrarse el convenio de creación de cada uno de los servicios. Básicamente, el estatuto orgánico deberá contener los siguientes elementos y referencias: 
a) Denominación y domicilio;
b) Constitución, organización y funcionamiento; 
c) Programa general de actividad específica, prestación de servicios a la comunidad y régimen de su retribución; 
d) Atribuciones y deberes de las autoridades; 
e) Régimen financiero-contable; sistema de contrataciones; 
f) Régimen de personal, requisitos y deberes para el desempeño de cada cargo; sistema previsional; 
g) Procedimiento de reforma estatutaria. 
Artículo 6: Cada uno de los "Servicios de Atención Médica Integral para la Comunidad" será manejado por un Consejo de Administración, al que — sin perjuicio de otras atribuciones complementarias— corresponderá específicamente: 
a) Administrar y dirigir el Servicio de acuerdo con las disposiciones del estatuto orgánico y normas supletorias; 
b) Ejercer la plena representación del Servicio; 
c) Proyectar el presupuesto anual de gastos y el cálculo de recursos, de acuerdo con el programa de actividades. Durante el período experimental a que se refiere el artículo 4º, el presupuesto anual de gastos y el cálculo de recursos deberá ser aprobado por la Secretaría de Estado de Salud Pública; 
d) Aceptar herencias, legados, donaciones u otras liberalidades de cualquier especie. Durante el período experimental a que se refiere el artículo 4º deberá someterse al “referéndum” de la Secretaría de Estado de Salud Pública cuando dichas liberalidades contuvieren cargos o condiciones; 
e) Dictar la reglamentación interna del servicio; 
f) Programar, disponer, supervisar y evaluar la modalidad, forma y condiciones de la prestación de los servicios de atención médica integral que haya tomado a su cargo y establecer el régimen de retribución de los mismos. A este efecto se cuidará de mantener igualdad de atención en favor de personas y núcleos familiares de recursos insuficientes cuando no se encuentren amparados por entidades a las que corresponda atender el costo de aquélla; 
g) Incorporar, promover, sancionar y remover al personal de acuerdo con las disposiciones del estatuto orgánico; 
h) Redactar la memoria anual y el balance general dentro de los treinta (30) días de finalizado cada ejercicio financiero. Durante el período experimental a que se refiere el artículo 4º dicha documentación deberá someterse a consideración de la Secretaría de Estado de Salud Pública. 
Artículo 7: Los recursos de cada uno de los "Servicios de Atención Médica Integral para la Comunidad" estarán principalmente constituidos por: 
a) Los créditos que anualmente le asigne el Presupuesto General de la Nación; 
b) Los créditos que le sean asignados por presupuestos provinciales o municipales; 
c) Los aportes, subvenciones y subsidios que le acuerden personas o entidades públicas o privadas y organismos internacionales; 
d) Las herencias, legados o donaciones; e) El producto de servicios que presten por delegación del Estado; 
f) Las tasas correspondientes a los servicios que preste, excepto los casos de gratuidad previstos en el inciso f) del artículo 6°. 
Artículo 8: El personal que, al tiempo de constituirse cada "Servicio de Atención Médica Integral para la Comunidad" revistara en el organismo de origen como dependiente de la Secretaría de Estado de Salud Pública, deberá optar por mantener esa dependencia o incorporarse al régimen particular que cada Servicio deberá instituir a la finalización del período experimental a que hace referencia el artículo 4º. 
Artículo 9: A efectos de la supervisión y evaluación regular de cada uno de los "Servicios de Atención Médica Integral para la Comunidad", la Secretaría de Estado de Salud Pública ejercerá las facultades legales de su competencia, pudiendo — además— y conforme lo determine la reglamentación de esta Ley, proceder en caso necesario a la intervención temporaria del Consejo de Administración de aquellos servicios que no alcanzaren a satisfacer las necesidades previstas en su creación, o se apartaren de las respectivas disposiciones estatutarias. 
ANTECEDENTES

Artículos Fuente: 1 a 9 Arts. 1º a 9º texto original 
Artículos Suprimidos: Artículo 10, texto original objeto cumplido. Artículo 11, texto original de forma. 
Nota de la Dirección de Información Parlamentaria: Consideramos que se debe restituir el texto original del Art. 4º, ya que no existe una sustitución explícita en la Ley 24156 del art. 120 por el 138, tal cual propone el jurista. Asimismo, restituimos el nombre del Organismo “Secretaría de Estado de Salud Pública” como aparece en el texto original, en lugar de reemplazarlo por “Ministerio de Salud” como el jurista propone, ya que la cita a la que remite el jurista es a la Ley 26338, norma en realidad modificatoria de la ley de ministerios 22.520, que es a la cual pretende remitirnos el jurista, donde el cambio de organismo debido a la reestructuración en el organigrama de Ministerios no se da de forma expresa.
LEY NACIONAL Nº 17180. Medidas Sanitarias Aplicables en Tránsito Internacional e Interprovincial 
Sanción: 20/02/1967 
Promulgación: 20/02/1967 
Publicación: B.O. 27/02/1967
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-0663
Artículo 1: Facúltase al Poder Ejecutivo nacional para dictar las medidas sanitarias que considere necesario aplicar en su jurisdicción y, particularmente, en todo lo relativo al tránsito internacional e interprovincial por cualquier medio de transporte público o privado, a fin de evitar la propagación de enfermedades pestilenciales e infecto-contagiosas que puedan constituir un peligro para la salud de los habitantes de la Nación. 
Artículo 2: La infracción a las disposiciones que se dicten como consecuencia de esta Ley será sancionada, conforme a sus normas reglamentarias, con multas de hasta un millón de pesos moneda nacional (m$n 1.000.000), sin perjuicio de las medidas que correspondan en virtud de los artículos números 205 y 207 del Código Penal. 
Artículo 3: Las multas a que se refiere el artículo anterior serán impuestas directamente por el organismo de aplicación mediante el procedimiento que establezca la reglamentación de esta ley y sólo serán apelables ante la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo de la Capital Federal o Juzgados Federales de sección cuando excedieran de la suma de dos mil pesos moneda nacional (m$n 2.000). La autoridad de aplicación promoverá por vía de apremio las acciones judiciales pertinentes cuando las multas impuestas no fueren oportunamente satisfechas. 
Artículo 4: Las acciones emergentes de las normas que se dicten como consecuencia de esta ley prescribirán al término de cinco (5) años. Dicha prescripción quedará interrumpida por la secuela del proceso o por nuevas infracciones a las normas aludidas. 
Artículo 5: El producto de las multas que se apliquen por imperio de la presente ley será ingresado al Fondo Nacional de la Salud. 
Artículo 6: La Secretaría de Estado de Salud Pública tendrá a su cargo la aplicación y fiscalización de las medidas reglamentarias de esta ley. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 6 Arts. 1° a 6° texto original.- 
Artículos Suprimidos: Artículo 7°, texto original, de forma.

LEY NACIONAL Nº 17259. Sal para uso alimentario humano o animal – Prevención de la endemia bociosa 
Sanción: 02/05/1967 
Promulgación: 02/05/1967 
Publicación: B.O. 08/05/1967 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-0673 
Artículo 1: En todo el territorio nacional, la sal para uso alimentario humano o para uso alimentario animal, deberá ser enriquecida con yodo en la proporción, forma y dentro de los plazos que determine la reglamentación respectiva. El mismo tratamiento deberán recibir las sales sin contenido de sodio o modificadas con menor contenido de sodio, cuyo uso se recomienda para combatir la hipertensión arterial. 
Artículo 2: Podrán ser exceptuadas de la obligación impuesta en el artículo 1, aquellas provincias donde se comprobare la inexistencia de endemia bociosa. 
Artículo 3: Será función de la Secretaría de Estado de Salud Pública y de las autoridades sanitarias provinciales, fiscalizar en sus respectivas jurisdicciones el cumplimiento de la presente Ley y de las reglamentaciones que en su consecuencia se dicten con relación a la sal destinada al uso alimentario humano. La Secretaría de Estado de Agricultura y Ganadería ejercerá la fiscalización con relación a la sal destinada al uso alimentario animal. La Secretaría de Estado de Salud Pública deberá, además, realizar la evaluación de la prevención y llevar el estudio de la evolución de la endemia bociosa por medio de encuestas periódicas y otros medios científicamente establecidos, ya sea directamente o en coordinación con organismos sanitarios provinciales o entidades científicas. 
Artículo 4: Los fondos necesarios para el cumplimiento de la presente Ley se tomarán de rentas generales, hasta tanto se establezcan recursos especialmente destinados para este fin. 
Artículo 5: Queda prohibido: a) Elaborar sal enriquecida con yodo para uso alimentario humano o animal que no cumpla con las exigencias que establezca la reglamentación respectiva; b) La tenencia, fraccionamiento y venta al público de sal para consumo humano o animal no yodada. 
Artículo 6: Las infracciones a la presente Ley y a las reglamentaciones que en su consecuencia se dicten, serán sancionadas con las siguientes penalidades: 
a) Con multas de pesos trescientos (300) a cincuenta mil (50000); 
b) Clausura temporaria o definitiva, parcial o total de los locales correspondientes; 
c) Decomiso de los productos en infracción. Las penalidades mencionadas en los incisos b) y c) podrán ser aplicadas como accesorias de las multas que se impongan.
Artículo 7: Las sanciones serán aplicadas por la Secretaría de Estado de Salud Pública en jurisdicción nacional y por las autoridades provinciales en sus respectivas jurisdicciones, con relación a la sal destinada al uso alimentario humano, y por la Secretaría de Estado de Agricultura y Ganadería con relación a la sal destinada al uso alimentario animal. Serán apelables en el término de tres (3) días hábiles a partir de la fecha de su notificación por ante la justicia federal y cuando se trate de penas pecuniarias, previo depósito de las mismas. En jurisdicción nacional, el producido de las multas ingresará al Fondo Nacional de la Salud y en las jurisdicciones provinciales, a cuentas especiales con destino exclusivo a asistencia sanitaria o problemas de salud. 
Artículo 8: La sal destinada al uso industrial, alimentario o no, o al uso farmacéutico, queda exceptuada de las normas de la presente Ley. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente. 1 Art. 1° texto sustituido por ley 24786, art. 1° 2 a 4 Arts. 2° a 4º, texto original 5 Art. 5° Texto original. Inc. b) sustituido por Ley 24786, art. 2 6 Art. 6° texto original. Inc. a) sustituido por Ley 24786, art. 3 7 a 8 Arts. 7° a 8º, Texto original. 
Artículos Suprimidos: Art. 9, texto original, de forma.

LEY NACIONAL Nº 17557. Equipos de Rayos X 

Sanción: 27/11/1967 
Promulgación: 27/11/1967 
Publicación: B.O. 05/12/1967 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-0698 
Artículo 1: Decláranse sometidas a las disposiciones de esta Ley la instalación y utilización en todo el territorio del país de equipos específicamente destinados a la generación de "Rayos X" cualquiera sea su campo de aplicación y objeto a que se los destine, a fin de asegurar el adecuado nivel de idoneidad y la protección del personal afectado al servicio de dichos equipos; la observancia de normas básicas de seguridad de los mismos, sus instalaciones y lugares de funcionamiento y la determinación de responsables por su tenencia, aplicación y manejo. 
Artículo 2: Los equipos e instalaciones a que se refiere el artículo anterior deberán ser habilitados de acuerdo a las condiciones reglamentarias de esta Ley por las autoridades de Salud Pública de la Nación, de las provincias o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires según corresponda de acuerdo al lugar de su instalación; las mismas autoridades tendrán a su cargo el control que se deberá mantener ulteriormente sobre el funcionamiento y manejo de dichos equipos. 
Artículo 3: Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2º la autoridad nacional de Salud Pública podrá concurrir por sí para hacer cumplir o para verificar el cumplimiento de esta Ley y de su reglamentación en cualquier parte del territorio de la Nación. La autoridad nacional de Salud Pública podrá también concertar con las provincias y con la Ciudad Autónoma de Buenos Aires los acuerdos necesarios para proporcionar asistencia y cooperación a los fines de esta Ley. 
Artículo 4: Las infracciones a las disposiciones de esta Ley y a las de su reglamentación se sancionarán, según la gravedad y circunstancia de cada caso y sin perjuicio de las previsiones pertinentes del Código Penal, de acuerdo a las siguientes prescripciones: a) Multa de diez mil pesos moneda nacional ($ 10.000) a un millón de pesos moneda nacional ($ 1.000.000); b) Suspensión o cancelación de la habilitación de los equipos y sus instalaciones; c) Suspensión o cancelación de la autorización acordada a los profesionales y/o técnicos que tengan a su cargo el manejo, uso y aplicación de los equipos e instalaciones en infracción; d) Decomiso de los equipos; e) Clausura temporal, total o parcial, de los consultorios, clínicas, establecimientos o entidades de cualquier naturaleza, carácter o dependencia responsables de la tenencia, uso y aplicación de los equipos en infracción. Durante el tiempo de su vigencia las sanciones previstas en los incisos b) y c) no permitirán la rehabilitación en ningún lugar del país cualquiera sea la jurisdicción en que se hayan aplicado. 
Artículo 5: Contra las disposiciones administrativas firmes que se dicten como consecuencia de esta Ley podrá interponerse dentro del quinto día hábil y de acuerdo a las normas reglamentarias recurso de apelación ante el tribunal competente según la autoridad que las haya dictado. Mientras se resuelva en definitiva, la interposición y sustanciación del recurso aludido no impedirá el cumplimiento de las sanciones apeladas. 
Artículo 6: Las acciones tendientes a hacer efectivas las sanciones que se impongan de acuerdo al artículo 4° prescribirán a los cinco (5) años de cometida la infracción; dicha prescripción se interrumpirá por la comisión de cualquier otra infracción a la presente Ley o a su reglamentación. 
Artículo 7: Las multas que prevé el artículo 4° serán aplicadas por la autoridad de salud pública que constate la infracción. En el orden nacional su producido ingresará al Fondo Nacional de la Salud con las formalidades contables y el destino que establezca la reglamentación de acuerdo a los fines de esta Ley. La recaudación que por igual concepto practiquen las provincias o la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ingresará de acuerdo a lo que en cada jurisdicción se disponga al respecto y se dedicará a los mismos fines determinados en el párrafo anterior. Con respecto a las tasas que se impongan por aplicación del Artículo 9°, inciso f), se aplicará análogo criterio. 
Artículo 8: Los gastos que demande el cumplimiento de la presente Ley y sus disposiciones reglamentarias, serán atendidos en el orden nacional con cargo a los recursos que el Ministerio de Bienestar Social (Secretaría de Estado de Salud Pública) prevea a tal efecto. Cada una de las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, harán lo propio en sus respectivos ámbitos jurisdiccionales dentro de las asignaciones específicamente relativas a las actividades de Salud Pública. 
Artículo 9: El Poder Ejecutivo nacional (Ministerio de Bienestar Social – Secretaría de Estado de Salud Pública-) reglamentará las disposiciones de la presente ley teniendo especialmente en cuenta los siguientes aspectos fundamentales:
a) Establecimiento, por parte de las autoridades de Salud Pública, nacionales, provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, de sendos registros catastrales de todos los equipos generadores de Rayos X existentes en el país; su organización uniforme en todo el país para facilitar el procesamiento de la información que permanentemente deberán intercambiar las citadas autoridades. El registro que de acuerdo a las disposiciones de este inciso esté a cargo de la autoridad nacional tendrá carácter de Registro Nacional. 
b) Servicio de dosimetría individual para la determinación y evaluación de las dosis de radiación recibidas por el personal afectado al manejo y utilización de equipos; implantación de un documento individual al efecto. Consignación de estas referencias como complemento de los datos a procesar de acuerdo al inciso a). 
c) Determinación de responsables por la tenencia y utilización de los equipos a todos los efectos vinculados con esta ley. Estos datos se procesarán también como complemento de los indicados en el inciso a). 
d) Normas básicas de seguridad que deberán satisfacer los equipos, instalaciones y locales de funcionamiento; métodos y sistemas de interpretación y aplicación de dichas normas. Determinación de plazos para la adaptación de los equipos, instalaciones y locales habilitados con anterioridad a la vigencia de esta ley a los requisitos de referencia. 
e) Condiciones de idoneidad indispensables para la habilitación del personal profesional, técnico y auxiliar afectado al manejo y utilización de los aludidos equipos. Evaluación de antecedentes para habilitación profesional. Cursos de capacitación sobre radiodosimetría y seguridad radiológica. 
f) Determinación de tasas por servicios que se presten como consecuencia de la aplicación de esta ley.
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 Art. 1º texto original 2 Art. 2° texto original adaptado conforme art. 129 de la Constitución Nacional. 3 Art. 3° texto original adaptado conforme art. 129 de la Constitución Nacional 4 a 6 Arts. 4° a 6° texto original 7 Art. 7° texto original adaptado conforme art. 129 de la Constitución Nacional 8 Art. 8° texto original adaptado conforme art. 129 de la Constitución Nacional 9 Art. 9° texto original, con supresión de la referencia del plazo para reglamentación Artículos Suprimidos: Art. 9° texto original, objeto cumplido. Art. 10, texto original, de forma.

LEY NACIONAL Nº 17683. Farmacias- Expendio de medicamentos 
Sanción: 15/03/1968 
Promulgación: 15/03/1968 
Publicación: B.O. 19/03/1968 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-0711  

Artículo 1: En los casos en que se decidieran medidas que afecten o puedan afectar la salud de la población al impedir, restringir o entorpecer por cualquier medio la normal producción, distribución y/o comercialización de especialidades farmacéuticas de uso humano, el Poder Ejecutivo nacional y el de cada una de las provincias podrá resolver la aplicación de las siguientes disposiciones por conducto de la respectiva autoridad sanitaria y durante el tiempo que fuere necesario, independientemente de las sanciones previstas por la legislación vigente: 
a) Conceder autorización para expender a todo público especialidades farmacéuticas de uso humano, a las farmacias determinadas en el inciso d) del art. 14 de la Ley 17565. 
b) Conceder análoga autorización a las farmacias de establecimientos asistenciales públicos o privados (hospitales, clínicas, sanatorios, etc.);
c) Disponer la venta directa al público de especialidades farmacéuticas de uso humano por parte de los respectivos laboratorios de producción; 
d) Conceder a establecimientos comerciales de cualquier índole, cuyas instalaciones apruebe la respectiva autoridad sanitaria a los fines de esta Ley, autorización para habilitar un departamento o sección de farmacia para el expendio al público de especialidades farmacéuticas en su envase original, debiendo estar dichos departamentos o secciones a cargo de los profesionales legalmente habilitados al efecto; 
e) Conceder análoga autorización para el expendio de especialidades farmacéuticas de "venta libre" en envase original sin el requisito de actuación profesional establecido en el parte “in fine” del inciso d); 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 Art. 1° texto original 1 inc. a) Art. 1º inc. a) texto original 1 inc. b) Art. 1° inc. b) texto original 1 inc. c) Art. 1° inc. c) texto original 1 inc. d) Art. 1º inc. e) texto original 1 inc. e) Art. 1° inc. f) texto original 
Artículos Suprimidos Art. 1° inc. d) y g) texto original, objeto cumplido. Art. 2º, de forma.

 LEY NACIONAL Nº 17818. Estupefacientes 
Sanción: 29/07/1968 
Promulgación: 29/07/1968 
Publicación: B.O. 05/08/1968 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-0723
CAPITULO I: DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 1: A los efectos de la presente ley, de aplicación en todo el territorio de la República, se considerarán estupefacientes: 
a) Las sustancias, drogas y preparados enunciados en las listas anexas (Naciones Unidas - Convención Única sobre Estupefacientes del año 1961), que forman parte de la presente ley; 
b) Aquellas otras que, conforme a estudios y dictámenes propios o a recomendaciones de los organismos internacionales, la autoridad sanitaria nacional resuelva incluir en las mismas. 
A tales fines la autoridad sanitaria nacional publicará periódicamente la nómina de estupefacientes sujetos a fiscalización y control y las eventuales modificaciones de las listas. 
Artículo 2: La importación, exportación, fabricación, fraccionamiento, circulación y expendio de estupefacientes quedan sujetos a las normas de la presente ley, sin perjuicio de la aplicación de lo previsto en la legislación y reglamentaciones aduaneras. 
Artículo 3: Queda prohibida la producción, fabricación, exportación, importación, comercio y uso de los estupefacientes contenidos en las listas IV de la Convención Única sobre Estupefacientes del año 1961, con excepción de las cantidades estrictamente necesarias para la investigación médica y científica, incluidos los experimentos clínicos con estupefacientes que se realicen bajo vigilancia y fiscalización de la autoridad sanitaria. 
CAPITULO II: ESTIMACIONES 
Artículo 4: La autoridad sanitaria nacional establecerá anualmente para todo el país y en las fechas que para cada caso determine: 
a) La estimación de consumo de estupefacientes con fines médicos y científicos; 
b) La cantidad de estupefacientes a utilizar en la elaboración de otros estupefacientes, preparados de la lista III y de sustancias derivadas a las que no se aplicará la Convención Única sobre Estupefacientes del año 1961; 
c) La estimación -ajustada a lo previsto en el artículo 25 de la Convención Única sobre Estupefacientes del año 1961- de las necesidades de adormidera (Papaver Somniferum L) para la eventual autorización de su cultivo; 
d) La existencia de estupefacientes al 31 de diciembre del año anterior al que se refieren las previsiones; 
e) Las cantidades de estupefacientes necesarias para agregar a las existencias especiales; 
f) La cantidad necesaria de los distintos estupefacientes para fines de exportación. 
La autoridad sanitaria nacional podrá fijar durante el año para el cual se han establecido las necesidades, una previsión complementaria en aquellos casos en que razones de excepción así lo aconsejen. 
CAPITULO III: IMPORTACION Y EXPORTACION 
Artículo 5: Sólo podrán ser importados, exportados o reexportados los estupefacientes comprendidos en el artículo 1°, por puertos o aeropuertos bajo jurisdicción de la Aduana de la Capital Federal, exceptuando hojas de coca para expendio legítimo en la región delimitada por la autoridad sanitaria nacional, las que podrán también ser importadas por las aduanas de la frontera con la República de Bolivia. Las autoridades aduaneras no permitirán el despacho de ninguno de los estupefacientes enumerados en el artículo 1° sin intervención previa de la autoridad sanitaria nacional. 
Artículo 6: Para la importación de los estupefacientes comprendidos en el artículo 1° de esta ley será indispensable obtener en cada caso y para cada uno de ellos un certificado oficial otorgado por la autoridad sanitaria nacional de conformidad con las especificaciones señaladas en la Convención Única sobre Estupefacientes del año 1961, el que será confeccionado de acuerdo al modelo establecido por la Comisión de Estupefacientes del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas. El certificado de importación será extendido por triplicado y se le dará el siguiente destino: 
a) Original, se entregará al interesado; 
b) Duplicado, lo remitirá la autoridad sanitaria nacional a los organismos competentes del país exportador; 
c) Triplicado, será archivado por la autoridad sanitaria nacional. El certificado oficial de importación caducará a los ciento ochenta (180) días de la fecha de su emisión. 
Artículo 7: Para la exportación o reexportación de estupefacientes será indispensable obtener en cada caso y para cada uno de ellos un certificado oficial otorgado por la autoridad sanitaria nacional, de conformidad a las especificaciones señaladas en la Convención Única sobre Estupefacientes del año 1961. El certificado oficial de exportación o reexportación caducará a los sesenta (60) días de la fecha de su emisión. Dichos certificados serán extendidos por cuadruplicado y se le dará el siguiente destino: 
a) Original, se entregará al interesado; 
b) Duplicado, lo remitirá la autoridad sanitaria nacional a la Dirección Nacional de Aduanas, la que se lo restituirá cuando la operación haya sido efectuada; 
c) Triplicado, lo remitirá la autoridad sanitaria nacional a los organismos competentes del país que haya extendido el certificado de importación; 
d) Cuadruplicado, será archivado por la autoridad sanitaria nacional. 
Artículo 8: Los estupefacientes en tránsito deberán estar amparados por un certificado oficial, que la autoridad sanitaria nacional extenderá por cuadruplicado, previa presentación de los certificados oficiales de exportación e importación otorgados por las autoridades de los países de donde procedan y adonde se dirijan los estupefacientes. Al certificado oficial de tránsito, se le dará el siguiente destino: 
a) Original, se entregará al interesado; 
b) Duplicado, lo remitirá la autoridad sanitaria nacional a la Dirección Nacional de Aduanas, la que se lo restituirá cuando los estupefacientes hayan salido del territorio argentino; 

c) Triplicado, lo remitirá la autoridad sanitaria nacional a los organismos competentes del país importador; 
d) Cuadruplicado, será archivado por la autoridad sanitaria nacional. Los estupefacientes en tránsito no podrán ser sometidos a manipulación alguna que pueda alterar su naturaleza, como tampoco modificar su embalaje sin autorización previa de la autoridad sanitaria nacional. La autoridad sanitaria nacional queda facultada para autorizar cambio de destino, de acuerdo a las especificaciones de la Convención Única sobre Estupefacientes del año 1961. 
Artículo 9: Sólo podrán importar, exportar o reexportar estupefacientes las personas habilitadas expresamente por la autoridad sanitaria nacional. La autoridad sanitaria nacional establecerá los registros que deberán llevar dichas personas, foliados y rubricados por aquélla, en los que constarán todos los datos sobre cantidades, países de procedencia y destino y todo otro que se establezca reglamentariamente. 
Artículo 10: Las instituciones de investigación científica podrán importar estupefacientes, a esos fines, en las condiciones que determine la autoridad sanitaria nacional, de conformidad con las especificaciones de la Convención Única sobre Estupefacientes del año 1961. 
CAPITULO IV: ELABORACION NACIONAL 
Artículo 11: Los establecimientos habilitados para la elaboración de estupefacientes deberán obtener de la autoridad sanitaria nacional, autorización especial en la que se especificará las drogas que podrán elaborar. Para los derivados de la morfina, tales especificaciones podrán otorgarse en su equivalente en morfina base anhidra.
Artículo 12: La autoridad sanitaria nacional fijará anualmente para cada establecimiento autorizado una cuota de la previsión anual establecida por el artículo 4° para el país. 
Artículo 13: Los establecimientos habilitados para elaborar estupefacientes deberán inscribir diariamente sus operaciones en registros especiales, foliados y rubricados por la autoridad sanitaria nacional, haciendo constar en los mismos, fecha, nombre del proveedor, clase y cantidad de materias primas ingresadas, así como también todos aquellos estupefacientes que se elaboren o expendan. Los establecimientos habilitados sólo podrán expender sus productos a quienes estén autorizados por la autoridad sanitaria para la adquisición de los mismos. La autoridad sanitaria nacional verificará la cantidad y calidad de los estupefacientes obtenidos por los establecimientos habilitados para su elaboración. 
CAPITULO V: COMERCIO EXTERIOR 
Artículo 14: La enajenación, por cualquier título, de estupefacientes destinados al comercio o a la industria farmacéutica, sólo podrá efectuarse mediante formularios impresos de acuerdo al modelo aprobado por la autoridad sanitaria nacional, en los que deberá consignarse: especificación de la droga o preparado, cantidades, unidad o tipo de envase y ser firmados y fechados. El formulario se confeccionará por triplicado y se le dará el siguiente destino: 
a) Original, será remitido juntamente con los estupefacientes y archivado por el adquirente; 
b) Duplicado, será remitido a la autoridad sanitaria en el plazo que ésta establezca; 
c) Triplicado, quedará en poder del cedente.
Artículo 15: Los estupefacientes podrán ser adquiridos en las condiciones que en cada caso se determinan, por: 
a) Los laboratorios habilitados y autorizados para elaborar medicamentos que contengan estupefacientes; 
b) Droguerías y farmacias habilitadas; 
c) Hospitales o establecimientos de asistencia médica con farmacia habilitada; 
d) Hospitales o establecimientos de asistencia médica sin farmacia habilitada; 
e) Instituciones científicas previamente autorizadas al efecto por las autoridades sanitarias. 
En los casos del inciso a) los laboratorios deberán llevar un registro especial foliado y rubricado por la autoridad sanitaria competente, en el que asentarán la cantidad de estupefacientes adquiridos, fecha, nombre del proveedor y las cantidades invertidas para cada partida elaborada y el número de unidades de cada producto obtenido. Su expendio deberá ser igualmente registrado indicando fecha, cantidades o unidades y nombre del adquirente. Los libros registros deberán ser exhibidos a la autoridad sanitaria a su solo requerimiento. En los casos de los incisos b) y c), las droguerías y farmacias deberán llevar un libro registro de entrada y salida de estupefacientes, foliado y rubricado por la autoridad sanitaria competente, en el que se asentará diariamente con la firma del director técnico, la cantidad de sustancias, preparados, fórmulas y unidades de especialidades ingresadas y expedidas y los datos de identificación del destinatario. Las recetas deberán archivarse de acuerdo a lo establecido en los artículos 16 y 17. En los casos del inciso d), los establecimientos, podrán adquirir los medicamentos o preparados con estupefacientes con la firma del director médico. El pedido deberá ser previamente visado por la autoridad sanitaria competente. Dichas entidades deberán consignar diariamente en registros especiales foliados y rubricados por la autoridad sanitaria, la cantidad de los preparados y unidad de las especialidades adquiridas, estableciendo dónde se adquirieron, nombre del paciente, del médico que prescribió su aplicación, fecha y dosis instituida. El director médico del establecimiento firmará diariamente tales registros. En los casos del inciso e), las instituciones científicas deberán obtener autorización previa de las autoridades sanitarias, llevar un libro de entrada y salida de los estupefacientes y documentar el uso dado a los mismos. 
CAPITULO VI: DESPACHO AL PÚBLICO 
Artículo 16: Las preparaciones y especialidades medicinales que: 
a) Contengan estupefacientes incluidos en la lista I de la Convención Única sobre Estupefacientes del año 1961, excepto la resina de cannabis, el concentrado de paja de adormidera y la heroína; y 
b) Los de la lista II que superen las concentraciones establecidas en la lista III, sólo podrán ser prescriptas por profesionales médicos matriculados ante autoridad competente, mediante recetas extendidas en formularios oficializados, conforme al modelo aprobado por la autoridad sanitaria nacional. 
La receta deberá ser manuscrita por el médico en forma legible y señalando la denominación o la fórmula y su prescripción, con las cantidades expresadas en letras, debiendo constar nombre, apellido y domicilio del enfermo. Para despachar estas recetas el farmacéutico deberá numerarlas, seguir el número de asiento en el libro recetario, sellarlas, fecharlas y firmarlas en su original y duplicado. Este deberá remitirlo dentro de los ocho (8) días del expendio a la autoridad sanitaria. Las recetas a las que se refiere el presente artículo, las despachará el farmacéutico una única vez. Los originales deberán ser copiados en el libro recetario y archivados por el director técnico de la farmacia durante dos (2) años. Estas recetas podrán ser destruidas una vez cumplido el término señalado, previa intervención de la autoridad sanitaria, la que labrará acta sobre tal circunstancia. El movimiento de estupefacientes deberá consignarse diariamente en libro foliado y rubricado por autoridad sanitaria competente. 
Artículo 17: Los estupefacientes enumerados en la lista III, podrán despacharse en las farmacias por receta médica manuscrita, fechada y firmada por el médico. 
Artículo 18: En ningún caso podrán expenderse recetas cuya cantidad de estupefacientes exceda la necesaria para administrar, según la dosis diaria instituida, hasta diez (10) días de tratamiento. 
Artículo 19: Para la prescripción de sobredosis se deberán seguir las indicaciones de la Farmacopea Nacional subrayándose las dosis con dos líneas, y escribiéndolas con letras. Para aquellos casos de orden médico excepcional, se procederá en la forma indicada en el párrafo anterior, debiendo además el médico informar a la autoridad sanitaria sobre la identidad del paciente. 
Artículo 20: Las preparaciones galénicas con cocaína destinadas por el médico a ser utilizadas en su actividad profesional, deberán ser prescriptas en formularios oficializados, certificando el médico el destino de las mismas. 
Artículo 21: Los veterinarios que acrediten ante la autoridad sanitaria estar matriculados por autoridad competente, podrán prescribir estupefacientes que sólo podrán ser utilizados en veterinaria. Deberán figurar en esas recetas el nombre y domicilio del propietario del animal, fecha y dosis, y ser formuladas por duplicado. La receta deberá ser previamente visada por la autoridad sanitaria y archivando el original por el farmacéutico, quien deberá remitir el duplicado a la autoridad sanitaria. La receta deberá transcribirla el farmacéutico en el libro recetario y consignarla en el registro especial. 
CAPITULO VII: APROVISIONAMIENTO DE MEDIOS DE TRANSPORTE 
Artículo 22: La autoridad sanitaria nacional reglamentará las condiciones de aprovisionamiento y administración de estupefacientes en medios de transporte de matrícula nacional. También reglamentará las condiciones de aprovisionamiento eventual en territorio argentino de naves y aeronaves de matrícula extranjera. 
CAPITULO VIII: DE LAS SANCIONES 
Artículo 23: Las infracciones a las normas de la presente ley y su reglamentación — siempre que no estén consideradas en el Código Penal y en la legislación Aduanera como contrabando- serán sancionadas: 
a) Con apercibimiento;
b) Con multas de mil pesos ($ 1.000) a un millón de pesos ($ 1.000.000) pudiendo ser aumentados hasta el décuplo del máximo establecido en caso de reincidencia. 
c) Con la clausura, total o parcial, temporal o definitiva según la gravedad de la causa o reiteración de la infracción, del establecimiento en que ella se hubiere cometido; 
d) Suspensión o inhabilitación para el ejercicio de la actividad o profesión por un lapso de hasta tres (3) años; 
e) El comiso de los efectos o productos en infracción o de los compuestos en que intervengan dichos elementos o sustancias. 
La autoridad sanitaria podrá graduar las sanciones previstas precedentemente, aplicándolas separada o acumulativamente según la gravedad de la falta, de acuerdo a su trascendencia desde el punto de vista sanitario y/o en virtud de los antecedentes del imputado. Lo dispuesto anteriormente será aplicable sin perjuicio de lo que simultáneamente pudiera corresponder por aplicación de la legislación aduanera, con las excepciones de lo dispuesto en el primer párrafo. 
Artículo 24: En los casos de reincidencia en las infracciones, la autoridad sanitaria podrá además inhabilitar al infractor por el término de un (1) mes a cinco (5) años, según los antecedentes del mismo, la gravedad de la falta y su proyección desde el punto de vista sanitario. 
Artículo 25: El producto de las multas aplicadas por la autoridad sanitaria nacional ingresará al Fondo Nacional de la Salud dentro del cual se contabilizará por separado y deberá destinarse a funciones de fiscalización o policía sanitaria,. El producto de las multas que apliquen las autoridades sanitarias provinciales se ingresará de acuerdo a lo que en las respectivas jurisdicciones se disponga al efecto, con análogo destino al expresado en el párrafo precedente. 
CAPITULO IX: DE LA PRESCRIPCION 
Artículo 26: Las infracciones a esta ley y a sus reglamentos prescribirán a los dos (2) años; los actos de procedimiento administrativo o judicial interrumpirán la prescripción 
CAPITULO X: DEL PROCEDIMIENTO 
Artículo 27: Las infracciones a esta ley o a sus reglamentaciones cometidas en territorio de jurisdicción federal, o que surtan efectos en él, o que afecten al comercio interjurisdiccional, serán sancionadas por la autoridad sanitaria nacional previo sumario, con audiencia de prueba y defensa a los presuntos infractores y conforme al procedimiento que se establecerá mediante decreto reglamentario. Las constancias del acta labrada en forma, que no sean enervadas por otras pruebas, podrán ser consideradas como plena prueba de responsabilidad del imputado. 
Artículo 28: Las resoluciones imponiendo cualquiera de las sanciones previstas por esta ley, serán apelables ante las respectivas Cámaras Federales de Apelación y en la Capital Federal, ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Federal y Contencioso- Administrativo, según sea el lugar de comisión de la infracción. El recurso deberá interponerse con expresión concreta de agravios dentro de los cinco (5) días de notificarse la resolución administrativa, y se concederá al solo efecto devolutivo, salvo cuando la pena sea de clausura o inhabilitación, en que se concederá con efecto suspensivo. Tratándose de multas de mil pesos ($ 1.000) a un millón de pesos ($ 1.000.000), será condición de la apelación el previo ingreso de su importe. 
Artículo 29: La falta de pago de las multas hará exigible su cobro por vía de apremio, constituyendo título suficiente de ejecución el testimonio de la resolución condenatoria expedido por el organismo de aplicación. 
Artículo 30: Los funcionarios encargados de la vigilancia de las disposiciones de esta ley o sus reglamentaciones, tendrán facultades para proceder al secuestro de los elementos probatorios; para disponer la intervención de la mercadería en infracción, nombrando depositario, o la clausura preventiva del establecimiento cuando ello fuera indispensable para el mejor curso de la investigación. Para el cumplimiento de su cometido el organismo de aplicación podrá requerir el auxilio de la fuerza pública, secuestrar documentación y libros y solicitar de los jueces competentes órdenes de allanamiento. 
Artículo 31: Esta ley y su reglamentación se aplicará y hará cumplir por las autoridades sanitarias nacionales o provinciales en su respectiva jurisdicción. Sin perjuicio de ello, la autoridad sanitaria nacional podrá concurrir para hacer cumplir dichas normas en cualquier parte del país. 
Artículo 32: El Poder Ejecutivo nacional y el de cada una de las provincias reglamentará las normas de procedimiento para la aplicación de las sanciones de la presente ley en su respectiva jurisdicción. Anexo A (No se incluye)
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 Art. 1º texto original. 2 Art. 2º texto original con la aclaración efectuada por ley 18346 art. 3º 3 y 4 Arts. 3° y 4° texto original. 5 Art. 5° texto original 6 a 9 Arts. 6° a 9° texto original. 10 a 15 Arts. 10 a 15 texto original 16 Art. 16 texto original. 17 a 22 Arts. 17 a 22 texto original 23 Art. 23 texto original con las modificaciones de la ley 18346 El inc. b) conforme ley 22599 y DNU 341/92 de unificación de multas 24 a 27 Art. 24 a 27 texto original 28 Art. 28 texto original, con modificaciones conforme DNU 341/92 de unificación de multas. 29 a 32 Art. 29 a 32 texto original. Anexo A Lista I Lista I texto original actualizado por Disp. ANMAT Nº 4861/1996, Disp. ANMAT Nº 7487/1997, Disp. ANMAT Nº 3584/2001 y Disp. ANMAT N° 7927/2011 Anexo A Lista II a IV Lista II a IV texto original actualizadopor Disp. ANMAT Nº 4861/1996 y Disp. ANMAT N° 8700/2011 
Artículos Suprimidos: Art. 33, de forma.
LEY NACIONAL Nº 17945. Vacuna antirrábica 
Sanción: 28/10/1968 
Promulgación: 28/10/1968 
Publicación: B.O. 05/11/1968 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-0732

Artículo 1: Autorízase al Poder Ejecutivo para que por conducto de la Secretaría de Estado de Agricultura y Ganadería transfiera sin cargo a organismos del Estado, ya sea en el orden nacional, como en el provincial y/o municipal, que tengan funciones sanitarias, las dosis de vacuna antirrábica que fueran necesarias, con destino a las campañas que en salvaguarda de la salud de las personas y de los animales realicen los mismos. 
Artículo 2: Extiéndese la autorización a que se refiere el artículo anterior a los países vecinos u organismos internacionales cuando las campañas sanitarias así lo aconsejaren. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 2 Arts. 1° a 2, texto original
Artículos Suprimidos: Artículo 3º, texto original, de forma.

 LEY NACIONAL Nº 18284. Código Alimentario Argentino 

Sanción: 18/07/1969 
Promulgación: 18/07/1969 
Publicación: B.O. 28/07/1969 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-0757
Artículo 1: Decláranse vigentes en todo el territorio de la República, con la denominación de Código Alimentario Argentino, las disposiciones higiénico-sanitarias, bromatológicas y de identificación comercial del Reglamento Alimentario aprobado por Decreto 141/53, con sus normas modificatorias y complementarias. 
Artículo 2: El Código Alimentario Argentino, esta Ley y sus disposiciones reglamentarias se aplicarán y harán cumplir por las autoridades sanitarias nacionales, provinciales o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en su respectiva jurisdicción. Sin perjuicio de ello, la autoridad sanitaria nacional podrá concurrir para hacer cumplir dichas normas en cualquier parte del país. 
Artículo 3: Los productos cuya producción, elaboración y/o fraccionamiento se autorice y verifique de acuerdo al Código Alimentario Argentino, a esta Ley , a sus disposiciones reglamentarias, por la autoridad sanitaria que resulte competente de acuerdo al lugar donde se produzcan, elaboren o fraccionen, podrán comercializarse, circular y expenderse en todo el territorio de la Nación, sin perjuicio de la verificación de sus condiciones higiénico-sanitarias, bromatológicas y de identificación comercial en la jurisdicción de destino.
Artículo 4: Los alimentos que se importen o exporten deberán satisfacer las normas del Código Alimentario Argentino. Podrán, no obstante, exportarse productos que no alcancen a satisfacer dichas normas cuando: 
a) Su producción, elaboración y/o fraccionamiento hayan sido autorizados a tal efecto por la autoridad sanitaria nacional; 
b) Satisfagan las normas del país de destino; 
c) Expresen claramente en sus rótulos, envases y envolturas, el cumplimiento de los requisitos indicados en los incisos a) y b) de este artículo e indiquen el país de destino. La autoridad sanitaria nacional podrá verificar las condiciones higiénico-sanitarias, bromatológicas y de identificación comercial de los productos que entren o salgan del país. 
Artículo 5: En caso de grave peligro para la salud de la población, que se considere fundadamente atribuible a determinados alimentos, la autoridad sanitaria nacional podrá suspender por un término no mayor de treinta (30) días, la autorización de comercialización y expendio que se hubiere concedido en cualquier parte del país. Al término de la medida precautoria dispuesta en virtud de este artículo, la autoridad sanitaria nacional deberá, en todos los casos, dar a publicidad el resultado de las investigaciones practicadas, para difundir la rehabilitación del producto o las sanciones que pudieran corresponder por aplicación del artículo 9º. 
Artículo 6: La observancia de las normas establecidas por el Código Alimentario Argentino será verificada con arreglo a métodos y técnicas analíticas uniformes para toda la República, que determinará la autoridad sanitaria nacional. Dicha autoridad prestará la asistencia técnica necesaria y supervisará la habilitación, organización y funcionamiento de los establecimientos, institutos o servicios oficiales de cualquier denominación que hayan de tener a su cargo el cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior, de acuerdo con un sistema de cobertura nacional, cualquiera sea la jurisdicción de que dependan.
Artículo 7: Las autoridades sanitarias nacionales, de las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, establecerán y mantendrán actualizados los registros correspondientes a los productos que respectivamente autoricen de acuerdo con los artículos 3º, 4º y 8º, así como de las sanciones que apliquen en virtud del artículo 9°. Dichos registros serán organizados mediante un sistema uniforme para todo el país, a fin de facilitar el procesamiento de la información que permanentemente deberán intercomunicarse las referidas autoridades inmediatamente después de producidas las novedades. El registro que de acuerdo con las disposiciones de este artículo esté a cargo de la autoridad sanitaria nacional, tendrá carácter de registro nacional de establecimientos productores y de productos autorizados en todo el país, de acuerdo con el Código Alimentario Argentino. 
Artículo 8: Las infracciones a las disposiciones del Código Alimentario Argentino, a las de esta ley, y a las de su reglamentación, serán pasibles de las siguientes sanciones que se graduarán, pudiendo acumularse de acuerdo a las circunstancias, gravedad y proyecciones de cada caso, sin perjuicio de las pertinentes disposiciones del Código Penal: 
a) Multa de pesos mil ($ 1.000) a pesos un millón ($1.000.000), susceptible de ser aumentada hasta el décuplo, en caso de reincidencia; 
b) Comiso de los efectos o mercaderías en infracción. 
c) Clausura temporal, total o parcial del establecimiento. 
d) Suspensión o cancelación de la autorización de elaboración, comercialización y expendio de productos en infracción. 
e) Publicación de la parte resolutiva de la disposición que resuelva la sanción. 
La aplicación de la medida prevista en el Inciso d) puede corresponder en dos circunstancias:
I) Productos identificados en forma fehaciente y clara como producidos, elaborados y/o fraccionados en un establecimiento determinado. En tal caso la suspensión o cancelación de su producción, elaboración y/o fraccionamiento quedará circunscripta a la planta de origen, pero el producto no podrá ser comercializado ni expedido, en ninguna parte del país, cualquiera sea la jurisdicción en que se aplique la medida. 
II) Productos que no pueden ser identificados en forma fehaciente y clara como producidos, elaborados, y/o fraccionados en un establecimiento determinado. En tal caso, no podrán ser elaborados en ninguna planta del país, ni comercializados o expendidos en el territorio de la República durante el tiempo de vigencia de la sanción impuesta. 
Artículo 9: Las infracciones a las disposiciones del Código Alimentario Argentino, a las de esta Ley y a las de sus disposiciones reglamentarias prescribirán a los dos (2) años. Los actos de procedimiento administrativo o judicial interrumpirán la prescripción. 
Artículo 10: Las infracciones a las disposiciones del Código Alimentario Argentino, a las de esta Ley y a las de sus disposiciones reglamentarias serán sancionadas por la autoridad sanitaria que corresponde de acuerdo con el artículo 2º, previo sumario, con audiencia de prueba y defensa de los presuntos infractores, conforme al procedimiento de cada jurisdicción. Las constancias del acta labrada en forma, al tiempo de verificarse la infracción y en cuanto no sean enervadas por otras pruebas, podrán ser consideradas como plena prueba de la responsabilidad del imputado. 
Artículo 11: Contra las decisiones administrativas que la autoridad sanitaria competente dicte en virtud de esta Ley, podrá interponerse recurso de apelación para ante el tribunal competente, según la jurisdicción en que se hayan dictado, con expresión concreta de agravios y dentro de los cinco (5) días de notificarse de la resolución administrativa. En caso de multas, el recurso se otorgará previo ingreso del treinta por ciento (30%) de su importe, cantidad que será reintegrada en caso de prosperar la apelación. Cuando la sanción apelada fuera alguna de las previstas en los incisos c) y d) del artículo 8º, el recurso se concederá con efecto suspensivo, salvo que a juicio de la autoridad sanitaria pueda de ello resultar riesgo grave para la salud de la población. 
Artículo 12: La falta de pago de las multas aplicadas hará exigible su cobro por vía de ejecución fiscal, constituyendo suficiente título de ejecución el testimonio de la resolución condenatoria firme expedido por el organismo de aplicación o la autoridad judicial. 
Artículo 13: Los funcionarios encargados de vigilar el cumplimiento de las disposiciones del Código Alimentario Argentino, de esta Ley y de sus disposiciones reglamentarias, tendrán facultades para proceder al secuestro de elementos probatorios, disponer la intervención de mercaderías en infracción y el nombramiento de depositarios. Para el cumplimiento de su cometido, la autoridad sanitaria podrá requerir el auxilio de la fuerza pública y solicitar órdenes de allanamiento de jueces competentes. 
Artículo 14: El producto de las multas que por imperio de esta Ley aplique la autoridad sanitaria nacional en cualquier parte del país, ingresará al Fondo Nacional de la Salud, dentro del cual se contabilizará por separado y a los fines previstos en el art. 16. 
Artículo 15: El producto de las multas que apliquen las autoridades sanitarias de las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se ingresará de acuerdo con lo que en la respectiva jurisdicción se disponga al respecto, con destino análogo al previsto en el artículo 16. 
Artículo 16: Los recursos provenientes de los arts. 14 y 15 se destinarán: 

a) Hasta en un cincuenta por ciento (50%), a la creación, atención y/o fomento de los establecimientos a los que corresponda intervenir en el cumplimiento de las disposiciones del artículo 6°; 
b) En no menos del cincuenta por ciento (50%) a la creación, atención y/o fomento en todo el país de establecimientos y/o actividades de perfeccionamiento e investigación tecnológica y científica, en todo lo relativo a estudio de necesidades, utilización, producción y elaboración de alimentos destinados, a consumo humano, de acuerdo con la política que en la materia determine el Poder Ejecutivo nacional. 
Artículo 17: Los rótulos, envases y envolturas de productos autorizados de acuerdo con el Código Alimentario Argentino y a las normas de esta Ley, deberán expresar con precisión y claridad sus condiciones higiénico-sanitarias, bromatológicas y de identificación comercial, de acuerdo con las características que hayan determinado la autorización prevista en los artículos 3° y 4° y será de competencia de la autoridad sanitaria entender sobre el particular en la forma que determinen las disposiciones reglamentarias. 
Artículo 18: El Poder Ejecutivo nacional mantendrá actualizadas las normas técnicas del Código Alimentario Argentino resolviendo las modificaciones que resulte necesario introducirle para mantener su permanente adecuación a los adelantos que se produzcan en la materia. A tal fin podrá disponer en jurisdicción de la autoridad sanitaria nacional, la constitución de grupos de trabajo de la más alta experiencia y calificación científica y técnica y determinar lo inherente a su organización y funcionamiento y a las atribuciones y remuneración de sus integrantes. A los efectos establecidos en la primera parte de este artículo se tomará en cuenta la opinión de las autoridades sanitarias provinciales, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, de otros organismos oficiales competentes y/o de entidades científicas, agropecuarias, industriales y comerciales más representativas, según la materia de que se trate. 
ANTECEDENTES 

Artículos Fuente: 1 Art.1° texto original, con supresión del último párrafo por objeto cumplido, por haberse ordenado y reglamentado el texto del Código Alimentario Argentino por Decreto 2126/71. 2 Art. 2° texto original, adaptado conforme art. 129 de la Constitución Nacional. 3 a 6 Arts. 3º a 6° texto original. 7 Art. 7° texto original, adaptado conforme art. 129 de la Constitución Nacional. 8 Art. 9° texto original En el inc. a) las multas conforme DNU 341/92. 9 Art. 10 texto original. 10 Art. 11 texto original. 11 Art. 12 texto original. 12 Art. 13 texto original. 13 Art. 14 texto original. 14 Art. 15 texto original se adaptó número de art. al que refiere por reenumeración. 15 Art. 16 texto original, adaptado conforme art. 129 de la Constitución Nacional. Asimismo se adaptó número de art. al que refiere por reenumeración 16 Art. 18 texto original. Se suprimió referencia al art. 17 texto original, por encontrarse derogado. 17 Art. 19 texto original. se quita referencia al art. 8° del texto original ante su supresión por objeto cumplido. 18 Art. 20 texto original, adaptado conforme art. 129 de la Constitución Nacional. 
Artículos Suprimidos: Art. 8° texto original, objeto cumplido. Art 17 texto original, derogado por Ley 20668, Art. 3º. Art. 21 texto original, objeto cumplido. Art. 22 texto original, de forma.

LEY NACIONAL Nº 19303. Ley de sicotrópicos 
Sanción: 11/10/1971 
Promulgación: 11/10/1971 
Publicación: B.O. 28/10/1971 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-0843 

CAPITULO I: Disposiciones Generales 
Artículo 1: A los efectos de la presente Ley, de aplicación en todo el territorio de la República, se considerarán sicotrópicos: a) las drogas, preparados y especialidades farmacéuticas incluidas en las Listas anexas I, II, III y IV, que forman parte integrante de la presente Ley. b) aquellas otras que, conforme a los estudios, dictámenes propios o recomendaciones de organismos internacionales, la autoridad sanitaria nacional resuelva incluir en dichas listas. A tales fines la autoridad sanitaria nacional queda facultada para modificar las listas mencionadas. 
Artículo 2: La importación, exportación, fabricación, fraccionamiento, circulación, expendio y uso de los sicotrópicos contemplados en el artículo 1º, quedan sujetos a las normas de la presente ley y de los reglamentos que en su consecuencia se dicten. Queda expresamente comprendida por la presente ley, la tenencia de existencias de productos considerados sicotrópicos adquiridos con anterioridad a su vigencia, por las personas, establecimientos o instituciones citadas en su artículo 12. 
Artículo 3: Queda prohibida la importación, exportación, fabricación, fraccionamiento, circulación, expendio y uso de los sicotrópicos incluidos en la Lista I, con excepción de las cantidades estrictamente necesarias para la investigación médica y científica, incluidos los experimentos clínicos, que se realicen bajo autorización y fiscalización de la autoridad sanitaria nacional, conforme a lo que establezca la reglamentación. 
CAPITULO II: Importación y Exportación 
Artículo 4: Los sicotrópicos incluidos en la Lista I, sólo podrán ser importados, exportados o reexportados por puertos o aeropuertos bajo jurisdicción de la Aduana de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Los comprendidos en las Listas II, III y IV podrán serlo por cualquiera de las Aduanas del país. Las autoridades aduaneras no permitirán la entrada o salida de ninguno de los sicotrópicos comprendidos en el Artículo 1º de esta Ley, sin intervención previa de la autoridad sanitaria nacional. 
Artículo 5: Sólo podrán importar, exportar o reexportar los sicotrópicos incluidos en las Listas II y III, las personas previamente habilitadas a tal efecto por la autoridad sanitaria nacional en la forma y condiciones que establezca la reglamentación. La autoridad sanitaria nacional determinará los registros que deberán llevar dichas personas, foliados y rubricados por aquélla, en los que constarán todos los datos sobre cantidades, países de procedencia, destino y todo otro que se establezca reglamentariamente. 
Artículo 6: Para la importación de los sicotrópicos incluidos en las Listas II y III, será indispensable obtener en cada caso y para cada uno de ellos, un certificado oficial otorgado por la autoridad sanitaria nacional, el que será extendido con las constancias que determine la reglamentación. El certificado oficial de importación será extendido por triplicado y se le dará el siguiente destino: a) El original se entregará al interesado; b) El duplicado lo remitirá la autoridad sanitaria nacional a los organismos competentes del país exportador; c) El triplicado, será archivado por la autoridad sanitaria nacional. El certificado oficial de importación caducará a los ciento ochenta (180) días de la fecha de su emisión. 
Artículo 7: Para la exportación o reexportación de los sicotrópicos incluidos en las listas II y III, será indispensable obtener en cada caso y para cada uno de ellos, un certificado oficial otorgado por la autoridad sanitaria nacional, el que será extendido con las constancias que determine la reglamentación. El certificado oficial de exportación o reexportación será extendido por cuadruplicado y se le dará el siguiente destino: 
a) El original, se entregará al interesado; 
b) El duplicado lo remitirá la autoridad sanitaria nacional a la Administración Nacional de Aduanas, la que lo restituirá cuando la operación haya sido concluida;
c) El triplicado, lo remitirá la autoridad sanitaria nacional a los organismos competentes del país importador; d) El cuadruplicado, será archivado por la autoridad sanitaria nacional. El certificado oficial de exportación o reexportación caducará a los noventa (90) días de la fecha de su emisión. 
Artículo 8: Los sicotrópicos comprendidos en las listas I, II y III, en tránsito por el territorio del país, deberán estar amparados por un certificado oficial otorgado por la autoridad sanitaria nacional, previa presentación de los certificados de importación y exportación expedidos por las autoridades competentes de los países de donde procedan y a donde se dirijan los sicotrópicos. El certificado oficial de tránsito será extendido por cuadruplicado y se le dará el siguiente destino: 
a) El original, se entregará al interesado; 
b) El duplicado, lo remitirá la autoridad sanitaria nacional a la Administración Nacional de Aduanas, la que lo restituirá cuando los sicotrópicos hayan salido del territorio argentino; 
c) El triplicado, lo remitirá la autoridad sanitaria nacional a los organismos competentes del país importador; d) El cuadruplicado, será archivado por la autoridad sanitaria nacional. 
El certificado oficial de tránsito caducará a los sesenta (60) días de la fecha de su emisión. Los sicotrópicos en tránsito no podrán ser sometidos a manipulación alguna que pueda alterar su naturaleza, como tampoco modificar su embalaje sin autorización previa de la autoridad sanitaria nacional. La autoridad sanitaria nacional queda facultada para autorizar el cambio de destino de los sicotrópicos en tránsito de conformidad a los que establezca la reglamentación. 
CAPITULO III: Elaboración Nacional 
Artículo 9: Los establecimientos habilitados para la elaboración de drogas deberán inscribir por fechas correlativas las operaciones relacionadas con las drogas sicotrópicas, incluidas en las listas II y III en los registros especiales que determine la reglamentación. Las operaciones relacionadas con las drogas sicotrópicas incluidas en la lista IV, se registrarán conforme a las obligaciones establecidas en las normas legales vigentes para la elaboración de drogas medicinales. 
Artículo 10: Los establecimientos a que se refiere el artículo 9º, sólo podrán expender los sicotrópicos incluidos en las Listas II, III y IV a quienes estén autorizados por la autoridad sanitaria competente para su adquisición. 
CAPITULO IV: Comercio Interior 
Artículo 11: La enajenación, por cualquier título, de los sicotrópicos incluidos en las listas II y III, sólo podrá efectuarse mediante formularios aprobados por la autoridad sanitaria nacional y con las constancias que determine la reglamentación. Serán impresos, numerados por triplicado y entregados bajo recibo por la autoridad sanitaria competente del domicilio del solicitante. El formulario se confeccionará por triplicado y se le dará el siguiente destino:
a) El original será remitido juntamente con los sicotrópicos y será archivado por el adquirente; 
b) El duplicado será remitido por el enajenante a la autoridad sanitaria competente de su domicilio, dentro del plazo de cuarenta y ocho (48) horas; 
c) El triplicado quedará en poder del enajenante y archivado por éste. 
Dichos formularios serán archivados separadamente y por fechas correlativas durante dos (2) años. La enajenación, por cualquier título, de los sicotrópicos incluidos en la lista IV, sólo podrá efectuarse con factura especial separada, por duplicado, individualizando la marca, procedencia, dosis y contenido del envase. Dichas facturas serán archivadas separadamente y por fechas correlativas durante dos (2) años, por el enajenante y el adquirente. 
Artículo 12: Sin perjuicio de la documentación exigida por el artículo 11, los sicotrópicos incluidos en las listas II, III y IV podrán ser adquiridos en las condiciones que en cada caso se determina, por: 
a) Laboratorios habilitados y autorizados para elaborar medicamentos que contengan sicotrópicos; 
b) Droguerías; 
c) Farmacias; 
d) Hospitales o establecimientos de asistencia médica con farmacia habilitada; 
e) Instituciones para investigación médica o científica previamente autorizadas por la autoridad sanitaria competente. 
En los casos del inciso a) los laboratorios deberán llevar, respecto a los sicotrópicos incluidos en la lista II, un registro especial foliado y rubricado por la autoridad sanitaria competente, en el que se asentarán las cantidades de drogas sicotrópicas adquiridas, fecha, nombre del proveedor y las cantidades invertidas para cada partida de especialidades farmacéuticas elaboradas, y el número de unidades de cada producto obtenido y vendido, registrando igualmente la fecha, cantidades o unidades, y nombre y domicilio del adquirente. Los sicotrópicos incluidos en las listas III y IV se registrarán conforme a las obligaciones establecidas en las normas legales vigentes para la elaboración de medicamentos. En los casos del inciso b) las droguerías deberán llevar un libro registro de entradas y salidas de drogas sicotrópicas y de especialidades farmacéuticas que las contengan, incluidas en la lista II, foliado y rubricado por la autoridad sanitaria competente en el que se asentará diariamente, con la firma del director técnico, la cantidad de drogas y unidades de especialidades farmacéuticas ingresadas y expedidas y los datos de identificación del destinatario. Los sicotrópicos incluidos en las listas III y IV se registrarán conforme a las obligaciones establecidas en las normas legales vigentes sobre habilitación y funcionamiento de droguerías. En los casos del inciso c) las farmacias deberán llevar un libro registro de entradas y salidas de drogas sicotrópicas y de especialidades farmacéuticas que las contengan, incluidas en la lista II, foliado y rubricado por la autoridad sanitaria competente, en el que se asentarán diariamente la cantidad de drogas y unidades de especialidades farmacéuticas empleadas en la preparación de recetas o despachadas, con los datos de identificación, fecha, procedencia, cantidad, médico que prescribe la receta, número de la receta correspondiente al asiento en el libro copiador de recetas, número de recetario oficial y saldo existente. Los sicotrópicos incluidos en las listas III y IV se registrarán conforme a las obligaciones establecidas en las normas legales vigentes sobre habilitación y funcionamiento de farmacias. Las recetas deberán archivarse de acuerdo a lo establecido en los artículos 13 y 14. En los casos del inciso d) las farmacias de los hospitales o establecimientos de asistencia médica, deberán llevar un libro registro de entradas y salidas de drogas sicotrópicas y de especialidades farmacéuticas que las contengan, incluidas en la lista II, foliado y rubricado por la autoridad sanitaria competente en el que se asentará diariamente la cantidad de drogas y unidades de especialidades farmacéuticas empleadas en la preparación de recetas o despachadas. En los casos del inciso e), las instituciones para investigación médica o científica, deberán obtener autorización previa de la autoridad sanitaria competente, llevar un libro de entradas y salidas de sicotrópicos con las constancias que se determinen al acordarse la autorización y documentar el uso dado a los mismos. Para todos los casos citados previamente, las partidas de sicotrópicos en existencia anterior a la vigencia de esta Ley deberán ser ingresadas a los libros bajo el rubro "Stocks preexistente" y descargadas con las mismas formalidades y contralor fijados por esta ley. 
CAPITULO V: Despacho al público 
Artículo 13: Los sicotrópicos incluidos en la Lista II, sólo podrán ser prescriptos por profesionales médicos matriculados ante autoridad competente, mediante recetas extendidas en formularios oficializados, por triplicado, conforme al modelo aprobado por la autoridad sanitaria nacional. Las recetas deberán ser manuscritas por el médico en forma legible, señalando la denominación del sicotrópico o la fórmula y su prescripción, con cantidades expresadas en letras y números, debiendo constar nombre, apellido, domicilio del enfermo y la dosis por vez y por día. Para despachar estas recetas el farmacéutico deberá numerarlas, siguiendo el número correlativo de asiento en el libro recetario, sellarlas, fecharlas y firmarlas en su original y duplicado, remitiendo este último dentro de los ocho (8) días del expendio a la autoridad sanitaria competente. El triplicado lo conservará el médico. Las recetas a las que se refiere el presente artículo, serán despachadas por el farmacéutico por una única vez. Los originales deberán ser copiados en el libro recetario y archivarse por el director técnico de la farmacia durante dos (2) años. 
Artículo 14: Los sicotrópicos incluidos en las Listas III y IV sólo podrán despacharse bajo receta archivada, manuscrita, fechada y firmada por el médico. Las recetas a que se refiere el presente artículo se despacharán por el farmacéutico una única vez, debiendo ser numeradas correlativamente siguiendo el número de asiento en el libro recetario, donde serán copiadas, selladas, fechadas y firmadas por el director técnico de la farmacia, archivándose durante dos (2) años. Cuando en las recetas se encuentran omitidos el tamaño o el contenido del envase, el farmacéutico deberá despachar el de menor contenido. En caso de que un mismo sicotrópico circulare en distintas dosis y ésta no se especificara en la receta, deberá despacharse la de menor dosis. 
Artículo 15: Queda prohibida la circulación de todo medicamento cuya composición contenga los sicotrópicos incluidos en las Listas II, III y IV, que no lleven en sus envases, rótulos y prospectos, en forma bien visible y destacada, la leyenda "Este medicamento debe ser usado exclusivamente bajo prescripción y vigilancia médica y no puede repetirse sin nueva receta médica".Los que no se ajusten a esta exigencia serán decomisados sin perjuicio de la aplicación de las demás sanciones previstas en la presente Ley. 
Artículo 16: En ningún caso podrán extenderse ni expenderse recetas cuya cantidad de sicotrópicos incluidos en la lista II, exceda la necesaria para administrar, según la dosis instituida, hasta veinte (20) días de tratamiento. 
Artículo 17: Los veterinarios que acrediten ante la autoridad sanitaria estar matriculados por la autoridad competente, podrán prescribir los sicotrópicos incluidos en las listas II, III y IV, los que sólo podrán ser utilizados en medicina veterinaria. En las recetas deberán figurar el nombre y domicilio del propietario del animal, fecha y dosis; serán manuscritas en forma legible por el veterinario y se extenderán por duplicado. Las recetas que contengan sicotrópicos de la lista II, deberán ser previamente visadas por la autoridad sanitaria competente. El original será archivado por el farmacéutico por el término de dos (2) años y el duplicado deberá remitirlo a la autoridad sanitaria competente, dando asimismo, cumplimiento a las demás obligaciones de los artículos 13 y 14 de la presente Ley. 
Artículo 18: Las recetas determinadas en los artículos 13, 14 y 17 de esta Ley, podrán ser destruidas una vez cumplido el término señalado en cada caso, previa intervención de la autoridad sanitaria competente. 
CAPITULO VI: Aprovisionamiento en medios de transporte 
Artículo 19: La autoridad sanitaria nacional reglamentará las condiciones de aprovisionamiento y administración de los sicotrópicos incluidos en las listas II, III y IV en medios de transporte de matrícula nacional. También reglamentará las condiciones de aprovisionamiento eventual en territorio argentino de naves y aeronaves de matrícula extranjera.
Artículo 20: Los sicotrópicos incluidos en las Listas II, III y IV cuyo uso sea indispensable por razones médicas en medios de transporte internacional, no se consideran comprendidos en el régimen previsto en el capítulo II de esta Ley, pero estarán sujetos a las medidas de inspección y contralor que determine la autoridad sanitaria nacional. 
CAPITULO VII: De las Sanciones y la Prescripción 
Artículo 21: Las infracciones a las normas de la presente Ley y de las reglamentaciones que en su consecuencia se dicten, serán pasibles de las siguientes sanciones, que se graduarán, pudiendo acumularse según la gravedad y circunstancias de cada caso, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 22: a) con multas de mil pesos ($ 1.000.-) a un millón de pesos ($ 1.000.000.-) sin perjuicio de la aplicación de las restantes sanciones administrativas que cupieren y de las denuncias penales que se formularen cuando así correspondiere. La autoridad sanitaria de aplicación graduará los montos a aplicar en cada caso teniendo para ello presente los antecedentes del imputado, la gravedad de la falta y su proyección desde el punto de vista sanitario. En caso de reincidencia, atendiéndose a los mismos parámetros de graduación la sanción podrá establecerse en hasta el décuplo del valor impuesto a la infracción anterior. b) Comiso de los sicotrópicos en infracción; c) Suspensión o cancelación de la autorización de elaboración y venta de los sicotrópicos en infracción; d) Clausura temporaria o definitiva, parcial o total del establecimiento en infracción;e) Suspensión o inhabilitación para el ejercicio de la actividad comercial específica o de la profesión hasta un lapso de tres (3) años. En caso de extrema gravedad o múltiple reiteración de la o de las infracciones, la inhabilitación podrá ser definitiva. 
Artículo 22: Las acciones tipificadas por los artículos 204 bis, 204 ter y 204 quater del Código Penal, ejecutadas respecto de los sicotrópicos incluidos en las Listas I y II de la presente Ley, serán reprimidas con las penas que dichos artículos estatuyen. 
Artículo 23: El producto de las multas que por imperio de esta Ley aplique la autoridad sanitaria nacional, ingresarán al Fondo Nacional de la Salud, dentro del cual se contabilizará por separado y deberá destinarse a funciones de fiscalización o policía sanitaria. El producto de las multas que apliquen las autoridades sanitarias provinciales se ingresará de acuerdo a lo que en las respectivas jurisdicciones se disponga, pero con análogo destino al expresado en el párrafo anterior. 
Artículo 24: Las acciones administrativas emergentes de infracciones a la presente Ley y a los reglamentos que en su consecuencia se dicten, prescribirán a los dos (2) años. La prescripción quedará interrumpida por los actos de procedimientos administrativos o judicial, o por la comisión de una nueva infracción. 
CAPITULO VIII Del Procedimiento 
Artículo 25: Las infracciones a esta Ley y a sus disposiciones reglamentarias, serán sancionadas por la autoridad sanitaria competente, previo sumario que asegure el derecho de defensa de los presuntos infractores, conforme al procedimiento que se fije en cada jurisdicción. Las constancias del acta labrada en forma al tiempo de verificarse la infracción, podrán ser consideradas comoplena prueba de la responsabilidad del imputado, en cuanto no sean enervadas por otras pruebas. 
Artículo 26: Contra las decisiones administrativas que la autoridad sanitaria dicte en virtud de esta Ley podrá interponerse, una vez agotada la vía administrativa, recurso de apelación para ante la autoridad judicial competente, según la jurisdicción en que se hayan dictado, con expresión concreta de agravios y dentro de los cinco (5) días hábiles de notificada la resolución administrativa definitiva. Los recursos, tanto administrativos como judiciales se concederán con efecto suspensivo. Si la sanción apelada fuera alguna de las previstas en los incisos b), c) y d) del artículo 21, el recurso podrá concederse con efecto devolutivo, cuando a juicio fundado de la autoridad competente exista un riesgo para la salud de las personas. 
Artículo 27: La falta de pago de las multas aplicadas, hará exigible su cobro por vía de ejecución fiscal, constituyendo suficiente título ejecutivo el testimonio de la resolución condenatoria firme expedido por el organismo de aplicación o la autoridad judicial. 
CAPITULO IX: De las Medidas Preventivas y Facultades de Inspección 
Artículo 28: Sin perjuicio del sumario establecido en el artículo 25 y de la sanción que en definitiva corresponda, la autoridad sanitaria competente podrá adoptar las siguientes medidas preventivas: 
a) Si se incurriere en actos u omisiones que constituyeran un peligro para la salud de las personas, proceder a la clausura, total o parcial de los locales en que los mismos ocurrieron, u ordenar suspender la elaboración y/o el expendio de los sicotrópicos incluidos en las listas I, II, III y IV cuestionados. Dichas medidas, no podrán tener una duración mayor de (90) noventa días;
b) Clausurar los establecimientos o locales que funcionen sin la correspondiente autorización; 
c) Proceder al secuestro o intervención de los sicotrópicos no autorizados. 
Los interesados podrán interponer contra las medidas preventivas referidas el recurso previsto en el artículo 26 de esta Ley, el que se concederá con efecto devolutivo. 
Artículo 29: La autoridad sanitaria competente está facultada para verificar el cumplimiento de esta Ley y de sus disposiciones reglamentarias, mediante inspecciones, retiro de muestras y pedidos de informes. A tales fines sus funcionarios autorizados tendrán acceso a los establecimientos, habilitados o no, en que se ejerzan o se presuma el ejercicio de las actividades previstas por esta Ley y podrán proceder al secuestro de elementos probatorios, disponer la intervención de los sicotrópicos en infracción y el nombramiento de depositarios. 
Artículo 30: A los efectos de lo dispuesto en los artículos 28 y 29 de la presente Ley, la autoridad sanitaria podrá requerir en caso necesario el auxilio de la fuerza pública y solicitar órdenes de allanamiento de jueces competentes. 
CAPITULO X: Disposiciones Varias 
Artículo 31: Esta Ley y sus disposiciones reglamentarias, se aplicarán y harán cumplir por las autoridades sanitarias nacionales y provinciales en sus respectivas jurisdicciones. Sin perjuicio de ello, la autoridad sanitaria nacional podrá concurrir, cuando lo estime necesario, para hacer cumplir dichas normas en cualquier parte del país. 
Artículo 32: La autoridad sanitaria nacional y los organismos de seguridad deberán intercambiarse permanentemente toda información necesaria para prevenir y combatir el uso indebido y la fabricación o tráfico ilícitos de los sicotrópicos contemplados en la presente Ley. Anexo A LISTADO OFICIAL DE SUSTANCIAS PSICOTROPICAS (No se incluye)

ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 Art. 1º texto original 2 Art. 2º primer párrafo texto original, 2°do. párrafo incorporado por ley 20179 Art. 1º. 3 Art. 3º texto original 4 Art. 4° texto original adaptado conforme 129 de la Constitución Nacional 5 a 8 Arts. 5º a 8º texto original 9 Art. 9° texto conforme ley 19678, art. 1º 10 Art. 10 texto original 11 Art. 11 texto conforme ley 19678, art. 1º 12 Art. 12 texto conforme ley 19678 y ultimo párrafo incorporado por ley 20179 13 a 20 Arts. 13 a 20 texto original 21 Art. 21 texto original; inc. a) conforme Art. 1º DNU 341/92 22 a 32 Arts. 22 a 32 texto original ANEXO A Anexo I, según listado actualizado del ANMAT
Artículos Suprimidos: Art. 33, texto original, objeto cumplido. Art. 34, texto original, objeto cumplido. Art. 35, texto original, objeto cumplido. Art. 36, de forma.
LEY NACIONAL Nº 19337. Descentralización de establecimientos hospitalarios y psiquiátricos.  
Sanción: 10/11/1971 
Promulgación: 10/11/1971 
Publicación: B.O. 18/11/1971 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-0845  
Artículo 1: Transfórmanse a partir del 1 de enero de 1972, los establecimientos hospitalarios que se detallan en anexo que se agrega a la presente ley en organismos de carácter descentralizado, cuya relación con el Poder Ejecutivo nacional será a través del Ministerio de Bienestar Social. 
Artículo 2: Los establecimientos a que hace mención el artículo 1º tendrán por objetivo básico lograr una elevación del nivel de salud en su área de influencia con especial énfasis en los sectores de población de menores recursos socioeconómicos, de acuerdo con las metas generales establecidas en el Plan Nacional de Desarrollo y Seguridad y con las metas contribuyentes que les fije el Ministerio de Bienestar Social a través del subsecretario de Salud Pública. 
Artículo 3: El carácter de organismos descentralizados responde fundamentalmente a su faz administrativa, pero en lo que respecta a su aspecto técnico-científico actuará bajo normas y directivas que les imparta el subsecretario de Salud Pública a través de las direcciones nacionales correspondientes.
Artículo 4: Los establecimientos a que se refiere el artículo 1° de la presente ley actuarán como personas jurídicas capaces de adquirir derechos y contraer obligaciones, con las facultades que a continuación se expresan: 
a) Adquirir, construir, arrendar, administrar y enajenar bienes muebles e inmuebles de toda clase con ajuste a las disposiciones pertinentes; 
b) Aceptar herencias, legados y donaciones; 
c) Estar en juicio como actor o demandado, por intermedio de los apoderados que designa al efecto con relación a los derechos y obligaciones de que pueda ser titular, pudiendo transigir, comprometer en arbitrios, prorrogar jurisdicciones, desistir de apelaciones y renunciar a prescripciones adquiridas; 
d) Contratar servicios, obras y suministros con arreglo a las leyes pertinentes, debiendo establecer en la reglamentación interna los montos, procedimientos y facultades de los funcionarios de su jurisdicción en la tramitación y aprobación de dichas contrataciones, mediante la institución de un régimen adecuado que procederá a aprobar el Poder Ejecutivo; 
e) Realizar convenios con las obras sociales comprendidas en las leyes Nros. 23660, 19032 y las similares que se dicten para integrar sus prestaciones asistenciales con las obras sociales; 
f) En general, realizar todos aquellos actos que resulten necesarios para el cumplimiento de sus objetivos. 
Artículo 5: La conducción de cada establecimiento hospitalario estará a cargo de un Director que deberá ser un funcionario de carrera dentro de la rama profesional correspondiente y no deberá estar vinculado a explotación comercial alguna con relación a su profesión. Será designado por el Poder Ejecutivo nacional a propuesta del Ministerio de Bienestar Social, previa realización del correspondiente llamado a concurso de acuerdo a las normas pertinentes.
Artículo 6: Son atribuciones del Director: 
a) Representar legalmente al establecimiento en todos los actos jurídicos que deba realizar; 
b) Representarlo, asimismo, ante los poderes públicos; 
c) Dirigir técnicamente el establecimiento hospitalario a su cargo de acuerdo con las funciones que se asignen a las mismas; 
d) Dirigir las actividades de carácter administrativo; 
e) Designar, promover, remover y aplicar sanciones al personal profesional, técnica, administrativo y de servicio conforme a las leyes pertinentes; 
f) Proyectar su presupuesto anual y cálculo de recursos, plan de trabajos y programa de actividades elevándolos al Ministerio de Bienestar Social para su consideración; 
g) Proponer al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Bienestar Social, los reajustes de su presupuesto anual y del Plan de Trabajos, en sus partidas principales, sin alterar sus importes; 
h) Dictar los reglamentos internos que determinen, faciliten y ordenen el funcionamiento de los establecimientos hospitalarios, tanto en los aspectos de atención médica de internación como de consulta y domiciliaria; 
i) Elevar al Ministerio de Bienestar Social para su consideración la memoria anual y el programa operativo; 
j) Informar periódicamente al subsecretario de Salud Publica, a través de las direcciones nacionales correspondientes, sobre el funcionamiento del establecimiento a su cargo, de acuerdo a lo establecido en el sistema de Control de Gestión del Ministerio de Bienestar Social; 
k) Someter a consideración del subsecretario de Salud Pública, a través de las direcciones nacionales correspondientes, para su aprobación, los programas operativos del establecimiento a su cargo;
l) Aplicar el régimen de compensaciones adicionales para el personal del establecimiento de acuerdo a la legislación pertinente. 
Artículo 7: Los recursos de cada establecimiento hospitalario se integrarán con: 
a) Los fondos que le fije el presupuesto general de la Nación y los que se acuerden por decretos y leyes especiales; 
b) Los fondos que les transfieran los Ministerios y reparticiones públicas; 
c) Las recaudaciones y derechos que perciba, adquiera o provengan del ejercicio de sus funciones o prestación de servicios; 
d) El producto de las ventas de publicaciones propias; 
e) Las herencias, legados o donaciones que reciba, los que estarán libres de todo impuesto creado o a crearse; 
f) El producido de la venta de los bienes en desuso y de su propia producción, desafectados de su patrimonio; 
g) Los intereses, rentas u otros producidos por sus bienes patrimoniales o por los que administra la unidad; 
h) Los montos provenientes del Fondo de Reserva a que hace referencia el Art. 8° de la presente ley; 
i) Todo otro aporte, subsidio o contribución en dinero o en especie proveniente de entidades oficiales, particulares o de terceros destinados a solventar su funcionamiento o como contribución para esos fines, contribuciones y aportes que estarán libres de todo impuesto, creado o a crearse; j) El producido de los convenios que se celebren con las obras sociales comprendidas en las leyes Nros. 23660, 19032 y las similares que se dicten, para la integración de las prestaciones asistenciales con las obras sociales; 
k) Otros recursos que determine el Poder Ejecutivo Nacional.
Artículo 8: Créase en cada establecimiento hospitalario, un Fondo de Reserva, de carácter acumulativo que se integrará con los saldos no comprometidos al fin de cada ejercicio.
Artículo 9: Los establecimientos hospitalarios comprendidos en la presente ley estarán sometidos a las disposiciones de la Ley de contabilidad, Ley 24156, y de Obras Públicas. 
Artículo 10: Los establecimientos a que se refiere la presente ley serán parte integrante del sistema coordinado de prestaciones -Sistema Efector Coordinado- a implantar por el Ministerio de Bienestar Social. 
Artículo 11: Las provincias, sus municipios, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y las universidades nacionales podrán adherirse, en función de sus competencias, a lo prescripto por la presente ley a efectos de lograr la coordinación integral de la prestaciones asistenciales internas, externas y domiciliarias. 
ANEXO - Hospital Nacional "Profesor Alejandro Posadas", Morón -Provincia de Buenos Aires. - Policlínico de Ciudadela, Tres de Febrero -Provincia de Buenos Aires. - Sanatorio "J.J. Puente", San Francisco del Chañar -Provincia de Córdoba. - Hospital Nacional "Baldomero Sommer", General Roca -Provincia de Buenos Aires. - Instituto de Cirugía Torácica -Capital Federal. - Instituto Tisiológico de Punilla, Villa Caeiro, Punilla -Provincia de Córdoba. - Hospital Regional Termas de Río Hondo, Las Termas, Río Hondo -Provincia de Santiago del Estero. - Hospital de Zona "Presidente Plaza" -Provincia de la Rioja. - Hospital Colonia Santa María, Punilla -Provincia de Córdoba. - Hospital Colonia "Juan M. Obarrio", San Miguel de Tucumán - Provincia de Tucumán. - Colonia "Doctor Emilio Vidal Abal", Oliva -Provincia de Córdoba.- Colonia Nacional "Doctor Manuel A. Montes de Oca", Torres, Luján -Provincia de Buenos Aires. - Hospital Regional de Río Cuarto, Río Cuarto -Provincia de Córdoba. - Hospital Regional Cruz del Eje, Cruz del Eje -Provincia de Córdoba. - Hospital Central de Bell Ville, Bell Ville -Provincia de Córdoba. - Instituto Nacional de Rehabilitación del Lisiado -Capital Federal. - Colonia Nacional de Salud Mental Diamante. - Instituto Nacional de Oncología. - Centro Nacional de Salud María de Caminal. - Instituto Nacional de Rehabilitación Psicofísica. - Instituto Nacional de Rehabilitación Psicofísica del Sur. - Talleres Nacionales Protegidos de Rehabilitación Psiquiátrica. - Instituto Nacional de Estudios sobre Virosis Hemorrágicas.
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 2 Arts. 1° a 2° texto original 3 Art. 3º, texto original, adaptado según modificaciones introducidas por Ley 20222 4 Art. 4° texto original. Se modificó n° de la ley vigente de Obras Sociales. - 5 Art. 5° texto original 6 Art. 6º, texto original, inc. j) y k) adaptados según modificaciones introducidas por Ley 20222 7 Art. 7° texto original. Se modificó n° de la ley vigente de Obras Sociales. - 8 Art. 8 texto original 9 Art. 9 texto original, se agregó ley 24156; se mantiene en el texto la remisión a la Ley de Contabilidad, ya que la misma mantiene parcialmente su vigencia, con el agregado de la ley 24156 (art. 137 inc. a), que deroga parte de su articulado de forma expresa. 10 Art. 10 texto original 11 Art. 15 texto original, adaptado conforme art. 129 de la Constitución Nacional. - Anexo Se mantiene en el Anexo de la Ley la nómina de establecimientos asistenciales de los que no hemos hallado constancia acerca de su transferencia de la Nación a las respectivas jurisdicciones locales, de conformidad a las leyes 21.883, 24.061 y 20.222, así como el Decreto 660/96. 
Artículos Suprimidos: Artículos 11, 12, 13 y 14 texto original, objeto cumplido. - Artículo 16 texto original, de forma.

LEY NACIONAL Nº 20332. Centro Nacional de Reeducación Social 

Sanción: 30/04/1973 
Promulgación: 30/04/1973 
Publicación: B.O. 10/05/1973 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-0958 
Artículo 1: Créase como ente descentralizado el Centro Nacional de Reeducación Social, que funcionará en jurisdicción del Ministerio de Bienestar Social en el área de Promoción y Asistencia Social. 
Artículo 2: El Centro Nacional de Reeducación Social tendrá por objeto la asistencia integral de personas adictas a sustancias estupefacientes o psicotrópicas causantes de dependencias psíquicas o físicas, y desarrollará tareas de investigación biomédica, psicológicas y social, como asimismo de capacitación en servicio para personal especializado. 
Artículo 3: El Centro Nacional de Reeducación Social será conducido por un director, el que contará con las siguientes facultades: 
a) Dirigir técnica y administrativamente el Centro; 
b) Proponer los programas operativos anuales, en función de la política que se le haya fijado y ejecutar los que resulten aprobados; 
c) Preparar el proyecto del presupuesto anual de gastos, cálculo de recursos y proponer los reajustes de presupuestos anuales;
d) Proponer las normas y reglamentaciones internas para el funcionamiento del Centro; 
e) Administrar los recursos del Centro; 
f) Proponer la designación, promoción y remoción del personal. 
Artículo 4: El Centro Nacional de Reeducación Social contará con los siguientes recursos: 
a) Los fondos que le fije el Presupuesto General de la Nación y los que se le acuerden por leyes, decretos o resoluciones; 
b) El producido de la venta de elementos que se elaboren, transformen, produzcan o se obtengan en el Centro, como asimismo los ingresos por servicios que, dentro de su actividad, se realicen con carácter oneroso, de acuerdo con el régimen que establezca la Dirección; 
c) Las herencias, legados y donaciones que le sean deferidos; 
d) Los intereses, rentas u otros frutos producidos por los bienes que tenga afectados; 
e) El producido de convenios con terceros para la prestación de servicios; 
f) Los montos provenientes del Fondo de Reserva a que hace referencia el artículo 5º de la presente ley. 
Artículo 5: Créase en el Centro Nacional de Reeducación Social un fondo de reserva, de carácter acumulativo, que se integrará con los saldos no comprometidos al fin de cada ejercicio y con los recursos previstos en los incisos b), c), d) y e) del artículo 4º de la presente ley. Dicho fondo de reserva estará destinado a atender las erogaciones, de cualquier naturaleza, que se requieran para el cumplimiento de los programas del Centro. 
Artículo 6: La gestión administrativa será controlada por la Auditoría General de la Nación mediante el sistema que el mismo establezca.
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 5 Arts. 1° a 5° texto original.- 6 Art. 6° texto original, adaptado nombre del organismo conforme ley 24156 
Artículos Suprimidos: Artículo 7°, texto original, objeto cumplido por Decisión Administrativa 433/1996, que aprobó su estructura organizativa. Artículo 8°, texto original objeto cumplido. Artículo 9°, de forma. 
Nota de la Dirección de Información Parlamentaria: Esta Dirección considera que en todo lo relativo al Tribunal de Cuentas de la Nación, la Ley de Contabilidad se encuentra derogada explícitamente por la Ley 24156.
LEY NACIONAL Nº 20445. Programa Destinado A la Protección de la Salud de la Madre y el Niño.

Sanción: 22/05/1973 
Promulgación: 22/05/1973 
Publicación: B.O. 11/06/1973 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-0979

Artículo 1: Autorízase al Poder Ejecutivo nacional a la aplicación de un programa destinado a la protección de la salud de la madre y del niño, con el propósito de asegurar un adulto en perfectas condiciones de salud. La acción a desarrollar para el cumplimiento del mencionado objetivo, se efectuará mediante la formulación de los siguientes subprogramas: 
I - Asistencia alimentaria destinada a prevenir y tratar la desnutrición infantil y materna con la entrega de leche en polvo al setenta por ciento (70%) de los menores de cinco (5) años de los grupos más expuestos; 
II - Atención Médica. Comprenderá el control de la salud ejercida sobre el niño en forma precoz; vacunaciones a fin de obtener inmunizaciones de enfermedades evitables, atención médica permanente y recuperación del niño desnutrido. 
Artículo 2: Para el ejercicio 1974 y sucesivos, el Poder Ejecutivo nacional incorporará al Presupuesto General de la Nación, dentro de la previsiones correspondientes a la Jurisdicción 60 - Ministerio de Bienestar Social (Subsecretaría de Salud Pública), una partida de cien millones de pesos ($ 100.000.000), con la finalidad de asegurar en el futuro, los beneficios que se acuerdan por la presente ley. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 Art. 1° texto original.- 2 Art. 3° texto original.- 
Artículos Suprimidos: Artículo 2°, texto original, caducidad por vencimiento del plazo. Artículo 4°, texto original, de forma. 
Nota de la Dirección de Información Parlamentaria: En lo relacionado con en el Art. 2º del texto propuesto, se restableció la redacción original (“Para el ejercicio 1974 y sucesivos… ”) por no haber sido modificada expresamente por texto alguno, y ser lo suficientemente clara en cuanto a su interpretación.

LEY NACIONAL Nº 22109. Prevención y control de la viruela 
Sanción: 23/11/1979 
Promulgación: 23/11/1979 
Publicación: B.O. 30/11/1979 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-1210  
Artículo 1: En caso de necesidad el Poder Ejecutivo nacional por intermedio del Ministerio de Bienestar Social y a través de la Secretaría de Estado de Salud Pública podrá disponer el aislamiento de enfermos o sospechosos de viruela y sus contactos, así como la vacunación o revacunación de los grupos expuestos al riesgo de enfermos y la adopción de otras medidas de vigilancia y control de dicha enfermedad. 
Artículo 2: El Poder Ejecutivo nacional, por intermedio del Ministerio del Interior, invitará a los gobiernos provinciales a dictar normas análogas a las de esta ley, cuando en las mismas se encuentren en vigor normas de contenido similar a las de la anterior ley 4202. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 Art. 2° texto original. 2 Art. 3° texto original, agregando, para su mejor comprensión, el número de ley que se deroga; habida cuenta de considerar objeto cumplido al art. 1° que hacía referencia a esa ley que se derogaba. 
Artículos Suprimidos: Artículo 1º del texto original, objeto cumplido. Artículo 4º, de forma.

LEY NACIONAL Nº 22127. Sistema Nacional de Residencias de la Salud 

Sanción: 28/12/1979 
Promulgación: 28/12/1979 
Publicación: B.O. 08/01/1980 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-1213  
Artículo 1: Establécese el Sistema Nacional de Residencias de la Salud cuyo objeto es complementar la formación integral del profesional ejercitándolo en el desempeño responsable, eficiente y ético de las disciplinas correspondientes mediante la adjudicación y ejecución personal supervisada de actos de progresiva complejidad y responsabilidad. 
Artículo 2: Las residencias serán cumplidas mediante beca anual con una modalidad y remuneración a establecer por el organismo de conducción del Sistema, bajo un régimen de actividad a tiempo completo y con dedicación exclusiva. 
Artículo 3: Las disposiciones de la presente Ley rigen en todos los establecimientos asistenciales y sanitarios dependientes de la autoridad sanitaria nacional. Las Provincias, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, las Universidades, las Fuerzas Armadas, y la Policía Federal y las instituciones privadas que deseen tener programas de residencias aprobados según esta Ley, podrán incorporarse al Sistema que se establece mediante convenios. 
Artículo 4: Constitúyese el Consejo Nacional de Residencias de la Salud (C. O. N. A. R. E. S. A.) a los fines de la conducción del sistema, organismo que funcionará en el ámbito de la Secretaría de Estado de Salud Pública. Dicho Consejo estará compuesto por la Asamblea General y por el Consejo Directivo. 
Artículo 5: La Asamblea General, que será presidida por el secretario de Estado de Salud Pública o quien lo represente, estará compuesta por: 
a) Dos (2) representantes de la Secretaría de Estado de Salud Pública. 
b) Un (1) representante de la Secretaría de Estado de Educación del Ministerio de Cultura y Educación; 
c) Un (1) representante por cada Provincia y por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; 
d) Un (1) representante por cada una de las Universidades del país, fueren públicas o privadas, que cuenten con Facultades afines a las disciplinas de las residencias; 
e) Un (1) representante por cada uno de los Comandos en Jefe de las Fuerzas Armadas; 
f) Un (1) representante por la Policía Federal; 
g) Un (1) representante por todas las instituciones privadas que tengan residencias; 
h) Un (1) representante por todas las instituciones científicas afines a las disciplinas de las residencias que desarrollen actividad docente. 
En los casos de los incisos c), d), e), f) y g) se integrará la representación en la oportunidad que se suscriban los convenios que se mencionan en el Artículo 3º. 
Artículo 6: La Asamblea General tendrá por funciones: 
a) Proponer normas y directivas generales vinculadas a las residencias conforme a los lineamientos de la política nacional en materia de atención de la salud:
b) Proponer las medidas y modificaciones que considere convenientes para la adecuada marcha del Sistema; 
c) Designar al Consejo Directivo y aprobar su memoria de actividades en cada reunión plenaria ordinaria. 
Artículo 7: La Asamblea General se constituirá, convocará y sesionará conforme al régimen legal que establezca la reglamentación. 
Artículo 8: El Consejo Directivo será el Órgano Ejecutivo del Consejo Nacional de Residencias de la Salud. Estará compuesto por cinco (5) miembros pertenecientes a la Asamblea General, de los cuales dos (2) serán representantes por la Secretaría de Estado de Salud Pública y los restantes deberán surgir por libre elección entre los demás representantes acreditados ante la Asamblea. Sin perjuicio de ello todos sus miembros mantendrán las funciones originarias en la Asamblea General. En caso de pluralidad de representantes, según lo previsto en los incisos c), d) y e) del Artículo 5º, sólo podrá integrar el Consejo Directivo un delegado por cada una de estas representaciones ante la Asamblea General. 
Artículo 9: El Consejo Directivo se constituirá, convocará y sesionará conforme al régimen legal que establezca la reglamentación. 
Artículo 10: Son funciones y atribuciones del Consejo Directivo: 
a) Representar al Consejo Nacional de Residencias de la Salud; 
b) Designar sus autoridades entre sus miembros; 
c) Proponer a la Secretaría de Estado de Salud Pública el nombramiento de un secretario para que asista al Consejo Directivo en sus funciones. Dicho secretario no deberá ser miembro de la Asamblea General;
d) Dictar normas y fijar directivas específicas, en base a los lineamientos establecidos por la Asamblea General, a los que deberá ajustarse el Sistema Nacional de Residencias de la Salud; 
e) Evaluar planes y sistemas que deseen ser incorporados al Sistema Nacional de Residencias de la Salud y resolver sobre su aptitud, admisión y permanencia, a través de la evaluación periódica, ad referéndum de la decisión de la Asamblea General;
f) Coordinar la acción de las entidades que disponen de residencias aprobadas por el C. O. N. A. R. E. S. A. y que participen de las finalidades del Sistema Nacional de Residencias de la Salud; 
g) Estudiar los aspectos educativos asistenciales y sociales vinculados a la residencia, pudiendo consultar a expertos en los respectivos temas y especialidades; 
h) Organizar y realizar cursos, jornadas, congresos y todo tipo de actividades que promuevan al mejor desarrollo de la residencia; 
i) Proponer los requisitos básicos de inscripción y métodos de selección de aspirantes a las residencias a través de un concurso unificado y simultáneo; 
j) Expedir y registrar los certificados para los cursantes que aprobaren la residencia; 
k) Asesorar a la Autoridad Sanitaria Nacional proponiendo medidas conducentes a la absorción ocupacional de los residentes egresados;
l) Informar a la Asamblea General en cada una de sus reuniones plenarias ordinarias, sobre las resoluciones adoptadas; 
m) Proponer anualmente su presupuesto a la Secretaría de Estado de Salud Pública.
Artículo 11: Los miembros de la Asamblea General y del Consejo Directivo, excepto su Secretario no percibirán remuneración por el ejercicio de sus funciones. 
Artículo 12: El plan general de residencias incorporará un ciclo de capacitación dentro de áreas específicas y zonas del país según lo disponga la reglamentación.
Artículo 13: Cada residencia, en base al plan aprobado por el C. O. N. A. R. E. S. A., deberá contar con un programa cuya confección y cumplimiento será de responsabilidad directa del jefe de la unidad asistencial o sanitaria donde el mismo se desarrolle. A tal efecto estará compuesto por: 
a) Objetivos y metas; 
b) Metodología docente; 
c) Procedimientos de evaluación. 
Artículo 14: Los profesionales de los establecimientos incorporados serán considerados integrantes del plantel de instructores del sistema y participarán en la enseñanza de los residentes, como una extensión de sus servicios específicos, a través de la capacitación, adjudicación y supervisión personal de los actos de progresiva complejidad y responsabilidad que encomiendan. 
Artículo 15: Podrán incorporarse a las residencias aquellos graduados que cuenten con no más de cinco (5) años de obtenido su título universitario habilitante a la fecha de efectuarse la selección para acceder a los programas de residencias. 
Artículo 16: A los efectos de lo dispuesto en el Artículo 14 la ejecución de los actos de progresiva complejidad encomendados al residente en cumplimiento de los programas de residencias, se desarrollarán bajo su propia responsabilidad profesional, sin perjuicio de la que eventualmente pueda recaer sobre el instructor que hubiera dispuesto su realización.
Artículo 17: Durante su desempeño como tales, los residentes deberán ajustarse a los siguientes lineamientos generales: 
a) Someterse a todas las reglamentaciones, disposiciones y normas de desempeño que dicte el C. O. N. A. R. E. S. A; 
b) Percibir de la institución donde cumple la residencia la remuneración correspondiente a la beca que establece el artículo 2º; 
c) Gozar de un régimen de licencias, conforme se establezca por vía reglamentaria; 
d) Desarrollar las actividades encomendadas con eficiencia, capacidad, diligencia y espíritu de servicio, en el lugar, condiciones de tiempo y forma que determinen las disposiciones reglamentarias, de cada servicio; 
e) Acatar las indicaciones que dicten los profesionales contemplados en el Artículo 14 de la presente ley y de todo otro personal jerarquizado con atribuciones y competencia para darlas, que tengan por objeto el cumplimiento del programa y el desarrollo de la residencia; 
f) Someterse al régimen disciplinario vigente en las instituciones donde realice su residencia. 
Artículo 18: Los residentes que hayan completado programas aprobados por el C.O.N.A.R.E.S.A. gozarán de un puntaje adicional para los concursos de toda carrera hospitalaria existente en los establecimientos asistenciales y sanitarios dependientes de la Autoridad Sanitaria Nacional, de las Provincias, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, de las Fuerzas Armadas y de la Policía Federal, de las Universidades y las instituciones privadas incorporadas al Sistema Nacional de Residencias de la Salud, todo ello conforme se disponga por vía reglamentaria. 
Artículo 19: La certificación de haber aprobado la residencia, extendida por el Consejo Nacional de Residencias de la Salud (C. O. N. A. R. E. S. A.), será suficiente para que el residente pueda inscribirse como especialista. La autoridad sanitaria competente y los colegios de profesionales de las provincias incorporadas al Sistema Nacional de Residencias, deberán inscribir dicha certificación en los respectivos registros. 
Artículo 20: A los efectos de esta ley se entiende por instituciones incorporadas, a aquellos establecimientos asistenciales y sanitarios que, con independencia de la jurisdicción a la que pertenezcan, cuenten con programas de residencia aprobados por el C. O. N. A. R. E. S. A. al tiempo de su admisión. 
Artículo 21: El Poder Ejecutivo nacional propiciará la adhesión de los Gobiernos Provinciales al Sistema que establece la presente ley. 
Artículo 22: El Poder Ejecutivo nacional reglamentará las disposiciones de la presente Ley dentro de los sesenta (60) días de su promulgación. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 y 2 Arts. 1° y 2° texto original 3 Art. 3° texto original, adaptado conforme Art. 129 de la Constitución Nacional. 4 Art. 4° texto original 5 Art. 5° texto original, adaptado por Art. 129 de la constitución Nacional 6 a 17 Arts. 6° a 17° texto original 18 Art. 18 texto original, adaptado conforme art. 129 de la Constitución Nacional.19 Art. 19 texto original 20 Art. 21 texto original 21 Art. 22 texto original 22 Art. 23 texto original 
Artículos Suprimidos: Art. 20 texto original, objeto cumplido. Art. 24 texto original, de forma.

LEY NACIONAL Nº 22373. Consejo Federal de Salud 

Sanción: 13/01/1981 
Promulgación: 13/01/1981 
Publicación: B.O. 19/01/1981 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-1267 
Artículo 1: Créase el Consejo Federal de Salud, el que estará integrado por los funcionarios que ejerzan la autoridad de Salud Pública de más alto nivel en el orden nacional, en el de cada provincia y en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. El Consejo será presidido por el Secretario de Estado de Salud Pública de la Nación. 
Artículo 2: Corresponde al Consejo creado por esta Ley propender integralmente al coordinado desarrollo sectorial en materia de salud en toda la República, a cuyo fin se aplicará preferentemente a: 
a) La apreciación de los problemas de salud comunes a todo el país, de los de cada provincia y de cada región en particular; 
b) La determinación de las causas de tales problemas; 
c) El análisis de las acciones desarrolladas y la revisión de las concepciones a que respondieran, para establecer la conveniencia de ratificarlas o modificarlas; 
d) La especificación de postulados básicos, capaces de caracterizar una política sectorial estable de alcance nacional y la recomendación de los cursos de acción aconsejables para su instrumentación;
e) La compatibilización global de las tareas inherentes a la diagramación y ejecución de los programas asistidos, conducidos por la autoridad sanitaria nacional y la de cada jurisdicción a fin de lograr coincidencias en los criterios operativos, en la aplicación de los recursos disponibles y en la selección de métodos de evaluación, estimulando la regionalización y/o zonificación de los servicios; 
f) Contribuir al desarrollo de un sistema federal de Salud. 
Artículo 3: El Consejo se reunirá ordinariamente por lo menos dos (2) veces cada año calendario; cada reunión se celebrará en el lugar y fecha establecido en la anterior. La convocatoria a las reuniones corresponderá en todos los casos al presidente, con indicación del temario a tratar, el que será establecido mediante consulta a los integrantes del Consejo. 
Artículo 4: Podrán además celebrarse reuniones extraordinarias a iniciativa del presidente, o cuando lo soliciten no menos de cinco (5) de las jurisdicciones representadas en el Consejo, con indicación del temario y antelación suficiente para su oportuna convocatoria. 
Artículo 5: El presidente podrá solicitar la concurrencia a las reuniones del Consejo con carácter de invitados especiales permanentes — u ocasionales según la índole del temario— de representantes de organismos oficiales, de entidades privadas y de personalidades de significativa representatividad en actividades vinculadas con el campo de la Salud, a fin de facilitar la manifestación de opiniones intersectoriales. 
Artículo 6: El Consejo expresará las conclusiones a que arribe en la consideración de los puntos del temario de cada reunión, mediante recomendaciones o informes según corresponda. De ellas llevará adecuado registro y efectuará las comunicaciones pertinentes. El presidente dispondrá cada año calendario la preparación de la respectiva memoria anual de actividades, a la que se anexará copia de las recomendaciones e informes a que se refiere el párrafo anterior. 
Artículo 7: El Consejo contará con una secretaría permanente que funcionará en la sede de la Secretaría de Estado de Salud Pública de la Nación. 
Artículo 8: Los integrantes del Consejo podrán concertar entre sí la constitución de comités especiales para el estudio de determinados asuntos, en razón de los temas y/o de su trascendencia regional, a efectos de facilitar el cumplimiento de los fines indicados en el Artículo 2°, dando oportuna cuenta de ello a la presidencia del Cuerpo y manteniéndola informada de la realización y resultado de dichos estudios. 
Artículo 9: El Consejo Federal de Salud reemplazará, en calidad de organismo asesor, al comité que para el área de su competencia prevé el artículo 7° de la ley 19717 Artículo 10.- Los gastos que determine el cometido de los funcionarios citados en esta Ley serán atendidos con cargo al gobierno de la jurisdicción que representen. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 Art. 1º texto original, adaptado por Art. 129 de la Constitución nacional y Ley 23.775. 2 a 9 Arts. 2° a 9° texto original 10 Art. 10 texto original, primer párrafo suprimido por objeto cumplido
Artículos Suprimidos Artículo 10 texto original, Primer Párrafo, Objeto cumplido. Artículo 11 de texto original, de forma.

LEY NACIONAL Nº 22585. Lucha contra el paludismo

Sanción: 13/05/1982 
Promulgación: 13/05/1982 
Publicación: B.O. 17/05/1982 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-1321 
I - DE LA MATERIA DE ESTA LEY, SU ALCANCE TERRITORIAL Y AUTORIDADES DE APLICACIÓN 
Artículo 1: A fin de propender al control y su posterior erradicación definitiva en las zonas endémicas existentes, se declara de interés nacional para todo el territorio de la República a través de los postulados de la presente Ley, la prevención y lucha contra la enfermedad de paludismo. 
Artículo 2: Las disposiciones de esta Ley y las que se dicten en su consecuencia, se cumplirán y harán cumplir por la autoridad sanitaria nacional, la de cada provincia y la de la Ciudad de Buenos Aires en su respectiva jurisdicción. Cada una de las provincias y la Ciudad de Buenos Aires dictarán, complementariamente, las medidas concordantes accesorias. La autoridad sanitaria nacional podrá concurrir en cualquier parte del país para cumplir, contribuir al cumplimiento de esta Ley y velar por la observancia de sus disposiciones y las de su reglamentación. 
Artículo 3: Es obligación de las provincias comprometidas por esta patología, ejecutar a través de las autoridades sanitarias locales, todas las acciones de la Lucha Antipalúdica que se instrumenten en coordinación con las autoridades sanitarias nacionales, estableciendo como base las siguientes actividades: 
a) Detección de los casos de paludismo; 
b) Notificación o declaración obligatoria inmediata de éstos; 
c) Tratamiento radical de los focos palúdicos; 
d) Investigación exhaustiva para determinar el lugar donde ocurrió la transmisión o foco y su área de dispersión; 
e) Eliminación perentoria de estos focos por la pulverización residual domiciliaria y/u otros procedimientos científicos; 
f) Seguimiento epidemiológico de los mismos durante tres (3) años consecutivos. La precedente enumeración no excluye la utilización de otros procedimientos científicos adecuados a los fines de esta Ley. 
II - DE LA COLABORACIÓN DE LAS AUTORIDADES SANITARIAS Y DE LAS OBLIGACIONES DE LOS PROPIETARIOS Y OCUPANTES DE BIENES INMUEBLES 
Artículo 4: Declárase obligatoria para todos los profesionales del arte de curar, la notificación inmediata de todo caso sospechoso o comprobado de paludismo, ante la autoridad sanitaria local. 
Artículo 5: Los funcionarios públicos y los organismos oficiales, cualquiera sea la jurisdicción de que dependan, las entidades privadas cualquiera sea su finalidad y naturaleza jurídica y las personas de existencia visible, deben prestar a la autoridad sanitaria competente la colaboración necesaria para facilitar el cumplimiento de las actividades correspondientes a los fines de esta Ley, de acuerdo a lo que establezca la reglamentación. 
Artículo 6: Los propietarios, directores, gerentes, administradores o responsables por cualquier título de entidades, empresas o establecimientos urbanos o rurales de carácter industrial, comercial, deportivo, artístico, educacional o de cualquier otra finalidad, así como los propietarios, inquilinos u ocupantes de inmuebles dedicados a vivienda, las empresas públicas o privadas de transportes fluviales, terrestres o aéreos deberán: 
a) Cumplir y hacer cumplir las disposiciones sobre saneamiento ambiental y tratamiento de vectores que la autoridad sanitaria competente establezca en relación con esta Ley; 
b) Permitir el acceso de la autoridad sanitaria competente a cualquier efecto relacionado con el cumplimiento de esta Ley; 
c) Adecuar las construcciones existentes y futuras conforme a las normas que establezcan las autoridades competentes en materia de vivienda y salud. 
Artículo 7: Todo caso de enfermo febril, sospechoso de relación con el paludismo, deberá ser exhaustivamente investigado conforme a las reglas que indique la ciencia en tales circunstancias. En caso de negativa del enfermo o sus familiares de que se proceda en tal forma, la autoridad sanitaria de aplicación podrá hacer uso de la fuerza pública a sus efectos. 
Artículo 8: Los establecimientos asistenciales oficiales o en ausencia de éstos, los privados, deberán practicar sin cargo alguno las investigaciones a que se refiere el artículo anterior ante la solicitud firmada por profesional competente o de oficio, evitando toda dilación que no sea absolutamente indispensable. 
Artículo 9: Del resultado de los exámenes que deban practicarse como consecuencia de lo dispuesto en los artículos 7 y 8, se dejará constancia en certificados oficiales de características uniformes para todo el país que deberá establecer la autoridad sanitaria nacional. Estos certificados se entregarán sin cargo a los interesados. 
Artículo 10: Los certificados extendidos de conformidad a lo prescripto en la presente Ley, tendrán validez por el tiempo que determine la reglamentación. Durante ese lapso su presentación en los casos exigidos por esta Ley, será admitida cualquiera haya sido la causa por la que fueron obtenidos y no dará lugar a un nuevo examen. 
Artículo 11: En áreas de frontera, todo enfermo palúdico deberá ser provisto de una libreta especial, que presentará personalmente ante la autoridad sanitaria local y durante el tiempo que la misma determine. 
Artículo 12: La autoridad sanitaria nacional determinará las áreas en las cuales todo empleador deberá exigir a los postulantes de trabajo, el certificado extendido conforme lo prescribe el artículo 9.
Artículo 13: En las áreas a que se refiere el artículo anterior la autoridad sanitaria local, hará el examen de sangre que establezca, la reglamentación, a todo posible dador, a efectos de comprobar la ausencia de hematozoarios. 
Artículo 14: La autoridad sanitaria nacional suministrará a las autoridades sanitarias y médicos de su dependencia, los medicamentos específicamente antipalúdicos, para ser administrados gratuitamente a los habitantes de áreas palúdicas y dispondrá su provisión sin cargo a los gobiernos de provincias. 
III - DE LAS FALTAS Y SANCIONES 
Artículo 15: Los infractores a las normas de la presente Ley, sin perjuicio de cualquier otra responsabilidad civil o penal, serán sancionados por la autoridad sanitaria competente de acuerdo a la gravedad y/o reincidencia de la infracción con:
a) Apercibimiento; 
b) Multa, graduable entre un millón de pesos ($ 1.000.000) y doscientos millones de pesos ($ 200.000.000); 
c) Clausura temporaria total o parcial de establecimientos, por un lapso que no podrá exceder de treinta (30) días en cada oportunidad. Las sanciones establecidas en los incisos b) y c) podrán aplicarse independiente o conjuntamente en función de las circunstancias previstas en la primera parte de este artículo. 
Artículo 16: Los montos máximos y mínimos establecidos en el inciso b) del artículo anterior, serán actualizados semestralmente a partir de la fecha de entrada en vigencia de esta Ley. La autoridad sanitaria nacional tendrá a su cargo determinar los importes resultantes de la actualización de los montos máximos y mínimos de las multas a que se refiere el artículo 15, inciso b), mediante el dictado de la pertinente resolución, lo que será obligatorio a partir de su publicación en el Boletín Oficial. 
Artículo 17: A los efectos determinados en el artículo 15, se considerará reincidentes a quienes, habiendo sido sancionados, incurran en nueva infracción dentro del término de cuatro (4) años, contados desde la fecha en que haya quedado firme la sanción anterior, cualquiera fuese la autoridad sanitaria que la impusiera. 
Artículo 18: El producto de las multas que por intermedio de esta Ley aplique la autoridad sanitaria nacional, ingresará a la Cuenta Especial "Fondo Nacional de la Salud", dentro de la cual se contabilizará por separado y deberá utilizarse exclusivamente en erogaciones que propendan al logro de los fines indicados en el artículo 1. El producto de las multas que apliquen las autoridades sanitarias provinciales y de la Ciudad de Buenos Aires, ingresará de acuerdo con lo que al respecto se disponga en cada jurisdicción, debiéndose aplicar con la finalidad indicada en el párrafo anterior. 
IV - DE LOS PROCEDIMIENTOS, MEDIDAS PREVENTIVAS Y FACULTADES DE INSPECCIÓN 
Artículo 19: Las infracciones de esta Ley serán sancionadas por la autoridad sanitaria competente previo sumario, con audiencia de prueba y defensa de los imputados. Las constancias del acta labrada en forma, al tiempo de verificar la infracción y en cuanto no sean enervadas por otros elementos de juicio, podrán ser consideradas como plena prueba de la responsabilidad de los imputados. 
Artículo 20: Toda resolución que aplique sanciones podrá ser recurrida solamente por vía de apelación ante la justicia competente, según sea el asiento de la autoridad que dicte la resolución, la que actuará como tribunal de única instancia. El recurso deberá interponerse y fundarse ante la misma autoridad que imponga la sanción, dentro de los diez (10) días hábiles de notificada y será concedido libremente y con efecto suspensivo. 
Artículo 21: La falta de pago de las multas aplicadas, hará exigible su cobro por ejecución fiscal, constituyendo suficiente título ejecutivo el testimonio autenticado de la resolución condenatoria firme. 
Artículo 22: En cada provincia, los procedimientos se ajustarán a lo que al respecto resuelvan las autoridades competentes de cada jurisdicción, de modo concordante con las disposiciones de este título. 
Artículo 23: Las autoridades sanitarias a las que corresponde actuar de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 2 de esta Ley, están facultadas para verificar su cumplimiento y el de sus disposiciones reglamentarias mediante inspecciones y/o pedidos de informes según estime pertinente. A tales fines, sus funcionarios autorizados tendrán acceso a cualquier lugar previsto en la presente Ley y podrán proceder a la intervención o secuestro de elementos probatorios de su inobservancia. A esos efectos podrán requerir el auxilio de la fuerza pública o solicitar orden de allanamiento de los jueces competentes. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 15 Art. 1 Texto original 2 Art. 2 Texto original, modificado cfr. ley 23775 y art. 129 CN 3 a 15 Arts. 3 a 15 Texto original 16 Art. 16 Texto original. Primer párrafo in fine, derogado implícitamente por art. 10, ley 23928 –texto según art. 4, ley25561-. 17 Arts. 17 Texto original. 18 Art. 18 Texto original, modificado cfr. art. 129 CN 19 a 23 Arts. 19 a 23 Texto original Artículos suprimidos: Artículo 24 del texto original, caducidad por objeto cumplido. Artículo 25 del texto original, caducidad por objeto cumplido (El decreto 3550/1984 reglamentó la norma). Artículo 26 del texto original, de forma

LEY NACIONAL Nº 22853. Habilitación de unidades de diálisis para el tratamiento de la insuficiencia renal.

Sanción: 20/07/1983 
Promulgación: 20/07/1983 
Publicación: B.O. 22/07/1983 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-1374
Artículo 1: La aplicación de diálisis intra o extracorpórea para la depuración de la sangre en el tratamiento de la insuficiencia renal, solo podrá efectuarse de acuerdo a las disposiciones de esta Ley, que rigen para toda la República. 
Artículo 2: El procedimiento de diálisis podrá aplicarse únicamente en unidades oficiales o privadas de asistencia médica especializada que hayan sido formalmente habilitadas al efecto. La habilitación de las unidades oficiales corresponderá a la autoridad sanitaria de que dependan; la de las privadas a la autoridad sanitaria en cuya jurisdicción se encuentren ubicadas. 
Artículo 3: Las condiciones mínimas para habilitación y funcionamiento de las unidades de referencia, con respecto a: Infraestructura física, aparatos y equipos de uso médico, materiales descartables y personal médico y de enfermería, serán establecidas por vía reglamentaria. 
Artículo 4: Los pacientes afectados de insuficiencia renal aguda y los que padeciendo de insuficiencia renal crónica necesiten, además de diálisis, de tratamiento especial de carácter clínico y/o quirúrgico sólo podrán ser atendidos en unidades pertenecientes a establecimientos que, por su nivel de complejidad, dispongan de servicio de terapia intensiva. Lo dispuesto precedentemente no se aplica en aquellos casos en que se requiera asistencia médica de urgencia en áreas que carezcan de establecimientos de alta complejidad y que no cuenten con servicio de terapia intensiva. En este caso, el paciente deberá ser trasladado a los mencionados servicios inmediatamente después de recibir los primeros auxilios. 
Artículo 5: La autoridad sanitaria nacional y la de cada jurisdicción, deberán llevar y mantener actualizado un registro de las unidades habilitadas de acuerdo a esta ley, del movimiento de pacientes atendidos y de la evolución de su tratamiento, con los datos que se determinen por vía reglamentaria. 
Artículo 6: La autoridad sanitaria nacional procurará concertar con la del resto del país los acuerdos necesarios para propender a la instalación de mayor número de unidades aplicadas al tratamiento de que trata esta ley, para mejorar y extender la adecuada atención de pacientes afectados de insuficiencia renal. Con análoga finalidad procurará la instalación zonal y/o regional de establecimientos de suficiente nivel de complejidad para evitar la derivación de pacientes a centros excesivamente alejados de su lugar de residencia. 
Artículo 7: Cada una de las provincias y la Ciudad de Buenos Aires, dictarán en su respectiva jurisdicción las normas que localmente corresponda establecer como complemento de la reglamentación nacional de esta ley. 
Artículo 8: Las disposiciones de esta ley y las que se dicten en su consecuencia, se cumplirán y harán cumplir por la correspondiente autoridad sanitaria en su respectiva jurisdicción. La autoridad sanitaria nacional podrá concurrir en cualquier parte del país para contribuir al cumplimiento de esta ley y velar por la observancia de sus normas y las de sus disposiciones reglamentarias.
Artículo 9: Los actos u omisiones que impliquen transgresión a las normas de esta ley y/o de sus disposiciones reglamentarias serán consideradas como faltas administrativas y se sancionarán sin perjuicio de cualquier otra responsabilidad civil o penal en que incurrieran los infractores. 
Artículo 10: A los efectos de las sanciones contempladas por el Artículo 12, serán consideradas: 
1. - Faltas leves: las infracciones a las formalidades o trámites administrativos de los que no derive peligro o daño para la salud de los pacientes y, en general, las que no se tipifiquen como faltas graves o muy graves; 
2. - Faltas graves: los actos u omisiones que constituyan incumplimiento de las disposiciones de la presente ley y su reglamentación respecto de la infraestructura física en lo atinente a: a) locales de aplicación de diálisis; b) locales para eventual asistencia médica de urgencia. 
3. - Faltas muy graves: los actos u omisiones que constituyan incumplimiento de las disposiciones contenidas en la presente ley y su reglamentación en lo atinente a: a) lugares donde podrá aplicarse el procedimiento de diálisis (Artículo 2º) o efectuarse tratamientos especiales de carácter clínico y/o quirúrgico (Artículo 4º); b) Infraestructura física: locales para atención de pacientes con enfermedades infectocontagiosas; c) aparatos y equipos de uso médico; d) material descartable; e) personal médico y de enfermería.
Artículo 11: El personal de las unidades oficiales a que se refiere esta ley que incurra en alguna de las faltas determinadas en el Artículo 10, será sancionado por la autoridad sanitaria de que dependa, de acuerdo al régimen disciplinario de la respectiva jurisdicción en función del índice de gravedad que establece el artículo aludido. Cuando la infracción, cometida en unidades provinciales o municipales, sea detectada por la autoridad sanitaria nacional en ejercicio de las atribuciones que le confiere esta ley, se dará inmediata cuenta de ella a la correspondiente autoridad sanitaria jurisdiccional a los efectos previstos en el párrafo anterior. 
Artículo 12: Los actos u omisiones que impliquen transgresiones a las normas de esta ley, sus disposiciones reglamentarias y demás normas que en su consecuencia se dicten, serán sancionadas: 
a) Faltas leves. Con apercibimiento y multas de setecientos pesos argentinos ($a 700) a mil cuatrocientos pesos argentinos ($a 1.400). 
b) Faltas graves. Con multa de siete mil pesos argentinos ($a 7.000) a catorce mil pesos argentinos ($a 1400). 
c) Faltas muy graves. Con multa de setenta mil pesos argentinos ($a 70.000) a ciento cuarenta mil pesos argentinos ($a 140.000) En caso de que como consecuencia de una falta se ponga en grave peligro la vida de un paciente o se produzca su fallecimiento, además del máximo de la multa aplicable según el inciso c), procederá la clausura por un lapso que no podrá exceder de ciento ochenta (180) días en cada oportunidad, de la unidad en infracción, en los casos que determine la reglamentación. En tal circunstancia, la unidad en infracción deberá hacerse cargo de la oportuna derivación a otra unidad, de los enfermos que tuviera bajo tratamiento.
Artículo 13: El importe mínimo y el limite máximo de las multas aplicables según lo determinado en el artículo 12, se considerará automáticamente modificado, en función de la variación que se opere en el índice del nivel general de precios al por mayor elaborado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos, entre el mes inmediato anterior al de la sanción de la presente ley y el mes inmediato anterior al de la comisión de la infracción. La autoridad sanitaria nacional difundirá en todo el país, y con la periodicidad que establezca el Poder Ejecutivo, la modificación de los importes a que se refiere este artículo, los que en ningún caso serán inferiores a los montos establecidos en el citado artículo 12. 
Artículo 14: El producto de las multas que por imperio de esta ley aplique la autoridad sanitaria nacional ingresará a la Cuenta especial Fondo Nacional de la Salud. El producto de las multas que apliquen las autoridades sanitarias del resto del país, ingresará de acuerdo con lo que al respecto se disponga en cada jurisdicción, propendiendo a los fines de esta ley. 
Artículo 15: La falta de pago de las multas aplicadas hará exigible su cobro por ejecución fiscal, constituyendo suficiente título ejecutivo el testimonio autenticado de la resolución condenatoria firme. 
Artículo 16: Las infracciones a esta ley y/o a sus disposiciones reglamentarias, serán sancionadas previo sumario con audiencia de prueba y defensa de los imputados. Las constancias del acta labrada en forma al tiempo de verificarse la infracción y en cuanto no sean enervadas por otros elementos de juicio podrán ser consideradas como plena prueba de la responsabilidad de los imputados. 
Artículo 17: Contra las resoluciones administrativas que impongan sanciones podrá interponerse recurso de apelación ante la autoridad judicial competente dentro de los cinco (5) días de su notificación. El recurso deberá presentarse por ante la autoridad que dictó la resolución debiéndose fundar en el mismo escrito de su interposición. En jurisdicción nacional conocerá del recurso el juzgado federal competente, según el asiento de la autoridad que dictó la resolución, el que actuará como tribunal de instancia única. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 6 Arts. 1° a 6° texto original. - 7 Art. 7° texto original, adaptado conforme Artículo 129 de la Constitución Nacional y Ley 23775. 12 a 17 Arts. 12 a 17 texto original. Artículos Suprimidos: Artículo 18 texto original, objeto cumplido. Artículo 19 texto original, plazo cumplido. Artículo 20 texto original, de forma.

LEY NACIONAL Nº 22909. Vacunación obligatoria contra enfermedades prevenibles 
Sanción: 13/09/1983 
Promulgación: 13/09/1983 
Publicación: B.O. 15/09/1983 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-1385  
Artículo 1: La vacunación de los habitantes del país a efectos de su protección contra las enfermedades prevenibles por ese medio, se realizará en toda la República de acuerdo a las disposiciones de esta Ley, que el Poder Ejecutivo reglamentará para todo el territorio de la República. La autoridad sanitaria nacional determinará la nómina de las enfermedades a que alude el párrafo anterior y la mantendrá actualizada de acuerdo a la evolución del conocimiento científico sobre la materia y a las condiciones epidemiológicas de todo o parte del país. 
Artículo 2: Las normas de esta Ley y sus disposiciones reglamentarias se cumplirán y harán cumplir en toda la República por las autoridades sanitarias de cada jurisdicción. La autoridad sanitaria nacional podrá concurrir en cualquier parte del país para contribuir al cumplimiento de dichas normas y disposiciones y velar por su observancia.
Artículo 3: Las autoridades sanitarias de todo el país formularán y ejecutarán en sus respectivas jurisdicciones los programas de vacunación necesarios para la permanente cobertura de la población. Dichos programas se ajustarán a las normas técnicas que deberá establecer la autoridad sanitaria nacional mediante el correspondiente acto administrativo. El alcance de los programas aludidos debe asegurar la oportuna y suficiente cantidad de vacunas, así como del personal y elementos necesarios para su aplicación, hasta en los más alejados núcleos de población. La autoridad sanitaria nacional concertará acuerdos con las de aquellas jurisdicciones del país que soliciten su colaboración a efectos de proporcionarles asesoramiento técnico o recursos para el mejor cumplimiento de esta Ley. 
Artículo 4: Los programas a que se refiere el Artículo 3º, deberán corresponder a la documentación específicamente preparada para cada uno de ellos por la autoridad sanitaria de la jurisdicción en que se hayan de llevar a cabo. Tal documentación contendrá información concreta y suficientemente ilustrativa sobre los puntos que determine la autoridad sanitaria nacional, sin perjuicio de las referencias adicionales que en cada jurisdicción se estime convenientemente consignar. De la documentación de referencia deberá ser oportunamente informada la autoridad sanitaria nacional a efectos de que exprese las consideraciones de orden técnico que correspondiera formular. 
Artículo 5: Sólo podrán utilizarse en cumplimiento de esta Ley, aquellas vacunas expresamente aprobadas por la autoridad sanitaria nacional de acuerdo a las correspondientes normas legales en vigencia sobre elaboración, importación y comercialización de drogas y medicamentos de uso humano.
Artículo 6: Las autoridades sanitarias de cada jurisdicción deberán llevar un registro actualizado de las vacunaciones que sean efectuadas en cumplimiento de esta Ley. Dichos registros consignarán las referencias que determine la autoridad sanitaria nacional, a las que podrán agregarse aquellas que en cada jurisdicción se estime conveniente. Los datos de tales registros se comunicarán en períodos regulares que fijará la autoridad sanitaria nacional, la que en base a ellos deberá llevar el registro de todo el país. 
Artículo 7: Las autoridades sanitarias de todo el país divulgarán por todos los medios disponibles las referencias necesarias para proporcionar a la población información y asesoramiento suficientes y oportuno sobre las acciones que se propongan llevar a cabo en cumplimiento de esta Ley, indicando clase de vacuna, grupos de población a cubrir, así como lugares y fechas en que se realizarán las vacunaciones. Dichas autoridades desarrollarán también campañas permanentes de educación sanitaria para proporcionar a la población adecuado conocimiento del riesgo que representa la no prevención de las enfermedades evitables mediante vacunación oportuna, así como sobre el deber social de someterse a ese medio de inmunización. 
Artículo 8: Las autoridades sanitarias podrán concertar acuerdos con obras sociales y entidades privadas de bien público sin fines de lucro, a efectos de su participación en programas y campañas de vacunación. En todos los casos las autoridades sanitarias deberán ejercer estricta supervisión para asegurar el cumplimiento de las normas de esta Ley. 
Artículo 9: Las vacunas que apliquen y los actos de vacunación que lleven a cabo las dependencias sanitarias oficiales o las entidades a que se refiere el Artículo 8º, serán absolutamente gratuitas para la población. Las vacunas de que dispongan las autoridades sanitarias sus dependencias o las entidades a que se refiere el Artículo 8º, no podrán ser transferidas a ningún título a los establecimientos mencionados en el artículo 10. 
Artículo 10: Será admisible la vacunación en farmacias y otros establecimientos asistenciales privados legalmente autorizados para ello. La vacuna responderá en todos los casos a prescripción médica formulada bajo receta en la que se consignará la vacuna indicada y sus dosis, el apellido y nombre del receptor, su edad y domicilio. La farmacia o establecimiento asistencial que aplique la vacuna, dejará constancia de las referencias que permitan identificar al vacunado, y establecer la clase y origen de la vacuna utilizada. 
Artículo 11: Las vacunaciones a que se refiere esta Ley son obligatorias para todos los habitantes del país, los que deben someterse a las mismas de acuerdo a lo que determine la autoridad sanitaria nacional con respecto a cada una de ellas. Los padres, tutores, curadores y guardadores de menores o incapaces son responsables, con respecto a las personas a su cargo, del cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior. 
Artículo 12: Toda persona vacunada de acuerdo a las disposiciones de esta Ley, deberá ser provista, por quien haya aplicado la vacuna, del correspondiente certificado que lo acredite. Los certificados se confeccionarán en formularios establecidos al efecto por la autoridad sanitaria nacional. 
Artículo 13: Toda persona que concurra en la debida oportunidad a la dependencia sanitaria oficial más próxima a su domicilio o lugar de residencia temporaria para someterse a alguna de las vacunaciones obligatorias según esta Ley, y no fuera vacunada por razones ajenas a su voluntad, deberá ser provista de una constancia en que se exprese la causa de la no vacunación y se formulen las indicaciones a seguir. 
Artículo 14: La autoridad sanitaria nacional establecerá las ocasiones en que será regularmente exigible la presentación de los certificados o de las constancias a que se refieren los artículos 12 y 13. Sin perjuicio de ello y cuando medien especiales circunstancias epidemiológicas, las autoridades sanitarias de cada jurisdicción podrán establecer temporariamente la exigibilidad adicional de su presentación en otras ocasiones. De no cumplirse con tales presentaciones los obligados a exigirlas conforme lo determine la reglamentación, deberán comunicarlo en la forma y tiempo que disponga la misma, a la dependencia de la autoridad sanitaria jurisdiccional más próxima para que, en base a los antecedentes de cada caso, determine si corresponde extender un duplicado del certificado o proceder a la vacunación o revacunación. 
Artículo 15: En caso de peligro para la población, las autoridades sanitarias competentes podrán declarar en estado de emergencia epidemiológica determinadas zonas del país. En tal circunstancia, los organismos oficiales, las entidades privadas y las personas de existencia visible deberán prestar la colaboración que dichas autoridades soliciten para el mejor cumplimiento de las disposiciones de esta Ley. 
Artículo 16: Todas las personas procedentes de áreas endémicas o epidémicas de fiebre amarilla, deberán a su ingreso al país acreditar estar vacunadas contra esta enfermedad antes de los diez (10) días de iniciado el viaje. En caso de tratarse de pasajeros argentinos que viajen hacia esas áreas, la vacunación también será obligatoria debiendo mediar igual lapso al dispuesto en el párrafo anterior entre la vacunación y su viaje. La autoridad sanitaria nacional queda facultada para disponer las medidas que estime necesarias en los casos de que las personas procedentes de las áreas mencionadas en el primer párrafo no acrediten mediante el certificado correspondiente haber sido vacunadas contra la fiebre amarilla. 
Artículo 17: Los actos u omisiones que impliquen transgresiones a las normas de esta Ley y/o de sus disposiciones reglamentarias serán sancionados con multa de cincuenta pesos argentinos ($a 50) a cinco mil pesos argentinos ($a 5.000) sin perjuicio de cualquier otra responsabilidad civil o penal en que pudieran incurrir. En el caso del Artículo 10, además de la sanción de multa que correspondiere, se procederá a cancelar la autorización concedida para aplicar las vacunas a que se refiere esta Ley. 
Artículo 18: La falta de vacunación oportuna en que incurran los obligados por el Artículo 11 determinará su emplazamiento, en término perentorio para someterse y/o someter a las personas a su cargo, a la vacunación que en cada caso corresponda aplicar, sin perjuicio, en caso de incumplimiento, de ser sometidos los obligados o las personas a su cargo a la vacunación en forma compulsiva. 
Artículo 19: Facúltase al Poder Ejecutivo nacional a actualizar por intermedio del Ministerio de Salud Pública y Medio Ambiente, los montos de las sanciones de multas, tomando como base del cálculo la variación semestral registrada al 1 de enero y al 1 de julio de cada año en el índice de precios al por mayor — nivel general— que elabore el Instituto Nacional de Estadística y Censos, o el organismo que lo reemplazare. 
Artículo 20: La autoridad sanitaria nacional y la de cada jurisdicción establecerán y mantendrán actualizado un registro de infractores a las disposiciones de esta Ley, a cuyo efecto se intercambiarán la pertinente información. 
Artículo 21: El producto de las multas que aplique la autoridad sanitaria nacional ingresará a la cuenta especial "Fondo Nacional de la Salud", dentro de la cual se contabilizará por separado y se aplicará exclusivamente en erogaciones destinadas al mejor cumplimiento de esta Ley. El producto de las multas que apliquen las autoridades sanitarias del resto del país, ingresará de acuerdo con lo que al respecto se disponga en cada jurisdicción propendiendo a los fines de esta Ley. 
Artículo 22: La falta de pago de las multas hará exigible su cobro por ejecución fiscal, constituyendo suficiente título ejecutivo el testimonio autenticado de la resolución condenatoria firme. 
Artículo 23: Las infracciones a esta Ley y/o a sus disposiciones reglamentarias serán sancionadas por la autoridad sanitaria competente, previo sumario que asegure el derecho de defensa. Las constancias del acta labrada en forma al tiempo de verificada la infracción y en cuanto no sean enervadas por otros elementos de juicio podrán ser consideradas como plena prueba de la responsabilidad de los imputados. 
Artículo 24: Contra las resoluciones de las autoridades sanitarias competentes, podrá interponerse el recurso judicial previsto o que se prevea en cada jurisdicción. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 24 Arts. 1º a 24 texto original 
Artículos Suprimidos: Artículo 25 texto original objeto cumplido. Artículo 26 texto original, de forma.

LEY NACIONAL Nº 22953. Lucha contra la rabia 
Sanción: 19/10/1983 
Promulgación: 19/10/1983 
Publicación: B.O. 21/10/1983 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-1398 
Artículo 1: A fin de propender a su previsión, control y erradicación definitiva, se declara de interés nacional en todo el territorio de la República la lucha antirrábica. 
Artículo 2: Las disposiciones de esta ley y las que se dicten en su consecuencia, se cumplirán y harán cumplir por la autoridad sanitaria nacional, la de cada provincia y la de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en sus respectivas jurisdicciones. La autoridad sanitaria nacional podrá concurrir en cualquier parte del país para contribuir al cumplimiento de esta ley y velar por la observancia de sus disposiciones y la de sus reglamentos. 
Artículo 3: La autoridad sanitaria nacional coordinará con las del resto del país, cuando razones epidemiológicas así lo exijan, acciones especiales de lucha antirrábica principalmente de carácter zonal o regional. 
Artículo 4: Para llevar a cabo las acciones de control y lucha contra la rabia, las autoridades sanitarias locales habilitarán servicios especiales cuyos programas de acción se ajustarán a las normas técnicas que dicte la autoridad nacional, y que deberán estar dotados de recursos adecuados y suficientes a tales fines.
Artículo 5: Cuando en razón de la gravedad de la situación epidemiológica las autoridades sanitarias locales no dispongan de los medios necesarios y suficientes para controlarla, la autoridad nacional se hará cargo en forma directa de la ejecución de las acciones de lucha antirrábica en cualquier punto del territorio nacional, hasta tanto cese la situación de emergencia a cuyo efecto las autoridades sanitarias locales prestarán toda la colaboración que les fuera requerida. 
Artículo 6: A los efectos de esta ley y en la forma que disponga para cada caso su reglamentación, se establecen las siguientes obligaciones y responsabilidades: 
I - DE LAS PERSONAS. 
a) Vacunar a los perros y gatos bajo su tenencia; 
b) Vacunar a todo otro animal bajo su tenencia que eventualmente sea sospechoso de transmitir la rabia; 
c) Someterse a la atención y tratamiento específico gratuito cuando fuere mordido o hubiere estado en contacto con animales enfermos o sospechosos de rabia; 
d) Los padres, tutores, curadores, guardadores de menores o incapaces, someterán a las personas a su cargo al tratamiento específico en las circunstancias previstas en el inciso c); e) Los profesionales del arte de curar notificarán todo caso comprobado o sospechoso de rabia ante la autoridad sanitaria competente. 
II - DE LAS AUTORIDADES COMPETENTES 
a) Registrar, patentar y vacunar a los perros y gatos y vacunar eventualmente a otros animales transmisores de la enfermedad; 
b) Erradicar los animales vagabundos o callejeros sin identificación de su posible propietario;
c) Aplicar el tratamiento adecuado o proceder al sacrificio de animales, cuando se compruebe o sospeche que han sido contagiados de rabia; 
d) Efectuar observancia veterinaria de animales mordedores o sospechosos de rabia; 
e) Practicar exámenes de laboratorio en los animales muertos con sospecha de rabia; 
f) Organizar centros antirrábicos; 
g) Notificar los casos comprobados o sospechosos de rabia conforme a lo dispuesto por la Ley 15465. 
h) Controlar el comercio de compra y venta de perros, gatos y otros animales transmisores de la enfermedad; 
i) Reglamentar el funcionamiento de los refugios de perros y gatos en aspectos antirrábicos; 
j) Promover campañas de educación para la salud de la población en la materia. 
Facúltase al Poder Ejecutivo nacional para modificar a propuesta de la autoridad sanitaria nacional, lo dispuesto en este artículo, cuando resulte necesario adecuarlo a la evolución del conocimiento científico y técnico en la materia. 
Artículo 7: A los fines del cumplimiento de la presente ley y su reglamentación, las autoridades sanitarias competentes quedan facultadas para requerir el auxilio de la fuerza pública y allanar domicilio en caso necesario. 
Artículo 8: Los infractores a las normas de esta ley y/o sus disposiciones reglamentarias serán sancionados con multas de cincuenta pesos argentinos ($a 50) a cinco mil pesos argentinos ($a 5.000), sin perjuicio de cualquier otra responsabilidad civil o penal en que pudieran incurrir. La falta de pago de las multas aplicadas hará exigible su cobro por ejecución fiscal, constituyendo suficiente título ejecutivo el testimonio autenticado de la resolución condenatoria firme. 
Artículo 9: Facúltase al Poder Ejecutivo nacional a actualizar por intermedio del Ministerio de Salud Pública y Medio Ambiente, los montos de las multas contempladas en el Artículo 8° de la Ley. La autoridad sanitaria nacional tendrá a su cargo determinar los importes resultantes de dicha actualización, mediante el dictado de la pertinente resolución, la que será publicada en el Boletín Oficial. 
Artículo 10: El producto de las multas que por imperio de esta Ley aplique la autoridad sanitaria nacional ingresará a la cuenta especial "Fondo Nacional de la Salud", destinado a promover y estimular la lucha antirrábica. El producto de las multas que apliquen las autoridades sanitarias locales recibirá el destino que las leyes locales dispongan. 
Artículo 11: Los infractores a esta ley y/o a sus disposiciones reglamentarias, serán sancionados por la autoridad sanitaria competente, previo sumario que asegure el derecho de defensa. Las constancias del acta labrada en forma al tiempo de verificada la infracción y en cuanto no sean enervadas por otros elementos de juicio, podrán ser consideradas como plena prueba de la responsabilidad de los imputados. 
Artículo 12: Contra las resoluciones firmes de las autoridades sanitarias competentes, podrá interponerse el recurso judicial previsto o que se prevea en cada jurisdicción. 
Artículo 13: Las autoridades sanitarias locales deberán elevar a la autoridad sanitaria nacional toda la información que se le recabe a los efectos previstos en la presente Ley o su reglamentación.
Artículo 14: El Poder Ejecutivo nacional reglamentará las disposiciones de esta Ley dentro de los noventa (90) días de su promulgación. DE 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 Art. 1° texto original. - 2 Art. 2° texto original, adaptado conforme Artículo 129 de la Constitución Nacional y según Ley 23775. 3 a 8 Arts. 3° a 8° texto original. - 9 Art. 9° texto original, adaptado conforme artículo 10 de la ex Ley 23928 (texto conforme artículo 4 de la Ley 25561) 10 a 14 Arts. 10 a 14 texto original 
Artículos Suprimidos: Artículo 15: texto original, de forma. 
Nota de la Dirección de Información Parlamentaria: Consideramos que de conformidad con lo previsto en el artículo 10 de la ex Ley 23928 (texto conforme artículo 4 de la Ley 25561) debe suprimirse la parte del artículo 9, en cuanto a que establece un mecanismo indexatorio de las multas contempladas en el Artículo 8°.En tanto el plazo de 90 días no es conminatorio para el Poder Ejecutivo nacional, y no habiéndose constatado la existencia de reglamentación alguna, entendemos que el Artículo 14 se encuentra vigente y no es de objeto cumplido.

LEY NACIONAL Nº 22964. Control y tratamiento de la lepra 
Sanción: 04/11/1983 
Publicación: B.O. 08/11/1983 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-1400
Artículo 1: A fin de controlar la endemia de lepra en el país, se aplicarán en todo el territorio de la República las disposiciones de esta ley. Cada una de las provincias y el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires dictarán complementariamente las concordantes medidas accesorias. 
Artículo 2: Las disposiciones de esta ley, y las reglamentaciones que se dicten en su consecuencia, se cumplirán y harán cumplir por la autoridad sanitaria nacional, la de cada provincia y la del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires en sus respectivas jurisdicciones. La autoridad sanitaria nacional podrá concurrir en cualquier parte del país para cumplir, contribuir al cumplimiento de esta ley y velar por la observancia de sus disposiciones y las de su reglamentación. 
Artículo 3: A los fines de esta ley, la autoridad sanitaria nacional deberá: 
a) Formular las normas técnicas aplicables en todo el país y elaborar, ejecutar, evaluar y controlar los programas de lucha contra la enfermedad. 
b) Determinar métodos y técnicas, de aplicación en todo el país, para las comprobaciones clínicas y de laboratorio que corresponda realizar.
c) Actualizar al máximo posible, con la cooperación de las entidades no gubernamentales y médicos privados, la información requerida por la autoridad sanitaria referente a todos los enfermos de lepra registrados en la República, incluyendo su localización, regularidad de tratamiento y otros datos necesarios para tomar en cada caso las decisiones que correspondan. Ello permitirá también conocer la magnitud de la endemia y los medios necesarios para combatirla. 
d) Elaborar los programas a desarrollar por los organismos de su dependencia, determinar sus costos, prever las fuentes de su financiación y disponer lo necesario para su cumplimiento. 
e) Propender a la concertación de acuerdos con los países limítrofes para la formulación y desarrollo de programas comunes relacionados con los fines de esta ley. 
f) Gestionar oportunamente el arbitrio de los recursos necesarios, durante cada ejercicio fiscal, para la financiación de los programas a desarrollar. 
g) Establecer un régimen de registros conforme a la ley 15465 y plan nacional de lepra, integrado al sistema de Información de salud. 
h) Propender al desarrollo de actividades de investigación científica en su ámbito, coordinando sus actividades con la Secretaría de Estado de Ciencia y Tecnología como órgano específico de competencia. 
i) Garantizar el tratamiento gratuito de la enfermedad en sus establecimientos asistenciales. 
Artículo 4: A los fines de esta ley, la autoridad sanitaria de cada provincia y el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires deberá: 
a) Elaborar, con observancia de las normas técnicas establecidas por la autoridad sanitaria nacional, los subprogramas a desarrollar por los organismos de su competencia, arbitrando los recursos necesarios para su financiación.
b) Cumplir oportunamente con las especificaciones del sistema de información de salud que debe establecerse de acuerdo al inc. g) del Artículo 3º. 
c) Garantizar el tratamiento gratuito de la enfermedad en sus establecimientos asistenciales. 
Artículo 5: Todo paciente de lepra está obligado a someterse a control y tratamiento médico. Cuando mediare negativa injustificada de su parte a someterse al control y tratamiento establecido, la autoridad sanitaria competente podrá solicitar la pertinente orden judicial o el auxilio de la fuerza pública para cumplir con tal cometido. 
Artículo 6: Serán internados en forma obligatoria los pacientes que no cumplan las indicaciones médicas y que signifiquen un riesgo cierto para la población sana. Dicha internación sólo se mantendrá mientras subsistan las causales que la motivaron, conforme lo determine la reglamentación. 
Artículo 7: Los enfermos internados en los establecimientos oficiales en virtud del régimen de la Ley 11359, aunque no entrañen un riesgo sanitario para la población sana, podrán permanecer en los mismos en forma gratuita y en lugares destinados a ese efecto mientras cumplan el régimen disciplinario respectivo. 
Artículo 8: Cuando un enfermo de lepra sea detenido, procesado o penado, las autoridades de los organismos en cuyas dependencias se encuentre alojado, serán las responsables de su atención médico-sanitaria. Esas autoridades podrán solicitar cortas internaciones para solucionar problemas especiales. El mismo criterio se seguirá con el personal enfermo de lepra dependiente de las Fuerzas Armadas y de Seguridad. 
Artículo 9: El Poder Ejecutivo nacional reglamentará las disposiciones de esta ley dentro de los noventa (90) días de su promulgación.
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 2 Arts. 1º a 2° texto original, adaptado conforme Artículo 129 de la Constitución Nacional y Ley 23775 3 Art. 3° texto original 4 Art. 4° texto original, adaptado conforme Artículo 129 de la Constitución Nacional y Ley 23775 5 y 6 Arts. 5° y 6° texto original 7 Art. 7° texto original, ya que, si bien el mismo establece un régimen transitorio, el mismo no tiene plazo de vigencia y por lo tanto se mantiene su texto. 8 Art. 8º texto original 9 Art. 9º texto original, en tanto el plazo de 90 días no es conminatorio para el Poder Ejecutivo nacional, y no habiéndose constatado la existencia de reglamentación alguna. 
Artículos Suprimidos: Art. 10°, texto original, objeto cumplido. Art. 11°, texto original, de forma.
LEY NACIONAL Nº 22990. Regulación de las actividades relacionadas con la sangre humana, sus componentes, derivados y subproductos 
Sanción: 28/11/1983 
Promulgación: 28/11/1983 
Publicación: B.O. 02/12/1983 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-1401  
CAPITULO I: Materia, alcance y autoridad de esta Ley
Artículo 1: Las actividades relacionadas con la sangre humana, sus componentes y derivados, que en el texto de esta Ley se determinan, se declaran de interés nacional y se regirán por sus disposiciones, siendo sus normas de orden público y de aplicación en todo el territorio de la República Argentina. A los efectos de su aplicación las provincias deberán dictar en sus respectivas jurisdicciones las normas complementarias correspondientes. 
Artículo 2: Las disposiciones de esta Ley y las que se dicten en su consecuencia, se cumplirán y harán cumplir en cada jurisdicción por las respectivas autoridades sanitarias. La autoridad de aplicación será el Ministerio de Salud Pública y Medio Ambiente el que deberá concurrir en cualquier parte del país para contribuir al cumplimiento de esta Ley. 
CAPITULO II: Principios fundamentales 
Artículo 3: La autoridad de aplicación y las autoridades jurisdiccionales adoptarán las medidas que garanticen a los habitantes en su jurisdicción el acceso a la sangre humana, componentes y derivados en forma, calidad y cantidad suficiente, disponiendo a la vez, la formación de las reservas que estimen necesarias; asumiendo las citadas autoridades y las correspondientes de los establecimientos u organizaciones comprendidos, la responsabilidad de la preservación de la salud de los donantes y protección de los receptores. 
Artículo 4: Prohíbese la intermediación comercial y el lucro en la obtención, clasificación, preparación, fraccionamiento, producción, almacenamiento, conservación, distribución, suministro, transporte, actos transfusionales, importación y exportación y toda forma de aprovechamiento de la sangre humana, sus componentes y derivados, con las excepciones que se contemplan en la presente Ley. Será obligación por parte de las autoridades sanitarias promover y asegurar la utilización y empleo racional de la sangre, sus componentes y derivados. 
CAPITULO III: Disposiciones generales 
Artículo 5: El Poder Ejecutivo nacional, a través de la autoridad de aplicación, dictará las normas técnicas y administrativas a las que se ajustará la obtención, manejo y utilización de la sangre humana, componentes y derivados. Las autoridades jurisdiccionales tomarán como base las normas técnicas y administrativas señaladas en el párrafo anterior, a los efectos de establecer las que les corresponden en el ejercicio de sus facultades. En los casos de establecimientos asistenciales que a la promulgación de la presente Ley no posean servicio de hemoterapia propio, la autoridad correspondiente dictaminará acerca de la obligación o no de poseerla como también la categoría del mismo. 
Artículo 6: Las acciones previstas en el artículo 4º, sólo podrán realizarse cuando corresponda por los establecimientos oficiales y/o privados expresamente autorizados al efecto, de acuerdo a las disposiciones de esta Ley y a las de su reglamentación. 
Artículo 7: El Gobierno nacional y el de cada una de las provincias deberán propender al desarrollo de la investigación científica en la materia de la presente Ley y estimularán, también la acción oficial y privada para la superación del nivel de capacitación científica y técnica del personal auxiliar aplicado a las actividades comprendidas. 
Artículo 8: Los bancos de sangre sólo podrán relacionarse con las plantas de hemoderivados mediante mecanismos de trueque, y a los únicos fines de abastecerlas de materia prima. En tales casos la compensación sólo podrá consistir en productos elaborados exentos de valor comercial. 
Artículo 9: La elaboración industrial de hemoderivados, deberá ajustarse a las disposiciones legales aplicables a los medicamentos de uso y aplicación en medicina humana. 
Artículo 10: La autoridad de aplicación nacional coordinará con las autoridades jurisdiccionales, el emplazamiento territorial de las plantas de hemoderivados y teniendo como base a las necesidades de orden regional. 
Artículo 11: La autoridad de aplicación establecerá los patrones nacionales que deberán ser tenidos en cuenta obligatoriamente como índice de referencia, para la habilitación y control permanente de los componentes y derivados que se elaboren a partir de la sangre humana. Dichos patrones deberán actualizarse conforme al progreso que se verifique científicamente en el orden internacional en esta materia.
Artículo 12: En caso de movilización nacional como consecuencia de conflicto bélico, el Poder Ejecutivo nacional determinará qué organismo ejercerá la dirección superior centralizada en la materia de esta Ley en todo el territorio de la República Argentina. Las Fuerzas Armadas y de Seguridad quedan exceptuadas del régimen que prescribe la presente Ley, no obstante lo cual podrán adherirse al mismo por decisión de sus autoridades específicas. 
CAPITULO IV: De la donación de sangre 
Artículo 13: A los efectos del cumplimiento de las disposiciones de la presente Ley, la autoridad de aplicación y las autoridades jurisdiccionales fomentarán y apoyarán la donación de sangre humana mediante una constante labor de educación sanitaria sobre la población, a la vez que, deberán difundir en forma pública y periódica a través de los medios de comunicación masiva a su alcance, los procedimientos a seguir por la misma para subvenir a sus necesidades de sangre humana, componentes y derivados. Igualmente promoverán la formación y desarrollo de asociaciones de donantes. Alentará la actitud de los donantes propiciando el reconocimiento de su acción, a través de actos que así lo testimonien. 
Artículo 14: Por la vía reglamentaria se instrumentará un seguro de sangre individual para los donantes habituales y válido para su núcleo familiar, de tal modo que les permita el acceso a la obtención de sangre humana y componentes en forma inmediata, suficiente y exceptuándolo de la reposición establecida por el Artículo 52. 
Artículo 15: Queda expresamente establecido que la extracción de sangre humana sólo podrá efectuarse en los bancos de sangre legalmente autorizados y habilitados por la respectiva autoridad de aplicación. Todo acto de extracción de sangre humana efectuada a donantes, se encuentra eximido de toda exigencia de pago alguno. 
CAPITULO V: De la utilización de la sangre humana, componentes y derivados 
Artículo 16: Los profesionales médicos intervinientes en la prescripción terapéutica de la sangre humana, componentes y derivados están obligados a la utilización racional de dichas sustancias, debiendo entenderse por ello a su empleo en directa correspondencia con las necesidades específicas de cada patología a tratar. En los casos de diagnóstico dudoso que pudiera implicar un uso inseguro o poco eficaz de la sangre humana, sus componentes y/o derivados, será obligatoria la consulta con un profesional especializado en la materia. 
Artículo 17: La autoridad de aplicación en la materia de la presente Ley deberá promover y difundir como responsabilidad primaria en su medio de actuación, la utilización racional de la sangre humana; componentes y derivados. Consecuentemente con lo expresado en el párrafo precedente, la autoridad de aplicación asegurará igualmente su uso racional, mediante acciones normativas en particular para los profesionales especializados. Asimismo dichas acciones serán coordinadas con los medios científicos y educativos en la materia. 
CAPITULO VI: Sistema Nacional de Sangre 
Artículo 18: A los fines determinados por el Artículo 3º de la presente Ley, crease el Sistema Nacional de Sangre, el que estará constituido por: 
a) La autoridad de aplicación de esta Ley, a través de un organismo rector general; 
b) La Comisión Nacional de Sangre, en su carácter de ente interministerial asesor y ad honórem: c) Las autoridades sanitarias de cada Provincia;
d) Los servicios de información, coordinación y control; 
e) Los establecimientos asistenciales de salud oficiales o privados que posean servicios de hemoterapia; 
f) Los Bancos de Sangre; g) Las asociaciones de donantes; 
h) Las plantas industriales oficiales de producción de hemoderivados: i) Las instituciones que tengan relación con la utilización de la sangre. 
Artículo 19: El organismo rector general mencionado en el inciso a) del artículo precedente, con la categoría de Dirección Nacional, pertenecerá a la estructura orgánica de la autoridad de aplicación, dependerá de la misma a todos sus efectos y regirá las funciones de orientación, coordinación y supervisión operativa y de las relaciones interjurisdiccionales del Sistema Nacional de Sangre. 
Artículo 20: La relación funcional entre los establecimientos, organismos o entes integrantes del Sistema Nacional de Sangre, se regirá por el régimen operativo de intercambio y cesión y demás normas que expresamente se establecen en este cuerpo legal. La dependencia orgánico-administrativa de los mismos se mantendrá dentro de las distintas jurisdicciones con relación a sus respectivas autoridades. 
Artículo 21: La autoridad de aplicación a través del ente rector general a que se refiere el Artículo 19 asumirá las responsabilidades y ejercerá las funciones siguientes: 
1. Establecer las normas técnicas y administrativas que reglamenten la habilitación, funcionamiento, control, inspección y supervisión de los Servicios de Hemoterapia, Bancos de Sangre, y demás establecimientos comprendidos en este cuerpo legal, existentes o a crearse en el futuro;
2. Determinar las normas técnicas de seguridad a cumplir en las prácticas transfusionales en general; 
3. Obtener toda información relacionada con la salud de donantes y receptores para la adopción de las medidas de prevención o corrección que sean necesarias; 
4. Fijar las normas para el establecimiento y funcionamiento de las asociaciones de donantes de sangre como también para su fiscalización y control; 
5. Promover campañas de motivación de los donantes de sangre; 
6. Proponer al Poder Ejecutivo nacional las medidas referentes a la importación y exportación de sangre, componentes y derivados: 
7. Reglar la habilitación, contralor e inspección de los establecimientos dedicados a la elaboración industrial de derivados, sueros hemoclasificadores o reactivos; 
8. Establecer las normas que aseguren y garanticen el abastecimiento de materia prima a las plantas de hemoderivados; 
9. Fijar las normas para el establecimiento y funcionamiento de un sistema de información, registro, catastro y estadística que comprenda a todos los niveles de dirección y ejecución del Sistema; 
10. Reunir, ordenar y reservar la información ejecutiva, estadística y de catastro que le resulte necesaria a los fines de la dirección superior del Sistema; 
11. Establecer los registros de operaciones y de anotaciones técnicas, administrativas y contables, que deberán cumplir todos los establecimientos o entes comprendidos en la materia de esta Ley; 
12. Proponer al Poder Ejecutivo nacional las normas para afrontar las situaciones de emergencia o catástrofe jurisdiccionales o generales;
13. Coordinar su acción con las facultades médicas del país a fin de contribuir a la formación, capacitación y actualización de los recursos humanos; 
14. Promover los planes y las acciones tendientes a la preservación y cuidado de la salud del personal afectado y relacionado con esta Ley como también de la población en general; 
15. Supervisar y evaluar los resultados del servicio y elevar a la autoridad de aplicación un informe anual; 
16. Establecer las normas del régimen operativo de intercambio y cesión de sangre como también de su supervisión, control e inspección; 
17. Promover la publicación de literatura específica conteniendo las normas y conocimientos necesarios para que todo profesional pueda desempeñarse en la emergencia, actualizándolo anualmente con los adelantos que en esta materia se hubieren producido; 
18. Brindar apoyo técnico y/o económico, cuando a solicitud de las autoridades jurisdiccionales, se considere necesario y oportuno, para el mejor funcionamiento del Sistema Nacional de Sangre. 
CAPITULO VII: De los servicios de hemoterapia y bancos de sangre 
Artículo 22: El Servicio de Hemoterapia es el ente técnico administrativo que realiza el acto transfusional, con los elementos suministrados por el Banco de Sangre. Dicho acto deberá realizarse previo estudio inmunohematológico. Los establecimientos asistenciales que no posean servicios de hemoterapia recibirán el apoyo del sistema en sangre componentes y derivados, según lo coordine el respectivo servicio de información, coordinación y control.
Artículo 23: El Banco de Sangre es el ente técnico-administrativo integrado a establecimientos asistenciales oficiales o a entidades oficiales o privadas sin fines de lucro. Tendrá las siguientes funciones: 
a) Estudio, examen clínico, selección, clasificación de donantes y extracción de sangre; b) Clasificación y control de sangre y sus componentes; 
c) Fraccionamiento de sangre para la obtención de componentes; 
d) Conservación de sangre y sus componentes para la provisión según las necesidades; 
e) Provisión de materia prima a las plantas de hemoderivados. 
Artículo 24: Los excedentes de sangre humana o sus componentes, vencidos o no, que no sean utilizados por los Bancos de Sangre no podrán ser desechados y deberán ser obligatoriamente entregados a la planta de hemoderivados que disponga la autoridad de aplicación. 
Artículo 25: La reglamentación de la presente Ley establecerá el nivel de complejidad, las dotaciones y especialidades del personal profesional auxiliar, técnico y de enfermería; como también las responsabilidades y obligaciones generales de los servicios de hemoterapia y bancos de sangre y todo lo atinente a la infraestructura y equipamiento que les corresponda. 
CAPITULO VIII: De las técnicas de féresis 
Artículo 26: La técnica de plasma féresis como mecanismo de obtención de materia prima para la elaboración de hemoderivados sólo podrá ser empleada en bancos de sangre, habilitados y expresamente autorizados a tal efecto por la autoridad de aplicación. Las autorizaciones que se concedan serán temporarias, por tiempo determinado y sólo mediando un caso de necesidad pública. Podrán ser revocadas cuando las necesidades puedan cubrirse con los medios normales. 
Artículo 27: Las técnicas de féresis como recurso terapéutico de práctica médica individual, podrán ser empleadas en bancos de sangre estatales y/o privados sin fines de lucro, expresamente autorizados y habilitados por esta Ley. 
CAPITULO IX: De las plantas de hemoderivados 
Artículo 28: Se considera planta de hemoderivados a todo establecimiento que se dedique al fraccionamiento y transformación en forma industrial de la sangre humana, con el fin de obtener productos derivados de la misma para la aplicación en medicina humana. La producción de hemoderivados sólo podrá efectuarse sin fines de lucro y en plantas de elaboración destinadas exclusivamente para ese fin, las que deberán contar con la autorización y habilitación correspondiente por parte de la autoridad de aplicación. Las plantas estatales que funcionaren a la fecha de entrada en vigencia de esta Ley, deberán adecuarse a sus normas y a las que en su consecuencia se dicten en el plazo que determine la reglamentación. 
Artículo 29: Las plantas habilitadas para la elaboración de hemoderivados quedarán facultadas para celebrar convenios de provisión de sangre entera, plasma o sus componentes con personas jurídicas públicas o privadas para el trueque por productos de su producción. Tales convenios deberán ser autorizados por la autoridad de aplicación. 
Artículo 30: Los establecimientos encuadrados en este capítulo deberán contar con toda la infraestructura física necesaria, equipos y laboratorios de investigación en relación con los productos que elaboren. Igualmente complementarán su accionar en íntima coordinación con el área universitaria a los fines de asimilar los progresos de la ciencia sobre la materia. La dirección de estos establecimientos será ejercida por un profesional bioquímico o farmacéutico, con antecedentes de idoneidad y trayectoria científica. En el ejercicio de su cargo deberá asignar funciones, establecer responsabilidades y determinar los procedimientos operativos individuales a que quedarán sujetos el personal profesional, técnico y administrativo bajo su dependencia. 
Artículo 31: La autoridad de aplicación a través de los organismos correspondientes, fiscalizará por medio de controles regulares y periódicos las condiciones de calidad, pureza, potencia, inocuidad, eficacia y seguridad de estos productos conforme a la presencia de patrones nacionales e internacionales vigentes. 
CAPITULO X: De los laboratorios productores de reactivos, elementos de diagnóstico o sueros hemoclasificadores 
Artículo 32: Los laboratorios productores de reactivos, elementos de diagnóstico o sueros hemoclasificadores que utilicen como materia prima sangre o componentes de origen humano para la elaboración de sus productos deberán ser estatales o privados sin fines de lucro. Deberán contar con la autorización y habilitación de la autoridad de aplicación. En caso de ser parte de una planta dedicada a la elaboración de otras especialidades medicinales deberá estar debidamente separada de la misma, estructural y funcionalmente. 
Artículo 33: La sangre que utilicen para la elaboración de sus productos, les será provista exclusivamente a través de los bancos de sangre. Estos últimos oficiarán únicamente como elementos extractores y depositarios de la materia prima, hasta su remisión a los establecimientos elaboradores. 
Artículo 34: En todas las circunstancias la vinculación entre el Banco de Sangre y el establecimiento receptor de la materia prima, se hará efectiva a través de un convenio de partes, cuya validez estará condicionada a la aprobación de la autoridad de aplicación. 
CAPITULO XI: De las normas de funcionamiento de los establecimientos comprendidos en esta Ley 
Artículo 35: Otórgase a la autoridad de aplicación la facultad de establecer las normas de funcionamiento que regirán el desenvolvimiento de las actividades de los establecimientos comprendidos en la presente Ley. Las autoridades jurisdiccionales adoptarán dichas normas según las características y condiciones de cada jurisdicción, en tanto y cuanto no se modifiquen los principios establecidos en la presente Ley. 
Artículo 36: Cada establecimiento u organización comprendida en la presente Ley, dictará en base a las normas señaladas en el artículo precedente, los procedimientos operativos internos a ejecutar en todas las actividades que desarrolle en relación con la materia de esta Ley. Dichos procedimientos, previa aprobación de la autoridad jurisdiccional correspondiente, serán de conocimiento obligatorio para el personal que le competa y deberán ser presentados en cada inspección que efectúe al establecimiento la autoridad de aplicación. 
CAPITULO XII: Régimen operativo de intercambio y cesión 
Artículo 37: Será obligatorio por parte de la autoridad de aplicación y las autoridades jurisdiccionales, establecer el régimen de intercambio y cesión de sangre humana, componentes y derivados, a fin de regular y coordinar la relación operativa entre los establecimientos en la materia, la cual instituirá: 
a) Un nivel primario de relación operativa que comprenda a todos los establecimientos involucrados en la presente Ley; 
b) Un nivel secundario de información, coordinación y control del nivel primario, a cargo de servicios de carácter local, provincial o regional. 
Artículo 38: A los fines precedentes, el citado régimen deberá determinar la relación coordinada con las jurisdicciones vecinas tendientes a viabilizar el intercambio o cesión interjurisdiccional. Igualmente determinará los procedimientos y medios de derivación de materia prima a las plantas de hemoderivados a la vez que queda establecido que el mismo se organizará teniendo en cuenta los siguientes aspectos: 
a) Responsabilidad del abastecimiento de sangre humana, componentes y derivados por parte de los bancos de sangre; 
b) Determinación de la relación operativa de cada servicio de hemoterapia y banco de sangre con aquéllos similares de su jurisdicción o vecinas; 
c) Elevación de informes de existencias de sangre y componentes al órgano de control con la regularidad que determine la reglamentación;
d) Registro del movimiento de intercambio o cesión por parte de los establecimientos que entregan, como también por aquellos que reciben, con especificación en cada caso de la causa que lo origina; 
e) Certificación de las cantidades de sangre y componentes elaborados o procesados por los bancos de sangre, que avalen sus condiciones de identificación, calidad y controles de su procedimiento a fin de posibilitar su empleo; 
f) Comunicación de las existencias remanentes o que excedan a las necesidades programadas que estarán disponibles en todo momento para las necesidades de intercambio; 
g) Obligación de efectuar la derivación a las plantas de hemoderivados de sangre excedente o sin fines transfusionales o plasmáticas y con anterioridad a la fecha de su vencimiento; 
h) Apoyo en sangre humana, componentes y derivados a aquellos establecimientos que no posean servicios en la materia; 
i) Elevación al órgano de control de las constancias documentadas de entrega y recepción de unidades de sangre y componentes intercambiadas o cedidas, conforme lo determine la autoridad de aplicación; 
j) Requerimiento de donantes a través de los medios de difusión o comunicación pública únicamente por el organismo de control jurisdiccional; 
k) Obligación de restituir a los bancos de sangre proveedores las unidades de sangre componentes recibidas de los mismos con motivo del intercambio; 
l) Responsabilidad de abonar, por parte de los establecimientos receptores a los remitentes, los gastos que demande la extracción, envasamiento y preparación de las unidades de la sangre humana y/o sus componentes, recibidas en base a los valores que al efecto establecerá la autoridad de aplicación y los que serán periódicamente actualizados.
CAPITULO XIII: De los servicios de información coordinación y control - Funciones 
Artículo 39: El servicio de información, coordinación y control de sangre humana, componentes y derivados constituirá la instancia técnica-administrativa inmediata superior al nivel primario y tendrá dependencia directa de la autoridad de aplicación. La citada autoridad establecerá la cantidad de servicios que estime necesario, de acuerdo a las particulares exigencias operativas. Los mismos deberán instalarse, sin excepción, guardando independencia física y funcional respecto de los establecimientos comprendidos en el nivel primario operativo. 
Artículo 40: El servicio de información y control tendrá las siguientes funciones: 
a) Coordinar el apoyo en sangre, componentes y derivados a aquellos establecimientos que, contando o no con servicios específicos, no puedan abastecerse circunstancialmente a través de los canales regulares; 
b) Requerir apoyo en sangre humana, componentes o derivados a las jurisdicciones vecinas o brindarlo a las mismas; 
c) Recibir, registrar y procesar la información regular de existencias, intercambio, cesión y otras con la materia de la presente Ley que deberán elevar los establecimientos de nivel primario, conforme establezca la autoridad de aplicación; 
d) Supervisar y fiscalizar la remisión de la materia prima a las plantas de hemoderivados; 
e) Recibir las quejas y denuncias de los usuarios y transmitirlas a la autoridad de aplicación; 
f) Dirigir la coordinación de apoyo en la materia en los casos de emergencia o catástrofe que ocurran en su jurisdicción;
g) Coordinar y registrar la actuación de los donantes y de los dadores de grupos raros o escasos; 
h) Programar y ejecutar las inspecciones periódicas a los establecimientos comprendidos en la materia de la presente Ley y elevar al término de las mismas los informes pertinentes a la autoridad de aplicación a los fines de su resolución; 
i) Elevar la documentación de información, estadística y catastro atinente a la materia de la presente Ley conforme las características, forma, oportunidad y periodicidad que establezca la reglamentación. 
CAPITULO XIV: Establecimientos asistenciales sin organización de hemoterapia y pacientes asistidos en su domicilio 
Artículo 41: Los establecimientos asistenciales eximidos de poseer servicio de hemoterapia, por no cumplir tareas quirúrgicas u obstétricas, dispondrán para sus pacientes internados de apoyo a través de establecimientos que disponiendo de dichas unidades, les sean asignados por la autoridad jurisdiccional. 
Artículo 42: La asistencia hemoterapéutica en el domicilio del paciente deberá ser requerida por el médico de cabecera del mismo, a los servicios de hemoterapia legalmente autorizados y habilitados para prestar apoyo externo. En todos los casos, será obligatorio documentar los detalles de la solicitud conforme se establezca por la vía reglamentaria de esta Ley. 
CAPITULO XV: De los donantes 
Artículo 43: La donación de sangre o sus componentes es un acto de disposición voluntaria, solidaria o altruista, mediante el cual una persona acepta su extracción para fines exclusivamente médicos no estando sujeta a remuneración o comercialización posterior, ni cobro alguno.
Artículo 44: Podrá ser donante toda persona que, además de los requisitos de salud que establece la presente Ley y su reglamentación, se encuadre en las siguientes condiciones: a) Poseer una edad entre dieciséis (16) y sesenta y cinco (65) años; b) Los menores de dieciocho (18) años deberán contar con la autorización de sus padres o de sus representantes legales; c) Las personas mayores de sesenta y cinco (65) años solamente podrán donar cuando su médico de cabecera o habitual lo autorice por escrito dentro de los dos (2) días previos al acto. 
Artículo 45: Cumplidas las exigencias relacionadas con la edad, el donante deberá someterse obligatoriamente a un examen, a saber: a) Interrogatorio (anamnesis) con denuncia inexcusable de toda enfermedad o afección padecida o presente, la que tendrá carácter y alcance legal de declaración jurada; b) Verificación del estado de salud normal mediante el examen clínico-biológico que permita descartar la existencia de alguna de las patologías del listado establecido por la vía reglamentaria, determinantes de su exclusión como tal. 
Artículo 46: El establecimiento donde se haya efectuado la extracción deberá informar al donante de todas aquellas enfermedades y/o anomalías que pudieran habérsele detectado con motivo de su donación. Cuando las circunstancias del caso así lo determinen deberá ser orientado por un médico para su posterior atención y tratamiento. 
Artículo 47: Todo donante, por el acto de su donación, adquiere los siguientes derechos: 
a) Recibir gratuitamente un refrigerio alimenticio compensatorio post-extracción;
b) Recibir el correspondiente certificado médico de haber efectuado el acto de donación; 
c) Justificación de las inasistencias laborales por el plazo de veinticuatro (24) horas incluido el día de la donación. 
Cuando ésta sea realizada para hemaféresis, la justificación abarcará treinta y seis (36) horas. En ninguna circunstancia se producirá pérdida o disminución de sueldos, salarios o premios por estos conceptos. 
Artículo 48: Es obligación de los donantes firmar la etiqueta impresa en los envases que se utilicen para recolectar la sangre que se les extraerá, y en la que previamente se registraran sus datos personales. 
Artículo 49: La donación de sangre humana para hemaféresis se regirá por los requisitos y condiciones que se establecen para los donantes en general a través de los artículos precedentes, con el agregado de un examen obligatorio cada dos (2) meses "electroforético proteínico e inmunoglobulinico" o cualquier otro que en un futuro por razones médicas pudiere establecerse. 
Artículo 50: Cuando ante situaciones de grave emergencia la autoridad de aplicación acredite en forma debidamente fundada que existe necesidad de sangre para destino transfusional de grupos raros o escasos o para la obtención de sus componentes, derivados y reactivos el Poder Ejecutivo nacional podrá autorizar a que, con carácter excepcional para cada caso particular y por un período no mayor de tres (3) días corridos, los dadores especiales de grupos raros puedan ser remunerados por ese período. Tales situaciones excepcionales se regirán por las siguientes disposiciones: 
a) La remuneración al dador se determinará con un precio uniforme para todo el territorio de la República Argentina, que establecerá el mismo decreto que autorice la remuneración;
b) Las extracciones sólo podrán ser efectuadas en establecimientos asistenciales estatales o privados sin fines de lucro; 
c) Deberán ser inscriptos en el establecimiento habilitado que realice la extracción; 
d) La relación entre dador y receptor será formalizada ante el establecimiento extractor, quedando prohibida la relación privada entre ambos; 
e) Deberán satisfacer las exigencias establecidas para los donantes en general conforme a lo preceptuado en los artículos 44, 45 y 46 y aquellas otras que establezca la reglamentación. 
CAPITULO XVI: De los receptores 
Artículo 51: Se considera receptor a toda persona que sea objeto de una transfusión de sangre entera o sus componentes. 
Artículo 52: El receptor de sangre humana y/o sus componentes, no podrá ser pasible de cobro alguno, como consecuencia directa de la transfusión. Sólo serán susceptibles de cobro, los honorarios por práctica médica y los elementos complementarios que fuere necesario utilizar para la realización del acto transfusional, todo ello según lo establezca la autoridad de aplicación. 
Artículo 53: Es deber de todo receptor, previa certificación médica, denunciar a la autoridad de aplicación jurisdiccional todo proceso patológico relacionado con un acto transfusional. A los efectos del mantenimiento constante de las reservas del sistema, los profesionales médicos inducirán a los receptores y/o sus familiares a reponer la sangre recibida mediante el aporte voluntario de dadores, en carácter de obligación moral y solidaria. 
CAPITULO XVII: Autorreserva de sangre.

Artículo 54: La autorreserva de sangre es la extracción que se le efectúe a una persona para proceder a su guarda, custodia y conservación, con el fin de serle oportunamente transfundida a la misma en caso de necesidad. 
Artículo 55: La relación existente entre el dador-paciente y el establecimiento o ente responsable de la guarda de su sangre y/o componentes dentro del término de período útil de la sangre, se regirá de acuerdo a lo establecido en el Código Civil para la figura del depósito regular. 
Artículo 56: Las constancias legales que deberán hacerse efectivas como también las condiciones de conservación, utilización, baja y/o descarte al término del período útil de la sangre y/o sus componentes, serán establecidos por la reglamentación de la presente Ley. 
Artículo 57: La autoridad de aplicación establecerá y actualizará periódicamente los aranceles que, para esta actividad, habrán de percibir los establecimientos que fueren autorizados a realizarla. 
CAPITULO XVIII: De las prácticas médicas comprendidas De los requisitos y cargos de los profesionales y colaboradores 
Artículo 58: Las prácticas médicas referidas a extracciones, transfusiones, plasmaféresis, leucoféresis o equivalentes, como también la sensibilización o inmunización de donantes podrán efectuarla exclusivamente los profesionales médicos. Los jefes de servicio de hemoterapia y/o bancos de sangre, podrán autorizar como procedimiento no habitual, que el personal auxiliar o técnico realice alguna de las citadas prácticas conforme su idoneidad y experiencia, aunque en todos los casos deberán hacerlo bajo el control directo y responsabilidad de un profesional médico. 
Artículo 59: Los servicios de hemoterapia, bancos de sangre y demás establecimientos comprendidos en la presente Ley, tanto estatales como privados, deberán funcionar a cargo y bajo la dirección de profesionales especialistas conforme a la siguiente determinación: 
a) Servicio de Hemoterapia en cualquiera de sus categorías: Médico especialista en hemoterapia; 
b) Banco de Sangre: Médico especialista en hemoterapia; 
c) Plantas de hemoderivados: Bioquímico o Farmacéutico; 
d) Laboratorios de reactivos o sueros hemoclasificadores: Bioquímico. 
Artículo 60: Considérase a los técnicos en hemoterapia, hematología y demás especialidades técnicas existentes o por crearse, colaboradores de la medicina y su desempeño será de ejercicio exclusivo en los establecimientos específicos en la materia, con la dirección y control directo de un profesional especializado. 
Artículo 61: En ningún caso el ejercicio profesional de los médicos especializados en hemoterapia, podrá desarrollarse fuera de los establecimientos asistenciales específicos legalmente habilitados. Considéranse como única excepción los casos individuales de emergencias en domicilio, que deberá ejecutarse con los medios móviles autorizados a tal efecto. 
Artículo 62: En tanto no se oponga a las disposiciones de este cuerpo legal, serán de aplicación las normas que regulan el ejercicio de la medicina, odontología y actividades de colaboración en cada jurisdicción. 
CAPITULO XIX: De las actividades de capacitación e investigación científica y educación en sanidad de la población 
Artículo 63: Las autoridades jurisdiccionales, acordarán con las autoridades universitarias la capacitación de pre-grado de los profesionales de la medicina respecto del uso racional de la sangre humana y sus componentes. Igualmente promoverá ante las citadas autoridades, la programación a nivel de post-grado de becas, cursos de estudios o perfeccionamiento como asimismo de investigación científica, en centros especializados de reconocida solvencia científica en la materia, tanto nacionales como extranjeros. 
Artículo 64: Las autoridades jurisdiccionales promoverán y organizarán cursos de estudio, capacitación y adiestramiento de técnicos en la materia de esta Ley, bajo la supervisión de las autoridades universitarias, quienes serán las que otorgarán en cada caso los certificados de capacitación correspondientes. Las entidades privadas en relación con esta Ley, podrán cooperar para la realización de los programas enunciados precedentemente mediante su aporte, sea de tipo financiero o de otro tipo, en acción conjunta con los entes estatales. En el caso de aportes financieros, los mismos deberán ingresar a un fondo específico a dichos fines, que será establecido y fiscalizado por la autoridad correspondiente. 
Artículo 65: Compete a las autoridades sanitarias desarrollar programas de divulgación, información y promoción pública, referidos al objeto, principios y materia de esta Ley a los fines de la instrucción y educación permanente de la población. 
CAPITULO XX: De los aranceles y facturaciones 
Artículo 66: Toda facturación y/o arancel que se establezca para las prácticas médicas vinculadas con los aspectos regidos por esta Ley, quedan sujetos a los siguientes requisitos: 
a) Las facturaciones serán diferenciadas debiendo separarse el gasto que corresponda al acto médico en sí, de aquel que fuere inherente a los materiales, envases o equivalentes. En ningún caso se autoriza que los cobros en la materia sean unificados bajo el concepto general de derechos de transfusión o análogos;
b) Los gastos de extracción y envasamiento que demanda la obtención de la sangre y componentes en todos los casos, serán formulados a los receptores; 
c) Queda prohibido todo tipo de depósito en garantía, anticipo de pago o equivalente, por la sangre, componentes y derivados y/o lo relacionado con las prácticas médicas correspondientes. 
Artículo 67: La autoridad de aplicación establecerá y actualizará periódicamente, los valores monetarios de los aranceles que los establecimientos comprendidos podrán formular a los receptores en concepto de reintegro por el costo de obtención, conservación, procesamiento y provisión de la materia. 
CAPITULO XXI: De los materiales y envases de uso para la sangre humana y componentes 
Artículo 68: La sangre humana, componentes y derivados, serán recolectados y/o conservados en recipientes o envases que aseguren su condición de esterilidad e imposibilidad de influencia de todo factor ajeno que atente contra sus condiciones, cualidades o características propias y normales. 
Artículo 69: La autoridad de aplicación deberá aprobar los materiales y envases de origen nacional e importado, como requisito obligatorio y condición indispensable para su libramiento al uso. Los materiales y envases de origen importado, deberán además poseer certificados de idoneidad y calidad técnica avalados por las autoridades de sanidad del país de origen. 
Artículo 70: Los establecimientos fabricantes de materiales y envases para uso con la sangre humana, deberán estar expresamente autorizados por la autoridad de aplicación, la cual llevará un registro permanente de dichos establecimientos, y efectuará controles periódicos de los mismos a fin de asegurar la idoneidad y calidad de sus productos. 
CAPITULO XXII: Del transporte de la sangre humana componentes y derivados
Artículo 71: Todo transporte de sangre humana, componentes y/o derivados, tendrá carácter prioritario y de carga pública para los servicios de transporte público estatales y privados, de pasajeros y carga, debiéndose efectuar en forma obligatoria y gratuita. En caso de emergencia nacional o catástrofe, se establece dicha obligación también para toda persona que disponga de cualquier tipo de transporte utilizable. No quedan comprendidos en este artículo, los movimientos aislados que correspondan a los actos médicos específicos de apoyo en hemoterapia. 
Artículo 72: Será responsable el ente remitente de las condiciones de embalaje, asepsia, refrigeración u otros que se establezcan por vía reglamentaria, como también por los daños, perjuicios o deficiencias que causen los productos a transportar. 
Artículo 73: Otórgase a la autoridad de aplicación la facultad de organizar y supervisar los movimientos de transporte habituales y regulares, entre los establecimientos de su jurisdicción comprendidos en la materia de esta Ley, como también los envíos de materia prima a las plantas de hemoderivados y la remisión de los productos elaborados a recibir en trueque. 
CAPITULO XXIII: De la importación y exportación de la sangre humana, sus componentes, derivados y elementos del diagnóstico 
Artículo 74: La sangre humana, sus componentes y derivados, sólo serán utilizados en territorio nacional, quedando prohibida su exportación, con excepción de los casos en que por razones de solidaridad así lo autorice expresamente el Poder Ejecutivo nacional.
Artículo 75: La importación de sangre humana, componentes y derivados sólo podrá efectuarse cuando medie autorización expresa del Poder Ejecutivo nacional a requerimiento y con intervención de la autoridad de aplicación Nacional, en los casos de necesidad o escasez debidamente comprobada. 
Artículo 76: En todos los casos la autoridad de aplicación nacional deberá fiscalizar, concurrentemente con la autoridad aduanera la importación y exportación de sangre humana, componentes, derivados y elementos de diagnóstico. Asimismo, deberá llevar los pertinentes registros centralizados acerca del movimiento que se verifique respecto de dichas sustancias. Las entidades que importen sangre humana, componentes, derivados y elementos de diagnóstico deberán encontrarse autorizadas y habilitadas ante la autoridad de aplicación, la que llevará al efecto un registro centralizado. 
Artículo 77: La importación transitoria de sangre humana, componentes y derivados a título de materia prima para su industrialización y reexportación posterior, podrá ser autorizada por el Poder Ejecutivo nacional conforme las modalidades que establezca la reglamentación. 
CAPITULO XXIV: De los sistemas de registros, información, estadística y catastro 
Artículo 78: La autoridad de aplicación establecerá un sistema de registros, información, estadística y catastro de carácter uniforme y de aplicación en el territorio nacional, siendo responsable de su cumplimiento, supervisión y control la respectiva autoridad jurisdiccional. La autoridad de aplicación será responsable de llevar la centralización superior de datos del sistema. El sistema mencionado, comprenderá obligatoriamente: 
a) Servicios de hemoterapia, bancos de sangre, plantas de hemoderivados, laboratorios de reactivos, y demás establecimientos afines existentes o por crearse; 
b) Servicios de Información, Coordinación y Control;
c) Producción existencias, movimientos, cesión, intercambio y reservas de sangre, sus componentes, derivados y reactivos; 
d) Donantes y receptores; e) Importación y exportación. 
Artículo 79: El sistema que se establece deberá apoyarse en las técnicas modernas del procesamiento electrónico de datos, permitiendo mediante mecanismos de control cruzados, determinar en cualquiera de las etapas de obtención, tratamiento y empleo de la sangre humana extraída, sus componentes y derivados, las condiciones o características de total normalidad acorde con las especificaciones y requisitos técnicos prescriptos por esta Ley. 
Artículo 80: La autoridad de aplicación establecerá la documentación que deberá ser llevada por los establecimientos u organismos en relación con la materia de esta Ley, tanto aquella de orden general del sistema, como también la que corresponda para satisfacer las necesidades propias mínimas de los distintos establecimientos; asimismo la documentación que obligatoriamente deberá elevar cada una de las instancias mencionadas hasta el nivel nacional, a fin de establecer los resultados finales superiores del procesamiento de datos de todo el territorio nacional. La documentación, que los establecimientos y demás entes comprendidos deberán llevar, estarán referidos primariamente a los aspectos básicos que hacen a su tarea específica y que se determinan en los capítulos VI, VII, IX y X. La reglamentación establecerá los datos que deberán consignarse en los documentos en relación con los aspectos citados en este título, como también los correspondientes a la documentación complementaria a establecer. Los integrantes del sistema deberán suministrar toda la información que requiera la autoridad de aplicación directamente o las autoridades jurisdiccionales. 
CAPITULO XXV: De las actividades de vigilancia, control e inspección
Artículo 81: Las autoridades jurisdiccionales a las que les corresponda actuar de acuerdo a lo dispuesto en el Artículo 2º de esta Ley, están facultadas para verificar su cumplimiento y el de sus disposiciones reglamentarias, mediante inspecciones y/o pedidos de informes. Los funcionarios autorizados para realizar las inspecciones, tendrán acceso a cualquier lugar previsto en la presente Ley y procederán a la intervención o secuestro de los elementos probatorios de su inobservancia. En los casos en que fuere necesario podrán requerir el auxilio de la fuerza pública o solicitar orden de allanamiento de los jueces competentes. 
Artículo 82: A través de los registros y estadísticas que surjan de la información recabada en forma periódica, se instrumentarán las actividades de vigilancia y control en relación a las funciones autorizadas a los establecimientos y personal actuante en los mismos. La autoridad de aplicación dictará las normas a que deberán ajustarse las inspecciones, así como su periodicidad a través de la reglamentación. 
Artículo 83: La autoridad jurisdiccional deberá programar las inspecciones, de forma tal que cada establecimiento, ente u organismo comprendido en la materia de la presente Ley, resulte inspeccionado una vez al año como mínimo y al margen de las inspecciones no programadas que deban efectuarse por denuncias, quejas u otras razones. 
CAPITULO XXVI: De las quejas y denuncias de los usuarios 
Artículo 84: Los servicios de hemoterapia, bancos de sangre y demás establecimientos o entidades públicas o privadas comprendidas en los alcances de la presente Ley, llevarán un libro de quejas y denuncias con la constancia de su habilitación oficial por la autoridad jurisdiccional y con las características que determine la reglamentación.
Artículo 85: La denuncia o queja que el usuario formule, en toda circunstancia deberá ser firmada por el mismo, con aclaración de su nombre y apellido y registro de su documento de identidad. 
Artículo 86: Los establecimientos o entidades obligados a poseer libro de quejas y denuncias son totalmente responsables de su integridad, inalterabilidad y conservación en buenas condiciones. Asimismo es obligatoria la colocación de avisos bien visibles para los usuarios que hagan referencia a la existencia y disponibilidad del citado libro. 
Artículo 87: La autoridad jurisdiccional inspeccionará en forma periódica y regular el libro de quejas y denuncias. 
CAPITULO XXVII: De las faltas, delitos, sanciones y penas 
Artículo 88: Los actos u omisiones que impliquen una transgresión a las normas de la presente Ley y a las de su reglamentación, y siempre que no configuren alguno de los delitos previstos en los artículos 90, 91 y 92, serán sancionados con: a) Multa de cinco mil pesos argentinos ($a 5.000) a quinientos mil pesos argentinos ($a 500.000); b) Suspensión de la habilitación o autorización que se hubiere acordado al banco, servicio o laboratorio, por un lapso de hasta cinco (5) años; c) Clausura temporaria o definitiva parcial o total, de los locales en que funcionen los establecimientos mencionados en el apartado anterior; d) Inhabilitación de los profesionales responsables de dichos actos u omisiones por un lapso de hasta cinco (5) años; e) Decomiso de los materiales y productos utilizados en la comisión de la infracción. Las sanciones precedentes podrán aplicarse independiente o conjuntamente.
Artículo 89: Los montos máximos y mínimos de las multas establecidas en el inciso a) del Artículo 88 y en el Artículo 91, serán actualizados tomando como base de cálculo la variación semestral registrada al 1 de enero y al 1 de julio de cada año, en el índice de precios al por mayor nivel general, que elabore el Instituto Nacional de Estadística y Censos, o el organismo que lo reemplazare. La autoridad de aplicación tendrá a su cargo determinar los importes resultantes de dicha actualización, mediante el dictado de la pertinente resolución, la que será obligatoria a partir de su publicación en el Boletín Oficial. 
Artículo 90: El producto de las multas que por imperio de esta Ley imponga la autoridad de aplicación, ingresará a la Cuenta "Fondo Nacional de la Salud", dentro de la cual se contabilizará por separado y deberá utilizarse exclusivamente para la creación y equipamiento de los servicios destinados a las actividades de esta Ley. El producto de las multas que apliquen las autoridades jurisdiccionales, ingresará de acuerdo con lo que en la respectiva jurisdicción se disponga. 
Artículo 91: Será reprimido con prisión de seis (6) meses a cinco (5) años y con multa de diez mil pesos argentinos ($a 10.000) a quinientos mil pesos argentinos ($a 500.000), el que intermediare comercialmente y/o lucrare en la obtención, donación, clasificación, preparación, fraccionamiento, producción, almacenamiento, conservación, distribución, suministro, transporte, actos transfusionales, importación y exportación y toda forma de aprovechamiento de la sangre humana sus componentes y derivados, fuera de los casos autorizados en la presente Ley o el que diere a la sangre, sus componentes o derivados, un destino distinto del que ella autoriza. 
Artículo 92: Serán reprimidos con prisión de seis (6) meses a dos (2) años los responsables de servicios de hemoterapia, bancos de sangre, plantas de hemoderivados, o laboratorios productores de reactivos, elementos de diagnóstico y sueros hemoclasificadores, cuando bajo cualquier denominación o estructura éstos funcionaren sin estar legalmente autorizados y habilitados. Igual sanción recaerá sobre las personas que obtengan y/o procesen sangre, sin estar debidamente autorizados. 
Artículo 93: Será reprimido con prisión de un (1) mes a dos (2) años el que siendo responsable del suministro de los datos e informes requeridos de acuerdo al Artículo 80, omitiere proporcionarlos, los ocultare o alterare, siempre que por aplicación del Código Penal no le correspondiere una pena mayor. 
Artículo 94: En el caso de condena por los delitos previstos en los Artículos 91, 92 y 93, el culpable, si fuere funcionario público o profesional del arte de curar, sufrirá además inhabilitación especial por el doble tiempo de la condena. 
Artículo 95: Será competente para entender en los delitos previstos por los artículos 91, 92 y 93 de la presente Ley, la justicia federal. 
CAPITULO XXVIII: De los procedimientos 
Artículo 96: Las infracciones de carácter administrativo a esta Ley o su reglamentación, serán sancionadas por la autoridad nacional o por la autoridad jurisdiccional correspondiente, previo sumario con oportunidad de defensa y de producir prueba por parte del imputado. 
Artículo 97: En los casos en que se compruebe la existencia de una infracción se dará vista al infractor por el término de cinco (5) días hábiles para que oponga sus defensas y ofrezca toda su prueba, acompañando la documental. Sustanciada la prueba en el término de diez (10) días hábiles, la autoridad sumariante deberá dictar resolución dentro de los diez (10) días hábiles siguientes. Las resoluciones dictadas por las autoridades correspondientes, serán apelables en el plazo de cinco (5) días hábiles a contar desde su notificación al imputado, debiendo la autoridad que aplicó la sanción proceder a la elevación del expediente, cuando proceda, al juez federal competente que actuará como tribunal de última instancia. En todos los aspectos no expresamente reglados en las normas de la presente Ley será de aplicación supletoria, el Código de Procedimientos en lo Criminal. 
Artículo 98: La falta de pago de las multas contempladas en el Artículo 37 inciso a), hará exigibles su cobro por el procedimiento de la vía de apremio, constituyendo suficiente título ejecutivo el testimonio autenticado de la resolución condenatoria firme. 
CAPITULO XXIX: Del financiamiento 
Artículo 99: Los gastos e inversiones que se originen por la puesta en vigencia de las disposiciones de esta Ley serán provistos por el Tesoro Nacional con carácter de aporte especial único. Dicho aporte será efectivizado, previa presentación presupuestaria y aprobación de las necesidades crediticias que a tal fin correspondieren. 
Artículo 100; El mantenimiento de su posterior funcionamiento se efectuará mediante los fondos que se asignen a los fines de esta Ley en las distintas jurisdicciones y que estarán constituidos de la siguiente forma: 
a) Por los aportes anuales fijados por el presupuesto general de gastos de la Nación; 
b) Por los aportes anuales que fijen los respectivos presupuestos de gastos provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; 
c) Por los aportes anuales que se fijará a las instituciones de sanidad sin fines de lucro dependientes del área de la Seguridad Social; 
d) Por la tasa retributiva de servicios que fijará anualmente al Poder Ejecutivo nacional a ser cobrada a las entidades beneficiarias del sistema que se estatuya por la presente Ley; 
e) Contribuciones privadas, donaciones y legados;
f) Producto de las multas impuestas por las autoridades de aplicación nacionales y jurisdiccionales, que se integran al Fondo Nacional de la Salud conforme lo dispuesto por el Artículo 90. 
CAPITULO XXX: Disposiciones finales 
Artículo 101: Los establecimientos que a la fecha de la presente Ley se encuentren autorizados para desarrollar alguna de las actividades previstas en sus disposiciones deberán, ajustarse a dichas disposiciones para revalidar su autorización y habilitación, sin perjuicio del inmediato cumplimiento de lo estatuido conforme lo determine la reglamentación.
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 99 Arts. 1° a 99 texto original 100 Art. 100 texto original, inciso b) adecuado conforme art. 129 de la Constitución Nacional y Ley 23775 101 Art. 101 texto original, suprimiendo el plazo establecido por objeto cumplido 
Artículos Suprimidos: Artículo 101, texto original se suprimió el plazo por plazo cumplido Artículo 102, texto original objeto cumplido, Suprimido. Artículo 103, texto original de forma, Suprimido. Nota de la Dirección de Información Parlamentaria: Se suprimió la referencia al Territorio Nacional de Tierra del Fuego del Art. 2º del texto original, ya que el mismo fue declarado Provincia por Ley 23775.

 LEY NACIONAL Nº 23358. Campaña de prevención de la drogadicción 
Sanción: 27/08/1986 
Promulgación: 23/09/1986 
Publicación: B.O. 05/12/1986 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-1476  
Artículo 1: El Poder Ejecutivo nacional por intermedio del Ministerio de Educación y Justicia incluirá en los planes de estudio de los niveles de enseñanza primaria y secundaria los contenidos necesarios con el fin de establecer una adecuada prevención de la drogadicción. 
Artículo 2: Los contenidos a los cuales se refiere el artículo anterior deberán desarrollarse obligatoriamente cumpliendo un plan de horas-cátedra suficiente para garantizar la correcta aprehensión del alumno respecto de la información suministrada. A los efectos de una correcta implementación, se dará especial importancia a la capacitación sistemática de los docentes, según los lineamientos de la educación preventiva. 
Artículo 3: La Secretaría de Programación para la Prevención de la Drogadicción y de la Lucha contra el Narcotráfico, prestará entera colaboración técnica y trabajará en forma coordinada con los diferentes organismos públicos para el efectivo cumplimiento de la presente ley.
Artículo 4: El Poder Ejecutivo nacional por intermedio de la Secretaría de Información Pública instruirá a las licenciatarias de los servicios de radio, televisión, así como también, a las autoridades de los medios administrados por el Estado nacional, con el fin de incluir en las programaciones adecuada información relativa a la prevención de la drogadicción. 
Artículo 5: La información a que se refiere el artículo anterior deberá dirigirse a los niveles de: Niños, adolescentes y adultos, con contenidos diferenciados, mediante lenguaje e imágenes de fácil penetración y con la frecuencia y horarios necesarios para lograr la formación de opinión en torno a la gravedad que la drogadicción implica. 
Artículo 6: Los Estados provinciales que regulen la actividad de los medios de difusión ubicados en su territorio podrán adherir a la presente. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 Art. 1° texto original.- 2 Art. 2° texto original.- 3 Art. 2° bis incorporado por la Ley 25895 (art. 1°).- 4 a 6 Arts. 3° a 5º texto original.- 
Artículos Suprimidos: Artículo 6º texto original, de forma.

LEY NACIONAL Nº 23611. Declaración de interés nacional a la lucha contra el cáncer, los linfomas, las leucemias y demás enfermedades neoproliferativas malignas 
Sanción: 22/09/1988 
Promulgación: 20/10/1988 
Publicación: B.O. 07/11/1988 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-1585  
Artículo 1: Declárase de interés nacional, en la política sanitaria, la lucha contra el cáncer, los linfomas, las leucemias y demás enfermedades neoproliferativas malignas. 
Artículo 2: Créase el Instituto Nacional de Oncología como órgano de elaboración y ejecución de los objetivos establecidos en la presente Ley. Dicho Instituto dependerá del Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación y tendrá como sede el actual Instituto de Oncología Angel Roffo, que en la actualidad depende de la Facultad de Medicina de la UBA, el que en adelante se denominará Instituto Nacional de Oncología Angel H. Roffo. El organismo estará a cargo de un funcionario con jerarquía de Director Nacional. 
Artículo 3: A los efectos establecidos en el artículo anterior, facúltase al Ministerio de Salud y Acción Social a suscribir los convenios correspondientes con la Universidad de Buenos Aires. 
Artículo 4: El Instituto Nacional de Oncología, aparte de las propias de asistencia, investigación y docencia, tendrá las siguientes atribuciones: 
a) Elaborar, implementar y suplementar los programas de acción tendientes al cumplimiento de los objetivos señalados; 
b) Convenir con las autoridades sanitarias provinciales y del Municipio de la ciudad capital, la aplicación, en sus respectivas áreas, de programas y acciones en concordancia con los fines de esta Ley 
c) Organizar, realizar y mantener un estudio demoestadístico de acuerdo con las normas internacionales vigentes, que permita conocer la morbimortalidad que reconozca como origen las patologías contempladas en la presente Ley; evaluar la incidencia y prevalencia regionales, con el objeto de determinar su exacta distribución real, constituyendo con todo ello el Registro Nacional de Cáncer; 
d) Fomentar la investigación científica en su ámbito, en coordinación con la Secretaría de Estado de Ciencia y Técnica, otorgando especial impulso a los estudios sobre los riesgos de contaminación ambiental para adoptar las medidas preventivas necesarias. 
e) Mantener estrechas relaciones con otros organismos nacionales tendientes al acrecentamiento del conocimiento sobre métodos y técnicas de profilaxis del cáncer. 
f) Prestar asistencia y concertar tareas en común con las instituciones públicas y privadas que desarrollen actividades concordantes con los objetivos de la presente Ley; 
g) Establecer un sistema de becas internas y residencias para profesionales de todo el país, con el fin de difundir y acrecentar los conocimientos sobre prevención primaria y secundaria del cáncer y enfermedades afines, su diagnóstico y tratamiento. En la adjudicación de las mismas se tendrá especial preferencia por quienes asuman el compromiso de desarrollar su actividad, una vez finalizado y aprobado su período de capacitación, en zonas que el Instituto Nacional de Oncología considere de interés para la materialización de sus programas, por el plazo mínimo que éste determine; 
h) Promover una adecuada enseñanza universitaria de la oncología básica y clínica tanto en el pre como en el posgrado; 
i) Asesorar al Poder Ejecutivo en los aspectos relacionados con la materia de esta Ley, tendiente a una racional distribución de los recursos necesarios al diagnóstico y tratamiento de las enfermedades neoplásticas, así como también la rehabilitación de los enfermos aquejados por la enfermedad; 
j) Promover el desarrollo de una enfermería capacitada para la asistencia integral del paciente oncológico. 
k) Estudiar y resolver los problemas sociales que plantea el enfermo oncológico, tanto para el núcleo familiar como para la comunidad, facilitando su rápida atención; así como planificar su internación, convalescencia, cuidados del paciente avanzado y rehabilitación psicofísica, procurando que estas acciones se realicen, en la medida de lo posible, en el lugar de residencia habitual del paciente; 
l) Promover los estudios necesarios para determinar los factores ambientales capaces de producir enfermedades neoplásticas, poniendo énfasis en las condiciones laborales que puedan incidir en la salud de la población y los trabajadores, procurando los medios para superar la morbilidad debida a esas causas; 
m) Promover la suscripción de convenios internacionales con gobiernos y entidades gubernamentales y privadas, para el intercambio de investigadores, becarios, residentes e información relacionados con la investigación, docencia y asistencia a los pacientes.
Artículo 5: A los fines establecidos en el artículo 4° inciso c), establécese con carácter obligatorio para el personal médico, la declaración de los enfermos afectados por las patologías contempladas en la presente Ley. La declaración se efectuará con arreglo a formularios de tipo y validez uniformes en todo el país, que al efecto se establecerá por vía reglamentaria. 
Artículo 6: El Instituto Nacional de Oncología tendrá en su jurisdicción el Banco Nacional de Drogas Antineoplásicas, el que organizará un programa de asistencia terapéutico–farmacológico, que ponga a disposición de los diversos sistemas asistenciales contemplados en esta Ley los fármacos de uso reconocido, aceptados internacionalmente para el tratamiento de las enfermedades oncológicas y sus complicaciones. 
Artículo 7: El Ministerio de Salud y Acción Social creará en el ámbito del Instituto Nacional de Oncología una Comisión Asesora Honoraria, integrada por profesionales de reconocida trayectoria, y representantes de entidades públicas y privadas que desarrollen tareas afines con los objetivos de la presente Ley, como órgano de consulta para el estudio e implementación de los programas establecidos dentro de los fines de esta Ley. 
Artículo 8: La labor del Instituto Nacional de Oncología se financiará: 
a) Con los fondos provenientes de la partida presupuestaria destinada al actual Instituto Angel. H. Roffo, la que se transferirá al efecto; 
b) Con los recursos provenientes de donaciones y legados que se efectúen en todo el país con imputación al mencionado instituto; 
c) Con recursos provenientes de las prestaciones allí realizadas; 
d) Con las partidas presupuestarias que a los fines se establezcan. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 8 Arts. 1° a 8º, texto original 
Artículos Suprimidos: Artículo 9º, texto original, de forma.

 LEY NACIONAL Nº 23674. Profilaxis de la mujer embarazada 
Sanción: 08/06/1989 
Promulgación: 29/09/1989 
Publicación: B.O. 04/07/1989 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-1608 
Artículo 1: En el distrito federal toda mujer Rh negativo no inmunizada, en cada parto único o múltiple, de hijo Rh positivo o cuando haya abortado después de las doce (12) semanas de gestación deberá recibir, como profilaxis de la isoinmunización Rh, Inmunoglobulina anti-D, en el lapso, las dosis y condiciones que correspondan. 
Artículo 2: Las instituciones públicas y los entes de la seguridad social de cobertura obligatoria, bajo cuya responsabilidad se encuentren las pacientes mencionadas en la presente Ley, proveerán sin cargo la inmunoglobulina anti- D indicada. 
Artículo 3: En la inscripción del nacimiento o la defunción fetal el Registro del Estado Civil y Capacidad de la Personas exigirá la presentación de un certificado del cumplimiento de lo establecido en la presente Ley. Esta obligación regirá para todos los nacimientos, tanto Rh negativo como Rh positivo, aunque no hubiera indicación de profilaxis. La ausencia del certificado no impedirá la inscripción del nacimiento o la defunción fetal, pero generará la denuncia de incumplimiento de la presente ante el organismo que controle la matrícula del profesional interviniente. Dicho organismo realizará la investigación correspondiente para identificar a los responsables y adoptará las medidas éticas, administrativas y legales pertinentes. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 Art. 1° texto original (se suprimió la expresión “y territorios nacionales”, en razón del dictado de la L. 23.775) 2 y 3 Arts. 2° y 3° texto original 
Artículos Suprimidos: Artículo 4°, texto original, de forma.

 LEY NACIONAL Nº 23753. Enfermedad diabética - Divulgación de la problemática 
Sanción: 29/09/1989 
Promulgación: 06/10/1989 
Publicación: B.O. 17/10/1989 
Actualización: 31/03/2013 

Texto Definitivo Ley ASA-1652  
Artículo 1: El Ministerio de Salud y Acción Social dispondrá a través de las áreas pertinentes el dictado de las medidas necesarias para la divulgación de la problemática derivada de la enfermedad diabética y sus complicaciones, de acuerdo a los conocimientos científicamente aceptados, tendientes al reconocimiento temprano de la misma, su tratamiento y adecuado control. Llevará su control estadístico, prestará colaboración científica y técnica a las autoridades sanitarias de todo el país, a fin de coordinar la planificación de acciones; y deberá abocarse específicamente a los problemas de producción, provisión y dispensación para asegurar a todos los pacientes los medios terapéuticos y de control evolutivo, de acuerdo a la reglamentación que se dicte. 
Artículo 2: La diabetes no será causal de impedimento para el ingreso laboral, tanto en el ámbito público, como en el privado. El desconocimiento de este derecho será considerado acto discriminatorio en los términos de la Ley 23592. 
Artículo 3: El Ministerio de Salud y Acción Social dispondrá la constitución de juntas médicas especializadas para determinar las circunstancias de incapacidad específica, que puedan presentarse para el ingreso laboral, así como para determinar incapacidades parciales o totales, transitorias o definitivas, que encuadren al diabético en las Leyes previsionales vigentes y en las que, con carácter especial, promueva el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de acuerdo a la reglamentación. 
Artículo 4: En toda controversia judicial o administrativa en la cual el carácter de diabético sea invocado para negar, modificar o extinguir derechos del trabajador, será imprescindible el dictamen del área respectiva del Ministerio de Salud y Acción Social por intermedio de las juntas médicas especializadas del Artículo 3º de la presente Ley. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 Art. 1º texto original 2 Art. 2º texto original, y segundo párrafo incorporado por Ley 25788 (Art. 1º) 3 y 4 Arts. 3° y 4° texto original 
Artículos Suprimidos: Art. 5º texto original objeto cumplido. Art. 6º, texto original de forma.

 LEY NACIONAL Nº 23798. Lucha contra el síndrome de inmunodeficiencia adquirida (SIDA)  
Sanción: 16/08/1990 
Promulgación: 14/09/1990 
Publicación: B.O. 20/09/1990 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-1668
Artículo 1: Declárase de interés nacional a la lucha contra el Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida, entendiéndose por tal a la detección e investigación de sus agentes causales, el diagnóstico y tratamiento de la enfermedad, su prevención, asistencia y rehabilitación, incluyendo la de sus patologías derivadas, como así también las medidas tendientes a evitar su propagación, en primer lugar la educación de la población. 
Artículo 2: Las disposiciones de la presente Ley y de las normas complementarias que se establezcan, se interpretarán teniendo presente que en ningún caso pueda: 
a) Afectar la dignidad de la persona; 
b) Producir cualquier efecto de marginación, estigmatización, degradación o humillación; 
c) Exceder el marco de las excepciones legales taxativas al secreto médico que siempre se interpretarán en forma restrictiva; 
d) Incursionar en el ámbito de privacidad de cualquier habitante de la Nación argentina;
e) Individualizar a las personas a través de fichas, registros o almacenamiento de datos, los cuales, a tales efectos, deberán llevarse en forma codificada. 
Artículo 3: Las disposiciones de la presente Ley serán de aplicación en todo el territorio de la República. La autoridad de aplicación será el Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación, a través de la Subsecretaría de Salud, la que podrá concurrir a cualquier parte del país para contribuir al cumplimiento de esta Ley. Su ejecución en cada jurisdicción estará a cargo de las respectivas autoridades sanitarias a cuyos fines podrán dictar las normas complementarias que consideren necesarias para el mejor cumplimiento de la misma y su reglamentación. 
Artículo 4: A los efectos de esta Ley, las autoridades sanitarias deberán: 
a) Desarrollar programas destinados al cumplimiento de las acciones descriptas en el Artículo 1º, gestionando los recursos para su financiación y ejecución; 
b) Promover la capacitación de recursos humanos y propender al desarrollo de actividades de investigación, coordinando sus actividades con otros organismos públicos y privados, nacionales, provinciales o municipales e internacionales; 
c) Aplicar métodos que aseguren la efectividad de los requisitos de máxima calidad y seguridad; 
d) Cumplir con el sistema de información que se establezca; 
e) Promover la concertación de acuerdos internacionales para la formulación y desarrollo de programas comunes relacionados con los fines de esta Ley; 
f) El Poder Ejecutivo arbitrará medidas para llevar a conocimiento de la población las características del SIDA, las posibles causas o medios de transmisión y contagio, las medidas aconsejables de prevención y los tratamientos adecuados para su curación, en forma tal que se evite la difusión inescrupulosa de noticias interesadas.
Artículo 5: Los profesionales que asistan a personas integrantes de grupos en riesgo de adquirir el síndrome de inmunodeficiencia están obligados a prescribir las pruebas diagnósticas adecuadas para la detección directa o indirecta de la infección. 
Artículo 6: Declárase obligatoria la detección del virus y de sus anticuerpos en la sangre humana destinada a transfusión, elaboración de plasma u otros de los derivados sanguíneos de origen humano para cualquier uso terapéutico. Declárase obligatoria, además, la mencionada investigación en los donantes de órganos para trasplante y otros usos humanos, debiendo ser descartadas las muestras de sangre, hemoderivados y órganos para trasplante que muestren positividad. 
Artículo 7: Los profesionales que detecten el virus de inmunodeficiencia humana (VIH) o posean presunción fundada de que un individuo es portador, deberán informarle sobre el carácter infectocontagioso del mismo, los medios y formas de transmitirlo y su derecho a recibir asistencia adecuada. 
Artículo 8: Se incorporará a los controles actualmente en vigencia para inmigrantes que soliciten su radicación definitiva en el país, la realización de las pruebas de rastreo que determine la autoridad de aplicación para la detección del VIH. 
Artículo 9: La notificación de casos de enfermos de SIDA deberá ser practicada dentro de las cuarenta y ocho (48) horas de confirmado el diagnóstico, en los términos y formas establecidas por la Ley 15465. En idénticas condiciones se comunicará el fallecimiento de un enfermo y las causas de su muerte. 
Artículo 10: Las autoridades sanitarias de los distintos ámbitos de aplicación de esta Ley establecerán y mantendrán actualizada, con fines estadísticos y epidemiológicos, la información de sus áreas de influencia correspondiente a la prevalencia e incidencia de portadores, infectados y enfermos con el virus de la IDH, así como también los casos de fallecimiento y las causas de su muerte. Sin perjuicio de la notificación obligatoria de los prestadores, las obras sociales deberán presentar a la Superintendencia de Servicios de Salud (SSS) una actualización mensual de esta estadística. Todo organismo, institución o entidad pública o privada, dedicado a la promoción y atención de la salud tendrá amplio acceso a ella. Las provincias podrán adherir a este sistema de información, con los fines especificados en el presente artículo. 
Artículo 11: La autoridad nacional de aplicación establecerá las normas de bioseguridad a las que estará sujeto el uso de material calificado o no como descartable. El incumplimiento de esas normas será considerado falta gravísima y la responsabilidad de dicha falta recaerá sobre el personal que las manipule, como también sobre los propietarios y la dirección técnica de los establecimientos. 
Artículo 12: Los actos u omisiones que impliquen transgresión a las normas de profilaxis de esta Ley y a las reglamentaciones que se dicten en consecuencia, serán considerados faltas administrativas, sin perjuicio de cualquier otra responsabilidad civil o penal en que pudieran estar incursos los infractores. 
Artículo 13: Los infractores a los que se refiere el artículo anterior serán sancionados por la autoridad sanitaria competente, de acuerdo a la gravedad y/o reincidencia de la infracción con: 
a) Multa graduable entre diez (10) y cien (100) salarios mínimo, vital y móvil; 
b) Inhabilitación en el ejercicio profesional de un (1) mes a cinco (5) años; 
c) Clausura total o parcial, temporaria o definitiva del consultorio, clínica, instituto, sanatorio, laboratorio o cualquier otro local o establecimiento donde actuaren las personas que hayan cometido la infracción. 
Las sanciones establecidas en los incisos precedentes podrán aplicarse independientemente o conjuntamente en función de las circunstancias previstas en la primera parte de este artículo. En caso de reincidencia, se podrá incrementar hasta el décuplo la sanción aplicada.
Artículo 14: A los efectos determinados en este título se considerarán reincidentes a quienes, habiendo sido sancionados, incurran en una nueva infracción dentro del término de cuatro (4) años contados desde la fecha en que haya quedado firme la sanción anterior, cualquiera fuese la autoridad sanitaria que la impusiera. 
Artículo 15: El monto recaudado en concepto de multas que por intermedio de esta Ley aplique la autoridad sanitaria nacional, ingresará a la cuenta especial Fondo Nacional de la Salud, dentro de la cual se contabilizará por separado y deberá utilizarse exclusivamente en erogaciones que propendan al logro de los fines indicados en el Artículos 1º. El producto de las multas que apliquen las autoridades sanitarias provinciales y el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, ingresará de acuerdo con lo que al respecto se disponga en cada jurisdicción, debiéndose aplicar con la finalidad indicada en el párrafo anterior. 
Artículo 16: Las infracciones a esta Ley serán sancionadas por la autoridad sanitaria competente previo sumario, con audiencia de prueba y defensa a los imputados. La constancia del acta labrada en forma, al tiempo de verificarse la infracción, y en cuanto no sea enervada por otros elementos de juicio, podrá ser considerada como plena prueba de la responsabilidad de los imputados. 
Artículo 17: La falta de pago de las multas aplicadas hará exigible su cobro por ejecución fiscal, constituyendo suficiente título ejecutivo el testimonio autenticado de la resolución condenatoria firme. 
Artículo 18: En cada provincia los procedimientos se ajustarán a lo que al respecto resuelvan las autoridades competentes de cada jurisdicción, de modo concordante con las disposiciones de este título. 
Artículo 19: Las autoridades sanitarias a las que corresponda actuar de acuerdo a lo dispuesto en el Artículo 3º de esta Ley están facultadas para verificar su cumplimiento y el de sus disposiciones reglamentarias mediante inspecciones y/o pedidos de informes según estime pertinente. A tales fines, sus funcionarios autorizados tendrán acceso a cualquier lugar previsto en la presente Ley y podrán proceder a la intervención o secuestro de elementos probatorios de su inobservancia. A estos efectos podrán requerir el auxilio de la fuerza pública o solicitar orden de allanamiento de los jueces competentes. 
Artículo 20: Los gastos que demande el cumplimiento de lo dispuesto en el Artículo 4º de la presente Ley serán solventados por la Nación, imputados a rentas generales y por los respectivos presupuestos de cada jurisdicción. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 4 Arts. 1º y 4° texto original 5 Art. 6° texto original 6 a 9 Art. 7° a 10 texto original 10 Art. 11 texto original, se adaptó el nombre del organismo competente en el sistema de Obras Sociales (Decreto 1.615/96) 11 a 14 Art. 12 a 15, texto original 15 Art. 16 texto original se adaptó el nombre del Gobierno de la CABA por el Artículo 129 de la Constitución Nacional. 16 a 20 Art. 17 a 21, texto original
Artículos Suprimidos: Art. 5º y 22, texto original, objeto cumplido por Decreto reglamentario 1244/91. Art. 23 texto original, de forma.

DECRETO NACIONAL Nº 341/1992. Unificación de sanciones e infracciones contra normas sanitarias
Sanción: 24/02/1992 
Publicación: B.O. 27/02/1992 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-1796 
Artículo 1: Unifícanse las sanciones pecuniarias a aplicar a las infracciones cometidas contra las normas sanitarias identificadas en el Anexo A, en las sumas de pesos mil ($1.000) a pesos un millón ($1.000.000) sin perjuicio de la aplicación de las restantes sanciones administrativas que cupieren y de las denuncias penales que se formularen cuando así correspondiere. La autoridad sanitaria de aplicación graduará los montos a aplicar en cada caso teniendo para ello presente los antecedentes del imputado, la gravedad de la falta y su proyección desde el punto de vista sanitario. En caso de reincidencia, atendiéndose a los mismos parámetros de graduación la sanción podrá establecerse en hasta el décuplo del valor impuesto a la infracción anterior. 
Artículo 2: El Ministerio de Salud y Acción Social, queda autorizado para fijar nuevos valores, de conformidad con la legislación vigente, cuando las circunstancias sanitarias de la Nación así lo hicieren aconsejable, los que no podrán exceder el duplo de los mencionados en el artículo precedente. 
Artículo 3: Los inspectores o funcionarios debidamente facultados tendrán la atribución de penetrar en los lugares donde se ejerzan actividades aprehendidas por las normas de la legislación sanitaria durante las horas destinadas a su ejercicio, y aún cuando mediare negativa del propietario o responsable, estarán autorizados a ingresar cuando haya motivo fundado para creer que se está cometiendo una infracción que atente contra la salud de la población. Las autoridades policiales de la jurisdicción deberán prestar el concurso pertinente, a solicitud de aquéllos, para el cumplimiento de sus funciones. La negativa injustificada del propietario o responsable, lo hará pasible de la aplicación de una multa que se establecerá de conformidad con lo previsto en el artículo 1º. Los jueces, con habilitación de día y hora, acordarán de inmediato a los funcionarios designados por la autoridad sanitaria la orden de allanamiento y el auxilio de la fuerza pública, si estas medidas fueren solicitadas por dicha autoridad. 
Artículo 4: El Ministerio de Salud y Acción Social establecerá el procedimiento administrativo a aplicar en su jurisdicción para la investigación de presuntas infracciones a las normas sanitarias, asegurando el derecho de defensa del presunto infractor y demás garantías constitucionales. No obstante, sin perjuicio de las penalidades que se determine aplicar por el procedimiento requerido, la autoridad sanitaria de aplicación, teniendo presente la gravedad y/o reiteración de la infracción, podrá proceder a la suspensión, inhabilitación, clausura, comiso, interdicción de autorización, matriculación, habilitación de profesionales, técnicos, locales, establecimientos o productos, en forma preventiva y por plazo máximo de hasta noventa (90) días. 
Artículo 5: Autorízase al Ministerio de Salud y Acción Social a adoptar medidas de excepción, debidamente fundadas, con relación a la venta ambulante de sustancias alimenticias incorporadas al Código Alimentario Argentino y a la importación, exportación, elaboración, comercialización y fraccionamiento de productos relacionados con la prevención y/o tratamiento del cólera.
Artículo 6: La autoridad sanitaria de aplicación, en caso de comprobar el incumplimiento de las obligaciones previstas en las normas sanitarias vigentes, deberá intimar al funcionario responsable bajo apercibimiento de sancionarlo de acuerdo con las normas respectivas. En caso de comprobarse la demora en la tramitación, el superior jerárquico deberá avocarse a la prosecución del trámite, sin perjuicio de la sanción que corresponda al responsable de la dilación. 
Artículo 7: Dése cuenta al H. Congreso de la Nación. 
ANEXO A: Ley Nº 11.843, y sus modificatorias. Ley Nº 16.463, reglamentada por el Decreto Nº 9.763/64. Ley Nº 17.818, y sus modificatorias. Ley Nº 17.565, y sus modificatorias. Ley Nº 17.132, y sus modificatorias. Ley Nº 24.004, y sus modificatorias. Ley Nº 18.284, y sus modificatorias. Ley Nº 19.303, y sus modificatorias. Reglamento Alimentario Nacional (aprobado por Decreto 141/1953) en cuanto resulta de aplicación para todo producto que no sea alimento o bebida.
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 6 Arts. 1° a 6º, texto original 7 Art. 7º, texto original, debido a que no nos consta haberse comunicado al H. Congreso. Anexo A Anexo I, texto original. Adaptado por estar derogada la Ley 12.317 y hacerse referencia al Reglamento Alimentario Nacional, aprobado por Decreto 141/1953. 
Artículos Suprimidos: Artículo 8°, texto original, de forma. Suprimido.

LEY NACIONAL Nº 24151. Vacunación obligatoria contra la hepatitis b para los trabajadores de la salud 
Sanción: 29/09/1992 
Promulgación: 22/10/1992 
Publicación: B.O. 27/12/1992 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-1844
Artículo 1: Declárase obligatoria en todo el territorio de la República la vacunación contra la hepatitis B para todas las personas que desarrollen actividades en el campo de la salud en establecimientos sanitarios o en aquéllos donde existan servicios de protección, prevención, control, recuperación y/o rehabilitación de personas sanas o enfermas, de acuerdo a las disposiciones reglamentarias que el Poder Ejecutivo deberá implementar dentro de los noventa (90) días de promulgada la presente Ley. 
Artículo 2: Las autoridades sanitarias de cada jurisdicción harán cumplir las normas de esta Ley y sus disposiciones reglamentarias en toda la República. A los efectos de contribuir al efectivo cumplimiento de dichas normas y disposiciones, la autoridad sanitaria nacional podrá concurrir en cualquier punto del país para velar y fiscalizar la observancia de las mismas. 
Artículo 3: En cumplimiento de esta Ley sólo podrán utilizarse las vacunas que estén expresamente aprobadas por la autoridad sanitaria nacional, según lo establecen las normas legales, actualmente en vigencia sobre la elaboración, importación y comercialización de drogas y medicamentos de uso humano. 
Artículo 4: La autoridad sanitaria nacional y las de cada jurisdicción, instrumentarán programas de información y asesoramiento destinados a las personas comprendidas en el artículo 1º de la presente Ley, determinando asimismo los grupos de riesgo de las distintas profesiones dedicadas al cuidado de la salud, con especial exposición al contagio de la hepatitis B; todo ello a los efectos de asegurar su efectivo cumplimiento dentro de las condiciones técnicas, científicas y epidemiológicas de todo el país. 
Artículo 5: La vacunación será gratuita para todo el personal incluido en el artículo primero que laborara en relación de dependencia, contratado, becado u otra forma que, con carácter permanente o temporario desarrollara, de acuerdo a lo que la reglamentación establezca, tareas riesgosas en relación a la patología que se menciona; estando a cargo del empleador la provisión respectiva. 
Artículo 6: Las transgresiones a la presente Ley serán sancionadas con multas que oscilarán entre cincuenta millones de australes (A 50.000.000) y doscientos millones de australes (A 200.000.000) las que podrán ser incrementadas hasta el décuplo de la impuesta en caso de reincidencia, estando a cargo de su aplicación y percepción la autoridad sanitaria de aplicación, según la jurisdicción que corresponda y de acuerdo al procedimiento que se reglamente. Los fondos serán utilizados para solventar los programas de información y asesoramiento y la adquisición de vacunas para aplicación en establecimientos oficiales y aquellos sin fines de lucro que la autoridad determine.
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 Art. 1° texto original, ya que si bien el plazo está vencido, el mismo es ineficaz con referencia al Poder Ejecutivo, y de cualquier modo, no nos consta que se haya cumplido con la reglamentación. 2 a 6 Arts. 2° a 6°, texto original 
Artículos Suprimidos: Artículo 7 del texto original, de forma.

 LEY NACIONAL Nº 24193. Transplante de órganos y tejidos 
Sanción: 24/03/1993 
Promulgación: 19/04/1993 
Publicación: B.O. 26/04/1993 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-1856
I - DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 1: La ablación de órganos y tejidos para su implantación de cadáveres humanos a seres humanos y entre seres humanos, se rige por las disposiciones de esta Ley en todo el territorio de la República. Exceptúase de lo previsto por la presente, los tejidos naturalmente renovables o separables del cuerpo humano con salvedad de la obtención y preservación de células progenitoras hematopoyéticas y su posterior implante a seres humanos, que quedará regida por esta Ley. Entiéndense alcanzadas por la presente norma a las nuevas prácticas o técnicas que la autoridad de aplicación reconozca que se encuentran vinculadas con la implantación de órganos o tejidos en seres humanos. Considérase comprendido al xenotransplante en las previsiones del párrafo precedente cuando cumpliera las condiciones que oportunamente determinare la autoridad de aplicación 
Artículo 2: La ablación e implantación de órganos y tejidos podrán ser realizadas cuando los otros medios y recursos disponibles se hayan agotado, o sean insuficientes o inconvenientes como alternativa terapéutica de la salud del paciente. Estas prácticas se considerarán de técnica corriente y no experimental. La reglamentación podrá incorporar otras que considere necesarias de acuerdo con el avance médico-científico. 
II - DE LOS PROFESIONALES 
Artículo 3: Los actos médicos referidos a trasplantes contemplados en esta Ley sólo podrán ser realizados por médicos o equipos médicos registrados y habilitados al efecto por ante la respectiva autoridad de contralor jurisdiccional. Esta exigirá, en todos los casos, como requisito para la referida inscripción, la acreditación suficiente, por parte del médico, de capacitación y experiencia en la especialidad. La autoridad de contralor jurisdiccional será responsable por los perjuicios que se deriven de la inscripción de personas que no hubieren cumplido con tales recaudos. 
Artículo 4: Los equipos de profesionales médicos estarán a cargo de un jefe, a quien eventualmente reemplazará un subjefe, siendo sus integrantes solidariamente responsables del cumplimiento de esta Ley. 
Artículo 5: Las instituciones en las que desarrollen su actividad trasplantológica los médicos o equipos médicos, serán responsables en cuanto a los alcances de este cuerpo legal. 
Artículo 6: La autorización a jefes y subjefes de equipos y profesionales será otorgada por la autoridad sanitaria jurisdiccional correspondiente, la cual deberá informar de la gestión a la autoridad sanitaria nacional a fin de mantener la integridad del sistema.
Artículo 7: Los médicos de instituciones públicas o privadas que realicen tratamientos de diálisis deberán informar semestralmente al Ministerio de Salud y Acción Social a través del Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (INCUCAI), la nómina de pacientes hemodializados, sus condiciones y características. 
Artículo 8: Todo médico que diagnosticare a un paciente una enfermedad susceptible de ser tratada mediante un implante, deberá denunciar el hecho a la autoridad de contralor dentro del plazo que determine la reglamentación. 
III - DE LOS SERVICIOS Y ESTABLECIMIENTOS 
Artículo 9: Los actos médicos contemplados en esta Ley sólo podrán ser realizados en el ámbito de establecimientos médicos registrados por ante la respectiva autoridad de contralor jurisdiccional. Esta exigirá, en todos los casos, como requisito para la referida inscripción, la acreditación suficiente por parte del establecimiento de que cuenta con la adecuada infraestructura física e instrumental, así como con el personal calificado necesario en la especialidad, y el número mínimo de médicos inscriptos en el registro que prescribe el artículo 3°, conforme lo determine la reglamentación. La autoridad de contralor jurisdiccional será solidariamente responsable por los perjuicios que se deriven de la inscripción de establecimientos que no hubieren cumplido con los expresados recaudos. 
Artículo 10: La inscripción a que se refiere el artículo 9° tendrá validez por períodos no mayores de dos (2) años. Su renovación sólo podrá efectuarse previa inspección del establecimiento por parte de la autoridad de contralor jurisdiccional, y acreditación por parte del mismo de seguir contando con los recaudos mencionados en el artículo anterior. Las sucesivas renovaciones tendrán validez por iguales períodos. La autoridad de contralor jurisdiccional será solidariamente responsable por los perjuicios que se deriven de la renovación de inscripciones de establecimientos sin que se hubieran cumplido los requisitos de este artículo. 
Artículo 11: Los establecimientos inscriptos conforme a las disposiciones de los artículos 9° y 10 llevarán un registro de todos los actos médicos contemplados en la presente Ley que se realicen en su ámbito. La reglamentación determinará los requisitos de ese registro. 
Artículo 12: Los servicios o establecimientos habilitados a los efectos de esta Ley, no podrán efectuar modificaciones que disminuyan las condiciones de habilitación. 
IV - DE LA PREVIA INFORMACION MÉDICA A DADORES Y RECEPTORES 
Artículo 13: Los jefes y subjefes de los equipos, como asimismo los profesionales a que se refiere el artículo 3º deberán informar a los donantes vivos y a los receptores y en caso de ser estos últimos incapaces, a su representante legal o persona que detente su guarda, de manera suficiente, clara y adaptada a su nivel cultural, sobre los riesgos de la operación de ablación e implante — según sea el caso— , sus secuelas físicas y psíquicas ciertas o posibles, la evolución previsible y las limitaciones resultantes, así como las posibilidades de mejoría que, verosímilmente, puedan resultar para el receptor. En caso de que los donantes y receptores no se opongan, la información será suministrada también a su grupo familiar en el orden y condiciones previstos por el artículo 23 de la ley 24193. Luego de asegurarse que la información ha sido comprendida por los sujetos destinatarios de la misma, dejarán a la libre voluntad de cada uno de ellos la decisión que corresponda adoptar. Del cumplimiento de este requisito, de la decisión del dador, de la del receptor y de la del representante legal cuando correspondiere, así como de la opinión médica sobre los mencionados riesgos, secuelas, evolución, limitaciones y mejoría, tanto para el dador como para el receptor, deberá quedar constancia documentada de acuerdo con la normativa a establecerse reglamentariamente. De ser incapaz el receptor o el dador en el caso de transplante de médula ósea, la información prevista en este artículo deberá ser dada, además, a su representante legal. En los supuestos contemplados en el Título V el lapso entre la recepción de la información y la operación respectiva no podrá ser inferior a cuarenta y ocho (48) horas. Tratándose del supuesto contemplado en el artículo 23, respecto de donantes cadavéricos, la información será suministrada a las personas que allí se enumeran, en las formas y condiciones que se describen en el presente artículo, al solo efecto informativo. 
V - DE LOS ACTOS DE DISPOSICION DE ORGANOS O TEJIDOS PROVENIENTES DE PERSONAS 
Artículo 14: La extracción de órganos o tejidos en vida con fines de trasplante entre personas relacionadas conforme a las previsiones de los artículos 15 y concordantes de la presente Ley, estará permitida sólo cuando se estime que razonablemente no causará un grave perjuicio a la salud del dador y existan perspectivas de éxito para conservar la vida o mejorar la salud del receptor. Esta extracción siempre deberá practicarse previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo anterior. La reglamentación establecerá los órganos y tejidos que podrán ser objeto de ablación, excepto los incluidos especialmente en esta Ley. 
Artículo 15: Sólo estará permitida la ablación de órganos o tejidos en vida con fines de trasplante sobre una persona capaz mayor de dieciocho (18) años, quien podrá autorizarla únicamente en caso de que el receptor sea su pariente consanguíneo o por adopción hasta el cuarto grado, o su cónyuge, o una persona que, sin ser su cónyuge, conviva con el donante en relación de tipo conyugal no menos antigua de tres (3) años, en forma inmediata, continua e ininterrumpida. Este lapso se reducirá a dos (2) años si de dicha relación hubieren nacido hijos. En todos los casos será indispensable el dictamen favorable del equipo médico a que se refiere el artículo 3°. De todo lo actuado se labrarán actas, por duplicado, un ejemplar de las cuales quedará archivado en el establecimiento, y el otro será remitido dentro de las setenta y dos (72) horas de efectuada la ablación a la autoridad de contralor. Ambos serán archivados por un lapso no menor de diez (10) años. En los supuestos de implantación de médula ósea, cualquier persona capaz mayor de dieciocho (18) años podrá disponer ser dador sin las limitaciones de parentesco establecidas en el primer párrafo del presente artículo. Los menores de dieciocho (18) años — previa autorización de su representante legal— podrán ser dadores sólo cuando los vincule al receptor un parentesco de los mencionados en el citado precepto. El consentimiento del dador o de su representante legal no puede ser sustituido ni complementado; puede ser revocado hasta el instante mismo de la intervención quirúrgica, mientras conserve capacidad para expresar su voluntad, ante cuya falta la ablación no será practicada. La retractación del dador no genera obligación de ninguna clase. 
Artículo 16: En ningún caso los gastos vinculados con la ablación y/o el implante estarán a cargo del dador o de sus derechohabientes. Dichos gastos estarán a cargo de las entidades encargadas de la cobertura social o sanitaria del receptor, o de éste cuando no la tuviera. Las entidades encargadas de la cobertura social o empresas privadas de medicina prepaga deberán notificar fehacientemente a sus beneficiarios si cubre o no sus gastos. 
Artículo 17: Las inasistencias en las que incurra el dador, con motivo de la ablación, a su trabajo y/o estudios, así como la situación sobreviniente a la misma, se regirán por las disposiciones que sobre protección de enfermedades y accidentes inculpables establezcan los ordenamientos legales, convenios colectivos o estatutos que rijan la actividad del dador, tomándose siempre en caso de duda aquella disposición que le sea más favorable. 
Artículo 18: Cuando por razones terapéuticas fuere imprescindible ablacionar a personas vivas órganos o tejidos anatómicos que pudieren ser implantados en otra persona, se aplicarán las disposiciones que rigen para los órganos provenientes de cadáveres. La reglamentación determinará taxativamente los supuestos concretos a los que se refiere el presente párrafo. Cuando se efectúe un trasplante cardiopulmonar en bloque proveniente de dador cadavérico, la autoridad de contralor podrá disponer del corazón del receptor para su asignación en los términos previstos en la presente Ley. 
VI - DE LOS ACTOS DE DISPOSICION DE ORGANOS O TEJIDOS CADAVERICOS 
Artículo 19: Toda persona podrá en forma expresa: 1. Manifestar su voluntad negativa o afirmativa a la ablación de los órganos o tejidos de su propio cuerpo; 2. Restringir de un modo específico su voluntad afirmativa de ablación a determinados órganos y tejidos; 3. Condicionar la finalidad de la voluntad afirmativa de ablación a alguno o algunos de los fines previstos en esta Ley — implante en seres humanos vivos o con fines de estudio o investigación—.

Artículo 20: La ablación podrá efectuarse respecto de toda persona capaz mayor de dieciocho (18) años que no haya dejado constancia expresa de su oposición a que después de su muerte se realice la extracción de sus órganos o tejidos, la que será respetada cualquiera sea la forma en la que se hubiere manifestado.
Artículo 21: En caso de fallecimiento de menores de DIECIOCHO (18) años, no emancipados, sus padres o su representante legal, exclusivamente, podrán autorizar la ablación de sus órganos o tejidos especificando los alcances de la misma. El vínculo familiar o la representación que se invoque será acreditado, a falta de otra prueba, mediante declaración jurada, la que tendrá carácter de instrumento público, debiendo acompañarse dentro de las cuarenta y ocho (48) horas la documentación respectiva. La falta de consentimiento de alguno de los padres eliminará la posibilidad de autorizar la ablación en el cadáver del menor. En ausencia de las personas mencionadas precedentemente, se dará intervención al Ministerio Pupilar, quien podrá autorizar la ablación. De todo lo actuado se labrará acta y se archivarán en el establecimiento las respectivas constancias, incluyendo una copia certificada del documento nacional de identidad del fallecido. De todo ello, se remitirán copias certificadas a la autoridad de contralor. Las certificaciones serán efectuadas por el Director del establecimiento o quien lo reemplace. El incumplimiento de lo dispuesto en el presente párrafo hará pasible a los profesionales intervinientes de la sanción establecida en el artículo 32.
Artículo 22: Los canales habilitados para receptar las expresiones de voluntad previstas en el artículo 19 de las personas capaces mayores de dieciocho (18) años son los siguientes: 
a) Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (Incucai); 
b) Registro Nacional de las Personas (Renaper); 
c) Registros del Estado Civil y Capacidad de las Personas; 
d) Autoridades sanitarias jurisdiccionales, a través de los organismos jurisdiccionales y de los establecimientos asistenciales públicos y privados habilitados a tal fin; 
e) Policía Federal; 
f) Correo Oficial de la República Argentina Sociedad Anónima. 
Las manifestaciones de aquellas personas que, ante la realización de cualquier trámite ante el Registro Nacional de las Personas (Renaper) o Registros del Estado Civil y Capacidad de las Personas, deseen expresarla, deberán ser receptadas por los funcionarios designados por los mencionados organismos a tal efecto y asentadas en el documento nacional de identidad del declarante. Las instituciones consignadas en los incisos b), c), d) y e) deberán comunicar en forma inmediata al Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (Incucai) las manifestaciones de voluntad recibidas a efectos del cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 47 inciso n). El Correo Oficial de la República Argentina Sociedad Anónima, a solicitud de cualquier ciudadano capaz mayor de dieciocho (18) años, expedirá en forma gratuita telegrama al Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (Incucai), en el que conste la negativa del remitente a donar sus órganos y tejidos para después de su muerte. Las manifestaciones de voluntad ante cualquiera de los organismos mencionados no podrán tener costo alguno para el declarante. La reglamentación podrá establecer otras formas y modalidades que faciliten las expresiones de voluntad. 
Artículo 23: En caso de muerte natural, y no existiendo manifestación expresa del difunto, deberá requerirse de las siguientes personas, en el orden en que se las enumera siempre que estuviesen en pleno uso de sus facultades mentales, testimonio sobre la última voluntad del causante, respecto a la ablación de sus órganos y/o a la finalidad de la misma. 
a) El cónyuge no divorciado que convivía con el fallecido, o la persona que sin ser su cónyuge convivía con el fallecido en relación de tipo conyugal no menos antigua de tres (3) años, en forma continua e ininterrumpida; 
b) Cualquiera de los hijos mayores de dieciocho (18) años; 
c) Cualquiera de los padres; 
d) Cualquiera de los hermanos mayores de dieciocho (18) años; 
e) Cualquiera de los nietos mayores de dieciocho (18) años;
f) Cualquiera de los abuelos; 
g) Cualquier pariente consanguíneo hasta el cuarto grado inclusive; 
h) Cualquier pariente por afinidad hasta el segundo grado inclusive; 
i) El representante legal, tutor o curador; 
Conforme la enumeración establecida precedentemente y respetando el orden que allí se establece, las personas que testimonien o den cuenta de la última voluntad del causante que se encuentren en orden más próximo excluyen el testimonio de las que se encuentren en un orden inferior. En caso de resultar contradicciones en los testimonios de las personas que se encuentren en el mismo orden, se estará a lo establecido en el artículo 20. La relación con el causante y el testimonio de su última voluntad, serán acreditados, a falta de otra prueba, mediante declaración jurada, la que tendrá carácter de instrumento público, debiendo acompañarse dentro de las cuarenta y ocho (48) horas la: documentación respectiva, cuando correspondiere. 
Artículo 24: En caso de muerte violenta la autoridad competente adoptará los recaudos tendientes a ubicar a las personas enumeradas en el artículo anterior a efectos que los mismos den cuenta o testimonien la última voluntad del causante, debiendo dejar debidamente acreditada la constancia de los medios y mecanismos utilizados para la notificación en tiempo y forma a los familiares a efectos de testimoniar o dar cuenta de la última voluntad del presunto donante. El juez que entiende en la causa ordenará en el lapso de seis (6) horas a partir del fallecimiento la intervención del médico forense, policial o quien cumpla tal función, a fin de dictaminar si los órganos o tejidos que resulten aptos para ablacionar no afectarán el examen autopsiano. Aun existiendo autorización expresa del causante o el testimonio referido en el artículo 23 dentro de las seis (6) horas de producido el deceso, el juez informará al Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (INCUCAI) o al organismo jurisdiccional correspondiente la autorización para llevar a cabo la realización de la ablación, a través de resolución judicial fundada, con especificación de los órganos o tejidos autorizados a ablacionar de conformidad con lo dictaminado por el mismo forense. Una negativa del magistrado interviniente para autorizar la realización de la ablación deberá estar justificada conforme los requisitos exigidos en la presente Ley. En el supuesto de duda sobre la existencia de autorización expresa del causante el juez podrá requerir del Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (INCUCAI) o del organismo jurisdiccional correspondiente los informes que estime menester. 
Artículo 25: El equipo de profesionales médicos a que se refiere el artículo 4º en ningún caso actuará juntamente con los médicos forenses, debiendo quedar a lo que resulte de la decisión judicial. El jefe, subjefe o el miembro que aquellas designen del equipo que realice la ablación deberá informar de inmediato y pormenorizadamente al juez interviniente: 
a) Los órganos ablacionados en relación con los autorizados a ablacionar;
b) El estado de los mismos, como así también el eventual impedimento de ablacionar alguno de los órganos autorizados; 
c) Las demás circunstancias del caso que establezca la reglamentación. 
En el cumplimiento de lo dispuesto en los párrafos anteriores serán solidariamente responsables la totalidad de los profesionales integrantes del equipo de ablación. El Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante -INCUCAI- o el organismo jurisdiccional correspondiente deberá informarle el destino dado a cada órgano o tejido ablacionado, la identificación regional, el establecimiento asistencial al que va dirigido, el equipo responsable del transporte y los datos identificatorios del o de los pacientes receptores. 
Artículo 26: El fallecimiento de una persona se considerará tal cuando se verifiquen de modo acumulativo los siguientes signos, que deberán persistir ininterrumpidamente seis (6) horas después de su constatación conjunta: 
a) Ausencia irreversible de respuesta cerebral, con pérdida absoluta de conciencia; 
b) Ausencia de respiración espontánea; 
c) Ausencia de reflejos cefálicos y constatación de pupilas fijas no reactivas; 
d) Inactividad encefálica corroborada por medios técnicos y/o instrumentales adecuados a las diversas situaciones clínicas, cuya nómina será periódicamente actualizada por el Ministerio de Salud y Acción Social con el asesoramiento del Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (INCUCAI). 
La verificación de los signos referidos en el inciso d) no será necesaria en caso de paro cardiorespiratorio total e irreversible. 
Artículo 27: A los efectos del artículo anterior, la certificación del fallecimiento deberá ser suscripta por dos (2) médicos, entre los que figurará por lo menos un neurólogo o neurocirujano. Ninguno de ellos será el médico o integrará el equipo que realice ablaciones o implantes de órganos del fallecido. La hora del fallecimiento será aquella en que por primera vez se constataron los signos previstos en el artículo 26. 
Artículo 28: El establecimiento en cuyo ámbito se realice la ablación estará obligado a: 
a) Arbitrar todos los medios a su alcance en orden a la restauración estética del cadáver, sin cargo alguno a los sucesores del fallecido; 
b) Realizar todas las operaciones autorizadas dentro del menor plazo posible, de haber solicitado los sucesores del fallecido la devolución del cadáver; 
c) Conferir en todo momento al cadáver del donante un trato digno y respetuoso. 
Artículo 29: Todo médico que mediante comprobaciones idóneas tomare conocimiento de la verificación en un paciente de los signos descriptos en el artículo 26, está obligado a denunciar el hecho al director o persona a cargo del establecimiento, y ambos deberán notificarlo en forma inmediata a la autoridad de contralor jurisdiccional o nacional, siendo solidariamente responsables por la omisión de dicha notificación. 
VII - DE LAS PROHIBICIONES 
Artículo 30: Queda prohibida la realización de todo tipo de ablación cuando la misma pretenda practicarse: 
a) Sin que se haya dado cumplimiento a los requisitos y previsiones de la presente Ley; 
b) Sobre el cadáver de quien expresamente se hubiere manifestado en contrario para la ablación o en su caso, del órgano u órganos respecto de los cuales se hubiese negado la ablación, como asimismo cuando se pretendieren utilizar los órganos o tejidos con fines distintos a los autorizados por el causante. A tales fines se considerará que existe manifestación expresa en contrario cuando mediare el supuesto del artículo 23 de la presente Ley. 
c) Sobre cadáveres de pacientes que hubieren estado internados en institutos neuropsiquiátricos; d) Sobre el cadáver de una mujer en edad gestacional, sin que se hubiere verificado previamente la inexistencia de embarazo en curso; 
e) Por el profesional que haya atendido y tratado al fallecido durante su última enfermedad, y por los profesionales médicos que diagnosticaron su muerte. Asimismo, quedan prohibidos; 
f) Toda contraprestación u otro beneficio por la dación de órganos o tejidos, en vida o para después de la muerte, y la intermediación con fines de lucro; 
g) La inducción o coacción al dador para dar una respuesta afirmativa respecto a la dación de órganos. El consejo médico acerca de la utilidad de la dación de un órgano o tejido, no será considerado como una forma de inducción o coacción; 
h) Los anuncios o publicidad en relación con las actividades mencionadas en esta Ley, sin previa autorización de la autoridad competente, conforme a lo que establezca la reglamentación. 
VIII - DE LAS PENALIDADES 
Artículo 31: Será reprimido con prisión de seis (6) meses a cinco (5) años e inhabilitación especial de dos (2) a diez (10) años si el autor fuere un profesional del arte de curar o una persona que ejerza actividades de colaboración del arte de curar:
a) El que directa o indirectamente diere u ofreciere beneficios de contenido patrimonial o no, a un posible dador o a un tercero, para lograr la obtención de órganos o tejidos; 
b) El que por sí o por interpósita persona recibiera o exigiera para sí o para terceros cualquier beneficio de contenido patrimonial o no, o aceptare una promesa directa o indirecta para sí o para terceros, para lograr la obtención de órganos o tejidos, sean o no propios; 
c) El que con propósito de lucro intermediara en la obtención de órganos o tejidos provenientes de personas o de cadáveres. 
Artículo 32: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e inhabilitación especial de dos (2) a diez (10) años si el autor fuere un profesional del arte de curar o una persona que ejerza actividades de colaboración del arte de curar quien extrajera indebidamente órganos o tejidos de cadáveres. 
Artículo 33: Será reprimido con prisión o reclusión de cuatro (4) años a perpetua el que extrajere órganos o tejidos de humanos vivos, sin dar cumplimiento a los requisitos y formalidades exigidos en el artículo 15, con excepción de la obligación prevista en el tercer párrafo de dicho artículo que será sancionada con la pena establecida en el artículo siguiente. 
Artículo 34: Será reprimido con multa de quinientos a cinco mil pesos ($ 500 a $ 5.000) y/o inhabilitación especial de seis (6) meses a dos (2) años: 
a) El oficial público que no diere cumplimiento a la obligación que impone el artículo 22; 
b) El médico que no diere cumplimiento a la obligación que impone el artículo 7; 
c) Quien no diere cumplimiento a lo dispuesto en el tercer párrafo del artículo 15.
Artículo 35: Será reprimido con multa de cinco mil a cien mil pesos ($ 5.000 a $ 100.000) e inhabilitación especial de uno (1) a tres (3) años el médico que no diere cumplimiento a las obligaciones previstas en el artículo 29, o a las del artículo 8°. En caso de reincidencia, la inhabilitación será de cinco (5) años a perpetua. 
Artículo 36: Cuando se acreditase que los autores de las conductas penadas en el presente Título han percibido sumas de dinero o bienes en retribución por tales acciones, serán condenados además a abonar en concepto de multa el equivalente al doble del valor de lo percibido. 
Artículo 37: Cuando los autores de las conductas penadas en el presente Título sean funcionarios públicos vinculados al área de sanidad, las penas respectivas se incrementarán de un tercio a la mitad. Cuando las dichas conductas se realicen de manera habitual, las penas se incrementarán en un tercio. 
IX - DE LAS SANCIONES Y PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS 
Artículo 38: Las infracciones de carácter administrativo a cualquiera de las actividades o normas que en este ordenamiento se regulan, en las que incurran establecimientos o servicios privados, serán pasibles de las siguientes sanciones graduables o acumulables, según la gravedad de cada caso: 
a) Apercibimiento; 
b) Multas de diez mil a un millón de pesos ($ 10.000 a $ 1.000.000); 
c) Suspensión de la habilitación que se le hubiere acordado al servicio o establecimiento, por un término de hasta cinco (5) años; 
d) Clausura temporaria o definitiva, parcial o total, del establecimiento en infracción;
e) Suspensión o inhabilitación de los profesionales o equipos de profesionales en el ejercicio de la actividad referida en el artículo 3° por un lapso de hasta cinco (5) años; 
f) Inhabilitación de hasta cinco (5) años para el ejercicio de la profesión a los médicos y otros profesionales del arte de curar que practicaren cualquiera de los actos previstos en la presente Ley, sin la habilitación de la autoridad sanitaria. 
En caso de extrema gravedad o reiteración, la inhabilitación podrá ser definitiva. 
Artículo 39: Las sanciones previstas en el artículo anterior serán publicadas, en su texto íntegro y durante dos (2) días seguidos, en dos (2) diarios de circulación en el lugar donde se halle el establecimiento sancionado, a cuyo cargo estará la publicación, consignándose en la misma un detalle de su naturaleza y causas, y los nombres y domicilios de los infractores. 
Artículo 40: Las direcciones y administraciones de guías, diarios, canales de televisión, radioemisoras y demás medios que sirvan de publicidad de las actividades mencionadas en esta Ley que les den curso sin la autorización correspondiente, serán pasibles de la pena de multa establecida en el artículo 38, inciso b). 
Artículo 41: Las sanciones establecidas en el artículo 38 prescribirán a los dos (2) años y la prescripción quedará interrumpida por los actos administrativos o judiciales, o por la comisión de cualquier otra infracción. 
Artículo 42: Las infracciones de carácter administrativo a esta Ley y sus reglamentos serán sancionadas por la autoridad sanitaria jurisdiccional, previo sumario, con audiencia de prueba y defensa de los presuntos infractores. Las constancias del acta labrada en forma, al tiempo de verificarse la infracción y en cuanto no sean enervadas por otras pruebas, podrán ser consideradas como plena prueba de la responsabilidad del imputado.
Artículo 43: Contra las decisiones administrativas que la autoridad sanitaria dicte en virtud de esta Ley y de sus disposiciones reglamentarias, podrán interponerse los recursos que en las normas procesales se contemplen o establezcan. 
Artículo 44: La falta de pago de las multas aplicadas hará exigible su cobro por mediación fiscal, constituyendo suficiente título ejecutivo el testimonio autenticado de la resolución condenatoria firme. 
Artículo 45: El producto de las multas que por esta Ley aplique la autoridad sanitaria jurisdiccional, ingresará al Fondo Solidario de Trasplantes. 
X - DEL INSTITUTO NACIONAL CENTRAL ÚNICO COORDINADOR DE ABLACION E IMPLANTE (INCUCAI) 
Artículo 46: El Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (INCUCAI), creado por Ley 23885, que funciona en el ámbito de la Secretaría de Salud dependiente del Ministerio de Salud y Acción Social, como entidad estatal de derecho público, con personería jurídica y autarquía institucional, financiera y administrativa, está facultado para ejecutar el ciento por ciento (100 %) de los ingresos genuinos que perciba. Su fiscalización financiera y patrimonial estará a cargo de la Auditoría General de la Nación, y se realizará exclusivamente a través de las rendiciones de cuentas y estados contables que le serán elevados trimestralmente. 
Artículo 47: Serán funciones del Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (INCUCAI): 
a) Estudiar y proponer a la autoridad sanitaria las normas técnicas a que deberá responder la ablación de los órganos y tejidos anatómicos para la implantación de los mismos en seres humanos — provenientes de cadáveres humanos y entre seres humanos— y toda otra actividad incluida en la presente Ley, así como todo método de tratamiento y selección previa de pacientes que requieran trasplantes de órganos, y las técnicas aplicables a su contralor;
b) Dictar, con el asesoramiento del Consejo Federal de Salud (COFESA), las normas para la habilitación de establecimientos en que se practiquen actos médicos comprendidos en la temática, autorización de profesionales que practiquen dichos actos, habilitación de bancos de órganos y de tejidos; 
c) Fiscalizar el cumplimiento de lo establecido en la presente Ley y su reglamentación y demás normas complementarias, y colaborar en la ejecución de leyes afines a la temática, recomendando a los gobiernos provinciales adecuar su legislación y acción al cumplimiento de estos fines; 
d) Intervenir los organismos jurisdiccionales que incurran en actos u omisiones que signifiquen el incumplimiento de lo establecido por la presente Ley; e) Dictar, con el asesoramiento del Consejo Federal de Salud (COFESA), normas para la suspensión y/o revocación de una habilitación, cuando se verifique el incumplimiento de las condiciones y garantías de seguridad, eficacia y calidad de funcionamiento, el uso indebido u otras irregularidades que determine la reglamentación; 
f) Coordinar con las respectivas jurisdicciones la realización de inspecciones destinadas a verificar que los establecimientos donde se realizan las actividades comprendidas en la presente Ley, se ajusten a ésta y su reglamentación; 
g) Proponer, con el asesoramiento del Consejo Federal de Salud (COFESA), las normas para la intervención por parte de los organismos jurisdiccionales, hasta la resolución definitiva de la autoridad de aplicación o del juez competente, de los servicios o establecimientos en los que se presuma el ejercicio de actos u omisiones relacionados con el objeto de la presente Ley con peligro para la salud o la vida de las personas; 
h) Realizar actividades de docencia, capacitación y perfeccionamiento de los recursos humanos vinculados con la temática, como labor propia o a solicitud de organismos oficiales o privados, percibiendo los aranceles que a tal efecto fije la reglamentación de la presente Ley; 
i) Promover la investigación científica, mantener intercambio de información, y realizar publicaciones periódicas vinculadas con la temática del Instituto; 
j) Evaluar publicaciones y documentaciones e intervenir en la autorización de investigaciones que se realicen con recursos propios dirigidas a la tipificación de donantes de órganos, desarrollo de nuevas técnicas y procedimientos en cirugía experimental, perfusión y conservación de órganos, e investigaciones farmacológicas tendientes a la experimentación y obtención de drogas inmunosupresoras; 
k) Determinar si son apropiados los procedimientos inherentes al mantenimiento de potenciales dadores cadavéricos, diagnóstico de muerte, ablación, acondicionamiento y transporte de órganos, de acuerdo a las normas que reglan la materia; 
l) Asistir a los organismos provinciales y municipales responsables del poder de policía sanitaria en lo que hace a la materia propia de las misiones y funciones del Instituto, a requerimiento de aquéllos, pudiendo realizar convenios con los mismos y con entidades públicas o privadas con el fin de complementar su acción; 
m) Proveer la información relativa a su temática al Ministerio de Salud y Acción Social, para su elaboración y publicación, con destino a los profesionales del arte de curar y las entidades de seguridad social; 
n) Coordinar la distribución de órganos a nivel nacional, así como también la recepción y envío de los mismos a nivel internacional y las acciones que se llevan a cabo para el mantenimiento de los siguientes registros: 
1) Registro de personas que hubieren manifestado su oposición a la ablación de sus órganos y/o tejidos;
2) Registro de personas que aceptaron la ablación o condicionaren la misma a alguno de sus órganos o a algunos de los fines previstos en la presente Ley; 
3) Registro de manifestaciones de última voluntad, en las condiciones del artículo 23 en el que conste la identidad de la persona que testimonia y su relación con el causante. 
4) Registro de destino de cada uno de los órganos o tejidos ablacionados con la jerarquía propia de los registros confidenciales bajo secreto médico. 
ñ) Dirigir las acciones que permitan mantener actualizada la lista de espera de receptores potenciales de órganos y tejidos en el orden nacional, coordinando su acción con organismos regionales o provinciales de similar naturaleza; 
o) Entender en las actividades dirigidas al mantenimiento de potenciales dadores cadavéricos y supervisar la correcta determinación del diagnóstico de muerte, ablación y acondicionamiento de órganos, coordinando su acción con organismos regionales y provinciales; 
p) Efectuar las actividades inherentes al seguimiento de los pacientes trasplantados, con fines de contralor y estadísticos; 
q) Dirigir las acciones que permitan mantener actualizados los registros creados por la presente Ley en el orden nacional. 
r) Proponer normas y prestar asistencia técnica a los organismos pertinentes en la materia de esta Ley; 
s) Adquirir, construir, arrendar, administrar y enajenar bienes, aceptar herencias, legados y donaciones, estar en juicio como actor o demandado, contratar servicios, obras y suministros y en general realizar todos los actos que resulten necesarios para el cumplimiento de sus objetivos, con ajuste a las disposiciones vigentes;
t) Proponer a la Superintendencia de Servicios de Salud (SSS), las modificaciones o inclusiones que considere convenientes en su temática, proveyendo la información que le sea solicitada por dicho ente; 
u) Asistir técnica y financieramente, mediante subsidios, préstamos o subvenciones, a los tratamientos trasplantológicos que se realicen en establecimientos públicos nacionales, provinciales o municipales. Asimismo, promover y asistir directamente la creación y desarrollo de centros regionales y/o provinciales de ablación y/o implantes de órganos; 
v) Celebrar convenios con entidades privadas para su participación en el sistema; 
w) Asesorar al Poder Ejecutivo en todo lo concerniente a las campañas de difusión masiva y concientización de la población respecto de la problemática de los trasplantes; 
x) Realizar toda acción necesaria para el cumplimiento de sus fines de conformidad con la presente Ley y su reglamentación. 
Artículo 48: El Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (INCUCAI) estará a cargo de un (1) directorio integrado por un (1) presidente, un (1) vicepresidente y un (1) director, designados por el Poder Ejecutivo nacional de conformidad con las siguientes disposiciones: 
a) El presidente será designado a propuesta de la Secretaría de Políticas, Regulación y Relaciones Sanitarias, del Ministerio de Salud y Ambiente; 
b) El vicepresidente será designado a propuesta del Consejo Federal de Salud (COFESA); 
c) El director será designado previo concurso abierto de títulos y antecedentes con destacada trayectoria en la temática, cuya evaluación estará a cargo de la Secretaría de Políticas, Regulación y Relaciones Sanitarias, del Ministerio de Salud y Ambiente; 
d) Los miembros del directorio durarán cuatro (4) años en sus funciones y podrán ser reelegidos por un período más. Tendrán dedicación de tiempo completo y no podrán participar patrimonialmente en ningún instituto, entidad o institución vinculado con el objeto de esta Ley. 
Artículo 49: Corresponde al directorio: 
a) Dictar su reglamento interno; 
b) Aprobar la estructura orgánico-funcional del Instituto, el presupuesto anual de gastos, cálculo de recursos y cuentas de inversiones, y elaborar la memoria y balance al finalizar cada ejercicio. En el presupuesto de gastos no se podrá destinar más de un diez por ciento (10 %) para gastos de administración; 
c) Asignar los recursos del Fondo Solidario de Trasplantes, dictando las normas para el otorgamiento de subsidios, préstamos y subvenciones; 
d) Fijar las retribuciones de los miembros del Directorio; designar, promover, sancionar y remover al personal del Instituto, y fijar sus salarios, estimulando la dedicación exclusiva; 
e) Efectuar contrataciones de personal para la realización de labores extraordinarias o especiales que no puedan ser realizadas con sus recursos de planta permanente, fijando las condiciones de trabajo y su retribución; 
f) Delegar funciones en el presidente, por tiempo determinado. 
Artículo 50: Corresponde al presidente: 
a) Representar al Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (INCUCAI) en todos sus actos;
b) Convocar y presidir las reuniones del directorio, en las que tendrá voz y voto, el que prevalecerá en caso de empate; 
c) Invitar a participar, con voz pero sin voto, a representantes de sectores interesados cuando se traten temas específicos de su área de acción; 
d) Convocar y presidir las reuniones del Consejo Asesor; 
e) Adoptar todas las medidas que, siendo de competencia del directorio, no admitan dilación, sometiéndolas a consideración del mismo en la primera sesión; 
f) Delegar funciones en otros miembros del directorio, con el acuerdo de éste; 
g) Cumplir y hacer cumplir las resoluciones del Directorio. 
Artículo 51: En el ámbito del Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (INCUCAI) funcionarán dos (2) Consejos Asesores, de carácter honorario, que se conformarán según lo determine la reglamentación de la presente Ley: 
a) Un (1) consejo asesor de pacientes integrado por pacientes pertenecientes a las organizaciones que representan a personas trasplantadas y en espera de ser trasplantadas; 
b) Un (1) consejo asesor integrado por representantes de sociedades y asociaciones científicas, las universidades, otros centros de estudios e investigación y otros organismos regionales o provinciales de naturaleza similar a este instituto, y un (1) representante de cada región sanitaria de acuerdo con lo establecido por el Ministerio de Salud y Acción Social al respecto, incluyendo a la provincia de La Pampa dentro de la Región Patagónica, y un (1) representante de la Ciudad de Buenos Aires. 
Artículo 52: Créase el Fondo Solidario de Trasplantes, el que se integrará con los siguientes recursos:
a) La contribución del Estado Nacional, mediante los créditos que le asigne el presupuesto de la Nación; 
b) El producto de las multas provenientes de la aplicación de las sanciones administrativas y penales previstas en la presente Ley; 
c) El fondo acumulativo que surja de acreditar: 
1) El producido de la venta de bienes en desuso, los de su propia producción, las publicaciones que realice, intereses, rentas u otros frutos de los bienes que administra. 
2) Los legados, herencias, donaciones, aportes del Estado Nacional o de las provincias, de entidades oficiales, particulares o de terceros, según las modalidades que establezca la reglamentación, con destino a solventar su funcionamiento. 
3) Las transferencias de los saldos del fondo acumulativo y de los de su presupuesto anual asignado, no utilizados en el ejercicio. 
Artículo 53: Los recursos del Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (INCUCAI) serán depositados en una cuenta especial a su orden creada a estos efectos y destinados prioritariamente para asistir al desarrollo de los servicios que se realicen para tratamiento trasplantológico en establecimientos públicos nacionales, provinciales o municipales, con el objeto de asistir a pacientes carenciados sin cobertura social, como así también a fomentar la procuración de órganos y tejidos necesarios a los fines de esta Ley. Las autoridades sanitarias jurisdiccionales deberán disponer la creación de servicios de trasplantes de órganos en instituciones públicas de adecuada complejidad en sus respectivas áreas programáticas. 
Artículo 54: Los cargos técnicos del personal del Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (INCUCAI) serán cubiertos previo concurso abierto de títulos y antecedentes.
XI - DE LAS MEDIDAS PREVENTIVAS Y ACTIVIDADES DE INSPECCION 
Artículo 55: La autoridad sanitaria jurisdiccional está autorizada para verificar el cumplimiento de esta Ley y sus disposiciones reglamentarias, mediante inspecciones y pedidos de informes. A tales fines, sus funcionarios autorizados tendrán acceso a los establecimientos o servicios, habilitados o no, en que se ejerzan o se presuma el ejercicio de las actividades previstas por esta Ley, podrán proceder al secuestro de elementos probatorios y disponer la intervención provisoria de los servicios o establecimientos. 
Artículo 56: Sin perjuicio de la sanción que en definitiva corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 38, la autoridad sanitaria jurisdiccional podrá adoptar las siguientes medidas preventivas: 
a) Si se incurriera en actos u omisiones que constituyeran un daño o peligro para la salud de las personas se procederá a la clausura total o parcial de los establecimientos o servicios en que los mismos ocurrieran, o a ordenar suspender los actos médicos a que refiere esta Ley. Dichas medidas no podrán tener una duración mayor de ciento ochenta (180) días; 
b) Clausurar los servicios o establecimientos que funcionen sin la correspondiente autorización; 
c) Suspensión de la publicidad en infracción; 
Artículo 57: A los efectos de lo dispuesto en los artículos 55 y 56 de la presente Ley, la autoridad sanitaria jurisdiccional podrá requerir en caso necesario auxilio de la fuerza pública, y solicitar órdenes de allanamiento de los tribunales federales o provinciales competentes. 
XII - DEL PROCEDIMIENTO JUDICIAL ESPECIAL 
Artículo 58: Toda acción civil tendiente a obtener una resolución judicial respecto de cuestiones extrapatrimoniales relativas a la ablación e implante de órganos o tejidos será de competencia de los tribunales federales o provinciales en lo civil del domicilio del actor. En el orden federal se sustanciará por el siguiente procedimiento especial: 
a) La demanda deberá estar firmada por el actor y se acompañarán todos los elementos probatorios tendientes a acreditar la legitimidad del pedido. No será admitido ningún tipo de representación por terceros y la comparencia del actor será siempre personal, sin perjuicio del patrocinio letrado; 
b) Recibida la demanda, el Juez convocará a una audiencia personal la que se celebrará en un plazo no mayor de tres (3) días a contar de la presentación de aquélla; 
c) La audiencia será tomada personalmente por el juez y en ella deberán estar presentes el actor, el agente fiscal, el asesor de menores en su caso, un (1) perito médico, un (1) perito psiquiatra y un (1) asistente social, los que serán designados previamente por el juez. Se podrá disponer además la presencia de otros peritos, asesores o especialistas que el juez estime conveniente. La inobservancia de estos requisitos esenciales producirá la nulidad de la audiencia; 
d) Del desarrollo de la audiencia se labrará un acta circunstanciada, y en su transcurso el juez, los peritos, el agente fiscal, y el asesor de menores en su caso, podrán formular todo tipo de preguntas y requerir las aclaraciones del actor que consideren oportunas y necesarias; 
e) Los peritos elevarán su informe al juez en el plazo de cuarenta y ocho (48) horas posteriores a la audiencia, y éste podrá además, en el mismo plazo, recabar todo tipo de información complementaria que estime conveniente; 
f) De todo lo actuado se correrá vista, en forma consecutiva, al agente fiscal y al asesor de menores, en su caso, quienes deberán elevar su dictamen en el plazo de veinticuatro (24) horas; 
g) El juez dictará sentencia dentro de las cuarenta y ocho (48) horas posteriores al trámite procesal del inciso anterior; 
h) En caso de extrema urgencia, debidamente acreditada, el juez podrá establecer por resolución fundada plazos menores a los contemplados en el presente artículo, habilitando días y horas inhábiles; 
i) La inobservancia de las formalidades y requisitos establecidos en el presente artículo producirá la nulidad de todo lo actuado; 
j) La resolución que recaiga será apelable en relación, con efecto suspensivo. La apelación deberá interponerse de manera fundada en el plazo de cuarenta y ocho (48) horas, y el juez elevará la causa al superior en el término de veinticuatro (24) horas de recibida la misma. El tribunal resolverá el recurso en el plazo de tres (3) días; El agente fiscal sólo podrá apelar cuando hubiere dictaminado en sentido contrario a la resolución del juez; 
k) Este trámite estará exento del pago de sellados, tasas, impuestos o derechos de cualquier naturaleza. 
Artículo 59: El incumplimiento del juez, del agente fiscal o del asesor de menores, en su caso, a las obligaciones establecidas en el artículo anterior, se considerará falta grave y mal desempeño de sus funciones. 
Artículo 60: Invítase a los gobiernos provinciales a sancionar en sus respectivas jurisdicciones normas similares a las de este capítulo. 
XIII - DISPOSICIONES VARIAS 
Artículo 61: La Corte Suprema de Justicia de la Nación dictará la reglamentación que establezca los recaudos para la realización de ablaciones de córneas de los cadáveres depositados en la Morgue Judicial de acuerdo a los lineamientos y principios de la presente Ley. Invítase a las provincias a dictar en sus respectivas jurisdicciones normas similares a la del presente artículo. 
Artículo 62: El Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (INCUCAI) ejercerá las funciones y facultades que por esta Ley se asignan a las autoridades de contralor jurisdiccionales en aquellas jurisdicciones en las que no se encuentren en funcionamiento organismos de similar naturaleza hasta tanto los mismos sean creados y alcancen condiciones efectivas de operatividad, o hasta que las respectivas autoridades sanitarias jurisdiccionales indiquen el organismo que ha de hacerse cargo de dichas funciones. 
Artículo 63: El Poder Ejecutivo nacional deberá llevar a cabo en forma permanente, a través del Ministerio de Salud y Ambiente y si así este último lo dispusiere por medio del Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (INCUCAI), una intensa campaña señalando el carácter voluntario, altruista, desinteresado y solidario de la donación de órganos y tejidos a efectos de informar a la población el alcance del régimen que por la presente Ley se instaura. Autorízase al Ministerio de Salud y Ambiente a celebrar convenios con otras entidades u organismos públicos o privados, nacionales o internacionales para el mejor cumplimiento de este objetivo. 
Artículo 64: El Ministerio de Salud y Ambiente deberá asegurar la provisión de los medicamentos y procedimientos terapéuticos necesarios que surjan como consecuencia de los transplantes realizados en personas sin cobertura y carentes de recursos, conforme lo establezca la reglamentación de la Ley. Anexo A Trasplantes de Órganos y Tejidos - Productos Médicos (No incluído) 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 Art. 1º texto original sustituido por Ley 26066, (Art. 2º) 2 a 12 Arts. 2º a 12 texto original 13 Art. 13 texto original sustituido por Ley 26066, (Art. 3º). 14 a 18 Arts. 14 a 18 texto original 19 Art. 19 texto original, sustituido por Ley 26066, (Art. 4º). 20 Art. 19 Bis incorporado por Ley 26066 (Art. 5º), al que se le suprime el segundo párrafo por plazo cumplido. 21 Art. 19 Ter incorporado por Ley 26066 (Art. 6º). 22 Art. 20 texto original, sustituido por Ley 26326 (Art. 1º) 23 Art. 21 texto original, sustituido por Ley 26066 (Art. 8º) 24 Art. 22 texto original, sustituido por Ley 26066 (Art. 9º) 25 Art. 22 Bis incorporado por Ley 25281 (Art. 2º) 26 a 29 Arts. 23 a 26, texto original 30 Art. 27 texto original, con excepción del inc. b) sustituido por Ley 26066(Art. 10) 31 a 46 Arts. 28 a 43, texto original 47 Art. 44 texto original, con excepción de los inc. n) y q) sustituidos por ley 26066 (Art. 11). En el inciso t), Se reemplaza la referencia a la “ANSSAL” por “Superintendencia de Seguros de Salud (SSS)”, que fusionó a la ANSSAL con otros entes (Decreto 1615/96).- 48 Art. 45 texto original, sustituido por Ley 26066 (Art. 12) 49 a 51 Arts. 46 a 48, texto original 52 Art. 49 texto original, con excepción de los apartados 1), 2) y 3) del inc. c) que fueron vetados por Decreto 773/93 (Art. 1º) y en consecuencia los apartados 4), 5) y 6) originales fueron reenumerados. Se suprime el último párrafo, observado también por el mencionado Decreto (Art. 2º) 53 Art. 51 texto original. Último párrafo observado por Decreto 773/93 (Art. 4º) 54 a 60 Arts. 52 a 58 texto original 61 Art. 60 texto original 62 Art. 61 texto original 63 Art. 62 texto original, sustituido por Ley 26066 (Art. 13) 64 Se incorpora Art. 14 de la Ley 26066 Anexo A Anexo I, texto original.
Nota de la Dirección de Información Parlamentaria: Se ha sustituido en todo el texto de la presente Ley, la expresión "material anatómico" por el término "tejidos", conforme Art. 1º de la Ley 26066. 
Artículos Suprimidos: Art. 50 texto original, observado por Decreto 773/1993 (Art. 3º). Art. 59 texto original, objeto cumplido. Art. 63 texto original, objeto cumplido. Art. 64 texto original, de forma.
LEY NACIONAL Nº 24742. Comité hospitalario de ética

Sanción: 27/11/1996 
Promulgación: 18/12/1996 
Publicación: B.O. 23/12/1996 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-2140  
Artículo 1: En todo hospital del sistema público de salud y seguridad social, en la medida en que su complejidad lo permita, deberá existir un Comité Hospitalario de Ética, el que cumplirá funciones de asesoramiento, estudio, docencia y supervisión de la investigación respecto de aquellas cuestiones éticas que surgen de la práctica de la medicina hospitalaria. 
Artículo 2: Los Comités Hospitalarios de Ética funcionarán como equipos interdisciplinarios integrados por médicos, personal paramédico, abogados, filósofos y profesionales de las ciencias de la conducta humana, que podrán pertenecer o no a la dotación de personal del establecimiento. Desarrollarán su actividad dependiendo de la dirección del hospital, y quedarán fuera de su estructura jerárquica. 
Artículo 3: Serán temas propios de los comités hospitalarios de ética, aunque no en forma excluyente, los siguientes: 
a) Tecnologías reproductivas;
b) Eugenesia; 
c) Experimentación en humanos; 
d) Prolongación artificial de la vida; 
e) Eutanasia; 
f) Relación médico-paciente; 
g) Calidad y valor de la vida; 
h) Atención de la salud; 
i) Genética; 
j) Trasplante de órganos; 
k) Salud mental; 
l) Derecho de los pacientes; 
m) Secreto profesional; 
n) Racionalidad en el uso de los recursos disponibles. 
Artículo 4: Las recomendaciones de los comités hospitalarios de ética no tendrán fuerza vinculante, y no eximirán de responsabilidad ética y legal al profesional interviniente ni a las autoridades del hospital. 
Artículo 5: El Ministerio de Salud y Acción Social establecerá las normas a las que se sujetará el desarrollo de las actividades de los comités hospitalarios de ética. 
Artículo 6: La presente Ley deberá ser reglamentada en el plazo de ciento ochenta días (180) de su publicación. 
Artículo 7: Invítase a las provincias a adherir al régimen de la presente. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 5 Arts. 1º a 5º, texto original.- 6 Art. 6º texto original, adaptado por objeto cumplido en lo que respecta al plazo de entrada en vigencia. 7 Art. 7º, texto original. 
Artículos Suprimidos: Artículo 8º, texto original de forma.
LEY NACIONAL Nº 24788. Ley nacional de lucha contra el alcoholismo 
Sanción: 05/03/1997 
Promulgación: 31/03/1997 
Publicación: B.O. 03/04/1997 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-2159 
Artículo 1: Queda prohibido en todo el territorio nacional, el expendio de todo tipo de bebidas alcohólicas a menores de dieciocho (18) años de edad. 
Artículo 2: Declárase de interés nacional la lucha contra el consumo excesivo de alcohol. 
Artículo 3: A los efectos de esta Ley, se considerarán bebidas alcohólicas aquellas que contengan alcohol cualquiera sea su graduación. 
Artículo 4: La prohibición regirá cualquiera sea la naturaleza de las bocas de expendio, ya sea que se dediquen en forma total o parcial a la comercialización de bebidas. Queda prohibido el consumo de bebidas alcohólicas en la vía pública y en el interior de los estadios u otros sitios, cuando se realicen en forma masiva actividades deportivas, educativas, culturales y/o artísticas, excepto en los lugares y horarios expresamente habilitados por la autoridad competente. 
Artículo 5: Las bebidas alcohólicas que se comercialicen en el país, deberán llevar en sus envases, con caracteres destacables y en un lugar visible, la graduación alcohólica correspondiente a su contenido. También se consignarán las siguientes leyendas: "Beber con moderación". "Prohibida su venta a menores de 18 años". 
Artículo 6: Queda prohibida toda publicidad o incentivo de consumo de bebidas alcohólicas, que: 
a) Sea dirigida a menores de dieciocho (18) años; 
b) Utilicen en ella a menores de dieciocho (18) años bebiendo; 
c) Sugiera que el consumo de bebidas alcohólicas mejora el rendimiento físico o intelectual de las personas; 
d) Utilice el consumo de bebidas alcohólicas como estimulante de la sexualidad y/o de la violencia en cualquiera de sus manifestaciones: 
e) No incluya en letra y lugar visible las leyendas "Beber con moderación". "Prohibida su venta a menores de 18 años". 
Artículo 7: Prohíbese en todo el territorio nacional la realización de concursos, torneos o eventos de cualquier naturaleza, sea con o sin fines de lucro, que requieran la ingesta de bebidas alcohólicas desnaturalizando los principios de la degustación, de la catación o cualquier otra manera destinada a evaluar la calidad de los productos. 
Artículo 8:- Créase el Programa Nacional de Prevención y Lucha contra el Consumo Excesivo de Alcohol, que será conformado por representantes de los Ministerios de Salud y Acción Social de la Nación, de Cultura y Educación de la Nación, de la Secretaría de Programación para la Prevención de la Drogadicción y Lucha contra el Narcotráfico. 
Artículo 9: El Consejo Federal de Cultura y Educación acordará los aspectos educativos del Programa Nacional de Prevención y Lucha contra el Consumo Excesivo de Alcohol, debiendo incluir en los contenidos curriculares de todos los niveles, ciclos y modalidades, temas vinculados al consumo excesivo de alcohol.
Artículo 10: Los establecimientos médico-asistenciales públicos, del sistema de seguridad social y privado, deberán encarar acciones de prevención primaria de acuerdo a su nivel de complejidad; y de detección precoz de la patología vinculada con el consumo excesivo de alcohol. 
Artículo 11: El Programa Nacional de Prevención y Lucha contra el Consumo Excesivo de Alcohol contará con un consejo asesor que estará integrado por representantes de instituciones públicas y/o privadas cuyos fines se relacionen con los objetivos del programa y serán designados por el Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación y el Ministerio de Cultura y Educación de la Nación y la Secretaría de Programación para la Prevención de la Drogadicción y la Lucha contra el Narcotráfico. 
Artículo 12: Las obras sociales y asociaciones de obras sociales, incluídas en la Ley 23660, recipiendarias del Fondo de Redistribución de la Ley 23661, y las entidades de medicina prepaga, deberán reconocer en la cobertura para los tratamientos médicas, farmacológicos y/o psicológicos, la patología del consumo de alcohol, determinada en la Clasificación Internacional de Enfermedades declaradas por el Comité de Expertos de la Organización Mundial de la Salud. Deberán brindar a los pacientes alcohólicos la asistencia y rehabilitación que su estado requiera, como asimismo encarar acciones de prevención primaria. 
Artículo 13: Las obras sociales elaborarán los programas destinados a cubrir las contingencias previstas en el artículo precedente que deberán ser previstas en el artículo precedente que deberán ser presentadas ante la Superintendencia de Seguros de Salud (SSS) para su aprobación y financiamiento, previa existencia en el presupuesto general de la Nación de partidas específicas destinadas a tal fin. La no presentación en tiempo y forma de los programas previstos generará las sanciones establecidas en las leyes 23660 y 23661 con relación a las infracciones.
Artículo 14: La violación a la prohibición de expendio de bebidas alcohólicas de los artículos 1° y 4° será sancionada con multa de quinientos pesos ($500) a diez mil pesos ($10.000) o la clausura del local o establecimiento por el término de diez días. En caso de reincidencia la multa podrá elevarse hasta mil pesos ($1.000) en su mínimo y cincuenta mil pesos ($50.000) en su máximo, y la clausura del local o establecimiento hasta ciento ochenta (180) días. 
Artículo 15: El que infrinja lo dispuesto en el artículo 7°, será reprimido con prisión de seis meses a dos años y con una multa de dos mil ($2.000) a veinte mil pesos ($20.000). Además se impondrá la clausura del local donde se realizaren los hechos, por un término de hasta treinta (30) días. En caso de reincidencia, la clausura del local será definitiva. Si a consecuencia del hecho resultare la muerte de alguna persona, la pena será de dos (2) a cinco (5) años de prisión, y si resultaren lesiones la pena será de uno (1) a cuatro (4) años de prisión. Si la víctima del hecho resultare un menor de dieciocho (18) años de edad la pena máxima se elevará en un tercio. 
Artículo 16: En caso de producirse las consecuencias a que se refiere el tercero y cuarto párrafo del artículo anterior, la clausura del local será definitiva. 
Artículo 17: La violación a lo previsto en los artículos 5° y 6° será sancionada con multa de cinco mil ($5.000) a cien mil pesos ($100.000). La sanción por la infracción al artículo 6° se aplicará tanto al anunciante como a la empresa publicitaria. 
Artículo 18: La aplicación de las sanciones previstas en esta Ley en el ámbito de la Capital Federal, será competencia de la Justicia en lo Correccional; con excepción de las establecidas en los artículos 15 y 16 que será de competencia de los tribunales en lo criminal.
Artículo 19: Las multas que se recauden por aplicación de la presente Ley serán destinadas: 
a) Un cuarenta por ciento (40 %) al programa creado en el artículo 8°; 
b) Un sesenta por ciento (60 %) a las jurisdicciones en las que fueran percibidas para ser aplicadas a los programas previstos en los artículos 9° y 10. 
Artículo 20: Los contratos relacionados con la publicidad de bebidas alcohólicas respecto de los cuales la autoridad competente tenga acreditado que fueron celebrados con anterioridad la vigencia de la presente Ley, podrán ser ejecutados sin atenerse a sus preceptos por el plazo de seis (6) meses contados a partir de la fecha de la firma de los mismos. 
Artículo 21: La presente Ley tendrá vigencia en todo el territorio nacional. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1° a 12° Arts 1° a 12, texto original. - 13 Art. 13, texto original. Se reemplaza la referencia a la “ANSSAL” por “Superintendencia de Seguros de Salud (SSS)”, que fusionó a la ANSSAL con otros entes (Decreto 1615/96). - 14 a 16 Art. 14 a 16 texto original 17 a 21 Arts. 18 a 22 texto original 21 Art. 22 texto original. Se elimina la referencia final a un artículo que modifica la Ley 24449.- 
Artículos Suprimidos: Artículo 17, texto original objeto cumplido. Artículo 23, texto original, de forma.
DECRETO NACIONAL Nº 200/1997. Prohibición de clonación humana
Sanción: 07/03/1997 
Publicación: B.O. 12/03/1997 

Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-2162 

Artículo 1: Prohíbense los experimentos de clonación relacionados con seres humanos. 

Artículo 2: Encomiéndase al Ministerio de Salud y Acción Social que elabore el proyecto de ley respectivo.

ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 Art. 1° texto original.- 2 Art. 2° texto original se suprime el plazo por encontrarse vencido.- 
Artículos Suprimidos: Artículo 3°, texto original notificación al congreso por DNU, mensaje 0201/97 Artículo 4°, texto original de forma.
LEY NACIONAL Nº 24960. Premio prevención de las adicciones 
Sanción: 13/05/1998 
Promulgación: 04/06/1998 
Publicación: B.O. 10/06/1998 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-2229 
Artículo 1: Institúyese el premio "prevención de las adicciones", el que tendrá como finalidad incentivar la participación en la prevención de la drogadependencia. 
Artículo 2: Podrán participar como aspirantes al primer o segundo premio: 
a) Proyectos en desarrollo de iniciativas preventivas comunitarias en barrios, por entidades no gubernamentales, sobre uso indebido y reducción de la demanda de tabaco, alcohol y otras sustancias que puedan provocar adicción; 
b) Proyectos en desarrollo de centros preventivos escolares en los que participen alumnos, padres y docentes, en establecimientos primarios y/o secundarios; 
c) Proyectos en desarrollo de centros preventivos universitarios; 
d) Proyectos de programas de prevención sobre uso indebido y reducción de la demanda de tabaco, alcohol y otras sustancias que puedan provocar adicción, a través de los medios de comunicación social: -- Gráficos, -- Radiales, -- Televisivos; 
e) Proyectos de campañas publicitarias sobre uso indebido y reducción de la demanda de tabaco, alcohol y otras sustancias que puedan provocar adicción: -- Afiches y folletería, -- Indumentaria. 
Artículo 3: El premio será entregado anualmente para cada categoría y consistirá en un primer premio de doce mil pesos ($ 12.000), una medalla y un diploma y un segundo premio de seis mil pesos ($ 6.000), una medalla y un diploma. 
Artículo 4: Las obras deberán ser inéditas, originales y no premiadas anteriormente. 
Artículo 5: La Secretaría de Programación para la Prevención de la Drogadicción y la Lucha contra el Narcotráfico, en coordinación con los organismos provinciales, dará amplia difusión al certamen; y será la encargada de la organización y seguimiento del mismo. 
Artículo 6: El jurado estará integrado por dos (2) miembros de la Comisión de Prevención de Adicciones y Control del Narcotráfico de la Cámara de Diputados, dos (2) miembros de la Comisión de Seguridad Interior y Narcotráfico del Senado de la Nación y cuatro (4) miembros de organismos provinciales competentes en prevención y asistencia de las adicciones, designados por sorteo entre las provincias que tengan mayor cantidad de proyectos presentados al concurso. Dicho jurado será presidido por un miembro de la Secretaría de Programación para la Prevención de la Drogadicción y la Lucha contra el Narcotráfico. 
Artículo 7: Los fondos que demande la aplicación de la presente Ley estarán a cargo de la Secretaría de Programación para la Prevención de la Drogadicción y la Lucha contra el Narcotráfico. 
Artículo 8: La reglamentación de la presente Ley dictaminará la forma, plazos y condiciones de la presentación de los trabajos enunciados en el Artículo 1º. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 8 Arts. 1º a 8º texto original, adaptado el nombre de las Comisiones mencionadas en el Artículo 6º a los cambios hechos en los Reglamentos de la H. Cámara de Diputados y del H. Senado. En el primer caso, en forma explícita por Resolución de fecha 28/11/2002 (Orden del día 1597); en el segundo, por reforma global del reglamento (Expediente 4- S-2001, Orden del Día 1253/2002). 
Artículos Suprimidos: Art 9º, texto original, de forma.

DECRETO NACIONAL Nº 939/2000. Régimen de Hospitales Públicos de Gestión Descentralizada 

Firmado: 19/10/2000

Publicado: 24/10/2000
Artículo 1: Créase el Régimen de Hospitales Públicos de Gestión Descentralizada (HPGD).

Artículo 2: Serán objetivos del presente régimen los siguientes:

a) Promover acciones tendientes a incrementar los presupuestos hospitalarios a través de los ingresos obtenidos por el cobro de las prestaciones efectuadas a beneficiarios de otros subsistemas de salud.

b) Fomentar una gestión eficiente y racional de la salud.

c) Mejorar los actuales niveles de accesibilidad de la población sin cobertura.

d) Respetar las particularidades regionales y locales de los establecimientos bajo el sostenimiento y consolidación de una concepción federal de la salud.

e) Aumentar el compromiso del personal con el establecimiento a partir de la distribución de un porcentual de los ingresos obtenidos como resultado de la actividad de cobranza de la facturación presentada.

Artículo 3: A tal efecto se establece en el ámbito de la SECRETARIA DE ATENCION SANITARIA del MINISTERIO DE SALUD el REGISTRO NACIONAL DE HOSPITALES PUBLICOS DE GESTION DESCENTRALIZADA (RNHPGD), que reemplazará al REGISTRO NACIONAL DE HOSPITALES PUBLICOS DE AUTOGESTION creado por el Decreto N° 578/93.

Artículo 4: Las distintas jurisdicciones (nacional, provincial y/o municipal) podrán inscribir en dicho Registro todos los hospitales públicos de su dependencia que cumplan con la presente normativa. Asimismo, podrán hacerlo por sí las instituciones descentralizadas que cuenten con personería jurídica.

Artículo 5: Los HOSPITALES PUBLICOS DE GESTION DESCENTRALIZADA deberán garantizar la gratuidad del acceso a la atención de la salud, eliminando todo tipo de arancelamiento por la utilización de los servicios que brinda a la población.

Artículo 6: El HOSPITAL PUBLICO DE GESTION DESCENTRALIZADA actuará de acuerdo con las normas vigentes en la jurisdicción a la que pertenezca y con las facultades legales que le asigne la autoridad competente en el marco de dichas normas.

Artículo 7: El HOSPITAL PUBLICO DE GESTION DESCENTRALIZADA guiará su accionar a través de los siguientes lineamientos:

a) Garantizar la máxima cobertura posible, de acuerdo con su nivel de complejidad, a la población no cubierta por los restantes subsistemas de atención de la salud.

b) Orientar un cambio del modelo de Atención de la Salud en todos sus niveles en el Marco Estratégico-Político para la Salud de los Argentinos, de acuerdo con lo establecido en el Decreto N° 455/00.

c) Promover el desarrollo de la figura del médico de cabecera o de familia.

d) Mejorar progresivamente los niveles de calidad a partir del cumplimiento de normas de calidad.

e) Participación comunitaria en el control de la accesibilidad y la calidad de atención brindada a la población.

Artículo 8: El HOSPITAL PUBLICO DE GESTION DESCENTRALIZADA podrá:

a) Realizar convenios, a través de la autoridad jurisdiccional correspondiente, o por sí en caso de poseer personería jurídica, con entidades de la seguridad social comprendidas en la Ley N° 23.660 y sus modificatorias, en relación con las prestaciones que las mismas están obligadas a brindar a sus beneficiarios.

b) Cobrar a terceros pagadores los servicios que brinde a usuarios de obras sociales, mutuales, empresas de medicina prepaga, de seguros de accidentes, de medicina laboral u otras similares dentro de los límites de la cobertura oportunamente contratada por el usuario y de acuerdo a las obligaciones en materia prestacional que fije la normativa vigente.

c) Complementar los servicios prestacionales que brinda a la población, a través de la integración de redes de servicios de salud con otros establecimientos asistenciales públicos y/o privados, debidamente habilitados por autoridad competente.

d) Disponer sobre la ejecución del presupuesto y sobre los recursos generados por el propio hospital de acuerdo al marco normativo de su propia jurisdicción.

Artículo 9: El HOSPITAL PUBLICO DE GESTION DESCENTRALIZADA estará sujeto a las siguientes obligaciones:

a) Cumplir con los requisitos básicos que establezca el PROGRAMA NACIONAL DE GARANTIA DE CALIDAD DE LA ATENCION MEDICA.

b) Contar con habilitación y categorización por la autoridad competente en la jurisdicción.

c) Elaborar y elevar a la autoridad jurisdiccional, para su aprobación, el programa anual operativo y el cálculo de gastos y recursos.

d) Contar con manuales de funcionamiento y normas y procedimientos técnicos y administrativos acordes a su nivel de complejidad y perfil asistencial.

e) Ejercer la administración de personal, en el marco de las políticas y normativas jurisdiccionales vigentes.

f) Contar con su propio reglamento interno y constituir comisiones y/o comités técnicos asesores.

g) Extender los horarios de atención, brindando asistencia ambulatoria y programada ente las 8:00 y las 20:00 horas.

Artículo 10: La Dirección del establecimiento deberá contar con personal con capacitación y experiencia en administración sanitaria. Deberá integrar a representantes comunitarios, bajo la forma de Consejos Locales de Salud, para cumplimentar lo expresado en el artículo 7°, inciso e) del presente. En los establecimientos de mediana y alta complejidad deberá contarse con un Consejo Asesor Técnico-Administrativo. La autoridad jurisdiccional competente fijará la composición, funciones, atribuciones y obligaciones tanto de la dirección como de los consejos que la integran.

Artículo 11: El HOSPITAL PUBLICO DE GESTION DESCENTRALIZADA continuará recibiendo las transferencias presupuestarias del ámbito jurisdiccional correspondiente, a las que se agregarán los recursos generados a partir de la puesta en marcha del presente Régimen.

Artículo 12: El HOSPITAL PUBLICO DE GESTION DESCENTRALIZADA no podrá destinar al proceso administrativo de la facturación, en cualquiera de sus instancias, un monto que comprometa el adecuado financiamiento de las actividades hospitalarias.

Artículo 13: Los ingresos que perciba el HOSPITAL PUBLICO DE GESTION DESCENTRALIZADA en concepto de prestaciones facturadas a terceros pagadores serán administrados directamente por él mismo, debiendo establecer la autoridad jurisdiccional el porcentaje a distribuir entre:

a) Un Fondo de Redistribución Solidaria que deberá privilegiar, al momento de la asignación de los recursos, el desarrollo de acciones y/o programas de promoción de la salud y prevención de la enfermedad que tomen como referencia lo establecido en el Decreto N° 455/00.

b) Un Fondo para Inversiones, Funcionamiento y Mantenimiento del hospital administrado por las autoridades del establecimiento.

c) Un Fondo para Distribución mensual entre todo el personal del hospital sin distinción de categorías y funciones, de acuerdo con las pautas y en los porcentajes que la autoridad jurisdiccional determine en base a criterios de productividad y eficiencia del establecimiento.

Artículo 14: El Fondo de Redistribución Solidaria deberá privilegiar al momento de la asignación de los recursos el desarrollo de acciones y/o programas de promoción de la salud y prevención de la enfermedad, todo ello sobre la base de la atención primaria de la salud y la estrategia de médicos de cabecera. La base geográfica del servicio deberá fundamentarse en el concepto de área programa.

Artículo 15: Los agentes del SISTEMA NACIONAL DEL SEGURO DE SALUD podrán convenir la atención de sus beneficiarios libremente con los HOSPITALES PUBLICOS DE GESTION DESCENTRALIZADA. Cuando no exista convenio previo el HOSPITAL PUBLICO DE GESTION DESCENTRALIZADA podrá facturar al agente del SISTEMA NACIONAL DEL SEGURO DE SALUD las prestaciones que brinde, de acuerdo a los valores que fije el MINISTERIO DE SALUD.

Artículo 16: Los agentes del SISTEMA NACIONAL DEL SEGURO DE SALUD a que hace referencia el artículo 1° del Decreto N° 9/93 están obligados a pagar, según el sistema automático establecido en el mismo, las prestaciones que sus beneficiarios demanden a los Hospitales Públicos que cumplan con lo prescrito en la presente norma.

Artículo 17: Los agentes del SISTEMA NACIONAL DEL SEGURO DE SALUD están obligados a saldar el pago de lo facturado por el HOSPITAL PUBLICO DE GESTION DESCENTRALIZADA dentro de los SESENTA (60) días corridos de presentada la facturación mensual.

Artículo 18: Vencido dicho plazo y de no mediar acuerdo entre las partes, el HOSPITAL PUBLICO DE GESTION DESCENTRALIZADA podrá reclamar el pago a la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD, la que procederá automáticamente al débito de lo facturado de la cuenta del agente del Sistema Nacional del Seguro de Salud correspondiente y al pago de la misma dentro de los QUINCE (15) días hábiles de efectuada dicha retención. En el caso de discrepancias en los montos de la facturación entre el HOSPITAL PUBLICO DE GESTION DESCENTRALIZADA y el agente del SISTEMA NACIONAL DEL SEGURO DE SALUD, la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD elevará su opinión al MINISTERIO DE SALUD, cuya decisión será definitoria.

Artículo 19: El MINISTERIO DE SALUD podrá:

a) De común acuerdo con la autoridad jurisdiccional respectiva, incluir en el REGISTRO NACIONAL DE HOSPITALES PUBLICOS DE GESTION DESCENTRALIZADA a los establecimientos asistenciales que no cumplieran en su totalidad con las condiciones previstas en el presente, acordando para ello un Programa de transición y reforma, bajo monitoreo conjunto, que así lo justifique.

b) Brindar asistencia técnica y financiera a través de programas específicos para el desarrollo del HOSPITAL PUBLICO DE GESTION DESCENTRALIZADA, así como para la formación y capacitación del recurso humano. Asimismo, orientará los programas de asistencia financiera multilateral, al fortalecimiento y desarrollo del modelo propuesto.

Artículo 20: El MINISTERIO DE SALUD será la Autoridad de Aplicación del presente Decreto, quedando facultado para dictar todas las normas aclaratorias, interpretativas o complementarias que hagan al mejor cumplimiento del mismo.

Artículo 21: Derógase el Decreto N° 578/93.

Artículo 22: Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y Archívese.

LEY NACIONAL Nº 25392. Creación del Registro Nacional de Donantes de Células Progenitoras Hematopoyéticas 

Sanción: 30/11/2000 
Promulgación: 08/01/2001 
Publicación: B.O. 10/01/2001 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-2469 
Artículo 1: Créase el Registro Nacional de Donantes de Células Progenitoras Hematopoyéticas. 
Artículo 2: El Registro a que se refiere el artículo anterior tendrá su sede en el Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante (INCUCAI), siendo éste su organismo de aplicación. A esos fines, la operatividad del Instituto será la siguiente: a) Nivel I: Establecimiento de centros de reclutamiento de dadores, en forma directa o mediante convenios con las distintas jurisdicciones; b) Nivel II: Centros de tipificación de dadores, que funcionarán en los laboratorios de histocompatibilidad habilitados a tal fin; c) Nivel III: Centro informático en el Registro, a partir del aporte de datos relevados de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3°. 
Artículo 3: El Registro será depositario de los datos identificatorios y de filiación de los potenciales donantes, y deberá registrar, además, toda información derivada de los estudios de histocompatibilidad de células progenitoras hematopoyéticas realizados en los laboratorios a que se refiere el artículo 2° inciso b), en las condiciones y plazos que determine la reglamentación. 
Artículo 4: La autoridad de aplicación está facultada para intercambiar información con todos aquellos países que tengan registros similares a los creados por esta ley, a efectos de dar una mejor, más amplia y rápida cobertura a aquellos pacientes que la requieran. 
Artículo 5: Invítase a las provincias a adecuar su legislación y normativas reglamentarias y de ejecución a las disposiciones de la presente ley. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1° a 4° Arts. 1º a 4º texto original 5° Art. 6° texto original 
Artículos Suprimidos: Art. 5º, texto original, objeto cumplido Art. 7º texto original, de forma.

LEY NACIONAL Nº 25404. Medidas de protección para las personas que padecen epilepsia 
Sanción: 07/03/2001 
Promulgación: 28/03/2001 
Publicación: B.O. 03/04/2001 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-2478 
Artículo 1: La presente Ley garantiza a toda persona que padece epilepsia el pleno ejercicio de sus derechos, proscribe todo acto que la discrimine y dispone especiales medidas de protección que requiere su condición de tal. 
Artículo 2: La epilepsia no será considerada impedimento para la postulación, el ingreso y desempeño laboral, salvo lo expresado en el Artículo 7º. 
Artículo 3: Todo paciente epiléptico tiene derecho a acceder a la educación en sus distintos niveles sin limitación alguna que reconozca como origen su enfermedad. 
Artículo 4: El paciente epiléptico tiene derecho a recibir asistencia médica integral y oportuna. 
Artículo 5: El desconocimiento de los derechos emergentes de los artículos 2º y 3º de la presente Ley será considerado acto discriminatorio en los términos de la Ley 23592. 
Artículo 6: Las prestaciones médico-asistenciales a que hace referencia la presente Ley quedan incorporadas de pleno derecho al Programa Médico Obligatorio (PMO) aprobado por resolución Nº 939/00 del Ministerio de Salud, sin perjuicio de aplicar, cuando correspondiere, lo dispuesto por las Leyes 22431 y 24901 y sus normas reglamentarias y complementarias. 
Artículo 7: El médico tratante extenderá al paciente, a requerimiento de éste, una acreditación de su aptitud laboral, en la que se indicarán, si fuere necesario, las limitaciones y las recomendaciones del caso. 
Artículo 8: En toda controversia judicial o extrajudicial en la cual el carácter de epiléptico fuere invocado para negar, modificar y extinguir derechos subjetivos de cualquier naturaleza, será imprescindible el dictamen de los profesionales afectados al programa a que se refiere el Artículo 9º de la presente, el que no podrá ser suplido por otras medidas probatorias. 
Artículo 9: El Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Salud en su calidad de autoridad de aplicación de la presente, llevará a cabo un programa especial en lo relacionado con la epilepsia, que tendrá los siguientes objetivos, sin perjuicio de otros que se determinen por vía reglamentaria: 
a) Entender en todo lo referente a la investigación, docencia, prevención, diagnóstico, tratamiento y seguimiento de la enfermedad en sus aspectos médicos, sociales y laborales; 
b) Dictar las normas que desde el ámbito de su competencia permitan el mejor cumplimiento del objeto de la presente; 
c) Realizar estudios estadísticos que abarquen a todo el país; 
d) Llevar adelante campañas educativas destinadas a la comunidad en general y a grupos específicos tendientes a crear conciencia sobre la enfermedad, a alertar sobre la necesidad de tratamiento oportuno y a evitar la discriminación de los pacientes; 
e) Prestar colaboración científica y técnica a las autoridades provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a fin de elaborar sus programas regionales;
f) Promover la concertación de acuerdos internacionales, especialmente con los países signatarios del Tratado de Asunción, para la formulación y desarrollo de programas comunes relacionados con los fines de esta Ley; 
g) Realizar convenios de mutua colaboración en la materia, con las autoridades provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; 
h) Asegurar a los pacientes sin cobertura médico-asistencial y carentes de recursos económicos la provisión gratuita de la medicación requerida; 
i) Realizar todas las demás acciones emergentes de lo dispuesto en la presente y su reglamentación. 
Artículo 10: Los gastos que demande la presente se tomarán de los créditos que correspondan a la partida presupuestaria del Ministerio de Salud. 
Artículo 11: Invítase a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a dictar para el ámbito de sus respectivas jurisdicciones normas de similar naturaleza. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 9 Arts. 1º a 9° texto original Art. 10 Art. 11 texto original Art. 11 Art. 12 texto original 
Artículos Suprimidos: Art. 10, texto original, objeto cumplido. Art. 13, texto original, de forma.

LEY NACIONAL Nº 25415. Programa Nacional de Detección Temprana y Atención de la Hipoacusia 
Sanción: 04/04/2001 
Promulgación: 26/04/2001 
Publicación: B.O. 03/05/2001 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-2481  
Artículo 1: Todo niño recién nacido tiene derecho a que se estudie tempranamente su capacidad auditiva y se le brinde tratamiento en forma oportuna si lo necesitare. 
Artículo 2: Será obligatoria la realización de los estudios que establezcan las normas emanadas por autoridad de aplicación conforme al avance de la ciencia y la tecnología para la detección temprana de la hipoacusia, a todo recién nacido, antes del tercer mes de vida. 
Artículo 3: Las obras sociales y asociaciones de obras sociales regidas por leyes nacionales y las entidades de medicina prepaga deberán brindar obligatoriamente las prestaciones establecidas en esta Ley, las que quedan incorporadas de pleno derecho al Programa Médico Obligatorio (PMO) dispuesto por Resolución 939/2000 del Ministerio de Salud, incluyendo la provisión de audífonos y prótesis auditivas así como la rehabilitación fonoaudiológica.
Artículo 4: Créase el Programa Nacional de Detección Temprana y Atención de la Hipoacusia en el ámbito del Ministerio de Salud, que tendrá los siguientes objetivos, sin perjuicio de otros que se determinen por vía reglamentaria: 
a) Entender en todo lo referente a la investigación, docencia, prevención, detección y atención de la hipoacusia; 
b) Coordinar con las autoridades sanitarias y educativas de las provincias que adhieran al mismo y, en su caso, de la Ciudad de Buenos Aires, las campañas de educación y prevención de la hipoacusia tendientes a la concientización sobre la importancia de la realización de los estudios diagnósticos tempranos, incluyendo la inmunización contra la rubéola y otras enfermedades inmunoprevenibles; 
c) Planificar la capacitación del recurso humano en las prácticas diagnósticas y tecnología adecuada; 
d) Realizar estudios estadísticos que abarquen a todo el país con el fin de evaluar el impacto de la aplicación de la presente Ley; 
e) Arbitrar los medios necesarios para proveer a todos los hospitales públicos con servicios de maternidad, neonatología y/u otorrinolaringología los equipos necesarios para la realización de los diagnósticos que fueren necesarios; 
f) Proveer gratuitamente prótesis y audífonos a los pacientes de escasos recursos y carentes de cobertura médico-asistencial; 
g) Establecer, a través del Programa Nacional de Garantía de Calidad de la Atención Médica, las normas para acreditar los servicios y establecimientos incluidos en la presente Ley, los protocolos de diagnóstico y tratamiento para las distintas variantes clínicas y de grado de las hipoacusias. 
Artículo 5: El Ministerio de Salud realizará las gestiones necesarias para lograr la adhesión de las provincias y de la Ciudad de Buenos Aires a la presente Ley. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 5 Arts. 1º a 5°, texto original 
Artículos Suprimidos: Artículo 6, texto original, observado por Decreto 469/2001 (Art. 1º) Artículo 7º, texto original, de forma.

LEY NACIONAL Nº 25421. Programa de Asistencia Primaria de Salud Mental 

Sanción: 04/04/2001 
Promulgación: 26/04/2001 
Publicación: B.O. 03/05/2001 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-2482 
Artículo 1: Créase el Programa de Asistencia Primaria de Salud Mental (APSM), que tendrá por función propiciar y coordinar las acciones que se derivan de la aplicación de la presente Ley. El Ministerio de Salud es el organismo de aplicación de la misma. 
Artículo 2: Todas las personas tienen derecho a recibir asistencia primaria de salud mental, cuando lo demanden personalmente o a través de terceros, o a ser tributaria de acciones colectivas que la comprendan. 
Artículo 3: Las instituciones y organizaciones prestadoras de salud públicas y privadas deberán disponer, a partir de la reglamentación de la presente ley, los recursos necesarios para brindar asistencia primaria de salud mental a la población bajo su responsabilidad, garantizando la supervisión y continuidad de las acciones y programas. 
Artículo 4: A los efectos de la presente Ley, se entiende por atención primaria, prevención, promoción y protección de la salud mental, a la estrategia de salud basada en procedimientos de baja complejidad y alta efectividad, que se brinda a las personas, grupos o comunidades con el propósito de evitar el desencadenamiento de la enfermedad mental y la desestabilización psíquica, asistir a las personas que enferman y procurar la rehabilitación y reinserción familiar, laboral, cultural y social de los pacientes graves, luego de superada la crisis o alcanzada la cronificación. 
Artículo 5: Se consideran dispositivos y actividades del Programa de Asistencia Primaria de Salud Mental, las que realizan los efectores del APSM y se detallan en el ANEXO A; todas las cuales se procurará integrar en las estrategias generales y específicas de APSM y Salud Pública. 
Artículo 6: Invítase a las provincias a adherir a esta ley. 
ANEXO A 
ATENCION PRIMARIA — Programas específicos de salud mental en la comunidad. — Programas de salud mental que se hallan comprendidos en programas de salud en general, que desarrolla un equipo interdisciplinario. — Interconsulta en el equipo de salud. — Atención básica en salud mental a pacientes bajo programa. 
PROMOCION Y PROTECCION — Actividades dirigidas a poblaciones de riesgo que promueven la participación, autonomía, sustitución de lazos de dependencia, desarrollo y creatividad de las personas. — Creación de espacios alternativos para la capacitación laboral y el establecimiento de lazos sociales. 
PREVENCION— Aplicación de los recursos de promoción y protección para evitar situaciones específicas que se detectan en grupos de riesgo. Ejemplo: ludoteca, actividades recreativas y creativas, actividades comunitarias. Prevención terciaria, rehabilitación y reinserción social y familiar. — Acompañamiento terapéutico. — Talleres protegidos. — Casas de medio camino. — Hostales. 
Los organismos públicos de salud organizarán y coordinarán redes locales, regionales y nacionales ordenadas según criterios de complejidad creciente, que contemplen el desarrollo adecuado de los recursos para la atención primaria de salud mental, articulen los diferentes niveles y establezcan mecanismos de referencia y contrarreferencia que aseguren y normaticen el empleo apropiado y oportuno de los mismos y su disponibilidad para toda la población, acordando recursos uniformes que acompañen al paciente y posibiliten la comunicación, dentro de los límites que marcan la ética y los preceptos jurídicos. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 5 Arts. 1º a 5º texto original 6 Art. 7°, texto original Anexo A Anexo I, texto original 
Artículos Suprimidos: Art. 6º, vetado por Decreto 465/2001. Art. 8°, texto original, de forma.

LEY NACIONAL Nº 25459. Características de la leche en polvo incorporada a programas alimentarios 
Sanción: 15/08/2001 
Promulgación: 10/09/2001 
Publicación: B.O. 12/09/2001 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-2493 
Artículo 1: En los programas alimentarios implementados por el Gobierno nacional dirigidos a niños y mujeres embarazadas, que incluyan distribución de leche entera en polvo, la misma deberá estar fortificada con las siguientes cantidades de minerales y vitaminas por cada cien (100) gramos: 
a) Hierro (como sulfato ferroso) doce (12) mg; 
b) Zinc (como acetato o sulfato) cero seis (06) mg; 
c) Ácido Ascórbico cien (100) mg. 
Artículo 2: El Ministerio de Salud, en su condición de autoridad de aplicación de la presente Ley, está facultado para modificar los valores expresados en el artículo anterior, cuando la población destinataria de los planes mencionados, en distintas regiones del país, incorpore los referidos nutrientes a través de otros alimentos que integran su dieta habitual.
Artículo 3: Las condiciones de envase y rotulado de los productos a que se refiere la presente Ley serán determinadas por vía reglamentaria. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 3 Arts. 1° a 3° Texto original. 
Artículos Suprimidos: Artículo 4º, texto original, de forma.

LEY NACIONAL Nº 25501. Programa Nacional de Prevención de las Enfermedades Cardiovasculares 

Sanción: 07/11/2001 
Promulgación: 29/11/2001 
Publicación: B.O. 05/12/2001 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-2523 
Artículo 1: La presente ley establece la prioridad sanitaria del control y prevención de las enfermedades cardiovasculares en todo el territorio nacional. 
Artículo 2: El Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación es el órgano de aplicación de la presente ley. 
Artículo 3: La autoridad de aplicación debe desarrollar un Programa Nacional de Prevención de las enfermedades cardiovasculares orientado a reducir la morbimortalidad de causa coronaria y cerebrovascular en la población general. 
Artículo 4: El Programa Nacional debe contemplar los siguientes lineamientos y actividades: 
a) Información y educación a la población sobre los factores de riesgo vinculados a la enfermedad coronaria y cerebrovascular tales como stress, tipo y calidad de alimentación, hipertensión arterial, obesidad, diabetes, dislipemias, sedentarismo, tabaquismo, alcoholismo y las formas de prevención de las mismas;
b) Programas de educación sobre la temática en escuelas y universidades, dirigidos a educadores, padres y alumnos; 
c) Capacitación de agentes de salud comunitarios en actividades de promoción de salud y prevención de riesgos cardiovasculares; 
d) Orientación psicológica al paciente cardiovascular y su grupo familiar; 
e) Actividades de detección precoz y tratamiento oportuno de la hipertensión arterial y las dislipemias; 
f) Desarrollo de un sistema de información epidemiológica y estadística de la enfermedad cardiovascular y sus riesgos a nivel nacional; 
g) Inclusión de información nutricional sobre el contenido de grasas, colesterol y cloruro de sodio en los alimentos comercializados; 
h) Advertencia sobre los riesgos del consumo de alimentos con alto contenido de cloruro de sodio y/o colesterol, incorporada a la publicidad que se haga de los mismos. 
Artículo 5: La autoridad de aplicación debe constituir una Comisión Nacional de Prevención de Enfermedades Cardiovasculares, en el ámbito del Consejo Federal de Salud, integrado por representantes de las provincias y sociedades Científicas reconocidas, a fin de contribuir en la planificación, seguimiento y evaluación del programa. 
Artículo 6: Facúltase a la comisión a formalizar encuestas, requerir información a personas físicas o jurídicas privadas u organismos oficiales, elaborar bases de datos y confeccionar estadísticas, conforme a los planes que sobre ello apruebe la autoridad de aplicación. 
Artículo 7: Invítase a las provincias a adherir a la presente.
Artículo 8: Los fondos que demande la instrumentación de la presente ley se aplicarán a las partidas presupuestarias que el Poder Ejecutivo establezca anualmente en el presupuesto del Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 8 Arts. 1º a 8º, texto original 
Artículos Suprimidos: Art. 9° texto original, objeto cumplido. Art. 10 texto original, de forma.

LEY NACIONAL Nº 25505. Inscripción de donantes de órganos 
Sanción: 14/11/2001 
Promulgación: 11/12/2001 
Publicación: B.O. 13/12/2001 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-2525  
Artículo 1: El Poder Ejecutivo, a través del Ministerio del Interior, promoverá la donación voluntaria de órganos y materiales anatómicos para proveer al cumplimiento de la Ley 24193, instrumentando la campaña nacional de donantes de órganos "Por más vida" en todo el territorio nacional. 
Artículo 2: El Poder Ejecutivo impulsará la campaña nacional para inscribir donantes en los locales destinados a la realización de los comicios, en oportunidad de desarrollarse elecciones nacionales; en un sitio exclusivo destinado a informar y recabar la voluntad de los ciudadanos respecto a la donación de órganos o materiales anatómicos en los términos de la Ley Nacional 24193.
Artículo 3: El personal encargado de las acciones establecidas en el Artículo 2º deberá preguntar a los electores que demuestren su interés: 
a) Si desea ser donante o no, de órganos y materiales anatómicos, indicándole que es su derecho el de manifestarse en forma positiva o negativa, o bien mantener en reserva su voluntad.
b) En caso afirmativo, si acepta donar los órganos en los términos de la Ley 24193. 
Artículo 4: La voluntad afirmativa del elector será asentada en un formulario — acta del Instituto Único de Ablación e Implantes—, el cual deberá ser suscripto por el interesado, previa lectura y ratificación. 
Artículo 5: El Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud, deberá llevar a cabo durante los sesenta (60) días anteriores a la fecha del comicio, una campaña de información y difusión, orientada a concientizar a la población en general y a los electores en particular, con relación a la importancia del régimen de trasplante de órganos o materiales anatómicos, y con el objeto de incrementar el número de consentimientos en vida para la donación postmortem. 
Artículo 6: El Ministerio de Salud, a través del Instituto Único de Ablación e Implantes adoptará acciones tendientes a capacitar al personal en todo lo relacionado con el tema de donación de órganos y materiales anatómicos, que forme parte de la Red Solidaria Nacional, a cargo de los sitios exclusivos a instalarse en los establecimientos en que se lleven adelante los comicios. 
Artículo 7: Se deberá prever en los presupuestos correspondientes a los años en que se realicen comicios, las partidas necesarias y suficientes para el cumplimiento de los gastos que demande la presente. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 7 Arts. 1º a 7°, texto original 
Artículos Suprimidos: Art. 8°, texto original, de forma. Suprimido
LEY NACIONAL Nº 25543. Test diagnóstico del virus de inmunodeficiencia humana a toda mujer embarazada 
Sanción: 27/11/2001 
Promulgación: 07/01/2002 
Publicación: B.O. 09/01/2002 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-2545  
Artículo 1: Establécese la obligatoriedad del ofrecimiento del test diagnóstico del virus de inmunodeficiencia humana, a toda mujer embarazada como parte del cuidado prenatal normal. 
Artículo 2: Los establecimientos médico-asistenciales públicos, de la seguridad social y las entidades de medicina prepaga deberán reconocer en su cobertura el test diagnóstico. 
Artículo 3: Se requerirá el consentimiento expreso y previamente informado de las embarazadas para realizar el test diagnóstico. Tanto el consentimiento como la negativa de la paciente a realizarse el test diagnóstico, deberá figurar por escrito con firma de la paciente y del médico tratante. 
Artículo 4: El consentimiento previamente informado tratará sobre los distintos aspectos del test diagnóstico, la posibilidad o no de desarrollar la enfermedad, y en caso de ser positivo las implicancias de la aplicación del tratamiento y de la no aplicación del mismo tanto para la madre como para el hijo por nacer. El profesional y el establecimiento serán solidariamente responsables de la confidencialidad del procedimiento, así como también de la calidad de la información que reciba la embarazada a fin de otorgar su consentimiento con un cabal conocimiento del análisis que se le ofrece, y la garantía de la provisión de los medicamentos utilizados de acuerdo a los protocolos vigentes. 
Artículo 5: Los establecimientos asistenciales deberán contar con un equipo interdisciplinario para contener y asesorar a las pacientes y a su entorno familiar durante el embarazo, parto y puerperio en caso que el test diagnóstico resultare positivo. 
Artículo 6: El Ministerio de Salud de la Nación y los organismos de salud que correspondan en cada jurisdicción son la autoridad de aplicación de la presente Ley. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 6 Arts. 1º a 6º texto original 
Artículos Suprimidos: Artículo 7º texto original, de forma.
RESOLUCIÓN Nº 326/02 MINISTERIO DE SALUD DE LA NACIÓN. Obligatoriedad de prescripción de medicamentos por nombre genérico.
Firma: 03/06/2002


Artículo 1: Toda receta y/o prescripción médica u odontológica debe efectuarse expresando el nombre genérico del medicamento o Denominación Común Internacional que se indique, seguida de forma farmacéutica, cantidad de unidades por envase y concentración, garantizándose la libre prescripción de los profesionales de la Salud, habilitados para tal fin.

Artículo 2: En los casos en que el profesional autorizado a prescribir medicamentos opte por prescribir medicamentos opte por prescribir por marca, debe consignar el nombre genérico.
seguido del de marca, debe consignar el nombre genérico, seguido del de marca. Cuando el profesional tratante considere que no cabe reemplazar el medicamento denominado por marca debe agregar a continuación de la firma correspondiente a la prescripción y de su puño y letra la justificación fundada que avale tal decisión, bajo el título "Justificación de la prescripción por marca", dejando luego asentada nuevamente su firma y sello.
Artículo 3: Si la receta consigna exclusivamente el nombre genérico, los farmacéuticos
legalmente habilitados y matriculados de las respectivas farmacias, deberán informar al público todas las especialidades medicinales que contengan el mismo principio activo o combinación de ellos, y los distintos precios de esos productos que deben estar disponibles en lugar visible de la oficina de farmacia.
Para formalizar el acto de dispensar otro medicamento con el mismo principio activo que el prescripto con la misma cantidad de unidades por envase, forma farmacéutica, concentración y menor costo, al cual está facultado el farmacéutico dicho profesional deberá consignar en la receta el consentimiento del destinatario del servicio y/o adquirente, con relación a la información recibida y el medicamento expendido individualizado por su nombre genérico y marca comercial, según el caso, seguido de la fecha, firma y sello donde conste su nombre y apellido y número de matrícula profesional.

Artículo 4: En el supuesto de prescripciones efectuadas por el nombre comercial de la especialidad, los farmacéuticos, al momento de la dispensa de la receta pueden entregar al público, a su pedido, otro medicamento de menor costo, siempre que el mismo responda a igual principio activo, concentración, forma farmacéutica y cantidad de unidades por envase que la prescripta. Para tal actividad, que no constituye sustitución de medicamentos, el profesional farmacéutico deberá informar al público todas las especialidades medicinales que contengan el mismo principio activo o combinación de ellos, y los distintos precios de esos productos y deberá consignar en la receta el consentimiento del destinatario del servicio y/o adquirente, con relación a la información recibida y el medicamento expedido, seguido de su firma y sello, que debe
cumplir con los requisitos referidos en el artículo 3° de la presente.
El reemplazo de la especialidad medicinal de marca prescripto por el profesional médico sólo podrá efectuarse por otra especialidad medicinal similar inscripta en el registro de especialidades medicinales de la Administración Nacional de Alimentos, Medicamentos, y Tecnología Médica, elaborada o importada por establecimientos habilitados por dicho organismo de control y fiscalización.

Artículo 5: En el supuesto en que la receta contenga el título "Justificación de la prescripción por marca", con las condiciones indicadas en la última parte del artículo 2° de la presente, el profesional farmacéutico no podrá reemplazar el medicamento prescripto por otro.

Artículo 6: Es deber del farmacéutico brindar al público al que dispensa medicamentos toda la información que se le requiera sobre tales especialidades y verificar que el informado es comprendido, así como efectuar las aclaraciones que correspondan, a pedido del público, previo a la firma de conformidad en las recetas del destinatario del servicio y/o adquirente, exigida en los artículos 3° y 4° de la presente.
Para cumplir con esta obligación el farmacéutico debe verificar que el destinatario del servicio y/o adquirente ha comprendido los alcances y condiciones del reemplazo, y satisfacer toda consulta referida a la forma adecuada de tomar el medicamento, características del producto, efectos esperados o adversos, alimentos y bebidas que actúan positiva o negativamente y toda otra información que garantice el cumplimiento de la prescripción del médico y un uso racional del medicamento.

Artículo 7: Quedan exceptuadas de la posibilidad del reemplazo de medicamentos por parte de profesional farmacéutico, aquellas especialidades que, en razón a sus características de biodisponibilidad y estrecho rango terapéutico, este Ministerio a través de la Administración Nacional de Alimentos, Medicamentos y Tecnología Médica haya determinado o determine en el futuro por vía reglamentaria y que actualice periódicamente, en cuyo caso los profesionales farmacéuticos, deberán actuar de conformidad con el artículo 5° de la presente.

Artículo 8: Arbítrense los recaudos para diseñar las campañas de publicidad respecto de las ventajas de uso de los medicamentos por su denominación genérica y la difusión de la presente reglamentación.

Artículo 9: Promuévanse las acciones que sean pertinentes a los efectos de que en todas las Universidades y/o Facultades de Ciencias Médicas del país, y en las áreas vinculadas a la formación de conocimientos en ciencias de la salud sea incorporada la actualización, perfeccionamiento y/o el estudio de la investigación y transferencia de conocimientos sobre la temática abordada en la presente resolución.

Artículo 10: Ordénese la inmediata entrada en vigencia de la presente reglamentación.

Artículo 11: Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y Archívese.
LEY NACIONAL Nº 25627. Inclusión de todas las especialidades de uso y aplicación en medicina humana que contengan esteroides anabólicos entre los medicamentos de venta bajo receta archivada 
Sanción: 31/07/2002 
Promulgación: 22/08/2002 
Publicación: B.O. 23/08/2002 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-2606 

Artículo 1: Inclúyese entre los medicamentos de venta bajo receta archivada, en los términos del artículo 9º inciso 2) de la Ley 17565, a todas las especialidades de uso y aplicación en medicina humana que contengan esteroides anabólicos. 
Artículo 2: Todas las especialidades medicinales incluidas en el artículo anterior deben consignar obligatoriamente en su envase y rotulado la leyenda: “Venta bajo receta archivada - En farmacias únicamente". La venta o dispensación de las mismas fuera de los establecimientos farmacéuticos configura ejercicio ilegal de la farmacia, en los términos del artículo 1º de la Ley 17565. 
Artículo 3: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente Ley dentro de los TREINTA (30) días de su publicación. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: Arts. 1° a 2° Arts. 1º a 2º, texto original Art. 3° Art. 3° texto original no se considera cumplido por falta de reglamentación. 
Artículos Suprimidos: Artículo 4º, de forma. 
Referencias Externas: Ley 17565
LEY NACIONAL Nº 25630. Normas para la prevención de las anemias y las malformaciones del tubo neural 
Sanción: 31/07/2002 
Promulgación: 22/08/2002 
Publicación: B.O. 23/08/2002 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-2608 
Artículo 1: La presente Ley tiene como objeto la prevención de las anemias y las malformaciones del tubo neural, tales como la anencefalia y la espina bífida. 
Artículo 2: El Ministerio de Salud, a través del Instituto Nacional de Alimentos, será el organismo de control del cumplimiento de la presente Ley. 
Artículo 3: La harina de trigo destinada al consumo que se comercializa en el mercado nacional, será adicionada con hierro, ácido fólico, tiamina, riboflavina y niacina en las proporciones que a continuación se indican: NUTRIENTES FORMA DEL COMPUESTO NIVEL DE ADICION (mg/kg) Hierro Sulfato ferroso 30 (como Fe elemental) Acido fólico Acido fólico 2,2Tiamina (B1) Mononitrato de tiamina 6,3 Riboflavina (B2) Riboflavina 1,3 Niacina Nicotinamida 13,0 
Artículo 4: Exceptúase de lo dispuesto en el artículo anterior la harina de trigo destinada a la elaboración de productos dietéticos que requieran una proporción mayor o menor de esos nutrientes. 
Artículo 5: Cuando los productos elaborados con harina de trigo adicionada se expendan en envases, éstos deberán llevar leyendas con indicación de las proporciones de los nutrientes a que se refiere la presente Ley. 
Artículo 6: Las infracciones a la presente Ley y a su reglamentación serán pasibles de las penalidades contempladas en el artículo 9º de la ley 18284 y sus modificatorias. 
Artículo 7: Para la aplicación de la presente Ley, el Ministerio de Salud ejercerá sus funciones por sí o en colaboración con otros organismos nacionales, provinciales y municipales, organizaciones no gubernamentales e instituciones internacionales. 
Artículo 8: El Ministerio de Salud, en el ámbito del Consejo Federal de Salud (COFESA), coordinará acciones con las autoridades sanitarias de las provincias y de la Ciudad de Buenos Aires, para asegurar la implementación de la presente Ley. 
Artículo 9: El Ministerio de Salud difundirá entre la población y, en particular, entre los trabajadores de la salud información sobre los alcances de la presente Ley
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 9 Arts. 1° a 9° texto original 
Artículos Suprimidos: Artículo 10, texto original objeto cumplido por Decreto reglamentario 597/03. Artículo 11, texto original de forma. 
Referencias Externas: ley 18284 
Organismos: Ministerio de Salud Instituto Nacional de Alimentos Consejo Federal de Salud (COFESA)
LEY NACIONAL Nº 25649. Utilización de medicamentos por su nombre genérico 

Sanción: 28/08/2002 
Promulgación: 18/09/2002 
Publicación: B.O. 19/09/2002 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-2622 
Artículo 1: La presente ley tiene por objeto la defensa del consumidor de medicamentos y drogas farmacéuticas y su utilización como medio de diagnóstico en tecnología biomédica y todo otro producto de uso y aplicación en la medicina humana.

Artículo 2: Toda receta o prescripción médica deberá efectuarse en forma obligatoria expresando el nombre genérico del medicamento o denominación común internacional que se indique, seguida de forma farmacéutica y dosis/unidad, con detalle del grado de concentración. La receta podrá indicar además del nombre genérico el nombre o marca comercial, pero en dicho supuesto el profesional farmacéutico, a pedido del consumidor, tendrá la obligación de sustituir la misma por una especialidad medicinal de menor precio que contenga los mismos principios activos, concentración, forma farmacéutica y similar cantidad de unidades. El farmacéutico, debidamente autorizado por la autoridad competente, es el único responsable y capacitado para la debida dispensa de especialidades farmacéuticas, como así también para su sustitución. En este último caso deberá suscribir la autorización de sustitución en la prescripción. 
Artículo 3: Toda receta o prescripción médica que no cumpla con lo establecido en el primer párrafo del artículo 2º de la presente ley se tendrá por no prescrita, careciendo de valor alguno para autorizar el expendio del medicamento de que se trate. 
Artículo 4: Será obligatorio el uso del nombre genérico: 
a) En todo envase primario, secundario, rótulo, prospecto o cualquier documento utilizado por la industria farmacéutica para información médica o promoción de las especialidades medicinales; 
b) En todos los textos normativos, inclusive registros y autorizaciones relativas a la elaboración, fraccionamiento, comercialización, exportación e importación de medicamentos 
Artículo 5: En los rótulos y prospectos de los medicamentos registrados ante la autoridad sanitaria, se deberán incorporar los nombres genéricos en igual tamaño y realce que el nombre comercial. Cuando se trate de medicamentos constituidos por dos o más nombres genéricos, el tamaño de la tipografía para cada uno de ellos podrá ser reducido en forma proporcional. 
Artículo 6: En el expendio de medicamentos, los establecimientos autorizados deberán informar al público todas las especialidades medicinales que contengan el mismo principio activo o combinación de ellos que la prescrita en la receta médica que se les exhiba y los distintos precios de esos productos. En caso de incumplimiento serán de aplicación las sanciones previstas por la ley 24240, de defensa del consumidor. 
Artículo 7: El Poder Ejecutivo nacional, a través del Ministerio de Salud, será el organismo encargado de controlar el cumplimiento de la presente ley, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior. En este marco deberá especialmente diseñar campañas de difusión masiva respecto de los beneficios que reviste el uso de las denominaciones genéricas en las prescripciones médicas 
Artículo 8: El Poder Ejecutivo propenderá, en materia de medicamentos, a una política de progresiva sustitución de importaciones. 
Artículo 9: Invítase a las provincias a adherir a la presente Ley. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 Art. 1º texto original 2 Art. 2º texto original; se suprimió último párrafo, observado por Decreto 1855/02 (Art. 1º) 3 Art. 3º texto original 4 Art. 5° texto original; se suprimió inciso c) observado por Decreto 1855/02 (Art. 3º) 5 Art. 6° texto original 6 Art. 7° texto original 7 Art. 8° texto original 8 Art. 11 texto original 9 Art. 12 texto original; se suprime una frase, observado por Decreto 1855/02 (Art. 4º)
Artículos Suprimidos: Arts. 4º, 9º y 10, observados por Decreto 1855/02 (Art. 2º) Art. 13, texto original, de forma. 
Referencias Externas: ley 24240, 
Organismos: Ministerio de Salud
LEY NACIONAL Nº 25673. Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable 

Sanción: 30/10/2002 
Promulgación: 21/11/2002 
Publicación: B.O. 22/11/2002 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-2640 
Artículo 1: Créase el Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable en el ámbito del Ministerio de Salud. 
Artículo 2: Serán objetivos de este programa: 
a) Alcanzar para la población el nivel más elevado de salud sexual y procreación responsable con el fin de que pueda adoptar decisiones libres de discriminación, coacciones o violencia; 
b) Disminuir la morbimortalidad materno-infantil; 
c) Prevenir embarazos no deseados; 
d) Promover la salud sexual de los adolescentes; 
e) Contribuir a la prevención y detección precoz de enfermedades de transmisión sexual, de VIH/SIDA y patologías genitales y mamarias;
f) Garantizar a toda la población el acceso a la información, orientación, métodos y prestaciones de servicios referidos a la salud sexual y procreación responsable; 
g) Potenciar la participación femenina en la toma de decisiones relativas a su salud sexual y procreación responsable. 
Artículo 3: El programa está destinado a la población en general, sin discriminación alguna. 
Artículo 4: La presente Ley se inscribe en el marco del ejercicio de los derechos y obligaciones que hacen a la patria potestad. En todos los casos se considerará primordial la satisfacción del interés superior del niño en el pleno goce de sus derechos y garantías consagrados en la Convención Internacional de los Derechos del Niño (Ley 23849). 
Artículo 5: El Ministerio de Salud en coordinación con los Ministerios de Educación y de Desarrollo Social y Medio Ambiente tendrán a su cargo la capacitación de educadores, trabajadores sociales y demás operadores comunitarios a fin de formar agentes aptos para: 
a) Mejorar la satisfacción de la demanda por parte de los efectores y agentes de salud; 
b) Contribuir a la capacitación, perfeccionamiento y actualización de conocimientos básicos, vinculados a la salud sexual y a la procreación responsable en la comunidad educativa; 
c) Promover en la comunidad espacios de reflexión y acción para la aprehensión de conocimientos básicos vinculados a este programa; 
d) Detectar adecuadamente las conductas de riesgo y brindar contención a los grupos de riesgo, para lo cual se buscará fortalecer y mejorar los recursos barriales y comunitarios a fin de educar, asesorar y cubrir todos los niveles de prevención de enfermedades de transmisión sexual, VIH/SIDA y cáncer genital y mamario.
Artículo 6: La transformación del modelo de atención se implementará reforzando la calidad y cobertura de los servicios de salud para dar respuestas eficaces sobre salud sexual y procreación responsable. A dichos fines se deberá: 
a) Establecer un adecuado sistema de control de salud para la detección temprana de las enfermedades de transmisión sexual, VIH/SIDA y cáncer genital y mamario. Realizar diagnóstico, tratamiento y rehabilitación; 
b) A demanda de los beneficiarios y sobre la base de estudios previos, prescribir y suministrar los métodos y elementos anticonceptivos que deberán ser de carácter reversible, no abortivos y transitorios, respetando los criterios o convicciones de los destinatarios, salvo contraindicación médica específica y previa información brindada sobre las ventajas y desventajas de los métodos naturales y aquellos aprobados por la Administración Nacional de Alimentos, Medicamentos y Tecnología Médica (ANMAT); Aceptándose además las prácticas denominadas ligadura de trompas de Falopio y ligadura de conductos deferentes o vasectomía, requeridas formalmente como método de planificación familiar y/o anticoncepción. 
c) Efectuar controles periódicos posteriores a la utilización del método elegido. 
Artículo 7: Las prestaciones mencionadas en el artículo anterior serán incluidas en el Programa Médico Obligatorio (PMO), en el nomenclador nacional de prácticas médicas y en el nomenclador farmacológico. Los servicios de salud del sistema público, de la seguridad social de salud y de los sistemas privados las incorporarán a sus coberturas, en igualdad de condiciones con sus otras prestaciones. 
Artículo 8: Se deberá realizar la difusión periódica del presente programa. 
Artículo 9: Las instituciones educativas públicas de gestión privada confesionales o no, darán cumplimiento a la presente norma en el marco de sus convicciones.
Artículo 10: Las instituciones privadas de carácter confesional que brinden por sí o por terceros servicios de salud, podrán con fundamento en sus convicciones, exceptuarse del cumplimiento de lo dispuesto en el Artículo 6°, inciso b), de la presente Ley. 
Artículo 11: La autoridad de aplicación deberá: a) Realizar la implementación, seguimiento y evaluación del programa; b) Suscribir convenios con las provincias y con la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, para que cada una organice el programa en sus respectivas jurisdicciones para lo cual percibirán las partidas del Tesoro nacional previstas en el presupuesto. El no cumplimiento del mismo cancelará las transferencias acordadas. En el marco del Consejo Federal de Salud, se establecerán las alícuotas que correspondan a cada provincia y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
Artículo 12: El gasto que demande el cumplimiento del programa para el sector público se imputará a la jurisdicción 80 - Ministerio de Salud, Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable, del Presupuesto General de la Administración Nacional. 
Artículo 13: Se invita a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adherir a las disposiciones de la presente Ley. 
ANTECEDENTES 

Artículos Fuente: 1 a 5 Arts. 1º a 5º texto original 6, inc. a) Art. 6º inc. a) texto original 6, inc. b) Art. 6° inc. b) texto original y segundo párrafo incorporado por Ley 26130 (Art. 8º) 6 inc. c) Art. 6° inc. c) texto original 7 a 13 Arts. 7º a 13 texto original 
Artículos Suprimidos: Artículo 14, texto original de forma 
Referencias Externas: (Ley 23849). Presupuesto General de la Administración Nacional. 
Organismos: Ministerio de Salud Ministerios de Educación y de Desarrollo Social y Medio Ambiente Administración Nacional de Alimentos, Medicamentos y Tecnología Médica (ANMAT); Consejo Federal de Salud
LEY NACIONAL Nº 25724. Programa de Nutrición y Alimentación Nacional 

Sanción: 27/12/2002 
Promulgación: 16/01/2003 
Publicación: B.O. 17/01/2003 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-2678
Título I. De la creación 
Artículo 1: Créase el Programa Nacional de Nutrición y Alimentación en cumplimiento del deber indelegable del Estado de garantizar el derecho a la alimentación de toda la ciudadanía. 
Artículo 2: Dicho Programa en la emergencia, está destinado a cubrir los requisitos nutricionales de niños hasta los catorce (14) años, embarazadas, discapacitados y ancianos desde los setenta (70) años en situación de pobreza. A tal efecto se considera pertinente la definición de línea de pobreza del Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC). Se prioriza a las mujeres embarazadas y a los niños hasta los cinco (5) años de edad. 
Título II. De la autoridad de aplicación 
Artículo 3: La autoridad de aplicación es ejercida en forma conjunta por los Ministerios de Salud y de Desarrollo Social de la Nación. 
Título III. De la coordinación 
Artículo 4: Créase para la coordinación del Programa: a) La Comisión Nacional de Nutrición y Alimentación que está integrada por representantes de los Ministerios de Salud, de Desarrollo Social y Medio Ambiente, de Educación, de Economía, de Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Humanos, de Producción y de Organizaciones no gubernamentales debidamente acreditadas en el área. b) Comisiones Provinciales con similares integrantes. c) Comisiones municipales y/o comunales con similares integrantes. 
Artículo 5: Son funciones de la Comisión Nacional de Nutrición y Alimentación entre otras: 
a) Diseñar las estrategias para la implementación del presente Programa. 
b) Fijar los criterios de acceso al Programa y las condiciones para su permanencia en el mismo. 
c) Asegurar equidad en las prestaciones alimentarias y en el cuidado de la salud. 
d) Fijar los mecanismos de control que permitan una evaluación permanente de la marcha del Programa y de sus resultados como así también del cumplimiento por parte de los beneficiarios de las exigencias para permanecer en el mismo. 
e) Dar la más amplia difusión del Programa, indicando fundamentalmente la información necesaria para acceder al plan de una manera simple y directa. 
f) Implementar un Programa de educación alimentaria nutricional como herramienta imprescindible para estimular el desarrollo de conductas permanentes que permitan a la población decidir sobre una alimentación saludable desde la producción, selección, compra, manipulación y utilización biológica de los alimentos.
g) Establecer un Sistema Permanente para la Evaluación del Estado Nutricional de la Población, articulando con los organismos gubernamentales con competencia en materia alimentaria y nutricional y el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC), la elaboración de un mapa de situación de riesgo. 
h) Incorporar todos los mecanismos de control necesarios que garanticen que los fondos sean destinados a la atención de los beneficiarios. Para ello se deberá implementar un Registro Único de beneficiarios. 
i) Promover la lactancia materna exclusiva hasta los seis (6) meses de edad, incluyendo el apoyo nutricional a las madres hasta los doce (12) meses de vida de sus hijos en los casos en que fuera necesario. 
j) Asegurar el desarrollo de actividades de estimulación temprana en los niños hasta los cinco (5) años de edad en situación de abandono, que integren familias de riesgo. 
k) Asegurar la asistencia social y orientación a las familias en cuanto a la atención de sus hijos y el cuidado durante el embarazo. 
l) Suscribir convenios de gestión con las distintas jurisdicciones a fin de fijar las metas y objetivos a cumplir. En caso de verificarse incumplimientos a lo establecido precedentemente, el Poder Ejecutivo podrá rescindir dicho convenio. 
Artículo 6: Dicha Comisión Nacional de Nutrición y Alimentación será asesorada por entidades científicas, universitarias, asistenciales, y eclesiásticas, con amplia participación en el control e implementación de la ley de referencia, estando regulada su actuación por la reglamentación. 
Título IV. De la ejecución 
Artículo 7: Las comisiones provinciales tienen las siguientes funciones entre otras:
a) Implementar y coordinar las acciones necesarias con la Comisión Nacional de Nutrición y Alimentación para asegurar el cumplimiento del Programa en cada jurisdicción. 
b) Elaborar un listado de alimentos que cubran las necesidades nutricionales básicas de los beneficiarios que tenga en cuenta la edad, características alimentarias regionales, así como un listado de los complementos nutricionales que correspondan, vitaminas, oligoelementos y minerales, que deberán ser provistos por el Ministerio de Salud de la Nación. 
c) Efectuar la rendición de cuentas a la Comisión Nacional de Nutrición y Alimentación de todas las actividades del programa realizadas a nivel jurisdiccional. 
d) Estimular el desarrollo de la producción alimentaria regional a fin de abastecer de los insumos necesarios a los programas de asistencia alimentaria locales, respetando y revalorizando la identidad cultural y las estrategias de consumo locales. 
e) Impulsar la generación de políticas de abastecimiento alimentario en los niveles locales a fin de garantizar la accesibilidad de toda la población, especialmente a los grupos mencionados en el Artículo 1° y promover la creación de centros de provisión y compra regionales. 
f) Promover la organización de redes sociales posibilitando el intercambio dinámico entre sus integrantes y con los de otros grupos sociales, potenciando los recursos que poseen. 
Artículo 8: Los municipios tienen las siguientes funciones, entre otras: 
a) Inscripción de los beneficiarios en un Registro Único de Beneficiarios. 
b) Administrar los recursos en forma centralizada a través de la contratación de los insumos y servicios necesarios.
c) Implementar una red de distribución de los recursos, promoviendo la comensalidad familiar, siempre que ello sea posible, o a los distintos comedores comunitarios donde se brinde el servicio alimentario, a fin de garantizar el cumplimiento de lo dispuesto en el Artículo 1° de la presente Ley. Dicha red estará integrada por instituciones educativas y sanitarias, entidades eclesiásticas, Fuerzas Armadas y de Seguridad, entidades intermedias debidamente acreditadas, voluntariado calificado y beneficiarios seleccionados del Plan Jefas y Jefes de Hogar o similares. 
d) Implementar mecanismos de control sanitarios y nutricionales de los beneficiarios. 
e) Capacitar a las familias en nutrición, lactancia materna, desarrollo infantil y economato. 
Título V. Del control y financiamiento 
Artículo 9: Créase el Fondo Especial de Nutrición y Alimentación Nacional el que tendrá carácter de intangible y se aplicará a la implementación del programa establecido por la presente Ley. Dicho fondo se integrará de la siguiente manera: 
a) Con las partidas presupuestarias que se asignarán anualmente en la ley de Presupuesto Nacional. En los supuestos en que las mismas resultaren insuficientes para dar cumplimiento a los objetivos de la presente Ley, facúltase al señor Jefe de Gabinete de Ministros a reasignar las partidas que fueren necesarias. 
b) Con los aportes o financiamiento de carácter específico, que el Estado nacional obtenga de organismos e instituciones internacionales o de otros Estados. 
Artículo 10: El presente Programa será auditado mensualmente por los organismos de control nacionales establecidos por ley.
Artículo 11: Se dispone la unificación y coordinación, a partir de la sanción de la presente Ley, de todos los programas vigentes, financiados con fondos nacionales en todo el territorio nacional destinados a este efecto, a los fines de evitar la superposición de partidas dinerarias presupuestadas que quedarán afectadas al cumplimiento de esta Ley, cuyo objetivo es desterrar la desnutrición en todo el territorio nacional. 
Artículo 12: La Nación acordará con las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el desarrollo y la ejecución del presente programa y la integración con los programas ya existentes. Dichos acuerdos y los convenios que se celebren en cumplimiento del Artículo 5° inciso l) de la presente Ley, contemplarán expresas garantías de ejecución regular de los fondos destinados a comedores escolares por cada provincia, y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 10 Arts. 1° a 10, texto original. 11 Art. 12 texto original 12 Art. 13 texto original 
Artículos Suprimidos: Artículo 11 del texto original, caducidad por vencimiento del plazo. Artículo 14 del texto original, de forma. 
Referencias Externas: Ley de Presupuesto Nacional 
Organismos: Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC) Ministerios de Salud y de Desarrollo Social de la Nación Ministerios de Salud, Medio Ambiente, de Educación, de Economía, de Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Humanos, de Producción Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC).
DECRETO NACIONAL Nº 486/2002. Emergencia sanitaria nacional
Sanción: 12/03/2002 
Publicación: B.O. 13/03/2002 
Actualización: 31/03/2013
TEXTO DEFINITIVO LEY ASA-2555 
CAPITULO I: DE LA EMERGENCIA SANITARIA 
TÍTULO I: DECLARACIÓN DE EMERGENCIA SANITARIA 
Artículo 1: Declárase la Emergencia Sanitaria Nacional, hasta el 31 de diciembre de 2013, a efectos de garantizar a la población argentina el acceso a los bienes y servicios básicos para la conservación de la salud, con fundamento en las bases que seguidamente se especifican: a) Restablecer el suministro de medicamentos e insumos en las instituciones públicas con servicios de internación. b) Garantizar el suministro de medicamentos para tratamientos ambulatorios a pacientes en condiciones de alta vulnerabilidad social. c) Garantizar el acceso a medicamentos e insumos esenciales para la prevención y el tratamiento de enfermedades infecciosas. d) Asegurar a los beneficiarios del INSTITUTO NACIONAL DE SERVICIOS SOCIALES PARA JUBILADOS Y PENSIONADOS y del SISTEMA NACIONAL DEL SEGURO DE SALUD el acceso a las prestaciones médicas esenciales.
TÍTULO II: ATRIBUCIONES DEL MINISTERIO DE SALUD
Artículo 2: Facúltase al MINISTERIO DE SALUD para instrumentar las políticas referidas a la emergencia sanitaria declarada por el artículo 1º, así como para dictar las normas aclaratorias y complementarias para la ejecución del presente Decreto. 
Artículo 3: El MINISTERIO DE SALUD promoverá la descentralización progresiva hacia las jurisdicciones provinciales y la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES de las funciones, atribuciones y facultades emanadas del presente Decreto, que correspondieren, mediante la celebración de los convenios respectivos. 
Artículo 4: Créase en el ámbito del MINISTERIO DE SALUD el COMITÉ NACIONAL DE CRISIS DEL SECTOR SALUD para la organización y coordinación de la utilización de los recursos disponibles en esa Jurisdicción, destinados a la atención de la emergencia sanitaria declarada por el Artículo 1º del presente. 
CAPÍTULO II: DEL SUMINISTRO DE INSUMOS Y MEDICAMENTOS A INSTITUCIONES PUBLICAS DE SALUD CON SERVICIOS DE INTERNACIÓN 
TÍTULO I: ATRIBUCIONES DEL CONSEJO FEDERAL DE SALUD 

Artículo 5: El CONSEJO FEDERAL DE SALUD (COFESA) establecerá los criterios de uso racional y asignación de los medicamentos e insumos y de evaluación y control durante la emergencia sanitaria que se declara por el Artículo 1º del presente Decreto, respecto al suministro de insumos y medicamentos a instituciones públicas de salud con servicios de internación. 
Artículo 6: Los medicamentos e insumos o los recursos para su adquisición serán distribuidos por el MINISTERIO DE SALUD de acuerdo a los indicadores de asignación que determine el CONSEJO FEDERAL DE SALUD. 
TITULO II: FINANCIAMIENTO 
Artículo 7: Aféctase, con destino a la Emergencia Sanitaria, una partida del presupuesto asignado al MINISTERIO DE SALUD – SECRETARÍA DE PROGRAMAS SANITARIOS – -ATENCIÓN SANITARIA - SUBSECRETARIA DE PROGRAMAS DE PREVENCIÓN Y PROMOCIÓN – DIRECCIÓN NACIONAL DE TRAUMA, EMERGENCIA Y DESASTRES - Programa 30 - Emergencia Sanitaria, para la compra de medicamentos e insumos sanitarios de uso hospitalario y atención primaria de la salud, de hasta un monto de PESOS CINCUENTA MILLONES ($ 50.000.000). 
Artículo 8: Podrán afectarse además a los programas y planes derivados de la emergencia sanitaria, con los destinos que específicamente determine el MINISTERIO DE SALUD: a) Los subsidios, subvenciones, legados y donaciones y todo otro recurso que reciba el PODER EJECUTIVO NACIONAL a través de sus distintas Jurisdicciones, vinculados con la emergencia sanitaria. b) Las reasignaciones de créditos o préstamos internacionales que administra el MINISTERIO DE SALUD o los que determine el PODER EJECUTIVO NACIONAL en el marco de la presente emergencia sanitaria. Los nuevos préstamos que se gestionen y obtengan en ocasión y con motivo de la emergencia sanitaria. 
TITULO III: RÉGIMEN DE COMPRAS Y CONTRATACIONES 
Artículo 9: El MINISTERIO DE SALUD, para las contrataciones que realice en el marco de la emergencia sanitaria, podrá optar, además de los medios vigentes de compra y sin perjuicio de la intervención que le compete a la SINDICATURA GENERAL DE LA NACIÓN, por alguna de las siguientes modalidades: a) Los mecanismos previstos en el Artículo 25, inciso d), apartado 5 del decreto nº 1023/01, independientemente de monto de la contratación, dándose por acreditada la grave y notoria crisis por la cual atraviesa el sistema de salud argentino. b) La utilización de los recursos del FONDO ROTATORIO REGIONAL PARA SUMINISTROS ESTRATÉGICOS DE SALUD PUBLICA de la ORGANIZACIÓN PANAMERICANA DE LA SALUD y de la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD y cualquier otro procedimiento de adquisiciones que dicha entidad ponga a disposición de sus miembros. c) Otros medios que ofrezcan alternativas a través de organismos internacionales, organizaciones no gubernamentales, u otros países. A fin de garantizar la transparencia en las contrataciones previstas en el inciso a), se deberá invitar a la mayor cantidad de potenciales oferentes, de acuerdo a los registros actualizados existentes en la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE MEDICAMENTOS, ALIMENTOS Y TECNOLOGÍA MÉDICA (ANMAT). Asimismo, se deberá prever la difusión a través de la página de Internet de la Oficina Nacional de Contrataciones. En los casos en que se contrate a través del FONDO ROTATORIO REGIONAL PARA SUMINISTROS ESTRATÉGICOS DE SALUD PUBLICA de la ORGANIZACIÓN PANAMERICANA DE LA SALUD y de la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD, se aceptarán los mecanismos de contratación previstos por ambas organizaciones, autorizándose al Ministerio de Salud a emitir las respectivas órdenes de pago aún sin haberse cumplido la recepción parcial definitiva de los medicamentos o insumos adquiridos. Ello sin perjuicio de la aplicación de los mecanismos de contralor vigentes.
TITULO IV: MONITOREO DE PRECIOS E IMPORTACIÓN. LISTADOS DE MEDICAMENTOS E INSUMOS. PRECIOS DE REFERENCIA. PRESCRIPCIÓN POR GENÉRICOS Y SU SUSTITUCIÓN 
Artículo 10: Facúltase al MINISTERIO DE SALUD para establecer un mecanismo de monitoreo de precios de insumos y medicamentos del sector salud y de alternativas de importación directa, frente a posibles alzas injustificadas o irrazonables, que afecten el acceso de la población a los mismos de manera que puedan poner en riesgo su salud. Asimismo facúltase al MINISTERIO DE SALUD para dictar normas complementarias tendientes a implementar: a) Listado de medicamentos e insumos a ser adquiridos, con los recursos a que se refiere el artículo 7º del presente, los del INSTITUTO NACIONAL DE SERVICIOS SOCIALES PARA JUBILADOS Y PENSIONADOS y los del SISTEMA NACIONAL DEL SEGURO DE SALUD, b) Precios de referencia de insumos y medicamentos críticos, c) Prescripción de medicamentos por su nombre genérico; y d) Sustitución en la dispensación, por parte de profesional farmacéutico, del medicamento recetado con marca registrada, por un medicamento que contenga los mismos principios activos, concentración, forma farmacéutica, cantidad de unidades por envase y menor precio. El MINISTERIO DE SALUD creará una Comisión Técnica destinada al análisis de la sustitución de medicamentos por profesional farmacéutico. 
CAPITULO III: PROGRAMA NACIONAL DE UNIVERSALIZACIÓN DEL ACCESO A MEDICAMENTOS

TITULO I: CREACIÓN Y FUNCIONAMIENTO 
Artículo 11: Créase en el ámbito del MINISTERIO DE SALUD el PROGRAMA NACIONAL DE UNIVERSALIZACIÓN DEL ACCESO A MEDICAMENTOS, que estará integrado por el SUBPROGRAMA DE SEGURO DE MEDICAMENTOS DE USO AMBULATORIO PARA JEFES DE HOGAR y el SUBPROGRAMA DE MEDICAMENTOS GENÉRICOS PARA ATENCIÓN PRIMARIA DE LA SALUD. 
Artículo 12: La implementación, coordinación y supervisión del PROGRAMA NACIONAL DE UNIVERSALIZACIÓN DEL ACCESO A MEDICAMENTOS estará a cargo del MINISTERIO DE SALUD, quedando facultado para designar a los responsables de su organización y administración. 
Artículo 13: El SUBPROGRAMA DE SEGURO DE MEDICAMENTOS DE USO AMBULATORIO PARA JEFES DE HOGAR, creado por el artículo 11, será financiado con los recursos que provendrán de la aplicación de la suma de PESOS TRES CON CINCUENTA CENTAVOS ($ 3,50) por beneficiario a deducir de la jurisdicción 75, Programa 16 - Política de Empleo y Capacitación Laboral, Subprograma 3 - Plan de Jefes de Hogar del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL. Facúltase al Jefe de Gabinete de Ministros a introducir las modificaciones presupuestarias necesarias en el Presupuesto General de la Administración Nacional para efectuar al Subprograma 3 - Plan de Jefes de Hogar del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL las deducciones destinadas al SUBPROGRAMA DE SEGURO DE MEDICAMENTOS DE USO AMBULATORIO PARA JEFES DE HOGAR del MINISTERIO DE SALUD, como actividad 2 en el programa 30 - Emergencia Sanitaria. El MINISTERIO DE SALUD podrá variar el valor del importe a deducir de cada subsidio de jefe de hogar, a fin de garantizar la viabilidad y sustentabilidad económico financiera del SUBPROGRAMA, con intervención de la Comisión prevista en el Artículo 14 del presente. 
Artículo 14: La aplicación de los recursos destinados al SUBPROGRAMA DE SEGURO DE MEDICAMENTOS DE USO AMBULATORIO PARA JEFES DE HOGAR será supervisada por una Comisión integrada por un representante, con jerarquía no inferior a Subsecretario, de cada una de las siguientes jurisdicciones: MINISTERIO DE SALUD, MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL y MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, y por UN (1) representante seleccionado por las organizaciones no gubernamentales que convoque el MINISTERIO DE SALUD, con probada trayectoria y representatividad nacional. 
Artículo 15: El SUBPROGRAMA DE MEDICAMENTOS GENÉRICOS PARA ATENCIÓN PRIMARIA DE LA SALUD estará destinado a garantizar la provisión de insumos y medicamentos críticos a través de centros de atención provinciales o gubernamentales. 
Artículo 16: El SUBPROGRAMA DE MEDICAMENTOS GENÉRICOS PARA ATENCIÓN PRIMARIA DE LA SALUD tendrá financiamiento del BANCO INTERAMERICANO DE DESARROLLO (BID) mientras dure la emergencia. 
Artículo 17: El MINISTERIO DE SALUD fijará, a través de las normas que dicte al respecto, las condiciones de acceso a los medicamentos, insumos y/o recursos asignados al SUBPROGRAMA a que se refiere el artículo precedente. 
CAPITULO IV: SISTEMA NACIONAL DEL SEGURO DE SALUD 

TITULO I: GARANTÍA DE LAS PRESTACIONES BÁSICAS ESENCIALES 
Artículo 18: Facúltase al MINISTERIO DE SALUD para definir, dentro de los TREINTA (30) días de la vigencia del presente, en el marco del Programa Médico Obligatorio (PMO) aprobado por Resolución del citado Ministerio nº 939del 24 de octubre de 2000 y sus modificatorias, las prestaciones básicas esenciales a las que comprende la emergencia sanitaria. A esos fines se considerarán prestaciones básicas esenciales las necesarias e imprescindibles para la preservación de la vida y la atención de las enfermedades, las que deben garantizar como prioridad el SISTEMA NACIONAL DEL SEGURO DE SALUD y el INSTITUTO NACIONAL DE SERVICIOS SOCIALES PARA JUBILADOS Y PENSIONADOS, mientras subsista la situación de emergencia. 
Artículo 19: Las respectivas autoridades de la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD y del INSTITUTO NACIONAL DE SERVICIOS SOCIALES PARA JUBILADOS Y PENSIONADOS, quedan facultadas para programar en forma independiente, el orden de prioridades de la cobertura de aquellas prestaciones no alcanzadas por la definición a que se refiere el artículo precedente, conforme evolucione la situación de emergencia. 
Artículo 20: La incorporación de nuevos medicamentos, procedimientos terapéuticos y tecnologías médicas a cargo del SISTEMA NACIONAL DEL SEGURO DE SALUD queda sujeta a la autorización por Resolución Conjunta de la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD y de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE MEDICAMENTOS, ALIMENTOS Y TECNOLOGÍA MEDICA (ANMAT), de conformidad con lo que determine la normativa que dicte, en el plazo de treinta (30) días, el MINISTERIO DE SALUD. 
CAPITULO V: EMERGENCIA SANITARIA Y SOCIAL DEL INSTITUTO NACIONAL DE SERVICIOS SOCIALES PARA JUBILADOS Y PENSIONADOS 

TITULO I: ATRIBUCIONES DEL INTERVENTOR NORMALIZADOR 
Artículo 21: Instrúyese al Interventor Normalizador del INSTITUTO NACIONAL DE SERVICIOS SOCIALES PARA JUBILADOS Y PENSIONADOS para que proponga al MINISTERIO DE SALUD un PROGRAMA DEEMERGENCIA DE PRESTACIONES MEDICAS para dicho INSTITUTO, tendiente a garantizar las prestaciones esenciales del Programa Médico Obligatorio (PMO) aprobado por Resolución del Ministerio de Salud nº 939/00 y sus modificatorias, dentro de los QUINCE (15) días de vigencia del presente Decreto. 
TITULO II: CONTRATACIONES DEL INSTITUTO NACIONAL DE SERVICIOS SOCIALES PARA JUBILADOS Y PENSIONADOS 
Artículo 22: Exceptúase al INSTITUTO NACIONAL DE SERVICIOS SOCIALES PARA JUBILADOS Y PENSIONADOS del cumplimiento de las disposiciones de los Decretos n° 436 del 30 de mayo de 2000 y 1023 del 13 de agosto de 2001. El procedimiento de contratación a implementar por el INSTITUTO NACIONAL DE SERVICIOS SOCIALES PARA JUBILADOS Y PENSIONADOS mientras subsista la emergencia sanitaria deberá atender la urgencia y celeridad que cada situación requiera, a fin de garantizar los principios de transparencia, libre concurrencia e igualdad de los oferentes. 
Artículo 23: Facúltase al Interventor Normalizador del Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados a renegociar los contratos de prestación de servicios, obra, consultoría y provisión de bienes e insumos, previo acuerdo entre las partes que deberá sustentarse en el principio del sacrificio compartido. Dichas recomposiciones deberán contemplar una reducción de las obligaciones dinerarias a cargo del INSTITUTO NACIONAL DE SERVICIOS SOCIALES PARA JUBILADOS Y PENSIONADOS compatible con la disponibilidad financiera de éste y con el programa de emergencia de prestaciones medicas previsto en el artículo 21 del presente. 
CAPITULO VI: DISPOSICIONES FINALES

Artículo 24: La ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE ALIMENTOS, MEDICAMENTOS Y TECNOLOGÍA MEDICA (ANMAT) deberá dictar y/o armonizar las normas sobre reesterilización y reutilización de marcapasos y otros implantes, aplicables en los organismos bajo jurisdicción del MINISTERIO DE SALUD, incluyendo al INSTITUTO NACIONAL DE SERVICIOS SOCIALES PARA JUBILADOS Y PENSIONADOS, a la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD y a la propia ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE MEDICAMENTOS, ALIMENTOS Y TECNOLOGÍA MEDICA (ANMAT), tomando como base la experiencia nacional e internacional en la materia y el afianzamiento de los mecanismos vigentes, debiendo procurar la disminución de los costos. 
Artículo 25: Suspéndense por el lapso que dure la Emergencia Sanitaria las previsiones de los decretos nº 446/00, nº 1140/00 y nº 1305/00 en todo aquello que se oponga al presente. 
Artículo 26: Facúltase, en el marco del Plan Federal de Salud, al Ministerio de salud a transferir, mientras dure la Emergencia Sanitaria, bienes de capital de uso sanitario a las Autoridades Sanitarias Provinciales y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o a los establecimientos sanitarios que ellas dispongan.
ANTECEDENTES 

Artículos Fuente: 1 Art.1° texto original, adaptado por prórrogas sucesivas del presente DNU, siendo la última de ellas la ley 26729. 2 a 20 Art. 2° a 20 texto original.- 21 Art. 25 texto original 22 Art. 26 texto original 23 Art. 28 texto original fusionado con el nombre de los contratos definido en el art. 27 que se suprimió por objeto cumplido. 24 Art. 33 texto original 25 Art. 35 texto original 26 Art. 1° del Decreto 756/2004, texto original, que fue fusionado con el presente. 

Artículos Suprimidos: Art. 21 y 22, texto original, objeto cumplido. Por tal motivo, se suprime el Título II original “Fondo Solidario de Redistribución” Art. 23, texto original, objeto cumplido. Por tal motivo, se suprime el Título III original “Colegios Profesionales” Art. 24, texto original, plazo vencido. Art. 27, texto original, objeto cumplido. Arts. 29 a 32, texto original derogados por Art. 91 de la Ley 25725. Art. 34, texto original derogado por Art. 1º Decreto 788/02. Artículo 36, texto original notificación al congreso por DNU. Artículo 37, texto original de forma. 

Referencias externas: Decreto nº 1023/01 Presupuesto General de la Administración Nacional Resolución del 939 del 24 de octubre de 2000 Decretos n° 436 del 30 de mayo de 2000 1023 del 13 de agosto de 2001 decretos nº 446/00 nº 1140/00 nº 1305/00 

Organismos: INSTITUTO NACIONAL DE SERVICIOS SOCIALES PARA JUBILADOS Y PENSIONADOS y del SISTEMA NACIONAL DEL SEGURO DE SALUD MINISTERIO DE SALUD CONSEJO FEDERAL DE SALUD (COFESA) SINDICATURA GENERAL DE LA NACIÓN ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE MEDICAMENTOS, ALIMENTOS Y TECNOLOGÍA MÉDICA (ANMAT). Oficina Nacional de Contrataciones MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL. MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD
DECRETO NACIONAL Nº 2724/2002. Seguro de Salud Materno - Infantil
Sanción: 31/12/2002 

Publicación: B.O. 09/01/2003 
Actualización: 31/03/2013
Texto Definitivo Decreto ASA-2679 
Artículo 1: Créase el Seguro de Salud Materno - Infantil para la atención de la cobertura médico - asistencial y de las prestaciones sociales en forma integral y universal, para la mujer embarazada, la mujer en edad fértil y los niños de hasta cinco (5) años de edad, bajo la dependencia del Ministerio de Salud quien coordinará las acciones y programas optimizando la utilización de recursos y mejorando la cobertura y calidad de la atención en el marco de la estrategia de la Atención Primaria de la Salud. Para el caso de las mujeres en edad fértil se cubrirán exclusivamente las acciones referidas a la salud sexual y reproductiva. La implementación del Seguro se realizará en forma gradual, invitándose a las Provincias para su adhesión en base al criterio y cronograma a seguir que determine el Ministerio de Salud. 
Artículo 2: El Seguro de Salud Materno - Infantil será financiado con los siguientes recursos: a) Los aportes que a tales efectos realicen las Provincias que adhieren al Seguro; b) Los fondos de los créditos con financiamiento internacional que a ese fin se otorguen o reasignen; c) Las donaciones, contribuciones u otros recursos que se aporten a tales efectos. 
Artículo 3: Créase en el ámbito del Ministerio de Salud el Consejo Nacional Consultivo de Salud el que tendrá como misión proponerle alternativas para la identificación, formulación, aplicación y evaluación de las acciones destinadas a paliar las necesidades básicas de la atención a la salud, así como para alcanzar los consensos sectoriales necesarios para la instrumentación de las políticas sanitarias. 
Artículo 4: Invítase a las Provincias a atender como prioridad la asignación de recursos al Sector Salud en tiempo oportuno y legal forma a fin de garantizar la eficacia y efectividad de las prestaciones médico-asistenciales que se encuentran bajo su responsabilidad. 
Artículo 5: Inclúyase dentro de la suspensión prevista en el Artículo 24 del Decreto N° 486/02 la traba de las medidas cautelares preventivas y/o ejecutivas dictadas contra los Agentes del Sistema Nacional del Seguro de Salud incluyendo al INSTITUTO NACIONAL DE SERVICIOS SOCIALES PARA JUBILADOS Y PENSIONADOS. 
Artículo 6: Establécese que el Ministerio de Salud continuará el desarrollo del objetivo de universalizar el Acceso de Medicamentos Genéricos Ambulatorios a través del Programa Nacional de Atención Primaria de la Salud bajo el nombre de "Remediar", en las condiciones y con las modalidades que prevé este Programa. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 Art. 3° texto original. 2 Art. 4° texto original. Se suprime inc. 1 por objeto cumplido y, en consecuencia, se modifica la enumeración de los demás incisos. 3 Art. 5° texto original 4 Art. 6° texto original, segundo párrafo. Se suprimió el primer párrafo por vencimiento de plazo 5 Art. 7° texto original. Se suprimió el último párrafo por considerarse de objeto cumplido. 6 Art. 10º texto original. 

Artículos Suprimidos: Artículos 1º y 2º, texto original, objeto cumplido. Artículo 8º, texto original, objeto cumplido. Artículo 9° texto original, objeto cumplido. Artículo 11, texto original, notificación al congreso DNU. Artículo 12, texto original, de forma 

Referencias Externas: Decreto N° 486/02 

Organismos: Ministerio de Salud, INSTITUTO NACIONAL DE SERVICIOS SOCIALES PARA JUBILADOS Y PENSIONADOS.
DECRETO NACIONAL Nº 202/2003.  Farmacopea Argentina
Sanción: 12/06/2003 
Publicación: B.O. 17/06/2003 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-2699 

Artículo 1: Apruébase el texto del 1º Volumen de la Séptima Edición de la Farmacopea Argentina, que como Anexo A forma parte del presente Decreto. 
Artículo 2: El 1º Volumen de la Séptima Edición de la Farmacopea Argentina, que se aprueba por el artículo 1º del presente, será de uso obligatorio para todas las farmacias, droguerías, empresas elaboradoras e importadoras de drogas y medicamentos, como así también para aquellos establecimientos que los comercialicen y/o distribuyan. Será también de uso obligatorio para aquellos establecimientos o empresas que importen, elaboren, comercialicen y/o distribuyan productos médicos que por sus características deban responder a especificaciones de la Farmacopea Argentina. 
Artículo 3: Encomiéndase al Ministerio de Salud a confeccionar los restantes volúmenes de la VII Edición de la Farmacopea Argentina. 
Artículo 4: Queda prohibida la reimpresión de la Farmacopea Argentina sin autorización expresa del Ministerio de Salud y sólo producirá efecto legal la edición oficial. ANEXO A (No se incluye en el presente trabajo)
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente 1 Art. 1º texto original, renombrando la referencia al Anexo A 2 Art. 3° texto original 3 Art. 4° texto original 4 Art. 5° texto original ANEXO A ANEXO I texto original.

Artículos Suprimidos: Artículo 2º, texto original, objeto cumplido. Artículo 6º, texto original, objeto cumplido. Artículo 7º, texto original, de forma. 

Organismos: Ministerio de Salud
LEY NACIONAL Nº 25869. Beneficio para hemofílicos infectados con HIV 

Sanción: 17/12/2003 
Promulgación: 06/02/2004 
Publicación: B.O. 09/02/2004 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-2760
Artículo 1: Toda persona con hemofilia que, como consecuencia de haber recibido tratamientos con hemoderivados entre los años 1979 y 1985 inclusive, hubiera sido infectada con el retrovirus de inmunodeficiencia humana — HIV—, tendrá derecho a percibir el beneficio establecido por la presente Ley. El beneficio acordado será extensivo al cónyuge o concubino, con una convivencia pública y continua de más de dos (2) años, de los beneficiarios señalados en el párrafo anterior y que hubieren sido por ellos contagiados con el virus HIV. Asimismo, será acordado el beneficio a los hijos de los beneficiarios antes señalados que hubieran sido infectados con el virus HIV, por transmisión perinatal. 
Artículo 2: El beneficio acordado en la presente Ley consistirá en una suma mensual equivalente al total de la asignación salarial básica de los agentes del nivel D del escalafón para el personal civil de la Administración pública nacional aprobado por el Decreto 1669/93. 
Artículo 3: Las solicitudes de acogimiento al beneficio de la presente Ley serán presentadas por ante la autoridad de aplicación que determine el Poder Ejecutivo nacional, la que comprobará en forma sumaria su procedencia. La resolución que deniegue en forma total o parcial el beneficio será recurrible por ante la Cámara Nacional de la Seguridad Social, dentro de los diez (10) días de notificada, la que dictará sentencia en procedimiento sumarísimo. 
Artículo 4: Será condición suficiente para probar los extremos fácticos del artículo 1º la presentación de certificados médicos expedidos por el Ministerio de Salud de la Nación, a través de un servicio de hematología acreditado perteneciente a un hospital público, y por el Instituto de Investigaciones Hematológicas "Dr. Mariano R. Castex", de la Academia Nacional de Medicina, pudiéndose a su vez recabar información de otras instituciones públicas o privadas debidamente reconocidas que cuenten con un registro de pacientes con hemofilia de todo el país. 
Artículo 5: La aceptación del beneficio establecido en la presente Ley implicará la renuncia y/o desistimiento de cualquier acción judicial o administrativa por daños y perjuicios planteada contra el Estado nacional o las provincias. 
Artículo 6: La percepción del beneficio establecido por la presente Ley no resultará incompatible con cualquier otra asignación pública que el beneficiario se encuentre percibiendo o tuviere derecho a percibir. 
Artículo 7: Los pagos que el Estado nacional efectúe en el marco de la presente Ley no eximen de responsabilidad a las empresas y/o laboratorios farmacéuticos que hubieren participado en la producción, distribución o comercialización a título oneroso o gratuito de hemoderivados durante el período comprendido entre los años 1979 y 1985 y que hayan infectado a personas hemofílicas con el retrovirus de inmunodeficiencia humana (HIV), hayan o no contraído el síndrome de inmunodeficiencia adquirida (SIDA). El Estado nacional tendrá derecho a repetir contra los responsables las sumas abonadas a los beneficiarios de la presente Ley. 
Artículo 8: La presente Ley es de orden público.
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 3 Arts. 1° a 3° texto original. - 4 Art. 5º, texto original 5 Art. 6º, texto original 6 Art. 7º, texto original 7 Art. 8º, texto original 8 Art. 9° primera parte del texto original. La segunda parte fue suprimida por haberse cumplido su reglamentación. 
Artículos Suprimidos: Artículo 4º, texto original, por vencimiento de plazo. Artículo 10, texto original de forma. 
Referencias Externas: Decreto 1669/93 ORGANISMOS Cámara Nacional de la Seguridad Social Ministerio de Salud de la Nación
LEY NACIONAL Nº 25871. Ley de migraciones (Parte pertinente)
Sancionada: 17/12/2003.

Promulgada de Hecho: 20/01/2004.

POLITICA MIGRATORIA ARGENTINA

CAPITULO I: AMBITO DE APLICACION

Artículo 1: La admisión, el ingreso, la permanencia y el egreso de personas se rigen por las disposiciones de la presente ley y su reglamentación.

Artículo 2: A los fines de la presente ley se entiende por "inmigrante" todo aquel extranjero que desee ingresar, transitar, residir o establecerse definitiva, temporaria o transitoriamente en el país conforme a la legislación vigente.

CAPITULO II: PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 3: Son objetivos de la presente ley:

a) Fijar las líneas políticas fundamentales y sentar las bases estratégicas en materia migratoria, y dar cumplimiento a los compromisos internacionales de la República en materia de derechos humanos, integración y movilidad de los migrantes;

b) Contribuir al logro de las políticas demográficas que establezca el Gobierno Nacional con respecto a la magnitud, tasa de crecimiento y distribución geográfica de la población del país;

c) Contribuir al enriquecimiento y fortalecimiento del tejido cultural y social del país:

d) Garantizar el ejercicio del derecho a la reunificación familiar;

e) Promover la integración en la sociedad argentina de las personas que hayan sido admitidas como residentes permanentes;

f) Asegurar a toda persona que solicite ser admitida en la República Argentina de manera permanente o temporaria, el goce de criterios y procedimientos de admisión no discriminatorios en términos de los derechos y garantías establecidos por la Constitución Nacional, los tratados internacionales, los convenios bilaterales vigentes y las leyes;

g) Promover y difundir las obligaciones, derechos y garantías de los migrantes, conforme a lo establecido en la Constitución Nacional, los compromisos internacionales y las leyes, manteniendo en alto su tradición humanitaria y abierta con relación a los migrantes y sus familias;

h) Promover la inserción e integración laboral de los inmigrantes que residan en forma legal para el mejor aprovechamiento de sus capacidades personales y laborales a fin de contribuir al desarrollo económico y social de país;

i) Facilitar la entrada de visitantes a la República Argentina para los propósitos de impulsar el comercio, el turismo, las actividades culturales, científicas, tecnológicas y las relaciones internacionales;

j) Promover el orden internacional y la justicia, denegando el ingreso y/o la permanencia en el territorio argentino a personas involucradas en actos reprimidos penalmente por nuestra legislación;

k) Promover el intercambio de información en el ámbito internacional, y la asistencia técnica y capacitación de los recursos humanos, para prevenir y combatir eficazmente a la delincuencia organizada trasnacional.

TITULO I: DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS EXTRANJEROS

CAPITULO I: DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES DE LOS EXTRANJEROS

Artículo 4: El derecho a la migración es esencial e inalienable de la persona y la República Argentina lo garantiza sobre la base de los principios de igualdad y universalidad.

Artículo 5: El Estado asegurará las condiciones que garanticen una efectiva igualdad de trato a fin de que los extranjeros puedan gozar de sus derechos y cumplir con sus obligaciones, siempre que satisfagan las condiciones establecidas para su ingreso y permanencia, de acuerdo a las leyes vigentes.

Artículo 6: El Estado en todas sus jurisdicciones, asegurará el acceso igualitario a los inmigrantes y sus familias en las mismas condiciones de protección, amparo y derechos de los que gozan los nacionales, en particular lo referido a servicios sociales, bienes públicos, salud, educación, justicia, trabajo, empleo y seguridad social.

Artículo 7: En ningún caso la irregularidad migratoria de un extranjero impedirá su admisión como alumno en un establecimiento educativo, ya sea este público o privado; nacional, provincial o municipal; primario, secundario, terciario o universitario. Las autoridades de los establecimientos educativos deberán brindar orientación y asesoramiento respecto de los trámites correspondientes a los efectos de subsanar la irregularidad migratoria.

Artículo 8: No podrá negársele o restringírsele en ningún caso, el acceso al derecho a la salud, la asistencia social o atención sanitaria a todos los extranjeros que lo requieran, cualquiera sea su situación migratoria. Las autoridades de los establecimientos sanitarios deberán brindar orientación y asesoramiento respecto de los trámites correspondientes a los efectos de subsanar la irregularidad migratoria.

Artículo 9: Los migrantes y sus familiares tendrán derecho a que el Estado les proporcione información acerca de:

a) Sus derechos y obligaciones con arreglo a la legislación vigente;

b) Los requisitos establecidos para su admisión, permanencia y egreso;

c) Cualquier otra cuestión que le permita o facilite cumplir formalidades administrativas o de otra índole en la República Argentina.

La autoridad de aplicación adoptará todas las medidas que considere apropiadas para difundir la información mencionada y, en el caso de los trabajadores migrantes y sus familias, velará asimismo porque sea suministrada por empleadores, sindicatos u otros órganos o instituciones. La información requerida será brindada gratuitamente a los extranjeros que la soliciten y, en la medida de lo posible, en un idioma que puedan entender.
(…)
LEY NACIONAL Nº 25929. Prestaciones obligatorias relacionas con embarazo, parto y post parto. Incorporación al PMO 
Sanción: 25/08/2004 
Promulgación: 17/09/2004 
Publicación: B.O. 21/09/2004 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-2794 
Artículo 1: La presente Ley será de aplicación tanto al ámbito público como privado de la atención de la salud en el territorio de la Nación. Las obras sociales regidas por Leyes nacionales y las entidades de medicina prepaga deberán brindar obligatoriamente las prestaciones establecidas en esta Ley, las que quedan incorporadas de pleno derecho al Programa Médico Obligatorio. 
Artículo 2: Toda mujer, en relación con el embarazo, el trabajo de parto, el parto y el postparto, tiene los siguientes derechos: 
a) A ser informada sobre las distintas intervenciones médicas que pudieren tener lugar durante esos procesos de manera que pueda optar libremente cuando existieren diferentes alternativas; 
b) A ser tratada con respeto, y de modo individual y personalizado que le garantice la intimidad durante todo el proceso asistencial y tenga en consideración sus pautas culturales;
c) A ser considerada, en su situación respecto del proceso de nacimiento, como persona sana, de modo que se facilite su participación como protagonista de su propio parto; 
d) Al parto natural, respetuoso de los tiempos biológico y psicológico, evitando prácticas invasivas y suministro de medicación que no estén justificados por el estado de salud de la parturienta o de la persona por nacer; 
e) A ser informada sobre la evolución de su parto, el estado de su hijo o hija y, en general, a que se le haga partícipe de las diferentes actuaciones de los profesionales; 
f) A no ser sometida a ningún examen o intervención cuyo propósito sea de investigación, salvo consentimiento manifestado por escrito bajo protocolo aprobado por el Comité de Bioética; 
g) A estar acompañada, por una persona de su confianza y elección durante el trabajo de parto, parto y postparto; 
h) A tener a su lado a su hijo o hija durante la permanencia en el establecimiento sanitario, siempre que el recién nacido no requiera de cuidados especiales; 
i) A ser informada, desde el embarazo, sobre los beneficios de la lactancia materna y recibir apoyo para amamantar; 
j) A recibir asesoramiento e información sobre los cuidados de sí misma y del niño o niña; 
k) A ser informada específicamente sobre los efectos adversos del tabaco, el alcohol y las drogas sobre el niño o niña y ella misma. 
Artículo 3: Toda persona recién nacida tiene derecho: 
a) A ser tratada en forma respetuosa y digna; 
b) A su inequívoca identificación;
c) A no ser sometida a ningún examen o intervención cuyo propósito sea de investigación o docencia, salvo consentimiento, manifestado por escrito de sus representantes legales, bajo protocolo aprobado por el Comité de Bioética; 
d) A la internación conjunta con su madre en sala, y a que la misma sea lo más breve posible, teniendo en consideración su estado de salud y el de aquélla; 
e) A que sus padres reciban adecuado asesoramiento e información sobre los cuidados para su crecimiento y desarrollo, así como de su plan de vacunación. 
Artículo 4: El padre y la madre de la persona recién nacida en situación de riesgo tienen los siguientes derechos: 
a) A recibir información comprensible, suficiente y continuada, en un ambiente adecuado, sobre el proceso o evolución de la salud de su hijo o hija, incluyendo diagnóstico, pronóstico y tratamiento; 
b) A tener acceso continuado a su hijo o hija mientras la situación clínica lo permita, así como a participar en su atención y en la toma de decisiones relacionadas con su asistencia; 
c) A prestar su consentimiento manifestado por escrito para cuantos exámenes o intervenciones se quiera someter al niño o niña con fines de investigación, bajo protocolo aprobado por el Comité de Bioética; 
d) A que se facilite la lactancia materna de la persona recién nacida siempre que no incida desfavorablemente en su salud; e) A recibir asesoramiento e información sobre los cuidados especiales del niño o niña. 
Artículo 5: Será autoridad de aplicación de la presente ley el Ministerio de Salud de la Nación en el ámbito de su competencia; y en las provincias y la Ciudad de Buenos Aires sus respectivas autoridades sanitarias.
Artículo 6: El incumplimiento de las obligaciones emergentes de la presente ley, por parte de las obras sociales y entidades de medicina prepaga, como así también el incumplimiento por parte de los profesionales de la salud y sus colaboradores y de las instituciones en que éstos presten servicios, será considerado falta grave a los fines sancionatorios, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pudiere corresponder. 
ANTECEDENTES 
Artículo Fuente 1º a 6º Arts. 1º a 6°, texto original 
Artículos Suprimidos: Art. 7°, texto original, objeto cumplido, por decreto promulgatorio 1231/2004. Art. 8°, texto original, de forma. 
Organismos: Ministerio de Salud de la Nación
LEY NACIONAL Nº 26061. Sistema de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. Parte pertinente.
Sanción: 28/09/2005
TITULO I: DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1: OBJETO. Esta ley tiene por objeto la protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes que se encuentren en el territorio de la República Argentina, para garantizar el ejercicio y disfrute pleno, efectivo y permanente de aquellos reconocidos en el ordenamiento jurídico nacional y en los tratados internacionales en los que la Nación sea parte.

Los derechos aquí reconocidos están asegurados por su máxima exigibilidad y sustentados en el principio del interés superior del niño.

La omisión en la observancia de los deberes que por la presente corresponden a los órganos gubernamentales del Estado habilita a todo ciudadano a interponer las acciones administrativas y judiciales a fin de restaurar el ejercicio y goce de tales derechos, a través de medidas expeditas y eficaces.

Artículo 2: APLICACION OBLIGATORIA. La Convención sobre los Derechos del Niño es de aplicación obligatoria en las condiciones de su vigencia, en todo acto, decisión o medida administrativa, judicial o de cualquier naturaleza que se adopte respecto de las personas hasta los dieciocho años de edad. Las niñas, niños o adolescentes tienen derecho a ser oídos y atendidos cualquiera sea la forma en que se manifiesten, en todos los ámbitos.

Los derechos y las garantías de los sujetos de esta ley son de orden público, irrenunciables, interdependientes, indivisibles e intransigibles.

Artículo 3: INTERES SUPERIOR. A los efectos de la presente ley se entiende por interés superior de la niña, niño y adolescente la máxima satisfacción, integral y simultánea de los derechos y garantías reconocidos en esta ley.

Debiéndose respetar:

a) Su condición de sujeto de derecho;

b) El derecho de las niñas, niños y adolescentes a ser oídos y que su opinión sea tenida en cuenta;

c) El respeto al pleno desarrollo personal de sus derechos en su medio familiar, social y cultural;

d) Su edad, grado de madurez, capacidad de discernimiento y demás condiciones personales;

e) El equilibrio entre los derechos y garantías de las niñas, niños y adolescentes y las exigencias del bien común;

f) Su centro de vida. Se entiende por centro de vida el lugar donde las niñas, niños y adolescentes hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia.

Este principio rige en materia de patria potestad, pautas a las que se ajustarán el ejercicio de la misma, filiación, restitución del niño, la niña o el adolescente, adopción, emancipación y toda circunstancia vinculada a las anteriores cualquiera sea el ámbito donde deba desempeñarse.

Cuando exista conflicto entre los derechos e intereses de las niñas, niños y adolescentes frente a otros derechos e intereses igualmente legítimos, prevalecerán los primeros.

Artículo 4: POLITICAS PUBLICAS. Las políticas públicas de la niñez y adolescencia se elaborarán de acuerdo a las siguientes pautas:

a) Fortalecimiento del rol de la familia en la efectivización de los derechos de las niñas, niños y adolescentes;

b) Descentralización de los organismos de aplicación y de los planes y programas específicos de las distintas políticas de protección de derechos, a fin de garantizar mayor autonomía, agilidad y eficacia;

c) Gestión asociada de los organismos de gobierno en sus distintos niveles en coordinación con la sociedad civil, con capacitación y fiscalización permanente;

d) Promoción de redes intersectoriales locales;

e) Propiciar la constitución de organizaciones y organismos para la defensa y protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes.

Artículo 5: RESPONSABILIDAD GUBERNAMENTAL. Los Organismos del Estado tienen la responsabilidad indelegable de establecer, controlar y garantizar el cumplimiento de las políticas públicas con carácter federal.

En la formulación y ejecución de políticas públicas y su prestación, es prioritario para los Organismos del Estado mantener siempre presente el interés superior de las personas sujetos de esta ley y la asignación privilegiada de los recursos públicos que las garanticen.

Toda acción u omisión que se oponga a este principio constituye un acto contrario a los derechos fundamentales de las niñas, niños y adolescentes.

Las políticas públicas de los Organismos del Estado deben garantizar con absoluta prioridad el ejercicio de los derechos de las niñas, niños y adolescentes.

La prioridad absoluta implica:

1.- Protección y auxilio en cualquier circunstancia;

2.- Prioridad en la exigibilidad de la protección jurídica cuando sus derechos colisionen con los intereses de los adultos, de las personas jurídicas privadas o públicas;

3.- Preferencia en la atención, formulación y ejecución de las políticas públicas;

4.- Asignación privilegiada e intangibilidad de los recursos públicos que las garantice;

5.- Preferencia de atención en los servicios esenciales.

Artículo 6: PARTICIPACION COMUNITARIA. La Comunidad, por motivos de solidaridad y en ejercicio de la democracia participativa, debe y tiene derecho a ser parte activa en el logro de la vigencia plena y efectiva de los derechos y garantías de las niñas, niños y adolescentes.

Artículo 7: RESPONSABILIDAD FAMILIAR. La familia es responsable en forma prioritaria de asegurar a las niñas, niños y adolescentes el disfrute pleno y el efectivo ejercicio de sus derechos y garantías.

El padre y la madre tienen responsabilidades y obligaciones comunes e iguales en lo que respecta al cuidado, desarrollo y educación integral de sus hijos.

Los Organismos del Estado deben asegurar políticas, programas y asistencia apropiados para que la familia pueda asumir adecuadamente esta responsabilidad, y para que los padres asuman, en igualdad de condiciones, sus responsabilidades y obligaciones.

TITULO II: PRINCIPIOS, DERECHOS Y GARANTIAS

Artículo 8: DERECHO A LA VIDA. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la vida, a su disfrute, protección y a la obtención de una buena calidad de vida.

Artículo 9: DERECHO A LA DIGNIDAD Y A LA INTEGRIDAD PERSONAL. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la dignidad como sujetos de derechos y de personas en desarrollo; a no ser sometidos a trato violento, discriminatorio, vejatorio, humillante, intimidatorio; a no ser sometidos a ninguna forma de explotación económica, torturas, abusos o negligencias, explotación sexual, secuestros o tráfico para cualquier fin o en cualquier forma o condición cruel o degradante.

Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a su integridad física, sexual, psíquica y moral.

La persona que tome conocimiento de malos tratos, o de situaciones que atenten contra la integridad psíquica, física, sexual o moral de un niño, niña o adolescente, o cualquier otra violación a sus derechos, debe comunicar a la autoridad local de aplicación de la presente ley.

Los Organismos del Estado deben garantizar programas gratuitos de asistencia y atención integral que promuevan la recuperación de todas las niñas, niños y adolescentes.

Artículo 10: DERECHO A LA VIDA PRIVADA E INTIMIDAD FAMILIAR. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la vida privada e intimidad de y en la vida familiar.

Estos derechos no pueden ser objeto de injerencias arbitrarias o ilegales.

Artículo 11: DERECHO A LA IDENTIDAD. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a un nombre, a una nacionalidad, a su lengua de origen, al conocimiento de quiénes son sus padres, a la preservación de sus relaciones familiares de conformidad con la ley, a la cultura de su lugar de origen y a preservar su identidad e idiosincrasia, salvo la excepción prevista en los artículos 327 y 328 del Código Civil.

Los Organismos del Estado deben facilitar y colaborar en la búsqueda, localización u obtención de información, de los padres u otros familiares de las niñas, niños y adolescentes facilitándoles el encuentro o reencuentro familiar. Tienen derecho a conocer a sus padres biológicos, y a crecer y desarrollarse en su familia de origen, a mantener en forma regular y permanente el vínculo personal y directo con sus padres, aun cuando éstos estuvieran separados o divorciados, o pesara sobre cualquiera de ellos denuncia penal o sentencia, salvo que dicho vínculo, amenazare o violare alguno de los derechos de las niñas, niños y adolescentes que consagra la ley.

En toda situación de institucionalización de los padres, los Organismos del Estado deben garantizar a las niñas, niños y adolescentes el vínculo y el contacto directo y permanente con aquéllos, siempre que no contraríe el interés superior del niño.

Sólo en los casos en que ello sea imposible y en forma excepcional tendrán derecho a vivir, ser criados y desarrollarse en un grupo familiar alternativo o a tener una familia adoptiva, de conformidad con la ley.

Artículo 12: GARANTIA ESTATAL DE IDENTIFICACION. INSCRIPCION EN EL REGISTRO DEL ESTADO Y CAPACIDAD DE LAS PERSONAS. Los Organismos del Estado deben garantizar procedimientos sencillos y rápidos para que los recién nacidos sean identificados en forma gratuita, obligatoria, oportuna e inmediatamente después de su nacimiento, estableciendo el vínculo filial con la madre, conforme al procedimiento previsto en la Ley N° 24.540.

Ante la falta de documento que acredite la identidad de la madre o del padre, los Organismos del Estado deberán arbitrar los medios necesarios para la obtención de la identificación obligatoria consignada en el párrafo anterior, circunstancia que deberá ser tenida especialmente en cuenta por la reglamentación de esta ley.

Debe facilitar la adopción de medidas específicas para la inscripción gratuita en el Registro del Estado y Capacidad de las Personas, de todos aquellos adolescentes y madres, que no hayan sido inscriptos oportunamente.

Artículo 13: DERECHO A LA DOCUMENTACION. Las niñas, niños, adolescentes y madres indocumentadas, tienen derecho a obtener los documentos públicos que comprueben su identidad, de conformidad con la normativa vigente y en los términos que establece el procedimiento previsto en la Ley N° 24.540.

Artículo 14: DERECHO A LA SALUD. Los Organismos del Estado deben garantizar:

a) El acceso a servicios de salud, respetando las pautas familiares y culturales reconocidas por la familia y la comunidad a la que pertenecen siempre que no constituyan peligro para su vida e integridad;

b) Programas de asistencia integral, rehabilitación e integración;

c) Programas de atención, orientación y asistencia dirigidos a su familia;

d) Campañas permanentes de difusión y promoción de sus derechos dirigidas a la comunidad a través de los medios de comunicación social.

Toda institución de salud deberá atender prioritariamente a las niñas, niños y adolescentes y mujeres embarazadas.

Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la atención integral de su salud, a recibir la asistencia médica necesaria y a acceder en igualdad de oportunidades a los servicios y acciones de prevención, promoción, información, protección, diagnóstico precoz, tratamiento oportuno y recuperación de la salud.

Artículo 15: DERECHO A LA EDUCACION. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la educación pública y gratuita, atendiendo a su desarrollo integral, su preparación para el ejercicio de la ciudadanía, su formación para la convivencia democrática y el trabajo, respetando su identidad cultural y lengua de origen, su libertad de creación y el desarrollo máximo de sus competencias individuales; fortaleciendo los valores de solidaridad, respeto por los derechos humanos, tolerancia, identidad cultural y conservación del ambiente.

Tienen derecho al acceso y permanencia en un establecimiento educativo cercano a su residencia. En el caso de carecer de documentación que acredite su identidad, se los deberá inscribir provisoriamente, debiendo los Organismos del Estado arbitrar los medios destinados a la entrega urgente de este documento.

Por ninguna causa se podrá restringir el acceso a la educación debiendo entregar la certificación o diploma correspondiente.

Las niñas, niños y adolescentes con capacidades especiales tienen todos los derechos y garantías consagrados y reconocidos por esta ley, además de los inherentes a su condición específica.

Los Organismos del Estado, la familia y la sociedad deben asegurarles el pleno desarrollo de su personalidad hasta el máximo de sus potencialidades, así como el goce de una vida plena y digna.

Artículo 16: GRATUIDAD DE LA EDUCACION. La educación pública será gratuita en todos los servicios estatales, niveles y regímenes especiales, de conformidad con lo establecido en el ordenamiento jurídico vigente.

Artículo 17: PROHIBICION DE DISCRIMINAR POR ESTADO DE EMBARAZO, MATERNIDAD Y PATERNIDAD. Prohíbese a las instituciones educativas públicas y privadas imponer por causa de embarazo, maternidad o paternidad, medidas correctivas o sanciones disciplinarias a las niñas, niños y adolescentes.

Los Organismos del Estado deben desarrollar un sistema conducente a permitir la continuidad y la finalización de los estudios de las niñas, niños y adolescentes.

La mujer privada de su libertad será especialmente asistida durante el embarazo y el parto, y se le proveerán los medios materiales para la crianza adecuada de su hijo mientras éste permanezca en el medio carcelario, facilitándose la comunicación con su familia a efectos de propiciar su integración a ella.

Artículo 18: MEDIDAS DE PROTECCION DE LA MATERNIDAD Y PATERNIDAD. Las medidas que conforman la protección integral se extenderán a la madre y al padre durante el embarazo, el parto y al período de lactancia, garantizando condiciones dignas y equitativas para el adecuado desarrollo de su embarazo y la crianza de su hijo.

Artículo 19: DERECHO A LA LIBERTAD. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la libertad.

Este derecho comprende:

a) Tener sus propias ideas, creencias o culto religioso según el desarrollo de sus facultades y con las limitaciones y garantías consagradas por el ordenamiento jurídico y ejercerlo bajo la orientación de sus padres, tutores, representantes legales o encargados de los mismos;

b) Expresar su opinión en los ámbitos de su vida cotidiana, especialmente en la familia, la comunidad y la escuela;

c) Expresar su opinión como usuarios de todos los servicios públicos y, con las limitaciones de la ley, en todos los procesos judiciales y administrativos que puedan afectar sus derechos.

Las personas sujetos de esta ley tienen derecho a su libertad personal, sin más límites que los establecidos en el ordenamiento jurídico vigente. No pueden ser privados de ella ilegal o arbitrariamente.

La privación de libertad personal, entendida como ubicación de la niña, niño o adolescente en un lugar de donde no pueda salir por su propia voluntad, debe realizarse de conformidad con la normativa vigente.

Artículo 20: DERECHO AL DEPORTE Y JUEGO RECREATIVO. Los Organismos del Estado con la activa participación de la sociedad, deben establecer programas que garanticen el derecho de todas las niñas, niños y adolescentes a la recreación, esparcimiento, juegos recreativos y deportes, debiendo asegurar programas específicos para aquellos con capacidades especiales.

Artículo 21: DERECHO AL MEDIO AMBIENTE. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, así como a la preservación y disfrute del paisaje.

Artículo 22: DERECHO A LA DIGNIDAD. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a ser respetados en su dignidad, reputación y propia imagen.

Se prohíbe exponer, difundir o divulgar datos, informaciones o imágenes que permitan identificar, directa o indirectamente a los sujetos de esta ley, a través de cualquier medio de comunicación o publicación en contra de su voluntad y la de sus padres, representantes legales o responsables, cuando se lesionen su dignidad o la reputación de las niñas, niños y adolescentes o que constituyan injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada o intimidad familiar.

Artículo 23: DERECHO DE LIBRE ASOCIACION. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho de asociarse libremente con otras personas, con fines sociales, culturales, deportivos, recreativos, religiosos, políticos, laborales o de cualquier otra índole, siempre que sean de carácter lícito y de conformidad a la legislación vigente. Este derecho comprende, especialmente, el derecho a:

a) Formar parte de asociaciones, inclusive de sus órganos directivos;

b) Promover y constituir asociaciones conformadas exclusivamente por niñas, niños, adolescentes o ambos, de conformidad con la ley.

Artículo 24: DERECHO A OPINAR Y A SER OIDO. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a:

a) Participar y expresar libremente su opinión en los asuntos que les conciernan y en aquellos que tengan interés;

b) Que sus opiniones sean tenidas en cuenta conforme a su madurez y desarrollo.

Este derecho se extiende a todos los ámbitos en que se desenvuelven las niñas, niños y adolescentes; entre ellos, al ámbito estatal, familiar, comunitario, social, escolar, científico, cultural, deportivo y recreativo.

Artículo 25: DERECHO AL TRABAJO DE LOS ADOLESCENTES. Los Organismos del Estado deben garantizar el derecho de las personas adolescentes a la educación y reconocer su derecho a trabajar con las restricciones que imponen la legislación vigente y los convenios internacionales sobre erradicación del trabajo infantil, debiendo ejercer la inspección del trabajo contra la explotación laboral de las niñas, niños y adolescentes.

Este derecho podrá limitarse solamente cuando la actividad laboral importe riesgo, peligro para el desarrollo, la salud física, mental o emocional de los adolescentes.

Los Organismos del Estado, la sociedad y en particular las organizaciones sindicales coordinarán sus esfuerzos para erradicar el trabajo infantil y limitar toda forma de trabajo legalmente autorizada cuando impidan o afecten su proceso evolutivo.

Artículo 26: DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a obtener los beneficios de la seguridad social.

Los Organismos del Estado deberán establecer políticas y programas de inclusión para las niñas, niños y adolescentes, que consideren los recursos y la situación de los mismos y de las personas que sean responsables de su mantenimiento.

(…)
LEY NACIONAL Nº 26130. Régimen para las intervenciones de contracepción quirúrgica 

Sanción: 09/08/2006 
Promulgación: 28/08/2006 
Publicación: B.O. 29/08/2006 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-2906 1

Artículo 1: Objeto - Toda persona mayor de edad tiene derecho a acceder a la realización de las prácticas denominadas "ligadura de trompas de Falopio" y "ligadura de conductos deferentes o vasectomía" en los servicios del sistema de salud. 
Artículo 2: Requisitos - Las prácticas médicas referidas en el artículo anterior están autorizadas para toda persona capaz y mayor de edad que lo requiera formalmente, siendo requisito previo inexcusable que otorgue su consentimiento informado. No se requiere consentimiento del cónyuge o conviviente ni autorización judicial, excepto en los casos contemplados por el artículo siguiente. 
Artículo 3: Excepción - Cuando se tratare de una persona declarada judicialmente incapaz, es requisito ineludible la autorización judicial solicitada por el representante legal de aquélla. 
Artículo 4: Consentimiento informado - El profesional médico interviniente, en forma individual o juntamente con un equipo interdisciplinario, debe informar a la persona que solicite una ligadura tubaria o una vasectomía sobre:
a) La naturaleza e implicancias sobre la salud de la práctica a realizar; 
b) Las alternativas de utilización de otros anticonceptivos no quirúrgicos autorizados; 
c) Las características del procedimiento quirúrgico, sus posibilidades de reversión, sus riesgos y consecuencias. Debe dejarse constancia en la historia clínica de haber proporcionado dicha información, debidamente conformada por la persona concerniente. 
Artículo 5: Cobertura - Las intervenciones de contracepción quirúrgica objeto de la presente Ley deben ser realizadas sin cargo para el requirente en los establecimientos del sistema público de salud. Los agentes de salud contemplados en la Ley 23660, las organizaciones de la seguridad social y las entidades de medicina prepaga tienen la obligación de incorporar estas intervenciones médicas a su cobertura de modo tal que resulten totalmente gratuitas para el/la beneficiario/a. 
Artículo 6: Objeción de conciencia - Toda persona, ya sea médico/a o personal auxiliar del sistema de salud, tiene derecho a ejercer su objeción de conciencia sin consecuencia laboral alguna con respecto a las prácticas médicas enunciadas en el Artículo 1º de la presente Ley. La existencia de objetores de conciencia no exime de responsabilidad, respecto de la realización de las prácticas requeridas, a las autoridades del establecimiento asistencial que corresponda, quienes están obligados a disponer los reemplazos necesarios de manera inmediata
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1º a 6º Arts.1° a 6°, texto original.- 
Artículos Suprimidos: Arts. 7º y 8º texto original objeto cumplido. Art. 9°, texto original de forma. 
Referencias externas: Ley 23660
LEY NACIONAL Nº 26279. Régimen para la detección y tratamiento de determinadas patologías en el recién nacido 
Sanción: 08/08/2007 
Promulgación: 04/09/2007 
Publicación: B.O. 05/09/2007 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-3008 

Artículo 1: A todo niño/a al nacer en la República Argentina se le practicarán las determinaciones para la detección y posterior tratamiento de fenilcetonuria, hipotiroidismo neonatal, fibrosis quística, galactocemia, hiperplasia suprarenal congénita, deficiencia de biotinidasa, retinopatía del prematuro, chagas y sífilis; siendo obligatoria su realización y seguimiento en todos los establecimientos públicos de gestión estatal o de la seguridad social y privados de la República en los que se atiendan partos y/o a recién nacidos/as. Toda persona diagnosticada con anterioridad a la vigencia de la presente ley queda incluida automáticamente dentro de la población sujeta de tratamiento y seguimiento. 
Artículo 2: También se incluirán otras anomalías metabólicas genéticas y/o congénitas inaparentes al momento del nacimiento, si la necesidad de la pesquisa es científicamente justificada y existen razones de política sanitaria. 
Artículo 3: Las obras sociales, comprendiendo como tal concepto las enunciadas en el artículo 1º de la ley 23660, así como también, la obra social del Poder Judicial, la Dirección de Ayuda Social para el personal del Congreso de la Nación, aquellosque brinden cobertura social al personal de las obras sociales, así como también, todos aquellos agentes de salud que brinden servicios médicos asistenciales a sus afiliados, independientemente de la figura jurídica que tuvieren, deberán incorporar como prestaciones obligatorias: 
1. Detección de las patologías enumeradas en el artículo 1º y aquellas que con posterioridad se incorporen; 
2. Abordajes terapéuticos a base de drogas, fórmulas y suplementos especiales, alimentos y suplementos dietarios especiales, de acuerdo a cada patología, y teniendo en cuenta las nuevas alternativas de tratamiento aprobados científicamente, superadoras de las actuales; 
3. Equipamiento completo y kits de tratamiento. El cumplimiento de las mencionadas prestaciones será regulado por el Ministerio de Salud de la Nación a través de los mecanismos usuales de control. 
Artículo 4: Se constituirá una Comisión Interdisciplinaria de Especialistas en Pesquisa Neonatal, convocada por el Ministerio de Salud de la Nación, con el propósito de elaborar normas de calidad de uso común, incorporar resultados y sistematizar las experiencias ya desarrolladas por jurisdicciones provinciales, Ciudad Autónoma de Buenos Aires y municipios. 
Artículo 5: Serán funciones del Ministerio de Salud de la Nación: 
a) Desarrollar actividades de difusión dirigidas a la población en general, acerca de las características y riesgo de las enfermedades enunciadas en los artículos 1º y 2º como así las conductas y acciones requeridas para su prevención y control y los servicios de atención a los que pueden recurrir a fin de promover el conocimiento y participación comunitaria y social en el tema; 
b) Propiciar el desarrollo de modelos prestacionales integrales que contemplen actividades preventivas, de detección, diagnóstico precoz, referencia, contrarreferencia, asistencia y seguimiento según los requerimientos en cada caso; 
c) Coordinar con las autoridades sanitarias y educativas de las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la realización de campañas de educación y prevención, tendientes a la concientización sobre la importancia de realización de estudios diagnósticos tempranos, la oportuna asistencia y apoyo a las familias, como de la necesidad de un trabajo inter y transdisciplinario entre los equipos de salud y educación, para una atención integrada de la persona, aunando criterios y saberes; 
d) Administrar y coordinar los aspectos científicos de la pesquisa, normatizando el tratamiento y seguimiento a instaurar para garantizar su efectividad; 
e) Establecer Redes de Derivación en forma sostenida, con el objetivo de implementar estimulación temprana, terapéuticas de rehabilitación, y equipamiento, a fin de mantener una comunicación fluida entre quienes hicieron el diagnóstico, el médico de referencia y quienes realizarán el o los tratamientos correspondientes; 
f) Estimular el desarrollo de la investigación y de los modelos evaluativos en la materia; 
g) Desarrollar sistemas estadísticos a nivel nacional y provincial en coordinación con todos los establecimientos de salud, públicos y privados, que atiendan estas problemáticas, quienes deberán suministrar la información necesaria a las autoridades sanitarias a fin de disponer oportunamente de la información requerida para conocer la marcha y los avances de las acciones realizadas, así como la evolución de estas enfermedades fundamentalmente para orientar la prevención; 
h) Propiciar la creación de un banco de datos, que brindará un mejor conocimiento del alcance de estas patologías y será un elemento de utilidad para la prevención;
i) Planificar la capacitación del recurso humano en el asesoramiento a las familias en las diferentes problemáticas planteadas, por cada una de las patologías con un posterior seguimiento de cada caso individual atendiendo las necesidades que surjan de cada problemática. 
Artículo 6: Establecer una directa relación de apoyo con las entidades científicas, asociaciones civiles y ONGs que a la fecha de la sanción de la presente estén desarrollando actividades inherentes al objetivo de la misma, en el territorio nacional, o a nivel internacional. 
Artículo 7: Se invita a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adherir a la presente ley. 
Artículo 8: Los gastos que demande el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley, con excepción de las entidades mencionadas en el artículo 3º serán atendidos con los recursos que destine, a tal efecto, la Ley de Presupuesto General para la Administración Pública Nacional para la Jurisdicción 80 - Ministerio de Salud. 
ANTECEDENTES 

Artículos Fuente: 1 a 7 Arts. 1º a 7° texto original 8 Art. 8° primer párrafo texto original. Segundo párrafo suprimido por objeto cumplido. 
Artículos Suprimidos: Art. 8 texto original segunda parte, Objeto cumplido. Art 9 texto original de forma.
Referencias Externas: ley 23660 Ley de Presupuesto General para la Administración Pública Nacional 
Organismos: Ministerio de Salud de la Nación

LEY NACIONAL Nº 26281. Prevención y control de todas las formas de transmisión de la enfermedad de chagas  
Sanción: 08/08/2007 
Promulgación: 04/09/2007 
Publicación: B.O. 05/09/2007 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-3009 
Artículo 1: Declárase de interés nacional y asígnase carácter prioritario, dentro de la política nacional de salud del Ministerio de Salud, y en el marco de la estrategia de Atención Primaria de la Salud, a la prevención y control de todas las formas de transmisión de la enfermedad de Chagas, hasta su definitiva erradicación de todo el territorio nacional. 
Artículo 2: A los fines de la presente Ley, el Poder Ejecutivo debe desarrollar intervenciones que permitan dar respuestas preventivas y de tratamiento de índole ambiental, laboral, sanitaria, educativa y de vivienda y hábitat saludable. Para ello debe: 
a) Formular las normas técnicas aplicables en todo el país, para la elaboración, ejecución, evaluación y control de los programas de acción directa e indirecta como prevención de la enfermedad, así como la detección de los enfermos agudos, el tratamiento y seguimiento de los mismos, orientados a objetivos anuales en el marco de un plan quinquenal;
b) Determinar métodos y técnicas para las comprobaciones clínicas y de laboratorio que correspondan; 
c) Coordinar y supervisar las programaciones anuales provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, para el control y la vigilancia de esta endemia; 
d) Prestar colaboración técnica y ayuda financiera a las demás autoridades sanitarias del país para la formulación o desarrollo de programas; 
e) Concertar con los países endémicos, sean limítrofes o no, programas de cooperación técnica a fin de contribuir al control de esta endemia en la región; 
f) Arbitrar las medidas necesarias y coordinar las acciones con los sistemas de salud locales y con las aseguradoras de riesgo de trabajo, para optimizar el diagnóstico y seguimiento de los infectados por el Trypanosoma Cruzi; 
g) Desarrollar y auspiciar actividades de educación sanitaria, investigación y capacitación continua específica, que propicie: 
1. Programas de capacitación sobre la enfermedad de Chagas a los integrantes de los equipos de salud provinciales y de los servicios médicos de las aseguradoras de riesgo de trabajo; 
2. Desplegar acciones de educación sanitaria continua en los medios de difusión masivos y en las instituciones educativas. En los ámbitos laborales, se coordinarán las tareas preventivas con las aseguradoras de riesgo de trabajo. 
h) Gestionar el arbitrio de los recursos económicos necesarios, durante cada ejercicio fiscal, para la financiación de los programas a determinar; 
i) Procurar la inclusión en la currícula escolar en forma transversal y permanente de un programa educativo, actualizado y obligatorio sobre la enfermedad de Chagas, su transmisión y medidas de prevención; 
j) Propender el máximo desarrollo de los institutos de investigación en Chagas, tales como el Instituto Nacional de Parasitología "Doctor Mario Fatala Chaben",Instituto de Patología Experimental de la Facultad de Ciencias de la Salud de la Universidad Nacional de Salta, Centros de Investigación Científica y de Transferencia Tecnológica de La Rioja (CRILAR) y otros institutos a incorporar, priorizando los que demuestren mayores evidencias de trabajos y resultados en este campo; 
k) Proveer de medicamentos para negativizar la enfermedad, en los casos que no sea considerada como enfermedad profesional; 
l) Establecer un sistema nacional de información en tiempo real, ágil, informatizado y acorde a las necesidades actuales, que permita el monitoreo de las metas de la presente Ley. 
Artículo 3: Los propietarios, directores, gerentes, administradores o responsables, por cualquier título, de entidades, empresas, o establecimientos urbanos o rurales de carácter industrial, comercial, deportivo, artístico, educacional, o de otra finalidad, así como los propietarios, inquilinos u ocupantes de inmuebles dedicados a vivienda, deben: 
a) Cumplir y hacer cumplir las disposiciones sobre saneamiento ambiental y tratamiento de vectores, que la autoridad sanitaria competente establezca en relación con esta Ley; 
b) Facilitar el acceso de autoridad sanitaria competente a cualquier efecto relacionado con el cumplimiento de la presente Ley; 
c) Adecuar las construcciones existentes y futuras respetando las particularidades culturales de cada zona del país, conforme a las normas que establezcan las autoridades competentes en materia de vivienda, medio ambiente y salud. 
Artículo 4: Es obligatoria la realización y la notificación de las pruebas diagnósticas establecidas según Normas Técnicas del Ministerio de Salud, en toda mujer embarazada, en los recién nacidos, hijos de madres infectadas, hasta el primer año de vida y en el resto de los hijos, menores de catorce (14) años de las mismas madres y, en general, en niños y niñas al cumplir los seis (6) y doce (12) años de edad, según establezca la autoridad de aplicación. Son obligatorios los controles serológicos en donantes y receptores de órganos, tejidos y de sangre a transfundir. Los análisis deben ser realizados por establecimientos sanitarios públicos y privados de todo el territorio nacional, de acuerdo con normas técnicas de diagnóstico del Ministerio de Salud. En ningún caso los resultados de los exámenes que se practiquen pueden constituir elemento restrictivo para el ingreso a los establecimientos educativos y cursos de estudios. La serología reactiva sólo se considera a los fines preventivos y de tratamiento que establece la presente Ley, debiéndose dar cumplimiento a la ley 25326, de protección de los datos personales. 
Artículo 5: Prohíbase realizar reacciones serológicas para determinar la infección chagásica a los aspirantes a cualquier tipo de empleo o actividad. 
Artículo 6: Los actos que, utilizando información obtenida por aplicación de la presente Ley y de las normas complementarias que en su consecuencia se dicten, impliquen una lesión o menoscabo de los derechos de las personas afectadas por la infección chagásica, son considerados actos discriminatorios en los términos de la Ley Nº 23592. 
Artículo 7: Los establecimientos sanitarios oficiales deben practicar sin cargo alguno, los exámenes a que se refiere el artículo 4º, así como el tratamiento antiparasitario específico, evitando toda acción dilatoria. Los establecimientos de la seguridad social y las entidades de medicina prepaga deben reconocer en su cobertura los tests diagnósticos y el tratamiento de la enfermedad. 
Artículo 8: Los resultados de los exámenes establecidos en el artículo 4º son registrados en un certificado oficial de características uniformes en todo el país quedebe establecer la autoridad sanitaria nacional y ser entregado sin cargo a la persona asistida o controlada. En los casos considerados como enfermedad profesional será entregado por la aseguradora de riesgo de trabajo. 
Artículo 9: Los bancos de sangre, de tejidos humanos, servicios de hemoterapia, y los establecimientos públicos o privados de cualquier denominación, legalmente autorizados a extraer o transfundir sangre humana o sus componentes, a realizar injertos de tejidos y a realizar trasplantes de órganos, deben practicar los exámenes necesarios que establece la autoridad sanitaria nacional en las resoluciones correspondientes, y observar los recaudos indispensables para evitar toda posibilidad de transmitir la enfermedad de Chagas. En caso de detectarse serología reactiva en un dador debe comunicarse a la autoridad sanitaria competente e informar de ello al afectado en forma comprensible y debe orientárselo para el adecuado tratamiento. 
Artículo 10: Todo posible dador de sangre o de tejido u órgano que tenga conocimiento o sospecha de padecer o haber padecido infección chagásica, debe ponerlo en conocimiento del servicio al que se presente. 
Artículo 11: Autorízase al Poder Ejecutivo a establecer el régimen de sanciones por las infracciones a la presente Ley, las que consisten en apercibimiento, suspensión, clausura o multa de quince mil pesos ($15.000) hasta cien mil pesos ($100.000), y se aplican con independencia de la responsabilidad civil o penal que pudiere corresponder. 
Artículo 12: El Ministerio de Salud debe realizar las correcciones necesarias en el programa a crearse según se consigna por esta misma Ley. 
Artículo 13: Los gastos que demande el cumplimiento de las disposiciones de la presente Ley serán atendidos con los recursos que destine, a tal efecto, la Ley de presupuesto general de la administración pública para la Jurisdicción 80 – Ministerio de Salud - Programa 20 - Prevención y Control de Enfermedades y Riesgos Específicos.
Artículo 14: Los criterios y parámetros para la distribución de los recursos del Fondo Nacional para la Erradicación de la Enfermedad de Chagas (Foneecha) entre las jurisdicciones provinciales, así como también las cuestiones procedimentales inherentes a la gestión del mismo, se acordarán en el marco del Consejo Federal de Salud. 
Artículo 15: Se invita a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adherir a la presente Ley. 
Artículo 16: Dentro de los noventa (90) días el Poder Ejecutivo procederá a reglamentar la presente Ley. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1° a 11 Arts. 1º a 11 texto original 12 Art. 12, texto original, adaptado por objeto cumplido en primer párrafo. 13 Art. 13 primer párrafo, texto original. Segundo párrafo suprimido por objeto cumplido. 14 a 16 Arts 14 a 16, texto original 
Artículos Suprimidos Art. 12 texto original, primer párrafo por objeto cumplido. Art 13 texto original, segundo párrafo, objeto cumplido. Art 17 texto original de forma. 
Referencias Externas: ley 25326 Ley Nº 23592 Ley de presupuesto general de la administración pública 
Organismos: Ministerio de Salud, Consejo Federal de Salud.

LEY NACIONAL Nº 26369. Examen obligatorio de detección del estreptococo grupo b agalactiae a embarazadas con edad gestacional entre las semanas 35 y 37  
Sanción: 16/04/2008 
Promulgación: 06/05/2008 
Publicación: B.O. 07/05/2008 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-3046  
Artículo 1: Incorpórase con carácter obligatorio como práctica rutinaria de control y prevención la realización del examen de detección del estreptococo Grupo B Agalactiae, a todas las embarazadas con edad gestacional entre las semanas 35 y 37, presenten o no condiciones de riesgo. 
Artículo 2: Si el resultado de la detección fuere positivo, se establece la obligatoriedad del tratamiento correspondiente con la modalidad y tiempo previsto por la ciencia médica, a fin del control de la bacteria de referencia. 
Artículo 3: Deberá considerarse el examen bacteriológico y la profilaxis como prestación de rutina tanto por parte de establecimientos de atención de la salud públicos o privados, como por obras sociales, seguros médicos, prepagas y todo otro organismo financiador de prestaciones de la salud. 
Artículo 4: El Ministerio de Salud de la Nación, como autoridad de aplicación de la presente Ley, en coordinación con las jurisdicciones provinciales y del Gobierno de la Ciudad, dispondrá de los programas de investigación de prevalencia a nivel provincial y/o local, necesarios para la formación de los agentes de salud, acerca de la sepsis bacteriana temprana del recién nacido por estreptococo Grupo B Agalactiae, estrategias de prevención, y obligaciones de los médicos y centros de salud, a fin de que se proceda de forma uniforme a la aplicación del examen bacteriológico de detección y la profilaxis, en todo el país. 
ANTECEDENTES 
Artículo Fuente 1 a 4 Art. 1º a 4º texto original 
Artículos Suprimidos: Art. 5° texto original, de forma 
Organismos: Ministerio de Salud de la Nación
LEY NACIONAL Nº 26396. Prevención y control de trastornos alimentarios 

Sanción: 13/08/2008 
Promulgación: 02/09/2008 
Publicación: B.O. 03/09/2008 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-3066 
Artículo 1: Declárase de interés nacional la prevención y control de los trastornos alimentarios, que comprenderá la investigación de sus agentes causales, el diagnóstico y tratamiento de las enfermedades vinculadas, asistencia integral y rehabilitación, incluyendo la de sus patologías derivadas, y las medidas tendientes a evitar su propagación. 
Artículo 2: Entiéndase por trastornos alimentarios, a los efectos de esta ley, a la obesidad, a la bulimia y a la anorexia nerviosa, y a las demás enfermedades que la reglamentación determine, relacionadas con inadecuadas formas de ingesta alimenticia. 
Artículo 3: Créase el Programa Nacional de Prevención y Control de los trastornos alimentarios en el ámbito del Ministerio de Salud, que tendrá por objeto: 
a) Instrumentar campañas informativas relativas a los trastornos alimentarios, en particular: 
1. Sobre las características de los mismos y de sus consecuencias;
2. Sobre sus aspectos clínicos, nutricionales, psicológicos y sociales y de las formas apropiadas e inapropiadas de su tratamiento; 
3. Sobre el derecho y promoción de la salud, y sobre los derechos del consumidor; 
b) Disminuir la morbimortalidad asociada con estas enfermedades; 
c) Formular normas para la evaluación y control contra los trastornos alimentarios; 
d) Propender al desarrollo de actividades de investigación; 
e) Promover, especialmente entre los niños y adolescentes, conductas nutricionales saludables; 
f) Promover en la comunidad espacios de reflexión y educación para contención de quienes padecen estas enfermedades; 
g) Proponer acciones tendientes a eliminar la discriminación y la estigmatización en el ámbito laboral, educacional y/o social, frente al padecimiento de los trastornos alimentarios; 
h) Promover la participación de organizaciones no gubernamentales (ONG's) en las acciones previstas por el presente programa; 
i) Promover y coordinar, con las autoridades provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires la implementación de programas similares a nivel local; j) Desarrollar actividades de difusión, televisivas, radiales y gráficas, dirigidas a la población en general y a grupos de riesgo en particular, a fin de concientizar sobre los riesgos en la salud que ocasionan las dietas sin control médico y de instruir a la población sobre hábitos alimentarios saludables y adecuados a cada etapa de crecimiento.
Artículo 4: El Ministerio de Salud, como autoridad de aplicación de la presente ley, coordinará acciones en el ámbito del Consejo Federal de Salud con las demás jurisdicciones, a los fines de asegurar la implementación de la presente ley. La autoridad de aplicación dispondrá las medidas necesarias para que en cada una de las jurisdicciones funcione al menos un (1) centro especializado en trastornos alimentarios. 
Artículo 5: El Ministerio de Salud coordinará con el Ministerio de Educación y el Ministerio de Desarrollo Social: a) La incorporación de la Educación Alimentaria Nutricional (EAN) en el sistema educativo en todos sus niveles, como así también de medidas que fomenten la actividad física y eviten el sedentarismo, y la promoción de un ambiente escolar saludable. b) La capacitación de educadores, trabajadores sociales, trabajadores de la salud y demás operadores comunitarios a fin de formar agentes aptos para: 1. Contribuir a la capacitación, perfeccionamiento y actualización de conocimientos básicos sobre la problemática alimentaria. 2. Detectar adecuadamente las situaciones de vulnerabilidad y promover acciones y estrategias para abordarlas a través de una adecuada orientación y/o derivación. c) La realización de talleres y reuniones para dar a conocer a los padres cuestiones relativas a la prevención de los trastornos alimentarios, y los peligros de los estilos de vida no saludables. 
Artículo 6: El Ministerio de Salud auspiciará actos, seminarios, talleres, conferencias, certámenes y/o programas de difusión, que contribuyan al conocimiento de los problemas que traen aparejado los diferentes trastornos alimentarios, y las formas de prevención.
Artículo 7: El Ministerio de Salud, en coordinación con el Ministerio de Desarrollo Social, desarrollará estándares alimentarios para garantizar que los comedores escolares y los planes alimentarios nacionales velen por los aspectos nutricionales de la población atendida, poniendo especial énfasis en la corrección de las deficiencias o excesos de nutrientes, atendiendo las particularidades de la cultura alimentaria local. 
Artículo 8: Los quioscos y demás establecimientos de expendio de alimentos dentro de los establecimientos escolares deberán ofrecer productos que integren una alimentación saludable y variada, debiendo estar los mismos debidamente exhibidos. 
Artículo 9: La autoridad de aplicación deberá tomar medidas a fin de que los anuncios publicitarios, y que los diseñadores de moda, no utilicen la extrema delgadez como símbolo de salud y/o belleza, y ofrezcan una imagen más plural de los jóvenes, en particular de las mujeres. 
Artículo 10: Queda prohibida la publicación o difusión en medios de comunicación de dietas o métodos para adelgazar que no conlleven el aval de un médico y/o licenciado en nutrición. 
Artículo 11: El Ministerio de Salud podrá requerir al responsable del producto alimentario publicitado o promocionado, la comprobación técnica de las aseveraciones que realice en el mismo, sobre la calidad, origen, pureza, conservación, propiedades nutritivas y beneficio de empleo de los productos publicitados. 
Artículo 12: Los anuncios publicitarios en medios masivos de comunicación de productos para bajar de peso, deberán dirigirse, exclusivamente a mayores de veintiún (21) años de edad, debiendo ser protagonizados también por personas mayores de edad.
Artículo 13: Quedan incorporadas en el Programa Médico Obligatorio, la cobertura del tratamiento integral de los trastornos alimentarios según las especificaciones que a tal efecto dicte la autoridad de aplicación. 
Artículo 14: La cobertura que deberán brindar todas las obras sociales y asociaciones de obras sociales del Sistema Nacional incluidas en la Ley 23660 recipiendarias del fondo de redistribución de la Ley 23661, las demás obras sociales y organismos que hagan sus veces creadas o regidas por leyes nacionales y las empresas o entidades que presten servicios de medicina prepaga, conforme a lo establecido en la Ley 24754, incluirá los tratamientos médicos necesarios, incluyendo los nutricionales, psicológicos, clínicos, quirúrgicos, farmacológicos y todas las prácticas médicas necesarias para una atención multidisciplinaria e integral de las enfermedades. 
Artículo 15: Los proveedores de bienes o servicios con destino al público en general, no podrán negarse, ante el requerimiento de una persona obesa, a proporcionar el bien o servicio solicitado, en las condiciones que al respecto establezca el Poder Ejecutivo. Tal negativa será considerada acto discriminatorio en los términos de la Ley 23592. 
Artículo 16: El Poder Ejecutivo, dispondrá las medidas necesarias a fin de que los establecimientos educacionales y sanitarios de su jurisdicción, cuenten con las comodidades y el equipamiento adecuado para el uso y asistencia de las personas que padecen obesidad. Asimismo gestionará ante los gobiernos provinciales y el de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la adopción de normas de similar naturaleza. 
Artículo 17: Todas las instituciones de atención médica, públicas y privadas, deberán llevar un registro estadístico de pacientes con trastornos alimentarios y de las enfermedades crónicas relacionadas. A tal efecto la autoridad de aplicación confeccionará los formularios de recolección y registro. La autoridad de aplicación elaborará periódicamente un mapa sanitario epidemiológico y un informe sobre las acciones llevadas a cabo a nivel nacional y en conjunto con las autoridades provinciales. También se informará de los adelantos e investigaciones que sobre las enfermedades se estuvieren llevando a cabo a nivel oficial o con becas oficiales. 
Artículo 18: Invítase a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a dictar normas de igual naturaleza a las previstas en la presente, en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 4 Arts. 1° a 4°, texto original 5 a 9 Arts. 5º a 10, texto original 10 a 17 Art. 12 a 19, texto original 18 Art. 22, texto original 
Artículos Suprimidos: Art. 5° original, Vetado por Decreto 1395/2008. Art. 11 original, Vetado por Decreto 1395/2008. Art. 20 original, Vetado por Decreto 1395/2008. Art. 21 original, Vetado por Decreto 1395/2008. Art. 23 original, de forma.
Referencias Externas: Ley 23660, Ley 23661, Ley 24754, Ley 23592. 
Organismos: Ministerio de Salud, Consejo Federal de Salud, Ministerio de Educación, Ministerio de Desarrollo Social.
LEY NACIONAL Nº 26492. Ley de regulación de la cadena de frío de los medicamentos 

Sanción: 11/03/2009 
Promulgación: 26/03/2009 
Publicación: B.O. 30/03/2009 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-3118
Artículo 1: Todos los medicamentos de uso humano o veterinario, conteniendo principios activos termolábiles, deberán tener incorporado un testigo de temperatura en el envase individual, de carácter indeleble, inalterable e irreversible, que permita verificar que dicho producto no ha perdido la cadena de frío al momento de llegar al consumidor. 
Artículo 2: El testigo será incorporado por la fábrica y deberá permanecer en el medicamento hasta la unidad de consumo individual. 
Artículo 3: Para las presentaciones multidosis, el testigo deberá permanecer en el envase, de manera que el consumidor pueda verificar que en el producto en su poder no se interrumpió la cadena de frío, desnaturalizando o inactivando las propiedades originales del medicamento. 
Artículo 4: La autoridad de aplicación promoverá en forma directa y/o a través de los actores en la cadena de frío, el mayor conocimiento de la población sobre el sistema implementado, sus características, y las recomendaciones para una adecuada y eficaz implementación.
Artículo 5: El Poder Ejecutivo designará la autoridad de aplicación de la presente ley y dictará su reglamentación, con el objeto, entre otros, de: 
a) Determinar por sus propiedades que productos deberán catalogarse como termolábiles y establecer un orden de prioridad de los mismos para aplicar el testigo de temperatura; 
b) Establecer las temperaturas máxima y mínima a las que cada producto pueda estar sometido sin perder su esencia, y el tiempo de vida útil estimado a partir de que se produzca el corte de la cadena de frío; 
c) Definir normas con las características que debe poseer el testigo, de acuerdo con lo estipulado en el artículo 1º de la presente, y establecer los procedimientos de fiscalización conforme a las mismas; 
d) Establecer el programa a cumplir con cada medicamento para implementar la incorporación del testigo; 
e) Determinar la responsabilidad de los actores en cada etapa de la cadena de frío y la forma en que se deberá registrar dicho cumplimiento; 
f) Establecer el procedimiento para la destrucción de la unidad.
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: Art. 1° Art. 1º, texto original adaptado; suprimida la referencia al plazo, por haberse cumplido el mismo. Arts. 2º a 4º Arts. 2º a 4º texto original Art. 5°, incs. a) a f) Art. 5° incs. a) a f) texto original. Se suprime inciso g) por veto parcial según Decreto 248/2009. 
Artículos Suprimidos: Art. 5° inciso g) texto original, por veto parcial según Decreto 248/2009. Art. 6º texto original, por plazo cumplido. Art. 7° texto original, de forma.

LEY NACIONAL Nº 26529. Derechos del paciente, historia clínica y consentimiento informado 

Sanción: 21/10/2009 
Promulgación: 19/11/2009 
Publicación: B.O. 20/11/2009 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-3133 
Artículo 1: Ámbito de aplicación. El ejercicio de los derechos del paciente, en cuanto a la autonomía de la voluntad, la información y la documentación clínica, se rige por la presente Ley. 
CAPÍTULO I DERECHOS DEL PACIENTE EN SU RELACION CON LOS PROFESIONALES E INSTITUCIONES DE LA SALUD 
Artículo 2: Derechos del paciente. Constituyen derechos esenciales en la relación entre el paciente y el o los profesionales de la salud, el o los agentes del seguro de salud, y cualquier efector de que se trate, los siguientes: 
a) Asistencia. El paciente, prioritariamente los niños, niñas y adolescentes, tiene derecho a ser asistido por los profesionales de la salud, sin menoscabo y distinción alguna, producto de sus ideas, creencias religiosas, políticas, condición socioeconómica, raza, sexo, orientación sexual o cualquier otra condición. El profesional actuante sólo podrá eximirse del deber de asistencia, cuando se hubiere hecho cargo efectivamente del paciente otro profesional competente; 
b) Trato digno y respetuoso. El paciente tiene el derecho a que los agentes del sistema de salud intervinientes, le otorguen un trato digno, con respeto a sus convicciones personales y morales, principalmente las relacionadas con sus condiciones socioculturales, de género, de pudor y a su intimidad, cualquiera sea el padecimiento que presente, y se haga extensivo a los familiares o acompañantes; 
c) Intimidad. Toda actividad médico - asistencial tendiente a obtener, clasificar, utilizar, administrar, custodiar y transmitir información y documentación clínica del paciente debe observar el estricto respeto por la dignidad humana y la autonomía de la voluntad, así como el debido resguardo de la intimidad del mismo y la confidencialidad de sus datos sensibles, sin perjuicio de las previsiones contenidas en la Ley Nº 25326; 
d) Confidencialidad. El paciente tiene derecho a que toda persona que participe en la elaboración o manipulación de la documentación clínica, o bien tenga acceso al contenido de la misma, guarde la debida reserva, salvo expresa disposición en contrario emanada de autoridad judicial competente o autorización del propio paciente; 
e) Autonomía de la voluntad. El paciente tiene derecho a aceptar o rechazar determinadas terapias o procedimientos médicos o biológicos, con o sin expresión de causa, como así también a revocar posteriormente su manifestación de la voluntad. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a intervenir en los términos de la Ley 26061 a los fines de la toma de decisión sobre terapias o procedimientos médicos o biológicos que involucren su vida o salud. En el marco de esta potestad, el paciente que presente una enfermedad irreversible, incurable o se encuentre en estadio terminal, o haya sufrido lesiones que lo coloquen en igual situación, informado en forma fehaciente, tiene el derecho a manifestar su voluntad en cuanto al rechazo de procedimientos quirúrgicos, de reanimación artificial o al retiro de medidas de soporte vital cuando sean extraordinarias o desproporcionadas en relación con la perspectiva de mejoría, o produzcan un sufrimiento desmesurado. También podrá rechazar procedimientos de hidratación o alimentación cuando los mismos produzcan como único efecto la prolongación en el tiempo de ese estadio terminal irreversible o incurable. En todos los casos la negativa o el rechazo de los procedimientos mencionados no significará la interrupción de aquellas medidas y acciones para el adecuado control y alivio del sufrimiento del paciente. 
f) Información Sanitaria. El paciente tiene derecho a recibir la información sanitaria necesaria, vinculada a su salud. El derecho a la información sanitaria incluye el de no recibir la mencionada información. 
g) Interconsulta Médica. El paciente tiene derecho a recibir la información sanitaria por escrito, a fin de obtener una segunda opinión sobre el diagnóstico, pronóstico o tratamiento relacionados con su estado de salud. 
CAPÍTULO II DE LA INFORMACION SANITARIA 
Artículo 3: Definición. A los efectos de la presente Ley, entiéndase por información sanitaria aquella que, de manera clara, suficiente y adecuada a la capacidad de comprensión del paciente, informe sobre su estado de salud, los estudios y tratamientos que fueren menester realizarle y la previsible evolución, riesgos, complicaciones o secuelas de los mismos. 
Artículo 4: -Autorización. La información sanitaria sólo podrá ser brindada a terceras personas, con autorización del paciente. En el supuesto de incapacidad del paciente o imposibilidad de comprender la información a causa de su estado físico o psíquico, la misma será brindada a su representante legal o, en su defecto, al cónyuge que conviva con el paciente, o la persona que, sin ser su cónyuge, conviva o esté a cargo de la asistencia o cuidado del mismo y los familiares hasta el cuarto grado de consanguinidad. 
CAPÍTULO III DEL CONSENTIMIENTO INFORMADO 
Artículo 5: Definición. Entiéndese por consentimiento informado la declaración de voluntad suficiente efectuada por el paciente, o por sus representantes legales, en su caso, emitida luego de recibir, por parte del profesional interviniente, información clara, precisa y adecuada con respecto a: 
a) Su estado de salud; 
b) El procedimiento propuesto, con especificación de los objetivos perseguidos; 
c) Los beneficios esperados del procedimiento; 
d) Los riesgos, molestias y efectos adversos previsibles; 
e) La especificación de los procedimientos alternativos y sus riesgos, beneficios y perjuicios en relación con el procedimiento propuesto; 
f) Las consecuencias previsibles de la no realización del procedimiento propuesto o de los alternativos especificados; 
g) El derecho que le asiste en caso de padecer una enfermedad irreversible, incurable, o cuando se encuentre en estadio terminal, o haya sufrido lesiones que lo coloquen en igual situación, en cuanto al rechazo de procedimientos quirúrgicos, de hidratación, alimentación, de reanimación artificial o al retiro de medidas de soporte vital, cuando sean extraordinarios o desproporcionados en relación con las perspectivas de mejoría, o que produzcan sufrimiento desmesurado, también del derecho de rechazar procedimientos de hidratación y alimentación cuando los mismos produzcan como único efecto la prolongación en el tiempo de ese estadio terminal irreversible e incurable;
h) El derecho a recibir cuidados paliativos integrales en el proceso de atención de su enfermedad o padecimiento. 
Artículo 6: Obligatoriedad. Toda actuación profesional en el ámbito médico-sanitario, sea público o privado, requiere, con carácter general y dentro de los límites que se fijen por vía reglamentaria, el previo consentimiento informado del paciente. En el supuesto de incapacidad del paciente, o imposibilidad de brindar el consentimiento informado a causa de su estado físico o psíquico, el mismo podrá ser dado por las personas mencionadas en el artículo 21 de la Ley 24193, con los requisitos y con el orden de prelación allí establecido. Sin perjuicio de la aplicación del párrafo anterior, deberá garantizarse que el paciente en la medida de sus posibilidades, participe en la toma de decisiones a lo largo del proceso sanitario. 
Artículo 7: Instrumentación. El consentimiento será verbal con las siguientes excepciones, en los que será por escrito y debidamente suscrito: 
a) Internación;
b) Intervención quirúrgica; 
c) Procedimientos diagnósticos y terapéuticos invasivos; 
d) Procedimientos que implican riesgos según lo determine la reglamentación de la presente Ley; e) Revocación. 
f) En el supuesto previsto en el inciso g) del artículo 5° deberá dejarse constancia de la información por escrito en un acta que deberá ser firmada por todos los intervinientes en el acto. 
Artículo 8: Exposición con fines académicos. Se requiere el consentimiento del paciente o en su defecto, el de sus representantes legales, y del profesional de la salud interviniente ante exposiciones con fines académicos, con carácter previo a la realización de dicha exposición. 
Artículo 9: Excepciones al consentimiento informado. El profesional de la salud quedará eximido de requerir el consentimiento informado en los siguientes casos: 
a) Cuando mediare grave peligro para la salud pública; 
b) Cuando mediare una situación de emergencia, con grave peligro para la salud o vida del paciente, y no pudiera dar el consentimiento por sí o a través de sus representantes legales. Las excepciones establecidas en el presente artículo se acreditarán de conformidad a lo que establezca la reglamentación, las que deberán ser interpretadas con carácter restrictivo. 
Artículo 10: Revocabilidad. La decisión del paciente, en cuanto a consentir o rechazar los tratamientos indicados, puede ser revocada. El profesional actuante debe acatar tal decisión, y dejar expresa constancia de ello en la historia clínica, adoptando para el caso todas las formalidades que resulten menester a los fines de acreditar fehacientemente tal manifestación de voluntad, y que la misma fue adoptada en conocimiento de los riesgos previsibles que la decisión implica. Las personas mencionadas en el artículo 21 de la Ley 24193 podrán revocar su anterior decisión con los requisitos y en el orden de prelación allí establecido. Sin perjuicio de la aplicación del párrafo anterior, deberá garantizarse que el paciente, en la medida de sus posibilidades, participe en la toma de decisiones a lo largo del proceso sanitario. 
Artículo 11: Directivas anticipadas. Toda persona capaz mayor de edad puede disponer directivas anticipadas sobre su salud, pudiendo consentir o rechazar determinados tratamientos médicos, preventivos o paliativos, y decisiones relativas a su salud. Las directivas deberán ser aceptadas por el médico a cargo, salvo las que impliquen desarrollar prácticas eutanásicas, las que se tendrán como inexistentes. La declaración de voluntad deberá formalizarse por escrito ante escribano público o juzgados de primera instancia, para lo cual se requerirá de la presencia de dos (2) testigos. Dicha declaración podrá ser revocada en todo momento por quien la manifestó.
Artículo 12: Ningún profesional interviniente que haya obrado de acuerdo con las disposiciones de la presente ley está sujeto a responsabilidad civil, penal, ni administrativa, derivadas del cumplimiento de la misma. 
CAPÍTULO IV DE LA HISTORIA CLINICA 
Artículo 13: Definición y alcance-. A los efectos de esta Ley, entiéndase por historia clínica, el documento obligatorio cronológico, foliado y completo en el que conste toda actuación realizada al paciente por profesionales y auxiliares de la salud. 
Artículo 14: Historia clínica informatizada. El contenido de la historia clínica, puede confeccionarse en soporte magnético siempre que se arbitren todos los medios que aseguren la preservación de su integridad, autenticidad, inalterabilidad, perdurabilidad y recuperabilidad de los datos contenidos en la misma en tiempo y forma. A tal fin, debe adoptarse el uso de accesos restringidos con claves de identificación, medios no reescribibles de almacenamiento, control de modificación de campos o cualquier otra técnica idónea para asegurar su integridad. La reglamentación establece la documentación respaldatoria que deberá conservarse y designa a los responsables que tendrán a su cargo la guarda de la misma. 
Artículo 15: Titularidad. El paciente es el titular de la historia clínica. A su simple requerimiento debe suministrársele copia de la misma, autenticada por autoridad competente de la institución asistencial. La entrega se realizará dentro de las cuarenta y ocho (48) horas de solicitada, salvo caso de emergencia. 
Artículo 16: Asientos. Sin perjuicio de lo establecido en los artículos precedentes y de lo que disponga la reglamentación, en la historia clínica se debe asentar: 
a) La fecha de inicio de su confección; 
b) Datos identificatorios del paciente y su núcleo familiar; 
c) Datos identificatorios del profesional interviniente y su especialidad; 
d) Registros claros y precisos de los actos realizados por los profesionales y auxiliares intervinientes; 
e) Antecedentes genéticos, fisiológicos y patológicos del paciente, si los hubiere; 
f) En el caso de las historias clínicas odontológicas, éstas deben contener registros odontológicos que permitan la identificación del paciente; 
g) Todo acto médico realizado o indicado, sea que se trate de prescripción y suministro de medicamentos, realización de tratamientos, prácticas, estudios principales y complementarios afines con el diagnóstico presuntivo y en su caso de certeza, constancias de intervención de especialistas, diagnóstico, pronóstico, procedimiento, evolución y toda otra actividad inherente, en especial ingresos y altas médicas. 
Los asientos que se correspondan con lo establecido en los incisos d), e), f) y g) del presente artículo, deberán ser realizados sobre la base de nomenclaturas y modelos universales adoptados y actualizados por la Organización Mundial de la Salud, que la autoridad de aplicación establecerá y actualizará por vía reglamentaria. Para el caso del inciso f) debe confeccionarse el registro odontológico, integrante de la historia clínica, en el que se deben individualizar las piezas dentales del paciente en forma estandarizada, según el sistema dígito dos o binario, conforme al sistema de marcación y colores que establezca la reglamentación. 
Artículo 17: Integridad. Forman parte de la historia clínica, los consentimientos informados, las hojas de indicaciones médicas, las planillas de enfermería, los protocolos quirúrgicos, las prescripciones dietarias, los estudios y prácticas realizadas, rechazadas o abandonadas, debiéndose acompañar en cada caso, breve sumario del acto de agregación y desglose autorizado con constancia de fecha, firma y sello del profesional actuante. 
Artículo 18: Unicidad. La historia clínica tiene carácter único dentro de cada establecimiento asistencial público o privado, y debe identificar al paciente por medio de una "clave uniforme", la que deberá ser comunicada al mismo. 
Artículo 19: Inviolabilidad. Depositarios. La historia clínica es inviolable. Los establecimientos asistenciales públicos o privados y los profesionales de la salud, en su calidad de titulares de consultorios privados, tienen a su cargo su guarda y custodia, asumiendo el carácter de depositarios de aquélla, y debiendo instrumentar los medios y recursos necesarios a fin de evitar el acceso a la información contenida en ella por personas no autorizadas. A los depositarios les son extensivas y aplicables las disposiciones que en materia contractual se establecen en el Libro II, Sección III, del Título XV del Código Civil , "Del depósito", y normas concordantes. La obligación impuesta en el párrafo precedente debe regir durante el plazo mínimo de diez (10) años de prescripción liberatoria de la responsabilidad contractual. Dicho plazo se computa desde la última actuación registrada en la historia clínica y vencido el mismo, el depositario dispondrá de la misma en el modo y forma que determine la reglamentación.
Artículo 20: Legitimación. Establécese que se encuentran legitimados para solicitar la historia clínica: 
a) El paciente y su representante legal; 
b) El cónyuge o la persona que conviva con el paciente en unión de hecho, sea o no de distinto sexo según acreditación que determine la reglamentación y los herederos forzosos, en su caso, con la autorización del paciente, salvo que éste se encuentre imposibilitado de darla; 
c) Los médicos, y otros profesionales del arte de curar, cuando cuenten con expresa autorización del paciente o de su representante legal. A dichos fines, el depositario deberá disponer de un ejemplar del expediente médico con carácter de copia de resguardo, revistiendo dicha copia todas las formalidades y garantías que las debidas al original. Asimismo podrán entregarse, cuando corresponda, copias certificadas por autoridad sanitaria respectiva del expediente médico, dejando constancia de la persona que efectúa la diligencia, consignando sus datos, motivos y demás consideraciones que resulten menester. 
Artículo 21: Negativa. Acción. Todo sujeto legitimado en los términos del artículo 19 de la presente Ley, frente a la negativa, demora o silencio del responsable que tiene a su cargo la guarda de la historia clínica, dispondrá del ejercicio de la acción directa de "habeas data" a fin de asegurar el acceso y obtención de aquélla. A dicha acción se le imprimirá el modo de proceso que en cada jurisdicción resulte más apto y rápido. En jurisdicción nacional, esta acción quedará exenta de gastos de justicia. 
Artículo 22: Sanciones. Sin perjuicio de la responsabilidad penal o civil que pudiere corresponder, los incumplimientos de las obligaciones emergentes de la presente Ley por parte de los profesionales y responsables de los establecimientos asistenciales constituirán falta grave, siendo pasibles en la jurisdicción nacional de las sanciones previstas en el título VIII de la Ley 17132 — Régimen Legal del Ejercicio de la Medicina, Odontología y Actividades Auxiliares de las mismas— y, en las jurisdicciones locales, serán pasibles de las sanciones de similar tenor que se correspondan con el régimen legal del ejercicio de la medicina que rija en cada una de ellas. 
CAPÍTULO V DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 23: Autoridad de aplicación nacional y local. Es autoridad de aplicación de la presente Ley en la jurisdicción nacional, el Ministerio de Salud de la Nación, y en cada una de las jurisdicciones provinciales y Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la máxima autoridad sanitaria local. Invítase a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a adherir a la presente Ley en lo que es materia del régimen de sanciones y del beneficio de gratuidad en materia de acceso a la justicia. 
Artículo 24: Vigencia. La presente ley es de orden público, y entrará en vigencia a partir de los NOVENTA (90) días de la fecha de su publicación. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1° Arts. 1º del texto original. 2° Art. 2° del Texto original, inciso e) sustituido por Ley 26742, art. 1°. 3° a 4° Arts. 3° a 4º del texto original 5° Texto según Ley 26742, art. 2°. 6° Texto según Ley 26742, art. 3°. 7° Texto original, inciso f) según Ley 26742, art. 4° 8° a 9° Arts. 8° a 9º del texto original. 10 Texto según Ley 26742, art. 5°. 11 Texto según Ley 26742, art. 6°. 12 Art. Incorporado por Ley 26742, art. 7°. 13 a 15 Art. 12 a 14 del texto original. 16 Art.15 Texto según Ley 26812.art.1°. 17 a 24 Art. 16 a 23 del texto original. 
Artículos Suprimidos: Art. 24, texto original, por decreto reglamentario 1089/2012. Art. 25, texto original, de forma. 
Referencias Externas: Ley Nº 25326 Ley 26061 artículo 21 de la Ley 24193 Libro II, Sección III, del Título XV del Código Civil Ley 17132 
Organismos: Ministerio de Salud de la Nación
LEY NACIONAL Nº 26534. Creación del Instituto Nacional de Medicina Tropical 
Sanción: 28/10/2009 
Promulgación: 25/11/2009 
Publicación: B.O. 26/11/2009 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-3137
Artículo 1: Créase, en el ámbito del Ministerio de Salud de la Nación, el Instituto Nacional de Medicina Tropical, el que tendrá a su cargo las siguientes funciones en relación con las enfermedades tropicales: 
a) Elaborar y desarrollar planes de investigación científica; 
b) Centralizar, actualizar y difundir toda información disponible producida por organismos nacionales, provinciales, extranjeros e internacionales con competencia en la materia, así como la que el propio Instituto Nacional pueda producir; 
c) Realizar campañas de información masiva sobre medidas de concientización y prevención; 
d) Desarrollar planes y acciones tendientes a la prevención, diagnóstico, tratamiento y control de estas enfermedades; 
e) Actuar como laboratorio de referencia para las técnicas de diagnóstico y confirmación de los agentes causales, pudiendo contar con la colaboración de otros institutos con competencia en la materia, en la forma que establezca la autoridad sanitaria nacional;
f) Participar, junto con los Ministerios de Salud jurisdiccionales, en la planificación, ejecución y evaluación de acciones de intervención directa en situaciones de brotes o epidemias de las patologías pertinentes, para la prevención de la diseminación de esas enfermedades y para la organización de la atención de los casos que se hubieren detectado; 
g) Promover la capacitación de recursos humanos pertenecientes a instituciones y organismos sanitarios de la región, sobre prevención, control, diagnóstico y tratamiento; 
h) Producir y difundir información adecuada en materia de su competencia a los centros de educación de gestión pública y privada de todos los niveles; 
i) Intercambiar información y experiencias de investigación, capacitación y control con otros organismos oficiales, instituciones privadas y centros de formación de nivel universitario y terciario; 
j) Desarrollar todas las acciones inherentes al cumplimiento de su objeto y las que le encomiende la autoridad sanitaria nacional. 
Artículo 2: El Instituto creado en el artículo anterior tendrá su asentamiento en una de las provincias que conforman las regiones del Nordeste y Noroeste Argentinos, según lo disponga la autoridad de aplicación, conforme a la conveniencia de su ubicación estratégica, pudiendo constituirse delegaciones en otras provincias, cuando lo juzgue necesario dicha autoridad. 
Artículo 3: A fin de cumplimentar las funciones normadas en el artículo 1º, el Instituto Nacional de Medicina Tropical podrá desarrollar acuerdos y convenios con organismos públicos nacionales, provinciales y municipales, organizaciones privadas, como así también con entidades extranjeras u organismos internacionales. 
Artículo 4: Será la autoridad de aplicación de la presente Ley el Ministerio de Salud de la Nación.
Artículo 5: Los gastos que demande el cumplimiento de la presente se tomarán de los créditos que anualmente establezca el Presupuesto General de la Nación para el Ministerio de Salud, el que para cada ejercicio calculará en forma diferenciada la partida correspondiente. 
Antecedentes 
Artículo Fuente Arts. 1° a 4° Arts. 1º a 4º texto original Art. 5° Art. 6° texto original, sólo el primer párrafo, puesto que el segundo párrafo es de plazo cumplido por hacer referencia a las partidas presupuestarias del año en cuestión. 
Artículos Suprimidos: Art. 5° texto original, objeto cumplido, por decreto reglamentario 125/2011. Art. 7º, texto original de forma. 
Referencias Externas: Presupuesto General de la Nación 
Organismos: Ministerio de Salud de la Nación Ministerios de Salud jurisdiccionales Instituto Nacional de Medicina Tropical
LEY NACIONAL Nº 26588. Atención médica, investigación clínica y epidemiológica y capacitación profesional en la detección temprana, diagnóstico y tratamiento de la enfermedad celíaca 
Sanción: 02/12/2009 
Promulgación: 29/12/2009 
Publicación: B.O. 31/12/2009 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-3172  
Artículo 1: Declárase de interés nacional la atención médica, la investigación clínica y epidemiológica, la capacitación profesional en la detección temprana, diagnóstico y tratamiento de la enfermedad celíaca, su difusión y el acceso a los alimentos libres de gluten. 
Artículo 2: La autoridad de aplicación de la presente Ley será el Ministerio de Salud de la Nación. 
Artículo 3: La autoridad de aplicación debe determinar la cantidad de gluten de trigo, de avena, de cebada o de centeno (TACC) que contengan por unidad de medida de los productos alimenticios para ser clasificados libre de gluten. En la medida que las técnicas de detección lo permitan la autoridad de aplicación fijará la disminución paulatina de la toxicidad. 
Artículo 4: Los productos alimenticios que se comercialicen en el país, y que cumplan con lo dispuesto por el artículo 3º de la presente Ley, deben llevar impresos en sus envases o envoltorios, de modo claramente visible, la leyenda "Libre de gluten" y el símbolo que establezca la autoridad de aplicación. 
Artículo 5: El Ministerio de Salud debe llevar un registro de los productos alimenticios que se comercialicen en el país y que cumplan con lo dispuesto por el artículo 3º de la presente Ley, que actualizará en forma bimestral y publicará una vez al año, por los medios que determine la autoridad de aplicación. 
Artículo 6: La autoridad de aplicación debe promover el cumplimiento de las condiciones de buenas prácticas de manufactura para la elaboración y el control de los productos alimenticios que se comercialicen en el país y que cumplan con lo dispuesto por el artículo 3º de la presente Ley, coordinando acciones con los laboratorios de bromatología. 
Artículo 7: Los productores e importadores de productos alimenticios destinados a celíacos deben acreditar para su comercialización en el país la condición de "Libre de gluten", conforme lo dispuesto en el artículo 3º. 
Artículo 8: Los productores, importadores o cualquier otra persona física o jurídica que comercialice productos alimenticios que cumplan con lo dispuesto por el artículo 3º, deben difundirlo, publicitarlos o promocionarlos acompañando a la publicidad o difusión la leyenda "Libre de gluten". Si la forma de difusión, publicidad o promoción lo permiten, la leyenda debe ser informada visual y sonoramente. 
Artículo 9: Las obras sociales enmarcadas en las Leyes 23660 y 23661, la obra social del Poder Judicial de la Nación, la Dirección de Ayuda Social para el Personal del Congreso de la Nación, las entidades de medicina prepaga y las entidades que brinden atención al personal de las universidades, así como también todos aquellos agentes que brinden servicios médicos asistenciales a sus afiliados independientemente de la figura jurídica que posean, deben brindar cobertura asistencial a las personas con celiaquía, que comprende la detección, el diagnóstico, el seguimiento y el tratamiento de la misma, incluyendo las harinas y premezclas libre de gluten, cuya cobertura determinará la autoridad de aplicación. 
Artículo 10: El Ministerio de Desarrollo Social debe promover acuerdos con las autoridades jurisdiccionales, para la provisión de las harinas y premezclas libres de gluten a todas las personas con celiaquía que no estén comprendidas en el artículo 9º de la presente Ley, conforme lo establezca la reglamentación. 
Artículo 11: El Ministerio de Salud, en coordinación con el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva y las universidades integrantes del Sistema Universitario Nacional, debe promover la investigación sobre la celiaquía, con el objeto de mejorar los métodos para la detección temprana, el diagnóstico, y el tratamiento de la enfermedad. El Ministerio de Salud, en coordinación con el Ministerio de Educación, debe desarrollar programas de difusión en los ámbitos educativos, con el objeto de promover la concientización sobre la celiaquía y con los organismos públicos nacionales competentes promover medidas de incentivo para el acceso a los alimentos libres de gluten. 
Artículo 12: Serán consideradas infracciones a la presente Ley las siguientes conductas: 
a) La impresión de la leyenda "Libre de gluten" en envases o envoltorios de productos alimenticios que no cumplan con lo previsto en el artículo 3º de la presente Ley; 
b) El incumplimiento de las buenas prácticas de manufacturas que se establezcan para la elaboración y el control de los productos alimenticios que se comercialicen en el país y que cumplan con lo dispuesto en el artículo 3º; 
c) Cualquier forma de difusión, publicidad o promoción como "Libre de gluten", de productos alimenticios que no cumplan con lo dispuesto en el artículo 3º; 
d) La falta de prestación total o parcial de la cobertura asistencial prevista en el artículo 9º, por parte de las entidades allí mencionadas;
e) El ocultamiento o la negación de la información que requiera la autoridad de aplicación en su función de control; 
f) Las acciones u omisiones a cualquiera de las obligaciones establecidas, cometidas en infracción a la presente Ley y sus reglamentaciones que no estén mencionadas en los incisos anteriores. 
Artículo 13: Las infracciones a la presente Ley, serán sancionadas con: 
a) Apercibimiento; 
b) Publicación de la resolución que dispone la sanción en un medio de difusión masivo, conforme lo determine la reglamentación; 
c) Multa que debe ser actualizada por el Poder Ejecutivo nacional en forma anual, susceptible de ser aumentada hasta el décuplo en caso de reincidencia; 
d) Suspensión del establecimiento por el término de hasta un (1) año; 
e) Clausura del establecimiento de uno (1) a cinco (5) años; y 
f) Suspensión de la publicidad hasta su adecuación con lo previsto en la presente Ley. Estas sanciones serán reguladas en forma gradual y acumulativa teniendo en cuenta las circunstancias del caso, la naturaleza y gravedad de la infracción, los antecedentes del infractor y el perjuicio causado, sin perjuicio de otras responsabilidades administrativas, civiles y penales, a que hubiere lugar. El producido de las multas se destinará a las campañas de difusión y capacitación establecidas en la presente Ley. 
Artículo 14: La autoridad de aplicación de la presente Ley debe establecer el procedimiento administrativo a aplicar en su jurisdicción para la investigación de presuntas infracciones, asegurando el derecho de defensa del presunto infractor y demás garantías constitucionales. Queda facultada a promover la coordinación de esta función con los organismos públicos nacionales intervinientes en el ámbito de sus áreas comprendidas por esta Ley y con las jurisdicciones que hayan adherido. Asimismo, puede delegar en las jurisdicciones que hayan adherido la sustanciación de los procedimientos a que den lugar las infracciones previstas y otorgarles su representación en la tramitación de los recursos judiciales que se interpongan contra las sanciones que aplique. Agotada la vía administrativa procederá el recurso en sede judicial directamente ante la Cámara Federal de Apelaciones con competencia en materia contencioso-administrativa con jurisdicción en el lugar del hecho. Los recursos que se interpongan contra la aplicación de las sanciones previstas tendrán efecto devolutivo. Por razones fundadas, tendientes a evitar un gravamen irreparable al interesado o en resguardo de terceros, el recurso podrá concederse con efecto suspensivo. 
Artículo 15: Invítase a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adherir a la presente Ley. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1° a 11 Art. 1° a 11, texto original 12 Art. 13, texto original 13 Art. 14º texto original. En el inciso c), se eliminó la indexación por el INDEC conforme a los Arts. 10 y 12 de la Ley 23928. 14 a 15 Arts. 15 a 16, texto original 
Artículos Suprimidos: Artículo 12, texto original, objeto cumplido por Resolución Conjunta 201/2011 SPRI y 649/2011 SAGYP (BO: 13/10/2011). Artículo 17, texto original, objeto cumplido. Artículo 18, texto original, de forma. 
Referencias Externas: Ley 23660, Ley 23661 
Organismos: Ministerio de Salud de la Nación. Ministerio de Desarrollo Social Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva
LEY NACIONAL Nº 26657. Ley Nacional de Salud Mental 

Sanción: 25/11/2010 
Promulgación: 02/12/2010 
Publicación: B.O. 03/12/2010 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-3223
Capítulo I: Derechos y garantías 
Artículo 1: La presente Ley tiene por objeto asegurar el derecho a la protección de la salud mental de todas las personas, y el pleno goce de los derechos humanos de aquellas con padecimiento mental que se encuentran en el territorio nacional, reconocidos en los instrumentos internacionales de derechos humanos, con jerarquía constitucional, sin perjuicio de las regulaciones más beneficiosas que para la protección de estos derechos puedan establecer las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
Artículo 2: Se consideran parte integrante de la presente Ley los Principios de Naciones Unidas para la Protección de los Enfermos Mentales y para el Mejoramiento de la Atención de Salud Mental, adoptado por la Asamblea General en su resolución 46/119 del 17 de diciembre de 1991. Asimismo, la Declaración de Caracas de la Organización Panamericana de la Salud y de la Organización Mundial de la Salud, para la Reestructuración de la Atención Psiquiátrica dentro de los Sistemas Locales de Salud, del 14 de noviembre de 1990, y los Principios de Brasilia Rectores; para el Desarrollo de la Atención en Salud Mental en las Américas, del 9de noviembre de 1990, se consideran instrumentos de orientación para la planificación de políticas públicas. 
Capítulo II: Definición 
Artículo 3: En el marco de la presente Ley se reconoce a la salud mental como un proceso determinado por componentes históricos, socio-económicos, culturales, biológicos y psicológicos, cuya preservación y mejoramiento implica una dinámica de construcción social vinculada a la concreción de los derechos humanos y sociales de toda persona. Se debe partir de la presunción de capacidad de todas las personas. En ningún caso puede hacerse diagnóstico en el campo de la salud mental sobre la base exclusiva de: 
a) Status político, socio-económico, pertenencia a un grupo cultural, racial o religioso; 
b) Demandas familiares, laborales, falta de conformidad o adecuación con valores morales, sociales, culturales, políticos o creencias religiosas prevalecientes en la comunidad donde vive la persona; 
c) Elección o identidad sexual; 
d) La mera existencia de antecedentes de tratamiento u hospitalización. 
Artículo 4: Las adicciones deben ser abordadas como parte integrante de las políticas de salud mental. Las personas con uso problemático de drogas, legales e ilegales, tienen todos los derechos y garantías que se establecen en la presente Ley en su relación con los servicios de salud. 
Artículo 5: La existencia de diagnóstico en el campo de la salud mental no autoriza en ningún caso a presumir riesgo de daño o incapacidad, lo que sólo puede deducirse a partir de una evaluación interdisciplinaria de cada situación particular en un momento determinado. 
Capítulo III: Ámbito de aplicación 
Artículo 6: Los servicios y efectores de salud públicos y privados, cualquiera sea la forma jurídica que tengan, deben adecuarse a los principios establecidos en la presente Ley. 
Capítulo IV: Derechos de las personas con padecimiento mental 
Artículo 7: El Estado reconoce a las personas con padecimiento mental los siguientes derechos: 
a) Derecho a recibir atención sanitaria y social integral y humanizada, a partir del acceso gratuito, igualitario y equitativo a las prestaciones e insumos necesarios, con el objeto de asegurar la recuperación y preservación de su salud; 
b) Derecho a conocer y preservar su identidad, sus grupos de pertenencia, su genealogía y su historia; 
c) Derecho a recibir una atención basada en fundamentos científicos ajustados a principios éticos; 
d) Derecho a recibir tratamiento y a ser tratado con la alternativa terapéutica más conveniente, que menos restrinja sus derechos y libertades, promoviendo la integración familiar, laboral y comunitaria; 
e) Derecho a ser acompañado antes, durante y luego del tratamiento por sus familiares, otros afectos o a quien la persona con padecimiento mental designe; 
f) Derecho a recibir o rechazar asistencia o auxilio espiritual o religioso; 
g) Derecho del asistido, su abogado, un familiar, o allegado que éste designe, a acceder a sus antecedentes familiares, fichas e historias clínicas;
h) Derecho a que en el caso de internación involuntaria o voluntaria prolongada, las condiciones de la misma sean supervisadas periódicamente por el órgano de revisión; 
i) Derecho a no ser identificado ni discriminado por un padecimiento mental actual o pasado; 
j) Derecho a ser informado de manera adecuada y comprensible de los derechos que lo asisten, y de todo lo inherente a su salud y tratamiento, según las normas del consentimiento informado, incluyendo las alternativas para su atención, que en el caso de no ser comprendidas por el paciente se comunicarán a los familiares, tutores o representantes legales; 
k) Derecho a poder tomar decisiones relacionadas con su atención y su tratamiento dentro de sus posibilidades; 
l) Derecho a recibir un tratamiento personalizado en un ambiente apto con resguardo de su intimidad, siendo reconocido siempre como sujeto de derecho, con el pleno respeto de su vida privada y libertad de comunicación; 
m) Derecho a no ser objeto de investigaciones clínicas ni tratamientos experimentales sin un consentimiento fehaciente; 
n) Derecho a que el padecimiento mental no sea considerado un estado inmodificable; 
o) Derecho a no ser sometido a trabajos forzados; 
p) Derecho a recibir una justa compensación por su tarea en caso de participar de actividades encuadradas como laborterapia o trabajos comunitarios, que impliquen producción de objetos, obras o servicios que luego sean comercializados. 
Capítulo V: Modalidad de abordaje 
Artículo 8: Debe promoverse que la atención en salud mental esté a cargo de un equipo interdisciplinario integrado por profesionales, técnicos y otros trabajadores capacitados con la debida acreditación de la autoridad competente. Se incluyen las áreas de psicología, psiquiatría, trabajo social, enfermería, terapia ocupacional y otras disciplinas o campos pertinentes. 
Artículo 9: El proceso de atención debe realizarse preferentemente fuera del ámbito de internación hospitalario y en el marco de un abordaje interdisciplinario e intersectorial, basado en los principios de la atención primaria de la salud. Se orientará al reforzamiento, restitución o promoción de los lazos sociales. 
Artículo 10: Por principio rige el consentimiento informado para todo tipo de intervenciones, con las únicas excepciones y garantías establecidas en la presente Ley. Las personas con discapacidad tienen derecho a recibir la información a través de medios y tecnologías adecuadas para su comprensión. 
Artículo 11: La Autoridad de Aplicación debe promover que las autoridades de salud de cada jurisdicción, en coordinación con las áreas de educación, desarrollo social, trabajo y otras que correspondan, implementen acciones de inclusión social, laboral y de atención en salud mental comunitaria. Se debe promover el desarrollo de dispositivos tales como: consultas ambulatorias; servicios de inclusión social y laboral para personas después del alta institucional; atención domiciliaria supervisada y apoyo a las personas y grupos familiares y comunitarios; servicios para la promoción y prevención en salud mental, así como otras prestaciones tales como casas de convivencia, hospitales de día, cooperativas de trabajo, centros de capacitación socio-laboral, emprendimientos sociales, hogares y familias sustitutas. 
Artículo 12: La prescripción de medicación sólo debe responder a las necesidades fundamentales de la persona con padecimiento mental y se administrará exclusivamente con fines terapéuticos y nunca como castigo, por conveniencia de terceros, o para suplir la necesidad de acompañamiento terapéutico o cuidados especiales. La indicación y renovación de prescripción de medicamentos sólo puede realizarse a partir de las evaluaciones profesionales pertinentes y nunca de forma automática. Debe promoverse que los tratamientos psicofarmacológicos se realicen en el marco de abordajes interdisciplinarios. 
Capítulo VI: Del equipo interdisciplinario 
Artículo 13; Los profesionales con título de grado están en igualdad de condiciones para ocupar los cargos de conducción y gestión de los servicios y las instituciones, debiendo valorarse su idoneidad para el cargo y su capacidad para integrar los diferentes saberes que atraviesan el campo de la salud mental. Todos los trabajadores integrantes de los equipos asistenciales tienen derecho a la capacitación permanente y a la protección de su salud integral, para lo cual se deben desarrollar políticas específicas. 
Capítulo VII: Internaciones 
Artículo 14: La internación es considerada como un recurso terapéutico de carácter restrictivo, y sólo puede llevarse a cabo cuando aporte mayores beneficios terapéuticos que el resto de las intervenciones realizables en su entorno familiar, comunitario o social. Debe promoverse el mantenimiento de vínculos, contactos y comunicación de las personas internadas con sus familiares, allegados y con el entorno laboral y social, salvo en aquellas excepciones que por razones terapéuticas debidamente fundadas establezca el equipo de salud interviniente. 
Artículo 15: La internación debe ser lo más breve posible, en función de criterios terapéuticos interdisciplinarios. Tanto la evolución del paciente como cada una de las intervenciones del equipo interdisciplinario deben registrarse a diario en la historia clínica. En ningún caso la internación puede ser indicada o prolongada para resolver problemáticas sociales o de vivienda, para lo cual el Estado debe proveer los recursos adecuados a través de los organismos públicos competentes.
Artículo 16: Toda disposición de internación, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas, debe cumplir con los siguientes requisitos: 
a) Evaluación, diagnóstico interdisciplinario e integral y motivos que justifican la internación, con la firma de al menos dos (2) profesionales del servicio asistencial donde se realice la internación, uno de los cuales debe ser necesariamente psicólogo o médico psiquiatra; 
b) Búsqueda de datos disponibles acerca de la identidad y el entorno familiar; 
c) Consentimiento informado de la persona o del representante legal cuando corresponda. Sólo se considera válido el consentimiento cuando se presta en estado de lucidez y con comprensión de la situación, y se considerará invalidado si durante el transcurso de la internación dicho estado se pierde, ya sea por el estado de salud de la persona o por efecto de los medicamentos o terapéuticas aplicadas. En tal caso deberá procederse como si se tratase de una internación involuntaria. 
Artículo 17: En los casos en que la persona no estuviese acompañada por familiares o se desconociese su identidad, la institución que realiza la internación, en colaboración con los organismos públicos que correspondan, debe realizar las averiguaciones tendientes a conseguir datos de los familiares o lazos afectivos que la persona tuviese o indicase, o esclarecer su identidad, a fin de propiciar su retorno al marco familiar y comunitario lo antes posible. La institución debe brindar colaboración a los requerimientos de información que solicite el órgano de revisión que se crea en el artículo 38 de la presente Ley.
Artículo 18: La persona internada bajo su consentimiento podrá en cualquier momento decidir por sí misma el abandono de la internación. En todos los casos en que las internaciones voluntarias se prolonguen por más de sesenta (60) días corridos, el equipo de salud a cargo debe comunicarlo al órgano de revisión creado en el artículo 38 y al juez. El juez debe evaluar, en un plazo no mayor de cinco (5) días de ser notificado, si la internación continúa teniendo carácter voluntario o si la misma debe pasar a considerarse involuntaria, con los requisitos y garantías establecidos para esta última situación. En caso de que la prolongación de la internación fuese por problemáticas de orden social, el juez deberá ordenar al órgano administrativo correspondiente la inclusión en programas sociales y dispositivos específicos y la externación a la mayor brevedad posible, comunicando dicha situación al órgano de revisión creado por esta Ley. 
Artículo 19: El consentimiento obtenido o mantenido con dolo, debidamente comprobado por autoridad judicial, o el incumplimiento de la obligación de informar establecida en los capítulos VII y VIII de la presente Ley, harán pasible al profesional responsable y al director de la institución de las acciones civiles y penales que correspondan. 
Artículo 20: La internación involuntaria de una persona debe concebirse como recurso terapéutico excepcional en caso de que no sean posibles los abordajes ambulatorios, y sólo podrá realizarse cuando a criterio del equipo de salud mediare situación de riesgo cierto e inminente para sí o para terceros. Para que proceda la internación involuntaria, además de los requisitos comunes a toda internación, debe hacerse constar: 
a) Dictamen profesional del servicio asistencial que realice la internación. Se debe determinar la situación de riesgo cierto e inminente a que hace referencia el primer párrafo de este artículo, con la firma de dos (2) profesionales de diferentes disciplinas, que no tengan relación de parentesco, amistad o vínculos económicos con la persona, uno de los cuales deberá ser psicólogo o médico psiquiatra; 
b) Ausencia de otra alternativa eficaz para su tratamiento; 
c) Informe acerca de las instancias previas implementadas si las hubiera. 
Artículo 21: La internación involuntaria debidamente fundada debe notificarse obligatoriamente en un plazo de diez (10) horas al juez competente y al órgano de revisión, debiendo agregarse a las cuarenta y ocho (48) horas como máximo todas las constancias previstas en el artículo 20. El juez en un plazo máximo de tres (3) días corridos de notificado debe: 
a) Autorizar, si evalúa que están dadas las causales previstas por esta Ley; 
b) Requerir informes ampliatorios de los profesionales tratantes o indicar peritajes externos, siempre que no perjudiquen la evolución del tratamiento, tendientes a evaluar si existen los supuestos necesarios que justifiquen la medida extrema de la internación involuntaria y/o; 
c) Denegar, en caso de evaluar que no existen los supuestos necesarios para la medida de internación involuntaria, en cuyo caso debe asegurar la externación de forma inmediata. El juez sólo puede ordenar por sí mismo una internación involuntaria cuando, cumplidos los requisitos establecidos en el artículo 20, el servicio de salud responsable de la cobertura se negase a realizarla. 
Artículo 22: La persona internada involuntariamente o su representante legal, tiene derecho a designar un abogado. Si no lo hiciera, el Estado debe proporcionarle uno desde el momento de la internación. El defensor podrá oponerse a la internación y solicitar la externación en cualquier momento. El juzgado deberá permitir al defensor el control de las actuaciones en todo momento. 
Artículo 23: El alta, externación o permisos de salida son facultad del equipo de salud que no requiere autorización del juez. El mismo deberá ser informado si se tratase de una internación involuntaria, o voluntaria ya informada en los términos de los artículos 18 ó 26 de la presente Ley. El equipo de salud está obligado a externar a la persona o transformar la internación en voluntaria, cumpliendo los requisitos establecidos en el artículo 16 apenas cesa la situación de riesgo cierto e inminente. Queda exceptuado de lo dispuesto en el presente artículo, las internaciones realizadas en el marco de lo previsto en el artículo 34 del Código Penal. 
Artículo 24: Habiendo autorizado la internación involuntaria, el juez debe solicitar informes con una periodicidad no mayor a treinta (30) días corridos a fin de reevaluar si persisten las razones para la continuidad de dicha medida, y podrá en cualquier momento disponer su inmediata externación. Si transcurridos los primeros noventa (90) días y luego del tercer informe continuase la internación involuntaria, el juez deberá pedir al órgano de revisión que designe un equipo interdisciplinario que no haya intervenido hasta el momento, y en lo posible independiente del servicio asistencial interviniente, a fin de obtener una nueva evaluación. En caso de diferencia de criterio, optará siempre por la que menos restrinja la libertad de la persona internada. 
Artículo 25: Transcurridos los primeros siete (7) días en el caso de internaciones involuntarias, el juez, dará parte al órgano de revisión que se crea en el artículo 38 de la presente Ley. 
Artículo 26: En caso de internación de personas menores de edad o declaradas incapaces, se debe proceder de acuerdo a lo establecido por los artículos 20, 21, 22, 23, 24 y 25 de la presente Ley. En el caso de niños, niñas y adolescentes, además se procederá de acuerdo a la normativa nacional e internacional de protección integral de derechos. 
Artículo 27: Queda prohibida por la presente Ley la creación de nuevos manicomios, neuropsiquiátricos o instituciones de internación monovalentes, públicos o privados. En el caso de los ya existentes se deben adaptar a los objetivos y principios expuestos, hasta su sustitución definitiva por los dispositivos alternativos. Esta adaptación y sustitución en ningún caso puede significar reducción de personal ni merma en los derechos adquiridos de los mismos. 
Artículo 28: Las internaciones de salud mental deben realizarse en hospitales generales. A tal efecto los hospitales de la red pública deben contar con los recursos necesarios. El rechazo de la atención de pacientes, ya sea ambulatoria o en internación, por el solo hecho de tratarse de problemática de salud mental, será considerado acto discriminatorio en los términos de la Ley 23592. 
Artículo 29:  A los efectos de garantizar los derechos humanos de las personas en su relación con los servicios de salud mental, los integrantes, profesionales y no profesionales del equipo de salud son responsables de informar al órgano de revisión creado por la presente Ley y al juez competente, sobre cualquier sospecha de irregularidad que implicara un trato indigno o inhumano a personas bajo tratamiento o limitación indebida de su autonomía. La sola comunicación a un superior jerárquico dentro de la institución no relevará al equipo de salud de tal responsabilidad si la situación irregular persistiera. Dicho procedimiento se podrá realizar bajo reserva de identidad y contará con las garantías debidas del resguardo a su fuente laboral y no será considerado como violación al secreto profesional. Debe promoverse la difusión y el conocimiento de los principios, derechos y garantías reconocidos y las responsabilidades establecidas en la presente Ley a todos los integrantes de los equipos de salud, al momento del ingreso de cada uno de los trabajadores al sistema. 
Capítulo VIII: Derivaciones 
Artículo 30: Las derivaciones para tratamientos ambulatorios o de internación que se realicen fuera del ámbito comunitario donde vive la persona sólo corresponden si se realizan a lugares donde la misma cuenta con mayor apoyo y contención social o familiar. Los traslados deben efectuarse con acompañante del entorno familiar o afectivo de la persona. Si se trata de derivaciones con internación, debe procederse del modo establecido en el Capítulo VII de la presente Ley. Tanto el servicio o institución de procedencia como el servicio o institución de destino, están obligados a informar dicha derivación al Órgano de Revisión, cuando no hubiese consentimiento de la persona. 
Capítulo IX: Autoridad de Aplicación
Artículo 31: El Ministerio de Salud de la Nación es la Autoridad de Aplicación de la presente Ley, a partir del área específica que designe o cree a tal efecto, la que debe establecer las bases para un Plan Nacional de Salud Mental acorde a los principios establecidos. 
Artículo 32:  En forma progresiva y en un plazo no mayor a tres (3) años a partir de la sanción de la presente Ley, el Poder Ejecutivo debe incluir en los proyectos de presupuesto un incremento en las partidas destinadas a salud mental hasta alcanzar un mínimo del diez por ciento (10 %) del presupuesto total de salud. Se promoverá que las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires adopten el mismo criterio. 
Artículo 33: La Autoridad de Aplicación debe desarrollar recomendaciones dirigidas a las universidades públicas y privadas, para que la formación de los profesionales en las disciplinas involucradas sea acorde con los principios, políticas y dispositivos que se establezcan en cumplimiento de la presente Ley, haciendo especial hincapié en el conocimiento de las normas y tratados internacionales en derechos humanos y salud mental. Asimismo, debe promover espacios de capacitación y actualización para profesionales, en particular para los que se desempeñen en servicios públicos de salud mental en todo el país. 
Artículo 34: La Autoridad de Aplicación debe promover, en consulta con la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación y con la colaboración de las jurisdicciones, el desarrollo de estándares de habilitación y supervisión periódica de los servicios de salud mental públicos y privados. 
Artículo 35: Dentro de los ciento ochenta (180) días corridos de la sanción de la presente Ley, la Autoridad de Aplicación debe realizar un censo nacional en todos los centros de internación en salud mental del ámbito público y privado para relevar la situación de las personas internadas, discriminando datos personales, sexo, tiempo de internación, existencia o no de consentimiento, situación judicial, situación social y familiar, y otros datos que considere relevantes. Dicho censo debe reiterarse con una periodicidad máxima de dos (2) años y se debe promover la participación y colaboración de las jurisdicciones para su realización. 
Artículo 36: La Autoridad de Aplicación, en coordinación con los ministerios de Educación, Desarrollo Social y Trabajo, Empleo y Seguridad Social, debe desarrollar planes de prevención en salud mental y planes específicos de inserción socio-laboral para personas con padecimiento mental. Dichos planes, así como todo el desarrollo de la política en salud mental, deberá contener mecanismos claros y eficientes de participación comunitaria, en particular de organizaciones de usuarios y familiares de los servicios de salud mental. Se promoverá que las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires adopten el mismo criterio. 
Artículo 37: La Autoridad de Aplicación, en coordinación con la Superintendencia de Servicios de Salud, debe promover la adecuación de la cobertura en salud mental de las obras sociales a los principios establecidos en la presente Ley, en un plazo no mayor a los noventa (90) días corridos a partir de la sanción de la presente. 
Capítulo X: Órgano de Revisión
Artículo 38: Créase en el ámbito del Ministerio Público de la Defensa, el Órgano de Revisión con el objeto de proteger los derechos humanos de los usuarios de los servicios de salud mental. 
Artículo 39: El Órgano de Revisión debe ser multidisciplinario, y estará integrado por representantes del Ministerio de Salud de la Nación, de la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación, del Ministerio Público de la Defensa, de asociaciones de usuarios y familiares del sistema de salud, de los profesionales y otros trabajadores de la salud y de organizaciones no gubernamentales abocadas a la defensa de los derechos humanos. 
Artículo 40: Son funciones del Órgano de Revisión:
a) Requerir información a las instituciones públicas y privadas que permita evaluar las condiciones en que se realizan los tratamientos; 
b) Supervisar de oficio o por denuncia de particulares las condiciones de internación por razones de salud mental, en el ámbito público y privado; 
c) Evaluar que las internaciones involuntarias se encuentren debidamente justificadas y no se prolonguen más del tiempo mínimo necesario, pudiendo realizar las denuncias pertinentes en caso de irregularidades y eventualmente, apelar las decisiones del juez; 
d) Controlar que las derivaciones que se realizan fuera del ámbito comunitario cumplan con los requisitos y condiciones establecidos en el artículo 30 de la presente Ley; 
e) Informar a la Autoridad de Aplicación periódicamente sobre las evaluaciones realizadas y proponer las modificaciones pertinentes; 
f) Requerir la intervención judicial ante situaciones irregulares; 
g) Hacer presentaciones ante el Consejo de la Magistratura o el Organismo que en cada jurisdicción evalúe y sancione la conducta de los jueces en las situaciones en que hubiera irregularidades; 
h) Realizar recomendaciones a la Autoridad de Aplicación; 
i) Realizar propuestas de modificación a la legislación en salud mental tendientes a garantizar los derechos humanos; 
j) Promover y colaborar para la creación de órganos de revisión en cada una de las jurisdicciones, sosteniendo espacios de intercambio, capacitación y coordinación, a efectos del cumplimiento eficiente de sus funciones; 
k) Controlar el cumplimiento de la presente Ley, en particular en lo atinente al resguardo de los derechos humanos de los usuarios del sistema de salud mental;
l) Velar por el cumplimiento de los derechos de las personas en procesos de declaración de inhabilidad y durante la vigencia de dichas sentencias.
Capítulo XI: Convenios de cooperación con las provincias 
Artículo 41: El Estado nacional debe promover convenios con las jurisdicciones para garantizar el desarrollo de acciones conjuntas tendientes a implementar los principios expuestos en la presente Ley. Dichos convenios incluirán: 
a) Cooperación técnica, económica y financiera de la Nación para la implementación de la presente Ley; 
b) Cooperación para la realización de programas de capacitación permanente de los equipos de salud, con participación de las universidades; 
c) Asesoramiento para la creación en cada una de las jurisdicciones de áreas específicas para la aplicación de políticas de salud mental, las que actuarán en coordinación con la Autoridad de Aplicación nacional de la presente Ley. 
Capítulo XII Disposiciones complementarias 
Artículo 42: La presente Ley es de orden público.
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 28 Arts. 1° a 28, texto original 29 Art. 29 original, suprimiendo en el último párrafo la referencia “dentro de un lapso de noventa (90) días de la sanción de la presente Ley” por considerarlo de objeto cumplido 30 a 41 Arts. 30 a 41, texto original 42 Art. 45, texto original 
Artículos Suprimidos: Art. 42, texto original objeto cumplido. Art. 43, texto original objeto cumplido. Art. 44, texto original objeto cumplido. Art. 46, texto original, de forma. 
Referencias Externas: Código Penal Ley 23592 
Organismos: Ministerio de Salud de la Nación, Secretaría de Derechos Humanos de la Nación, Ministerios de Educación, Desarrollo Social y Trabajo, Empleo y Seguridad Social Superintendencia de Servicios de Salud, Ministerio Público de la Defensa, Consejo de la Magistratura.
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Texto Definitivo Ley ASA-3244. 
Capítulo I Disposiciones generales 
Artículo 1: La presente ley regula la publicidad, promoción y consumo de los productos elaborados con tabaco a los fines de la prevención y asistencia de la población ante los daños que produce el tabaquismo. 
Artículo 2: Son objetivos de la presente ley: 
a) Reducir el consumo de productos elaborados con tabaco; 
b) Reducir al mínimo la exposición de las personas a los efectos nocivos del humo de productos elaborados con tabaco; 
c) Reducir el daño sanitario, social y ambiental originado por el tabaquismo; 
d) Prevenir la iniciación en el tabaquismo, especialmente en la población de niños y adolescentes;
e) Concientizar a las generaciones presentes y futuras de las consecuencias producidas por el consumo de productos elaborados con tabaco y por la exposición al humo de productos elaborados con tabaco. 
Artículo 3: Quedan comprendidos en los alcances de esta ley todos los productos elaborados con tabaco, y los que sin serlo puedan identificarse con marcas o asociarse con ellos, de origen nacional o importados. 
Artículo 4: A efectos de la presente Ley, se entiende por: 
a) Consumo de productos elaborados con tabaco: El acto de inhalar, exhalar, masticar, chupar o sostener encendido un producto elaborado con tabaco; 
b) Productos elaborados con tabaco: Los preparados que utilizan total o parcialmente como materia prima tabaco y son destinados a ser fumados, chupados, masticados, aspirados, inhalados o utilizados como rapé; 
c) Humo de tabaco: La emanación que se desprende por la combustión de un producto elaborado con tabaco; 
d) Publicidad y promoción de productos elaborados con tabaco: Es toda forma de comunicación, recomendación o acción comercial con el fin, el efecto o el posible efecto de promover directa o indirectamente el consumo de productos elaborados con tabaco; 
e) Control de productos elaborados con tabaco: Las diversas estrategias de reducción de la demanda y los daños asociados al consumo de productos elaborados con tabaco, con el objeto de mejorar la salud de la población; 
f) Patrocinio de marca de productos elaborados con tabaco: Toda forma de contribución a cualquier acto, actividad, persona física o jurídica, pública o privada, con el fin, o a los efectos de promover la marca de un producto elaborado con tabaco;
g) Empaquetado de productos elaborados con tabaco: Se aplica a todo envase, paquete, envoltorio, caja, lata o cualquier otro dispositivo que envuelva o contenga productos elaborados con tabaco en su formato de venta al consumidor final; 
h) Lugar cerrado de acceso público: Todo espacio destinado al acceso público, tanto del ámbito público como privado, cubierto por un techo y confinado por paredes, independientemente de que la estructura sea permanente o temporal; 
i) Lugar de trabajo cerrado: Toda área o sector cerrado dentro de un edificio o establecimiento, fijo o móvil, en donde se desempeñan o desarrollan actividades laborales; 
j) Medios de transporte público de pasajeros: Todo tipo de vehículo que circule por tierra, aire o agua utilizado para transportar pasajeros, con fines comerciales; 
k) Clubes de fumadores de productos elaborados con tabaco: Toda entidad constituida con la finalidad exclusiva de ofrecer un ámbito para degustar o consumir productos elaborados con tabaco; 
l) Ingredientes: Cualquier sustancia o cualquier componente distinto de las hojas y otras partes naturales o no procesadas de la planta de tabaco que se use en la fabricación o preparación de un producto elaborado con tabaco y que siga estando presente en el producto terminado, aunque sea en forma modificada, incluidos el papel, el filtro, las tintas y los adhesivos; 
m) Comunicación directa: Aquella que no es visible o accesible al público en general, y que está dirigida al público mayor de edad, identificado por el documento de identidad de cada uno de los que hayan aceptado en forma fehaciente recibir tal información. 
Capítulo II Publicidad, promoción y patrocinio
Artículo 5: Prohíbese la publicidad, promoción y patrocinio de los productos elaborados con tabaco, en forma directa o indirecta, a través de cualquier medio de difusión o comunicación. 
Artículo 6: Exceptúase de la prohibición establecida en el artículo anterior, a la publicidad o promoción que se realice: a) En el interior de los lugares de venta o expendio de productos elaborados con tabaco, conforme a lo que determine la reglamentación de la presente ley; b) En publicaciones comerciales destinadas exclusivamente a personas o instituciones que se encuentren involucradas en el negocio del cultivo, fabricación, importación, exportación, distribución, depósito y venta de productos elaborados con tabaco; c) A través de comunicaciones directas a mayores de dieciocho (18) años, siempre que se haya obtenido su consentimiento previo y se haya verificado su edad. 
Artículo 7: En todos los casos la publicidad o promoción deberá incluir uno de los siguientes mensajes sanitarios, cuyo texto estará impreso, escrito en forma legible, prominente y proporcional dentro de un rectángulo de fondo blanco con letras negras, que deberá ocupar el veinte por ciento (20%) de la superficie total del material objeto de publicidad o promoción: 
a) Fumar causa cáncer; 
b) Fumar causa enfisema pulmonar; 
c) Fumar causa adicción; 
d) Fumar causa impotencia sexual; 
e) Fumar causa enfermedades cardíacas y respiratorias; 
f) El humo de tabaco es causa de enfermedad y muerte;
g) La mujer embarazada que fuma causa daños irreparables a su hijo; 
h) Fumar causa muerte por asfixia; 
i) Fumar quita años de vida; 
j) Fumar puede causar amputación de piernas. 
En todos los casos se incluirá un pictograma de advertencia sobre el daño que produce el hábito de fumar, el que será establecido para cada mensaje por la autoridad de aplicación de esta ley. 
Artículo 8: Prohíbese a los fabricantes y comerciantes de productos elaborados con tabaco, realizar el auspicio y patrocinio de marca en todo tipo de actividad o evento público, y a través de cualquier medio de difusión. 
Artículo 9: Encomiéndese a la Autoridad Federal de Servicios de Comunicación Audiovisual la fiscalización y verificación del cumplimiento de las disposiciones del presente capítulo por los prestadores de servicios de comunicación audiovisual y radiodifusión, conforme a lo previsto en el artículo 81 inciso j) de la ley 26522, disponiendo la aplicación de las sanciones que correspondan en caso de infracción, de acuerdo a lo establecido en el Título VI de la misma norma, sin perjuicio de las que correspondan por aplicación de la presente Ley. Capítulo III Empaquetado de los productos elaborados con tabaco 
Artículo 10: Los empaquetados y envases de productos elaborados con tabaco llevarán insertos una imagen y un mensaje sanitario que describa los efectos nocivos del consumo de productos elaborados con tabaco, de conformidad con el listado expuesto en el Artículo 7º de la presente, que será actualizado por la autoridad de aplicación con una periodicidad no superior a dos (2) años ni inferior a un (1) año.
Artículo 11: Cada mensaje sanitario y su correspondiente imagen serán consignados en cada paquete y envase individual de venta al público de los productos elaborados con tabaco. El mensaje sanitario estará escrito en un (1) rectángulo negro, sobre fondo blanco con letras negras, y ocupará el cincuenta por ciento (50%) inferior de una (1) de las superficies principales expuestas. La imagen ocupará el cincuenta por ciento (50%) inferior de la otra superficie principal. Las empresas industrializadoras de productos elaborados con tabaco lanzarán sus unidades al mercado, garantizando la distribución homogénea y simultánea de las diferentes imágenes y mensajes sanitarios, en la variedad que hubiere dispuesto la autoridad de aplicación para cada período. 
Artículo 12: Los paquetes y envases de productos elaborados con tabaco deberán incluir además, en uno (1) de sus laterales, información sobre el servicio gratuito para dejar de fumar que suministre el Ministerio de Salud. 
Artículo 13: En los paquetes y envases de productos elaborados con tabaco no podrán utilizarse expresiones tales como "Light"; "Suave", "Milds", "bajo en contenido de nicotina y alquitrán", o términos similares, así como elementos descriptivos, marcas de fábrica o de comercio, signos figurativos o frases, que tengan el efecto directo o indirecto, de crear la falsa, equívoca o engañosa impresión de que un determinado producto elaborado con tabaco es menos nocivo que otro o que pueda inducir a error con respecto a sus características, efectos para la salud, riesgos o emisiones. 
Artículo 14: Prohíbese la colocación o distribución de materiales o envoltorios externos que tengan la finalidad de impedir, reducir, dificultar o diluir la visualización de los mensajes, imágenes o informaciones exigidas por esta ley. 
Capítulo IV Composición de los productos elaborados con tabaco
Artículo 15: La composición de los productos elaborados con tabaco que sean cigarrillos o cigarritos destinados al comercio en el mercado nacional, deben ajustarse a los estándares prescriptos por esta Ley. A estos fines los productos mencionados deben emanar como máximo: 
a) Once miligramos (11 mg) de alquitrán por cigarrillo o cigarrito, a partir del primer año de vigencia de la presente ley, y diez miligramos (10 mg) de alquitrán por cigarrillo o cigarrito, a partir del segundo año de vigencia de la misma; 
b) Un miligramo con un décimo de miligramo (1,1 mg) de nicotina por cigarrillo o cigarrito, a partir del primer año de vigencia de la presente ley, y un miligramo (1 mg) de nicotina por cigarrillo o cigarrito, a partir del segundo año de vigencia de la misma; 
c) Once miligramos (11 mg) de monóxido de carbono por cigarrillo o cigarrito, a partir del primer año de vigencia de la presente ley, y diez miligramos (10 mg) de monóxido de carbono por cigarrillo o cigarrito, a partir del segundo año de vigencia de la misma. 
Los contenidos de alquitrán, nicotina y monóxido de carbono de los cigarrillos y cigarritos se medirán según las normas ISO 4387; ISO 10315 e ISO 8454, respectivamente o las que en el futuro se dicten. La medición de agua se hará de acuerdo a la norma ISO 10362-1, o la que en el futuro se dicte. La exactitud de las mediciones relativas al alquitrán, la nicotina y el monóxido de carbono se comprobarán según la norma ISO 8243 o las que en el futuro se dicten. Los laboratorios que realicen las mediciones deberán poseer acreditación bajo la norma ISO 17.025, o las que en el futuro se dicten, para cada uno de los análisis contemplados en las normas anteriormente mencionadas. 
Artículo 16: El Ministerio de Salud, basándose en estándares, que estén aceptados internacionalmente, establecerá: 
a) Los métodos de verificación de los estándares conforme lo normado en el Artículo anterior;
b) La información que los fabricantes deberán proveer a la autoridad de aplicación y al público acerca de los ingredientes utilizados en los productos elaborados con tabaco; de modo tal que queden protegidos los secretos industriales y de fórmulas de los fabricantes; 
c) La prohibición del uso de determinados ingredientes siempre que se demuestre de acuerdo a criterios científicos objetivos y estándares internacionales, que los mismos incrementan la toxicidad total inherente de los productos bajo análisis. 
Capítulo V: Venta y distribución 
Artículo 17: Queda prohibida la venta, exhibición, distribución y promoción por cualquier título, de productos elaborados con tabaco en los siguientes lugares: 
a) Establecimientos de enseñanza de todos los niveles, estatales y privados; 
b) Establecimientos hospitalarios y de atención de la salud, públicos y privados; 
c) Oficinas y edificios públicos; 
d) Medios de transporte público de pasajeros; 
e) Sedes de museos o clubes y salas de espectáculos públicos como cines, teatros y estadios. 
Artículo 18: Se prohíbe la venta, distribución, promoción, y entrega por cualquier título, de productos elaborados con tabaco a menores de dieciocho (18) años para su consumo o para el de terceros. A tales fines, el vendedor o expendedor deberá verificar la edad del comprador, debiendo exigir la exhibición del documento que la acredite. 
Artículo 19: El responsable de la venta, distribución, promoción y entrega por cualquier título, de productos elaborados con tabaco, tendrá la obligación de hacer cumplir las disposiciones establecidas en los Artículos 17 y 18 según corresponda a su actividad. 
Artículo 20: En el interior de los lugares de expendio de productos elaborados con tabaco, así como en los puntos de venta, distribución y entrega por cualquier título, deberá exhibirse en lugar visible un (1) cartel con la siguiente leyenda "Prohibida la venta, distribución, promoción o entrega, bajo cualquier concepto de productos elaborados con tabaco a menores de 18 años", y el número de la presente ley. 
Artículo 21: Se prohíbe la venta, ofrecimiento, distribución, promoción y/o entrega, por cualquier título de productos elaborados con tabaco: 
a) En paquetes abiertos; 
b) En paquetes cerrados con menos de diez (10) unidades; 
c) A través de máquinas expendedoras; 
d) Por cualquier medio que impida verificar la edad del receptor. 
Artículo 22: Se prohíbe la venta, distribución, publicidad, promoción y entrega por cualquier título, de artículos y productos, de uso y consumo corriente que aun no siendo productos elaborados con tabaco, puedan identificarse o asociarse con ellos a través de la utilización de logotipos, emblemas o nombres de marcas de productos elaborados con tabaco. 
Capítulo VI: Protección ambiental contra el humo de productos elaborados con tabaco 
Artículo 23: Se prohíbe fumar en: 
a) Lugares de trabajo cerrados protegidos por la ley 19587 de Higiene y Seguridad del Trabajo; 
b) Lugares cerrados de acceso público;
c) Centros de enseñanza de cualquier nivel, inclusive instituciones donde se realicen prácticas docentes en cualquiera de sus formas; 
d) Establecimientos de guarda, atención e internación de niños en jardín maternal y de adultos en hogares para ancianos; 
e) Museos y bibliotecas; 
f) Espacios culturales y deportivos, incluyendo aquellos donde se realicen eventos de manera masiva; 
g) Medios de transporte público de pasajeros; 
h) Estaciones terminales de transporte; 
i) Áreas en que el consumo de productos elaborados con tabaco generen un alto riesgo de combustión por la presencia de materiales inflamables, estaciones de expendio de combustibles, sitios de almacenamiento de los mismos o materiales explosivos o similares; 
j) Cualquier otro espacio cerrado destinado al acceso de público, en forma libre o restringida, paga o gratuita, no incluido en los incisos precedentes. 
Las personas no fumadoras tendrán el derecho de exigir al propietario, representante legal, gerente, administrador o responsable a cualquier título del respectivo local o establecimiento, conmine al infractor a cesar en su conducta. 
Artículo 24: Se exceptúan de la prohibición establecida en el artículo anterior: 
a) Los patios, terrazas, balcones y demás áreas al aire libre de los espacios destinados al acceso de público en forma libre o restringida, paga o gratuita, mientras no se trate de establecimientos de atención de la salud o de enseñanza, excluidos los del ámbito universitario;
b) Los lugares de trabajo cerrados privados sin atención al público y sin empleados que cumplan funciones en esa misma dependencia; 
c) Los clubes de fumadores de productos elaborados con tabaco o tabaquerías con áreas especiales habilitadas por autoridad competente. 
Artículo 25: En los lugares en que rija la prohibición de fumar, deberán colocarse carteles que indiquen dicha prohibición. La respectiva leyenda deberá estar escrita en forma legible y prominente, en letreros de un tamaño no inferior a treinta (30) centímetros de lado colocados en un lugar visible, en letras negras sobre fondo blanco, con las demás características que establezca la reglamentación. 
Artículo 26: La autoridad de aplicación, con la finalidad de facilitar las denuncias por incumplimiento de las disposiciones de la presente ley, habilitará como mínimo un (1) número telefónico gratuito y una (1) dirección de correo electrónico, que deberán ser difundidos a través de los medios masivos de comunicación y expuestos en forma visible en los lugares de venta de los productos elaborados con tabaco y en aquellos donde se prohíba su consumo. Capítulo VII Autoridad de aplicación 
Artículo 27: Será autoridad de aplicación de la presente en el orden nacional el Ministerio de Salud. Las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires actuarán como autoridades locales de aplicación, ejerciendo el control y vigilancia sobre el cumplimiento de la presente ley y sus normas reglamentarias. A ese fin determinarán los organismos que cumplirán tales funciones, pudiendo los gobiernos provinciales delegar sus atribuciones en los gobiernos municipales. La autoridad de aplicación ejercerá su función sin perjuicio de la competencia de otros organismos en sus áreas específicas. En tal sentido el Ministerio de Salud actuará con el apoyo de los Ministerios de Educación, de Economía y Finanzas Públicas, de Producción, de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios y de la Secretaría de Medios de Comunicación. Capítulo VIII Educación para la prevención 
Artículo 28: La autoridad de aplicación deberá formular programas de prevención y abandono del consumo de productos elaborados con tabaco, destinados a implementarse en los establecimientos educativos, centros de salud, lugares de trabajo, entidades deportivas y todo otro tipo de organización que exprese su voluntad de participar en acciones contra el tabaquismo. 
Artículo 29: La autoridad de aplicación, en colaboración con el Ministerio de Educación, promoverá la realización de campañas de información, en establecimientos educacionales, acerca de los riesgos que implica el consumo de productos elaborados con tabaco. 
Artículo 30: Las carreras profesionales relacionadas con la salud deberán incluir en sus contenidos curriculares el estudio e investigación de las patologías vinculadas con el tabaquismo, su prevención y tratamiento. 
Artículo 31: El Ministerio de Salud, en coordinación con el Ministerio de Educación, promoverá la información y educación de las nuevas generaciones, con el fin de prevenir y evitar la iniciación en el consumo de productos elaborados con tabaco. Asimismo se pondrá especial énfasis en el peligro que significa el tabaquismo tanto para la mujer embarazada y la madre lactante, como para la salud de su hijo. Capítulo IX Sanciones 
Artículo 32: Las infracciones a las disposiciones de la presente Ley serán pasibles de las siguientes sanciones, las que se aplicarán con independencia de la responsabilidad civil o penal que pudiere corresponder:
a) Multa en moneda de curso legal, equivalente al valor al consumidor final de entre doscientos cincuenta (250) y un mil (1000) paquetes de veinte (20) cigarrillos de los de mayor precio comercializados en el país en caso de incumplimiento cuando se incumpliere lo normado en los Capítulos V y VI. En caso de reincidencia dicha multa podrá alcanzar un valor de hasta dos mil quinientos (2500) paquetes con las mismas características; 
b) Multa en pesos equivalente al valor de venta al consumidor final de diez mil (10.000) a cien mil (100.000) paquetes de veinte (20) cigarrillos del mayor valor comercializado en el país, en caso de violación de lo dispuesto en los Capítulos II, III y IV. En caso de reincidencia, la multa se puede elevar hasta el valor equivalente a un millón (1.000.000) de paquetes de los antes enunciados; 
c) Decomiso y destrucción de los materiales y los productos elaborados o comercializados que se encuentren en violación de las disposiciones establecidas por esta Ley; 
d) Clausura del local, institución o cualquier otro establecimiento donde se contravenga lo pautado en la presente Ley. 
Artículo 33: Las infracciones a las disposiciones de la presente Ley serán juzgadas y ejecutadas por las jurisdicciones locales. El monto de las multas percibidas por cada jurisdicción será destinado al financiamiento de los gastos que demande el cumplimiento de la presente Ley. Las sanciones establecidas en el artículo precedente podrán acumularse y se graduarán con arreglo a su gravedad o reiteración. 
Artículo 34: Las sanciones que se establecen por la presente Ley serán aplicadas, previo sumario que garantice el derecho de defensa, a través de las autoridades sanitarias o de comercio, nacionales o locales, cuando correspondiere, sin perjuicio de la competencia de otros organismos en la materia.
Artículo 35: El Ministerio de Salud creará un registro nacional de infractores de esta ley, y lo mantendrá actualizado coordinando sus acciones con las demás jurisdicciones involucradas en el cumplimiento de esta Ley. Capítulo X Disposiciones finales 
Artículo 36: El gasto que demande el cumplimiento de la presente Ley se financiará con los recursos provenientes de: 
a) El producido de las multas establecidas;
b) Las sumas que a esos fines se asignen en el Presupuesto de la Administración Nacional; 
c) Las donaciones y legados que se efectúen con ese destino específico. 
Artículo 37: Invitase a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a sancionar, para el ámbito de su exclusiva competencia, normas de similar naturaleza a las dispuestas por la presente para el ámbito nacional. 
Artículo 38: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente Ley dentro de los ciento ochenta (180) días de publicada.
Antecedentes 
Artículos Fuente 1 a 36 Arts 1° a 36, texto original 37 Art. 39, texto original. 38 Art. 40, texto original. 
Artículos Suprimidos: Art. 37, texto original, objeto cumplido. Art. 38, texto original, objeto cumplido. Art 41, texto original, objeto cumplido. Art 42, texto original, de forma. 
Referencias Externas: ley 26522, ley 19587 Presupuesto de la Administración Nacional; 
Organismos: Autoridad Federal de Servicios de Comunicación Audiovisual Ministerio de Salud Ministerios de Educación, de Economía y Finanzas Públicas, de Producción, de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios y de la Secretaría de Medios de Comunicación.

LEY NACIONAL Nº 26688. Declaración de interés nacional a la investigación y producción publica de medicamentos, materias primas para la producción de medicamentos, vacunas y productos médicos 

Sanción: 29/06/2011 
Publicación: B.O. 02/08/2011 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-3245 
Artículo 1: Declárase de interés nacional la investigación y producción pública de medicamentos, materias primas para la producción de medicamentos, vacunas y productos médicos entendiendo a los mismos como bienes sociales. 
Artículo 2: Es objeto de la presente ley promover la accesibilidad de Medicamentos, vacunas y productos médicos y propiciar el desarrollo científico y tecnológico a través de laboratorios de producción pública. 
Artículo 3: Es autoridad de aplicación de la presente ley el Ministerio de Salud. 
Artículo 4: Son considerados laboratorios de producción pública a los fines de la presente ley, los laboratorios del Estado nacional, provincial, municipal y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, de las fuerzas atinadas y de las instituciones universitarias de gestión estatal. 
Artículo 5: Institúyese por la presente ley un régimen de producción pública de medicamentos, materias primas, vacunas y productos médicos.
Artículo 6: El régimen establecido por la presente ley tendrá entre sus objetivos los siguientes: a) Establecer un registro de los laboratorios de producción pública, que debe contener como datos mínimos situación de funcionamiento, capacidad instalada y condiciones registrales; b) Establecer como marco de referencia de la producción de medicamentos la propuesta de medicamentos esenciales de la Organización Mundial de la Salud; c) Definir prioridades en líneas estratégicas de producción teniendo en cuenta los perfiles epidemiológicos y estacionales de las regiones de nuestro país; d) Promover la provisión de medicamentos, vacunas y productos médicos que demande el primer nivel de atención en el marco de la estrategia de atención primaria de la salud; e) Promover la investigación, desarrollo y producción de medicamentos huérfanos; 
f) Promover su articulación con instituciones académicas y científicas y organizaciones de trabajadores y usuarios; 
g) Promover una mejor utilización de los recursos disponibles en cada ámbito institucional, evitando la superposición de producción; h) Promover compras centralizadas de insumos, en la medida que permitan condiciones más favorables para la adquisición; 
i) Promover la investigación y docencia, así como la formación y capacitación de recursos humanos; 
j) Promover la investigación, producción y desarrollo de principios activos vegetales y fitomedicamentos, priorizando las especies autóctonas del país.
Artículo 7: El Ministerio de Salud debe promover acuerdos con otros ministerios nacionales y en el marco del Consejo Federal de Salud — COFESA— con las autoridades competentes de las jurisdicciones, para establecer criterios y prioridades en la asignación de los recursos presupuestarios y coordinar la ejecución del régimen previsto en la presente ley a efectos de desarrollar las siguientes acciones: 
a) Delinear y desarrollar las bases operativas; 
b) Establecer un procedimiento operativo que permita una eficaz distribución de los medicamentos, vacunas y productos médicos habilitados para el tránsito interjurisdiccional; 
c) Implementar el Registro de Laboratorios de Producción Pública; 
d) Establecer los lineamientos tendientes a asegurar la calidad, accesibilidad y trazabilidad de los medicamentos, vacunas y productos médicos; 
e) Promover mecanismos tendientes a otorgar preferencias en la adquisición de los medicamentos, vacunas y productos médicos de los laboratorios de producción pública por parte del Estado nacional, provincial, municipal y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; 
f) Elaborar en forma anual un informe sobre las acciones llevadas a cabo y su evolución y publicarlo por todos los medios de difusión disponibles. 
Artículo 8: Los laboratorios de producción pública pueden celebrar convenios con universidades u otras entidades estatales pertinentes para realizar el control de calidad de los medicamentos, vacunas y productos médicos. 
Artículo 9: La Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnologías — ANMAT— , ente descentralizado en el ámbito del Ministerio de Salud, en su carácter de autoridad de contralor y habilitación, debe exigir a los laboratorios de producción pública el cumplimiento de las buenas prácticas de fabricación y control. 
Artículo 10: La presente normativa no limita la elaboración de medicamentos en farmacias hospitalarias bajo el control de las respectivas jurisdicciones. 
Artículo 11: El Ministerio de Salud debe promover los acuerdos necesarios con las instituciones universitarias estatales que cuenten con laboratorios de producción pública, para coordinar su actividad con los fines perseguidos por la presente ley. 
Artículo 12: El régimen instituido por la presente ley debe ser solventado con las partidas específicas correspondientes a la jurisdicción 80 - Ministerio de Salud, de acuerdo a lo establecido por el Presupuesto General para la Administración Pública Nacional. 
Artículo 13: Invítase a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adherir a la presente ley. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1º a13 Art. 1° a 13 texto original. 
Artículos Suprimidos: Art. 13 de forma. 
Organismos: Ministerio de Salud, Consejo Federal de Salud — COFESA— Registro de Laboratorios de Producción Pública Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnologías — ANMAT—

LEY NACIONAL Nº 26689. Cuidado integral de la salud de las personas con enfermedades poco frecuentes 
Sanción: 29/06/2011 
Promulgación: 29/07/2011 
Publicación: B.O. 03/08/2011 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-3246  
Artículo 1: El objeto de la presente Ley es promover el cuidado integral de la salud de las personas con Enfermedades Poco Frecuentes (EPF) y mejorar la calidad de vida de ellas y sus familias. 
Artículo 2: A los efectos de la presente Ley se consideran EPF a aquellas cuya prevalencia en la población es igual o inferior a una en dos mil (1 en 2000) personas, referida a la situación epidemiológica nacional. 
Artículo 3: En el marco de la asistencia integral establecida para las personas con EPF; la autoridad de aplicación debe promover los siguientes objetivos: 
a) Promover el acceso al cuidado de la salud de las personas con EPF, incluyendo las acciones destinadas a la detección precoz, diagnóstico, tratamiento y recuperación, en el marco del efectivo acceso al derecho a la salud para todas las personas;
b) Promover, en su ámbito, la creación de un organismo especializado en EPF, de carácter multidisciplinario, que coordine con las autoridades sanitarias jurisdiccionales, la implementación de las políticas, estrategias y acciones para el cuidado integral de las personas con EPF y sus familias; 
c) Propiciar la participación de las asociaciones de personas con EPF y sus familiares en la formulación de políticas, estrategias y acciones relacionadas con dicha problemática; 
d) Elaborar un listado de EPF, de acuerdo a la prevalencia de dichas enfermedades en nuestro país, el cual será ratificado o modificado una vez al año por la autoridad de aplicación de la presente Ley; 
e) Propiciar la realización periódica de estudios epidemiológicos que den cuenta de la prevalencia de EPF a nivel regional y nacional; 
f) Incluir el seguimiento de las EPF en el Sistema Nacional de Vigilancia Epidemiológica; 
g) Promover la creación de un Registro Nacional de Personas con EPF en el ámbito del Ministerio de Salud de la Nación, con el resguardo de protección de confidencialidad de datos personales; 
h) Promover el desarrollo de centros y servicios de referencia regionales especializados en la atención de las personas con EPF, con profesionales y tecnología apropiada y la asignación presupuestaria pertinente; 
i) Promover la articulación de los centros y servicios de referencia en atención a personas con EPF, con establecimientos de salud de todos los niveles de complejidad, en el marco de la estrategia de la atención primaria de la salud; 
j) Promover el desarrollo y fortalecimiento de centros de asesoramiento, atención e investigación en enfermedades de origen genético que incluyan servicios de diagnóstico para los estudios complementarios pertinentes;
k) Promover el vínculo de las redes de servicios que atiendan a niños, niñas y adolescentes con EPF con los servicios de atención de adultos, favoreciendo la continuidad en la atención de las personas afectadas, reconociendo la particularidad de cada etapa vital; 
l) Fortalecer y coordinar técnica y financieramente la implementación de los programas de pesquisa neonatal y detección de enfermedades congénitas, en el marco de lo establecido por la ley 23413 y sus modificatorias, y la ley 26279, en coordinación con las autoridades sanitarias provinciales; 
m) Promover estrategias y acciones de detección de EPF, en las consultas de seguimiento y de atención por otras problemáticas de salud más frecuentes, estableciendo la importancia del incremento de los criterios de sospecha del diagnóstico, jerarquizando la perspectiva de los usuarios; 
n) Contribuir a la capacitación continua de profesionales de la salud y otros agentes sociales, en todo lo referente al cuidado integral de la salud y mejoría de calidad de vida de las personas con EPF, en el marco de la estrategia de atención primaria de la salud; 
o) Promover la investigación socio sanitaria y el desarrollo de tecnologías apropiadas para la problemática de personas con EPF, en Coordinación con el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva de la Nación; 
p) Promover la articulación con el Ministerio de Educación de la Nación y las respectivas autoridades jurisdiccionales, en términos, de favorecer la inclusión de personas con EPF; 
q) Promover la accesibilidad de personas con EPF a actividades deportivas y culturales, acordes a sus necesidades y posibilidades; 
r) Propiciar la articulación con programas y acciones para la atención de personas con discapacidad, cuando correspondiere;
s) Promover el desarrollo y la producción de medicamentos y productos médicos destinados a la detección precoz, diagnóstico, tratamiento y recuperación de las personas con EPF; 
t) Promover la difusión de información, a usuarios, familiares, profesionales y técnicos de la salud, a través del desarrollo de una Red Pública de Información en EPF, en el ámbito del Ministerio de Salud de la Nación, de acceso gratuito y conectada con otras redes de información nacionales e internacionales; 
u) Promover el conocimiento de la problemática de EPF, concientizando a la población en general sobre la importancia de la inclusión social de las personas con EPF y sus familias, a partir de las estrategias y acciones que se consideren pertinentes; 
v) Favorecer la participación de las asociaciones nacionales de EPF en redes internacionales de personas afectadas por EPF y sus familias. 
Artículo 4: La autoridad de aplicación de la presente Ley será el Ministerio de Salud de la Nación.
Artículo 5: Lo establecido en la presente Ley debe integrar los programas que al efecto elabore la autoridad de aplicación y los gastos que demande su cumplimiento serán atendidos con las partidas que al efecto destine en forma anual el Presupuesto General de la Administración Pública para el Ministerio de Salud de la Nación. 
Artículo 6: Las obras sociales enmarcadas en las leyes 23.660 y 23.661, la Obra Social del Poder Judicial de la Nación, la Dirección de Ayuda Social para el Personal del Congreso de la Nación, las entidades de medicina prepaga y las entidades que brinden atención al personal de las universidades, así como también todos aquellos agentes que brinden servicios médicos asistenciales a sus afiliados independientemente de la figura jurídica que posean, deben brindar cobertura asistencial a las personas con EPF, incluyendo como mínimo las prestaciones que determine la autoridad de aplicación. 
Artículo 7: El Ministerio de Salud de la Nación debe promover acuerdos con las autoridades jurisdiccionales, para proveer atención integral de la salud a las personas con EPF, que no estén comprendidas en el artículo 6º de la presente Ley, conforme lo establezca la reglamentación. 
Artículo 8: Invítase a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adherir a la presente Ley. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1º a 8° Art. 1° a 8 del texto original. 
Artículos Suprimidos: Art. 9 de forma. 
Referencias Externas: ley 23413 ley 26279 leyes 23.660 y 23.661 
Organismos: Ministerio de Salud Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva Ministerio de Educación de la Nación Obra Social del Poder Judicial de la Nación Dirección de Ayuda Social para el Personal del Congreso de la Nación
LEY NACIONAL Nº 26742. Modificación Ley Nº 26.529. Muerte Digna.
Sancionada: 09/05/2012

Promulgada: 24/05/2012

Artículo 1: Modifícase el inciso e) del artículo 2° de la Ley 26.529 —Derechos del paciente en su relación con los profesionales e instituciones de la salud— el que quedará redactado de la siguiente manera:

e) Autonomía de la voluntad. El paciente tiene derecho a aceptar o rechazar determinadas terapias o procedimientos médicos o biológicos, con o sin expresión de causa, como así también a revocar posteriormente su manifestación de la voluntad.

Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a intervenir en los términos de la Ley 26.061 a los fines de la toma de decisión sobre terapias o procedimientos médicos o biológicos que involucren su vida o salud.

En el marco de esta potestad, el paciente que presente una enfermedad irreversible, incurable o se encuentre en estadio terminal, o haya sufrido lesiones que lo coloquen en igual situación, informado en forma fehaciente, tiene el derecho a manifestar su voluntad en cuanto al rechazo de procedimientos quirúrgicos, de reanimación artificial o al retiro de medidas de soporte vital cuando sean extraordinarias o desproporcionadas en relación con la perspectiva de mejoría, o produzcan un sufrimiento desmesurado. También podrá rechazar procedimientos de hidratación o alimentación cuando los mismos produzcan como único efecto la prolongación en el tiempo de ese estadio terminal irreversible o incurable.

En todos los casos la negativa o el rechazo de los procedimientos mencionados no significará la interrupción de aquellas medidas y acciones para el adecuado control y alivio del sufrimiento del paciente.

Artículo 2: Modifícase el artículo 5° de la Ley 26.529 —Derechos del paciente en su relación con los profesionales e instituciones de la salud— el que quedará redactado de la siguiente manera: 

Artículo 5º: Definición. Entiéndese por consentimiento informado la declaración de voluntad suficiente efectuada por el paciente, o por sus representantes legales, en su caso, emitida luego de recibir, por parte del profesional interviniente, información clara, precisa y adecuada con respecto a:

a) Su estado de salud;

b) El procedimiento propuesto, con especificación de los objetivos perseguidos;

c) Los beneficios esperados del procedimiento;

d) Los riesgos, molestias y efectos adversos previsibles;

e) La especificación de los procedimientos alternativos y sus riesgos, beneficios y perjuicios en relación con el procedimiento propuesto;

f) Las consecuencias previsibles de la no realización del procedimiento propuesto o de los alternativos especificados;

g) El derecho que le asiste en caso de padecer una enfermedad irreversible, incurable, o cuando se encuentre en estadio terminal, o haya sufrido lesiones que lo coloquen en igual situación, en cuanto al rechazo de procedimientos quirúrgicos, de hidratación, alimentación, de reanimación artificial o al retiro de medidas de soporte vital, cuando sean extraordinarios o desproporcionados en relación con las perspectivas de mejoría, o que produzcan sufrimiento desmesurado, también del derecho de rechazar procedimientos de hidratación y alimentación cuando los mismos produzcan como único efecto la prolongación en el tiempo de ese estadio terminal irreversible e incurable; 

h) El derecho a recibir cuidados paliativos integrales en el proceso de atención de su enfermedad o padecimiento. 

Artículo 3: Modifícase el artículo 6° de la Ley 26.529 —Derechos del paciente en su relación con los profesionales e instituciones de la salud— el que quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 6º: Obligatoriedad. Toda actuación profesional en el ámbito médico-sanitario, sea público o privado, requiere, con carácter general y dentro de los límites que se fijen por vía reglamentaria, el previo consentimiento informado del paciente.

En el supuesto de incapacidad del paciente, o imposibilidad de brindar el consentimiento informado a causa de su estado físico o psíquico, el mismo podrá ser dado por las personas mencionadas en el artículo 21 de la Ley 24.193, con los requisitos y con el orden de prelación allí establecido.

Sin perjuicio de la aplicación del párrafo anterior, deberá garantizarse que el paciente en la medida de sus posibilidades, participe en la toma de decisiones a lo largo del proceso sanitario.

Artículo 4: Incorpórase en el artículo 7° de la Ley 26.529 el siguiente inciso:

f) En el supuesto previsto en el inciso g) del artículo 5° deberá dejarse constancia de la información por escrito en un acta que deberá ser firmada por todos los intervinientes en el acto.

Artículo 5: Modifíquese el artículo 10 de la Ley 26.529 —Derechos del paciente en su relación con los profesionales e instituciones de la salud— el que quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 10: Revocabilidad. La decisión del paciente, en cuanto a consentir o rechazar los tratamientos indicados, puede ser revocada. El profesional actuante debe acatar tal decisión, y dejar expresa constancia de ello en la historia clínica, adoptando para el caso todas las formalidades que resulten menester a los fines de acreditar fehacientemente tal manifestación de voluntad, y que la misma fue adoptada en conocimiento de los riesgos previsibles que la decisión implica.

Las personas mencionadas en el artículo 21 de la Ley 24.193 podrán revocar su anterior decisión con los requisitos y en el orden de prelación allí establecido. 

Sin perjuicio de la aplicación del párrafo anterior, deberá garantizarse que el paciente, en la medida de sus posibilidades, participe en la toma de decisiones a lo largo del proceso sanitario.

Artículo 6: Modifíquese el artículo 11 de la Ley 26.529 —Derechos del paciente en su relación con los profesionales e instituciones de la salud— el que quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 11: Directivas anticipadas. Toda persona capaz mayor de edad puede disponer directivas anticipadas sobre su salud, pudiendo consentir o rechazar determinados tratamientos médicos, preventivos o paliativos, y decisiones relativas a su salud. Las directivas deberán ser aceptadas por el médico a cargo, salvo las que impliquen desarrollar prácticas eutanásicas, las que se tendrán como inexistentes.

La declaración de voluntad deberá formalizarse por escrito ante escribano público o juzgados de primera instancia, para lo cual se requerirá de la presencia de dos (2) testigos. Dicha declaración podrá ser revocada en todo momento por quien la manifestó.

Artículo 7: Incorpórase como artículo 11 bis de la Ley 26.529 —Derechos del paciente en su relación con los profesionales e instituciones de la salud— el siguiente texto:

Artículo 11 bis: Ningún profesional interviniente que haya obrado de acuerdo con las disposiciones de la presente ley está sujeto a responsabilidad civil, penal, ni administrativa, derivadas del cumplimiento de la misma.

Artículo 8: Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional.
LEY NACIONAL Nº 26743. Identidad de género
Sanción: 09/05/2012 
Promulgación: 23/05/2012 
Artículo 1: Derecho a la identidad de género. Toda persona tiene derecho:

a) Al reconocimiento de su identidad de género;

b) Al libre desarrollo de su persona conforme a su identidad de género;

c) A ser tratada de acuerdo con su identidad de género y, en particular, a ser identificada de ese modo en los instrumentos que acreditan su identidad respecto de el/los nombre/s de pila, imagen y sexo con los que allí es registrada.

Artículo 2: Definición. Se entiende por identidad de género a la vivencia interna e individual del género tal como cada persona la siente, la cual puede corresponder o no con el sexo asignado al momento del nacimiento, incluyendo la vivencia personal del cuerpo. Esto puede involucrar la modificación de la apariencia o la función corporal a través de medios farmacológicos, quirúrgicos o de otra índole, siempre que ello sea libremente escogido. También incluye otras expresiones de género, como la vestimenta, el modo de hablar y los modales.

Artículo 3: Ejercicio. Toda persona podrá solicitar la rectificación registral del sexo, y el cambio de nombre de pila e imagen, cuando no coincidan con su identidad de género autopercibida.

Artículo 4: Requisitos. Toda persona que solicite la rectificación registral del sexo, el cambio de nombre de pila e imagen, en virtud de la presente ley, deberá observar los siguientes requisitos:

1. Acreditar la edad mínima de dieciocho (18) años de edad, con excepción de lo establecido en el artículo 5° de la presente ley.

2. Presentar ante el Registro Nacional de las Personas o sus oficinas seccionales correspondientes, una solicitud manifestando encontrarse amparada por la presente ley, requiriendo la rectificación registral de la partida de nacimiento y el nuevo documento nacional de identidad correspondiente, conservándose el número original.

3. Expresar el nuevo nombre de pila elegido con el que solicita inscribirse.

En ningún caso será requisito acreditar intervención quirúrgica por reasignación genital total o parcial, ni acreditar terapias hormonales u otro tratamiento psicológico o médico.

Artículo 5: Personas menores de edad. Con relación a las personas menores de dieciocho (18) años de edad la solicitud del trámite a que refiere el artículo 4º deberá ser efectuada a través de sus representantes legales y con expresa conformidad del menor, teniendo en cuenta los principios de capacidad progresiva e interés superior del niño/a de acuerdo con lo estipulado en la Convención sobre los Derechos del Niño y en la Ley 26.061 de protección integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes. Asimismo, la persona menor de edad deberá contar con la asistencia del abogado del niño prevista en el artículo 27 de la Ley 26.061.

Cuando por cualquier causa se niegue o sea imposible obtener el consentimiento de alguno/a de los/as representantes legales del menor de edad, se podrá recurrir a la vía sumarísima para que los/as jueces/zas correspondientes resuelvan, teniendo en cuenta los principios de capacidad progresiva e interés superior del niño/a de acuerdo con lo estipulado en la Convención sobre los Derechos del Niño y en la Ley 26.061 de protección integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes.

Artículo 6: Trámite. Cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 4° y 5°, el/la oficial público procederá, sin necesidad de ningún trámite judicial o administrativo, a notificar de oficio la rectificación de sexo y cambio de nombre de pila al Registro Civil de la jurisdicción donde fue asentada el acta de nacimiento para que proceda a emitir una nueva partida de nacimiento ajustándola a dichos cambios, y a expedirle un nuevo documento nacional de identidad que refleje la rectificación registral del sexo y el nuevo nombre de pila. Se prohíbe cualquier referencia a la presente ley en la partida de nacimiento rectificada y en el documento nacional de identidad expedido en virtud de la misma.

Los trámites para la rectificación registral previstos en la presente ley son gratuitos, personales y no será necesaria la intermediación de ningún gestor o abogado.

Artículo 7: Efectos. Los efectos de la rectificación del sexo y el/los nombre/s de pila, realizados en virtud de la presente ley serán oponibles a terceros desde el momento de su inscripción en el/los registro/s.

La rectificación registral no alterará la titularidad de los derechos y obligaciones jurídicas que pudieran corresponder a la persona con anterioridad a la inscripción del cambio registral, ni las provenientes de las relaciones propias del derecho de familia en todos sus órdenes y grados, las que se mantendrán inmodificables, incluida la adopción.

En todos los casos será relevante el número de documento nacional de identidad de la persona, por sobre el nombre de pila o apariencia morfológica de la persona.

Artículo 8: La rectificación registral conforme la presente ley, una vez realizada, sólo podrá ser nuevamente modificada con autorización judicial.

Artículo 9: Confidencialidad. Sólo tendrán acceso al acta de nacimiento originaria quienes cuenten con autorización del/la titular de la misma o con orden judicial por escrito y fundada.

No se dará publicidad a la rectificación registral de sexo y cambio de nombre de pila en ningún caso, salvo autorización del/la titular de los datos. Se omitirá la publicación en los diarios a que se refiere el artículo 17 de la Ley 18.248.

Artículo 10: Notificaciones. El Registro Nacional de las Personas informará el cambio de documento nacional de identidad al Registro Nacional de Reincidencia, a la Secretaría del Registro Electoral correspondiente para la corrección del padrón electoral y a los organismos que reglamentariamente se determine, debiendo incluirse aquéllos que puedan tener información sobre medidas precautorias existentes a nombre del interesado.

Artículo 11: Derecho al libre desarrollo personal. Todas las personas mayores de dieciocho (18) años de edad podrán, conforme al artículo 1° de la presente ley y a fin de garantizar el goce de su salud integral, acceder a intervenciones quirúrgicas totales y parciales y/o tratamientos integrales hormonales para adecuar su cuerpo, incluida su genitalidad, a su identidad de género autopercibida, sin necesidad de requerir autorización judicial o administrativa.

Para el acceso a los tratamientos integrales hormonales, no será necesario acreditar la voluntad en la intervención quirúrgica de reasignación genital total o parcial. En ambos casos se requerirá, únicamente, el consentimiento informado de la persona. En el caso de las personas menores de edad regirán los principios y requisitos establecidos en el artículo 5° para la obtención del consentimiento informado. Sin perjuicio de ello, para el caso de la obtención del mismo respecto de la intervención quirúrgica total o parcial se deberá contar, además, con la conformidad de la autoridad judicial competente de cada jurisdicción, quien deberá velar por los principios de capacidad progresiva e interés superior del niño o niña de acuerdo con lo estipulado por la Convención sobre los Derechos del Niño y en la Ley 26.061 de protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes. La autoridad judicial deberá expedirse en un plazo no mayor de sesenta (60) días contados a partir de la solicitud de conformidad.

Los efectores del sistema público de salud, ya sean estatales, privados o del subsistema de obras sociales, deberán garantizar en forma permanente los derechos que esta ley reconoce.

Todas las prestaciones de salud contempladas en el presente artículo quedan incluidas en el Plan Médico Obligatorio, o el que lo reemplace, conforme lo reglamente la autoridad de aplicación.

Artículo 12: Trato digno. Deberá respetarse la identidad de género adoptada por las personas, en especial por niñas, niños y adolescentes, que utilicen un nombre de pila distinto al consignado en su documento nacional de identidad. A su solo requerimiento, el nombre de pila adoptado deberá ser utilizado para la citación, registro, legajo, llamado y cualquier otra gestión o servicio, tanto en los ámbitos públicos como privados.

Cuando la naturaleza de la gestión haga necesario registrar los datos obrantes en el documento nacional de identidad, se utilizará un sistema que combine las iniciales del nombre, el apellido completo, día y año de nacimiento y número de documento y se agregará el nombre de pila elegido por razones de identidad de género a solicitud del interesado/a.

En aquellas circunstancias en que la persona deba ser nombrada en público deberá utilizarse únicamente el nombre de pila de elección que respete la identidad de género adoptada.

Artículo 13: Aplicación. Toda norma, reglamentación o procedimiento deberá respetar el derecho humano a la identidad de género de las personas. Ninguna norma, reglamentación o procedimiento podrá limitar, restringir, excluir o suprimir el ejercicio del derecho a la identidad de género de las personas, debiendo interpretarse y aplicarse las normas siempre a favor del acceso al mismo.

Artículo 14: Derógase el inciso 4° del artículo 19 de la Ley 17.132.

Artículo 15: Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional.
DECRETO NACIONAL Nº 1089/12. Reglamentación Ley Nº 26529
Sanción: 09/05/2012 
Promulgación: 23/05/2012 
Artículo 1: Apruébase la reglamentación de la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742 que, como ANEXO I, forma parte del presente Decreto.

Artículo 2: Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCION NACIONAL DE REGISTRO OFICIAL y archívese. 

ANEXO I: REGLAMENTACION DE LA LEY Nº 26.529 MODIFICADA POR LA LEY Nº 26.742

Artículo 1: Ámbito de aplicación: la presente reglamentación alcanza el ejercicio de los derechos del paciente, como sujeto que requiere cuidado sanitario en la relación que establece con los profesionales de la salud. Incluye la documentación clínica regida por la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742 y complementa las respectivas leyes y reglamentaciones del ejercicio profesional en salud.

En lo que refiere al derecho a la información, esta reglamentación complementa la Ley Nº 25.326, sus normas reglamentarias y la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742.

Asimismo, este decreto comprende a los Agentes del Sistema Nacional del Seguro de Salud alcanzados por la Ley Nº 23.661, respecto a la relación entre ellos y sus prestadores propios o contratados con sus beneficiarios, cualquiera sea la jurisdicción del país en que desarrollen su actividad.

Capítulo I: DERECHOS DEL PACIENTE EN SU RELACION CON LOS PROFESIONALES E INSTITUCIONES DE LA SALUD

Artículo 2: Derechos del paciente. A los fines de la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742, considérase efector a toda persona física o jurídica que brinde prestaciones vinculadas a la salud con fines de promoción, prevención, atención y rehabilitación.

La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD deberá adoptar las medidas necesarias para asegurar el correcto ejercicio de los derechos reconocidos por esta Ley a los beneficiarios del Sistema Nacional del Seguro de Salud por parte de los Agentes del Sistema Nacional del Seguro de Salud de todo el país, comprendidos por la Ley Nº 23.661.

a) Asistencia. Considérase que el derecho de los pacientes a ser asistidos involucra el deber de los profesionales de la salud de cumplir con lo previsto por el artículo 19 de la Ley Nº 17.132, cuando la gravedad del estado del paciente así lo imponga. En ningún caso, el profesional de la salud podrá invocar para negar su asistencia profesional, reglamentos administrativos institucionales, órdenes superiores, o cualquier otra cuestión que desvirtúe la función social que lo caracteriza.

Deberá quedar documentada en la historia clínica la mención del nuevo profesional tratante si mediara derivación, o bien, la decisión del paciente de requerir los servicios de otro profesional.

Sin perjuicio de ello, cuando se trate de pacientes menores de edad, siempre se considerará primordial la satisfacción del interés superior del niño en el pleno goce de sus derechos y garantías consagrados en la Convención Sobre los Derechos del Niño y reconocidos en las Leyes Nº 23.849, Nº 26.061 y Nº 26.529.

b) Trato digno y respetuoso. El deber de trato digno se extiende a todos los niveles de atención, comprendiendo también el que deben dispensarle a los pacientes y su familia y acompañantes sin discriminación alguna, los prestadores institucionales de salud y sus empleados, y los Agentes del Sistema Nacional del Seguro de Salud, alcanzados por la Ley Nº 23.661 y su reglamentación. Ello, teniendo en cuenta la condición de persona humana del paciente, quien necesita de los servicios de salud, así como de la ciencia y competencia profesional que los caracteriza.

c) Intimidad. A los fines de esta reglamentación entiéndese por datos personales a la información de cualquier tipo referida a los pacientes, en su condición de tales, y en especial a sus datos sensibles, entendidos como los datos personales que revelan origen étnico, opiniones políticas, convicciones religiosas, filosóficas o morales. afiliación sindical e información referente a la salud o a la vida sexual, con los alcances previstos por la Ley Nº 25.326.

Considérase que es un deber de los profesionales de la salud y de las instituciones asistenciales el respeto de la intimidad de los pacientes y de la autonomía de su voluntad, en toda actividad médico-asistencial tendiente a obtener, clasificar, utilizar, administrar, custodiar y transmitir información y documentación clínica del paciente y en especial respecto a sus datos sensibles.

d) Confidencialidad. El paciente tiene derecho a que todo aquello que llegare a conocimiento de los profesionales de la salud o sus colaboradores con motivo o en razón de su ejercicio, y de quienes manipulen su documentación clínica, no se dé a conocer sin su expresa autorización, salvo los casos que la ley que se reglamenta u otras leyes así lo determinen, o que medie disposición judicial en contrario o cuando se trate de evitar un mal mayor con motivo de salud pública. Todos estos supuestos, en los que proceda revelar el contenido de los datos confidenciales, deberán ser debidamente registrados en la historia clínica y, cuando corresponda, ser puestos en conocimiento del paciente, si no mediare disposición judicial en contrario. El deber de confidencialidad es extensivo a toda persona que acceda a la documentación clínica, incluso a quienes actúan como aseguradores o financiadores de las prestaciones. Responde por la confidencialidad no sólo el profesional tratante sino la máxima autoridad del establecimiento asistencial, y de las instituciones de la seguridad social o cualquier otra instancia pública o privada que accede a la misma.

e) Autonomía de la Voluntad. El paciente es soberano para aceptar o rechazar las terapias o procedimientos médicos o biológicos que se le propongan en relación a su persona, para lo cual tiene derecho a tener la información necesaria y suficiente para la toma de su decisión, a entenderla claramente e incluso a negarse a participar en la enseñanza e investigación científica en el arte de curar. En uno u otro caso, puede revocar y dejar sin efecto su manifestación de voluntad. En todos los casos, deberá registrarse en la historia clínica la decisión del paciente y también su eventual revocación.

Los profesionales de la salud deben tener en cuenta la voluntad de los niños, niñas y adolescentes sobre esas terapias o procedimientos, según la competencia y discernimiento de los menores. En los casos en que de la voluntad expresada por el menor se genere un conflicto con el o los representantes legales, o entre ellos, el profesional deberá elevar, cuando correspondiere, el caso al Comité de Etica de la institución asistencial o de otra institución si fuera necesario, para que emita opinión, en un todo de acuerdo con la Ley Nº 26.061. Para los casos presentados por la vía de protección de personas, conforme lo establecido en los artículos 234 a 237 del Código Procesal Civil y Comercial, deberá prevalecer en idéntico sentido el mejor interés del paciente, procurándose adoptar el procedimiento más expedito y eficaz posible que atienda su competencia y capacidad.

El paciente podrá ejercer el derecho previsto en el artículo 2°, inciso e), tercer párrafo de la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742, cuando padezca una enfermedad irreversible, incurable y se encuentre en estadio terminal o haya sufrido lesiones que lo coloquen en igual situación. En caso de discrepancia en las decisiones, podrá recurrir a un comité de bioética.

Tanto del diagnóstico, incluyendo los parámetros físico-psíquicos del paciente que lo sustenten, como del ejercicio efectivo de la autonomía de la voluntad, deberá quedar constancia explícita en la historia clínica, con la firma del médico tratante, del segundo profesional si correspondiere, y del paciente o, ante su incapacidad o imposibilidad, del familiar o representante o persona habilitada.

f) Información Sanitaria. El profesional de la salud deberá proveer de la información sanitaria al paciente, o representante legal, referida a estudios y/o tratamientos, y a las personas vinculadas a él por razones familiares o de hecho, en la medida en que el paciente lo autorice o solicite expresamente.

El paciente debe ser informado incluso en caso de incapacidad, de modo adecuado a sus posibilidades de comprensión y competencia. En estos supuestos, el profesional debe cumplir también con informar al representante legal del paciente.

Cuando el paciente, según el criterio del profesional de la salud que lo asiste, carece de capacidad para entender la información a causa de su estado físico o psíquico, la información se pondrá en conocimiento de las personas vinculadas a él por razones familiares o de hecho.

Aun en contra de la voluntad del paciente, el profesional de la salud, deberá —bajo su responsabilidad como tratante—, poner en conocimiento de aquél la información sobre su salud, cuando esté en riesgo la integridad física o la vida de otras personas por causas de salud pública.

Deberá dejarse registrada esta circunstancia en la historia clínica del paciente y las razones que la justifican.

Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo precedente, el paciente mayor de edad y capaz, cuando así lo decida, deberá dejar asentada su voluntad de ejercer su derecho de no recibir información sanitaria vinculada a su salud, estudios o tratamientos, mediante una declaración de voluntad efectuada por escrito, que deberá quedar asentada en su historia clínica. Ante la circunstancia descripta, deberá indicar la persona o personas que autoriza a disponer de dicha información y a decidir sobre su tratamiento o, en su caso, señalar su autorización para que las decisiones pertinentes sean tomadas por él o los profesionales tratantes, con los alcances y del modo previstos en los artículos 4° y 6° de la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742 y esta reglamentación.

El derecho a la información sanitaria de los pacientes puede limitarse por la existencia acreditada de un estado de necesidad terapéutica, cuando el profesional actuante entienda que por razones objetivas el conocimiento de la situación de la salud del paciente puede perjudicar su salud de manera grave. En ese caso, deberá dejar asentado en la historia clínica esa situación y comunicarla a las personas vinculadas al paciente por razones familiares o de hecho, según lo previsto en los artículos 4° y 6° de la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742 y esta reglamentación. Estas situaciones deben ser valoradas por los profesionales de la salud de modo restrictivo y excepcional, consultando al Comité de Ética.

g) Interconsulta Médica. El profesional tratante deberá prestar su colaboración cuando el paciente le informe su intención de obtener una segunda opinión, considerando la salud del paciente por sobre cualquier condición.

El pedido del paciente y la entrega de la información sanitaria para esa interconsulta profesional deberán ser registrados en su historia clínica en el momento en que son realizados. La entrega completa de la información sanitaria debe efectuarse por escrito y también debe ser registrada en los plazos previstos por esta reglamentación en la historia clínica respectiva.

Las personas enumeradas en los artículos 4° y 6° de la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742 pueden solicitar dicha interconsulta sólo cuando el paciente no fuera competente, en cuyo caso debe asentarse también en la historia clínica tal circunstancia, con los datos del solicitante.

La interconsulta también puede ser propuesta al paciente por el profesional tratante ante dificultades para arribar a un diagnóstico, resultados insatisfactorios del tratamiento instituido, otros aspectos legales, administrativos o de otra naturaleza que resulten de interés del paciente.

Capítulo II: DE LA INFORMACION SANITARIA

Artículo 3: Inclúyese dentro de los alcances de la definición de información sanitaria que debe recibir el paciente a las alternativas terapéuticas y sus riesgos y a las medidas de prevención, los beneficios y perjuicios, con los alcances previstos en el artículo 5 inciso e) de la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742.

Los centros de salud públicos y privados y demás sujetos obligados por la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742, deben adoptar las medidas necesarias para garantizar los derechos de los pacientes en materia de información sanitaria.

Artículo 4: Autorización. La autorización efectuada por el paciente para que terceras personas reciban por el profesional tratante la información sanitaria sobre su estado de salud, diagnóstico o tratamiento, deberá quedar registrada en la historia clínica del paciente, y ser suscripta por éste.

Para el supuesto del segundo párrafo de los artículos 4° y 6° de la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742 la información sanitaria será brindada según el orden de prelación de la Ley Nº 24.193, siempre que estuviesen en el pleno uso de sus facultades. Para el consentimiento informado se atenderá al orden de prelación del artículo 21 de la Ley Nº 24.193, agregándose como último supuesto de prelación a la persona que sin ser el cónyuge del paciente, o sin reunir ese carácter conforme el inciso a) del artículo 21 de la Ley Nº 24.193, modificado por la Ley Nº 26.066, estuviera contemplado en el artículo 4°, segundo párrafo de la Ley Nº 26.529, por ser quien convive o esté a cargo de la asistencia o cuidado del paciente.

En el caso de los representantes legales del paciente, sean ellos designados por la ley o por autoridad judicial, será acreditada la misma con el documento donde conste su designación.

El profesional tratante deberá registrar en la historia clínica del paciente que la información sanitaria se suministró acorde a alguno de los supuestos contemplados en el artículo que se reglamenta y asumir el compromiso de confidencialidad que contempla la ley que se reglamenta.

Son excepciones a la regla general aludida:

1) Aquellos casos donde a criterio del profesional se encuentra en peligro la salud pública y/o la salud o la integridad física de otra/s persona/s.

2) Cuando sea necesario el acceso a la información para la realización de auditorías médicas o prestacionales o para la labor de los financiadores de la salud, siempre y cuando se adopten mecanismos de resguardo de la confidencialidad de los datos inherentes al paciente, que se encuentran protegidos por el secreto médico.

Cuando el paciente exprese su deseo de no ser informado se documentará en la historia clínica su decisión y respetará la misma, sin perjuicio de dejar asentado su último consentimiento emitido.

Capítulo III: DEL CONSENTIMIENTO INFORMADO

Artículo 5: Definición. Entiéndese como parte del consentimiento informado al proceso cuya materialización consiste en la declaración de voluntad a la que refiere el artículo 5° de la Ley Nº 26.529 modificada por la Ley Nº 26.742, a través de la cual luego de haberse considerado las circunstancias de autonomía, evaluada la competencia y comprensión de la información suministrada referida al plan de diagnóstico, terapéutico, quirúrgico o investigación científica o paliativo, el paciente o los autorizados legalmente otorgan su consentimiento para la ejecución o no del procedimiento.

Habrá consentimiento por representación cuando el paciente no sea capaz de tomar decisiones según criterio del profesional tratante, o cuando su estado físico o psíquico no le permita hacerse cargo de su situación, y no haya designado persona alguna para hacerlo; en cuyo supuesto, la información pertinente al tratamiento aplicable a su dolencia y sus resultados se dará según el orden de prelación referido anteriormente para tales fines.

También operará este consentimiento por representación en el caso de los pacientes incapacitados legalmente o de menores de edad que no son capaces intelectual o emocionalmente de comprender los alcances de la práctica a autorizar.

Cuando los mismos puedan comprender tales alcances, se escuchará su opinión, sin perjuicio de suministrarse la información a las personas legalmente habilitadas, para la toma de decisión correspondiente. Para este consentimiento deberán tenerse en cuenta las circunstancias y necesidades a atender, a favor del paciente, respetando su dignidad personal, y promoviendo su participación en la toma de decisiones a lo largo de ese proceso, según su competencia y discernimiento.

Para que opere el consentimiento por representación, tratándose de personas vinculadas al paciente, ubicadas en un mismo grado dentro del orden de prelación que establece el presente artículo, la oposición de una sola de éstas requerirá la intervención del comité de ética institucional respectivo, que en su caso decidirá si corresponde dar lugar a la intervención judicial, sólo en tanto resultaren dificultades para discernir la situación más favorable al paciente.

El vínculo familiar o de hecho será acreditado; a falta de otra prueba, mediante declaración jurada, la que a ese único efecto constituirá prueba suficiente por el plazo de CUARENTA Y OCHO (48) horas, debiendo acompañarse la documentación acreditante. Las certificaciones podrán ser efectuadas por ante el director del establecimiento o quien lo reemplace o quien aquél designe.

Artículo 6: Obligatoriedad. La obligatoriedad del consentimiento informado resulta exigible en todos los establecimientos de salud públicos y privados alcanzados por la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742, este decreto y sus normas complementarias.

Artículo 7: Instrumentación. Entiéndase que el consentimiento informado se materializa obligatoriamente por escrito en los casos contemplados en el artículo 7° de la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742. El consentimiento informado escrito constará de una explicación taxativa y pautada por parte del profesional del ámbito médico-sanitario de las actividades que se realizarán al paciente y estará redactado en forma concreta, clara y precisa, con términos que el paciente o, ante su incapacidad o imposibilidad, su familiar o representante o persona vinculada habilitada, puedan comprender, omitiendo metáforas o sinónimos que hagan ambiguo el escrito, resulten equívocos o puedan ser mal interpretados.

Cuando el consentimiento informado pueda otorgarse en forma verbal, y fuera extendido de ese modo, el profesional tratante, deberá asentar en la historia clínica la fecha y alcance de cómo y sobre qué práctica operó el mismo.

Cuando proceda el consentimiento informado escrito, además de firmarlo el paciente o, en su caso, las mismas personas y bajo el mismo orden y modalidades que las mencionadas en el segundo párrafo de los artículos 4° y 6° de la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742, y esta reglamentación, debe ser suscripto por el profesional tratante y agregarse a la Historia Clínica. Esta obligación comprende también el acta prevista en el inciso g) del artículo 5° de la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742.

Considéranse dentro del inciso d) del artículo 7° de la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742, a la investigación de métodos preventivos y terapéuticos con seres humanos.

La revocación del consentimiento informado escrito deberá consignarse en el mismo texto por el cual se otorgó, junto al detalle de las consecuencias que el paciente declara expresamente conocer, procediéndose a su nueva rúbrica, con intervención del profesional tratante.

Para los casos de una autorización verbal, conforme a la ley, su revocación deberá consignarse por escrito, en la historia clínica, asentando la fecha de su revocación, sus alcances y el detalle de los riesgos que le fueron informados al paciente a causa de la revocación, procediéndose a su rúbrica por el profesional y el paciente. Cualquiera sea el supuesto, si no le fuera posible firmar al paciente, se requerirá documentar esa circunstancia en la historia clínica, para lo cual el profesional deberá requerir la firma de DOS (2) testigos.

Artículo 8: Exposición con fines académicos. Se requerirá el consentimiento previo del paciente o el de sus representantes legales en las exposiciones con fines académicos en las que se puede, real o potencialmente, identificar al paciente, cualquiera sea su soporte.

En aquellos establecimientos asistenciales donde se practique la docencia en cualquiera de sus formas, deberán arbitrarse los mecanismos para que el consentimiento informado a fin de la exposición con fines académicos sea otorgado al momento del ingreso del paciente al establecimiento asistencial.

No se requerirá autorización cuando el material objeto de exposición académica sea meramente estadístico, o utilizado con fines epidemiológicos y no permite identificar la persona del paciente. A tales fines se requerirá la rúbrica del profesional tratante asumiendo la responsabilidad por la divulgación y el carácter de la información.

Se reconoce el derecho de la población a conocer los problemas sanitarios de la colectividad, en términos epidemiológicos y estadísticos, cuando impliquen un riesgo para la salud pública y a que esa información se divulgue, con los mecanismos que preserven la confidencialidad e intimidad de las personas.

Cuando procedan criterios más restrictivos debe estarse a los marcos legales específicos.

Artículo 9: Excepciones al consentimiento informado. Constituyen excepciones a la regla general de que el consentimiento debe ser dado por el paciente, a las prescriptas en los artículos 4°, 6° y 9° de la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742, que se reglamentan.

El grave peligro para la Salud Pública al que se refiere el inciso a) del artículo 9° de la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742, deberá estar declarado por la Autoridad Sanitaria correspondiente. Ante tal situación, la negativa a un tratamiento o diagnóstico puede dar lugar a la pérdida de beneficios o derechos o a la imposición de algunos tratamientos o diagnósticos coactivamente, conforme a las legislaciones vigentes.

Asimismo, deberá ser justificada en la razonabilidad médica por el profesional interviniente y refrendada por el jefe y/o subjefe del equipo médico, la situación de emergencia con grave peligro para la salud o vida del paciente, que refiere el inciso b) del artículo 9°, cuando no puedan dar su consentimiento el paciente, sus representantes legales o las personas autorizadas por la ley y esta reglamentación. En este supuesto ante la imposibilidad del paciente para poder otorgar su consentimiento informado, será brindado por las mismas personas y bajo el mismo orden y modalidades que las mencionadas en el segundo párrafo de los artículos 4° y 6° de la ley conforme se reglamenta, en la primera oportunidad posible luego de superada la urgencia.

A tales efectos entiéndese por representante legal aquel que surja de una definición legal y/o designación judicial.

Las excepciones deben ser interpretadas con carácter restrictivo y asentadas en la historia clínica del paciente, con el detalle de los motivos por los cuales el mismo no puede recabarse y las prácticas y medidas adoptadas sin que opere el mismo.

Los establecimientos de salud deben arbitrar los recaudos para que los profesionales estén entrenados y capacitados para determinar cuándo se presentan estas situaciones y dar cumplimiento a la ley y su reglamentación.

Artículo 10: Revocabilidad. La decisión del paciente o, en su caso, de sus familiares o representantes o personas habilitadas, bajo el mismo orden y modalidades que el previsto en el segundo párrafo de los artículos 4° y 6° de la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742 y esta reglamentación, relativas a las cuestiones previstas en el artículo 10, deberán ser plasmadas en la historia clínica por escrito, con la rúbrica respectiva.

El profesional deberá respetar la decisión revocatoria adoptada, dejando expresa constancia de ello en la historia clínica, anotando pormenorizadamente los datos que identifiquen el tratamiento médico revocado, los riesgos previsibles que la misma implica, lugar y fecha, y haciendo constar la firma del paciente o su representante legal, o persona autorizada, adjuntando el documento o formulario de consentimiento informado correspondiente. A tales fines se considerará que si el paciente no puede extender la revocación de un consentimiento por escrito, se documente su revocación verbal, con la presencia de al menos DOS (2) testigos y la rúbrica de los mismos en la historia clínica.

Ante dudas sobre la prevalencia de una decisión de autorización o revocación, en los casos en que hubiere mediado un consentimiento por representación, debe aplicarse aquella que prevalezca en beneficio del paciente, con la intervención del comité de ética institucional respectivo, fundado en criterios de razonabilidad, no paternalistas. Para ello, se dará preeminencia a la voluntad expresada por el paciente en relación a una indicación terapéutica, incluso cuando conlleve el rechazo del tratamiento.

Artículo 11: Directivas Anticipadas. Las Directivas Anticipadas sobre cómo debe ser tratado el paciente, deberán ser agregadas a su historia clínica. La declaración de voluntad deberá formalizarse por escrito, con la presencia de DOS (2) testigos, por ante escribano público o juez de primera instancia competente, en la que se detallarán los tratamientos médicos, preventivos o paliativos, y las decisiones relativas a su salud que consiente o rechaza.

El paciente puede incluso designar un interlocutor para que llegado el momento procure el cumplimiento de sus instrucciones.

Los profesionales de la salud deberán respetar la manifestación de voluntad autónoma del paciente. Cuando el médico a cargo considere que la misma implica desarrollar prácticas eutanásicas, previa consulta al Comité de ética de la institución respectiva y, si no lo hubiera, de otro establecimiento, podrá invocar la imposibilidad legal de cumplir con tales Directivas Anticipadas.

Todos los establecimientos asistenciales deben garantizar el respeto de las Directivas Anticipadas, siendo obligación de cada institución el contar con profesionales sanitarios, en las condiciones y modo que fije la autoridad de aplicación que garanticen la realización de los tratamientos en concordancia con la voluntad del paciente.

Cuando el paciente rechace mediante Directivas Anticipadas determinados tratamientos y decisiones relativas a su salud, y se encuentre en los supuestos previstos por el artículo 2° inciso e) tercer párrafo de la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742, el profesional interviniente mantendrá los cuidados paliativos tendientes a evitar el sufrimiento.

En este supuesto, se entiende por cuidado paliativo la atención multidisciplinaria del enfermo terminal destinada a garantizar higiene y confort, incluyendo procedimientos farmacológicos o de otro tipo para el control del dolor y el sufrimiento.

No se tendrán por válidas las Directivas Anticipadas otorgadas por menores o personas incapaces al momento de su otorgamiento, como así tampoco, aquellas que resulten contrarias al ordenamiento jurídico o no se correspondan con el supuesto que haya previsto el paciente al momento de exteriorizarlas.

En la Historia Clínica debe dejarse constancia de las anotaciones vinculadas con estas previsiones.

El paciente puede revocar en cualquier momento estas directivas, dejando constancia por escrito, con la misma modalidad con que las otorgó o las demás habilitadas por las Leyes que se reglamentan por el presente Decreto.

Si el paciente, no tuviera disponible estas modalidades al momento de decidir la revocación, por encontrarse en una situación de urgencia o internado, se documentará su decisión revocatoria verbal, con la presencia de al menos DOS (2) testigos y sus respectivas rúbricas en la historia clínica, además de la firma del profesional tratante.

El paciente debe arbitrar los recaudos para que sus Directivas Anticipadas estén redactadas en un único documento, haciendo constar en el mismo que deja sin efecto las anteriores emitidas si las hubiera, así como para ponerlas en conocimiento de los profesionales tratantes. Del mismo modo si habilita a otras personas a actuar en su representación, debe designarlas en dicho instrumento, y éstas deben con su firma documentar que consienten representarlo.

Las Directivas Anticipadas emitidas con intervención de UN (1) escribano público deben al menos contar con la certificación de firmas del paciente y de DOS (2) testigos, o en su caso de la o las personas que éste autorice a representarlo en el futuro, y que aceptan la misma. Sin perjuicio de ello, el paciente tendrá disponible la alternativa de suscribirlas por escritura pública, siempre con la rúbrica de los testigos y en su caso de las personas que aceptan representarlo.

Los testigos, cualquiera sea el medio por el cual se extiendan, en el mismo texto de las Directivas Anticipadas deben pronunciarse sobre su conocimiento acerca de la capacidad, competencia y discernimiento del paciente al momento de emitirlas, y rubricarlas, sin perjuicio del deber del propio paciente otorgante de manifestar también esa circunstancia, además de que es una persona capaz y mayor de edad.

En ningún caso se entenderá que el profesional que cumpla con las Directivas Anticipadas emitidas con los alcances de la Ley Nº 26.529 o su modificatoria, ni demás previsiones de ellas o de esta reglamentación, está sujeto a responsabilidad civil, penal, o administrativa derivada de su cumplimiento.

Los escribanos, a través de sus entidades representativas y las autoridades judiciales a través de las instancias competentes podrán acordar modalidades tendientes a registrar tales directivas, si no hubiere otra modalidad de registro prevista localmente.

Artículo 11 bis.- SIN REGLAMENTAR.

Capítulo IV: DE LA HISTORIA CLINICA

Artículo 12: Definición y alcance. A excepción de los casos de la historia clínica informatizada, los asientos de la historia clínica escrita deben ser suscriptos de puño y letra por quien los redacta, para identificar quién es responsable del mismo, con el sello respectivo o aclaración de sus datos personales y función, dejando constancia por escrito, de todos los procesos asistenciales indicados y recibidos, aceptados o rechazados, todos los datos actualizados del estado de salud del paciente, para garantizarle una asistencia adecuada.

Cada establecimiento asistencial debe archivar las historias clínicas de sus pacientes, y la documentación adjunta, cualquiera sea el soporte en el que conste, para garantizar su seguridad, correcta conservación y recuperación de la información.

Los profesionales del establecimiento que realizan la asistencia al paciente y participan de su diagnóstico y tratamiento deben tener acceso a su historia clínica como instrumento fundamental para su adecuada asistencia. A estos fines cada centro debe arbitrar los recaudos para permitir su acceso.

Asimismo los establecimientos de salud deben adoptar los recaudos para que los datos con fines epidemiológicos o de investigación, sean tratados de modo tal que preserven la confidencialidad de los pacientes, a menos que el paciente haya dado su consentimiento y/o que hubiera mediado una orden judicial que solicite la remisión de los datos, en cuyo caso deberá estarse a los alcances de ese decisorio. Ello sin perjuicio de las otras previsiones del artículo 2° inciso d).

El personal sanitario debidamente acreditado que ejerza funciones de planificación, acreditación, inspección, y evaluación, tiene derecho de acceso a las historias clínicas en el cumplimiento de sus funciones para la comprobación de la calidad asistencial o cualquier otra obligación del establecimiento asistencial, en relación con los pacientes y usuarios o de la propia administración. Dicho personal que accede a estos datos, en ejercicio de sus funciones, queda sujeto al deber de secreto y confidencialidad.

Los profesionales sanitarios que desarrollen su actividad de manera individual son responsables de la gestión y custodia de la documentación asistencial que generen.

Artículo 13: Historia clínica informatizada. La historia clínica informatizada deberá adaptarse a lo prescripto por la Ley Nº 25.506, sus complementarias y modificatorias.

La documentación respaldatoria que deberá conservase es aquella referida en el artículo 16 de la Ley Nº 26.529 modificada por la Ley Nº 26.742, que no se pueda informatizar y deberá ser resguardada por el plazo y personas indicados en el artículo 18 de esa misma ley.

Artículo 14: Titularidad. El paciente como titular de los datos contenidos en la historia clínica tiene derecho a que a su simple requerimiento se le suministre una copia autenticada por el director del establecimiento que la emite o por la persona que éste designe para ese fin dentro del plazo de CUARENTA Y OCHO (48) horas. Los efectores de salud deberán arbitrar los recaudos para procurar entregar la historia clínica de inmediato, cuando el paciente que la requiera se encontrare en proceso de atención, o en situaciones de urgencia o gravedad, donde corre peligro su vida o su integridad física, hecho que será acreditado presentando certificado del médico tratante.

A los fines de cumplimentar esta obligación las instituciones de salud deberán prever un formulario de solicitud de copia de la historia clínica, donde se consignen todos los datos que dispone el paciente para su individualización, el motivo del pedido y su urgencia.

En todos los casos el plazo empezará a computarse a partir de la presentación de la solicitud por parte del paciente o personas legitimadas para ello.

Exceptuando los casos de inmediatez previstos en la segunda parte del primer párrafo de este artículo, y ante una imposibilidad debidamente fundada, los directivos de los establecimientos asistenciales o quienes ellos designen para tal fin, podrán entregar al paciente una epicrisis de alta o resumen de historia clínica, y solicitarle una prórroga para entregar la copia de la historia clínica completa, que no podrá extenderse más allá de los DIEZ (10) días corridos de su solicitud, conforme lo previsto por la Ley Nº 25.326.

El derecho de acceso a que se refiere este artículo sólo puede ser ejercido en forma gratuita a intervalos de SEIS (6) meses, salvo que se acredite un interés legítimo al efecto, y en un número limitado de copias, por lo cual, si existieren más de tres solicitudes, podrá establecerse que se extiendan con cargo al paciente el resto de ejemplares.

El ejercicio del derecho al cual se refiere este artículo en el caso de datos de personas fallecidas le corresponderá a sus sucesores universales o personas comprendidas en los artículos 4° y 6° de la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742, con los alcances y límites fijados en la misma. 

En cualquier caso el acceso de terceros a la historia clínica motivado en riesgos a la salud pública se circunscribirá a los datos pertinentes, y en ningún caso se facilitará información que afecte la intimidad del fallecido, ni que perjudique a terceros, o cuando exista una prohibición expresa del paciente.

Artículo 15: Asientos. En la historia clínica deberán constar fehacientemente, además de lo exigido por la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742, el nombre y apellido del paciente, su número de documento nacional de identidad, pasaporte o cédula, su sexo, su edad, su teléfono, dirección y aquellos antecedentes sociales, y/u otros que se consideren importantes para su tratamiento.

Todas las actuaciones de los profesionales y auxiliares de la salud deberán contener la fecha y la hora de la actuación, que deberá ser asentada inmediatamente a que la misma se hubiera realizado. Todos los asientos serán incorporados en letra clara y con una redacción comprensible. Con esa finalidad, la Historia Clínica no deberá tener tachaduras, ni se podrá escribir sobre lo ya escrito. No se podrá borrar y escribir sobre lo quitado. Se debe evitar dejar espacios en blanco y ante una equivocación deberá escribirse “ERROR” y hacer la aclaración pertinente en el espacio subsiguiente. No se deberá incluir texto interlineado. Se debe evitar la utilización de abreviaturas y, en su caso, aclarar el significado de las empleadas.

Los asientos que correspondan con lo establecido en los incisos d), e) y f) del artículo que se reglamenta deberán confeccionarse sobre la base de nomenclaturas CIE 10 de la ORGANIZACION MUNDIAL DE LA SALUD (OMS) o las que en el futuro determine la autoridad de aplicación.

Artículo 16: Integridad. SIN REGLAMENTAR.

Artículo 17: Unicidad. Los establecimientos asistenciales públicos o privados comprendidos por esta ley deberán contar con una única historia clínica por paciente, la cual deberá ser identificable por medio de una clave o código único, o número de documento de identidad.

Los establecimientos tendrán un plazo de TRESCIENTOS SESENTA Y CINCO (365) días desde la entrada en vigencia del presente decreto para el cumplimiento de la obligación prevista en este artículo y para comunicar la clave respectiva a cada paciente.

Artículo 18: Inviolabilidad. Una vez vencido el plazo de DIEZ (10) años previsto en el artículo 18 de la Ley Nº 26.529 modificada por la Ley Nº 26.742, el depositario podrá proceder a:

a) Entregar la Historia Clínica al paciente

b) Llegar a un acuerdo con el paciente para continuar con el depósito de la historia clínica, fijando la condición del mismo

c) Su informatización, microfilmación u otro mecanismo idóneo para resguardar la información allí contenida.

No obstante, si transcurridos los DIEZ (10) años, el paciente no expresara interés en disponer del original de su historia Clínica, podrá ser destruida toda constancia de ella. Los efectores de salud deberán comunicar a los pacientes que la Historia Clínica está a su disposición, al menos SEIS (6) meses antes del vencimiento de este plazo, por un medio fehaciente al último domicilio que hubiere denunciado.

Mientras se mantenga en custodia la Historia Clínica, se permitirá el acceso a la misma, por parte de los profesionales de la salud en los siguientes casos:

a) Cuando se trate de los profesionales tratantes

b) Cuando se encuentre en peligro la protección de la salud pública o la salud o la vida de otras persona/s, por parte de quienes disponga fundadamente la autoridad sanitaria

c) Cuando sea necesario el acceso a la información para la realización de auditorías médicas o la labor de los agentes del seguro de salud, siempre y cuando se adopten mecanismos de resguardo de la confidencialidad de los datos inherentes al paciente.

La disposición de las Historias Clínicas se realizará de manera que se garantice la privacidad de los datos incorporados a la misma.

La obligación impuesta por la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742, a los establecimientos y profesionales de la salud, referida a la conservación de las historias clínicas por el plazo de DIEZ (10) años, en carácter de depositarios, comprende instrumentar y prever los medios y recursos necesarios aún en los casos de cese de actividad, concurso o quiebra, así como también compromete el acervo hereditario de los profesionales de la salud autónomos fallecidos.

En los supuestos enumerados en el párrafo precedente, los obligados legales o sus herederos pueden publicar edictos dando a conocer la circunstancia de cese, quiebra, concurso o fallecimiento, a los efectos de que en un plazo de TREINTA (30) días hábiles los pacientes o los agentes del sistema nacional del seguro de salud, con autorización del paciente respectivo, retiren los originales de la historia clínica. Aún en ese supuesto por el plazo legal debe conservarse una copia microfilmada certificada por escribano público o autoridad judicial competente, de cada Historia clínica, junto al recibo de recepción del original rubricado por el paciente y eventualmente depositarse judicialmente.

Artículo 19: Legitimación. Mientras la Historia Clínica se encuentre en poder del prestador de salud que la emitió, ante la solicitud del legitimado para pedir una copia, se deberá entregar un ejemplar de la misma en forma impresa y firmada por el responsable autorizado a tales efectos. Los costos que el cumplimiento del presente genere serán a cargo del solicitante cuando correspondiere. En caso de no poder afrontar el solicitante el costo de la copia de la historia clínica, la misma se entregará en forma gratuita.

a) El paciente y su representante legal o quienes consientan en nombre del paciente por representación podrán requerir la historia clínica por sí mismos, sin necesidad de expresión de causa, la que deberá ser entregada en los tiempos que establece el artículo 14 de la ley y este decreto reglamentario.

b) El cónyuge, conviviente o los herederos universales forzosos sólo podrán requerir la entrega de una copia de la historia clínica presentando autorización escrita del paciente. El cónyuge deberá acreditar su vínculo con la documentación que la legislación determine. El conviviente acreditará su vínculo mediante la certificación de la unión de hecho por parte de la autoridad local, información sumaria judicial o administrativa. Los herederos universales deberán acreditar su vínculo con la documentación correspondiente y les será requerida en su caso, la autorización del paciente.

Los casos en los que el paciente se encuentre imposibilitado de dar la autorización requerida deberán ser acreditados mediante certificado médico o prueba documental, para que pueda ser entregada la copia a las personas enunciadas en los artículos 4° y 6° de la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742 y esta reglamentación.

c) Quedan eximidos de la obligación de presentar autorización aquellos profesionales de la salud que al momento de requerir la Historia Clínica sean los responsables del tratamiento del titular de la misma.

La autoridad sanitaria que debe certificar las copias es el director médico del establecimiento o personal jerárquico por él determinado.

Cuando el original de la historia clínica sea requerida judicialmente, deberá permanecer en el establecimiento asistencial, una copia de resguardo debidamente certificada por sus autoridades, asentándose en el original y en la copia de resguardo los datos de los autos que motivan tal solicitud, el juzgado requirente y la fecha de remisión.

Artículo 20: Negativa. Vencidos los plazos previstos en el artículo 14 de la Ley Nº 26.529 modificada por la Ley Nº 26.742 y esta reglamentación sin que se satisfaga el pedido, o evacuado el informe de la Historia Clínica éste se estimará insuficiente, quedará expedita la acción de protección de los datos personales o de hábeas data prevista en la Ley Nº 25.326, sin perjuicio de las sanciones que correspondan al establecimiento de salud respectivo.

Artículo 21: Sanciones. Será considerada falta grave de los profesionales de la medicina, odontología y actividades auxiliares de las mismas, el incumplimiento de las obligaciones previstas en los artículos 2° incisos a), b), e) y g), 5° inciso a) y 19 de la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742 respecto de los mismos, en tanto se desempeñen en establecimientos públicos sujetos a jurisdicción nacional, sin perjuicio de las infracciones que pudieran aplicarse por imperio de la Ley Nº 25.326, por parte de la autoridad de aplicación respectiva.

Asimismo, considéranse infracciones a la Ley Nº 23.661, los incumplimientos a la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742, en las cuales incurrieran los profesionales y establecimientos prestadores de los Agentes del Sistema Nacional del Seguro de Salud y esos mismos Agentes, sujetos al control y fiscalización de la Superintendencia de Servicios de Salud.

Los restantes profesionales y establecimientos sanitarios del ámbito de las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, sean efectores públicos o privados, estarán sujetos al régimen disciplinario que al efecto determinen esas jurisdicciones y su autoridad de aplicación, conforme el artículo 22 de la Ley Nº 26.529, modificada por la Ley Nº 26.742, con los alcances de la adhesión al régimen sancionatorio y/o de gratuidad al beneficio en materia de acceso a la justicia, que en cada caso se determine. Para el caso de la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES, la autoridad de aplicación será la autoridad local.

Facúltase al MINISTERIO DE SALUD, para dictar las normas complementarias, interpretativas y aclaratorias para la aplicación del presente Decreto.

Capítulo V: DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 22: Sin perjuicio de las potestades disciplinarias que el MINISTERIO DE SALUD ejerza para las faltas sanitarias de los profesionales de la salud en el ámbito aludido en el artículo 21 primer párrafo del presente y/o las que dispongan la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES y las jurisdicciones provinciales, regirán las atribuciones jurisdiccionales y nacionales en materia de protección de datos personales, debiendo todo registro de datos referidos a los pacientes cumplimentar las previsiones de la legislación vigente en la materia y su reglamentación.

Artículo 23: SIN REGLAMENTAR.

Artículo 24: SIN REGLAMENTAR.
LEY NACIONAL Nº 26796. Incorporación de la Vacuna Bacilo de Calmette y Guérin al Plan Materno Infantil
Sanción: 21/11/2012 
Promulgación: 13/12/2012 
Publicación: B.O. 17/12/2012 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-3317
Artículo 1: Incorpórase al Plan Materno Infantil comprendido en el Programa Médico Obligatorio de la República Argentina - Resoluciones del Ministerio de Salud 201/2002 y 1991/2005 y normas modificatorias y complementarias - la vacuna Bacilo de Calmette y Guérin (BCG) para la población pediátrica del territorio nacional. 
Artículo 2: Las disposiciones de esta ley abarcan a los recién nacidos antes del egreso de las maternidades del sector público, privado y de obras sociales, según el calendario nacional de vacunación. 
Artículo 3: Estipúlese que, en caso de existir alguna contraindicación por la cual egrese sin haber recibido la vacuna BCG, se extenderá constancia que indique el motivo de no aplicación según lo normado por artículo 13 ley 22909. 
Artículo 4: Será autoridad de aplicación en la jurisdicción nacional el Ministerio de Salud de la Nación, y en cada una de las jurisdicciones las respectivas autoridades sanitarias.
Artículo 5: La presente ley entrará en vigencia a partir de los noventa (90) días de su publicación. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 5 Arts. 1 a 5 del texto original. 
Artículos Suprimidos: Art. 6 de forma. 
Referencias externas: Artículo 13 ley 22909 
Organismos: Ministerio de Salud de la Nación
LEY NACIONAL Nº 26799. Prohibición de equipos de emisión de rayos ultravioletas para bronceado
Sanción: 21/11/2012 
Promulgación: 26/12/2012 
Publicación: B.O. 28/12/2012 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-3319
Artículo 1: Prohíbese la utilización de equipos de emisión de rayos ultravioletas destinadas para bronceado, ya sea camas solares o similares, a personas menores de edad, en los establecimientos que presten al público servicio de bronceado, con excepción de los casos de necesidad terapéutica justificada por profesionales médicos. 
Artículo 2: Los establecimientos que presten al público servicio de bronceado por equipos de emisión de rayos ultravioletas, están sujetos a las siguientes obligaciones: a) Exhibir en lugar visible un cartel, que informe a los usuarios que la utilización de dichos aparatos está prohibida para menores de edad, con la excepción establecida en el artículo 1; b) Proveer información, bajo la forma de consentimiento informado, sobre los posibles daños que se generan en la piel por el efecto acumulativo de los rayos ultravioletas, en la forma que determine la reglamentación ;c) Contar con personal que posea los conocimientos básicos en primeros auxilios. 
Artículo 3: La autoridad de aplicación debe elaborar un protocolo de supervisión y revisión periódica del funcionamiento de los equipos establecidos en la presente ley.   

Artículo 4: Serán consideradas infracciones a la presente ley, las siguientes conductas: a) Permitir la utilización de equipos de emisión de rayos ultravioletas destinados para bronceado, ya sea cama solares o similares, a personas menores de edad; 
b) La falta de exhibición del cartel previsto en el inciso a) del artículo 2, en la forma allí descripta; 
c) La no provisión de la información descrita en el inciso b) del artículo 2; 
d) Carecer de personal que cuente con los conocimientos descritos en el inciso c) del artículo 2; 
e) Las acciones u omisiones que no estén mencionadas en los incisos anteriores, cometidas en infracción a las obligaciones previstas en la presente ley. 
Artículo 5: Las infracciones a la presente ley, previa instrucción de sumario que garantice el derecho de defensa del presunto infractor y demás garantías constitucionales, sin perjuicios de otras responsabilidades administrativas, civiles, penales o éticas a que hubiere lugar, serán sancionadas con: a) Apercibimiento; b) Multa que debe ser actualizada por el Poder Ejecutivo nacional en forma anual conforme al índice de precios oficial del Instituto Nacional de Estadísticas y Censos – INDEC -, desde pesos mil ($ 1.000) a pesos un millón ($1.000.000), susceptible de ser aumentada hasta el décuplo en caso de reincidencia; c) Clausura, total o parcial, temporal o definitiva, según la gravedad de la causa o reiteración de la misma, del local o establecimiento en que se hubiera cometido la infracción; d) Suspensión o inhabilitación en el ejercicio de la actividad o profesión hasta un lapso de tres (3) años; en caso de extrema gravedad o múltiple reiteración de la o de las infracciones la inhabilitación podrá ser definitiva. 
Artículo 6: El Ministerio de Salud es la autoridad de aplicación de la presente ley y debe promover en el marco del Consejo Federal de Salud –COFESA -, su ejecución y control en el ámbito de las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
Artículo 7: Se invita a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adherir al régimen consagrado en la presente ley. Artículo 8- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de los sesenta (60) días de su promulgación. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente 1 a 8 Arts. 1 a 8 del texto original. 
Artículos Suprimidos: Art. 9 de forma.
Organismos: Ministerio de Salud
LEY NACIONAL Nº 26835. Ley de Promoción y Capacitación en las Técnicas de Reanimación Cardiopulmonar (RCP) Básicas.
Sanción: 29/11/2012 
Promulgación: 08/01/2013 
Publicación: B.O. 22/01/2013 
Actualización: 31/03/2013 
Texto Definitivo Ley ASA-3344 
Artículo 1: Objeto. El Ministerio de Educación, en acuerdo con el Consejo Federal de Educación, deberá promover acciones para la toma de conciencia sobre la relevancia social de difundir y aprender las Técnicas de Reanimación Cardiopulmonar (RCP) básicas con carácter voluntario, altruista, desinteresado y solidario. 
Artículo 2: Finalidad. La presente ley tiene por finalidad capacitar en la atención primaria básica del paro cardiorrespiratorio para prevenir el acontecimiento de muertes evitables en el ámbito extrahospitalario a los estudiantes del nivel medio y del nivel superior. 
Artículo 3: Autoridad de aplicación. Será autoridad de aplicación el Ministerio de Educación en acuerdo con el Consejo Federal de Educación y en coordinación con el Ministerio de Salud en acuerdo con el Consejo Federal de Salud. 
Artículo 4: Asesoramiento. Créase la Comisión RCP - Argentina, con carácter consultivo, en el ámbito del Ministerio de Educación. 
Artículo 5: Integración de la Comisión RCP - Argentina. La Comisión RCP - Argentina estará integrada por un (1) representante del Ministerio de Educación, un (1) representante del Ministerio de Salud, un (1) representante del Consejo Federal de Educación y un (1) representante del Consejo Federal de Salud, los que serán designados en carácter ad honórem. 
Artículo 6: Funciones. Serán funciones de la Comisión RCP - Argentina: 
1. Formular el programa de capacitación en RCP en base a las normativas vigentes en el ámbito nacional. 
2. Recomendar a las jurisdicciones los contenidos actualizados de reanimación cardiopulmonar. 
3. Difundir las normativas actualizadas sobre las Técnicas de Reanimación Cardiopulmonar. 
4. Recomendar los requisitos para la habilitación de instituciones responsables de la formación de instructores. 
5. Confeccionar un registro único de las instituciones habilitadas para la formación de instructores. 
6. Difundir novedades científicas sobre el síndrome de muerte súbita y las técnicas relacionadas con la RCP. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 6 Arts. 1 a 6 del texto original. 
Artículos Suprimidos: Art. 7 de forma. 
Organismos: Ministerio de Educación, Ministerio de Salud
LEY NACIONAL Nº 26845. Promoción para la toma de conciencia sobre la relevancia social de la donación de órganos.
Sanción: 13/03/2013 
Promulgación: 17/04/2013
Publicación: B.O. 15/12/1972 
Actualización: 31/03/2013
Texto Definitivo Ley ASA-3350  
Artículo 1: Objeto. La presente ley tiene por objeto promover en todos los niveles y modalidades del sistema educativo propuestas y acciones para la toma de conciencia sobre la relevancia social de la donación de órganos y tejidos para trasplante, con carácter voluntario, altruista, desinteresado y solidario. 
Artículo 2: Objetivos. Son objetivos de la presente ley los siguientes: 1. Favorecer la difusión de información sobre los conceptos, procesos e impacto de los trasplantes a través de los miembros de la comunidad educativa. 2. Promover la participación comprometida de todos los actores de las instituciones educativas y de sus respectivos entornos familiares en la generación de una cultura solidaria sobre la donación de órganos y tejidos para trasplante. 
Artículo 3: Autoridad de aplicación. El Ministerio de Educación, en acuerdo con el Consejo Federal de Educación y en coordinación con el Ministerio de Salud, será la autoridad de aplicación de la presente ley. 
Artículo 4: Asesoramiento. El Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante de Órganos (Incucai) es organismo asesor del Ministerio de Educación y del Ministerio de Salud a todos los efectos previstos en la presente ley. 
Artículo 5: Funciones. En conformidad con lo previsto en el artículo 1° de la presente ley, son funciones de la autoridad de aplicación las siguientes: 1. Formular y planificar lineamientos, propuestas, estrategias y acciones dirigidas a la promoción de la donación de órganos y tejidos para trasplantes en todos los niveles y modalidades educativas formales.2. Promover la realización de jornadas anuales destinadas a docentes de todos los niveles y modalidades educativas. 3. Arbitrar los medios para incorporar un abordaje sistematizado e interdisciplinario de la promoción de la donación de órganos y tejidos para trasplante en los ámbitos educativos de gestión pública y privada, previa adaptación de los contenidos a las particularidades de cada nivel educativo. 4. Diseñar acciones masivas desde las instituciones educativas para instalar mensajes y actitudes positivas frente a la donación de órganos y tejidos para trasplante. 5. Propiciar análisis críticos y responsables promoviendo el trabajo educativo de manera conjunta con organizaciones vinculadas a la temática. 6. Promover acciones que demanden el análisis, debate y participación efectiva del grupo familiar de los alumnos en el abordaje de la temática de la donación de órganos y tejidos para trasplante. 
Artículo 6: Reglamentación. El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de los noventa (90) días de su promulgación. 
ANTECEDENTES 
Artículos Fuente: 1 a 6 Art. 1 a 6: texto original 
Artículos Suprimidos: Art.7.- suprimido por ser de forma 
LEY NACIONAL Nº 26.872. Patología mamaria. Cirugía reconstructiva. Cobertura.

Sanción: 03/07/2013
Promulgada de Hecho: 05/08/2013
Artículo 1: Todos los establecimientos de salud públicos y las obras sociales enmarcadas en las leyes 23.660 y 23.661, la Obra Social del Poder Judicial de la Nación, la Dirección de Ayuda Social para el Personal del Congreso de la Nación, las entidades de medicina prepagas y las entidades que brinden atención al personal de las universidades, así como también todos aquellos agentes que brinden servicios médicos asistenciales independientemente de la figura jurídica que tuvieren, deben incluir la cobertura de la cirugía reconstructiva como consecuencia de una mastectomía por patología mamaria, así como la provisión de las prótesis necesarias.

Artículo 2; Invítase a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adherir a la presente ley.

Artículo 3: Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.
DECRETO NACIONAL Nº 574/2016. Plan Nacional de Primera Infancia
Firmado: 11/04/2016

Publicada: 12/04/2016
Artículo 1: Apruébase el “PLAN NACIONAL DE PRIMERA INFANCIA”, como herramienta para garantizar el desarrollo integral de niños y niñas de CUARENTA Y CINCO (45) días a CUATRO (4) años de edad inclusive, en situación de vulnerabilidad social en pos de favorecer la promoción y protección de sus derechos, que será instrumentado en el ámbito del MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL.

Artículo 2: El “PLAN NACIONAL DEPRIMERA INFANCIA” tendrá por objetivos, la promoción y fortalecimiento de espacios de cuidado y abordaje integral de niñas y niños en su primera infancia, que garanticen una adecuada y saludable nutrición, así como la estimulación temprana y promoción de la salud, propiciando condiciones de participación activa en el ámbito familiar y comunitario que faciliten el proceso de crianza y desarrollo de niños y niñas, promoviendo el fortalecimiento intrafamiliar y comunitario.

Artículo 3: Facúltase a la titular del MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL a dictar las normas complementarias y todo acto administrativo que fuera menester para la implementación del “PLAN NACIONAL DE PRIMERA INFANCIA”.

Artículo 4: Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y archívese.
DECRETO NACIONAL Nº 908/2016. Cobertura Universal de Salud (CUS)
Firmado: 02/08/2016

Publicada: 03/08/2016
Artículo 1: Establécese un régimen excepcional de distribución de los recursos acumulados al 28 de julio de 2016 en el FONDO SOLIDARIO DE REDISTRIBUCIÓN, que no fueran oportunamente aplicados conforme la normativa vigente, deducido el monto no distribuido correspondiente al año 2015.

Artículo 2: Dispónese la afectación, por única vez, de los recursos del FONDO SOLIDARIO DE REDISTRIBUCIÓN la suma de PESOS OCHO MIL MILLONES ($ 8.000.000.000) con destino a la financiación de la estrategia de COBERTURA UNIVERSAL DE SALUD (CUS).

Artículo 3: Apruébanse para la estrategia COBERTURA UNIVERSAL DE SALUD (CUS) las finalidades descriptas en el ANEXO I que forma parte del presente Decreto.

Artículo 4: Dispónese que con la suma prevista en el artículo 2° del presente, la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD constituirá un FIDEICOMISO DE ADMINISTRACIÓN, cuyo fiduciario será el BANCO DE LANACION ARGENTINA, con el objeto de financiar la estrategia de COBERTURAUNIVERSAL DE SALUD (CUS) que instrumentará el MINISTERIO DE SALUD, y cuyo funcionamiento será oportunamente fijado por la reglamentación que al efecto se dicte.

Artículo 5: El MINISTERIO DE SALUD deberá constituir una UNIDAD EJECUTORA integrada por SEIS (6) miembros, DOS (2) designados por el MINISTERIO DE SALUD, DOS (2) designados por la SUPERINTENDENCIA DESERVICIOS DE SALUD, organismo descentralizado en la órbita del MINISTERIO DE SALUD y DOS (2) designados por la CONFEDERACIÓN GENERALDEL TRABAJO. Dicha UNIDAD EJECUTORA tendrá a su cargo la definición delos proyectos a ser financiados por el FIDEICOMISO DE ADMINISTRACIÓN previsto en el artículo 4°.

Artículo 6: Dispónese la afectación, por única vez, de los recursos del FONDO SOLIDARIO DE REDISTRIBUCIÓN la suma de PESOS CUATRO MIL QUINIENTOS MILLONES ($ 4.500.000.000) con destino a la conformación del FONDO DE EMERGENCIA Y ASISTENCIA de los agentes del seguro de salud descriptos en el artículo 1° de la Ley N° 23.660 y sus modificatorios. Este Fondo, que deberá ser depositado en el BANCO DE LA NACIÓNARGENTINA en una cuenta a nombre de la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD, será de inmediata y permanente disposición de la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD, organismo descentralizado en la órbita del MINISTERIO DE SALUD. Los fondos serán destinados a los objetivos y finalidades indicados en el ANEXO II del presente Decreto.

Artículo 7: Dispónese que por el saldo remanente, que a la fecha indicada en el artículo 1° del presente asciende a la suma de PESOS CATORCE MIL DOSCIENTOS SESENTA Y SIETE MILLONES NOVECIENTOS TRECE MIL OCHOCIENTOS SETENTA Y CINCO CON NOVENTA Y SEIS CENTAVOS ($14.267.913.875,96), se deberán suscribir a valor de mercado “BONOS DELA NACIÓN ARGENTINA EN PESOS 2020”, a cuyos fines se faculta al Órgano Responsable de la Coordinación de los Sistemas que integran la Administración Financiera del Sector Público Nacional a emitir con cargo al presente decreto los títulos correspondientes. Dichos bonos permanecerán hasta su total amortización en custodia del BANCO DE LANACIÓN ARGENTINA, en una cuenta a nombre de la SUPERINTENDENCIA DESERVICIOS DE SALUD.

Artículo 8: Determínase que los intereses que resulten de los bonos a que se refiere el artículo 7° del presente, pagaderos trimestralmente en las fechas establecidas en su emisión, serán liquidados a favor dela SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD e integrados al FONDOSOLIDARIO DE REDISTRIBUCIÓN.

Artículo 9: Dispónese que el MINISTERIO DE SALUD será la autoridad de aplicación del presente decreto y dictará las medidas aclaratorias y complementarias que resulten pertinentes.

Artículo 10: Instrúyese a los organismos competentes para que, en lo sucesivo, se dé estricto cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 24de la Ley N° 23.661 y sus modificatorias.

Artículo 11: El presente Decreto entrará en vigencia a partir del día siguiente al de su publicación el Boletín Oficial.

Artículo 12: Dése cuenta a la COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE del HONORABLE CONGRESO DE LA NACIÓN.

Artículo 13: Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONALDEL REGISTRO OFICIAL y archívese

ANEXO I: Identificación, nominalización y documentación de beneficiarios de la Cobertura Universal de Salud.

Mejoramiento de las determinantes sociales de salud.

Desarrollo, equipamiento y puesta en valor de efectores públicos de salud.

Fortalecimiento y modernización del sector público de salud.

Acciones de Atención Primaria de la Salud.

Desarrollo y optimización de las Redes Integradas de Servicios de Salud.

Mejoramiento de la calidad de los servicios de salud.

Fortalecimiento de los recursos humanos en salud.

Actividades de Promoción y Protección de la salud y medicina preventiva.

ANEXO II: Asistencia financiera a obras sociales ante situaciones de Epidemias y o Emergencias en el ámbito del territorio nacional.

Asistencia financiera a obras sociales que desarrollen programas de prevención aprobados por la Superintendencia de servicios de Salud.

Apoyo financiero a las obras sociales para la adquisición y/o remodelación de efectores propios.

Asistencia financiera para la adquisición de equipamiento tecnológico para efectores propios de la seguridad social.

Asistencia financiera para programas de fortalecimiento institucional de las obras sociales.

Apoyo financiero para programas de modernización institucional en el campo informático.

Financiamiento de situaciones de excepción, no contempladas en las normativas vigentes y que produzcan un impacto negativo sobre la situación económico financiera de las obras sociales.
RESOLUCIÓN MSAL Nº 475/2016. Día Nacional de la Lucha contra el Cáncer Bucal

Firmada: 14/04/2016

VISTO el expediente N° 1-22002-6733/16-8 del registro del MINISTERIO DE SALUD, y;

CONSIDERANDO:

Que la Cobertura Universal de Salud es una meta tendiente a asegurar el acceso de la población a servicios de calidad, integrados y basados en la Atención Primaria de la Salud.

Que el plan estratégico de la ORGANIZACIÓN PANAMERICANA DE LA SALUD, vigente para el período 2014-2019, reconoce a la Cobertura Universal de Salud como un “pilar articulador” junto con los determinantes sociales de la salud.

Que resolver y evitar toda forma de fragmentación y segmentación deviene indispensable para hacer nuestro sistema de salud más equitativo y eficiente.

Que a tales fines resulta menester propender al accionar coordinado y mancomunado de todos los programas nacionales de salud, tanto en lo que refiere a su implementación y equipos de dirección, como así también en la interrelación y alta resolución en la atención de los beneficiarios de dichos programas.

Que la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS ha tomado la intervención de su competencia.

Que la presente se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por la ley de Ministerios TO 1992 y su modificatoria Ley N° 26338.

Por ello,

EL MINISTRO DE SALUD

RESUELVE:

Artículo 1: Instrúyese a todos los programas nacionales dependientes de este Ministerio, cualquiera sea su fuente de financiamiento, a colaborar y coordinar su accionar con la implementación y el desarrollo de la estrategia de la Cobertura Universal de Salud, con el objeto de promover el acceso a la atención sanitaria integral, gratuita y con la adecuada calidad, jerarquizando el Primer Nivel de Atención.

Artículo 2: Mediante un sistema único de información se identificará y registrará la totalidad de la población que tenga como cobertura aquella provista y financiada por el Estado Nacional, Provincial y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a cuyos efectos se integrarán e interrelacionarán las bases de datos y documentos identificatorios correspondientes a los diversos programas y/o financiadores.

Artículo 3: Encomiéndese a la Dirección Nacional de Capital Humano y Salud Ocupacional a proponer los mecanismos pertinentes con el propósito de contar con la disponibilidad de los Recursos Humanos necesarios, en la cantidad y calidad adecuada, para el cumplimiento de las actividades correspondientes a la Cobertura Universal de Salud.

Artículo 4: La SECRETARÍA DE RELACIONES NACIONALES E INTERNACIONALES participará en el diseño de los lineamientos estratégicos en la ejecución de los créditos internacionales, a efectos de permitir el logro de forma adecuada, de los objetivos propios de la Cobertura Universal de Salud en el menor plazo posible.

Artículo 5: Invítase a las Provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a través de los miembros del Consejo Federal de Salud —COFESA— a adherir a los principios básicos establecidos en el Artículo 1° y a suscribir los acuerdos que resulten menester para lograr su desarrollo en todas las jurisdicciones.

Artículo 6: Comuníquese, publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.
DECRETO NACIONAL Nº 955/2016. Día Nacional de la Lucha contra el Cáncer Bucal
Firmado: 19/08/2016

Publicada: 22/08/2016
Artículo 1: Declárase el día 5 de diciembre de cada año como “DÍA NACIONAL DE LUCHA CONTRA EL CANCER BUCAL”.

Artículo 2: Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.
LEY NACIONAL Nº 27306. Declaración de Interés Nacional el abordaje integral e interdisciplinario de las Dificultades Específicas del Aprendizaje.
Sancionada: 19/10/2016

Publicada: 04/11/2016
Declárase de interés nacional el abordaje integral e interdisciplinario de los sujetos que presentan Dificultades Específicas del Aprendizaje (DEA)

OBJETO.

Artículo 1: La presente ley establece como objetivo prioritario garantizar el derecho a la educación de los niños, niñas, adolescentes y adultos que presentan Dificultades Específicas del Aprendizaje (DEA).

INTERÉS NACIONAL.

Artículo 2: Declárase de interés nacional el abordaje integral e interdisciplinario de los sujetos que presentan Dificultades Específicas del Aprendizaje (DEA), así como también la formación profesional en su detección temprana, diagnóstico y tratamiento; su difusión y el acceso a las prestaciones.

DEFINICIÓN.

Artículo 3: Se entiende por Dificultades Específicas del Aprendizaje (DEA) a las alteraciones de base neurobiológica, que afectan a los procesos cognitivos relacionados con el lenguaje, la lectura, la escritura y/o el cálculo matemático, con implicaciones significativas, leves, moderadas o graves en el ámbito escolar.

AUTORIDAD DE APLICACIÓN.

Artículo 4: La Autoridad de Aplicación será determinada por el Poder Ejecutivo nacional.

FUNCIONES.

Artículo 5: La Autoridad de Aplicación tendrá a su cargo el ejercicio de las siguientes acciones:

a) Establecer procedimientos y medios adecuados para la detección temprana de las necesidades educativas de los sujetos que presentaren dificultades específicas de aprendizaje;

b) Establecer un sistema de capacitación docente para la detección temprana, prevención y adaptación curricular para la asistencia de los alumnos disléxicos o con otras dificultades de aprendizaje, de manera de brindar una cobertura integral en atención a las necesidades y requerimientos de cada caso en particular;

c) Coordinar con las autoridades sanitarias y educativas de las provincias que adhieran a la presente y, en su caso, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, campañas de concientización sobre Dislexia y Dificultades Específicas del Aprendizaje (DEA);

d) Planificar la formación del recurso humano en las prácticas de detección temprana, diagnóstico y tratamiento.

ADAPTACIÓN CURRICULAR.

Artículo 6: La Autoridad de Aplicación deberá elaborar la adaptación curricular referida en el inciso b) del artículo precedente. Para garantizar el acceso al curriculum común, en el caso de Dificultades Específicas del Aprendizaje tendrá en cuenta las siguientes consideraciones orientativas:

a) Dar prioridad a la oralidad, tanto en la enseñanza de contenidos como en las evaluaciones;

b) Otorgar mayor cantidad de tiempo para la realización de tareas y/o evaluaciones;

c) Asegurar que se han entendido las consignas;

d) Evitar las exposiciones innecesarias en cuanto a la realización de lecturas en voz alta frente a sus compañeros;

e) Evitar copiados extensos y/o dictados cuando esta actividad incida sobre alumnos con situaciones asociadas a la disgrafía;

f) Facilitar el uso de ordenadores, calculadoras y tablas;

g) Reconocer la necesidad de ajustar los procesos de evaluación a las singularidades de cada sujeto;

h) Asumirse, todo el equipo docente institucional, como promotores de los derechos de niños, niñas, adolescentes y adultos, siendo que las contextualizaciones no implican otorgar ventajas en ellos frente a sus compañeros, sino ponerlos en igualdad de condiciones frente al derecho a la educación.

CONSEJO FEDERAL DE EDUCACIÓN.

Artículo 7: El Consejo Federal de Educación tendrá la función de colaborador permanente para el cumplimiento de los objetivos fijados en la presente ley, como así también la de establecer un sistema federal de coordinación interjurisdiccional, para la implementación de políticas activas con el fin de hacer efectivo el derecho a la educación de niños, niñas, adolescentes y adultos que presentan Dislexia y Dificultades Específicas del Aprendizaje.

CONSEJO FEDERAL DE SALUD.

Artículo 8: La Autoridad de Aplicación deberá impulsar, a través del Consejo Federal de Salud, las siguientes acciones:

a) La implementación progresiva y uniforme en las diferentes jurisdicciones de un abordaje integral e interdisciplinario de Dificultades Específicas del Aprendizaje (DEA);

b) Establecer los procedimientos de detección temprana y diagnóstico de las Dificultades Específicas del Aprendizaje (DEA);

c) Determinar las prestaciones necesarias para el abordaje integral e interdisciplinario en los sujetos que presentan Dificultades Específicas del Aprendizaje (DEA), que se actualizarán toda vez que el avance de la ciencia lo amerite.

PROGRAMA MÉDICO OBLIGATORIO (PMO).

Artículo 9: Los agentes de salud comprendidos en las leyes 23.660 y 23.661; las organizaciones de seguridad social; las entidades de medicina prepaga; la obra social del Poder Judicial, de las universidades nacionales, personal civil y militar de las Fuerzas Armadas, de Seguridad, de Policía Federal Argentina; la Dirección de Ayuda Social para el Personal del Congreso de la Nación y los agentes de salud que brinden servicios médico-asistenciales, independientemente de la figura jurídica que tuvieren, tendrán a su cargo, con carácter obligatorio, las prestaciones necesarias para la detección temprana, diagnóstico y tratamiento de las Dificultades Específicas del Aprendizaje (DEA).

Las prestaciones citadas en los incisos b) y c) del artículo 8° de la presente quedan incorporadas de pleno derecho al Programa Médico Obligatorio (PMO).

Artículo 10: Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.

LEY NACIONAL Nº 27333. Día Nacional de la Concientización del Linfoma.
Sancionada: 26/11/2016
Publicada: 30/12/2016
Artículo 1: Institúyase el día 15 de septiembre de cada año como Día Nacional de la Concientización del Linfoma, en adhesión al Día Mundial del Linfoma.

Artículo 2: El Poder Ejecutivo nacional, a través de los organismos pertinentes, desarrollará en la semana previa al 15 de septiembre de cada año actividades de capacitación, difusión, prevención y concientización del linfoma.

Artículo 3: La autoridad de aplicación de la presente ley será la que determine el Poder Ejecutivo nacional.

Artículo 4: Los gastos que demande la aplicación de la presente se imputarán a las partidas presupuestarias correspondientes.

Artículo 5: Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.
LEY NACIONAL Nº 27350. Investigación médica y científica del uso medicinal de la planta de cannabis y sus derivados.
Sancionada: 29/03/2017

Publicada: 19/04/2017
INVESTIGACIÓN MÉDICA Y CIENTÍFICA DEL USO MEDICINAL DE LA PLANTA DE CANNABIS Y SUS DERIVADOS


Artículo 1: Objeto. La presente ley tiene por objeto establecer un marco regulatorio para la investigación médica y científica del uso medicinal, terapéutico y/o paliativo del dolor de la planta de cannabis y sus derivados, garantizando y promoviendo el cuidado integral de la salud.

Artículo 2: Programa. Créase el Programa Nacional para el Estudio y la Investigación del Uso Medicinal de la Planta de Cannabis, sus derivados y tratamientos no convencionales, en la órbita del Ministerio de Salud.
Artículo 3: Objetivos. Son objetivos del programa:
a) Emprender acciones de promoción y prevención orientadas a garantizar el derecho a la salud;
b) Promover medidas de concientización dirigidas a la población en general;
c) Establecer lineamientos y guías adecuadas de asistencia, tratamiento y accesibilidad;
d) Garantizar el acceso gratuito al aceite de cáñamo y demás derivados del cannabis a toda persona que se incorpore al programa, en las condiciones que establezca la reglamentación;
e) Desarrollar evidencia científica sobre diferentes alternativas terapéuticas a problemas de salud, que no abordan los tratamientos médicos convencionales;
f) Investigar los fines terapéuticos y científicos de la planta de cannabis y sus derivados en la terapéutica humana;
g) Comprobar la eficacia de la intervención estudiada, o recoger datos sobre sus propiedades y el impacto en el organismo humano;
h) Establecer la eficacia para cada indicación terapéutica, que permita el uso adecuado y la universalización del acceso al tratamiento;
i) Conocer los efectos secundarios del uso medicinal de la planta de cannabis y sus derivados, y establecer la seguridad y las limitaciones para su uso, promoviendo el cuidado de la población en su conjunto;
j) Propiciar la participación e incorporación voluntaria de los pacientes que presenten las patologías que la autoridad de aplicación determine y/o el profesional médico de hospital público indique, y de sus familiares, quienes podrán aportar su experiencia, conocimiento empírico, vivencias y métodos utilizados para su autocuidado;
k) Proveer asesoramiento, cobertura adecuada y completo seguimiento del tratamiento a la población afectada que participe del programa;
l) Contribuir a la capacitación continua de profesionales de la salud en todo lo referente al cuidado integral de las personas que presentan las patologías involucradas, a la mejora de su calidad de vida, y al uso medicinal de la planta de cannabis y sus derivados.
Artículo 4: Autoridad de aplicación. La autoridad de aplicación debe ser determinada por el Poder Ejecutivo en el ámbito del Ministerio de Salud de la Nación.
Se encontrará autorizada a investigar y/o supervisar la investigación con fines médicos y científicos de las propiedades de la planta de cannabis y sus derivados.

Artículo 5: La autoridad de aplicación, en coordinación con organismos públicos nacionales, provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, debe promover la aplicación de la presente ley en el ámbito de las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
Podrá articular acciones y firmar convenios con instituciones académico científicas, organismos públicos y organizaciones no gubernamentales.

Artículo 6: La autoridad de aplicación tiene la facultad de realizar todas las acciones requeridas para garantizar el aprovisionamiento de los insumos necesarios a efectos de llevar a cabo los estudios científicos y médicos de la planta de cannabis con fines medicinales en el marco del programa, sea a través de la importación o de la producción por parte del Estado nacional. A tal fin, la autoridad de aplicación podrá autorizar el cultivo de cannabis por parte del Conicet e INTA con fines de investigación médica y/o científica, así como para elaborar la sustancia para el tratamiento que suministrará el programa. En todos los casos, se priorizará y fomentará la producción a través de los laboratorios públicos nucleados en la ANLAP.

Artículo 7: La Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica (ANMAT) permitirá la importación de aceite de cannabis y sus derivados, cuando sea requerida por pacientes que presenten las patologías contempladas en el programa y cuenten con la indicación médica pertinente. La provisión será gratuita para quienes se encuentren incorporados al programa.

Artículo 8: Registro. Créase en el ámbito del Ministerio de Salud de la Nación un registro nacional voluntario a los fines de autorizar en virtud de lo dispuesto por el artículo 5° de la ley 23.737 la inscripción de los pacientes y familiares de pacientes que, presentando las patologías incluidas en la reglamentación y/o prescriptas por médicos de hospitales públicos, sean usuarios de aceite de cáñamo y otros derivados de la planta de cannabis, con el resguardo de protección de confidencialidad de datos personales.

Artículo 9: Consejo Consultivo. Créase un Consejo Consultivo Honorario, que estará integrado por instituciones, asociaciones, organizaciones no gubernamentales y profesionales del sector público y privado que intervengan y articulen acciones en el marco de la presente ley. Las instituciones que lo integren deberán acreditar que actúan sin patrocinio comercial ni otros conflictos de intereses que afecten la transparencia y buena fe de su participación.

Artículo 10: El Estado nacional impulsará a través de los laboratorios de Producción Pública de Medicamentos nucleados en ANLAP, creada por la ley 27.113 y en cumplimiento de la ley 26.688, la producción pública de cannabis en todas sus variedades y su eventual industrialización en cantidades suficientes para su uso exclusivamente medicinal, terapéutico y de investigación.

Artículo 11: El Poder Ejecutivo nacional, a través de la autoridad de aplicación, dispondrá en la reglamentación de la presente las previsiones presupuestarias necesarias para su cumplimiento, las que podrán integrarse con los siguientes recursos:
a) Las sumas que anualmente le asigne el Presupuesto General de la Nación a la autoridad de aplicación;
b) Todo otro ingreso que derive de la gestión de la autoridad de aplicación;
c) Las subvenciones, donaciones, legados, aportes y transferencias de otras reparticiones o de personas físicas o jurídicas, de organismos nacionales y/o internacionales;
d) Los intereses y rentas de los bienes que posea;
e) Los recursos que fijen leyes especiales;
f) Los recursos no utilizados, provenientes de ejercicios anteriores.

Artículo 12: Adhesión. Invítase a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adherir a la presente ley, a los efectos de incorporarse al programa, en el marco de los convenios que se celebren con la autoridad de aplicación.

Artículo 13: Reglamentación. La autoridad de aplicación debe reglamentar la presente ley dentro de un plazo no mayor a sesenta (60) días desde su publicación en el Boletín Oficial.

Artículo 14: Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.
DECRETO NACIONAL Nº 1249/2016. Emergencia Nacional en Materia de Adicciones
Firmado: 07/12/2016

Publicada: 12/12/2016
Artículo 1: Declárase la “EMERGENCIA NACIONAL EN MATERIA DE ADICCIONES”, para todo el territorio de la República Argentina, con el objeto de atender al abordaje integral de las adicciones, teniendo como ejes su prevención y tratamiento, así como la inclusión social de aquellas personas que se encuentran afectadas por esta problemática.

Artículo 2: La declaración de emergencia y las acciones que de ella deriven, tendrán vigencia hasta el 31 de diciembre de 2018.

Artículo 3: Instrúyese a la SECRETARÍA DE PROGRAMACIÓN PARA LA PREVENCIÓN DE LA DROGADICCIÓN Y LA LUCHA CONTRA EL NARCOTRÁFICO para que elabore, ponga en vigencia, e implemente acciones destinadas a hacer frente a la emergencia que se declara por el artículo 1° de la presente medida.

Artículo 4: Instrúyese a todos los organismos de la ADMINISTRACIÓN PÚBLICA NACIONAL, incluyendo a los Organismos Descentralizados, a colaborar con la SECRETARÍA DE PROGRAMACIÓN PARA LA PREVENCIÓN DE LA DROGADICCIÓN Y LA LUCHA CONTRA EL NARCOTRÁFICO, en la implementación de las acciones que se lleven a cabo como consecuencia de la instrucción brindada en el ARTICULO 3° del presente decreto.

Artículo 5: Invítase a las Provincias y a la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES, a adherir al presente mediante la respectiva declaración de emergencia en los ámbitos territoriales de sus jurisdicciones.

Artículo 6: La presente medida entrará en vigencia el día de su publicación en el Boletín Oficial.

Artículo 7: Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.
LEY NACIONAL Nº 27351. Electrodependientes. Beneficio. Registro.
Sancionada: 26/04/2017

Publicada: 17/05/2017
Artículo 1: Denomínanse electrodependientes por cuestiones de salud a aquellas personas que requieran de un suministro eléctrico constante y en niveles de tensión adecuados para poder alimentar el equipamiento médico prescrito por un médico matriculado y que resulte necesario para evitar riesgos en su vida o su salud.

Artículo 2: El titular del servicio o uno de sus convivientes que se encuentre registrado como electrodependiente por cuestiones de salud tendrá garantizado en su domicilio el servicio eléctrico en forma permanente. El medidor de dicho domicilio deberá estar debidamente identificado.

Artículo 3: El titular del servicio o uno de sus convivientes que se encuentre registrado como electrodependiente por cuestiones de salud gozará de un tratamiento tarifario especial gratuito en el servicio público de provisión de energía eléctrica que se encuentre bajo jurisdicción nacional.

Artículo 4: El beneficio otorgado por la presente ley a los usuarios registrados como electrodependientes por cuestiones de salud en todo el territorio nacional consistirá en el reconocimiento de la totalidad dela facturación del servicio público de provisión de energía eléctrica que se encuentre bajo jurisdicción nacional.

Artículo 5: El titular del servicio o uno de sus convivientes que se encuentre registrado como electrodependiente por cuestiones de salud quedará eximido del pago de los derechos de conexión, si los hubiere.

Artículo 6: La empresa distribuidora entregará al titular del servicio o uno de sus convivientes que se encuentre registrado como electrodependiente por cuestiones de salud, previa solicitud, un grupo electrógeno o el equipamiento adecuado, sin cargo incluyendo los costos de funcionamiento asociados, capaz de brindar la energía eléctrica necesaria para satisfacer sus necesidades conforme los preceptos establecidos en el artículo 1° de la presente ley.

Artículo 7: La empresa distribuidora deberá habilitar una línea telefónica especial gratuita de atención personalizada destinada exclusivamente a la atención de los usuarios electrodependientes por cuestiones de salud disponible las 24 horas incluyendo días inhábiles.

Artículo 8: El Ministerio de Salud de la Nación a través de sus organismos pertinentes, creará y tendrá a su cargo el Registro de Electrodependientes por Cuestiones de Salud.

Artículo 9: La presente ley no invalida los registros especiales para electrodependientes constituidos por las autoridades regulatorias o las empresas distribuidoras locales vinculados a una prestación especial deservicio que se hayan constituido hasta la fecha de sanción de la presente ley.

Artículo 10: El Poder Ejecutivo desarrollará campañas de difusión, educación y concientización con el fin de promover los derechos de los electrodependientes por cuestiones de salud y de los principios comprendidos en esta ley. En el marco de la campaña se deberá contemplar que las facturas por los servicios de provisión de energía eléctrica de las empresas distribuidoras contengan una leyenda acorde a los principios de la presente ley.

Artículo 11: El Poder Ejecutivo designará la autoridad de aplicación de la presente ley y asignará las partidas presupuestarias necesarias para el cumplimiento de sus fines.

Artículo 12: Se invita a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adherir a la presente y reconocer la gratuidad en los componentes de la facturación del servicio público de provisión de energía eléctrica que se encuentre bajo su propia jurisdicción.

Artículo 13: Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.
SEGURIDAD SOCIAL Y PREPAGAS
LEYES NACIONALES Nº 23660, 23890, 26417 y 26425. Obras Sociales
Sanción: 29/12/1988

Promulgación: 05/01/1989

Publicación: B.O. 20/01/1989

Actualización: 31/03/2013

Texto Definitivo Ley Y-1603

Artículo 1: Quedan comprendidos en las disposiciones de la presente Ley:

a) Las obras sociales sindicales correspondientes a las asociaciones gremiales de trabajadores con personería gremial, signatarias de convenios colectivos de trabajo;

b) Los institutos de administración mixta, las obras sociales y las reparticiones u organismos que teniendo como fines los establecidos en la presente Ley hayan sido creados por leyes de la Nación;

c) Las obras sociales de la administración central del Estado nacional y sus organismos autárquicos y descentralizados;

d) Las obras sociales de las empresas y sociedades del Estado;

e) Las obras sociales del personal de dirección y de las asociaciones profesionales de empresarios;

f) Las obras sociales constituidas por convenio con empresas privadas o públicas y las que fueron originadas a partir de la vigencia del artículo 2°, inciso g), punto 4 de la ley 21476;

g) Las obras sociales del personal civil y militar de las Fuerzas Armadas, de seguridad, Policía Federal Argentina, Servicio Penitenciario Federal y los retirados, jubilados y pensionados del mismo ámbito, cuando adhieran en los términos que determine la reglamentación;

h) Toda otra entidad creada o a crearse que, no encuadrándose en la enumeración precedente, tenga como fin lo establecido por la presente ley. 

Artículo 2: Las obras sociales comprendidas en los incisos c), d) y h) del artículo 1° funcionarán como entidades de derecho público no estatal, con individualidad jurídica, financiera y administrativa y tendrán el carácter de sujeto de derecho, con el alcance que el Código Civil establece para las personas jurídicas; las obras sociales señaladas en los incisos a), e) y f) de dicho artículo funcionarán con individualidad administrativa, contable y financiera y tendrán el carácter de sujeto de derecho con el alcance que el Código Civil establece en el inciso 2 del segundo apartado del artículo 33.

Las obras sociales señaladas en el inciso b) del artículo 1°, creados por leyes especiales al efecto, vigentes a la sanción de la presente Ley, mantendrán sus modalidades administrativas, contables y financieras conforme a las leyes que le dieron origen.

Artículo 3: Las obras sociales destinarán sus recursos en forma prioritaria a prestaciones de salud. Deberán, asimismo, brindar otras prestaciones sociales.

En lo referente a las prestaciones de salud formarán parte del Sistema Nacional del Seguro de Salud -en calidad de agentes naturales del mismo- sujetos a las disposiciones y normativas que lo regulan.

Artículo 4: Las obras sociales, cualquiera sea su naturaleza y forma de administración presentarán anualmente, en lo referente a su responsabilidad como agentes del seguro, la siguiente documentación ante la Superintendencia de Servicios de Salud:

a) Programa de prestaciones médico-asistenciales para sus beneficiarios;

b) Presupuesto de gastos y recursos para su funcionamiento y la ejecución del programa;

c) Memoria general y balance de ingresos y egresos financieros del período anterior;

d) Copia legalizada de todos los contratos de prestaciones de salud que celebre durante el mismo período, a efectos de confeccionar un registro de los mismos.

Artículo 5: Las obras sociales deberán destinar como mínimo el ochenta por ciento (80%) de sus recursos brutos, deducidos los aportes al Fondo Solidario de Redistribución creado en jurisdicción de la Superintendencia de Servicios de Salud, a la prestación de los servicios de atención de la salud establecidos por el seguro, a sus beneficiarios.

Las obras sociales que recauden centralizadamente deberán remitir mensualmente el setenta por ciento (70%) de lo recaudado en cada jurisdicción para atender las necesidades de salud de sus beneficiarios residentes en la misma jurisdicción.

Asimismo asegurarán en sus estatutos mecanismos de redistribución regional solidaria que asegure el acceso de sus beneficiarios a los servicios de salud sin discriminaciones de ningún tipo.

Artículo 6: Las obras sociales comprendidas en el régimen de la presente Ley, como agentes del Seguro de Salud, deberán inscribirse en el registro que funcionará en el ámbito de la Superintendencia de Servicios de Salud y en las condiciones que establezca la Ley del Sistema Nacional del Seguro de Salud y su decreto reglamentario.

El cumplimiento de este requisito será condición necesaria para aplicar los fondos percibidos con destino a las prestaciones de salud.

Artículo 7: Las resoluciones que adopten la Secretaría de Salud de la Nación y la Superintendencia de Servicios de Salud, en ejercicio de las funciones, atribuciones y facultades otorgadas por la legislación, serán de cumplimiento obligatorio para las obras sociales, exclusivamente en lo que atañe a su condición de agentes del Seguro de Salud.

Artículo 8: Quedan obligatoriamente incluidos en calidad de beneficiarios de las obras sociales:

a) Los trabajadores que presten servicios en relación de dependencia, sea en el ámbito privado o en el sector público del Poder Ejecutivo o en sus organismos autárquicos y descentralizados; en empresas y sociedades del Estado;

b) Los jubilados y pensionados nacionales;

c) Los beneficiarios de prestaciones no contributivas nacionales.

Artículo 9: Quedan también incluidos en calidad de beneficiarios:

a) Los grupos familiares primarios de las categorías indicadas en el artículo anterior. Se entiende por grupo familiar primario el integrado por el cónyuge del afiliado titular, los hijos solteros hasta los veintiún años, no emancipados por habilitación de edad o ejercicio de actividad profesional, comercial o laboral, los hijos solteros mayores de veintiún años y hasta los veinticinco años inclusive, que estén a exclusivo cargo del afiliado titular que cursen estudios regulares oficialmente reconocidos por la autoridad pertinente, los hijos incapacitados y a cargo del afiliado titular, mayores de veintiún años; los hijos del cónyuge; los menores cuya guarda y tutela haya sido acordada por autoridad judicial o administrativa, que reúnan los requisitos establecidos en este inciso;

b) Las personas que convivan con el afiliado titular y reciban del mismo ostensible trato familiar, según la acreditación que determine la reglamentación.

La Superintendencia de Servicios de Salud podrá autorizar, con los requisitos que ella establezca, la inclusión como beneficiarios, de otros ascendientes o descendientes por consanguinidad del beneficiario titular y que se encuentren a su cargo, en cuyo caso se fija un aporte adicional del uno y medio por ciento (1,5%) por cada una de las personas que se incluyan.

Artículo 10: El carácter de beneficiario otorgado en el inciso a) del artículo 8° y en los incisos a) y b) del artículo 9° de esta Ley subsistirá mientras se mantenga el contrato de trabajo o la relación de empleo público y el trabajador o empleado reciba remuneración del empleador, con las siguientes salvedades:

a) En caso de extinción del contrato de trabajo, los trabajadores que se hubieran desempeñado en forma continuada durante más de tres (3) meses mantendrán su calidad de beneficiarios durante un período de tres (3) meses, contados desde su distracto, sin obligación de efectuar aportes;

b) En caso de interrupción del trabajo por causa de accidente o enfermedad inculpable, el trabajador mantendrá su calidad de beneficiario durante el plazo de conservación del empleo sin percepción de remuneración, sin obligación de efectuar aportes;

c) En caso de suspensión del trabajador sin goce de remuneración, éste mantendrá su carácter de beneficiario durante un período de tres (3) meses. Si la suspensión se prolongare más allá de dicho plazo, podrá optar por continuar manteniendo ese carácter cumpliendo con las obligaciones del aporte a su cargo y de la contribución a cargo del empleador;

d) En caso de licencia sin goce de remuneración por razones particulares del trabajador, éste podrá optar por mantener durante el lapso de la licencia la calidad de beneficiario cumpliendo con las obligaciones de aportes a su cargo y contribución a cargo del empleador.

e) Los trabajadores de temporada podrán optar por mantener el carácter de beneficiarios durante el período de inactividad y mientras subsista el contrato de trabajo cumpliendo durante ese período con las obligaciones del aporte a su cargo y de la contribución a cargo del empleador que establece la presente Ley. Este derecho cesará a partir del momento en que, en razón de otro contrato de trabajo, pasen a ser beneficiarios titulares en los términos previstos en el artículo 8° inciso a), de la presente Ley;

f) En caso que el trabajador deba prestar servicio militar obligatorio por llamado ordinario, movilización o convocatorias especiales, durante el período que aquél no perciba remuneración por esta causa mantendrá la calidad de beneficiario titular, sin obligación de efectuar aportes;

g) La mujer que quedare en situación de excedencia podrá optar por mantener su calidad de beneficiaria durante el período de la misma, cumpliendo con las obligaciones del aporte a su cargo y de la contribución a cargo del empleador que establece la presente Ley;

h) En caso de muerte del trabajador, los integrantes de su grupo familiar primario mantendrán el carácter de beneficiarios, por el plazo y en las condiciones del inciso a) de este artículo. Una vez vencido dicho plazo podrán optar por continuar en ese carácter, cumpliendo con los aportes y contribuciones que hubieren correspondido al beneficiario titular. Este derecho cesará a partir del momento en que por cualquier circunstancia adquieran la calidad de beneficiarios titulares prevista en esta Ley.

En los supuestos de los incisos precedentes, el mantenimiento de la calidad de beneficiario del trabajador en relación de dependencia se extiende a su respectivo grupo familiar primario.

La autoridad de aplicación estará facultada para resolver los casos no contemplados en este artículo, como también los supuestos y condiciones en que subsistirá el derecho al goce de las prestaciones, derivados de los hechos ocurridos en el período durante el cual el trabajador o su grupo familiar primario revestían la calidad de beneficiarios, pudiendo ampliar los plazos de las coberturas cuando así lo considere.

Artículo 11: Cada obra social elaborará su propio estatuto conforme con la presente Ley y las normas que se dicten en consecuencia, el que presentará ante la Superintendencia de Servicios de Salud para su registro.

Artículo 12: Las obras sociales comprendidas en el régimen de la presente Ley serán administradas conforme con las siguientes disposiciones:

a) Las obras sociales sindicales son patrimonio de los trabajadores que las componen. Serán conducidas y administradas por autoridad colegiada, que no supere el número de cinco (5) integrantes, cuyos miembros serán elegidos por la asociación sindical con personería gremial signataria de los convenios colectivos de trabajo que corresponda, a través de su secretariado nacional, consejo directivo nacional o asamblea general de delegados congresales, conforme al estatuto de la obra social sindical. No existirá incompatibilidad en el ejercicio de cargos electivos entre las obras sociales comprendidas en el régimen de la presente Ley y la correspondiente asociación sindical;

b) Las obras sociales e institutos de administración mixta, creados por leyes especiales al efecto, vigentes a la sanción de la presente Ley, continuarán desarrollando sus funciones conforme a las disposiciones legales que le dieron origen.

c) Las obras sociales de la administración central del Estado nacional y de sus organismos autárquicos y descentralizados serán conducidas y administradas por un presidente propuesto por la Subsecretaría de Salud de la Nación, cuatro (4) vocales en representación del Estado propuestos por el respectivo organismo autárquico o descentralizado que corresponda y cuatro (4) vocales en representación de los beneficiarios que serán propuestos por la asociación sindical, con personería gremial pertinente. Todos serán designados por el Ministerio de Salud;

d) Las obras sociales de las empresas y sociedades del Estado serán conducidas y administradas por un directorio integrado según las normas del inciso c). En estos casos la mitad de los vocales estatales serán designados a propuesta de la respectiva empresa. El presidente será designado por el Ministerio de Salud;

e) Las obras sociales del personal de dirección y de las asociaciones profesionales de empresarios serán administradas por una autoridad colegiada de hasta cinco (5) miembros en representación de los beneficiarios designados conforme a lo establecido en sus respectivos estatutos;

f) Las obras sociales constituidas por convenio con empresas privadas o públicas -a la fecha de la presente Ley- serán administradas de conformidad con lo dispuesto en los respectivos acuerdos o disposiciones mientras dure su vigencia; 

g) Las asociaciones de obras sociales serán conducidas y administradas por cuerpos colegiados que no superen el número de siete (7) miembros elegidos por las obras sociales integrantes de la asociación;

h) Las obras sociales que adhieran a la presente Ley mantendrán su propio régimen de administración y gobierno.

Artículo 13: Los miembros de los cuerpos colegiados de conducción de las obras sociales deberán ser mayores de edad, no tener inhabilidades e incompatibilidades civiles ni penales, su mandato no podrá superar el término de cuatro (4) años y podrán ser reelegidos.

Serán personal y solidariamente responsables por los actos y hechos ilícitos en que pudieran incurrir con motivo y en ocasión del ejercicio de las funciones de conducción y administración de dichas entidades.

Artículo 14: Las obras sociales podrán constituir asociaciones de obras sociales que abarquen los beneficiarios residentes en el ámbito de funcionamiento de la asociación e integren sus recursos a fin de otorgar las prestaciones médico asistenciales que corresponda a su calidad de agentes del Seguro de Salud.

Constituida la asociación tendrá la misma capacidad, derechos y obligaciones que las obras sociales en cuanto actúan en calidad de agentes del Seguro de Salud.

Artículo 15: Cuando la Superintendencia de Servicios de Salud realice tareas de control y fiscalización en las obras sociales, en ejercicio y dentro de las facultades comprendidas por los artículos 7°, 8°, 9°, 21 y concordantes de la Ley del Seguro Nacional de Salud, aquéllas facilitarán el personal y elementos necesarios para el cumplimiento de la aludida misión.

Artículo 16: Se establecen los siguientes aportes y contribuciones para el sostenimiento de las acciones que deben desarrollar las obras sociales según la presente Ley:

a) Una contribución a cargo del empleador equivalente al seis por ciento (6%) de la remuneración de los trabajadores que presten servicios en relación de dependencia;

b) Un aporte a cargo de los trabajadores que presten servicios en relación de dependencia equivalente al tres por ciento (3%) de su remuneración.

Asimismo, por cada beneficiario a cargo del afiliado titular, a que se refiere el artículo 9° último apartado, aportará el uno y medio por ciento (1,5%) de su remuneración.

c) En el caso de las sociedades o empresas del Estado, la contribución para el sostenimiento de la obra social no podrá ser inferior, en moneda constante, al promedio de los doce (12) meses anteriores a la fecha de promulgación de la presente Ley.

Asimismo, mantendrán su vigencia los aportes de los jubilados y pensionados y los recursos de distinta naturaleza destinados al sostenimiento de las obras sociales determinados por leyes, decretos, convenciones colectivas u otras disposiciones particulares.

Mantienen su vigencia los montos o porcentajes de los actuales aportes y/o contribuciones establecidos en las convenciones colectivas de trabajo u otras disposiciones, cuando fueren mayores que los dispuestos en la presente Ley, como así también los recursos de distinta naturaleza a cargo de las mismas partes o de terceros, destinados al sostenimiento de las obras sociales.

Artículo 17: Las contribuciones, aportes y recursos de otra naturaleza que se mencionan en el artículo anterior no podrán ser aumentados sino por ley.

Artículo 18: A los fines del artículo 16 de la presente Ley, se entiende por remuneración la definida por las normas del régimen nacional de jubilaciones y pensiones para trabajadores en relación de dependencia.

A los efectos de establecer los aportes y contribuciones, la remuneración no podrá ser inferior a la fijada en disposiciones legales o convenios colectivos de trabajo o a la retribución normal de la actividad de que se trate.

Establécese que, a los efectos de los beneficios que otorga la presente Ley, los aportes y contribuciones deberán calcularse para los casos de jornadas reducidas de trabajo, sobre una base mínima igual a ocho horas diarias de labor calculadas conforme a la categoría laboral del beneficiario titular y en base al convenio colectivo de trabajo de la actividad de que se trate, aplicándose sobre veintidós (22) días mensuales de dicha jornada mínima, para el personal jornalizado.

Para el personal mensualizado, los aportes y contribuciones mínimos serán calculados sobre las remuneraciones establecidas en los convenios colectivos de trabajo para la actividad y de acuerdo a la categoría laboral del trabajador, en base a la cantidad de doscientas (200) horas mensuales, salvo autorización legal o convención colectiva de trabajo que permita al empleador abonar una retribución

menor.

Artículo 19: Los empleadores, dadores de trabajo o equivalentes en su carácter de agentes de retención deberán depositar la contribución a su cargo junto con los aportes que hubieran debido retener -al personal a su cargo-, dentro de los quince (15) días corridos, contados a partir de la fecha en que se deba abonar la remuneración, conforme se establece a continuación:

a) A la orden de la Obra Social que corresponda, el noventa por ciento (90%) de la suma de la contribución y los aportes que prevén los incisos a) y b) del artículo 16 de esta Ley, cuando las remuneraciones brutas mensuales sean de hasta pesos un mil ($ 1.000) inclusive, y del ochenta y cinco por ciento (85%) cuando dichas remuneraciones superen los pesos un mil ($ 1.000). Para el caso de las Obras Sociales del Personal de Dirección y de las Asociaciones Profesionales de Empresarios, dicho porcentaje será del ochenta y cinco por ciento (85%) cuando las remuneraciones brutas mensuales sean de hasta pesos un mil ($ 1.000) inclusive, y del ochenta por ciento (80%) cuando superen ese tope;

b) Conforme los niveles remunerativos mencionados, el diez por ciento (10%) o el quince por ciento (15%), respectivamente, de la suma de la contribución y los aportes que prevén los incisos a) y b) del artículo 16 de esta Ley, y cuando se trate de las Obras Sociales del Personal de Dirección y de las Asociaciones Profesionales de Empresarios, el quince por ciento (15%) o el veinte por ciento (20%), respectivamente, de la suma a depositarse se destinarán al Fondo Solidario de Redistribución, a la orden de las cuentas recaudadoras que determine la reglamentación;

c) El cincuenta por ciento (50%) de los recursos de distinta naturaleza que prevé la presente Ley en su artículo 16, a la orden de la obra social correspondiente;

d) El cincuenta por ciento (50%) de los recursos de distinta naturaleza que prevé la presente Ley en su artículo 16 a la orden de la Superintendencia de Servicios de Salud, en los mismos términos que los indicados en el inciso b) precedente;

e) Cuando las modalidades de la actividad laboral lo hagan conveniente, la autoridad de aplicación podrá constituir a entidades en agentes de retención de contribuciones y aportes calculados sobre la producción, que equivalgan y reemplacen a los calculados sobre el salario, a cuyo efecto aprobará los convenios de corresponsabilidad suscriptos entre dichas entidades y las respectivas obras sociales.

Artículo 20: Los aportes a cargo de los beneficiarios mencionados en los incisos b) y c) del artículo 8° serán deducidos de los haberes jubilatorios de pensión o de prestaciones no contributivas que les corresponda percibir, por los organismos que tengan a su cargo la liquidación de dichas prestaciones, debiendo transferirse a la orden de la respectiva obra social en la forma y plazo que establezca la reglamentación.

Artículo 21: Para la fiscalización y verificación de las obligaciones emergentes de la presente Ley por parte de los responsables y obligados, los funcionarios e inspectores de la Superintendencia de Servicios de Salud y de las obras sociales tendrán, en lo pertinente, las facultades y atribuciones que la ley asigna a los de la Dirección General de Recursos de la Seguridad Social.

Las actas de inspección labradas por los funcionarios e inspectores mencionados en el párrafo anterior hacen presumir, a todos los efectos legales, la veracidad de su contenido.

Artículo 22: Las obras sociales destinarán a sus gastos administrativos, excluidos los originados en la prestación directa de servicio, hasta un ocho por ciento (8%) de sus recursos brutos deducidos los aportes al Fondo Solidario de Redistribución creado por la ley del Sistema Nacional del Seguro de Salud. La reglamentación establecerá el plazo dentro del cual las obras sociales deberán ajustarse a esa proporción de gastos administrativos.

Artículo 23: Los fondos previstos por la presente Ley como también los que por cualquier motivo correspondan a las obras sociales deberán depositarse en instituciones bancarias oficiales nacionales, provinciales o municipales y serán destinados exclusivamente a la atención de las prestaciones y demás obligaciones de las mismas y de los gastos administrativos que demande su funcionamiento.

Las reservas y disponibilidades de las obras sociales sólo podrán ser invertidas en operaciones con las instituciones bancarias mencionadas en el párrafo anterior y/o en títulos públicos, con garantía del Estado, que aseguren una adecuada liquidez conforme a lo que determine la reglamentación.

Artículo 24: El cobro judicial de los aportes, contribuciones, recargos, intereses y actualizaciones adeudados a las obras sociales, y de las multas establecidas en la presente Ley se hará por la vía de apremio prevista en el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sirviendo de suficiente título ejecutivo el certificado de deuda expedido por las obras sociales o los funcionarios en que aquéllas hubieran delegado esa facultad.

Serán competentes los Juzgados Federales de Primera Instancia en lo Civil y Comercial. En la Capital Federal será competente la Justicia Nacional del Trabajo.

Las acciones para el cobro de los créditos indicados en el párrafo anterior prescribirán a los diez (10) años.

Artículo 25: La Superintendencia de Servicios de Salud, como organismo descentralizado de la administración pública nacional en jurisdicción del Ministerio de Salud, actuará como autoridad de aplicación de la presente Ley, con jurisdicción sobre las obras sociales del artículo 1°.

Artículo 26: La Superintendencia de Servicios de Salud tendrá como fin promover, coordinar e integrar las actividades de las obras sociales en todo aquello que no se encuentren obligadas por la Ley del Sistema Nacional del Seguro de Salud.

Actuará también como organismo de control para los aspectos administrativos y contables de las obras sociales.

Artículo 27: Para el cumplimiento de estos fines tendrá las siguientes atribuciones:

1° Requerirá y aprobará la memoria anual y balances de las obras sociales.

2° Requerirá y suministrará información adecuada para el mejor contralor de las obras sociales a la Dirección General de Recursos de la Seguridad Social.

3° Propondrá al Poder Ejecutivo nacional la intervención de las obras sociales cuando se acrediten irregularidades o graves deficiencias en su funcionamiento.

En este caso, cuando la denuncia sea por incumplimiento de sus obligaciones como agentes del seguro, se instrumentarán mecanismos sumarios para asegurar las prestaciones de salud garantizadas por la Ley del Sistema Nacional del Seguro de Salud.

4° Llevará un Registro de Obras Sociales en el que deberán inscribirse todas las obras sociales comprendidas en la presente Ley, con los recaudos que establezca la autoridad de aplicación.

5° A los efectos de la verificación del cumplimiento de las disposiciones establecidas en la presente Ley y demás normas complementarias, podrá solicitar de las obras sociales la información necesaria, su ampliación y/o aclaraciones. Sin perjuicio de ello podrá disponer que su sindicatura constituida en la entidad, constate y/u obtenga la información requerida.

6° Resolver los conflictos sobre encuadramiento de los beneficiarios de las obras sociales, determinando el destino de los aportes y contribuciones.

Artículo 28: Las violaciones a las disposiciones legales y reglamentarias o las que establezca el órgano de aplicación harán pasibles a las obras sociales de las siguientes sanciones, sin perjuicio de las que pudieren corresponder por otras leyes:

a) Apercibimiento;

b) Multa desde una (1) vez el monto del haber mínimo de jubilación ordinaria del régimen nacional de jubilaciones y pensiones para trabajadores en relación de dependencia, hasta cien (100) veces el monto del haber mínimo de dicha jubilación vigente al momento de hacerse efectiva la multa;

c) Intervención.

El órgano de aplicación dispondrá las sanciones establecidas en los incisos a) y b), graduándolas conforme a la gravedad y reiteración de las infracciones y la prevista en el inciso c) será dispuesta por el Poder Ejecutivo nacional.

La intervención de la obra social implicará la facultad del interventor de disponer de todos los fondos que le correspondan en virtud de esta Ley y se limitará al ámbito de la misma.

Artículo 29: Solamente serán recurribles las sanciones previstas en los incisos b) y c) del artículo 28 de esta Ley dentro de los diez (10) días hábiles de notificadas por el órgano de aplicación o desde la publicación del acto pertinente por el Poder Ejecutivo nacional, en su caso, ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Federal y Contencioso Administrativo o la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a opción del recurrente. El recurso deberá interponerse y fundarse dentro del término aludido ante el órgano de aplicación, el que remitirá las actuaciones al tribunal competente sin más trámite.

En las jurisdicciones provinciales, será competente la Cámara Federal con jurisdicción en el domicilio del sancionado. La sanción prevista en el artículo anterior, inciso c), será recurrible al solo efecto devolutivo.

Artículo 30: Los bienes pertenecientes a la administración central del Estado, organismos descentralizados, empresas y sociedades del Estado, para estatales o de administración mixta afectados a la prestación de los servicios médico asistenciales del Seguro Nacional de Salud, serán transferidos a la obra social correspondiente.

Artículo 31: Los bienes afectados al funcionamiento de las obras sociales cuyo dominio pertenezca a una asociación sindical de trabajadores continuarán en el patrimonio de la asociación, pero las respectivas obras sociales no reconocerán usufructos a título oneroso por la utilización de dichas instalaciones, quedando a cargo de la obra social los gastos de mantenimiento, administración y funcionamiento.

Artículo 32: Quedan exceptuadas de las disposiciones de la presente Ley las obras sociales correspondientes al Poder Judicial y a las universidades nacionales.

ANTECEDENTES

Artículos Fuente: 1 Art. 1°, inciso c) sustituido por Ley 23890, 2 Art. 2° texto original, 3 Art. 3° texto original, 4 Art. 4° texto original, organismo actualizado, 5 Art. 5° texto original, organismo actualizado, 6 Art. 6° texto original, organismo actualizado, 7 Art. 7° texto original, organismo actualizado, 8 Art. 8° texto original, inciso a) sustituido por Ley, 23890. 9 Art. 9° texto original, organismo actualizado,10 Art. 10 texto original, 11 Art. 11 texto original, organismo actualizado, 12 Art. 12 texto original, inciso c) modificado por Ley, 23890, 13 Art. 13 texto original, organismo actualizado, 14 Art. 14 texto original, organismo actualizado, 15 Art. 15 texto original, organismo actualizado, 16 Artículo 16 texto original. Inciso a) según Ley 25565, artículo 80. 17  Art. 17 texto original, 18 Art. 18 texto original, 19 Art. 19 texto original, incisos a y b) sustituidos por Art. 21 Decreto 486/02, en forma definitiva por Decreto 741/03, organismo actualizado 20 Art. 20 texto original, 21 Art. 21 texto original, organismo actualizado, 22 Art. 22 texto original, 23 Art. 23 texto original. 24 Art. 24 texto original, 25 Art. 25 texto original, organismo actualizado. Se adecuó el texto según lo dispuesto por el decreto 1615/96, artículos 1° y 2°. 26 Art. 26 texto original, organismo actualizado, 27 Art. 27 texto original, organismo actualizado. Los incisos 1°, 2° y 5° se adecuaron de acuerdo con lo dispuesto por el decreto 1615/96, artículos 1° y 2°. 28 Art. 28 texto original, 29 Art. 29 texto original, organismo actualizado. 30 Art. 30 texto original. 31 Art. 32 texto original, 32 Art. 4° de la Ley 23890, por fusión.

Artículos Sustituidos: Art 31, objeto cumplido. Suprimido, Art. 33, objeto cumplido. Suprimido, Art. 34, objeto cumplido. Suprimido, Art. 35, objeto cumplido. Suprimido, Art. 36, objeto cumplido. Suprimido, Art. 37, objeto cumplido. Suprimido, Art. 38, objeto cumplido. Suprimido, Art. 39, objeto cumplido. Suprimido, Art. 40, objeto cumplido. Suprimido, Arts. 41 a 44, objeto cumplido. Suprimido, Art 45, de forma. Suprimido.

Referencias Externas: Artículo 2°, inciso g), punto 4 de la ley 21476 Inciso 2 del segundo apartado del artículo 33 del Código Civil. Artículos 7°, 8°, 9°, 21 y concordantes de la Ley del Seguro Nacional de Salud

Organismos: Fuerzas Armadas, Policía Federal Argentina, Servicio Penitenciario Federal Superintendencia de Servicios de Salud, Secretaría de Salud de la Nación, Subsecretaría de Salud de la Nación, Ministerio de Salud, Dirección General de Recursos de la Seguridad Social
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CAPITULO I: Del ámbito de aplicación

Artículo 1: Créase el Sistema Nacional del Seguro de Salud, con los alcances de un seguro social, a efectos de procurar el pleno goce del derecho a la salud para todos los habitantes del país sin discriminación social, económica, cultural o geográfica. El seguro se organizará dentro del marco de una concepción integradora del sector salud donde la autoridad pública afirme su papel de conducción general del sistema y las sociedades intermedias consoliden su participación en la gestión directa de las acciones, en consonancia con los dictados de una democracia social moderna.

Artículo 2: El seguro tendrá como objetivo fundamental proveer al otorgamiento de prestaciones de salud igualitarias, integrales y humanizadas, tendientes a la promoción, protección, recuperación y rehabilitación de la salud, que respondan al mejor nivel de calidad disponible y garanticen a los beneficiarios la obtención del mismo tipo y nivel de prestaciones eliminando toda forma de discriminación en base a un criterio de justicia distributiva.

Se consideran agentes del seguro a las obras sociales nacionales, cualquiera sea su naturaleza o denominación, las obras sociales de otras jurisdicciones y demás entidades que adhieran al sistema que se constituye, las que deberán adecuar sus prestaciones de salud a las normas que se dicten y se regirán por lo establecido en la presente Ley, su reglamentación y la ley de obras sociales, en lo pertinente.

Artículo 3: El seguro adecuará sus acciones a las políticas que se dicten e instrumenten a través del Ministerio de Salud.

Dichas políticas estarán encaminadas a articular y coordinar los servicios de salud de las obras sociales, de los establecimientos públicos y de los prestadores privados en un sistema de cobertura universal, estructura pluralista y participativa y administración descentralizada que responda a la organización federal de nuestro país. Se orientarán también a asegurar adecuado control y fiscalización por parte de la comunidad y afianzar los lazos y mecanismos de solidaridad nacional que dan fundamento al desarrollo de un seguro de salud.

Artículo 4: El Ministerio de Salud de la Nación promoverá la descentralización progresiva del seguro en las jurisdicciones provinciales, y el gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

A ese efecto, las funciones, atribuciones y facultades que la presente Ley otorga a la Superintendencia de Seguros de Salud podrán ser delegadas en las aludidas jurisdicciones mediante la celebración de los convenios correspondientes.

CAPITULO II: De los beneficiarios

Artículo 5: Quedan incluidos en el seguro:

a) Todos los beneficiarios comprendidos en la ley de obras sociales.

b) Los trabajadores autónomos comprendidos en el régimen nacional de jubilaciones y pensiones, con las condiciones, modalidades y aportes que fije la reglamentación y el respectivo régimen legal complementario en lo referente a la inclusión de productores agropecuarios.

c) Las personas que, con residencia permanente en el país, se encuentren sin cobertura médico-asistencial por carecer de tareas remuneradas o beneficios previsionales, en las condiciones y modalidades que fije la reglamentación.

Artículo 6: El personal dependiente de los gobiernos provinciales y sus municipalidades y los jubilados, retirados y pensionados del mismo ámbito no serán incluidos obligatoriamente en el seguro. Sin embargo podrá optarse por su incorporación parcial o total al seguro mediante los correspondientes convenios de adhesión.

Los organismos que brinden cobertura asistencial al personal militar y civil de las fuerzas armadas y de seguridad y el organismo que brinde cobertura asistencial al personal del Poder Legislativo de la Nación y/o a los jubilados, retirados y pensionados de dichos ámbitos podrán optar por su incorporación total o parcial al seguro mediante los correspondientes convenios de adhesión.

CAPITULO III: De la administración del seguro

Artículo 7: La Superintendencia de Servicios de Salud, como organismo descentralizado de la administración pública nacional en jurisdicción del Ministerio de Salud, actuará como autoridad de aplicación de la presente Ley.

Está facultada para ejecutar el ciento por ciento (100%) de los ingresos genuinos que perciba.

La fiscalización financiera patrimonial de la Administración Nacional del Seguro de Salud, prevista en la ley de contabilidad, se realizará exclusivamente a través de las rendiciones de cuentas y estados contables, los que serán elevados mensualmente al Tribunal de Cuentas de la Nación.

Artículo 8: Corresponde a los agentes del seguro y a las entidades que adhieran al mismo el cumplimiento de las resoluciones que adopten el Ministerio de Salud y la Superintendencia de Servicios de Salud en ejercicio de las funciones, atribuciones y facultades otorgadas por la presente Ley.

Artículo 9: La Superintendencia de Servicios de Salud tendrá la competencia que le atribuye la presente Ley en lo concerniente a los objetivos del seguro, promoción e integración del desarrollo de las prestaciones de salud y la conducción y supervisión del sistema establecido.

Artículo 10: La Superintendencia de Servicios de Salud estará a cargo de un Directorio integrado por un (1) Superintendente, quien ejercerá la Presidencia del Directorio, y cuatro (4) Directores en representación de los Ministerios de Salud, de Economía y Finanzas Públicas, de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, y de Desarrollo Social, todos ellos designados por el Poder Ejecutivo nacional.

Artículo 11: Los directores durarán dos (2) años en sus funciones, podrán ser nuevamente designados por otros períodos de ley y gozarán de la retribución que fije el Poder Ejecutivo nacional.

Deberán ser mayores de edad, no tener inhabilidades ni incompatibilidades civiles o penales. Serán personal y solidariamente responsables por los actos y hechos ilícitos en que pudieran incurrir con motivo y en ocasión del ejercicio de sus funciones.

En caso de ausencia o impedimento del superintendente, será reemplazado por uno de los directores estatales, según el orden de prelación de su designación.

Artículo 12: Corresponde al superintendente:

a) Representar a la Superintendencia de Servicios de Salud en todos sus actos;

b) Ejercer las funciones, facultades y atribuciones y cumplir con los deberes y obligaciones establecidos en la presente Ley, su reglamentación y disposiciones que la complementen;

c) Convocar y presidir las reuniones del directorio en las que tendrá voz y voto el que prevalecerá en caso de empate;

d) Invitar a participar, con voz pero sin voto, a un representante de sectores interesados, no representados en el directorio, cuando se traten temas específicos de su área de acción;

e) Convocar y presidir las reuniones del consejo asesor y de la comisión, permanente de concertación, que crea la presente Ley;

f) Aplicar apercibimientos y multas de hasta cuatro (4) veces el monto mínimo, según lo establecido en el artículo 43 de la presente Ley;

g) Intervenir en lo atinente a la estructura orgánica funcional y dotación de personal del organismo;

h) Adoptar todas las medidas que, siendo competencia del directorio, no admitan dilación, sometiéndolas a la consideración en la sesión inmediata;

i) Delegar funciones en otros miembros del directorio o empleados superiores del organismo.

Artículo 13: Corresponde al directorio:

a) Dictar su reglamento interno;

b) Intervenir en la elaboración del presupuesto anual de gastos, cálculo de recursos y cuenta de inversiones y elaborar la memoria y balance al finalizar cada ejercicio;

c) Designar a los síndicos y fijarles su remuneración;

d) Asignar los recursos del Fondo Solidario de Redistribución dictando las normas para el otorgamiento de subsidios, préstamos y subvenciones;

e) Intervenir en la elaboración y actualización de los instrumentos utilizados para la regulación de efectores y prestadores;

f) Dictar las normas que regulen las distintas modalidades en las relaciones contractuales entre los agentes del seguro y los prestadores;

g) Autorizar inscripciones y cancelaciones en el Registro Nacional de Agentes del Seguro;

h) Aplicar las sanciones previstas en el artículo 43 de la presente Ley;

i) Delegar funciones en el superintendente por tiempo determinado;

j) Aprobar la estructura orgánica funcional, dictar el estatuto, escalafón y fijar la retribución de los agentes de la Superintendencia de Servicios de Salud;

k) Designar, promover, remover y suspender al personal de la institución.

Artículo 14: En el ámbito de la Superintendencia de Servicios de Salud, funcionará un Consejo Asesor que tendrá por cometido asesorarla sobre los temas vinculados con la organización y funcionamiento del seguro y proponer iniciativas encuadradas en sus objetivos fundamentales.

Estará integrado por los representantes de los agentes del seguro, de las entidades adherentes inscriptas como tales, de las entidades representativas mayoritarias de los prestadores y representantes de las jurisdicciones que hayan celebrado los convenios que establece el artículo 48.

Podrán integrarlo además representantes de sectores interesados, no representados en el directorio de la Superintendencia de Servicios de Salud, a propuesta del propio Consejo Asesor, con el carácter y en las condiciones que determine la reglamentación.

El Consejo Asesor elaborará su reglamento de funcionamiento el que será aprobado por el directorio de la Superintendencia de Servicios de Salud. 
Los integrantes del Consejo Asesor no percibirán remuneración por parte de la Superintendencia de Servicios de Salud.

CAPITULO IV: De los agentes del seguro

Artículo 15: Las obras sociales comprendidas en la ley de obras sociales serán agentes naturales del seguro, así como aquellas otras obras sociales que adhieran al régimen de la presente Ley.

Artículo 16: Las entidades mutuales podrán integrarse al seguro, suscribiendo los correspondientes convenios de adhesión con la Superintendencia de Seguros de Salud. En tal caso las mutuales se inscribirán en el Registro Nacional de Agentes del Seguro. Tendrán las mismas obligaciones, responsabilidades y derechos que los demás agentes del seguro tienen respecto de sus beneficiarios y del sistema.

Artículo 17: La Superintendencia de Servicios de Salud llevará un Registro Nacional de Agentes del Seguro, en el que se inscribirá:

a) A las obras sociales comprendidas en la ley de obras sociales;

b) A las asociaciones de obras sociales;

c) A otras obras sociales que adhieran al régimen de la presente Ley;

d) A las entidades mutuales inscriptas en las condiciones del artículo anterior.

Formalizada la inscripción expedirá un certificado que acredita la calidad de agente del seguro.

La inscripción, habilitará al agente para aplicar los recursos destinados a las prestaciones de salud, previstos en la ley de obras sociales.

Artículo 18: Los agentes del seguro, cualquiera sea su naturaleza, dependencia y forma de administración, deberán presentar anualmente a la Superintendencia de Servicios de Salud. para su aprobación, en el tiempo y forma que establezca la reglamentación:

a) El programa de prestaciones médico-asistenciales para sus beneficiarios;

b) El presupuesto de gastos y recursos para la ejecución del mencionado programa.

La Superintendencia de Servicios de Salud. resolverá dentro de los treinta (30) días hábiles inmediatos a su presentación la aprobación, observaciones o rechazo de proposiciones referidas en los incisos precedentes. Transcurrido el plazo antes señalado sin resolución expresa, se considerarán aprobadas las propuestas. Asimismo deberán enviar para conocimiento y registro de la Superintendencia de Seguros de Salud:

1. La memoria general y balance de ingresos y egresos financieros del período anterior.

2. Copia legalizada de todos los contratos de prestaciones que celebre durante el mismo período.

Artículo 19: La Superintendencia de Servicios de Salud designará síndicos que tendrán por cometido la fiscalización y control de los actos de los órganos y funcionarios de los agentes del seguro vinculados con el cumplimiento de las normas y disposiciones de la presente Ley y su reglamentación.

Estas sindicaturas serán colegiadas y cada una de ellas podrá abarcar más de un agente del seguro.

Su actuación será rotativa con un máximo de cuatro años de funciones en un mismo agente del seguro.

Los síndicos podrán ser removidos por la Superintendencia de Seguros de Salud y percibirán la remuneración que la misma determine, con cargo a su presupuesto.

La Superintendencia de Seguros de Salud establecerá las normas referidas a las atribuciones y funcionamiento de la sindicatura.

Artículo 20: Las resoluciones de los órganos de conducción deberán ser notificados a la sindicatura dentro de los cinco (5) días hábiles de producidas. Esta, en igual plazo deberá expedirse y en caso de efectuar observaciones, las mismas deberán ser fundadas y podrán ser recurridas ante la Superintendencia de Seguros de Salud de acuerdo al siguiente procedimiento.

1. En el término de cinco (5) días hábiles subsiguientes a la notificación de la observación, el agente del seguro elevará a la Superintendencia de Seguros de Salud la actuación observada y los fundamentos para su insistencia, sin que ello implique la suspensión de la ejecutoriedad de la resolución cuestionada.

2. El directorio de la Superintendencia de Seguros de Salud deberá resolver la cuestión planteada dentro de los diez (10) días hábiles de recepcionadas las actuaciones, notificando al agente la decisión adoptada, la que será irrecurrible en sede administrativa.

Vencido el plazo antes mencionado, y no mediando resolución expresa, quedará firme el acto observado.

La sindicatura podrá asistir a las sesiones del órgano conductivo del agente del seguro, con voz pero sin voto, y sus opiniones deberán constar en las respectivas actas.

CAPITULO V. De la financiación

Artículo 21:  El Sistema Nacional del Seguro de Salud, para garantizar las prestaciones a que se refiere el artículo 2° de la presente Ley, contará con:

a) La cobertura de prestaciones que tienen que dar a sus beneficiarios las obras sociales, a la que destinarán como mínimo el ochenta por ciento (80 %) de sus recursos brutos en los términos del Artículo 5° de la ley de obras sociales, que a tal fin serán administrados y dispuestos por aquéllas;

b) Los aportes que se determinen en el Presupuesto General de la Nación, discriminados por jurisdicción adherida, y los de éstas, con destino a la incorporación de la población sin cobertura y carente de recursos. A tal efecto, y a partir de la fecha de promulgación de la presente Ley, se creará en el ámbito de la Administración de Programas Especiales, en jurisdicción del Ministerio de Salud, una cuenta especial, a través de la cual se recepcionarán las contribuciones del Tesoro nacional con destino al Fondo Solidario de Redistribución, como contrapartida de lo que las jurisdicciones adheridas aporten en igual sentido en sus respectivos ámbitos, dándose apertura a las

partidas necesarias en el presupuesto de gastos de dicha Superintendencia.

La base de cálculo que deberá tenerse en cuenta en la elaboración del Presupuesto General de la Nación para dotar de recursos a la cuenta antes indicada, será el equivalente al cincuenta por ciento (50 %) del valor promedio del ingreso por aportes y contribuciones que, por cada beneficiario obligado, recibieran las obras sociales de las jurisdicciones adheridas durante sus respectivos ejercicios presupuestarios del año inmediato anterior, a valores constantes, multiplicado por la población sin cobertura y carente de recursos que se estime cubrir en sus respectivos ámbitos por período presupuestario. El cincuenta por ciento (50 %) que corresponde aportar a las jurisdicciones adheridas se considerará cumplido con lo invertido en sus presupuestos de salud para la atención de carenciados de sus respectivos ámbitos. En dicho presupuesto deberá individualizarse la partida originada para atender a carenciados.

El convenio de adhesión previsto en el artículo 48, siguientes y concordantes establecerá, a su vez, la responsabilidad de las partes y los mecanismos de transferencia;

c) El aporte del Tesoro nacional que, según las necesidades adicionales de financiación del seguro, determine el Presupuesto General de la Nación;

d) Con las sumas que ingresen al Fondo Solidario de Redistribución.

Artículo 22: En el ámbito de la Administración de Programas Especiales funcionará, bajo su administración y como cuenta especial, un Fondo Solidario de Redistribución que se integrará con los siguientes recursos:

a) El quince por ciento (15%) o el diez por ciento (10%), respectivamente, de la suma de las contribuciones y los aportes que prevén los incisos a) y b) del artículo 16 de la Ley 23660 - según se supere o no el tope de las remuneraciones brutas mensuales de pesos un mil ($ 1.000.) inclusive-.

Para las obras sociales del Personal de Dirección y de las Asociaciones Profesionales de Empresarios el porcentaje mencionado precedentemente será del veinte por ciento (20%) o del quince por ciento (15%), respectivamente, según se supere o no la retribución mencionada.

b) El cincuenta por ciento (50%) de los recursos de distinta naturaleza a que se refiere la última parte del artículo 16 de la ley de obras sociales #;

c) Los reintegros de los préstamos a que se refiere el artículo 24 de la presente Ley;

d) Los montos reintegrados por apoyos financieros que se revoquen con más su actualización e intereses;

e) El producido de las multas que se apliquen en virtud de la presente Ley;

f) Las rentas de las inversiones efectuadas con recursos del propio fondo;

g) Los subsidios, subvenciones, legados y donaciones y todo otro recurso que corresponda ingresar al Fondo Solidario de Redistribución;

h) Los aportes que se establezcan en el Presupuesto General de la Nación, según lo indicado en los incisos b) y c) del artículo 21 de la presente Ley;

i) Los aportes que se convengan con las obras sociales de las jurisdicciones, con las asociaciones mutuales o de otra naturaleza que adhieran al sistema;

j) Los saldos del Fondo de Redistribución creado por el artículo 13 de la ley 22269, así como los créditos e importes adeudados al mismo.

Artículo 23: La recaudación y fiscalización de los aportes, contribuciones y recursos de otra naturaleza destinados al Fondo Solidario de Redistribución lo hará la Superintendencia de Seguros de Salud directamente o a través de la Dirección Nacional de Recaudación Previsional, conforme a lo que determine la reglamentación, sin perjuicio de la intervención de organismos provinciales o municipales, que correspondieren.

En caso de que la recaudación se hiciere por la Dirección Nacional de Recaudación Previsional, la Superintendencia de Servicios de Salud podrá controlar y fiscalizar directamente a los obligados el cumplimiento del pago con el Fondo Solidario de Redistribución.

Artículo 24: Los recursos del Fondo Solidario de Redistribución serán destinados por la Superintendencia de Servicios de Salud a:

a) Atender los gastos administrativos y de funcionamiento de la Superintendencia de Servicios de Salud, con el tres por ciento (3%) de la totalidad de los recursos del mencionado fondo en cada período presupuestario.

b) Subsidiar automáticamente a aquellos beneficiarios que, por todo concepto, perciban menores ingresos, con el propósito de equiparar sus niveles de cobertura obligatoria, según establezca la reglamentación.

c) La cobertura de prestaciones médicas especiales de alta complejidad o elevado costo y baja frecuencia de utilización y las de discapacidad. Se distribuirá, automáticamente, entre los agentes del Seguro de Salud que lo soliciten y que cumplan con los requisitos técnicos y financieros para garantizar la cobertura de dichas prestaciones, un monto mínimo de pesos uno ($ 1) mensual por beneficiario.

d) Supletoriamente, constituir reservas líquidas destinadas a atender posibles desequilibrios financieros originados por la mora en los aportes y contribuciones del Sistema.

e) El eventual excedente del Fondo Solidario de Redistribución permanecerá en el Sistema Nacional del Seguro de Salud.

CAPITULO VI: De las prestaciones del seguro

Artículo 25: Las prestaciones del seguro serán otorgadas de acuerdo con las políticas nacionales de salud, las que asegurarán la plena utilización de los servicios y capacidad instalada existente y estarán basadas en la estrategia de la atención primaria de la salud y la descentralización operativa, promoviendo la libre elección de los prestadores por parte de los beneficiarios, donde ello fuere posible.

Artículo 26: Los agentes del seguro mantendrán y podrán desarrollar los servicios propios existentes en la actualidad. Para desarrollar mayor capacidad instalada deberán adecuarse a las normativas que la Superintendencia de Servicios de Salud y el Ministerio de Salud de la Nación establezcan.

Asimismo articularán sus programas de prestaciones médico-asistenciales con otras entidades del seguro, procurando su efectiva integración en las acciones de salud con las autoridades sanitarias que correspondan. En tal sentido, los servicios propios de los agentes del seguro estarán disponibles para los demás beneficiarios del sistema, de acuerdo con las normas generales que al respecto establezca el Ministerio de Salud de la Nación o el directorio de la Superintendencia de Servicios de Salud y las particulares de los respectivos convenios.

Artículo 27: Las prestaciones de salud serán otorgadas por los agentes del seguro según las modalidades operativas de contratación y pago que normalice la Superintendencia de Servicios de Salud de conformidad a lo establecido en los artículos 13, inciso f y 35 de esta Ley, las que deberán asegurar a sus beneficiarios servicios accesibles, suficientes y oportunos.

Artículo 28: Los agentes del seguro deberán desarrollar un programa de prestaciones de salud, a cuyo efecto la Superintendencia de Servicios de salud establecerá y actualizará periódicamente, de acuerdo a lo normado por el Ministerio de Salud de la Nación, las prestaciones que deberán otorgarse obligatoriamente, dentro de las cuales deberán incluirse todas aquellas que requieran la rehabilitación de las personas discapacitadas. Asimismo, deberán asegurar la cobertura de medicamentos que las aludidas prestaciones requieran.

Artículo 29: La Superintendencia de Servicios de Salud llevará un Registro Nacional de Prestadores que contraten con los agentes del seguro, que será descentralizado progresivamente por jurisdicción, a cuyo efecto la Superintendencia de Servicios de Salud convendrá la delegación de sus atribuciones en los organismos que correspondan. La inscripción en dicho registro será requisito indispensable para que los prestadores puedan celebrar contrato con los agentes del seguro. Deberán inscribirse en el Registro Nacional de Prestadores:

a) Las personas físicas, Individualmente o asociada con otras;

b) Los establecimientos y organismos asistenciales públicos y privados;

c) Las obras sociales, agentes del seguro, cooperativas o mutualidades que posean establecimientos asistenciales;

d) Las asociaciones que representen a profesionales de la salud o a establecimientos asistenciales que contraten servicios en nombre de sus miembros;

e) Las entidades y asociaciones privadas que dispongan de recursos humanos y físicos y sean prestadores directos de servicios médico-asistenciales.

Cada prestador individual, sea persona física, establecimiento o asociación, no podrá figurar más de una vez en el Registro.

No podrán inscribirse en el Registro ni recibir pago por prestaciones otorgadas al seguro, las personas o entidades que ofrezcan servicios a cargo de terceros.

Artículo 30: Los hospitales y demás centros asistenciales dependientes de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se incorporarán al seguro en calidad de prestadores, en las condiciones que determina la reglamentación.

Artículo 31: El Ministerio de Salud de la Nación establecerá las definiciones y normas de acreditación y categorización para profesionales y establecimientos asistenciales sobre cuya base la Superintendencia de Servicios de Salud fijará los requisitos a cumplir por parte de las personas o entidades que se inscriban en el Registro Nacional de Prestadores.

La aplicación de dichas normas así como su adaptación a las realidades locales, serán convenidas por Ministerio de Salud de la Nación con las jurisdicciones adheridas.

Artículo 32: La inscripción en el Registro Nacional de Prestadores implicará para los prestadores la obligación de respetar las normas y valores retributivos que rijan las contrataciones con los agentes del seguro, mantener la prestación del servicio en las modalidades convenidas durante el lapso de inscripción y por un tiempo adicional de sesenta (60) días corridos y ajustarse a las normas que en ejercicio de sus facultades, derechos y atribuciones establezca la Superintendencia de Servicios de Salud.

Artículo 33: Las prestaciones de salud garantizadas por la presente Ley, que sean comprometidas por los prestadores de servicio durante el lapso y según las modalidades convenidas con los agentes del seguro, se consideran servicio de asistencia social de interés público.

La interrupción de las prestaciones convenidas –sin causa justificada- se considerará infracción en los términos del inciso b) del artículo 42 de la presente Ley.

Artículo 34: El Ministerio de Salud de la Nación aprobará las modalidades, los nomencladores y valores retributivos para la contratación de las prestaciones de salud, los que serán elaborados por la Superintendencia de Servicios de Salud.

Artículo 35: A los fines dispuestos precedentemente, funcionará en el ámbito de la Superintendencia de Servicios de Salud la Comisión Permanente de Concertación, que será presidida por uno de sus directores e integrada por representantes de los agentes del seguro y de las entidades representativas mayoritarias de los prestadores en el ámbito nacional o provincial, cuyo número y proporción fijará el directorio de la Superintendencia de Servicios de Salud.

La Comisión Permanente de Concertación participará en la elaboración de las normas y procedimientos a que se ajustará la prestación de servicios y las modalidades y valores retributivos.

La Superintendencia de Servicios de Salud dictará el reglamento de funcionamiento de la citada comisión, el que preverá la constitución de subcomisiones y la partición de la autoridad sanitaria correspondiente.

En los casos que la Comisión Permanente de Concertación deba considerar aspectos relativos a distintas ramas profesionales y actividades de atención de la salud podrá integrar, con voz pero sin voto, al correspondiente representante para el tratamiento del tema.

La Comisión Permanente de Concertación funcionará como paritaria periódica a los efectos de la actualización de los valores retributivos.

Cuando no se obtengan acuerdos el superintendente de la Superintendencia de Servicios de Salud actuará como instancia de conciliación y si subsistiera la diferencia laudará el Ministro de Salud.

Artículo 36: La política en materia de medicamentos será implementada por el Ministerio de Salud de acuerdo con las atribuciones que al efecto determina la legislación vigente.

Artículo 37: Las normas referidas al régimen de prestaciones de salud del seguro serán de aplicación para las entidades mutuales que adhieran al régimen de la presente Ley.

CAPITULO VII: De la jurisdicción, infracciones y penalidades

Artículo 38: La Superintendencia de Servicios de Salud y los agentes del seguro estarán sometidos exclusivamente a la jurisdicción federal, pudiendo optar por la correspondiente justicia ordinaria cuando fueren actoras. El sometimiento de los agentes del seguro a la justicia ordinaria estará limitado a su actuación como sujeto de derecho en los términos dispuestos en la ley de obras sociales.

Artículo 39: La Superintendencia de Servicios de Salud y los agentes del seguro estarán exentos del pago de tasas y contribuciones nacionales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. El Poder Ejecutivo nacional gestionará una exención similar de los gobiernos provinciales.

Artículo 40: A instancia de la Superintendencia de Servicios de Salud, previo traslado por diez (10) días hábiles al agente del seguro cuestionado, el Ministerio de Salud de la Nación podrá requerir al Poder Ejecutivo nacional la intervención de la entidad cuando se produzcan en ella acciones u omisiones que por su carácter o magnitud impidan o alteren su funcionamiento en cuanto a las prescripciones de la presente Ley. Al mismo tiempo la Superintendencia de Servicios de Salud deberá disponer los mecanismos sumarios que permitan la continuidad y normalización de las prestaciones de salud.

Artículo 41: Será reprimido con prisión de un (1) mes a seis (6) años el obligado que dentro de los quince (15) días corridos de intimado formalmente no depositare los importes previstos en los incisos b), d) y e) del artículo 19 de la ley de obras sociales, destinados al Fondo Solidario de Redistribución.

Cuando se tratare de personas jurídicas, sociedades, asociaciones y otras entidades de derechos privados, fallidos o incapaces, la pena corresponderá a los directores, gerentes o representantes responsables de la omisión. 
Los órganos de recaudación establecidos en la presente Ley y los agentes del seguro deberán formular la denuncia correspondiente o asumir el carácter de parte querellante en la causas penales que se sustancien con motivo de lo dispuesto en este artículo.

La justicia federal será competente para conocer sobre los delitos previstos en el presente artículo.

Artículo 42: Se considera infracción:

a) La violación de las disposiciones de la presente Ley y su reglamentación, las normas que establezcan el Ministerio de Salud de la Nación, la Superintendencia de Servicios de Salud y las contenidas en los estatutos de los agentes del seguro;

b) La violación por parte de los prestadores de las condiciones contenidas en las contrataciones de los servicios;

c) La negativa de un agente del seguro a proporcionar la documentación informativa y demás elementos de juicio que la Superintendencia de Servicios de Salud o los síndicos requieran en el ejercicio de sus funciones, derechos y atribuciones;

d) El incumplimiento de las directivas impartidas por las autoridades de aplicación;

e) La no presentación en tiempo y forma de los programas, presupuestos, balances y memorias generales y copia de los contratos celebrados, a que hace referencia el artículo 18 de la presente Ley.

Artículo 43: Las infracciones previstas en el artículo anterior acarrearán las siguientes sanciones:

a) Apercibimiento;

b) Multa desde una (1) vez el monto del haber mínimo de jubilación ordinaria del régimen nacional de jubilaciones y pensiones para trabajadores en relación de dependencia, vigente al momento de hacerse efectiva la multa, y hasta cien (100) veces, dicho monto.

La multa se aplicará por cada incumplimiento comprobado a los agentes del seguro;

c) Suspensión de hasta (1) un año o cancelación de la inscripción en el Registro Nacional de Prestadores.

Para la aplicación de cada una de las sanciones y su graduación se tendrán en cuenta la gravedad y reiteración de las infracciones.

Artículo 44: El juzgamiento de las infracciones previstas en el artículo anterior se hará conforme al procedimiento que establezca la Superintendencia de Servicios de Salud que deberá asegurar el derecho de defensa y el debido proceso.

La suspensión o cancelación de inscripción en el Registro Nacional de Prestadores que se menciona en el artículo anterior tendrá efecto para todos los agentes del seguro.

Artículo 45: Sólo serán recurridas las sanciones previstas en los incisos b) y c) del artículo 43 de la presente Ley, dentro de los diez (10) días hábiles de notificadas, fehacientemente y en domicilio legal del agente del seguro o del prestador.

Será irrecurrible la sanción de multa que no exceda de cuatro (4) veces el monto mínimo fijado en el inciso b) de dicho artículo.

Será competente para conocer el recurso la Cámara Federal que corresponda de acuerdo con el domicilio del recurrente.

El recurso se deducirá ante el Ministerio de Salud de la Nación con la expresión de su fundamento. Interpuesto el recurso las actuaciones se elevarán inmediatamente al tribunal correspondiente, pudiendo en el mismo acto, el Ministerio de Salud de la Nación, contestar los agravios del recurrente.

Artículo 46: La Superintendencia de Servicios de Salud podrá delegar en las jurisdicciones que hayan adherido al seguro la sustanciación de los procedimientos a que den lugar las infracciones previstas en el artículo 42 de la presente Ley y otorgarles su representación en la tramitación de los recursos judiciales que se interpongan contra las sanciones que aplique.

Artículo 47: El cobro judicial de los aportes, contribuciones, recargos, intereses y actualización adeudados al Fondo Solidario de Redistribución y de las multas establecidas por la presente Ley, se hará por la vía de ejecución fiscal prevista en el Código de Procedimientos Civil y Comercial de la Nación, sirviendo de suficiente título ejecutivo el certificado de deuda expedido por el superintendente de la Superintendencia de Servicios de Salud. Las acciones para el cobro de los créditos indicados en el párrafo anterior, prescribirán a los diez (10) años.

CAPITULO VIII: De la participación de las provincias

Artículo 48: Las jurisdicciones que adhieran al Sistema administrarán el seguro dentro de su ámbito, a cuyo efecto celebrarán los respectivos convenios con el Ministerio de Salud de la Nación.

La adhesión de las distintas jurisdicciones implicará la articulación de sus planes y programas con lo que la autoridad de aplicación establezca, y el cumplimiento de las normas técnicas y administrativas del seguro, sin perjuicio de la adecuación que se requiera para su utilización local.

Artículo 49: La adhesión al Sistema Nacional del Seguro de Salud implicará para las distintas jurisdicciones:

a) Incorporar en su ámbito, en las condiciones que se hayan determinado según lo previsto en el inciso b) del artículo 5° de la presente Ley, a los trabajadores autónomos del régimen nacional con residencia permanente en la jurisdicción que no sean beneficiarios de otros agentes del seguro, y a los pertenecientes a los regímenes de su respectivo ámbito, si los hubiere;

b) Incorporar en su ámbito a las personas indicadas en el inciso c) del artículo 5° de la presente Ley, a cuyo efecto recibirán apoyo financiero del Tesoro nacional a través del Fondo Solidario de Redistribución por un monto igual al que la provincia aporte a esta finalidad.

Este apoyo financiero se hará efectivo con los recursos de la cuenta especial a que hace referencia el inciso b) del artículo 21 de la presente Ley, en forma mensual, en función de la población que se estime cubrir y con sujeción a las demás condiciones que se establezcan en los respectivos convenios;

c) Administrar sobre la base de las normas generales del sistema, el Registro de Prestadores para la provincia, a cuyo fin establecerá las normas particulares y complementarias que resulten menester;

d) Aplicar en su ámbito las normas de acreditación y categorización para profesionales y establecimientos de salud que serán requisito para la inscripción en el Registro Nacional de Prestadores;

e) Participar en el Fondo Solidario de Redistribución a través del organismo que se determine, efectuando las contribuciones previstas en el inciso i) del artículo 22, y recibiendo los apoyos financieros referidos en el artículo 24 de esta Ley;

f) Establecer y coordinar dentro de su ámbito una subcomisión de la Comisión Permanente de Concertación sujeta a la aprobación de ésta, con representantes de los agentes del seguro y de los prestadores propuestos por sus organizaciones representativas mayoritarias;

g) Suministrar la información que le sea requerida por la Superintendencia de Servicios de Salud en relación con la administración y desarrollo en su ámbito del Sistema Nacional del Seguro de Salud;

h) Ejercer las demás facultades, atribuciones o funciones que se le deleguen según el convenio de adhesión y cumplir con las obligaciones que le imponga el mismo.

Artículo 50: Las jurisdicciones que asuman la administración del Sistema  Nacional del Seguro de Salud en su respectivo ámbito determinarán el organismo a cuyo cargo estarán dichas funciones.

ANTECEDENTES

Artículos fuente: 1 y 2 Arts. 1 y 2 Texto original, 3 Art. 3 Se actualizó la denominación del Ministerio de Salud,4 Art. 4 Se actualizó la denominación del Ministerio, de la Superintendencia, y de la Ciudad de Buenos Aires; se suprimió la mención al Territorio de Tierra del Fuego. 5 y 6 Art. 5 y 6 Texto original. 7 Art. 7 Texto adecuado a lo dispuesto por el decreto 1615/96. 8 Art. 8 Texto original. 9 Art. 9 Texto original. 10 Art. 10 Texto según decreto 27/00. Se actualizó la denominación de los Ministerios. 11 Art. 11 Texto original. Se actualizó la denominación del superintendente. 12 Art. 12 Texto original. Se actualizó la denominación del superintendente y de la Superintendencia. 13 Art. 13 Texto original. Se actualizó la denominación del superintendente y de la Superintendencia. 14 Art. 14 Texto original. Se actualizó la denominación de la Superintendencia. 15 Art. 15 Texto original. 16 Art. 16 Texto original. Se actualizó la denominación de la Superintendencia. 17 Art. 17 Texto original 18 Art. 18 Texto original. Se actualizó la denominación de la Superintendencia. 19 Art. 19 Texto original. Se actualizó la denominación de la Superintendencia. 20 Art. 20 Texto original. Se actualizó la denominación de la Superintendencia. 21 Art. 21 Texto original. Se actualizó la denominación de la APE. 22 Art. 22 Texto original. Inciso a) según decreto 486/2002. Se actualizó la denominación de la APE. 23 Art. 23 Texto original. Se actualizó la denominación de la Superintendencia. 24 Art. 24 Texto según decreto 1140/2000, artículo 3°. 25 Art. 25 Texto original. 26 Art. 26 Texto original. 27 Art. 27 Texto original. 28 Art. 28 Texto original. 29 Art. 29 Texto original. 30 Art. 30 Texto original. Se suprimió la mención del Territorio Nacional. 31 Art. 31 Texto original. Se actualizó la denominación de los organismos. 32 Art. 32 Texto original. Se actualizó la denominación de la Superintendencia. 33 Art. 33 Texto original. 34 Art. 34 Texto original. Se actualizó la denominación de la Superintendencia. 35 Art. 35 Texto original. Se actualizó la denominación de la Superintendencia. 36 Art. 36 Texto original. Se actualizó la denominación del Ministerio. 37 Art. 37 Texto original. 38 Art. 38 Texto original. Se actualizó la denominación de la Superintendencia. 39 Art. 39 Texto original. Se actualizaron las denominaciones de la Superintendencia y de la CABA. 40 Art. 40 Texto original. Se actualizaron las denominaciones de la Superintendencia y del Ministerio. 41 Art. 41 Texto original. 42 Art. 42 Texto original. Se actualizó la denominación de la Superintendencia. 43 Art. 43 Texto original. 44 Art. 44 Texto original. Se actualizó la denominación de la Superintendencia. 45 Art. 45 Texto original. Se actualizó la denominación del Ministerio. 46 Art. 46 Texto original. Se actualizó la denominación de la Superintendencia. 47 Art. 47 Texto original. Se actualizó la denominación de la Superintendencia. 48 Art. 48 Texto original. Se actualizó la denominación del Ministerio. 49 Art. 49 Texto original. Se actualizó la denominación de la Superintendencia. 50 Art. 50 Texto original.

Artículos suprimidos: Artículo 22, inciso i) derogado por el artículo 1° de la ley 24189.Art. 51 y 52 caducidad por objeto cumplido. Art. 53 de forma, suprimido

LEY NACIONAL Nº 24741. Ley de Obras Sociales Universitarias

Sanción: 27/11/1996
Promulgación: 18/12/1996
Publicación: B.O. 23/12/1996
Actualización: 31/03/2013
Texto Definitivo Ley Y-2139

Definición

Artículo 1: Las obras sociales de las universidades nacionales, excluidas del régimen general normado por la Ley 23660, son entidades de derecho público no estatal, con individualidad jurídica, financiera y administrativa, y tendrán el carácter de sujeto de derecho conforme lo establece el Código Civil para las entidades con personería jurídica.

Las mismas serán libres de celebrar convenios y recibir, en calidad de adherentes, afiliados de otras obras sociales, cualquiera fuera su régimen, de acuerdo a las normas que establezcan la legislación vigente y los respectivos estatutos.

Asimismo, se garantiza por la presente el derecho de los trabajadores universitarios a la libre elección de la obra social.

Artículo 2: En aquellas universidades en las que no existan obras sociales universitarias, las mismas podrán ser creadas conforme lo establecido en la presente ley o podrán mantenerse en la cobertura actual, mediante convenios u otros instrumentos jurídicos, de acuerdo a la voluntad de los trabajadores universitarios respectivos.

Objetivos

Artículo 3: Son objetivos de las obras sociales universitarias:

a) Brindar prestaciones con la mayor cobertura en servicios de salud;

b) Dar prestaciones sociales que beneficien a sus miembros.

Beneficiarios

Artículo 4: Son beneficiarios de las obras sociales universitarias:

a) Como miembros titulares: las autoridades superiores, el personal docente y el personal no docente de las universidades nacionales;

b) Quedan también incluidos:

- Los grupos familiares primarios de los afiliados incluidos en el inciso a). Se entiende por tal al integrado por el cónyuge del afiliado titular, los hijos solteros hasta los veintiún (21) años, no emancipados por habilitación de edad o ejercicio de actividad comercial, laboral o profesional; los hijos solteros mayores de veintiún (21) años y hasta los veinticinco (25) años inclusive, que estén a exclusivo cargo del afiliado titular, que cursen estudios regulares oficialmente reconocidos por la autoridad pertinente; los hijos incapacitados a cargo del afiliado titular, mayores de veintiún (21) años, los hijos del cónyuge, los menores cuya guarda y tutela haya sido acordada por autoridad judicial o administrativa, que reúnan los requisitos establecidos en este inciso.

- Las personas que convivan con el afiliado titular y reciban del mismo ostensible trato familiar. Este deberá acreditarse a través de las normas que al respecto establezca cada obra social;

c) Podrán asimismo incorporarse adherentes, conforme a las pautas que establezcan los respectivos estatutos o resoluciones internas.

Gobierno

Artículo 5: Cada obra social se organizará de acuerdo a sus estatutos, debiendo estar integrado el Consejo Directivo con representantes de los docentes, no docentes afiliados y jubilados elegidos por voto directo y secreto de los mismos, y una representación del Consejo Superior de la universidad respectiva que contemple en forma igualitaria a los dos estamentos mencionados.

Artículo 6: El Consejo Directivo será conducido por un presidente, que será elegido por sus integrantes.

Artículo 7: Serán funciones del Consejo Directivo:

a) Proponer el estatuto de funcionamiento y las modificaciones que sobre él deban realizarse a la Asamblea de afiliados titulares de la obra social, la que resolverá sobre su aprobación;

b) Resolver sobre temas que hacen a la ejecución del presupuesto y al nombramiento y remoción del personal;

c) Ejercer el control de su patrimonio y la prestación y ampliación de servicios.

Presupuesto y patrimonio

Artículo 8: Integran el presupuesto y patrimonio de las obras sociales:

a) Una contribución de la universidad del seis por ciento (6%) de las remuneraciones de sus empleados;

b) Un aporte a cargo de los empleados del tres por ciento (3%) de su sueldo, calculado sobre la base de jornada laboral completa;

c) Un aporte a cargo de miembros adherentes según una cifra a determinar por el Consejo Directivo;

d) Las donaciones, legados, contribuciones y subsidios que pudieran percibir;

e) Los bienes muebles e inmuebles que hayan logrado y logren mediante su propia disponibilidad financiera.

Los beneficiarios de la presente ley, ya sea como beneficiarios titulares o como miembros del grupo familiar primario, que estén afiliados a otro agente del Sistema Nacional del Seguro de Salud, deberán optar por una sola obra social y unificar su afiliación y aportes.

Autoridad de Aplicación

Artículo 9: Será autoridad de aplicación de la presente Ley, en todo aquello que tenga relación con las prestaciones médico asistenciales, el Ministerio de Salud.

ANTECEDENTES

Artículos Fuente: 1 Art. 1 texto original. Se suprimió la remisión externa a la ley 23890 en virtud de su fusión con la ley 23660 2 a 9 Arts. 2 a 9 texto original 

Artículos suprimidos: Art. 10, suprimido por vencimiento de plazo, Art. 11, suprimido por objeto cumplido. Art. 12, de forma. Suprimido.

Referencias Externas: Ley 23660

Organismos: Sistema Nacional del Seguro de Salud, Ministerio de Salud

DECRETO NACIONAL Nº 446/2000. Obras sociales: derecho de opción
Sanción: 02/06/2000
Publicación: B.O. 06/06/2000
Actualización: 31/03/2013
Texto Definitivo Ley Y-2391

Artículo 1: A partir del 1º de enero de 2001, los beneficiarios del Sistema creado por las Leyes 23660 y 23661 podrán ejercer el derecho de opción consagrado en las normas citadas en el Visto, entre las siguientes entidades:

a) Cualquiera de las Obras Sociales indicadas en el artículo 1° de la Ley 23660, con excepción de las indicadas en su inciso g), y del Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados.

b) Cualquiera de las Entidades que se hubieran adherido al Sistema de la Ley 23661.

c) Cualquiera de las Entidades que tengan por objeto específico la prestación de servicios de salud de conformidad con lo establecido en la presente y a la normativa a determinar por la Superintendencia de Servicios de Salud como Autoridad de Aplicación. Estas Entidades deberán adicionar a su denominación la expresión "Agente Adherido al Sistema Nacional del Seguro de Salud".

Artículo 2: El ejercicio del derecho de opción se regirá por las siguientes disposiciones:

a) Podrá ejercerse sólo una vez al año durante todo el año calendario y se hará efectiva a partir del primer día del tercer mes posterior a la presentación de la solicitud.

b) Con audiencia de un representante de los Agentes Naturales del Sistema Nacional del Seguro de Salud designado por la Comisión Consultiva del Régimen de Traspaso creada por el artículo 6° del Decreto 504/98 y cuando se estime pertinente de los demás actores sociales involucrados, el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, la Superintendencia de Servicios de Salud y la Administración Federal de Ingresos Públicos dictarán las normas para la puesta en marcha integral del sistema y el ejercicio del derecho de opción antes del 22 de diciembre de 2000.

La solicitud de opción de cambio se efectuará mediante formularios numerados cuyo texto será aprobado por la Superintendencia de Servicios de Salud y será registrada en la Entidad en un libro especial rubricado por la Autoridad de Aplicación.

Artículo 3: Las Entidades deberán brindar la más amplia información a los beneficiarios y entregar una cartilla que contenga los planes y programas de cobertura, bajo constancia de recibo.

Artículo 4: Cuando ambos cónyuges fueran afiliados titulares deberán unificar sus aportes en una misma Entidad.

Artículo 5: La Administración Federal de Ingresos Públicos arbitrará las medidas necesarias a fin de que, cuando se efectivice el cambio, se transfiera automáticamente a la Entidad elegida el total de los aportes que correspondan.

Artículo 6: El afiliado que ejerza su derecho de opción deberá hacerlo con todos los beneficiarios comprendidos en el artículo 9º de la Ley 23660 y en las condiciones establecidas en el mismo.

Artículo 7: Las Entidades deberán admitir la afiliación de todo beneficiario titular del Sistema Nacional de Seguro de Salud que así lo solicite. Tal admisión no podrá hallarse supeditada al cumplimiento de condiciones ajenas a las establecidas en las normas vigentes, ni al estado de salud o edad de los beneficiarios, como tampoco podrán establecerse exámenes psicofísicos, declaraciones de salud u otros requisitos para su aceptación. Queda prohibido establecer períodos de carencia para las prestaciones médicas obligatorias establecidas en las normas vigentes o las que se determinen en su reemplazo. Las Entidades no podrán decidir unilateralmente la baja de ningún afiliado.

Artículo 8: No podrán ejercer el derecho de opción los beneficiarios una vez extinguida su relación laboral, quedando la cobertura del Programa Médico Obligatorio (PMO) a cargo de la Entidad a la que se encontraban afiliados durante los tres (3) meses previstos en la Ley 23660.

Artículo 9: La entidad receptora se obliga a brindar, a los afiliados, un único Plan Médico Asistencial, que contenga la totalidad de las prácticas y servicios comprendidos en el Programa Médico Obligatorio dispuesto por el Decreto 492/95, y las Resoluciones N° 247/96 del ex Ministerio de Salud Y Acción Social y sus modificatorias y 939/00 del Ministerio de Salud. Complementariamente, los afiliados podrán convenir con la entidad, la cobertura de las prestaciones médicas adicionales no esenciales, o mejores condiciones de confort. Esta cobertura adicional deberá contar con la aprobación previa de la Superintendencia de Servicios de Salud.

Artículo 10: Los trabajadores podrán ejercer el derecho de opción desde el momento mismo del inicio de la relación laboral.

Artículo 11: Los afiliados que hubieren cambiado de entidad deberán permanecer como mínimo un (1) año en ella y, vencido ese plazo, podrán ejercer una nueva opción.

Artículo 12: La Superintendencia de Servicios De Salud, en su calidad de Autoridad de aplicación, dictará las normas que resulten necesarias para la implementación del presente.

Artículo 13: La Superintendencia de Servicios de Salud adoptará las medidas necesarias tendientes a garantizar la cobertura de las prestaciones médicas especiales de alta complejidad o de alto costo y baja frecuencia de utilización, y las de discapacidad, para aquellos beneficiarios de entidades que no hayan recibido la distribución automática prevista en el inciso c) del artículo 24 de la Ley 23661.

Artículo 14: El Tesoro Nacional integrará al Fondo Solidario de Redistribución un monto equivalente al impuesto efectivamente ingresado y que le corresponda a la Nación, con imputación al artículo 2º inciso i) de la Ley 25239.

ANTECEDENTES

Artículos fuente: 1 Art. 1° Inciso a) sustituido por Artículo 1° del Decreto 1140/2000, 2 Art. 2° Inciso b) sustituido por artículo 2° del Decreto 1140/2000, 3 Art. 3° texto original 4 Art. 4° texto original 5 Art. 5° texto original, 6 Art.6° texto original, 7 Art. 7° texto original, 8 Art. 8° texto original, 9 Art. 9° sustituido por Artículo 6° del Decreto 1140/2000, 10 Art 10 texto original, 11 Art 11 texto original, 12 Art 13 sustituido por Artículo 4° del Decreto 1140/2000, 13 Art 15 texto original, 14 Art 20 texto original

Artículos suprimidos: Art. 12 suprimido por vencimiento del plazo, Art. 14 suprimido por objeto cumplido, Arts. 16 y 17 suprimidos por objeto cumplido, Art. 18 derogado por decreto 1140/2000, art. 7º. Art. 19 suprimido por objeto cumplido, Arts. 21 y 22 suprimidos por objeto cumplido, Arts. 23 y 24 de forma, suprimidos.
Nota de la Dirección de Información Parlamentaria: El Dec. 446/2000 fue comunicado al Congreso. No tuvo ningún trámite. La vigencia del presente decreto fue suspendida por aplicación de lo dispuesto en el artículo 35 del decreto 486/2002 –que declara la Emergencia Sanitaria Nacional-. La declaración de emergencia dispuesta por el citado decreto fue prorrogada por el artículo 1º de la ley 26563 hasta el 31/12/2011 y por la ley 26729 hasta el 31 de diciembre de 2013.

Referencias externas: Leyes 23660 y 23661, Artículo 9º de la Ley 23660, Inciso c) del artículo 24 de la Ley 23661, Artículo 2º inciso i) de la Ley 25239
Organismos: Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados. Superintendencia de Servicios de Salud. Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social. Administración Federal de Ingresos Públicos. Ministerio de Salud

DECRETO NACIONAL Nº 10/2009. Fíjase el importe de la remuneración bruta mensual sobre las que proceden las retenciones destinadas al Fondo Solidario de Redistribución. 

Sanción: 08/01/2009
Publicación: B.O. 09/01/2009
Actualización: 31/03/2013
Texto Definitivo Ley Y-3111

.

Artículo 1: Fíjase, a partir de la entrada en vigencia de la presente, en la suma de dos mil cuatrocientos pesos ($ 2.400.-) el importe de la remuneración bruta mensual a partir de la cual se deberá destinar el quince por ciento (15%) de los aportes y contribuciones de los trabajadores y empleadores que se efectúen en los términos de la Ley 23660 con destino al Fondo Solidario de Redistribución establecido en el artículo 22 de la Ley 23661 debiendo destinarse el ochenta y cinco por ciento (85%) restante a la obra social que corresponda. En todos aquellos casos en que las remuneraciones brutas mensuales fueran inferiores a la suma fijada en el presente artículo, se mantendrán los porcentuales del diez por ciento (10%) y del noventa por ciento (90%) con destino al Fondo Solidario de Redistribución y a la Obra Social que corresponda respectivamente.

Artículo 2: Fíjase, a partir de la entrada en vigencia del presente, en la suma de dos mil cuatrocientos pesos ($ 2.400.-) el importe de la remuneración bruta mensual a partir de la cual se deberá destinar el veinte por ciento (20%) de los aportes y contribuciones de los trabajadores y empleadores que se efectúen a las Obras Sociales del Personal de Dirección y de las Asociaciones Profesionales de Empresarios en los términos de la Ley 23660 con destino al Fondo Solidario de Redistribución establecido en el artículo 22 de la Ley 23661 debiendo destinarse el ochenta por ciento (80%) restante a la obra social que corresponda. En todos aquellos casos en que las remuneraciones brutas mensuales fueran inferiores a la suma fijada en el presente artículo, se mantendrán los porcentuales del quince por ciento (15%) y del ochenta y cinco por ciento (85%) con destino al Fondo Solidario de Redistribución y a la Obra Social que corresponda respectivamente.

Artículo 3: Facúltase al Ministerio de Salud para el dictado de las normas aclaratorias y complementarias necesarias para la ejecución de la presente.

ANTECEDENTES

Artículos fuente: 1 y 2 Arts. 1 y 2 texto original. 3 Art. 4 texto original.

Artículos suprimidos: Art. 3°, suprimido por objeto cumplido; Arts. 5° y 6°, suprimidos, de forma.

Nota de la Dirección de Información Parlamentaria: El presente DNU fue comunicado al Congreso. La comisión creada por ley 26122 aprobó un dictamen de mayoría que aconseja aprobar un proyecto de resolución y declarar la validez del decreto; 2 dictámenes de minoría aconsejan rechazar el decreto. La Cámara de Diputados lo aprobó con fecha 28/10/09.

LEY NACIONAL Nº 26.682. Marco Regulatorio de la Medicina Prepaga.
Sanción: 04/05/2011

Promulgación: 16/05/2011

CAPITULO I: DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1: Objeto. La presente ley tiene por objeto establecer el régimen de regulación de las empresas de medicina prepaga, los planes de adhesión voluntaria y los planes superadores o complementarios por mayores servicios que comercialicen los Agentes del Seguro de Salud (ASS) contemplados en las leyes 23.660 y 23.661. 
Quedan también incluidas en la presente ley las cooperativas, mutuales, asociaciones civiles y fundaciones cuyo objeto total o parcial consista en brindar prestaciones de prevención, protección, tratamiento y rehabilitación de la salud humana a los usuarios, a través de una modalidad de asociación voluntaria mediante sistemas pagos de adhesión, ya sea en efectores propios o a través de terceros vinculados o contratados al efecto, sea por contratación individual o corporativa. En todas aquellas actividades que resulten ajenas a dicho objeto continuarán rigiéndose por los respectivos regímenes que las regulan.” Según DNU 1991/2011
Artículo 2: Definición. A los efectos de la presente ley se consideran Empresas de Medicina Prepaga a toda persona física o jurídica, cualquiera sea el tipo, figura jurídica y denominación que adopten cuyo objeto consista en brindar prestaciones de prevención, protección, tratamiento y rehabilitación de la salud humana a los usuarios, a través de una modalidad de asociación voluntaria mediante sistemas pagos de adhesión, ya sea en efectores propios o a través de terceros vinculados o contratados al efecto, sea por contratación individual o corporativa.

Artículo 3: Limitaciones. No pueden desempeñarse como titulares, fundadores, directores, administradores, miembros de los consejos de vigilancia, síndicos, liquidadores o gerentes de las entidades comprendidas en esta ley:

1) Los afectados por las inhabilidades e incompatibilidades establecidas por el artículo 264 de la ley 19.550;

2) Los inhabilitados judicialmente para ejercer cargos públicos;

3) Quienes por sentencia firme hubieran sido declarados responsables de irregularidades en el gobierno o administración de los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley.

CAPITULO II:DE LA AUTORIDAD DE APLICACION

Artículo 4: Autoridad de Aplicación. Es Autoridad de Aplicación de la presente ley el Ministerio de Salud de la Nación. En lo que respecta a la relación de consumo y a la defensa de la competencia serán autoridades de aplicación las establecidas en las leyes 24.240 y 25.156 y sus modificatorias, según corresponda.

Artículo 5: Objetivos y Funciones. Son objetivos y funciones de la Autoridad de Aplicación:

a) Fiscalizar el cumplimiento de la presente ley y sus reglamentaciones en coordinación con las autoridades sanitarias de cada jurisdicción;

b) Crear y mantener actualizado el Registro Nacional de los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley y el Padrón Nacional de Usuarios, al solo efecto de ser utilizado por el sistema público de salud, en lo referente a la aplicación de la presente ley, no debiendo en ningún caso contener datos que puedan afectar el derecho a la intimidad;

c) Determinar las condiciones técnicas, de solvencia financiera, de capacidad de gestión, y prestacional, así como los recaudos formales exigibles a las entidades para su inscripción en el Registro previsto en el inciso anterior, garantizando la libre competencia y el acceso al mercado, de modo de no generar perjuicios para el interés económico general;

d) Fiscalizar el cumplimiento, por parte de los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley, de las prestaciones del Programa Médico Obligatorio (PMO) y de cualquier otra que se hubiere incorporado al contrato suscripto;

e) Otorgar la autorización para funcionar a los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley, evaluando las características de los programas de salud, los antecedentes y responsabilidad de los solicitantes o miembros del órgano de administración y los requisitos previstos en el inciso c);

f) Autorizar y fiscalizar los modelos de contratos que celebren los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley y los usuarios en todas las modalidades de contratación y planes, en los términos del artículo 8º de la presente ley;

g) Autorizar en los términos de la presente ley y revisar los valores de las cuotas y sus modificaciones que propusieren los sujetos comprendidos en su artículo 1º;

h) Fiscalizar el pago de las prestaciones realizadas y facturadas por Hospitales Públicos u otros efectores del sector público nacional, provincial o municipal, de acuerdo a los valores establecidos por la normativa vigente;

i) Implementar los mecanismos necesarios en cada jurisdicción, para garantizar la disponibilidad de información actualizada y necesaria para que las personas puedan consultar y decidir sobre las entidades inscriptas en el Registro, sus condiciones y planes de los servicios brindados por cada una de ellas, como así también sobre aspectos referidos a su efectivo cumplimiento;

j) Disponer de los mecanismos necesarios en cada jurisdicción para recibir los reclamos efectuados por usuarios y prestadores del sistema, referidos a condiciones de atención, funcionamiento de los servicios e incumplimientos;

k) Establecer un sistema de categorización y acreditación de los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley así como los establecimientos y prestadores propios o contratados evaluando estructuras, procedimientos y resultados;

l) Requerir periódicamente con carácter de declaración jurada a los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley informes demográficos, epidemiológicos, prestacionales y económico-financieros, sin perjuicio de lo establecido por la ley 19.550;

m) Transferir en caso de quiebra, cierre o cesación de actividades de los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley la cobertura de salud con sus afiliados a otros prestadores inscriptos en el Registro que cuenten con similar modalidad de cobertura de salud y cuota. La transferencia se acordará en el marco del Consejo Permanente de Concertación definido en el artículo 27 de la presente ley y se realizará respetando criterios de distribución proporcional según cálculo actuarial, debiendo contar con el consentimiento del usuario.

Artículo 6: Comisión Permanente. Créase como órgano de articulación de las funciones fijadas en la presente ley una Comisión Permanente que estará constituida por tres (3) representantes del Ministerio de Salud y tres (3) del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas.

CAPITULO III: DE LAS PRESTACIONES

Artículo 7: Obligación. Los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley deben cubrir, como mínimo en sus planes de cobertura médico asistencial, el Programa Médico Obligatorio vigente según Resolución del Ministerio de Salud de la Nación y el Sistema de Prestaciones Básicas para Personas con Discapacidad prevista en la ley 24.901 y sus modificatorias.

Los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley sólo pueden ofrecer planes de coberturas parciales en:

a) Servicios odontológicos exclusivamente;

b) Servicios de emergencias médicas y traslados sanitarios de personas;

c) Aquellos que desarrollen su actividad en una única y determinada localidad, con un padrón de usuarios inferior a cinco mil.

La Autoridad de Aplicación podrá proponer nuevos planes de coberturas parciales a propuesta de la Comisión Permanente prevista en el artículo 6º de la presente ley.

Todos los planes de cobertura parcial deben adecuarse a lo establecido por la Autoridad de Aplicación.

En todos los planes de cobertura médicoasistencial y en los de cobertura parcial, la información a los usuarios debe explicitar fehacientemente las prestaciones que cubre y las que no están incluidas.

En todos los casos la prescripción de medicamentos debe realizarse conforme la ley 25.649.

CAPITULO IV: DE LOS CONTRATOS

Artículo 8: Modelos. Los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley sólo pueden utilizar modelos de contratos previamente autorizados por la Autoridad de Aplicación.

Artículo 9: Rescisión. Los usuarios pueden rescindir en cualquier momento el contrato celebrado, sin limitación y sin penalidad alguna, debiendo notificar fehacientemente esta decisión a la otra parte con treinta (30) días de anticipación. Los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley sólo pueden rescindir el contrato con el usuario cuando incurra, como mínimo, en la falta de pago de tres (3) cuotas consecutivas o cuando el usuario haya falseado la declaración jurada. En caso de falta de pago, transcurrido el término impago establecido y previo a la rescisión, los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley deben comunicar en forma fehaciente al usuario la constitución en mora intimando a la regularización dentro del término de diez (10) días.

Artículo 10: Carencias y Declaración Jurada. Los contratos entre los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley y los usuarios no pueden incluir períodos de carencia o espera para todas aquellas prestaciones que se encuentran incluidas en el Programa Médico Obligatorio. Las otras modalidades prestacionales y los tiempos previstos en el contrato como período de carencia deben estar suficientemente explicitados en el contrato y aprobados por la Autoridad de Aplicación. Las enfermedades preexistentes solamente pueden establecerse a partir de la declaración jurada del usuario y no pueden ser criterio del rechazo de admisión de los usuarios. La Autoridad de Aplicación autorizará valores diferenciales debidamente justificados para la admisión de usuarios que presenten enfermedades preexistentes, de acuerdo a lo que establezca la reglamentación.

Artículo 11: Admisión Adversa. La edad no puede ser tomada como criterio de rechazo de admisión.

Artículo 12: Personas Mayores de 65 Años. En el caso de las personas mayores de sesenta y cinco (65) años, la Autoridad de Aplicación debe definir los porcentajes de aumento de costos según riesgo para los distintos rangos etarios.

A los usuarios mayores a sesenta y cinco (65) años que tengan una antigüedad mayor a diez (10) años en uno de los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley, no se les puede aplicar el aumento en razón de su edad.

Artículo 13: Fallecimiento del Titular. El fallecimiento del titular no implica la caducidad de los derechos de su grupo familiar integrantes del contrato.

Artículo 14: Cobertura del Grupo Familiar.

a) Se entiende por grupo familiar primario el integrado por el cónyuge del afiliado titular, los hijos solteros hasta los veintiún (21) años, no emancipados por habilitación de edad o ejercicio de actividad profesional, comercial o laboral, los hijos solteros mayores de veintiún (21) años y hasta los veinticinco (25) años inclusive, que estén a exclusivo cargo del afiliado titular que cursen estudios regulares oficialmente reconocidos por la autoridad pertinente, los hijos incapacitados y a cargo del afiliado titular, mayores de veintiún (21) años, los hijos del cónyuge, los menores cuya guarda y tutela haya sido acordada por autoridad judicial o administrativa, que reúnan los requisitos establecidos en este inciso;

b) La persona que conviva con el afiliado titular en unión de hecho, sea o no de distinto sexo y sus hijos, según la acreditación que determine la reglamentación.

Las prestaciones no serán limitadas en ningún caso por enfermedades preexistentes ni por períodos de carencia ni pueden dar lugar a cuotas diferenciadas.

Artículo 15: Contratación Corporativa. El usuario adherido por contratación grupal o corporativa que hubiese cesado su relación laboral o vínculo con la empresa que realizó el contrato con uno de los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley tiene derecho a la continuidad con su antigüedad reconocida en alguno de los planes de uno de los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley, si lo solicita en el plazo de sesenta (60) días desde el cese de su relación laboral o vínculo con la empresa o entidad corporativa en la que se desempeñaba. El sujeto comprendido en el artículo 1º de la presente ley debe mantener la prestación del Plan hasta el vencimiento del plazo de sesenta (60) días.

Artículo 16: Contratos Vigentes. La entrada en vigor de la presente no puede generar ningún tipo de menoscabo a la situación de los usuarios con contratos vigentes.

Artículo 17: Cuotas de Planes. La Autoridad de Aplicación fiscalizará y garantizará la razonabilidad de las cuotas de los planes prestacionales.

La Autoridad de Aplicación autorizará el aumento de las cuotas cuando el mismo esté fundado en variaciones de la estructura de costos y razonable cálculo actuarial de riesgos.

Los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley pueden establecer precios diferenciales para los planes prestacionales, al momento de su contratación, según franjas etarias con una variación máxima de tres (3) veces entre el precio de la primera y la última franja etaria.

CAPITULO V: DE LOS PRESTADORES

Artículo 18: Aranceles. La Autoridad de Aplicación debe fijar los aranceles mínimos obligatorios que aseguren el desempeño eficiente de los prestadores públicos y privados. La falta de cumplimiento de aranceles o la mora en el pago a los prestadores hace pasibles, a los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley de las sanciones previstas en el artículo 24 de la presente.

Artículo 19: Modelos de Contrato. Los modelos de contratos entre los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley y los prestadores deben adecuarse a los modelos que establezca la Autoridad de Aplicación.

CAPITULO VI: DE LAS OBLIGACIONES

Artículo 20: Hospitales Públicos. Aunque no mediare convenio previo, los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley deben abonar al hospital público u otros efectores del sector público nacional, provincial o municipal, y las de la Seguridad Social, las prestaciones efectuadas y facturadas, de acuerdo a los valores establecidos por la Superintendencia de Servicios de Salud para los Agentes del Seguro de Salud.

Las mismas deben contar con la correspondiente validación de acuerdo a lo establecido en la reglamentación.

Quedan expresamente exceptuadas de autorización o validación previa, las situaciones de urgencia o emergencia de salud de los usuarios, en que se procederá a la atención del paciente, teniendo un plazo de tres (3) días para su validación posterior.

En caso de rechazo controvertido de una prestación efectuada por un hospital público u otro efector, puede requerirse la intervención de la Autoridad de Aplicación.

Artículo 21: Capital Mínimo. Las Empresas de Medicina Prepaga que actúen como entidades de cobertura para la atención de la salud deben constituir y mantener un Capital Mínimo, que es fijado por la Autoridad de Aplicación.

Los Agentes de Seguro de Salud a que se refiere el artículo 1º de la presente ley se rigen, en este aspecto, por las resoluciones que emanen de la Autoridad de Aplicación.

Artículo 22: Información Patrimonial y Contable. Los Agentes del Seguro de Salud que comercialicen planes de adhesión voluntaria o planes superadores o complementarios por mayores servicios deben llevar un sistema diferenciado de información patrimonial y contable de registros con fines de fiscalización y control de las contribuciones, aportes y recursos de otra naturaleza previstos por las leyes 23.660 y 23.661.

Artículo 23: Planes de Adhesión y Fondo Solidario de Redistribución. Por los planes de adhesión voluntaria o planes superadores o complementarios por mayores servicios que comercialicen los Agentes del Seguro de Salud no se realizarán aportes al Fondo Solidario de Redistribución ni se recibirán reintegros ni otro tipo de aportes por parte de la Administración de Programas Especiales.

CAPITULO VII: DE LAS SANCIONES

Artículo 24: Sanciones. Toda infracción a la presente ley será sancionada por la Autoridad de Aplicación conforme a lo siguiente:

a) Apercibimiento;

b) Multa cuyo valor mínimo es equivalente al valor de tres cuotas que comercialice el infractor y el valor máximo no podrá superar el treinta por ciento (30%) de la facturación del ejercicio anterior;

c) Cancelación de la inscripción en el Registro. Esta sanción sólo puede ser aplicada, en caso de gravedad extrema y reincidencia.

A los fines de la sustanciación del sumario será aplicable la ley 19.549 de procedimientos administrativos.

Toda sanción puede ser apelada ante la Cámara Nacional de Apelaciones, en lo Contencioso Administrativo Federal. El recurso deberá interponerse y fundarse dentro del plazo de diez (10) días hábiles de notificada ante la autoridad que dictó la resolución, quien remitirá las actuaciones al tribunal competente sin más trámite.

Sin perjuicio de la sanción que se imponga, el sujeto obligado debe brindar la prestación requerida con carácter urgente.

CAPITULO VIII: DEL FINANCIAMIENTO

Artículo 25: Recursos. Los recursos del Ministerio de Salud con relación a la presente ley, están constituidos por:

a) Una matrícula anual abonada por cada entidad, cuyo monto será fijado por la reglamentación;

b) Las multas abonadas por los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley a la Autoridad de Aplicación;

c) Las donaciones, legados y subsidios que reciba;

d) Todo otro ingreso compatible con su naturaleza y fines.

CAPITULO IX: DISPOSICIONES ESPECIALES

Artículo 26: Derecho de los Usuarios. Sin perjuicio de los que establezcan las demás normas de aplicación, los usuarios gozan de los siguientes derechos:

a) Derecho a las prestaciones de emergencia: los usuarios tienen derecho, en caso de duda, a recibir las prestaciones de emergencia, correspondiendo en forma posterior resolver si se encuentran cubiertas por el plan contratado;

b) Derecho a la equivalencia: los usuarios tienen derecho a una adecuada equivalencia de la calidad de los servicios contratados durante toda la relación contractual.

Artículo 27: Créase como órgano consultivo un Consejo Permanente de Concertación, integrado ad-honorem por representantes del Ministerio de Salud, de la Autoridad de Aplicación de la ley 24.240, de los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley, de los usuarios y de las entidades representativas de los prestadores en el ámbito nacional o provincial o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

El Ministerio de Salud dictará el reglamento de funcionamiento del citado consejo.

Artículo 28: Orden Público. La presente ley es de orden público, rige en todo el territorio nacional y entrará en vigencia a partir de su publicación en el Boletín Oficial.

Artículo 29: Reglamentación. El Poder Ejecutivo debe reglamentar la presente ley dentro de los ciento veinte (120) días a partir de su publicación.

Artículo 30: Los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente ley tendrán un plazo de ciento ochenta (180) días a partir de la publicación de la presente para la adaptación al presente marco normativo.

Artículo 31: Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.
DECRETO NACIONAL Nº 1993/2011. Reglamentación de la Ley 26.682 de Medicina Prepaga.
Artículo 1: Apruébase la reglamentación de la Ley Nº26.682 que, como Anexo, forma parte del presente Decreto.

Artículo 2: Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCION NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y archívese. 
ANEXO

REGLAMENTACION DE LA LEY Nº26.682

Artículo 1: Quedan expresamente incluidas en la Ley Nº26.682:

a) Las Empresas de Medicina Prepaga definidas en el artículo 2º de la Ley.

b) Las obras sociales comprendidas en el artículo 1º de la Ley Nº23.660 y las entidades adheridas o que en el futuro se adhieran como agentes del seguro al Sistema Nacional del Seguro de Salud regulado en la Ley Nº23.661, por los planes de salud de adhesión voluntaria individuales o corporativos, superadores o complementarios por mayores servicios médicos que comercialicen. En todo lo demás dichas entidades continuarán rigiéndose por los respectivos regímenes que las regulan.

c) Las cooperativas, mutuales, asociaciones civiles y fundaciones con los alcances establecidos en el segundo párrafo del artículo 1º de la Ley.

Artículo 2: Sin reglamentar.

Artículo 3: Las personas designadas como titulares, fundadores, directores, administradores, miembros de los consejos de vigilancia, síndicos, liquidadores o gerentes de las entidades de la Ley Nº26.682, previamente deberán suministrar a la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD la siguiente documentación:

a) Certificado emitido por la Inspección General de Justicia (I.G.J.) que acredite no encontrarse comprendido por las inhabilidades e incompatibilidades previstas en el artículo 264 de la Ley Nº19.550 (t.o. 1984) y sus modificatorias, de Sociedades Comerciales.

b) Certificación de antecedentes emitida por el Registro de Juicios Universales.

c) Acreditación del domicilio real expedido por la Policía de la jurisdicción de residencia.

d) Certificado de inhibición general de bienes expedido por el Registro de la Propiedad Inmueble con jurisdicción en el domicilio del interesado.

e) Certificado de Antecedentes Penales emitido por el Registro Nacional de Reincidencia.

Artículo 4: El MINISTERIO DE SALUD es la Autoridad de Aplicación de la Ley Nº26.682, a través de la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD, organismo descentralizado de su jurisdicción.

Artículo 5:
a) La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD designará síndicos, auditores y veedores, que tendrán por cometido la fiscalización y control de los actos de los órganos y funcionarios de los sujetos indicados en el artículo 1º vinculados con el cumplimiento de las normas y disposiciones de la Ley Nº26.682 y de esta reglamentación. Estas sindicaturas, auditorías y/o veedurías serán asignadas a cada entidad en la oportunidad, condiciones y objetivos de supervisión y control que para cada caso disponga la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD y podrán ser individuales o colegiadas según lo establezca la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD y, cada una de ellas, podrá abarcar a más de una entidad. Su actuación será rotativa con un máximo de CUATRO (4) años de funciones en una misma entidad. Los síndicos, auditores y veedores podrán ser removidos por la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD y percibirán la remuneración que la misma determine, con cargo a su presupuesto. La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD establecerá las normas referidas a las atribuciones y funcionamiento de las sindicaturas, auditorías y veedurías.

b) 1. El Registro Nacional de los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la Ley, se denominará REGISTRO NACIONAL DE ENTIDADES DE MEDICINA PREPAGA (R.N.E.M.P).

Deben inscribirse en el Registro: i) Las empresas de medicina prepaga definidas en el artículo 2º de la Ley; ii) Las obras sociales comprendidas en el artículo 1º de la Ley Nº23.660, y las entidades adheridas o que en el futuro se adhieran como Agentes del Seguro al SISTEMA NACIONAL DEL SEGURO DE SALUD regulado en la Ley Nº23.661, que comercialicen planes de salud de adhesión voluntarios (individuales o corporativos), superadores y/o complementarios por mayores servicios médicos y iii) Las cooperativas, mutuales, asociaciones civiles y fundaciones, con los alcances del segundo párrafo del artículo 1º de la Ley.

2. El Padrón Nacional de Usuarios se creará con la información proporcionada por las entidades que obligatoriamente deben inscribirse en el Registro Nacional de Entidades de Medicina Prepaga. El Padrón de Usuarios de cada entidad será exigido como recaudo formal a los fines de obtener su inscripción en el Registro.

La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD establecerá las características que deberá reunir el Padrón de Usuarios y los datos de cada uno de los usuarios y los integrantes de sus respectivos grupos familiares que se deberán consignar en el padrón, procurando crear una base unificada de todos los beneficiarios del sistema de salud privada para que, cuidando la confidencialidad de los datos, sea utilizado por el sistema público de salud a fin de identificar a las personas con padecimientos y las prestaciones a las que acceden (Resolución ex MSyAS Nº394/94, Ley Nº15.465 “Régimen Legal de las Enfermedades de Notificación Obligatoria” y Decreto Nº3640/64).

La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD determinará el sistema y periodicidad para la actualización de los padrones con la información de altas y bajas que se produzcan.

c) A los fines de obtener la inscripción en el Registro Nacional de Entidades de Medicina Prepaga, aquellas entidades que obligatoriamente deben inscribirse suministrarán la siguiente información:

1. Padrón actualizado de usuarios discriminando titulares, grupo familiar primario, personas a cargo y personas comprendidas en el artículo 14 inciso b) de la Ley.

2. Distribución territorial por jurisdicción de los usuarios de la cobertura prestacional brindada por la entidad.

3. Modelos de contratos a suscribir con los usuarios, en todas las modalidades de contratación y planes, en los términos del artículo 8º de la Ley.

4. Composición del patrimonio e inventario de los bienes.

5. Ultimos TRES (3) estados contables aprobados.

6. Cobertura prestacional-médico-asistencial, Planes de extensión de coberturas y programas y otras prestaciones.

7. Estatuto, Contrato Social y/o Convenio de Adhesión al Sistema de la Ley Nº23.661 si correspondiere.

8. Estructura orgánico-funcional, y estructura de gastos administrativos. Las entidades indicadas en el artículo 1º, inciso b) de la presente reglamentación deberán, además, acreditar su inscripción en el registro respectivo, como Obra Social (Ley Nº23.660) o Agente del Seguro (Ley Nº23.661), según corresponda.

La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD fijará un plazo de hasta TREINTA (30) días hábiles contados a partir de la fecha de la presentación de la solicitud de inscripción dentro del cual cada entidad deberá completar la información antes detallada. Durante ese lapso la inscripción revestirá el carácter de provisoria.

La información suministrada deberá ser actualizada con la periodicidad que establezca la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD.

La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD podrá disponer la cancelación de la inscripción en el Registro Nacional de Entidades de Medicina Prepaga a pedido de las mismas. También podrá disponer cancelaciones cuando deriven de la aplicación del régimen sancionatorio dispuesto en el artículo 24, inciso c) de la Ley, previa sustanciación del respectivo sumario administrativo.

La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD determinará las condiciones técnicas, de solvencia financiera, de capacidad de gestión y prestacional, además de otros recaudos formales, que serán exigibles a las entidades para su inscripción en el Registro previsto en el artículo 5º, inciso b) de la Ley.

d) La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD deberá establecer los sistemas de información y modelos informáticos y de gestión necesarios para la fiscalización de las prestaciones del Programa Médico Obligatorio (PMO) y las del Sistema de Prestaciones Básicas en Habilitación y Rehabilitación Integral a Favor de las Personas con Discapacidad (Ley Nº24.901) y de cualquier otra que se incorpore al contrato suscripto con los usuarios bajo el modelo autorizado.

Facúltase a la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD para requerir toda información necesaria y hacer cumplir dicho requerimiento por parte de cualquiera de las entidades fiscalizadas.

e) La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD controlará el cumplimiento de los recaudos exigidos a las entidades para obtener su inscripción en el Registro Nacional de Entidades de Medicina Prepaga. En todos los casos la inscripción será dispuesta por acto del Superintendente de Servicios de Salud e implicará la autorización para funcionar como Entidad de Medicina Prepaga, debiendo dejarse constancia de tal implicancia en el respectivo acto resolutivo.

Ninguna entidad sin autorización para funcionar como Entidad de Medicina Prepaga, podrá brindar prestaciones de prevención, protección, tratamiento y rehabilitación de la salud humana a los usuarios, a través de una modalidad de asociación voluntaria mediante sistemas pagos de adhesión, ya sea en efectores propios o a través de terceros vinculados o contratados al efecto, sea por contratación individual o corporativa. De comprobarse fehacientemente el incumplimiento de esta disposición, la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD lo pondrá en conocimiento de las autoridades competentes y procederá a formular la denuncia penal si correspondiere.

f) En oportunidad de solicitar su inscripción en el Registro, las entidades incluidas en la ley deberán presentar, para fiscalización y autorización de la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD, los modelos de contratos a suscribir con los usuarios, en todas las modalidades de contratación y planes, en los términos del artículo 8º de la Ley. La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD resolverá dentro de los TREINTA (30) días hábiles inmediatos a su presentación la aprobación, observaciones o rechazo de los modelos contractuales referidos.

Las entidades que pretendan efectuar modificaciones en los modelos de contratos aprobados por la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD, deberán presentar previamente ante dicho Organismo los cambios que intenten introducir, para su autorización.

g) Las cuotas que deberán abonar los usuarios se autorizarán conforme las pautas establecidas en el artículo 17 del presente.

Las entidades que pretendan aumentar el monto de las cuotas que abonan los usuarios, deberán presentar el requerimiento a la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD, la que lo elevará al Ministro de Salud para su aprobación, previo dictamen vinculante de la SECRETARIA DE COMERCIO INTERIOR del MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS PUBLICAS.

Las entidades deberán, una vez autorizado dicho aumento, informar a los usuarios los incrementos que se registrarán en el monto de las cuotas con una antelación no inferior a los TREINTA (30) días hábiles, contados a partir de la fecha en que la nueva cuota comenzará a regir. Se entenderá cumplimentado el deber de información al que se refiere el presente apartado, con la notificación incorporada en la factura del mes precedente y/o carta informativa.

h) La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD procederá a circularizar, con una periodicidad no mayor a un cuatrimestre el listado de los efectores indicados en el artículo 5º, inciso h) de la Ley, que sean consignados como acreedores en los informes económico financieros que deben ser presentados por los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente reglamentación, a efectos de que exterioricen sus acreencias.

La autoridad de aplicación, con los resultados obtenidos, procederá al relevamiento de aquellas prestaciones impagas que invoquen y acrediten los efectores mencionados.

En caso de detectarse crédito a favor de un efector público se cursará reclamo al deudor, correspondiendo se resuelva la situación dentro de un plazo máximo de TREINTA (30) días hábiles desde el reclamo. La omisión de la cancelación de las facturas adeudadas hará pasible al deudor de la aplicación de las sanciones previstas en la Ley Nº26.682.

i) Aquellos sujetos del artículo 1º que revistan forma societaria deberán presentar: Balance General de cierre de ejercicio con Dictamen de Contador Público Independiente y Estados Intermedios con Informe Profesional, a los CUATRO (4) y OCHO (8) meses del inicio del ejercicio económico.

El resto de los sujetos deberán presentar: un informe cuatrimestral que contenga los ingresos percibidos y las erogaciones efectuadas y un informe anual que dé cuenta de los bienes afectados a la actividad y de las deudas generadas por la misma.

En ambos casos deberán acompañar detalle pormenorizado de los efectores médico asistenciales que integren el pasivo de la entidad y los montos adeudados.

j) La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD dictará las normas que resulten pertinentes relacionadas con la facultad de impartir instrucciones, fijar criterios y señalar los procedimientos que determinen las reglas aplicables a la atención al usuario, trámite de peticiones y reclamos por incumplimiento del servicio.

k) La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD dictará las normas pertinentes a fin de establecer el sistema de categorización y acreditación de los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente.

I) La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD dictará las normas complementarias para requerir a los sujetos mencionados en el artículo 1º de la presente reglamentación, los datos demográficos, epidemiológicos y estadísticos de prestaciones médicas realizadas por los prestadores contratados, como también datos de los distintos planes de prevención y detección de patologías de acuerdo con la normativa de realización y ejecución de la cobertura, dentro del marco teórico y los objetivos generales y específicos, con la definición de población bajo programa, así como de acciones y metas con las correspondientes evaluaciones programáticas.

m) La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD dictará las normas necesarias a fin de decidir la reasignación de los usuarios afectados en masa en aquellas empresas con programas y cuota equiparable a los de la entidad desaparecida, según la categorización y acreditación que a dicho efecto realice la autoridad de aplicación respecto de los sujetos incluidos en el artículo 1º de esta reglamentación. En dichos supuestos se deberán respetar criterios de distribución proporcional según cálculo actuarial y contar con el consentimiento del usuario.

Artículo 6: Los Ministros de Salud y de Economía y Finanzas Públicas propondrán al PODER EJECUTIVO NACIONAL para su designación los representantes de sus respectivas jurisdicciones que integrarán la Comisión Permanente. El PODER EJECUTIVO NACIONAL, asimismo, designará entre ellos al Presidente de la Comisión.

La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD dictará las normas para la constitución y funcionamiento de la Comisión Permanente.

La Comisión Permanente elaborará su propio reglamento de funcionamiento el que será aprobado por la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD.

Los integrantes de la Comisión Permanente actuarán “ad-honorem”.

Artículo 7: Los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la Ley Nº26.682, deben cubrir como mínimo en sus planes de cobertura médico asistencial el Programa Médico Obligatorio (P.M.O.) en vigencia.

Estas entidades sólo podrán ofrecer planes de cobertura parciales en los casos de los incisos a), b) y c) del artículo 7º de la Ley, de acuerdo con los requerimientos de la Autoridad de Aplicación y las autoridades jurisdiccionales.

En todos los casos en los que los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la Ley se encuentren autorizados a ofrecer planes de coberturas parciales se deberán explicitar claramente las prestaciones cubiertas y detallar pormenorizadamente las excluidas de la cobertura, no pudiendo hacer referencias genéricas respecto de enfermedades de escasa aparición.

En el caso de las Cooperativas y Mutuales que estén prestando servicios de salud en cumplimiento de la normativa vigente y bajo la supervisión del INSTITUTO NACIONAL DE ASOCIATIVISMO Y ECONOMIA SOCIAL podrán continuar prestándolos, pero deberán inscribirse en el Registro Nacional de Entidades de Medicina Prepaga. La Autoridad de Aplicación a los fines de la autorización definitiva dará intervención vinculante a dicho Instituto, debiendo las entidades aludidas adaptar los planes en un plazo de hasta TREINTA (30) días hábiles a partir de su inscripción y en la forma que determine la Autoridad de Aplicación conjuntamente con el mencionado organismo.

Artículo 8: La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD dictará la normativa a la que deberán adecuarse los modelos de contrato a suscribirse entre las entidades consignadas en el artículo 1º de la presente reglamentación y los usuarios, como así también las modificaciones que se incorporen a los contratos vigentes.

Artículo 8: Extinción contractual por rescisión o resolución:

1) RESCISION EFECTUADA POR LOS USUARIOS:

Los usuarios pueden rescindir en cualquier momento el contrato sin limitación y sin penalidad alguna. Sin perjuicio de ello y a efectos de evitar el ejercicio abusivo de este derecho, el mismo podrá ser ejercido solamente una vez por año. No podrá supeditarse el ejercicio de la facultad de rescisión contractual por el usuario a la previa cancelación de las sumas adeudadas a las entidades comprendidas en el artículo 1º de la presente reglamentación.

2) RESOLUCION EFECTUADA POR LAS ENTIDADES MENCIONADAS EN EL ARTÍCULO 1º DE ESTA REGLAMENTACION:

a) Por falta de pago de TRES (3) cuotas íntegras y consecutivas: En este caso, será obligación de la entidad notificar de inmediato la constitución en mora intimando al usuario a regularizar el pago íntegro de las sumas adeudadas en un plazo de DIEZ (10) días hábiles y, vencido este último, resolver el vínculo contractual, con la finalidad de impedir el devengamiento de nuevos períodos de facturación.

b) Por falsedad de la declaración jurada: Para que la entidad pueda resolver con justa causa el contrato celebrado, deberá acreditarse que el usuario no obró de buena fe en los términos del artículo 1198 del CODIGO CIVIL.

La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD dictará la normativa pertinente a fin de establecer las características que deberán contener las declaraciones juradas y el plazo por el cual se podrá invocar la falsedad.

Artículo 10: Los períodos de acceso progresivo a la cobertura para los contratos celebrados entre los usuarios y los sujetos comprendidos en el artículo 1º de la presente reglamentación, sólo podrán establecerse para el acceso a las prestaciones sanitarias superadoras o complementarias al Programa Médico Obligatorio (PMO) vigente.

Los contratos deberán estar previamente aprobados por la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD. Los períodos de acceso progresivo en ningún caso podrán superar los DOCE (12) meses corridos desde el comienzo de la relación contractual.

Cuando por modificación de lo normado en el Programa Médico Obligatorio (PMO) vigente, la prestación médica carente complementaria o suplementaria ingresare a un nuevo Programa Médico Obligatorio aprobado y publicado por la autoridad sanitaria, dicha carencia quedará automáticamente anulada.

La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD establecerá y determinará las situaciones de preexistencia que podrán ser de carácter temporario, crónico o de alto costo que regirán para todos los tipos de contratos entre las partes comprendidas en el presente decreto sin excepción.

Las de carácter temporario son aquellas que tienen tratamiento predecible con alta médica en tiempo perentorio.

Las de carácter crónico son aquellas que con el nivel científico actual no se puede determinar una evolución clínica predecible ni tiempo perentorio de alta médica.

Las de alto costo y baja incidencia son aquellas en que el tratamiento pone en riesgo económico a las partes intervinientes.

La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD autorizará los valores diferenciales para las prestaciones de carácter temporario debidamente justificados y la duración del período de pago de la cuota diferencial, que no podrá ser mayor a TRES (3) años consecutivos, al cabo de los cuales la cuota será del valor normal del plan acordado.

Asimismo la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD autorizará los valores diferenciales para las patologías de carácter crónico y de alto costo.

La Autoridad de Aplicación establecerá los plazos de preexistencia para los casos de patologías de carácter temporario, crónico y alto costo. Vencidos los plazos estipulados por la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD, las entidades mencionadas en la presente reglamentación no podrán acogerse a la falsedad de la declaración jurada por parte de los usuarios.

Artículo 11: Además de la edad, no podrán ser contemplados como supuestos de rechazo de admisión los establecidos en el artículo 1º de la Ley Nº23.592.

Artículo 12: Para los supuestos previstos en la primera parte del artículo 12 de la Ley, la Autoridad de Aplicación definirá una matriz de cálculo actuarial de ajuste por riesgo dentro de los NOVENTA (90) días de la entrada en vigencia de la presente reglamentación.

Para aquellos casos contemplados en la segunda parte de la norma, la antigüedad de DIEZ (10) años deberá ser en forma continua en la misma entidad comprendida en los alcances de esta reglamentación.

En caso de producirse el supuesto previsto en artículo 5º, inciso m) de la Ley Nº26.682, los usuarios conservarán la antigüedad que tuvieren hasta el momento de declararse la quiebra de la entidad la que se adicionará a la nueva entidad que se le asigne, a los fines establecidos en este artículo.

Artículo 13: En caso de muerte del titular, las entidades del artículo 1º de la Ley Nº26.682 deberán garantizar a los integrantes del grupo familiar primario la cobertura del Programa Médico Obligatorio (PMO) durante un período de DOS (2) meses, contados desde su fallecimiento, sin obligación de efectuar pago alguno. Una vez vencido dicho plazo, el cónyuge supérstite, el descendiente de mayor edad o su representante legal, o cualquier otro miembro del grupo familiar a cargo, podrán optar por la continuidad, para lo cual cualquiera de los mencionados deberá constituirse como titular del plan.

Artículo 14: Los sujetos mencionados en los incisos a) y b) del artículo 14 de la Ley Nº26.682 ingresan al sistema en calidad de beneficiarios no titulares.

Las entidades comprendidas en el artículo 1º de la Ley quedan obligadas a admitir la afiliación de los beneficiarios contemplados en los incisos a) y b) junto con la del beneficiario titular, de conformidad con esta reglamentación.

Los hijos menores de VEINTIUN (21) años que desarrollan una actividad profesional, comercial o laboral y cesan en dicha actividad podrán incorporarse como integrantes del grupo familiar primario a cargo del titular. También podrán incorporarse como integrantes del grupo familiar primario a cargo del titular los hijos incapacitados con certificado de discapacidad vigente y a cargo del afiliado titular, mayores de VEINTIUN (21) años; los hijos del cónyuge o del conviviente; los menores cuya guarda y tutela haya sido acordada por autoridad judicial o administrativa o guarda judicial con fines de adopción, que reúnan los requisitos establecidos en el inciso a) del artículo 14 de la Ley Nº26.682.

También podrán incorporarse como integrantes del grupo familiar primario a cargo del titular los hermanos incapacitados del afiliado titular, mayores de DIECIOCHO (18) años, cuya curatela haya sido acordada por autoridad judicial, que reúnan los requisitos establecidos en el inciso a) del artículo 14 de la Ley Nº26.682.

La convivencia en unión de hecho deberá acreditarse conforme la documentación o información sumaria pertinente expedida por la autoridad competente, según la jurisdicción.

La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD podrá autorizar, con los requisitos que ella establezca, la inclusión como usuarios, de otros ascendientes o descendientes por consanguinidad del titular y que se encuentren a su cargo, en cuyo caso autorizará los valores diferenciales de las cuotas por la incorporación de dichas personas.

Artículo 15: El derecho de antigüedad reconocido en este artículo abarca al grupo familiar inscripto y a los nuevos integrantes por nacimiento con Certificado o Constancia de Nacimiento expedida por el Registro Civil de la Jurisdicción, o DNI, o testimonio de la sentencia de adopción, una vez adheridos en el plan del usuario titular.

Artículo 16: Los contratos vigentes de planes de prestaciones médicas a la fecha de publicación de la presente reglamentación, deberán ser ajustados a los modelos de contratación que autorice la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD en un plazo de SESENTA (60) días. En ningún caso, el cumplimiento de la presente disposición, podrá generar menoscabo en los derechos que pudieren haber adquirido los usuarios en virtud de relaciones contractuales existentes al momento de entrada en vigencia de la Ley Nº26.682.

Artículo 17: La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD implementará la estructura de costos que deberán presentar las entidades, con los cálculos actuariales necesarios, la verificación fehaciente de incremento del costo de las prestaciones obligatorias, suplementarias y complementarias, las nuevas tecnologías y reglamentaciones legales que modifiquen o se introduzcan en el Programa Médico Obligatorio (PMO) en vigencia, el incremento de costos de recursos humanos y cualquier otra circunstancia que la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD y las entidades comprendidas en la presente reglamentación, consideren que incide sobre los costos de la cuota de los planes ya autorizados.

La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD elevará, previo dictamen vinculante de la SECRETARIA DE COMERCIO INTERIOR del MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS PUBLICAS, el pedido de autorización de incrementos de las cuotas de los planes aprobados al Ministro de Salud para su aprobación.

El pago de las cuotas será efectuado por los usuarios a través de red bancaria, en cuenta única y exclusiva habilitada únicamente para la recepción del pago de dichos conceptos. Cada entidad deberá denunciar ante la Autoridad de Aplicación, los datos de la entidad bancaria y de la cuenta recaudadora. Las respectivas entidades bancarias deberán debitar automáticamente los importes correspondientes a los artículos 24 y 25 de la Ley Nº26.682, antes del giro a la cuenta individual de cada entidad. Tales débitos serán acreditados por las entidades bancarias en una cuenta especial a crearse por la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD en el BANCO DE LA NACION ARGENTINA.

La diferenciación de la cuota por plan y por grupo etario sólo podrá darse al momento del ingreso del usuario al sistema. Una vez ingresado al sistema, la cuota sólo podrá modificarse por los aumentos expresamente autorizados, con excepción del régimen establecido para aquellos que alcancen los SESENTA Y CINCO (65) años de edad y que no cuenten con DIEZ (10) años de antigüedad continua en la misma entidad comprendida en los alcances de esta reglamentación.

La relación de precio entre la primer franja etaria y la última no puede presentar una variación de más de TRES (3) veces, siendo que la primera franja será la menos onerosa y la última la más onerosa.

Artículo 18: Para la fijación de los aranceles mínimos obligatorios se tomará en consideración el NOMENCLADOR DE PRESTACIONES DE SALUD DEL HOSPITAL PUBLICO DE GESTION DESCENTRALIZADA. 

Artículo 19: La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD dictará las resoluciones pertinentes que fijen las pautas a las que deberán ajustarse los modelos de contrato a implementarse entre las entidades del artículo 1º y los prestadores.

Artículo 20: Los Hospitales Públicos de Gestión Descentralizada tienen el derecho y obligación al cobro de prestaciones realizadas a los usuarios de las entidades enunciadas en la presente reglamentación. A sus efectos, deberán cumplir la normativa del HOSPITAL PUBLICO DE GESTION DESCENTRALIZADA vigente para el cobro de las prestaciones realizadas a los beneficiarios de las Leyes Nros. 23.660 y 23.661. En caso de no recibir el pago en tiempo y forma, los Hospitales Públicos de Gestión Descentralizada presentarán ante la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD la documentación pendiente de pago, a los fines que la Autoridad de Aplicación gestione el débito pertinente de la cuenta recaudadora de la entidad, de conformidad al procedimiento que a tal efecto se dicte.

La situación de urgencia es aquella resultante de accidentes personales o de complicaciones en el proceso gestacional.

La situación de emergencia es el riesgo inmediato de vida o de lesiones irreparables para el usuario si no recibe atención médica inmediata.

Artículo 21: LA SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD dictará las resoluciones pertinentes a fin de establecer las características de las garantías y avales que deberán cumplimentar las Empresas de Medicina Prepaga.

Artículo 22: Los Agentes del Seguro de Salud enunciados en el artículo 22 de la Ley deberán consignar en sus registros rubricados, en forma discriminada del resto de las operaciones, los movimientos patrimoniales y de ingresos y egresos vinculados a la comercialización de planes de adhesión voluntaria o planes superadores o complementarios por mayores servicios.

Asimismo en los informes económico-financieros requeridos en la reglamentación del artículo 5º, inciso i), deberán incluir un Estado de Situación (Estado Patrimonial y Estado de Recursos y Gastos) específico por las actividades mencionadas en el párrafo anterior.

Artículo 23: Los Agentes del Seguro de Salud mencionados en el artículo 23 de la Ley son los incluidos en el inciso b) del artículo 1º de la presente reglamentación.

Artículo 24: Se considerarán infracciones:

a) La violación de las disposiciones de la Ley Nº26.682 y de la presente reglamentación, las normas que establezca el MINISTERIO DE SALUD, y la Autoridad de Aplicación.

b) Falta de pago de los aranceles dispuestos.

c) Violaciones a las Leyes Nros. 24.240, 25.156 y 23.592 y sus respectivas modificatorias, según correspondiere.

d) Falta de cobertura sanitaria científicamente determinada en tiempo y forma correspondiente al plan contratado.

e) La violación por parte de los prestadores de las condiciones contenidas en las contrataciones de los servicios.

f) La negativa de las entidades comprendidas en el artículo 2º de la Ley Nº26.682 a proporcionar la documentación informativa y demás elementos de juicio que la Autoridad de Aplicación a través de sus funcionarios, auditores y/o síndicos requiera en el ejercicio de sus funciones, derechos y atribuciones.

g) El incumplimiento de las directivas impartidas por las Autoridades de Aplicación.

h) La no presentación en tiempo y forma de los programas, presupuestos, balances y memorias generales y copia de los contratos celebrados, cartillas y cualquier otro tipo de documentación solicitada por la Autoridad de Aplicación.

i) La falta de pago al HOSPITAL PUBLICO DE GESTION DESCENTRALIZADA en tiempo y forma.

Las entidades comprendidas en la presente reglamentación estarán obligadas a brindar la prestación de urgencia aun cuando esté en trámite el procedimiento sumarial sancionatorio en sede administrativa.

Artículo 25: Recursos:

EL MINISTERIO DE SALUD a través de la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD dictará la normativa pertinente que establezca el monto que deberá abonar cada entidad en concepto de matrícula anual.

Artículo 26: Derecho de los usuarios:

a) El derecho a las prestaciones médicas comprende a las situaciones de urgencia y emergencia definidas en el artículo 20 de la presente reglamentación.

b) A los efectos del mantenimiento de una adecuada calidad de servicio todo tipo de modificación posterior a la aprobación de los respectivos planes por la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD, sea en estructura sanitaria, prestaciones y/o tecnología sanitaria de aplicación que fuera incluida en los planes de cobertura, deberá ser notificada a la Autoridad de Aplicación para su autorización, correspondiendo o no una modificación de cuota.

Si por cualquier causa o razón se produce un cambio de prestador en la cartilla contratada por plan, el usuario tendrá derecho a seguir siendo asistido en el prestador de origen de su tratamiento hasta el alta médica de la patología existente en el momento de producirse el cambio, sin costo adicional alguno.

Artículo 27: El CONSEJO PERMANENTE DE CONCERTACION será presidido por el Superintendente de Servicios de Salud.

El CONSEJO PERMANENTE DE CONCERTACION participará en la elaboración de las normas y procedimientos a que se ajustará la prestación de servicios y las modalidades y valores retributivos.

La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD dictará el reglamento de funcionamiento del citado Consejo, el que preverá la constitución de subcomisiones y la participación de la autoridad sanitaria correspondiente.

En los casos que el CONSEJO PERMANENTE DE CONCERTACION deba considerar aspectos relativos a distintas ramas profesionales y actividades de atención de la salud podrá integrar, con voz pero sin voto, al correspondiente representante para el tratamiento del tema.

El CONSEJO PERMANENTE DE CONCERTACION funcionará como paritaria periódica a los efectos de la actualización de los valores retributivos. Cuando no se obtengan acuerdos el Superintendente de Servicios de Salud actuará como instancia de conciliación y, si subsistiera la diferencia, laudará el MINISTERIO DE SALUD.

Artículo 28: Sin reglamentar.

Artículo 29: Sin reglamentar.

Artículo 30: Sin reglamentar.
LEY NACIONAL Nº 27305. Obras Sociales- Cobertura de leche medicamentosa.
Sanción: 19/10/2016
Artículo 1: Las obras sociales enmarcadas en las leyes 23.660 y 23.661, la Obra Social del Poder Judicial de la Nación, la Dirección de Ayuda Social para el Personal del Congreso de la Nación, las entidades de medicina prepaga y las entidades que brinden atención al personal de las universidades, así como también todos aquellos agentes que brinden servicios médico-asistenciales a sus afiliados independientemente de la figura jurídica que posean, incorporarán como prestaciones obligatorias y a brindar a sus afiliados o beneficiarios, la cobertura integral de leche medicamentosa para consumo de quienes padecen alergia a la proteína de la leche vacuna (APLV), así como también de aquellos que padecen desórdenes, enfermedades o trastornos gastrointestinales y enfermedades metabólicas, las que quedan incluidas en el Programa Médico Obligatorio (PMO).

Artículo 2: Será beneficiario de esta prestación cualquier paciente, sin límite de edad, que presente la correspondiente prescripción del médico especialista que así lo indique.

Artículo 3: Será autoridad de aplicación de la presente ley la que determine el Poder Ejecutivo.

Artículo 4: La presente ley entrará en vigencia a partir de los noventa (90) días de su publicación.

Artículo 5: Invítase a las provincias y a la Ciudad de Buenos Aires a dictar, para el ámbito de sus exclusivas competencias, normas de similar naturaleza o a adherir a la presente ley.

Artículo 6: Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.

NORMATIVA PROVINCIAL
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 47. Fabricación prohibida de vinos artificiales.
Sanción: 27/07/1897

Artículo 1: Queda prohibida la fabricación de vinos artificiales.

Artículo 2: Para la debida inteligencia de esta ley, se considerará como vino artificial, todo aquel que no sea el resultado de la fermentación del zumo de la uva fresca y el que haya sido adicionado de cualquier sustancia química que no proceda de los racimos mismos de la uva.

* Artículo 3: La infracción a la presente ley será penada con una multa de sesenta y cinco mil pesos ($ 65.000.-) Por cada hectolitro de vino artificial.

En cuanto a los decretos, vigentes relacionados con el contralor de la industria vitivinícola, cuyas sanciones se remiten a la ley no 47 y se trate de infracciones que no configuren elaboración de vinos artificiales, las penas consistirán en multas de doscientos mil pesos ($ 200.000.-) A diez millones de pesos ($ 10.000.000.-).

Artículo 4: Todo vino artificial, será comisado y destruido siendo de cuenta del propietario o del que lo tuviera en depósito o a venta, los gastos que la operación demande, así como los análisis que la oficina química tuviera que verificar, los cuales se harán efectivos en la misma forma del artículo anterior.

Artículo 5: El poder ejecutivo hará inspeccionar las casas en donde se elaboren, se depositen o expendan vinos y reglamentará la presente ley, determinado en la reglamentación las adiciones o correcciones que puedan permitirse a los vinos que se elaboren.

* Artículo 6: Consideranse vinos no aptos para el consumo los que contengan más de un gramo treinta centigramos de acidez volátil por litro en ácido sulfúrico.

* Artículo 7: Queda absolutamente prohibida la salida de la provincia de cualesquiera mostos o vinos elaborados en ella que no lleven en caracteres perfectamente visibles el nombre o marca del establecimiento que lo elabora y especificando con tinta el litraje que contenga el recipiente. Esta disposición regirá desde el 1º de abril del corriente año.

* Artículo 8: De las resoluciones que dicte la dirección general de industrias, en cumplimiento de esta ley y de las demás leyes vigentes sobre la materia, podrá apelarse dentro de los diez días de ser notificadas, para ante el poder ejecutivo, quien en acuerdo de ministros y previo informe técnico deberá resolverlas dentro de los quince días siguientes. Su resolución quedara ejecutoriada tres días después de ser notificada al interesado. Todo recurso deberá interponerse ante el Poder Ejecutivo en el término de cinco días de notificada la resolución, de la Dirección General de Industria y podrá recurrirse de hecho ante la suprema corte en el término de cinco días de notificada la denegación al recurso.

* Artículo 9: En los casos de aplicación de multas y confirmación de las mismas por parte del poder ejecutivo, el recurso de apelación a que se refiere el artículo anterior solo podrá concederse previa consignación en contaduría general de la provincia del importe respectivo o de un documento de garantía a satisfacción del poder ejecutivo.

* Artículo 10: Si las resoluciones del Poder Ejecutivo a que se refiere el art. 8º Fueren recurridas en virtud de algunos de los recursos que autoriza la constitución o la ley, la suprema corte de justicia, que entenderá en estos recursos como tribunal único, deberá substanciarlos y pronunciarse definitivamente en el término de sesenta días.

* Artículo 11: En virtud de lo dispuesto en el art. 2º, La Dirección General de Industrias ejercerá estricta fiscalización de la introducción y del expendio de los productos destinados para usos enológicos, prohibiendo el empleo en la vinificación de toda clase de drogas, ácidos y demás elementos nocivos a la salud que se especificaran en la reglamentación de la presente ley y muy especialmente de los ácidos minerales.

* Artículo 12: La dirección general de industria adoptara las medidas que sean oportunas para el contralor que se establece en el art. Que antecede. Los introductores, comerciantes o industriales que eludieran en cualquier forma el cumplimiento de las disposiciones establecidas en el art. Anterior serán pasibles de multa en la suma de quinientos o cinco mil pesos, cuyo monto se duplicara en caso de reincidencia, sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 3º.

El director general de industrias está obligado en este caso, como en todos los que aparezca la comisión de delito, a pasar las actuaciones a la justicia del crimen a objeto de las sanciones que impone el código penal.

* Artículo 13: Es obligatorio para los elaboradores de vino y demás productos derivados de la uva, la presentación de una declaración jurada mensual del movimiento habido en los establecimientos respectivos y de la existencia consiguiente al de cada mes. Estas declaraciones deberán ser presentadas a la dirección de industria y comercio dentro de los primeros diez (10) días hábiles de cada mes so pena, en caso de incumplimiento, de hacerse pasible por cada vez, de multas de cien mil ($ 10.000.-) A dos millones quinientos mil pesos ($ 2.500.000.-), Sin perjuicio de suspender a los infractores, trámites en las oficinas de la dirección de industria y comercio hasta tanto cumplan con la presente disposición.

Artículo 14: La presente ley empezara a regir el 1 de enero de 1898.
*Texto Art. 03 Modificado Por Art. 3º Ley 4.532 Texto Art. 06 Modificado Por Art. 1º Ley 619 Texto Art. 07 Modificado Por Art. 1º Ley 619 Texto Art. 08 Modificado Por Art. 1º Ley 811 Texto Art. 09 Modificado Por Art. 1º Ley 811 Texto Art. 10 Modificado Por Art. 1º Ley 811 Texto Art. 11 Modificado Por Art. 1º Ley 811 Texto Art. 12 Modificado Por Art. 1º Ley 811 Texto Art. 13 Modificado Por Art. 4º Ley 4.532.

LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 926. Funciones de la Dirección General de Salubridad.
Sanción: 16/01/1897
CAPITULO I: DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SALUBRIDAD
Artículo 1: La Dirección General de Salubridad es una repartición dependiente del Ministerio de Industrias y Obras Públicas, con jurisdicción en todo el territorio de la Provincia, de acuerdo a las facultades y poderes que le confiere la presente ley.

Artículo 2: La Dirección General de Salubridad tendrá a su cargo las siguientes funciones; servicios y dependencias:
a) Asistencia hospitalaria, hospitales generales y regionales, casas de primeros auxilios, colonias y asilos.
b) Asistencia pública.
c) Instituto Pasteur.
d) Profilaxis y dispensarios antivenéreos.
e) Protección a la primera infancia y dispensarios de puericultura.
f) Profilaxis y dispensarios antituberculosos.
g) Asistencia maternal a domicilio.
h) Inspección técnica de higiene, vacuna y saneamiento.
i) Inspección de laboratorios químicos.
j) Profilaxis de las enfermedades infecto-contagiosas y epidemias.
k) Policía sanitaria.
l) Droguería central y depósito de material médico.
m) Provisiones de los hospitales y dependencias.
n) Escuela de enfermos y masajistas.
ñ) Inspección de baños y lavaderos públicos.
o) Inspección de farmacias.
p) Desinfección.
q) Inspección de hoteles, balnearios, casas de comercio, tambos, establecimientos industriales, etc.
r) Higiene de las aguas en general.
s) inspección de casas de prostitución.
t) Reglamentación de la lactancia mercenaria.
Artículo 3: La Dirección General de Salubridad estará a cargo de un Director General, que tendrá la superintendencia y vigilancia de todos los servicios mencionados en el artículo anterior y de todos los que se creen ulteriormente, completándolos o extendiéndolos.
El cargo será desempleado por un médico argentino nativo con cinco años de residencia continuada en la provincia, nombrado por el poder ejecutivo.
* Artículo 4: La Dirección General de Salubridad tendrá un Consejo Consultivo compuesto de cinco (5) médicos, un (1) odontólogo, un (1) farmacéutico o bioquímico, un (1) veterinario y un (1) ingeniero sanitario o civil, argentinos nativos o naturalizados, con título otorgado por universidad nacional, y serán nombrados por el poder ejecutivo en la forma siguiente: tres (3) médicos serán propuestos al poder ejecutivo directamente por el Director General de Salubridad; uno (1) será propuesto por el Director General de Salubridad de una terna elevada por el Círculo Médico de Mendoza; y el otro será designado en la misma forma a propuesta de la Sociedad Médica de Mendoza; el odontólogo será propuesto por el Director General de Salubridad de una terna elevada por el Círculo Odontológico; el farmacéutico o bioquímico será propuesto por el Director General de Salubridad de una terna elevada por el Círculo de farmacéuticos y bioquímicos; el veterinario y el ingeniero sanitario o civil serán nombrados directamente por el poder ejecutivo a propuesta del Director General de Salubridad.
Artículo 5: La Dirección General de Salubridad se desenvolverá en la atención de los servicios antes expresados, dentro de los recursos que se le acuerden.
Artículo 6: Los fondos para gastos, reparaciones de edificios, reposición de instrumental, etc., serán retirados, a solicitud del directorio de la Tesorería General, a medida que los servicios lo reclamen, y administrados por el Director bajo su responsabilidad. dichos fondos no podrán destinarse a otro objeto.
Artículo 7: Serán igualmente administrados o recaudados directamente por el director:
a) El dinero efectivo y el producido de la venta de útiles y objetos dejados por los enfermos fallecidos en los hospitales, no reclamados por los deudos hasta después de tres meses.
b) El producido de la venta de materiales viejos y demoliciones de la repartición.
c) El producido por actos a beneficio de la Dirección General de Salubridad y de las donaciones que se le hicieran.
d) El producido de las multas impuestas por violación a la presente ley.
Todos estos ingresos deberán ser depositados en el banco de la provincia dentro del siguiente día hábil al de la percepción, en una cuenta especial con el rubro "fondo especial de la Dirección General de Salubridad".
Artículo 8: El producido de los bienes a que se refiere el artículo anterior será destinado a mejoras de los servicios, reposición de instrumental, etc., pudiendo autorizar estos gastos, hasta la suma de dos mil pesos el Director General de Salubridad, con cargo de dar y rendir cuenta al consejo consultivo en la primera sesión que realice, por mayor valor, al poder ejecutivo.
Artículo 9: La Dirección General de Salubridad dictará disposiciones de carácter general y local toda vez que circunstancias especiales de salubridad o la presencia de enfermedades infecto-contagiosas amenacen la salud pública de la provincia, cuyas resoluciones serán sometidas a la aprobación del poder ejecutivo.
CAPITULO II DEL DIRECTOR GENERAL
Artículo 10: Son atribuciones y deberes del Director General:
1) Ejercer la fiscalización y vigilancia de todos los servicios a su cargo.
2) Velar de la manera más general y amplia por la salubridad pública de la provincia, vigilando el cumplimiento de las leyes y reglamentos que a ellos se refieran.
3) Efectuar inspecciones, estudios, investigaciones sobre salubridad pública, ya sea personalmente o por intermedio de su personal técnico.
4) Ejercer la superintendencia de la medicina y demás ramas del arte de curar, con arreglo a las leyes respectivas.
5) Tener la dirección superior de la asistencia pública.
6) Concurrir diariamente a su despacho para atender y resolver los asuntos que se presenten.
7) Nombrar al personal técnico que los jurados los concursos efectuados determinen, de acuerdo con las ordenanzas y reglamentos de estos mismos, no pudiendo designarse, bajo ningún concepto a otros que los adjudicatarios del concurso, salvo que este se declare desierto, en cuyo caso la designación corresponderá al poder ejecutivo a propuesta del Director General de Salubridad.
8) Proponer al poder ejecutivo el personal administrativo superior y nombrar el demás personal técnico no sujeto a concurso y administrativo subalterno (cabos de sala, enfermeros, camilleros, ordenanzas, personal de jardines, de cocina y lavandería, etc) en todas sus dependencias.
9) Publicar anualmente en el boletín oficial una nómina de los médicos, dentistas, parteras, farmacéuticos, veterinarios inscriptos que puedan ejercer en la provincia.
10) Proponer al poder ejecutivo la creación de nuevos servicios que a su juicio se necesitaren, o la ampliación de los existentes.
11) Visitar periódicamente las dependencias a su cargo, ejerciendo el control y fiscalización en la marcha de ellas.
12) Informar y asesorar al poder ejecutivo en las cuestiones de salubridad e higiene, aconsejando las medidas que considere oportunas.
13) Inspeccionar los hospitales, asilos, cárceles, institutos públicos y privados de educación y establecimientos particulares de curación.
14) Inspeccionar las farmacias, establecimientos comerciales e industriales que puedan afectar la salud pública, pudiendo tomar las medidas de urgencia que reclame aquella, y entre ellas, la clausura, siempre que no se haya cumplido dentro de un término prudencial los mandatos de la Dirección, o de inmediato, cuando un grave riesgo para la salud así lo exija.
15) Informar o asesorar a los jueces y autoridades que lo requieran en los casos de medicina legal o sobre puntos que tengan atingencia con la Institución.
16) Solicitar el concurso de las reparticiones públicas que corresponda para hacer efectivas sus resoluciones.
17) Administrar los fondos que perciba la Dirección General, de acuerdo a los arts. 6 y 7, y disponer su inversión cuando se trate de los que se mencionan en el art. 7 y con sujeción a lo dispuesto en el art. 8 cuando se trate de los señalados en el art. 7.
18) Dictar resoluciones particulares o decretar medidas con poder coercitivo, en ejecución de los fines establecidos en el art. 2 e inciso 2 y 3 del presente.
En todos los casos en que se dicte una medida o resolución que imponga a particulares una acción u omisión, deberá emplazárseles dentro de un término prudencial para que las cumplan, bajo apercibimiento de clausura o desalojo en los casos de no cumplimiento. Las resoluciones serán apelables ante el Consejo Consultivo y en segundo término ante la justicia ordinaria.
19) Imponer las multas y demás sanciones establecidas en esta ley por el incumplimiento de la misma, de los decretos, reglamentos y ordenanzas que en su ejecución se dicten, y además, imponer al personal bajo su dependencia, como medidas disciplinarias, apercibimientos y suspensiones, sin perjuicio de las responsabilidades criminales a que en cada caso haya lugar.
20) Elevar un informe anual sobre el movimiento habido en la repartición.
21) Elevar anualmente al poder ejecutivo una memoria sobre el estado sanitario de la provincia, aconsejando las medidas que considere oportunamente.
22) Efectuar la adquisición de provisiones, drogas, elementos, aparatos y útiles necesarios para sus dependencias, debiendo ajustarse para ello y siempre que sea posible, a lo establecido en el artículo 37 de la constitución de la provincia. En ningún caso podrá hacerse adquisición alguna por valor de más de dos mil pesos, si no es mediante licitación publica. Las adjudicaciones se someterán a la aprobación del poder ejecutivo.
23) Autorizar en la forma que lo estime conveniente, la venta de material, aparatos o útiles en desuso de la repartición, así como los objetos y útiles dejados por los enfermos fallecidos, que no sean reclamados por sus deudos, con cargo de rendir cuenta el poder ejecutivo.
24) Proyectar la adquisición de bienes para la repartición, así como el estudio de las construcciones o refacciones importantes o necesarias, las que someterán a la aprobación del poder ejecutivo.
25) Resolver la ejecución de todas aquellas obras o reparaciones importantes o necesarias que puedan hacerse con los fondos especiales de la repartición, obrando de acuerdo a lo establecido en el art. 8.
26) Inspeccionar los sanatorios y pensionados donde se practique el arte de curar.
27) Inspeccionar las casas de prostitución establecidas en la provincia, debiendo llevarse un registro de prostitutas, otorgando el permiso correspondiente para el ejercicio de su comercio, sin cuyo requisito no podrán realizarlo.
28) La Dirección de Salubridad no podrá contraer obligaciones o emitir documentos ni aun con autorización del Consejo.
CAPITULO III CONSEJO CONSULTIVO
Artículo 11: Son atribuciones y deberes del Consejo Consultivo:
1) Concurrir a las sesiones para que fuese citado por la Dirección General, a fin de dictar las medidas de carácter general para combatir el estado de endemicidad, las epidemias y las epizootias que se desarrollen en cualquier punto de la provincia, o reunirse por sí mismo en los casos de sus funciones propias o privativas, o cuando así lo estime conveniente en mira de un interés general.
En caso de inasistencia a cinco sesiones consecutivas, no justificadas a juicio del Director General, este solicitará del poder ejecutivo la remoción del miembro inasistente.
2) Juzgar en grado de apelación y en última instancia administrativa, las cuestiones resueltas sobre el ejercicio de la medicina, farmacia, odontología, obstetricia y veterinaria, como así mismo los demás casos de resoluciones de la Dirección General establecidas en el inc. 18) del art. 10.
3) Regular honorarios médicos y ciencias auxiliares de la medicina, cuando los interesados o los jueces lo sometan.
4) Proponer al poder ejecutivo, por medio del Director General, cuestiones sanitarias.
5) Dictar ordenanzas y disposiciones generales sobre el ejercicio de la medicina y ramas accesorias o conexas y sobre higiene general, las que serán sometidas a la aprobación del poder ejecutivo por intermedio del Director General.
6) Preparar anualmente el presupuesto de gastos y recursos de la repartición y elevarlo al Ministerio de Industrias y Obras Públicas, antes del 30 de junio de cada año. Caso contrario el Director General podrá remitirlo directamente al poder ejecutivo.
CAPITULO IV DEL SECRETARIO TECNICO
Artículo 12: La Dirección General tendrá como inmediato inferior un Secretario Técnico que reemplazará en sus funciones al Director General en casos de ausencia y todos aquellos que se determinen. Este cargo será desempleado por un médico, argentino nativo con título actual, inscripto en la provincia y será nombrado por el poder ejecutivo a propuesta del Director General.
Artículo 13: Serán sus deberes:
a) Tener a su cargo la dirección inmediata de la asistencia pública.
b) Vigilar la buena marcha y funcionamiento de las diferentes dependencias de la repartición, así como la disciplina y moralidad del personal técnico y administrativo.
c) Refrendar con su firma todos los actos y resoluciones del Director General.
d) Recabar del Director General las instrucciones referentes a toda resolución que salga del trámite ordinario que requieran los expedientes.
e) Dictar apercibimientos al personal subalterno por faltas cometidas en el desempeño de sus funciones.
f) Autorizar copias por orden del Director General, de las actuaciones en trámite, ante la repartición.
CAPITULO V EJERCICIO DE LA MEDICINA Y RAMAS AFINES
Artículo 14: Nadie podrá ejercer en el territorio de la provincia ramo alguno del arte de curar, sin título expedido por una facultad nacional, o revalidado en ella o que tenga título de países con quienes existan tratados de reciprocidad o de equivalencias con los expedidos por las universidades nacionales, previamente inscriptos en la Dirección General de Salubridad, salvo en los casos de excepción que determina esta ley.
Artículo 15: La Dirección General de Salubridad podrá autorizar para ejercer su profesión a médicos con títulos de universidades extranjeras no revalidados, que comprueben la identidad de su persona y la autenticidad de su título, en aquellos parajes donde no hubiese medico con título en las condiciones clasificadas en el art. 14.
Artículo 16: Ninguna autoridad permitirá el ejercicio de las profesiones citadas en el art. anterior a quien no este comprendido en la lista respectiva que todos los años formará la Dirección General de Salubridad y enviará a las autoridades de la provincia y farmacias.
Artículo 17: A más de los recaudos establecidos en el art. 14, para ejercer cualquier profesión de las referidas en él, es imprescindible que el interesado inscriba el título y registre la firma ante el Director General de Salubridad, previa identificación de la persona. la autoridad sanitaria transcribirá textualmente en un libro especial llevado al efecto el diploma y sus legalizaciones, firmando al pie Director General, el Secretario Técnico y el interesado.
Anualmente se publicará la nómina de los facultativos inscriptos, en el boletín oficial, la que se enviará a las autoridades de la provincia y farmacias. Toda nueva inscripción de un profesional se comunicará mediato a quien corresponda, quedando este habilitado desde ese momento para el ejercicio de su profesión sin perjuicio de su incorporación a la lista anual.
Artículo 18: Es prohibido a los facultativos imponer la obligación de comprar medicamentos en determinadas farmacias y asociarse en la asistencia de enfermos con personas que no estén en condiciones legales de ejercer la medicina.
Artículo 19: Declarase incompatible el ejercicio simultaneo de la farmacia y la medicina, así como la asociación profesional de uno y otro ramo.
Artículo 20: Queda facultada la asociación con capitalistas, a objeto de instalar establecimientos o casas de sanidad con fines terapéuticos, aunque no podrán tener intervención en las funciones técnicas o los legalmente autorizados. Ningún sanatorio o casa de sanidad para instalarse o funcionar sin previa autorización de la Dirección General de Salubridad.
Artículo 21: Los profesionales que anuncien o prometan directa o veladamente la curación de enfermedades a término fijo por medio de procedimientos secretos, misteriosos o invocando estadísticas inexactas o falsos éxitos, incurrirán, aparte de las sanciones criminales, en las que autoriza esta ley.
Artículo 22: Nadie podrá ejercer las profesiones reglamentadas en esta ley sin estar munido de los títulos correspondientes. A tal efecto se consideran actos de ejercicio profesional las visitas, el examen, la ejecución de operaciones quirúrgicas, asistencia dentaria, el anuncio, prescripción, administración o aplicación de hierbas, medicamentos o drogas, anteojos, aparatos curativos o correctivos, aguas, electricidad, rayos "roentgen", radium, consejos o cualquier otro medio o agente tangible destinado al tratamiento de enfermedades, defectos físicos o la conservación de la salud en las personas, a un título gratuito.
Artículo 23: Las faltas de ética profesional, serán juzgadas por el Consejo Consultivo, previa consulta a la Academia de Medicina de Buenos Aires.
Artículo 24: El médico deberá hacer constar el diagnóstico de la enfermedad en el certificado de defunción que extienda, especificando las causas mediatas o inmediatas de estas. Queda terminantemente prohibido a los médicos expedir certificados de defunción cuando no hubieren prestado asistencia durante la enfermedad, correspondiendo hacerlo únicamente al médico de policía o municipal, en caso de no existir aquel.
Artículo 25: Para poder operar, todo médico debe estar, salvo caso de fuerza mayor o de urgencia, provisto de autorización escrita previa del operado, de sus padres, representantes legales o personas de familia con quienes conviva. en la imposibilidad de obtener la primera y ausencia de los últimos, el cirujano requerirá la aprobación de dos médicos.
Artículo 26: El médico que revele los secretos de que tenga conocimiento por razón de su profesión, sufrirá la medida disciplinaria que la Dirección General de Salubridad le aplique, sin perjuicio de las sanciones penales y la responsabilidad civil.
Artículo 27: El error grave de un médico será objeto de medidas disciplinarias, cuando revele negligencia o ignorancia de las reglas del arte de curar o cuando sea la causa del fallecimiento del enfermo.
Artículo 28: Será castigado el médico que sin motivo legítimo omita prestar sus servicios a un enfermo que este a su cargo o lo abandone antes de terminar su tratamiento, sin previa entrega del certificado en que conste el diagnostico efectuado y el tratamiento aplicado hasta la fecha.
Artículo 29: Queda prohibido ajustar el precio de los servicios médicos en razón del tiempo exclusivamente, salvo si se trata de curaciones o visitas periódicas.
* Artículo 30:  Los que contravengan las disposiciones de este capítulo y las reglamentaciones que se dicten para su ejecución, sufrirán, de acuerdo con la naturaleza del hecho, su gravedad y reincidencia del mismo, las siguientes penalidades:
a) Las comprendidas en el art. 22, multa de cuarenta mil pesos ($ 40.000.-) a doscientos mil pesos ($ 200.000.-) o arresto hasta 30 días, más publicidad a expensas del infractor.
b) Las comprendidas en las demás disposiciones, apercibimiento, suspensión en el ejercicio profesional de un mes a un año, o multa de veinte mil pesos ($ 20.000.-) a doscientos mil pesos ($ 200.00.-), con publicidad de las penas también a expensas del infractor.
CAPITULO VI: EJERCICIO DE LA FARMACIA
Artículo 31:  Desde la promulgación de la presente ley solo podrá establecer nuevas farmacias los farmacéuticos que posean título otorgado o revalidado por universidad nacional, quienes tendrán la dirección efectiva y personal del despacho.
Artículo 32:  A los efectos del artículo anterior será considerada como establecimiento de nueva farmacia toda modificación introducida en la firma o razón social, así como la reapertura de nueva farmacia que haya permanecido clausurada más de treinta días. Cuando la clausura de treinta o más días fuera motivada por el cumplimiento de una penalidad impuesta por la Dirección General de salubridad, no será considerada como nueva la farmacia que se reabra en esas condiciones.
Los idóneos autorizados por la Dirección General de Salubridad, podrán establecerse solamente en aquellas localidades donde no haya farmacéutico establecido con título nacional o revalidado o solo a una distancia no menor de ocho kilómetros de la farmacia de este.
Artículo 33: En caso de fallecimiento de un farmacéutico, solo la viuda o sus hijos menores podrán mantener abierta la farmacia que deberá ser atendida por un farmacéutico.
Artículo 34: Todo farmacéutico que quiera establecer una farmacia o abrir de nuevo alguna anteriormente establecida, si hubiese sido cerrada por un tiempo mayor de un mes, solicitará de la Dirección General de Salubridad la correspondiente autorización para su apertura.
Artículo 35:  La Dirección General de Salubridad ordenará una visita de inspección, la que será efectuada por el inspector de farmacias. Si de la inspección resultara hallarse en las condiciones debidas, la Dirección autorizara su apertura.
Artículo 36: Ningún farmacéutico podrá dirigir técnicamente más de una farmacia.
Artículo 37: El farmacéutico será en todo caso responsable personalmente de la pureza y legitimidad de los productos que expenda o empleen la elaboración de sus preparados, cualquiera que sea el origen de ellos.
Artículo 38: Los farmacéuticos están obligados a dirigir personalmente el establecimiento y a vigilar el despacho de medicamentos y recetas.
Artículo 39: Ningún farmacéutico despachará recetas que no estén firmadas por médicos de los comprendidos en la nómina oficial de la Dirección General de Salubridad.
Artículo 40: A este efecto, toda farmacia está obligada a tener en sitio visible para el público, una nómina completa, suministrada por la Dirección General de Salubridad, de los médicos, dentistas, parteras y veterinarios establecidos en la provincia.
Las recetas expedidas por profesionales establecidos fuera de la provincia, en las cuales se prescribiera alcaloides o substancias toxicas, deberán ser visadas por un médico inscripto o por la Dirección General de Salubridad para que puedan ser despachadas.
Artículo 41: Queda terminantemente prohibida la repetición, sin autorización escrita del facultativo, de toda receta que contenga sustancias heroicas.
Artículo 42: En los casos en que el farmacéutico presuma la existencia de un error en una receta médica, deberá abstenerse de despacharla y dar inmediato aviso al médico firmante, quien deberá ratificarla para que sea despachada. en caso de duda respecto a la dosis máxima fijada por la farmacopea nacional o por los formularios respectivos cuando se trate de medicamentos nuevos, el farmacéutico deberá exigir para su despacho una ratificación firmada por el facultativo.
Artículo 43: Los farmacéuticos están autorizados a despachar las prescripciones de los veterinarios y dentistas que figuren en la nómina oficial, anotando las formulas en los recetarios, debiendo indicar los rótulos: "para uso veterinario", "para uso odontológico".
Artículo 44: Los farmacéuticos indicaran en los rótulos de las botellas, frascos, cajas, paquetes, etc., que despachen, si ha de ser interno o externo el uso del medicamento, así como la formula, modo de administración, de acuerdo con las instrucciones del facultativo. Para las indicaciones de uso interno se usarán rótulos de fondo blanco; para los de uso externo, de fondo rojo.
Artículo 45: Para la venta de substancias venenosas o corrosivas de aplicación en las artes o industrias, el farmacéutico deberá exigir al comprador, además de un recibo que extenderá en un libro especial, los siguientes datos cuya veracidad deberá comprobar: nombre, domicilio, profesión, destino que piensa dar a la substancia y cantidad vendida en cada caso.
Artículo 46: Toda receta deberá ser copiada en orden numérico en el libro recetario. El farmacéutico entregara al cliente la receta original, sellada, numerada y firmada por el mismo o su reemplazante legal.
En los casos previstos por el art. 42, el farmacéutico está obligado a dar copia sellada y firmada de la receta. fuera del sello número y firma, el farmacéutico no podrá agregar a la receta ningún signo, palabra o alteración, bajo la penalidad establecida en el art. 59.
Artículo 47:  Los libros a que se refieren los artículos anteriores y los demás que establezcan los reglamentos que se dicten, serán presentados a la Dirección General de Salubridad, debidamente encuadernados y foliados, para que sean sellados y firmados por el Director General o Secretario Técnico, con la atestación del número de hojas que contenga.
Llenados esos libros, se presentarán nuevamente a la Dirección para su revisación y certificado de cierre, después de lo cual deberán ser archivados en la biblioteca de la farmacia, numerados con orden ascendente, y quedar sujetos a la vigilancia directa de la Dirección General de Salubridad.
Artículo 48:  Los farmacéuticos que tengan al mismo tiempo título de doctor en medicina, deberán optar ante la Dirección General de Salubridad por el ejercicio de una u otra de estas profesiones, no pudiendo ejercer ambas simultáneamente.
Artículo 49: Es prohibido a los farmacéuticos todo acuerdo con un medio para explotar ambas profesiones, como asimismo la revelación del contenido de una receta sin orden de autoridad competente y la sustitución de substancias por otras, disminución de cantidad, preparación defectuosa o fraudulenta, cambio de recetas, siendo en todos estos casos responsables de estos hechos y demás errores, que se conceptuaran actos ilícitos. la responsabilidad por las penas en que incurran se hará efectiva sobre el establecimiento.
Artículo 50: Queda igualmente prohibido el establecimiento de consultorios médicos en las farmacias o en locales que tengan comunicación con ellas.
Artículo 51: queda prohibido a los farmacéuticos y personal de farmacia practicar curaciones, recetar medicamentos, practicar inyecciones, pudiendo prestar auxilio en su farmacia solamente en los casos de reconocida urgencia y mientras tanto concurra un facultativo. en los casos de envenenamiento evidente, en que el agente toxico sea conocido, está autorizado, a falta de médico, a despachar sin receta el contraveneno correspondiente, debiendo hacer constar en sus libros la dosis suministrada, especificando los datos y elementos ilustrativos que puedan servir ulteriormente para una posible intervención de la justicia, así como para justificar ante la Dirección General de Salubridad su propia actuación.
Artículo 52: Queda absolutamente prohibida, tanto a los farmacéuticos como a cualquier otra persona, la venta de todo remedio secreto específico o preservativo de composición ignorada. se comprende por remedio secreto especifico y preservativo, toda preparación que se aplique exterior o interiormente en forma de medicamento y cuyo nombre exprese claramente su naturaleza y composición o cuya fórmula no exista en la farmacopea nacional o no haya sido publicada por la dirección. toda preparación o especifico que no tenga el certificado de libre expendio del Departamento Nacional de Higiene, no podrá ser suministrado ni puesto en venta sin la autorización de la Dirección General de Salubridad.
Artículo 53: los hospitales, casas de sanidad y los balnearios, son los únicos establecimientos que pueden tener farmacia propia. esta tendrá a su frente un diplomado, quien, como farmacéutico director, estará sujeto a las disposiciones generales de esta ley.
Las farmacias comprendidas en esta disposición no podrán efectuar despacho de medicamentos al exterior sino a título gratuito.
Artículo 54: Los farmacéuticos no pueden establecer farmacias destinadas a una o más determinadas asociaciones particulares, o empresas de salud o asistencia médica. igual prohibición comprende a las farmacias ya existentes, en el sentido de que no serán reconocidos como lícitos los vínculos ya contraídos o que se contrajeren a base pecuniaria o con fines de explotación profesional con centros o sociedades de la clase indicada.
Artículo 55: Constituirán una excepción a lo dispuesto en el artículo anterior las asociaciones benéficas, filantrópicas o de progreso gremial o social que obtengan expresa y previamente de la Dirección General de Salubridad ser comprendidas dentro de las asociaciones a que se refiere el art. 53, que pueden tener farmacia propia. cuando esta sea establecida fuera de los locales de la asociación, debe servir al público en condiciones iguales a las demás farmacias.
Artículo 56: Quedan prohibidos y se consideraran ilícitos los convenios entre farmacéuticos y centros de asistencia para el despacho de recetas o medicamentos, realizados sobre la base de un precio general o unitario. la infracción a esta disposición, aparte de las responsabilidades penales que en esta ley se establecen, autorizara la clausura de los establecimientos que han formado esos convenios.
Artículo 57: El inspector de farmacias está especialmente encargado de las farmacias y droguerías y procederá, todas las veces que la Dirección General de Salubridad lo creyere conveniente, a inspeccionar cualquier farmacia de la provincia.
* Artículo 58: Todas las farmacias establecidas o a establecerse en el territorio de la provincia, deberán abonar anualmente al Ministerio de Bienestar Social, la suma de cinco mil pesos ($ 5.000.-) por concepto de derecho de inspección.
Artículo 59: Los que infrinjan las disposiciones de este capítulo y los reglamentos que en su consecuencia se dicten en ejecución a sus prescripciones, serán pasibles, según su gravedad, circunstancias del caso y reincidencias, de multas de veinte mil pesos ($ 20.000.-) a trescientos mil pesos ($ 300.000.-), clausura temporal o definitiva del establecimiento y suspensión en el ejercicio de la profesión hasta por el término de un (1) año.
Artículo 60: El consejo consultivo reglamentará esta ley estableciendo todo lo que se refiere al funcionamiento de las farmacias, condiciones que deben reunir los locales, personal, elaboración y expendio de drogas, sueros, vacunas, despacho de recetas y demás agentes curativos, preventivos y de diagnóstico, dictando las medidas tendientes salvaguardar la moral profesional y salud pública.
CAPITULO VIII: DE LOS LABORATORIOS DE ANÁLISIS CLÍNICOS
Artículo 61: Los laboratorios de análisis clínicos solo podrán ser atendidos por doctores en medicina, en bioquímica y farmacia, en química y farmacia, que posean título expendido o revalidado por universidad nacional y que estén inscriptos en la Dirección General de Salubridad.
Artículo 62: Los profesionales no comprendidos en el art. anterior que practiquen análisis o firmaran los informes correspondientes, serán pasibles de las penalidades establecidas para el ejercicio ilegal de una de las ramas del arte de curar.
CAPITULO IX: EJERCICIO DE LA OBSTETRICIA
Artículo 63: Ninguna partera podrá ejercer sin título otorgado o revalidado por universidad nacional.
Artículo 64: Desde la promulgación de la presente ley, quedan retiradas las autorizaciones concedidas a personas sin título.
Artículo 65: En las localidades en que no haya parteras diplomadas el poder ejecutivo, a propuesta de la Dirección General de Salubridad, podrá acordar subvenciones desde cincuenta hasta doscientos pesos a las parteras diplomadas que se establezcan con carácter definitivo y en las condiciones que determine el art. respectivo.
Artículo 66: El ejercicio del ramo de partos queda sujeto a las reservas siguientes:
1. Las parteras no podrán prestar sino los cuidados sencillos inherentes al trabajo del parto.
2. Siempre que el parto presente dificultades, las parteras deberán pedir el concurso de un médico habilitado, con excepción de aquellos casos urgentes y de alta gravedad que requieran su in- mediata intervención por no encontrarse médico.
Artículo 67: Queda prohibido a las parteras recetar y administrar medicamentos a la madre y al niño, como también la aplicación de instrumentos.
Artículo 68: Toda partera que asista a una mujer atacada de fiebre puerperal, deberá suspender sus cuidados a otra parturienta por un tiempo prudencial, a no ser que las familias de aquellas insistieran en la continuación de sus servicios de conocer el motivo de su abstención, en cuyo caso cesará su responsabilidad.
Artículo 69: Los consultorios de parteras serán considerados como casas de sanidad, y como tales, sujetos a la inspección y reglamentación de la Dirección General de Salubridad.
* Artículo 70: Las parteras que infrinjan las disposiciones de la presente ley y no comprendidas en el código penal serán castigadas: la primera vez con multa de veinte mil pesos ($ 20.000.-) a cien mil pesos ($ 100.000.-) o arresto de uno de uno (1) a tres (3) meses.
En caso reincidencia la penalidad se doblará con el agregado según el caso, de suspensión temporaria o absoluta para el ejercicio de la profesión.
CAPITULO X: EJERCICIO DE LA ODONTOLOGIA Y VETERINARIA
Artículo 71: Los dentistas y veterinarios solo podrán ejercer su profesión si poseen título otorgado o revalidado por universidad nacional y previa inscripción del mismo en la Dirección General de Salubridad.
Artículo 72:  Tanto los dentistas como los veterinarios solo podrán prestar los servicios especiales de su arte.
CAPITULO XI: CONCURSOS MEDICOS
Artículo 73: Desde la promulgación de la presente ley, las vacantes que se produzcan en los puestos técnicos de hospitales y asistencia pública, serán llenados por concurso.
Artículo 74: Los puestos técnicos a que se refiere el art. anterior son: Jefe de Sala, Director del Instituto Pasteur, médicos internos, médicos de primeros auxilios, médicos de servicio nocturno, jefes de sanidad, inspector de farmacias y cualquier puesto técnico rentado que se creara en lo sucesivo.
Artículo 75: El Director General de Salubridad, proyectará el reglamento para los concursos, que someterá a la aprobación del Consejo Consultivo.
CAPITULO XII: DE LA HIGIENE DEL SUELO Y HABITACIONES CASAS DE FAMILIA, CASAS DE RENTA, CASAS DE COMERCIO, HOTELES, INQUILINATOS, MERCADOS, ETC.
Artículo 76: Crease en la Dirección General de Salubridad una sección que se denominara "catastro sanitario, la que llevará un registro de cada una de las propiedades de la Ciudad de Mendoza y centros urbanos cuya población exceda de mil habitantes. dicha sección formará un legajo de cada casa, departamento o local construido o a construirse.
Artículo 77: Desde la promulgación de la presente ley, toda casa que se desocupe o se venda, para ser habitada por nuevos moradores, será inspeccionada por la Dirección General de Salubridad, quien concederá o negara la correspondiente autorización.
Artículo 78: Los propietarios abonaran a la Dirección General de Salubridad por concepto de inspección y registro de cada casa, departamento o local, la suma de diez pesos por una sola vez durante el año 1972 y diez pesos por cada vez que sea habilitado nuevamente. 

En los años sucesivos este impuesto lo pagarán las casas recientemente construidas o refaccionadas y todas aquellas que sean ocupadas por nuevos moradores.
Artículo 79: Los fondos producidos por la aplicación del art. anterior, se destinarán exclusivamente a la compra del terreno, si fuera necesario, y a la construcción del edificio de la asistencia pública de Mendoza.
Artículo 80: Los propietarios que infrinjan cualquier disposición del presente capitulo, serán penados con una multa equivalente al alquiler mensual y en aquellos casos en que la casa sea habitada por el propietario, la multa será de cincuenta a trescientos pesos moneda nacional según la gravedad de la infracción, emplazándosele a la vez, en un término perentorio que la dirección fijara para que coloque el inmueble en las condiciones debidas, bajo apercibimiento de desalojarlo por medio de la fuerza pública y por mandato directo de la dirección, en caso de que dentro del término fijado no se realicen los trabajos ordenados.
Artículo 81: La Dirección General de Salubridad podrá realizar inspecciones de higiene en los hoteles, balnearios, bodegas, casas de pensión, casas de inquilinato, mercados, estaciones de ferrocarril, fabricas, talleres, casas de familia, casas de comercio y cualquier construcción hecha en el territorio de la provincia, con el fin de verificar si se encuentran en las condiciones higiénicas y de salubridad debidas.
CAPITULO XIII: MEDIDAS CONTRA LA DIFUSION DE LAS ENFERMEDADES INFECCIOSAS EN EL HOMBRE Y EN LOS ANIMALES.
Artículo 82: La vacunación y revacunación es obligatoria en todo el territorio de la provincia.
Artículo 83: Cuando la vacunación no tuviese éxito según certificado médico, será repetida en el año siguiente. Si tampoco tuviera éxito la segunda vacunación, se hará otra tercera en el año subsiguiente.
Artículo 84: Los padres, tutores y en general cualquier persona que tenga niños a su cuidado o servicios, están personalmente obligados a cumplir los artículos anteriores. la primera infracción será penada con una multa de veinte pesos y cada una de las subsiguientes con una de cincuenta pesos, sin perjuicio de practicarse la vacunación y revacunación.
Artículo 85: En las escuelas provinciales, particulares, institutos de enseñanza o academias, se exigirán certificados de vacunación de acuerdo a lo que prescribe la ley nacional n. 4202.
Los directores de las escuelas provinciales y particulares están obligados a vigilar el cumplimiento de esta ley. La falta de cumplimiento de esta obligación será penada con una multa de cincuenta pesos la primera vez y de cien pesos cada una de las subsiguientes.
Artículo 86: Los propietarios de fábricas, talleres y casas de comercio, están obligados a exigir al personal que ocupa, sus certificados de vacuna. Los infractores serán penados de acuerdo al art. anterior.
Artículo 87: El médico que diere un certificado falso de vacunación será penado con multa de doscientos pesos y suspensión en el ejercicio de la profesión hasta por un mes, sin perjuicio de su responsabilidad criminal.
Artículo 88: Todos los empleados públicos, de establecimientos bancarios, casas de comercio, ferrocarriles, tranvías, etc., y en general todos aquellos que por razón de su empleo estén en contacto con el público, deberán proveerse de un certificado de salud expedido por la Dirección General de Salubridad. este certificado será otorgado mediante el pago de un peso moneda nacional, y el importe que por este concepto se recaude, tendrá el mismo destino que el que determina el art. 80 de la presente ley. estos certificados serán anuales.
Las personas del servicio doméstico estarán exentas del pago que se menciona precedentemente.
Artículo 89: Todo médico que haya observado un caso de enfermedad infecto-contagiosa, deberá hacerlo saber inmediatamente a la dirección general de salubridad, ordenando a la familia del enfermo o a los que lo asistieren, den cumplimiento a la ordenanza respectiva sobre declaración obligatoria. en los departamentos, tanto el medico como la familia deben dar cuenta al intendente municipal, para que este adopte las medidas del caso, y el medico a la Dirección General de Salubridad solamente a los efectos que hubiere lugar.
Artículo 90: Los directores de escuelas o colegios provinciales o particulares, así como cualquier establecimiento de enseñanza, gerentes de hoteles, casas de huéspedes o inquilinatos, y en general todo aquel que tenga personal bajo su dependencia, deben denunciar a la dirección general de salubridad cualquier fallecimiento o caso sospechoso, dudoso o confirmado, de enfermedades contagiosas o infecto-contagiosas que se produzcan en el personal del establecimiento, su distinción de edades ni de ocupaciones dentro del mismo.
Los infractores al presente artículo sufrirán una multa de cien pesos la primera vez y de doscientos pesos cada una de las reincidencias.
Artículo 91: Declarase obligatoria la desinfección de los locales don- de hubiese fallecido o habitado un enfermo infecto-contagioso.
Artículo 92: Declarase obligatoria la tuberculización anual de todas las vacas lecheras de la provincia, cuyos productos y derivados se destinen al servicio público o particular.
Artículo 93: Los propietarios de ganado a que se refiere el art. anterior, serán penados en caso de infracción a lo que este dispone, con multa de cien pesos la primera vez, y de doscientos a quinientos pesos las reincidencias siguientes.
Artículo 94: Todos los propietarios de vehículos de alquiler destinados al transporte de personas, deberán desinfectarlos en la forma y condiciones que establezca la Dirección General de Salubridad.
CAPITULO XIV: DE LA HIGIENE DE LAS BEBIDAS Y ALIMENTOS
Artículo 95: Cualquier persona que a sabiendas venda o guarde para vender, o de cualquier otra manera use, con riesgo para la salud de las personas, materias destinadas a la alimentación o bebida, deteriora- das o corrompidas, o en cualquier modo consideradas insalubres o perjudiciales, será castigada con multa de cincuenta a mil pesos, o arresto de tres a seis meses, independientemente del decomiso de las materias y siempre que el hecho no encuadre en las respectivas disposiciones del Código Penal.
Artículo 96: A los efectos de lo dispuesto en el art. anterior y de la defensa de la higiene en general, quedan sometidos a la vigilancia, control y jurisdicción de la Dirección General de Salubridad, además de los establecimientos determinados en el inciso 14 del art. 10º, las bodegas, licorerías, confiterías, fábricas o negocios de productos químicos o preparados farmacéuticos, y en general todos los establecimientos que fabriquen o expendan artículos para el consumo.
Artículo 97: Quedan sometidas a las penalidades del art. 95, las personas que arrojen sobre las aguas potables o de regadío, substancias que produzcan su descomposición o de cualquier modo afecten la salubridad del suelo y del ambiente o la salud de las personas.
Artículo 98: La Dirección General de Salubridad queda encargada de todo lo relativo a la higienización de la leche.
CAPITULO XV: SANCIONES
Artículo 99: Sin perjuicio de las responsabilidades que establece el Código Penal para los delitos comunes y de los casos previstos en especial por esta ley o sus reglamentos, la Dirección General tendrá la facultad de imponer en los casos a los que no se asigne una penalidad especial y según la gravedad de los mismos, apercibimientos, multas hasta de dos mil pesos y suspensión hasta por seis meses, con publicidad de las penas a cargo del infractor.
Los procedimientos serán breves y sumarios, oyendo a los interesados en audiencia verbal y dándoles oportunidad de presentar sus descargos.
Artículo 100: De las penas corporales que imponga la Dirección General, tendrán los afectados el recurso de apelación en última instancia, que deberá interponerse, dentro del término de cinco días, para ante el juez correccional, quien procederá de acuerdo con lo dispuesto en el Capítulo 1. Libro IV del Código de Procedimientos Criminales para los Tribunales de la Capital Federal.
Artículo 101: Si la pena fuera de otra naturaleza, el condenado solo podrá recurrir para ante el consejo consultivo, dentro del término de tres días, quedando a salvo al interesado el recurso administrativo en los casos que corresponda después de la resolución del Consejo Consultivo.
Artículo 102: Si una sanción, del director o del consejo, no fuera cumplida dentro de los cinco días de ejecutoriada, se hará efectiva por medio de la policía, correspondiendo el procedimiento de apremio para el cobro de multa.
Artículo 103: Ante el juez correccional representara a la Dirección General de Salubridad, el señor agente fiscal que corresponda.
Artículo 104: La Dirección General tendrá personería para denunciar y perseguir como parte, la aplicación de las sanciones establecidas por el Código Penal para los delitos contra la salud pública.
Artículo 105: Las citaciones y notificaciones de procedimientos administrativos, las hará la Dirección General por intermedio de sus inspectores o de la autoridad policial, conforme al código de procedimientos civiles, estando obligadas todas las reparticiones públicas de la provincia, a prestar la más eficaz cooperación a sus requerimientos.
Artículo 106: Bajo ningún concepto la Dirección General podrá perdonar las penalidades que imponga la infracción a la presente ley.
Artículo 107: La responsabilidad de los infractores a esta ley, se extinguirá por el transcurso de seis meses sin que se haya iniciado la acción o de paralización de los procedimientos.
Artículo 108: Las facultades que por la presente ley se confieren a la Dirección General de Salubridad, no se entenderán como negación de las que competan a las comunas de acuerdo a la Constitución de la Provincia y Ley Orgánica de Municipalidades, y serán ejercidas en forma concurrente.
Artículo 109: Derogase la ley n. 34 y todas las reglamentaciones que se opongan a la presente ley.
Artículo 110: Comuníquese al Poder Ejecutivo, etc.
* Ver Ley 4217 Art 3 Obs. Ver Ley 2278 Art 50 Obs. ver Dle 4372/63 Art 01 Obs. ver Dle 2783/56 Art 24 Texto Art 4 Conforme sustitución Art 1 Ley 1603 (Bo 1947-01-14) Texto Art 30 Conforme sustitución Art 1 Ley 4217 (Bo 1977-11-14) Texto Art 58 Conforme sustitución Art 1 Ley 4217 (Bo 1977-11-14) Texto Art 70 Conforme sustitución Art 1 Ley 4217 (Bo 1977-11-14).
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 1079. Ley Orgánica de Municipalidades. (Parte pertinente).
Sanción: 04/01/1934

(…)
HIGIENE PUBLICA

*Artículo 80: Corresponde al concejo en lo concerniente a "higiene pública".

*1. La limpieza general del municipio, estableciendo los servicios de barrido y riego de las calles y aceras e instrumentando un régimen integral de tratamiento den residuos urbanos en los términos de la ley 5970”. (texto según ley 6761, art.1º) 
2. La desinfección del aire, de las aguas y de las habitaciones.

3. La reglamentación higiénica de los edificios públicos, lugares de diversión, escuelas, templos, cementerios, inquilinatos, casas de vecindad y todos los sitios de trabajo, pudiendo determinar la extensión de sus salas, piezas, patios y servicios sanitarios, en relación al número de concurrentes o habitantes y ordenar las obras y medidas que tiendan a la seguridad, salud e higiene de los obreros y ocupantes.

4. la vigilancia de la elaboración y expendio de sustancias alimenticias, prohibiendo la venta de aquellas que por su calidad o condiciones sean perjudiciales a la salud.

5. La reglamentación de los establecimientos o industrias clasificados de incómodos o insalubres, pudiendo fijarles su ubicación y ordenar su remoción cuando no fueren cumplidas las condiciones que se impusiesen a su ejercicio, o que este se hiciere incompatible con la salud pública.

6. la conservación y reglamentación de los cementerios y servicios de pompas fúnebres.

7. El aseo, vigilancia y control de los mercados, ferias, frigoríficos, mataderos, tambos, lecherías, hoteles, pensiones, confiterías, despensas, fiambrerías, fábricas y venta de embutidos, pastas, harinas y féculas alimenticias, y en general, la inspección y reglamentación de los establecimientos de fabricación y venta de toda sustancia alimenticia y bebidas; pudiendo fijarles el radio donde deban ubicarse, cuando puedan afectar la salud pública.

8. Adoptar las medidas necesarias para que en sitios públicos adecuados puedan venderse, durante las horas de la mañana, todos los días, en las mejores condiciones higiénicas, carne, pan, leche, fruta, verduras y pescado a cuyo efecto, los carros que los conduzcan podrán entrar y circular libremente y su expendio será libre de derechos.

9. Reglamentar la faena de los animales destinados al consumo de la población, como asimismo la elaboración de subproductos y derivados.

10. Reglamentar la prostitución.

11. Crear balnearios y casas de baños públicos.

12. La adopción en general, de todas las medidas que tiendan a asegurar la salud y bienestar de la población, sea evitando las epidemias, disminuyendo los estragos o previniendo las causas que puedan producirlas, comprendiéndose entre tales medidas la clausura de los establecimientos públicos y las visitas domiciliarias. La clausura de las escuelas no podrá ordenarse por ninguna autoridad municipal sin previo informe favorable de la administración sanitaria y de la Dirección General de Escuelas.

[Modificaciones]
JURISDICCION CONCURRENTE CON LA ADMINISTRACION SANITARIA

ART. 81.- La jurisdicción municipal sobre "higiene pública", será concurrente con las funciones que ejerce la administración sanitaria de la provincia. Las municipalidades fijarán partidas en los presupuestos para subvencionar los servicios sanitarios de su jurisdicción.

(…)
CAPITULO V ATRIBUCIONES Y DEBERES DEL JEFE DEL DEPARTAMENTO EJECUTIVO

ATRIBUCIONES Y DEBERES DEL INTENDENTE - RELACIONES OFICIALES

ART. 105.- Son atribuciones y deberes del intendente municipal:

(…)
FACULTADES SOBRE HIGIENE Y SALUBRIDAD GENERAL 

25. velar por la higiene del municipio, comprendiéndose en él las especialmente la limpieza, la desinfección del aire, de las aguas, de las habitaciones y parajes malsanos, la inspección de sustancias alimenticias, secuestrando e inutilizando, sin perjuicio de las demás penas que correspondan, aquellas que por su calidad y condiciones fuesen perjudiciales a la salud; la vigilancia, reglamentación e inspección de los prostíbulos y demás establecimientos análogos, pudiendo ordenar la clausura, según el caso, para prevenir el desarrollo de enfermedades contagiosas;

cooperar a la propaganda de la vacuna, del aseo y mejora de los mercados, tambos, caballerizas, mataderos y corrales, la conservación y reglamentación de los cementerios, y en general, la adopción de todas las medidas tendientes a evitar las epidemias, disminuir sus estragos y remover las causas que las produzcan o las mantengan y todas las demás medidas que concurran a asegurar la salud y el bienestar de la población, comprendiéndose entre ellas las visitas domiciliarias.

(…)
*Modificación sustitución Art. 80, Ley Nro. 6.761. Mendoza 14/3/2000.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 1177. Obligatoriedad de la vacunación contra la difteria.
Sanción: 02/04/1936
Artículo 1: Declarase obligatoria y gratuita, en todo el territorio de la provincia, la vacunación antidiftérica preventiva, para los niños entre la edad de uno y doce años.

Artículo 2: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley, la que será ejecutada por la Dirección General de Salubridad, en coordinación con todas las dependencias medicas oficiales de la provincia: cuerpo médico escolar, dispensarios municipales e instituciones de sanidad que reciben subvenciones del gobierno provincial.

Artículo 3: la resistencia al cumplimiento de la ley, sin causa justificada, por parte de los padres, tutores o encargados responsables de los ni\os, será penada con multa hasta de cincuenta pesos moneda nacional, sin perjuicio de practicarse la vacuna.

Artículo 4: las multas serán aplicables directamente por la Dirección General de Salubridad, con apelación ante el consejo consultivo de la repartición.
El producto de estas multas ingresara al fondo especial de la Dirección General de Salubridad, con destino exclusivo a propaganda y fomento de la vacunación antidiftérica.

Artículo 5: El Poder Ejecutivo al reglamentar la presente ley determinara los casos de excepción a la vacunación obligatoria.

Artículo 6: Para la más rápida y eficaz realización, acuérdese a la Dirección General de Salubridad una partida de cinco mil pesos moneda nacional, que se considerara incluida en el presupuesto del corriente a\o, la cual será destinada a sufragar sueldos del personal supernumerario que necesitara, movilidad, propaganda y viáticos para las comisiones que se destaquen en los departamentos y adquisición del material que estimara indispensable. En las leyes de presupuesto venideras se tendrá en cuenta el gasto necesario para seguir cumpliendo las disposiciones de la presente ley.

Artículo 7: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 1520. Higiene y Seguridad en el Trabajo.
Sanción: 24/09/1942

TITULO I: JURISDICCION

Artículo 1: La presente ley que regirá en el territorio de la Provincia de Mendoza, se aplicará en todos los "lugares de trabajo"; quedando comprendidos en esa denominación los siguientes:

Inc. 1) Las usinas, fábricas, talleres de toda naturaleza, las manufacturas en general y las bodegas.

Inc. 2) Los escritorios y locales de venta de las casas de comercio, cuando trabajen al mismo tiempo cinco o más personas.

Inc. 3) Los talleres domésticos, cuando trabajen obreros ajenos a los miembros de la familia o cuando estos trabajen bajo la dirección de un extraño a la misma.

Inc. 4) Los establecimientos de beneficencia o educación, públicos o privados, siempre que por motivos del trabajo u ocupación se reúnan en un mismo local cinco o más personas, o se usen instalaciones mecánicas, calderas a vapor, motores eléctricos, o la industria que en ellos se efectúe sea de las peligrosas o insalubres.

Inc. 5) Los teatros, circos y establecimientos similares que funcionen en locales cerrados o se haga uso en ellos de aparatos mecánicos de cualquier clase.

Inc. 6) En general, todo lugar protegido por construcciones estables, al que por razones de trabajo concurren cinco o más personas que permanezcan las horas hábiles de trabajo reunidas bajo un mismo ambiente; o cuando, cualquiera sea el número de esas personas, se emplee en el trabajo fuerza mecánica extraña al hombre, superior en total a tres caballos de fuerza (3 HP).

TITULO II HIGIENE

Artículo 2: Los lugares de trabajo deberán mantenerse en las siguientes condiciones:

Inc. 1) Perfecto estado de limpieza.

Inc. 2) Supresión total de emanaciones de canales de desagüe, albanares, escusados, resumideros, pozos sépticos, amontonamiento de desperdicios o basuras.

Inc. 3) Supresión total de humedad en los pisos, cimientos de los muros, paredes, techos.

Inc. 4) Eficaz y adecuada ventilación.

Inc. 5) Adecuada iluminación.

Inc. 6) Conveniente temperatura y grado de humedad.

Inc. 7) Provisión de agua potable en cantidad suficiente.

Artículo 3: La capacidad máxima de personas que trabajen en un mismo ambiente será de una por cada doce metros cúbicos de aire y dos metros cuadrados de superficie.

Artículo 4: A los efectos de mantener un perfecto estado de limpieza, a todos los interiores de los locales de trabajo, incluyendo: paredes, techos, zócalos, escaleras, corredores, pasamanos y cuanta superficie interna forme parte de la construcción, se le deberá hacer como mínimo, los siguientes trabajos, de acuerdo a su naturaleza:

Inc. 1) Cuando los interiores sean pintados con cal, se blanquearán con dos manos de cal, una vez por año.

Inc. 2) Cuando sean pintados al aceite o barnizados se pintarán una vez cada cinco años, debiendo lavarlos con agua y jabón durante seis meses. El plazo de cinco años que establece esta disposición, podrá prorrogarse hasta por tres años más, siempre que el estado general de la pintura sea muy bueno y los lavajes se hallan hecho con regularidad cada seis meses: debiendo solicitar la aprobación del Departamento Provincial del Trabajo para obtener el beneficio de la prórroga.

Inc. 3) Cuando los interiores estén recubiertos de azulejos, deberán mantenerse éstos en perfecto estado de adosamiento, no dejando intersticios ni huecos entre sí o en sus bordes, debiendo lavarlos con agua y jabón una vez cada seis meses.

Queda terminante prohibido el uso de revestimientos interiores a base de papel pegado a las paredes, techos, etc.; o de maderas en las paredes o superficies interiores verticales u oblicuas, permitiéndose el uso de la madera para los cielos rasos, cuando esté pintada al aceite o barnizada, sin dejar rajas ni intersticios entre sí.

Artículo 5: A los efectos de mantener un perfecto estado de limpieza, los pisos deberán:

Inc. 1) Ser barridos y lavados una vez por día, como mínimo, en horas que no sean de trabajo.

Inc. 2) Ser mantenidos bien secos durante las horas de trabajo.En caso de alterarse por causas no previsibles, la sequedad requerida, se deberán arbitrar de inmediato las medidas tendientes a aislar a los trabajadores de la humedad, mediante tarimas, u otros artefactos, que serán exclusivamente provisorios en su uso.

Inc.3) Ser construido de madera, portland, o cualquiera otro material de construcción, que sea fijo y estable; no debiendo dejar intersticios, huecos, ni rejas que permitan la acumulación de tierra, polvo, sustancias de cualquier clase o que sirvan de refugio a insectos, parásitos y roedores.

Artículo 6: A los efectos de mantener un perfecto estado de limpieza, se prohibirá a los trabajadores:

Inc. 1) Alimentarse en los locales de trabajo, debiendo habilitarse a ese fin lugares especiales, independientes de aquellos, si las personas empleadas debieran permanecer en el establecimiento.

Inc. 2) Dormir en los locales de trabajo, debiéndose, igualmente proveer de lugares adecuados, en condiciones de sequedad, ventilación y capacidad suficientes, no pudiendo existir entre las camas un espacio menor de un metro veinte centímetros horizontalmente y dos metros cincuenta centímetros verticalmente.

Artículo 7: A los efectos de lo dispuesto por el inc. 2) del Art.2, se deberá:

Inc. 1) Construir los escusados y orinales separados de los lugares de trabajo por un espacio de aire libre, o cuando la amplitud del local no lo permita, mantener aislado el ambiente del servicio mediante un sistema de puertas combinadas automáticas y provisto de extractores mecánicos de aire.

Inc. 2) Los desagües que requieran el establecimiento en razón de sus procedimientos de trabajo o clase de industria, deberán mantenerse en perfecto estado de limpieza y funcionamiento, sin permitir el estancamiento del líquido y conectados lo más directamente posible a calorías subterráneas.

Inc. 3) Habilitar escusados absolutamente separados para ambos sexos, en proporción de uno por cada treinta hombres o veinte mujeres y un orinal cada veinte hombres.

Inc. 4) Instalar lavatorios con jabón líquido y toallas de papel, en proporción de uno por cada quince personas.

Artículo 8: Los establecimientos deberán tener guardarropas, separados ambos sexos, en forma tal que cada trabajador tenga un casillero separado y numerado.

Artículo 9: A los efectos de cumplir con lo dispuesto por el Inc. 4) del Art. 2, en los lugares de trabajo se deberá:

Inc. 1) Tener ventanas, banderolas, claraboyas u otras aberturas de ventilación, en una proporción mínima de un sexto de la superficie del piso del local de trabajo por cada ambiente. En este sexto no están comprendidas las puertas. Las aberturas darán directamente al aire libre exterior, en condiciones constante de perfecto funcionamiento en cuanto a su cierre y apertura.

Las aberturas deberán permanecer abiertas totalmente durante las horas en que no se trabaje, adoptando las necesarias medidas de seguridad contra robos y contra los agentes atmosféricos. Esta disposición no regirá respecto de aquellas industrias que por su especial naturaleza requieren mantener sus locales cerrados. La reglamentación especificará detalladamente las industrias comprendidas en la excepción.

Inc. 2) Las puertas de los locales de trabajo permanecerán abiertas en las horas de labor, conforme a las reglas que establezca el Poder Ejecutivo en la reglamentación.

Inc. 3) Tanto las puertas como las ventanas y demás aberturas, durante las horas de trabajo se mantendrán abiertas, entreabiertas o cerradas, según la temperatura reinante y en posición tal que se cumpla con los requisitos establecidos en el art. 11, respecto de la temperatura y humedad.

Inc. 4) Mantener una constante renovación de aire en cantidad suficiente y proporcional al número de personas reunidas en cada local y al volumen de aire del mismo. A tal objeto, si la renovación horaria producida naturalmente mediante las aberturas de ventilación, no fuera suficiente, se proveerá a los locales de extractores mecánicos de aire.

Inc. 5) Los polvos, gases, vapores o emanaciones producidos en los locales de trabajo deberán ser captados en el sitio de su producción y evacuados al exterior mediante dispositivos que los arrojen a distancia tal, que no entren por las aberturas de ventilación del mismo local, ni de otros locales próximos a viviendas cercanas. Cuando el tiraje natural para la extracción de esas emanaciones no fuera suficiente, se proveerá de aspiradores mecánicos.

Artículo 10: Para mantener una adecuada iluminación se observará lo siguiente:

Inc. 1) Disponer las mismas aberturas de ventilación en forma tal que permitan el paso sin obstáculos de la luz natural exterior con una intensidad suficiente para poder trabajar en el local sin auxilio de iluminación artificial, en condiciones normales de luminosidad exterior.

Inc. 2) Cuando la luz artificial, en razón de la hora, sea necesaria, deberá ser:

a) Difusa, cuando las dimensiones del local no excedan de cien metros cuadrados de superficie horizontal por seis metros de altura máxima y sus paredes y techo estén pintados con colores claros.

b) Directa, en todos los demás casos, o cuando por la ubicación especial y aislada de máquinas, o escritorios o mesas de trabajo, se requiera luz en esos sitios con preferencia a otros cuya iluminación puede ser menor, hasta un mínimo de cinco bujías por metro cuadrado.

Sea difusa o directa, la luz artificial deberá tener una intensidad lumínica de diez bujías por metro cuadrado como mínimo y de veinte bujías como máximo.

Inc. 3) En los locales donde se trabaje, escribiendo, llevando contabilidades o efectuando cualquier otro trabajo de escritorio, se usará exclusivamente focos eléctricos de luz natural (azules).

Esta disposición no regirá en aquellas zonas donde no exista servicio de luz eléctrica a domicilio.

Artículo 11: Para mantener una temperatura y grado de humedad convenientes, en los locales de trabajo se observarán las disposiciones que siguen:

Inc. 1) Una temperatura media constante, en todas las estaciones.

Inc. 2) Cuando la temperatura natural exterior sea superior a los 16 C. y las condiciones atmosféricas sean buenas, en grado de humedad, diafanidad y vientos, se mantendrán totalmente abiertas las aberturas de ventilación y las puertas que estén en las condiciones del inc. 2) del Art. 9.

Inc. 3) Cuando la temperatura exterior salga de los límites fijados en el inciso anterior, en cuanto a grados de calor y condiciones de tiempo, se harán funcionar aparatos destinados a restablecer el grado de temperatura adecuado. Estos aparatos deberán mantenerse en buen funcionamiento, para no alterar las condiciones de pureza y grado de humedad del aire y no deberán ser colocados en forma tal que originen cerca de los trabajadores grados nocivos de temperatura, ya sean por corrientes de aire, vapores, tufos y calor excesivo.

Inc. 4) La humedad ambiente deberá mantenerse entre un 45% y un 55% de humedad relativa y en proporción al grado que corresponda según la temperatura exterior.

Cuando los aparatos destinados a la calefacción o enfriamiento del aire, o la reunión de los trabajadores en un local cerrado, produzcan variaciones en el grado de humedad, se arbitrarán los medios necesarios a mantener este dentro de los límites normales.

La reglamentación determinará para cada ramo de industria o comercio, el grado de humedad en relación a la temperatura y a la naturaleza de la industria. Para las industrias que por su naturaleza requieran una temperatura y grado de humedad distintos a los normales, la reglamentación fijará los límites a que deberá ajustarse en cada caso especial, por clase o ramo de industria.

Artículo 12: Para cumplir con lo dispuesto por el Inc. 7 del Art. 2 los lugares de trabajo deberán estar provistos, de los surtidores o grifos comunes de agua corriente, o en su defecto, de grifos especiales de agua filtrada, que se tendrán almacenada en tanques perfectamente cerrados y limpios, ubicados en lugares frescos y separados de los sitios destinados a los servicios y laboratorios.

Queda terminantemente prohibido el uso común de vasos recipientes para bebida. A tal fin, cada persona que trabaje en el establecimiento deberá tener un vaso para su uso personal y exclusivo. El número de grifos para bebida será de uno por cada sesenta trabajadores.

TITULO III SEGURIDAD

Artículo 13: Todos los edificios, construcciones, instalaciones dependencias y accesorios que formen parte integrante de un establecimiento donde se trabaje, deberán reunir las necesarias condiciones de seguridad en su construcción. A tal fin, sus propietarios deberán solicitar la revisación por técnicos del Departamento Provincial del Trabajo, una vez por año, como mínimo; otorgándoseles un Certificado de Seguridad, que se colocará en lugar bien visible.

La falta de este certificado, a la vista será pasible de multa, pudiendo denunciar ese hecho cualquier persona.

Artículo 14: Las máquinas y herramientas que se empleen en la explotación de cada industria o comercio de los comprendidos en esta Ley, deberán mantenerse en constante estado de perfecto funcionamiento, debiendo sus dueños solicitar sean revisados por técnicos del Departamento Provincial del Trabajo, una vez dada tres meses, como mínimo, otorgándoseles un Certificado de Seguridad, que se colocará en lugar visible y por cada máquina.

Para el caso de falta de este certificado, se aplicará el artículo precedente, in fine.

Artículo 15: En cada lugar peligroso del establecimiento, ya sea por el movimiento de una máquina, por el paso de conductores eléctricos, o por cualquier otra causa, se colocará un letrero bien visible que indicará el peligro, escrito en tantos idiomas como hablen o entiendan los trabajadores ocupados.

Artículo 16: Los pasajes de circulación y los locales de trabajo deberán tener un mínimo de un metro veinte centímetros entre cada máquina, escritorio, mesa o lugar fijo de trabajo de un obrero.

Esta distancia se deberá ampliar cuando por sus características, una máquina o motor engendre peligro por sus movimientos o funcionamiento ordinario. En ningún caso, la persona que pase se verá obligada a hacer contorsiones o adoptar posturas para evitar ser alcanzada por los mecanismos.

Artículo 17: Las máquinas o instrumentos de trabajo que tengan partes movibles o giratorias, estarán provistas de aparatos, fundas, chapas, o cualquier otra clase de dispositivos de protección, que impidan que sus piezas en movimiento produzcan lesiones o accidentes a los obreros.

Artículo 18: Cada máquina deberá estar provista de un conmutador o dispositivo que permita ponerla rápida e instantáneamente fuera de acción. La llave o palanca destinada a aislarla deberá estar al alcance inmediato de quien la maneja o de quien se acerca a ella.

Artículo 19: La manipulación de las poleas, correas transmisoras, engranajes, paletas y cuanta pieza móvil es necesario dirigir en el trabajo, se hará a base de palancas, llaves, conmutadores o cualquier otro dispositivo mecánico que evite totalmente la manipulación directa.

Artículo 20: Las máquinas generadoras de fuerza motriz en general, ya sean calderas, tanques, gasómetros, inyectores, turbinas, motores a gas, a explosión, a vapor, petróleo, nafta, aire comprimido, electricidad, hidráulico, dínamos, generadores, o cualquier clase de sistema mecánico que engendre movimiento o provea de fuerza motriz, deberán estar instalados en una sala de máquinas, completamente separada del local o locales de trabajo, y en cuyo interior únicamente tendrán acceso las personas especialmente encargadas de su cuidado y funcionamiento. Cuando se trate de pequeños dínamos o generadores, los técnicos del Departamento Provincial del Trabajo podrán autorizar su funcionamiento en el mismo local del trabajo, siempre que la potencia no exceda de 15 HP. y su movimiento no origine ruido apreciable. La reglamentación determinará las industrias que por su naturaleza especial necesiten hacer funcionar los motores adjuntos a las máquinas, cualquiera sea su potencia y el ruido que originen.

Artículo 21: Entre la sala de máquinas y los distintos locales de trabajo existirá una comunicación a base de timbres, teléfonos, portavoces u otros aparatos que permitan una continua y fácil comunicación.

Artículo 22: Los acumuladores o transformadores de corriente eléctrica deberán estar aisladas, y el acceso a sus inmediaciones será prohibido a las personas ajenas a su manejo y cuidado.

Artículo 23: Todos los conductores eléctricos o pieza de máquinas por donde circule corriente eléctrica deberán estar protegidos por camisas aisladoras o revestimientos que eliminen el peligro.

Artículo 24: Las calderas y demás generadores de vapor deberán:

Inc. 1) Ser sometidos a pruebas técnicas de resistencia y seguridad de acuerdo a la reglamentación que establezca el Poder Ejecutivo.

Terminada la prueba se colocará una placa sellada, por el Departamento Provincial del Trabajo, que indique la presión efectiva de la cual no puede excederse.

Inc. 2) Estar provistas de válvulas de seguridad; de un manómetro que marque la presión de vapor y de un nivel que indique la altura del agua en la caldera. Estos instrumentos se mantendrán en perfecto estado de funcionamiento.

Inc. 3) Ser atendidas por personal idóneo que tenga conocimientos serios técnicos y haya rendido una prueba de suficiencia.

Inc. 4) Cumplir los propietarios con las medidas de seguridad establecidas en el artículo 77 del Decreto Provincial de fecha 18 de agosto de 1916, reglamentario de la Ley Nacional Nº 9688, y con las disposiciones del Decreto Provincial de fecha 31 de diciembre de 1923, ampliatorio del citado artículo 77.

Artículo 25: En los lugares en que los obreros estuviesen expuestos a sufrir caídas o la caída de objetos que tuviesen encima de ellos, deberán instalarse los dispositivos necesarios para impedir los accidentes, de acuerdo a la naturaleza del trabajo que se ejecute.

Artículo 26: Los pozos, trampas, sótanos, tanques, reservorios de líquidos corrosivos, todos estarán provistos de barreras o cubiertos.

Artículo 27: Los elevadores, ascensores, guinches y demás mecanismos a izar personas, mercaderías o cualquier otra clase de cargas, deberán llevar la indicación de su potencia avaluada en kilogramos. Si estuviesen destinados al servicio de personas llevarán la indicación del número de personas que pueden transportar, y el encargado de su funcionamiento no admitirá un número mayor, bajo ningún concepto. El acceso en cada piso estará debidamente protegido y todo el mecanismo deberá mantenerse en perfecto estado de funcionamiento.

Artículo 28: Las escaleras, pasadizos y corredores a altura, deberán estar provistos de pasamanos y resguardo de un metro de elevación sobre el nivel del pasadizo, escalera o corredor.

Artículo 29: Todo establecimiento deberá contar con medios apropiados y fáciles de escape, para casos de emergencia, los que se mantendrán constantemente libres de toda obstrucción y en perfecto estado de uso. A tal objeto, dispondrán de escaleras de escape instaladas en la parte exterior de los edificios y ventanas fáciles de abrir. Las puertas deberán abrirse hacia afuera, sin perjuicio de su apertura para adentro. En el interior de los locales habrá letreros bien visibles y legibles en donde se indique la ubicación de las salidas de emergencia.

Cuando un local tenga varias salidas de emergencia, por razón de su amplitud o del número de personas que en él trabajen, cada persona será instruida acerca de la salida que deberá utilizar en caso necesario.

Cada local deberá contar, como mínimo, con una salida de emergencia por cada diez personas que trabajen en su interior, siendo las puertas utilizables como salidas de emergencia cuando comunique directamente a espacios amplios libres de edificación.

Artículo 30: En los establecimientos en donde se industrialice, emplee o exista madera, materias inflamables, depósitos de combustibles o cualquier otra sustancia susceptible de fácil combustión, se adoptarán las medidas tendientes a suprimir los accidentes. A tal fin, la reglamentación deberá determinar las condiciones a reunir los locales que se consideren comprendidos en este artículo y las medidas que deberán adoptarse para asegurar la supresión de accidentes.

Artículo 31: En todos los establecimientos existirá un servicio de primeros auxilios, provisto de su correspondiente botiquín completo. En aquellos en que por el número de personas que trabajen o por la naturaleza de la industria que explote, la producción de accidentes sea posible fácilmente, deberá existir un eficaz y rápido medio de transporte para los accidentados.

Artículo 32: En aquellas industrias o establecimientos que por la naturaleza del trabajo que en ellos se efectúe, se produzcan emanaciones, desprendimiento de polvos, chispas u otras materias que puedan lesionar o sean nocivas a la salud, y que no puedan ser captadas en el lugar mismo de su producción para ser enviadas al exterior, todos los obreros que trabajen en esos locales deberán ser obligados a usar anteojos protectores, mascarillas, respiradores, guantes, o cualquier otra clase de dispositivos adecuados, que los protejan en las partes que corresponda contra el contacto directo y peligroso de las emanaciones o materias nocivas.

Artículo 33: En cada uno de los establecimientos o lugares de trabajo deberá colocarse en lugar visible un reglamento sobre higiene y seguridad, basado en las disposiciones de esta ley y los reglamentos que a ella se refieran. Dicho reglamento interno deberá ser visado y aprobado por el Departamento Provincial del Trabajo.

TITULO IV MORALIDAD

Artículo 34: En los lugares en que se ocupen mujeres, cualquiera sea su número, proporción y distribución en las faenas, quedará terminantemente prohibido el pronunciar, escribir o significar de cualquier modo, palabras, términos o signos obscenos o en manera ínfima chocantes a la delicadeza, pudor o moral femeninos.

La infracción a estas disposiciones por cualquier empleado u obrero, sin distinción de sexo será penada con suspensión de uno a cinco días, previa autorización del Departamento del Trabajo. En los casos de infracción a este artículo por parte de los patrones, gerentes o representantes de la empresa o establecimiento, los autores serán pasibles de multa de cincuenta a doscientos pesos, sin perjuicio de las acciones derivadas de otras leyes.

Artículo 35: A los efectos de acreditar la falta a la moral, bastará el testimonio fehaciente y concorde de dos personas, pertenezcan o no al personal ocupado, siempre que no sean parientes en el grado previsto por las leyes de procedimiento para la inhabilidad de los testigos, ni se encuentren alcanzadas por otras tachas legales.

Artículo 36: Queda terminantemente prohibida la introducción de bebidas alcohólicas o su consumo en los establecimientos en que se trabaje, o sus dependencias, durante las horas hábiles.

TITULO V TRABAJOS INSALUBRES O PELIGROSOS

Artículo 37: En todos aquellos trabajos que por su naturaleza sean insalubres o peligrosos para la seguridad física o psíquica de los obreros, se extremarán las medidas de higiene y seguridad, establecidas en esta ley para los lugares de trabajo en general. La reglamentación determinará cuales son las industrias o trabajos peligrosos o insalubres y a que mínimos de higiene y seguridad deberán ajustarse.

Artículo 38: En los trabajos calificados reglamentariamente como peligrosos o insalubres, es obligatoria la revisación médica doble, oficial y particular, una vez por año. Debiendo coincidir los diagnósticos médicos en cuanto al grado de salud para que el obrero se considere apto para seguir en el mismo trabajo.

TITULO VI SANCIONES Y PROCEDIMIENTO

* Artículo 39: Las infracciones a las disposiciones de esta ley serán sancionadas con multa de quinientos (500) a veinte mil (20 000) pesos moneda nacional, o en su defecto arresto equivalente a un día por cada mil (1000) pesos moneda nacional de multa. En caso de reincidencia se duplicará el monto de la multa correspondiente.

Para graduar las sanciones se tendrá en cuenta lo dispuesto por el Art. 67 del Decreto Ley Nº 3928/57,

* Artículo 40: La multa nunca será impuesta con los beneficios de la ejecución condicional ni pagada en cuotas.

Al infractor primario en ningún caso se le hará sufrir arresto, debiendo reclamarse el cumplimiento de la misma por la vía de apremio.

* Artículo 41: El procedimiento para la aplicación de las sanciones se seguirá por lo dispuesto en el Título VII del Decreto-Ley 3928/57.-

TITULO VII DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y COMPLEMENTARIAS

Artículo 42: Lo dispuesto en la presente Ley entrará en vigencia a contar desde su promulgación, en la siguiente forma:

Inc. 1) Lo referente a instalaciones y disposiciones de seguridad que exijan reformas importantes en el edificio o en las maquinarias desde seis meses después, pudiendo acordarse por el Departamento del Trabajo hasta un año de plazo. Las demás disposiciones, seis meses después.

Artículo 43: Los propietarios de establecimientos y demás lugares de trabajos comprendidos en esta Ley, que se encontrasen en funcionamiento a la fecha de su promulgación y necesitaren efectuar reformas importantes en sus edificios o maquinarias para cumplir con estas disposiciones legales, deberán comunicarlo de inmediato al Departamento Provincial del Trabajo, el cual dispondrá la inspección correspondiente con personal técnico que asesore. Si el Departamento estimase necesario, podrá ampliar hasta en un año, como máximo, el plazo indicado en el artículo anterior.

La falta de comunicación o aviso dentro de los primeros sesenta días de promulgada esta Ley, hará perder los beneficios de la ampliación del plazo.

Artículo 44: Todo establecimiento o lugar de trabajo que se instale en lo sucesivo, deberá ser previamente inspeccionado por el Departamento del Trabajo y éste no autorizará la iniciación de tareas hasta tanto no se cumplan los requisitos de seguridad e higiene que la Ley establece.

Artículo 45: Cuando el establecimiento tenga el carácter de industria familiar o cuando en el lugar en que funcione no existan los medios necesarios para la implantación de dispositivos de refrigeración, acondicionamiento del aire, etc. , o cuando la implantación de los mismos tuviere un costo desproporcionado con relación al capital invertido, podrá el Departamento Provincial del Trabajo, por resolución fundada acordar permisos precarios, renovables por un año y ordenar obras de seguridad e higiene.

Artículo 46: El Poder Ejecutivo queda autorizado para ampliar por vía reglamentaria, los preceptos y propósitos de la presente Ley cuando por comprobaciones del Departamento Provincial del Trabajo o denuncias y reclamaciones de obreros, se compruebe la necesidad de hacerlo.
* Texto Art 39 Conforme sustitución Art 1 Ley 2585 (B.O 27-10 59)

Texto Art 40 Conforme sustitución Art 2 Ley 2585 (B.O 27-10 57)

Texto Art 41 Conforme sustitución Art 3 Ley 2585 (B.O 27-10 57)

LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 1589. Creación del Servicio de Transporte Sanitario.
Sanción: 05/12/1946
Artículo 1: Bajo la dependencia de la Dirección General de Salubridad, crease un servicio denominado "transporte sanitario", que tendrá las siguientes finalidades: 

El equipo aéreo: 

A) el transporte de enfermos o accidentados, en carácter de urgente, desde los distintos núcleos de población de la provincia a los centros hospitalarios, gratuitamente cuando se solicite la atención medica del Estado. 

B) el transporte de enfermos o accidentados, en carácter urgente, desde los distintos núcleos de población de la provincia a sanatorios u otras instituciones médicas particulares, debiendo el Estado cobrar a los interesados una tasa que fijara oportunamente. 

C) el transporte de personal técnico y elementos sanitarios en casos de epidemias que existan en lugares de población alejados. 

D) el transporte de comisiones medicas con fines de exploración y estudios sanitarios. 

El equipo terrestre: 

A) realizar la asistencia médica y odontológica ambulante, periódicamente, en los diferentes puntos de la provincia que se estime conveniente o necesario. 

B) efectuar por medio de su personal técnico y auxiliar estudios médicos sociales en los núcleos de población que se visiten, debiendo levantar cuadros demostrativos y estadísticos. 

C) propender por medio de su personal técnico a la realización de conferencias ilustrativas sobre temas médico-sociales, preferentemente de orden profiláctico, preventivo o higiénicos. 

D) todo aquello que la Dirección General de Salubridad estime conveniente para la mejor realización del fin para que ha sido creado. 

Artículo 2: Destinase hasta la suma de trescientos cincuenta mil pesos moneda nacional ($350.000 m.n), para la adquisición de: 

A) Dos aviones tipo sanitario (uno grande y otro chico) munidos de equipo de ambulancia y para transporte de elementos de primeros auxilios. 

B) Un equipo automóvil apropiado para el traslado de material sanitario, personal y enfermos. Estará dotado de: instalación de rayos x, laboratorio bioquímico, consultorio médico quirúrgico, ubicación del personal técnico y auxiliar y demás elementos que se consideren necesarios para el fin a que está destinado. 

C) Equipos transmisores y receptores de radios. Los equipos a adquirirse deberán ser nuevos, y tipo moderno. 

Artículo 3: el material referido en el artículo anterior, no podrá ser utilizado con otro fin que no sea el sanitario y para los fines determinados en el artículo primero. 

Artículo 4: el poder ejecutivo solicitará de los clubes aéreos existentes en la provincia o instituciones oficiales el uso permanente de sus campos o instalaciones a los fines de esta ley, y a su vez permitirá a esos organismos el uso de las instalaciones y campos que fueren de propiedad del estado. 

Artículo 5: El Poder Ejecutivo por intermedio de la Dirección Provincial de Vialidad hará los estudios necesarios para la instalación de campos de aterrizaje en los siguientes lugares de la provincia: 

Desaguadero, Uspallata, San Miguel, Arroyito, Punta del Agua, Bowen, San Pedro, Agua Escondida, El Sosneado, Malargüe, Rio Grande, Canalejas, Potrerillos, Villavicencio, Cohiueco, Llancanelo, Rincón de Las Bardas y en los que estime conveniente el poder ejecutivo. 

En los lugares en que fuere posible el cuidado de los campos quedara a cargo del personal de la Dirección Provincial de Vialidad. 

Artículo 6: El servicio médico regular y de ambulancia será atendido por la Dirección General de Salubridad, con su personal técnico actual, mientras se destinan cargos especiales al efecto en el presupuesto general de la provincia. 

Artículo 7: Las instalaciones y aparatos telefónicos y radiales de la policía de la provincia podrán ser empleados cuando fuere necesario, a los fines de la presente ley. 

Artículo 8: Declaranse de utilidad pública los terrenos necesarios para la instalación de campos de aterrizajes en los sitios determinados en el artículo quinto. Los gastos que demanden las expropiaciones serán tomados de rentas generales, con imputación a esta ley durante el presente año. En los años sucesivos el gasto deberá calcularse e incluirse en el Presupuesto General de la Provincia. 

Artículo 9: Fijase el siguiente presupuesto para el funcionamiento del servicio aéreo: 

Ítem 1- oficial 5 (piloto cat. B) 2-$700 c/u 16.800 

2- auxiliar 4 (mecánico especializado en aviación) 2-$300 c/u 7.200 

3- auxiliar 6 (radiotelegrafista) 2-$250 c/u 6.000 

4- auxiliar 7 1-$225 c/u 2.700 

Total anual 7 32.700 

Artículo 10: El presupuesto de gastos a que se refiere el artículo anterior, deberá ser incorporado al Presupuesto General de la Provincia. 

Artículo 11: La suma determinada en el artículo segundo, se tomará de Rentas Generales con imputación a la presente ley. 

Artículo 12: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley. 

Artículo 13: Comuniquese al Poder Ejecutivo. 

LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 2112. Uso de sal yodada como prevención del bocio endémico.
Sanción: 06/11/1952
Artículo 1: Establécese el uso obligatorio de sal yodada en el territorio de la provincia, como un elemento constituyente de la dieta normal y con los fines de prevenir la aparición del bocio endémico, salvo los casos individuales certificados por autoridad médica competente.

Artículo 2: Las autoridades sanitarias tendrán a su cargo la aplicación de la presente ley y fijaran la dosis de yodo que llevara la sal de acuerdo al decreto reglamentario.

Artículo 3: No podrá circular, ni tenerse en depósito, ni expenderse sal común en parte alguna del territorio de la provincia. Cuando fines industriales requieran el uso de sal sin yodo, deberá solicitarse ante las autoridades sanitarias el correspondiente permiso.

Artículo 4: La autoridad sanitaria tendrá a su cargo el contralor del contenido de yodo en las diferentes sales de consumo o de usos industriales, cuyas muestras, para examen, debe ser enviadas a la oficina de inspección.

Artículo 5: El Poder Ejecutivo de la provincia arbitrara los medios necesarios para asegurar la existencia de sal yodada en las condiciones establecidas por esta ley. Intertanto las autoridades sanitarias podrán autorizar la elaboración y expendio de sal yodada a entidades privadas, en las condiciones establecidas por los artículos 2o, 3o y 4o.

Artículo 6: El Poder Ejecutivo podrá realizar convenios con el gobierno nacional y con los gobiernos de otras provincias, para todo lo referente a la elaboración y mutua previsión de sal yodada.

Artículo 7: Autorizase al Poder Ejecutivo para que a propuesta de las autoridades sanitarias adquiera sal yodada con destino a ser distribuida entre el núcleo de población mas pobre y mas afectado por la endemia.

Artículo 8: A los efectos del cumplimiento de la presente ley, autorizase al Poder Ejecutivo a intervenir hasta la suma de cien mil pesos moneda nacional ($ 100.000,00), con imputación a esta ley, tomándose los fondos de rentas generales.

En los ejercicios sucesivos es el Poder Ejecutivo incluirá en el presupuesto anual de gastos correspondientes, los gastos que demande la aplicación de la presente ley.

Artículo 9: Toda infracción a las disposiciones de la presente ley, será castigada con multa de quinientos a dos mil pesos moneda nacional y clausura temporaria o definitiva de los comercios en que se cometiera la infracción.

El Poder Ejecutivo aplicara las sanciones previo trámite sumarial que el mismo deberá reglamentar y que contemplara la posibilidad de la defensa y de la apelación ante el juez correccional de turno.

Artículo 10: El importe de las multas, así como cualquier beneficio producido por la aplicación de esta ley, ingresara al fondo especial -ley 926- de salud pública.

Artículo 11: Dentro de los sesenta días de promulgada la presente ley, el Poder Ejecutivo procederá a su reglamentación.

Artículo 12: Derógase la ley No 1593 y toda otra disposición que se oponga a la presente.

Artículo 13: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 2464. Obligatoriedad de la vacunación antituberculosa.
Sanción: 17/07/1956

Artículo 1: Declárase obligatoria en todo el territorio de la provincia la vacunación y revacunación antituberculosa con B.C.G. En:

a) los recién nacidos;

b) los anargicos, cualquiera sea su edad.

Artículo 2: A los efectos del cumplimiento del artículo anterior, declarase obligatorio el examen clínico, inmunológico y radiológico de toda la población de la provincia, en la forma, tiempo, zonas y categoría de personas que determine la reglamentación.

Artículo 3: Las faltas de cumplimiento de las disposiciones de la presente ley serán penadas con multa de cien ($100) a quinientos ($500) pesos moneda nacional, sin perjuicio de la realización de lo ordenado.

Artículo 4: Los fondos recaudados por los conceptos a que se refiere el artículo anterior, ingresaran al "Fondo Especial de Salud Pública-Ley n. 926".

Artículo 5: Para cumplimentar la presente ley, autorizase al poder ejecutivo a invertir hasta la suma de cien mil pesos moneda nacional ($100.000 M/ n.), con imputación a la misma, tomándose los fondos de rentas generales.

En los ejercicios sucesivos, el Poder Ejecutivo incluirá en el presupuesto anual del Ministerio de Asistencia, la partida necesaria para atender los gastos que demande la aplicación de la presente ley.

Artículo 6: El Poder Ejecutivo procederá a la reglamentación de la ley dentro de los 180 días de su promulgación.

Artículo 7: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 2636. Reglamentos para Carreras Médicas.
Sanción: 29/11/1959
Artículo 1: En el territorio de la provincia, el ejercicio de la medicina, odontología, bioquímica y profesiones afines a ésta, veterinaria, farmacia y obstetricia, queda sujeto a las prescripciones de esta ley y a las reglamentaciones del ministerio de asistencia.

Artículo 2: Se considera ejercicio de esas profesiones el enunciar, prescribir o efectuar habitualmente en personas o animales cualquier procedimiento destinado a la conservación de la salud o al diagnóstico, pronóstico o tratamiento de las enfermedades, la preparación de recetas o el expendio de medicamentos, todo ello aún a título gratuito.

Artículo 3: Desde la publicación de esta ley, para ejercer en la provincia cualesquiera de las profesiones sanitarias, se requiere haber matriculado el título profesional en el ministerio de asistencia. Hacen excepción los casos previstos en los artículos 4, 13 y 14.

Artículo 4: Se permitirá el ejercicio accidental y aislado sin matriculación del título, cuando se trate de profesionales con diplomas de universidades nacionales o extranjeras residentes fuera de la provincia con motivo y en ocasión de realizarse congresos, reuniones científicas, etc., O aquéllos cuyos servicios sean requeridos para consulta y, en cada caso, por colega matriculado en el ministerio de asistencia.

Artículo 5: Podrán matricular su título:

a) las personas que tengan título otorgado o revalidado por universidad nacional;

b) las que tengan título otorgado por una universidad extranjera y que hayan cumplido los requisitos exigidos por las universidades nacionales para dar validez a su título;

c) los argentinos nativos que tengan título otorgado por universidad extranjera y que hayan cumplido los requisitos exigidos por las universidades nacionales para dar validez a su título;

d) las personas que tengan título otorgado por universidad extranjera y que hayan sido contratadas por el poder ejecutivo de la nación, el poder ejecutivo de la provincia o por universidades nacionales, pero solamente durante el tiempo que dure el contrato y en la materia objeto del mismo, en cuyo caso, la matriculación se hará con las limitaciones que surjan de los términos del contrato.

Artículo 6: Además de lo exigido en los artículos precedentes, el matriculado deberá:

a) poseer capacidad civil plena;

b) no estar inhabilitado por sentencia judicial para el ejercicio de su profesión;

c) constituir domicilio legal en el lugar donde prestará sus servicios y residir habitualmente en la provincia, a excepción de los casos especificados en el artículo 7.

Artículo 7: El profesional encuadrado en los términos de los incisos a), b) y c) del art.5 y que resida habitualmente fuera de la provincia, podrá matricular su título para ejercer periódicamente en ella siempre que, además de los requisitos generales, de cumplimiento a los siguientes:

a) designar a un colega matriculado, de radicación permanente en la localidad, de la misma especialidad, quien, durante la ausencia del profesional de ejercicio periódico, quedará a cargo de los tratamientos por éste instituidos;

b) sólo podrá atender pacientes en el domicilio de éstos o en sanatorios, clínicas, consultorios de otro colega o en local "ad hoc" sujeto a inspección del ministerio, dicho local, en ningún caso, podrá tener un destino diferente durante las ausencias del profesional. Los requisitos que este artículo establece, serán exigidos igualmente a los profesionales con ejercicio periódico en la provincia, que ya hayan obtenido su matriculación.

Artículo 8: En todos los casos, para la matriculación, el profesional deberá presentar el diploma, o en caso de pérdida, certificación del mismo expedida por la universidad de origen y legalizados por universidad nacional, cuando correspondiera. Se acompañarán los elementos de identidad que por reglamentación ministerial se establezcan.

Artículo 9: Cuando en el diploma no figure visiblemente el número de matrícula que haya correspondido al profesional, éste deberá obtener del ministerio un certificado que consigne dicho número

Artículo 10: AL matricularse, el profesional informará del o de los locales en que ejercerá habitualmente su actividad, consignando igualmente el domicilio particular, debiendo informar al ministerio de todo cambio que en lo sucesivo ocurra. Estos datos serán a la brevedad comunicados por la autoridad sanitaria a la policía de la provincia y dirección general del registro civil.

Artículo 11: Al matricularse el inscripto registrará la o las firmas que usará en los actos profesionales, debiendo hacer confeccionar un sello de las mismas el que quedará en poder de la autoridad sanitaria, a fin de remitir copia a las reparticiones que por su reglamentación se establezca. Dicho sello deberá ser actualizado cada diez años, salvo cambio de firma, el que deberá ser comunicado de inmediato al ministerio de asistencia.

Artículo 12: El profesional que extraviara el diploma deberá hacerlo saber de inmediato al ministerio de asistencia y gestionar ante la universidad de origen una certificación que lo reemplace, obtenida ésta, la presentará al ministerio para su registro en el libro de matrícula.

Artículo 13: Declárense canceladas las autorizaciones hasta ahora conferidas para el ejercicio de las profesiones sanitarias que esta ley reglamenta. Las personas que no estando en las condiciones que especifica el art.5, Han ejercido hasta ahora esas actividades deberán inscribirse en un registro que el ministerio de asistencia abrirá por única vez y por noventa días. Llenado este requisito solicitarán a esa secretaría de estado, la autorización para ejercer la que, de ser otorgada, lo será por períodos eventualmente renovables de hasta cinco años cada una; en cada ocasión el poder ejecutivo, de acuerdo al dictamen del consejo deontológico correspondiente fijará la zona, tiempo y demás modalidades de la autorización. La infracción a las mismas, comprobadas por sumario, determinará la caducidad de la autorización; esta circunstancia no impedirá que el infractor pueda solicitar nuevamente la autorización, al cabo de un año.

Artículo 14: Fuera de los casos previstos en el artículo anterior, el poder ejecutivo con intervención del correspondiente consejo deontológico, podrá autorizar a personas con diplomas de universidad extranjera y únicamente en zonas con insuficiente dotación de profesionales del ramo, una vez agotados los medios legales, para radicar profesionales nacionales.

El autorizado deberá iniciar los trámites de reválida en universidad nacional antes de cumplir un año de ejercicio y terminado en un plazo que fijará el ministerio de asistencia, de acuerdo a informes que proporcione dicha universidad, el que no podrá ser mayor de seis años.

Artículo 15: La facultad de ejercer la profesión que otorgan la matrícula y la autorización, se interrumpe por:

a) sanción disciplinaria;

b) alteraciones o anormalidades psíquicas persistentes o reiteradas, sin alienación, cuando éstas determinan una evidente perturbación en la conducta pública, o cuando dichas alteraciones psíquicas influyan en la capacidad de efectuar la tarea profesional en grado tal que, de la misma, pueda resultar un peligro para los pacientes;

c) alienación mental;

d) en los casos de los incisos b) y c) del art.6.
Cuando se trate de alteraciones psíquicas o de alienación deberá antes recabarse dictamen en el instituto de criminología y medicina legal de la provincia y de la cátedra de clínica psiquiátrica.

Artículo 16: La autoridad policial que tuviera conocimiento de la instalación, dentro de su jurisdicción, de un profesional del ramo que esta ley reglamenta, lo hará saber a la brevedad al ministerio de asistencia.

Artículo 17: Periódicamente el ministerio de asistencia requerirá de la dirección general del registro civil, la nómina de los profesionales del ramo fallecidos en el territorio de la provincia.

Artículo 18: El ejercicio de cada profesión no podrá exceder los límites de su título habilitante.

Artículo 19: Se prohíbe el ejercicio simultáneo de la profesión de farmacéutico con la de médico, odontólogo o veterinario.

Artículo 20: Los locales para el ejercicio profesional estarán acordes con las normas del decoro y llenarán los requisitos de higiene que la reglamentación establezca y podrán ser inspeccionados por el ministerio de asistencia.

Artículo 21: La autoridad sanitaria podrá exigir al profesional, en cualquier momento, la exhibición del diploma y certificado de matrícula.

Artículo 22: La enunciación de títulos, dignidades, cargos, especialización y trabajos científicos, ya sea en avisos, chapas profesionales, recetarios, circulares, conferencias, artículos periodísticos y toda otra forma que vincule al profesional como tal con el medio, deberá ajustarse a lo prescripto por esta ley y por la reglamentación que dictará en cada rama, el respectivo consejo deontológico.

Artículo 23: Podrá usarse el título de especialista en determinada materia cuando se cuente con diploma o certificado de tal, expedido por universidad nacional, o en su defecto, cuando así lo haya calificado el correspondiente consejo deontológico del ministerio de asistencia. Para este supuesto, el consejo tomará en cuenta:

a) trabajos científicos;

b) cursos de especialización a los que haya asistido;

c) concurrencia a centros especializados;

d) antigüedad en la práctica de la especialidad;

e) opinión de las sociedades científicas;

f) dedicación a la especialidad previamente a la graduación.

Artículo 24: En cada rama los consejos deontológicos determinarán las especialidades admitidas, su denominación y la del profesional que la ejerce.
Artículo 25: El profesional podrá hacer su publicidad sólo en diarios, revistas científicas o gremiales de su profesión, guía telefónica y guías generales. En ausencia de diarios en la localidad de radicación, podrá hacerlo en los periódicos que, con carácter de prensa pública, allí se dicten. En las localidades que no existan esas formas publicitarias, el profesional podrá imprimir avisos para fijar en farmacias, oficinas públicas y bancos, sólo durante el lapso que medie entre los treinta días previos y posteriores a su radicación.

Artículo 26: La publicación de avisos profesionales requerirá la aprobación previa en texto y forma, del respectivo consejo deontológico. El incumplimiento de esta disposición hará pasible de sanción al avisador.

Artículo 27: En la chapas profesionales y avisos sólo podrán figurar el título profesional, título de especialista o denominación de la especialidad, días y horas de atención al público, reservas de turnos, teléfonos y domicilio. La mención del título de "profesor" queda reservada para los profesionales en ejercicio de cátedras universitarias y en relación con la especialidad que anuncia, debiendo especificarse su condición de titular, adjunto o docente libre.

En los formularios para uso profesional pueden agregarse títulos docentes universitarios, cargos técnicos, profesionales y dignidades emanadas de organismos científicos; las respectivas denominaciones deberán ser precisas; los cargos actualmente no ejercidos deben ser precedidos por la palabra "ex".

Artículo 28: Los profesionales podrán dirigir circulares a sus clientes en casos de ausencia o cambios de horarios, de domicilio o de teléfonos. Podrán enviar circulares a sus colegas en aquellas circunstancias o para comunicar la instalación de aparatos o métodos relativos al ejercicio de la profesión. En ambos casos las circulares deberán ajustar su texto a lo prescripto para los formularios en el art.27.

Artículo 29: Para el caso de las farmacias y de organizaciones para la atención de la salud (sanatorios, clínicas, institutos o similares) los respectivos consejos deontológicos reglamentarán lo referente a publicidad.

Artículo 30: Los profesionales que esta ley reglamenta no podrán estar vinculados comercial o técnicamente con establecimientos que elaboren, distribuyan o expendan elementos susceptibles de ser recetados en sus respectivas profesiones. Tampoco podrán recibir participación en dinero o en otras formas por parte de esos establecimientos, ni de laboratorios de análisis o farmacias.

Artículo 31: Sólo se permitirá la asociación de médicos, odontólogos o veterinarios con profesionales que realicen análisis y exámenes auxiliares de uso en sus respectivas profesiones, cuando entre ellos integren asociaciones asistenciales como sanatorios, clínicas, institutos o similares, las que estarán sujetas al régimen legal de las sociedades. En dichas organizaciones se permitirá la instalación de talleres especializados para proveer de elementos protésicos a los pacientes de los profesionales asociados, con exclusión de los demás.

Artículo 32: Sólo las sociedades constituidas legalmente pueden prestar servicios asistenciales en todos sus aspectos, mediante el pago de abonos o mensualidades. Tendrán que estar constituídos por médicos exclusivamente, quiénes dirigirán en forma personal los distintos servicios, que deberán ser prestados al afiliado en forma efectiva y en un todo de acuerdo con el contrato de abono.

El poder ejecutivo por intermedio del ministerio de salud pública reglamentará el presente artículo teniendo en cuenta las siguientes condiciones:

a) que el afiliado contrate servicios que le sean claramente mencionados, los cuales no podrán ser reformados sin previa autorización del poder ejecutivo. Tal reforma empezará a regir a los noventa (90) días de su aprobación y deberá ser comunicada a los afiliados dentro de los diez (10) días de conocida la autorización;
b) que exista un número de médicos proporcional al número de afiliados;
c) que la retribución mínima a los profesionales y auxiliares contratados, por las organizaciones que presten servicios asistenciales por el sistema de abonos o mensualidades, sea igual al fijado para las mismas tareas por la administración pública provincial.

El ministerio de salud pública otorgará la autorización para su funcionamiento y la cancelará en caso de incumplimiento, siendo personal y solidariamente responsables los integrantes de la sociedad, de los daños y perjuicios que pudieran ser ocasionados, aparte de las sanciones administrativas que pudieran corresponder.

Las sociedades, asociaciones y mutualidades sin fines de lucro, podrán prestar servicios de medicina por abono, sin estar sujetas a las disposiciones de este artículo.

Artículo 33: Los profesionales reglamentados por esta ley no podrán partir sus honorarios con quien les remita un paciente.

Cuando en la atención de un enfermo hayan colaborado dos o más facultativos, éstos podrán presentar sus honorarios conjuntamente, lo que deberá expresar de un modo concreto al cobrar los mismos.

Artículo 34: Las recetas deberán formularse en castellano, legiblemente escritas de puño y letra, fechadas y firmadas. En ellas el profesional especificará el número de veces que el farmacéutico podrá repetir el expendio de medicamentos con esa receta; en la misma se anotará cada entrega. Si el profesional formulante no estampará especificación alguna, queda entendido que ese expendio no podrá ser repetido sin nuevas recetas.

Artículo 35: En caso de incumplimiento de algunas de las disposiciones de esta ley y las reglamentaciones que se dicten para su ejecución, sin perjuicio de las acciones penales que correspondan al poder ejecutivo de acuerdo a la naturaleza del hecho, su gravedad y reincidencia del infractor, aplicará, previo dictamen del consejo deontológico respectivo, multas de cien a cincuenta mil pesos moneda nacional, y/o suspensión en el ejercicio profesional de un mes a cinco años, con publicidad de las penas a expensas del infractor.

En caso de que la infracción cometida fuere de poca gravedad y el responsable no revistiere el carácter de reincidente, el poder ejecutivo podrá hacerle objeto de llamadas de atención y/o apercibimiento, de los que se tomará nota en su legajo.

Se mantienen todas las disposiciones legales referentes al ejercicio de las profesiones reglamentadas que no hayan sido modificadas por la presente ley.

CAPITULO II: DE LOS CONSEJOS DEONTOLÓGICOS

Artículo 36: Para cada profesión reglamentada por esta ley, existirá un consejo deontológico, que tendrá por finalidad velar para que el ejercicio de la misma se cumpla dentro de las normas legales y éticas.

Artículo 37: Son facultades de los consejos deontológicos, en sus respectivas ramas:

1) dictaminar en el otorgamiento de las autorizaciones para el ejercicio profesional que prevén los arts.13 Y 14 de esta ley.

2) Dictaminar sobre sanciones a profesionales en el ejercicio de su actividad.

3) Reglamentar la publicidad de los profesionales en todas sus formas.

4) Determinar el número y denominación de las especialidades, nómina que deberá ser actualizada cada dos años.

5) Confeccionar cada seis meses la lista de especialistas de acuerdo a los términos del art.23.

6) Reglamentar las características de las chapas que fijan los profesionales en los locales en que ejercen.

7) Fijar las normas a que ha de atenerse la publicidad de las organizaciones colectivas para la atención de la salud y la de las farmacias.

Artículo 38: Consejos deontológicos prestarán asesoramiento al ministerio de asistencia y demás organismos públicos en todos los problemas de orden deontológico que les sean consultados.

Artículo 39: Las resoluciones tomadas por los consejos deontológicos, de acuerdo a las facultades expresadas precedentemente, serán ejecutadas por el ministerio de asistencia, en el plazo que la reglamentación de esta ley determina.

Artículo 40: Cada consejo deontológico estará integrado por cinco miembros titulares y tres suplentes, a excepción del de veterinaria que lo estará por tres y uno, respectivamente. Uno de los titulares de cada consejo deontológico será designado directamente por la federación gremial provincial correspondiente. Los miembros restantes serán elegidos por todos los profesionales de cada rama que estén matriculados en el ministerio de asistencia. Para este objeto, las normas electorales serán las que rigen a la fecha de la sanción de esta ley para la elección del jurado de concursos. Ambos actos eleccionarios tendrán lugar simultáneamente. Las designaciones resultantes son de aceptación obligatoria por parte de los electos.

Artículo 41: Los integrantes de los honorables consejos deontológicos y jurados de concursos, deberán tener un mínimo de diez años en ejercicio profesional y durarán tres años en sus funciones pudiendo ser reelegidos.

Artículo 42: Los consejos deontológicos sesionarán previa convocatoria del ministerio de asistencia o a solicitud de entidades gremiales de la profesión; también podrán hacerlo por pedido de un consejero. Las sesiones serán secretas, pudiendo asistir a las mismas el ministro y el subsecretario técnico o los funcionarios que éstos designen para cada eventualidad con el fin de reemplazarlo. Presidirá el consejero de mayor antigüedad en el ejercicio profesional. Las actuaciones serán escritas y sus conclusiones serán elevadas al ministro.

Artículo 43: Cada consejo deontológico dictará su reglamento interno.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 44: El primer acto eleccionario para constituir los consejos deontológicos se hará sin esperar la realización del que tendrá lugar para renovar el actual jurado de concursos. El mandato de los así electos caducará conjuntamente con el de los miembros del jurado actual.

Artículo 45: Si al realizarse la elección para integrar los consejos deontológicos, no estuvieran constituidas las federaciones gremiales provinciales, el cargo de consejero que le corresponda será cubierto por el delegado que designe la entidad gremial que cuente con mayor número de afiliados.

Artículo 46: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
*Texto Art 01 Conforme sustitución Art 01 Ley 2929 (BO 1961 12 12) Texto Art 32 Conforme sustitución Art 01 Ley 3291 (BO 1965 11 11) Texto Art 41 Conforme sustitución Art 01 D/E 1856/74 (BO 1974 12 26).
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 3509. Actualización de certificados de salud.
Sanción: 22/07/1965
Artículo 1: Durante el transcurso de cada año, el alumnado de todos los establecimientos que funcionan en la provincia, deberá actualizar los certificados que se expresan en las disposiciones siguientes:

a) Los previstos por la ley Nº 345 -vacuna antivariólica-; ley Nº 3644 -reacción de mantoux y vacuna bgg en los anérgicos- y la ley Nº 1177 vacuna antidiftérica-, después de los doce (12) años, estará limitada a quienes no reaccionen positivamente la prueba de schick;

b) De vacuna antipoliomielítica y antitetánica;

c) De examen clínico en general;

d) De vacuna anticoqueluchosa hasta los doce (12) años limitada a los niños que no han padecido dicha enfermedad;

e) Control de pulmón; y f) Certificado buco-dental.

Artículo 2: El examen será efectuado por el cuerpo médico escolar o por el Ministerio de Salud Pública, a cuyo efecto coordinarán su acción, conforme a la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo.

Artículo 3: Créase la libreta de sanidad escolar, en la cual se consignarán las certificaciones a que se refiere la presente ley.

Artículo 4: A Los fines del cumplimiento de esta ley, autorizase al Poder Ejecutivo a destinar hasta la suma de dos millones de pesos moneda nacional ($ 2.000.000,- M/n), con imputación a rentas generales, debiendo incorporarse la partida necesaria en el presupuesto general de gastos de la provincia.

Artículo 5: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 2908. Creación de la Escuela de Servicio Social de Mendoza
Sanción: 29/11/1961
Artículo 1: Créase la Escuela de Servicio Social de Mendoza, en calidad de instituto de enseñanza superior y como dependencia de la Dirección General de Escuelas de la provincia.
Artículo 2: serán finalidades de esta escuela, las siguientes:
a) formar asistentes sociales;
b) organizar periódicamente cursos de perfeccionamiento para graduados;
c) preparar el personal auxiliar y voluntario que las necesidades de los programas señalen;
d) realizar estudios económico-sociales sobre la realidad regional;
Artículo 3: el plan de estudios y los programas de la escuela, comprenderán las materias generales y profesionales (teóricas y prácticas) consideradas como básicas en las reuniones internacionales de servicio social que, periódicamente, patrocinan las naciones unidas para analizar el contenido de la formación para servicio social y deberán orientarse hacia las características y necesidades locales de la provincia.
Artículo 4: La Escuela de Servicio Social de Mendoza estará dirigida y administrada por un director, un vicedirector, dos supervisores y un subsecretario técnico administrativo, que deberán poseer títulos de asistentes o visitador social y serán nombrados por el director general de escuelas, previo concurso de oposición, méritos y antecedentes.
Artículo 5: Los profesores de la Escuela de Servicio Social, deberán poseer título profesional que los habilite para dictar la materia de su respectiva especialidad y tener acreditados antecedentes de su especialización en el campo del servicio social.
En todo caso, serán preferidos aquellos que tengan el título de Asistentes o Visitador Social.
Artículo 6: El personal directivo, docente y administrativo de la Escuela de Servicio Social de Mendoza, deberá reunir, además, los siguientes requisitos:
a) mayoría de edad;
b) gozar de buen estado de salud;
c) acreditar antecedentes morales, de conducta y de convicciones republicanas y democráticas inobjetables.
Artículo 7: Los requisitos de ingreso para los alumnos de la escuela, serán los siguientes:
a) tener entre 18 y 40 de edad;
b) poseer el título de bachiller o maestro;
c) gozar de buen estado de salud;
d) poseer las condiciones vocacionales y de personalidad compatibles con el ejercicio de la profesión;
e) acreditar buena conducta y antecedentes morales inobjetables;
f) someterse al examen de ingreso que la escuela señale anualmente.
Artículo 8: La Escuela admitirá alumnos del sexo masculino y femenino.
Artículo 9: No se permitirá la categoría de los alumnos denominados "libres". las promociones serán por "cursos" y no por materia, necesitándose además asistencia del 80% de las clases teóricas y prácticas. para ello la enseñanza tendrá como base didáctica el diálogo, la práctica, los trabajos de campo y seminario.
Artículo 10: La Escuela de Servicio Social de Mendoza otorgará, a la terminación de los cursos organizados conforme al artículo tercero, el título de "Asistente Social", que habilitará para ejercicio de la profesión de servicio social.
Artículo 11: Los asistentes sociales egresados de la Escuela de Servicio Social de Mendoza que se crea por la presente ley, se designarán con preferencia en los cargos de la administración central de las reparticiones autárquicas que tengan relación específica con los servicios sociales.
Artículo 12: La Dirección General de Escuelas de la provincia deberá contratar un técnico especializado en servicio social de reconocido prestigio y de experiencia internacional, a fin de que estructure y organice definitivamente la escuela de servicio social que se crea por la presente ley, de conformidad a las bases que en la misma se fijan, y para que la dirija durante el primer año, y a dos asistentes sociales, también de reconocido prestigio y experiencia, para que se desempeñen durante el primer año en calidad de supervisores, de entre los integrantes de dos ternas propuestas por el técnico especializado.
Artículo 13: El técnico especializado y los asistentes sociales a que se refiere el artículo anterior, deberán someter a la aprobación del director general de escuelas, antes del 15 de febrero de 1962, el plan de estudio, los programas sintéticos, teórico y prácticos del examen de ingreso y de las asignaturas de los cursos y el reglamento a que deberá ajustar su funcionamiento la Escuela de Servicio Social de Mendoza, todo de conformidad a las bases que esta ley fija, a fin de que se inicien los cursos de primer año y de perfeccionamiento para graduados en la misma fecha que comienza el período lectivo.
Artículo 14: Al finalizar el período lectivo 1961, quedará cerrada la inscripción a la actual escuela de visitadores de higiene social, pasando su actual directora interina a desempeñar exclusivamente sus funciones de directora de la escuela de auxiliares de farmacia.
Los alumnos que terminen y aprueben el segundo curso de la actual escuela de visitadores de higiene social recibirán certificados con el título de "visitador de higiene social".
Artículo 15: los técnicos especializados referidos en el artículo 12, deberán estudiar y proponer a la dirección general de escuelas las bases de un régimen que haga posible:
a) que los egresados de la actual escuela de visitadores de higiene social, que tengan título de bachiller o maestro, continúen y completen sus cursos en la escuela de servicio social, que se crea por la presente ley, previo examen de competencia;
b) que los alumnos que actualmente cursen el primer año de la escuela de visitadores de higiene social, que tengan el título de bachiller o maestro, ingresen en primer año de la escuela de servicio social, reconociéndoles las equivalencias que fueren pertinentes;
c) mantener en la escuela de servicio social, un curso correspondiente al segundo año de la actual escuela de visitadores de higiene social, a fin de la misma, en el periodo lectivo 1961, completen los dos cursos de sus estudios y reciban los certificados expresados en el artículo catorce.
Artículo 16: Destínase, para el cumplimiento de la presente ley:
a) hasta la suma de quinientos mil pesos moneda nacional ($ 500.000 m.n) a los efectos previstos en el artículo 12; y
b) hasta la suma de tres millones de pesos moneda nacional ($ 3.000 000 m.n), a los efectos de adquirir el mobiliario, libros, folletos, ficheros y material para los trabajos de catalogación y clasificación necesarios para el funcionamiento de la escuela y pago de alquileres y sueldos del personal directivo, docente, administrativo y de servicio.
Las sumas expresadas, se pagarán de rentas generales con imputación a esta ley.
Artículo 17: Incorpórase en carácter de obra nueva en las planillas analíticas que integran el plan de obras públicas -ley 2541-, capítulo i: inversiones centralizadas; anexo 1: ministerio de economía, obras públicas y riego; inciso 3: dirección de arquitectura y urbanismo; rubro 1: educación: construcción edificio de la escuela de servicio social, cuatro millones de pesos moneda nacional ($ 4.000.000 m.n).
Artículo 18: Considérase incrementado el monto respectivo de los créditos totales del plan de obras públicas, en la medida autorizada en el artículo anterior.
Artículo 19: El gasto que demande el cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 17 y 18 de la presente ley, se atenderá tomando los fondos necesarios del Régimen del Plan de Obras Públicas -Ley 2 541-.
Artículo 20: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 3080. Tratamiento y aprovechamiento de efluentes cloacales e industrialización de basura.
Sanción: 30/10/1964
Artículo 1: Dispónense la construcción de un conjunto industrial integrado, en el lugar denominado Campo Espejo del Departamento Las Heras, con destino al tratamiento y aprovechamiento de los efluentes cloacales e industrialización de la basura proveniente de Capital, Godoy Cruz, Guaymallén y Las Heras y de los departamentos que en el futuro establezca el Poder Ejecutivo.

Artículo 2: La construcción y habilitación de la obra se llevará a cabo por el sistema de licitación pública, pudiendo presentarse a la misma, empresas nacionales o extranjeras.

Artículo 3: Bases técnicas de la obra:

a) La construcción comprenderá un conjunto industrial, integrado de plantas complementarias entre sí, para la industrialización de la basura y tratamiento de los efluentes cloacales;

b) El conjunto industrial deberá producir agua apta para riego y abonos orgánicos, con destino a su industrialización en la agricultura;

c) El plazo máximo de entrega de la obra totalmente terminada y en perfectas condiciones de funcionamiento y producción, no podrá exceder de treinta (30) meses, contados desde la fecha en que se firmare el contrato respectivo;

d) El tratamiento de los efluentes cloacales deberá ser completo, comprendiendo el tratamiento físico, biológico, de todos e higienización de las aguas que las habiliten para que sean utilizadas solamente con destino a riego, sin peligro para la salud;

e) La planta deberá construirse inicialmente con unidades digestoras para tratar ochenta mil metros cúbicos (80.000 m3) por día de efluentes cloacales; y circuitos de procesamientos capaces de tratar doscientas toneladas (200 tn.) diarias de basura como mínimo respectivamente.

Los edificios, unidades y circuitos de procesamiento, deberán ser construidos previendo su ampliación, para cubrir necesidades futuras.

Artículo 4: Bases para la financiación de la obra:

a) La o las empresas que tomen a su cargo la ejecución de las obras, deberán financiar por su exclusiva cuenta, la construcción, terminación y habilitación del conjunto industrial integrado;

b) El capital invertido de acuerdo al inciso anterior, devengará intereses desde las fechas de su inversión. El reembolso del capital e intereses podrá efectuarse a la o las empresas contratantes por transferencia de tierras fiscales ubicadas en zonas y lugares aptos para la explotación agrícola, en petróleo, en dinero, por concesión de la planta industrial construida por un término fijo de años, o por cualquier otro medio que se arbitre de conformidad con el contrato respectivo, el que podrá contener una combinación de medios de reembolsos, de acuerdo con las posibilidades y necesidades de la financiación.

Los intereses del capital invertido no podrán exceder del diez por ciento (10%) anual;

c) En caso de que el pago se efectuare total o parcialmente por transferencia de dominio de tierras fiscales, será condición indispensable que las mismas sean parceladas y destinadas a la colonización, en fracciones no mayores de quince hectáreas (15 Has), en un plazo máximo de ocho (8) años, a contar de la transferencia del referido dominio. El parcelamiento deberá adecuarse a los términos y condiciones de las leyes de colonización. Si la venta de las tierras parceladas no se efectuare en el plazo fijado, las no vendidas, pasarán ip-so-jure al dominio de la Provincia en forma inmediata y sin cargo alguno para ella; y

d) En el caso de efectuarse el pago de tierras fiscales, el valor de las mismas será establecido por la Comisión Inmobiliaria creada por Decreto-Ley N. 6745/57 (t.o. leyes Nº. 1922 y 2004), siguiendo las normas que a tal efecto el mismo fija.

Artículo 5: Declárase de utilidad pública y sujeta a expropiación por parte del Poder Ejecutivo, la basura recolectada por las municipalidades comprendidas en la zona de influencia de la planta industrial a que se refiere esta ley, en cuyo caso deberá pagarle una indemnización. Tanto en el caso de expropiación como en el convenio, el monto que percibirán las municipalidades, no podrá ser inferior a los ingresos que, por este concepto, hubiere tenido la respectiva municipalidad en el ejercicio financiero inmediato anterior al de habilitación de la obra. Autorízase asimismo al Poder Ejecutivo, para celebrar convenios con las mencionadas municipalidades para la entrega y utilización de la basura recolectada por ellas, debiendo preverse, en este caso, una participación municipal en los beneficios que arroje el ejercicio anual de la planta industrial. Dicha participación, será determinada por el volumen en toneladas de basura que entregue o aporte cada comuna para su industrialización y procesamiento.

Artículo 6: Oportunamente la H. Legislatura deberá dictar la ley a que se ajustará la utilización de las aguas para riego, mencionadas en el Inc. d) del art.3.

Artículo 7: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 3080. Reestructuración del Cuerpo Médico Escolar
Sanción: 05/12/1964
Artículo 1: El cuerpo médico escolar, será reestructurado a fin de que pueda cumplir, dotado de suficiente material humano y técnico, con el cuidado de la salud del niño en edad escolar.

Artículo 2: Tendrá un departamento general con asiento en la ciudad de Mendoza, encargado de estudiar, organizar u distribuir sus funciones específicas.

Artículo 3: El cuerpo médico escolar se encargará de las siguientes funciones llevadas a cabo en las secciones respectivas:

a) Educación sanitaria (boletín, conferencias, ateneos y simposios);

b) Consultorios y dispensarios;

c) Inspección médica;

d) Vigilancia y control de ausentismo de docentes y personal administrativo de la Dirección General de Escuelas, a los efectos de su competencia;

e) Asesoramiento a la escuela de servicio social;

f) Cuerpo de visitadores escolares;

g) Registro sanitario escolar;

h) Asesoramiento técnico a los comedores escolares;

i) Protección total al escolar (medicina social, preventiva y asistencial;

j) Deserción escolar;

k) Colaboración con asociaciones periescolares;

l) Asesoramiento en la selección, clasificación y distribución de colonias de vacaciones;

m) Coordinación con la inspección de educación física;

n) Campaña de vacunación y medicina preventiva;

ñ) Exámenes y catastro a docentes y alumnos.

Artículo 4: Dividirá la provincia en zonas escolares, que serán las siguientes:

a) Zona primera: Ciudad Capital, Guaymallén, Las Heras y Godoy Cruz;

b) Zona segunda: San Rafael;

c) Zona tercera: San Martín, Junín y Rivadavia;

d) Zona cuarta: Luján y Maipú;

e) Zona quinta: Lavalle;

f) Zona sexta: Tunuyán, Tupungato y San Carlos;

g) Zona séptima: Santa Rosa y La Paz;

h) Zona octava: General Alvear;

i) Zona novena: Malargüe.

Artículo 5: Cada una de las zonas contará con uno o varios consultorios de concentración, el cual organizará y distribuirá la labor en todo el territorio de la zona, debiendo contar cada una de ellas con un cuerpo técnico formado por: médicos, odontólogos y visitadores escolares.

Artículo 6: El personal técnico del cuerpo médico escolar, se distribuirá de la siguiente manera.

a) Departamento central: un (1) médico inspector; tres (3) médicos clínicos; cinco (5) médicos pediatras; un (1) médico dermatólogo; un (1) médico dietólogo; un (1) médico especializado en recaudación física; dos (2) médicos especializados en psicología infantil; dos (2) médicos especializados en psiquiatría infantil; dos (2) médicos oculistas; dos (2) médicos especialistas otorrinolaringología; un (1) médico ginecólogo; seis (6) psicómetras y seis (6) visitadores escolares. Este personal además de atender la zona primera, tendrá a su cargo la organización e inspección de todas las zonas departamentales;

b) Zona segunda: tres (3) médicos; dos (2) odontólogos y tres (3) visitadoras;

c) Zona tercera: tres (3) médicos; tres (3) odontólogos y tres (3) visitadoras;

d) Zona cuarta: dos (2) médicos; dos (2) odontólogos y dos (2) visitadoras;

e) Zona quinta: un (1) medico; un (1) odontólogo y tres (3) visitadoras;

f) Zona sexta: tres (3) médicos; tres (3) odontólogos y tres (3) visitadoras;

g) Zona séptima: un (1) medico; un (1) odontólogo y tres (3) visitadoras;

h) Zona octava: un (1) medico; un (1) odontólogo y dos (2) visitadoras;

i) Zona novena: un (1) medico; un (1) odontólogo y dos (2) visitadoras.

Artículo 7: En el departamento central y en cada una de las zonas médico escolares se instalarán los respectivos consultorios y equipos necesarios, como así también se nombrará el personal que sea menester para el desenvolvimiento de dichas tareas.

Artículo 8: El cuerpo médico escolar contará con movilidad propia; automotores, vehículos con consultorios ambulantes, médicos y odontológicos y ambulancias.

Artículo 9: El cuerpo médico escolar tendrá a su cargo el otorgamiento visación y fiscalización de certificados de licencias por enfermedad de docentes, alumnos, personal administrativo y de servicio, siendo este organismo el único indicado para hacerlo.

Artículo 10: El personal de visitadoras y psicómetras del cuerpo médico escolar, luego de la calificación respectiva por parte de la Dirección General de Escuelas, será escalafonado según las previsiones de la ley N. 2476- Estatuto del Docente.

Artículo 11: Los cargos que sean necesarios crear, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 6o y 7º serán incorporados a la ley de presupuesto general de la provincia para el año 1965.

Artículo 12: Autorízase al Poder Ejecutivo a invertir hasta la suma de treinta millones de pesos moneda nacional (pesos 30.000.000 M/n.) Para los gastos que demande la presente ley. Dicho monto será tomado de rentas generales con imputación a la misma.

Artículo 13: Derógase toda disposición que se oponga a la presente ley.

Artículo 14: Esta ley será reglamentada dentro de los noventa (90) días de su promulgación.

Artículo 15: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 3177. Creación del Centro de Enfermedades Respiratorias.
Sanción: 30/07/1965
Artículo 1: Créase el Centro de Enfermedades Respiratorias de la provincia, dependiente del Ministerio de Salud Pública, cuya función será entender en todo lo que se relacione con los enfermos y las enfermedades de la materia, en su faz de investigación, prevención, curación y rehabilitación.

Artículo 2: Autorízase al Poder Ejecutivo para invertir hasta la suma de diez millones de pesos moneda nacional (10.000.000,00 M/n), en la adquisición de pulmotores, corazas, respiradores de presión positiva, ventilómetros, espirógrafos, broncoespirógrafos, y otros modernos aparatos especializados, como también instrumental, moblaje, ropas y demás elementos necesarios para su equipamiento.

Artículo 3: El Centro de Enfermedades Respiratorias funcionará en el local que al efecto le destine el Poder Ejecutivo.

Artículo 4: El Ministerio de Salud Pública dispondrá lo pertinente, a fin de que a ese organismo se le asigne el personal de médicos (cargos que desempeñarán conforme al régimen de concursos-ley no 2635), kinesiólogos, cabos, enfermeros, mucamos y otros que sean necesarios para su normal funcionamiento, debiendo designarlo del que actualmente presta servicios en los distintos establecimientos asistenciales, previa especialización en la materia.

Artículo 5: El gasto que demande el cumplimiento de la presente ley, se atenderá tomando los fondos necesarios de rentas generales con imputación a la misma.

Artículo 6: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley, dentro del término de 90 días, a partir de su promulgación.

Artículo 7: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 3537. Ratificación de los Decretos 5510 y 5551. Traspaso de efectores Nacionales a la Provincia de Mendoza.
Sanción: 20/02/1968
Artículo 1: Ratifícase el Decreto Nº 5510 de fecha 5 de octubre de 1967 cuya parte dispositiva establece:

Art.1º - Apruébase el convenio realizado entre la Secretaría de Estado de Salud Pública de la Nación, el interventor en el Instituto Nacional de Salud Mental y el Ministerio de Bienestar Social, cuyas cláusulas son las siguientes: (ver texto convenio en anexo a)

Art.2º - Ratifícase el Decreto Nº 5551 de fecha 6 de octubre de 1967 cuya parte dispositiva son las siguientes:

Art.3º - Apruébase el convenio entre la Secretaría de Estado de Salud Pública de la Nación y el Ministerio de Bienestar Social, cuyas cláusulas son las siguientes: (Ver texto convenio en anexo b)

Art. 4º - Cúmplase, comuníquese, publíquese y dése al Registro Oficial.

ANEXO A: Convenio entre la Secretaría de Estado de Salud Pública de la Nación y el Ministerio de Bienestar Social
CLÁUSULAS:
PRIMERA: La Nación transfiere en carácter definitivo a la provincia y esta recibe a título gratuito, el Hospital Nacional Neuropsiquiátrico "El Sauce", sito en la localidad de Guaymallén, Mendoza.

Esta transferencia comprende el dominio del inmueble y todas las instalaciones, bienes muebles y vehículos afectados al mismo.

SEGUNDA: La transferencia de bienes muebles, instalaciones, vehículos e inclusive elementos de consumo, se operará sobre la base de sus inventarios reales a practicarse en la repartición mencionada, labrándose las actas respectivas de entrega, en 4 (cuatro) ejemplares debidamente autenticados, todos del mismo valor.

Por lo que se refiere al inmueble, su situación es la registrada en los respectivos legajos censales archivados en la Contaduría General de la Nación a la provincia al concretarse la transferencia del establecimiento.

TERCERA: El personal que constituye el plantel actual del establecimiento y el que sea designado en los cargos detallados en planilla anexa y que forma parte de este convenio, será mantenido a cargo del presupuesto del Instituto Nacional de Salud Mental y adscripto a ese establecimiento.

Las eventuales bajas que se produzcan por causas no imputables a Nación o que deriven de la aplicación de su régimen disciplinario no serán cubiertas por esta, quedando a cargo de la provincia toda ulterior designación que resulte necesaria y a cargo de sus propios recursos las erogaciones respectivas.

La Nación se obliga a mantener las adscripciones previstas en forma permanente y hasta el término de la carrera administrativa del personal involucrado o baja justificada del agente, según los términos del párrafo anterior.

La provincia, en caso que necesidad de servicio lo aconsejen; podrá trasladar a otros establecimientos, previa conformidad de la Nación, al personal adscripto a este hospital.

Se entenderá que la nación presta su conformidad tácita, si dentro de los 30 (treinta) días de recibida la comunicación, no opone reparo a la misma.

La provincia respetará los derechos del personal que actualmente presta servicios en el establecimiento, de acuerdo con lo establecido por el inciso e) del art. 2º De la ley nacional no 17.022.

CUARTA: La Nación también transfiere a la provincia los fondos asignados en el presupuesto del instituto nacional de salud mental para el establecimiento referido, con carácter de contribución especial conforme a lo prescripto por el art. 3o de la ley nacional Nº 17.022. La contribución para gastos de funcionamiento del hospital, excluidos los correspondientes a gastos de personal, se reducirá gradualmente a partir de la finalización del segundo año de efectivizada la transferencia, en un veinte por ciento del monto total del mismo año, cesando por consiguiente completamente al finalizar el sexto año.

Esta contribución especial de la Nación podrá ser sustituida en todo o en parte por un aumento equivalente en su monto en la coparticipación de los impuestos nacionales, en la forma prevista por el artículo tercero de la ley Nº 17.022, Segundo párrafo, en tal caso cesar antes del plazo previsto precedentemente.

QUINTA: La provincia acepta la transferencia en las condiciones establecidas en este convenio y se compromete a no cambiar el destino del establecimiento sin la previa conformidad tácita si dentro de los 90 (noventa) días de recibida la notificación no opone reparo a la misma.

La provincia se compromete a no afectar, y, en la medida de sus posibilidades, mejorar paulatinamente las condiciones de eficiencia y el tipo de terapia intensiva que desarrolla actualmente el establecimiento, agregando modificando o ampliando los pabellones asistenciales que resulten necesarios, como asimismo la incrementasen de planteles que estime conveniente para mantener y mejorar los servicios.

SEXTA: Hasta a cumplir 6 (seis) años de vigencia del presente convenio, la provincia utilizara el establecimiento en estrecha relación con la Nación a través del Instituto Nacional de Salud Mental, el cual le facilitará el asesoramiento técnico que sea necesario y se le solicite, para mantener el nivel de eficiencia actual y la superación que se menciona en el artículo 5º, obligándose la provincia a no disminuir el nivel asistencial en el que está funcionando el establecimiento al momento de su entrega. Además, el Instituto Nacional de Salud Mental sugerirá, de acuerdo con la Dirección del Hospital, las normas generales a las cuales la provincia adecuará su acción para la prestación del servicio psiquiátrico a que está destinado el establecimiento.

SEPTIMA: La provincia podrá aplicar en el establecimiento que se transfiere, el sistema arancelario autorizado por el Dto. Ley provincial Nº 1080/56 y sus disposiciones complementarias presentes y/o futuras.

OCTAVA: A partir de la fecha de transferencia, este establecimiento se denominará: "Hospital El Sauce".

NOVENA: La transferencia de este hospital se efectivizará el 1 de enero de 1968. No obstante, ello, la Nación autoriza a la provincia a introducir las mejoras, ampliaciones y/o nuevas construcciones que resulten necesarias efectuar en el inmueble, aún antes de la fecha mencionada.

DECIMA: La transgresión o incumplimiento de cualquiera de las cláusulas estipuladas autorizará a las partes a denunciar el presente convenio.

UNDECIMA: Bajo las cláusulas que anteceden se suscriben (4) cuatro ejemplares de un mismo tenor y de igual valor, dos (2) para la provincia, dejándose expresa constancia que este convenio se perfeccionará una vez que sea aprobado por el Poder Ejecutivo nacional, y en la esfera provincial por la autoridad que ejerza las facultades legislativas. Ambas partes se comprometen a tramitar los actos de ratificación previstos, con la diligencia necesaria para que la entrega de lo transferido pueda realizarse en la fecha indicada en la cláusula decima.

De conformidad se firma cuatro (4) ejemplares de un mismo tenor a los un día del mes de setiembre del año mil novecientos sesenta y siete.

ANEXO B
PRIMERA: La secretaria transfiere con carácter definitivo a la provincia y esta recibe a título gratuito, los establecimientos de propiedad de la Nación que más abajo se enumeren, ubicados en territorio provincial, cuya situación patrimonial se determina:

Centro sanitario "Dr. Emilio R. Coni", situado en Godoy Cruz, calle San Martin Nº 866, inmueble arrendado.

Centro de salud, situado en la localidad de General Alvear, funciona en el Hospital Regional Provincial.

Centro de salud, situado en la ciudad de San Rafael, calle comandante salas Nº 305, inmueble arrendado.

Hospital rural T.C.S., situado en la localidad de Jaime Prats, Avenida de Circunvalación y calle sin nombre, inmueble fiscal.

Taller Social de Rehabilitación, situado en la Ciudad de Mendoza, calle Mitre nº 538, inmueble arrendado.

Oficina sanitaria, situada en la localidad de San Martín, calle 9 de julio Nº 571, inmueble arrendado

La Secretaria transfiere en las mismas condiciones a la provincia los "centros materno - infantiles", dependientes del Programa Nacional de Maternidad e Infancia, cuyo lugar de funcionamiento se detalla seguidamente:

Nº 52 - Situado en la Ciudad de Mendoza, calle Ituzaingo Nº 2038 inmueble arrendado por la Secretaria.

Nº 29 - Situado en la localidad de Jaime Prats, Av. de Circunvalación y calle sin nombre; funciona en el Hospital Rural T.C.S. 
Así también la Secretaria transfiere los bienes muebles de uso permanente y de consumo, afectados a los Centros Materno Infantiles Provinciales cuya ubicación a continuación se detalla:

Nº 1 - En la Ciudad de Mendoza, Barrio Cano, calle Boulogne Sur Mer s/n.

Nº 2 - En la localidad de Guaymallén, departamento P. Molina.

Nº 3 - En la ciudad de Mendoza, calle Santa Fe y Monte Caseros.

Nº 4 - En departamento Guaymallén, calle Cipolletti Nº 750.

Nº 5 - En la localidad de Benegas, departamento Godoy Cruz, calle cervantes Nº 2686.

Nº 6 - En la localidad de Villa Nueva, departamento Guaymallén calle Libertad Nº 345.

Nº 7 - En la localidad de Las Heras, departamento Las Heras, calle Sargento Cabral Nº 1142

Nº 8 - En la localidad de Villa Jovita, departamento de Godoy Cruz, calle José Penna Nº 2136.

Nº 9 - En Godoy Cruz, departamento Godoy, calle A. Tomba Nº 56.

Nº 10 - En la localidad de Chacras de Coria, departamento Luján, calle Italia Nº 5610.

Nº 11 - en la localidad de Gutiérrez, departamento Maipú, calle 6 de Setiembre Nº 75

Nº 12 - en la ciudad de Mendoza, calle Misiones Nº 294.

Nº 13 - en la localidad de Bowen, departamento de General Alvear, calle P.P. Segura s/n.

Nº 14 - en la localidad de Malargüe - departamento de Malargüe.

Nº 15 - en la localidad de General Alvear, departamento de General Alvear.

Nº 16 - en San Rafael, departamento de San Rafael.

Nº 17 - en San Martín, departamento de San Martín.
Nº 18 - en Santa Rosa, departamento de Santa Rosa, calle General Roca s/n.

Nº 19 - en la localidad De La Dormida, departamento La Paz, ruta 7

Nº 20 - en La Paz, departamento la Paz, calle L. Galiciana Nº 382

Nº 21 - en Tunuyán, departamento Tunuyán.

Nº 22 - en Tupungato, departamento Tupungato.

Nº 23 - en Eugenio bustos, departamento San Carlos

Nº 24 - en Maipú, departamento Maipú.

Nº 25 - en la localidad de Fray Luis Beltrán, departamento Maipú, calle España s/n

Nº 26 - en la localidad de Tres Porteñas, departamento San Martín

Nº 27 - en Rivadavia, departamento Rivadavia, calle Lamadrid Nº 650.

Nº 28 - en Lavalle, departamento Lavalle, calle San Martín Nº 249

Nº 30 - en la localidad de Carmensa, departamento Alvear.

Nº 31 - en la localidad de Monte Coman, departamento San Rafael, avenida Mendoza s/n

Nº 32 - en la localidad de Las Catitas, departamento Santa Rosa, ruta 7.

Nº 33 - en la localidad de Barrio Espejo, departamento Las Heras, calle Sucre nº 2704.

Nº 34 - en la localidad de Villa Atuel, departamento San Rafael.

Nº 35 - en Junín, Departamento Junín.

Nº 36 - en la localidad de Nueva Ciudad, departamento Guaymallén, calle Patricias Mendocinas nº 2102.

Nº 37 - en Las Heras, departamento Las Heras, calle Neuquén Nº 1129.

Nº 38o - en la localidad de Algarrobal, departamento Las Heras calle a Del Valle s/n.

Nº 39 - en la localidad de Palmira, departamento San Martín, calle colon s/n.

Nº 40 - en la localidad de Corralitos, departamento Guaymallén, calle 25 de mayo s/n.

Nº 41b - en la localidad de Villa del Parque, departamento Godoy cruz, calle Revolución de Mayo nº1773.

Nº 41a - en la localidad de San Francisco del Monte, departamento Guaymallén.

Nº 42a - en la localidad de la Central, departamento Rivadavia.

Nº 42b - en la localidad de Medrano, departamento Rivadavia.

Nº 42c - en la localidad de Los Campamentos, departamento Rivadavia.

Nº 42d - en la localidad de Barriales, departamento Junín.

Nº 43a - en la localidad de reducción, departamento Rivadavia.

Nº 43b - en la localidad de los Arboles, departamento Rivadavia.

Nº 44a - en la localidad de Carrizal del Medio, departamento lujan calle San Martin s/n.

Nº 44b - en la localidad de Carrizal de Abajo, departamento Luján calle San Martín s/n.

Nº 45 - en la localidad de Costa de Araujo, departamento Lavalle.

Nº 46a - en la localidad de San Carlos, departamento San Carlos.

Nº 46b - en la localidad de Vista Flores, departamento Tunuyán.

Nº 47a - en la localidad de Chilecito, departamento San Carlos.

Nº 47b - en la localidad de Pareditas, departamento San Carlos.

Nº 48 - en la localidad de La Consulta, departamento San Carlos.

Nº 49a - en la localidad de Chapanay, departamento San Martín.

Nº 49b - en la localidad de Alto Verde, departamento San Martín.

Nº 50a - en la localidad de Philips, departamento Rivadavia.

Nº 50b - en la localidad de Ramblón Norte, departamento San Martín, calle Carril Norte s/n

Nº 51a - en la localidad de Goudge, departamento San Rafael.

Nº 51b - en la localidad de colonia Elena, departamento San Rafael

Nº 53 - en la localidad de Democultorio, departamento Godoy Cruz.

Nº 54a - en la localidad de rodeo de La Cruz, departamento Guaymallén.

Nº 54b - en la localidad de Rodeo de Medio, departamento Maipú, calle Pedro Cini s/n.

Nº 55 - en la localidad de el resguardo, departamento Las Heras 
S/Nº - en la localidad de 25 de mayo, departamento San Rafael 
en la localidad de Cruz de Piedra, departamento Maipú. 
S/Nº - en la Ciudad de Mendoza, Emaús, Barrio San Martín.

La provincia, con el objeto de asegurar la continuidad de la acción que desarrollan dichos centros, se compromete a facilitar su funcionamiento, en los sectores que actualmente ocupan o bien en otros que igualmente resultaren adecuados a la finalidad prevista en el Programa Nacional de Maternidad e Infancia.

SEGUNDA: La transferencia a título gratuito del activo físico de los servicios enumerados se operará sobre la base de sus inventarios reales de existencias que dentro de los sesenta (60) días, a contar de la fecha del presente convenio, deberá practicar cada dependencia.

Dentro de dicho plazo, se labrarán las actas respectivas de entrega en cuatro ejemplares debidamente autenticados, todos del mismo valor, dos (2) para la nación y dos (2) para la provincia, dejando se constancia en ellas de las variaciones normales que se produzcan en los bienes de uso y consumo y demás desgastes naturales o deterioros imprevisibles que existieren con relación a la fecha de los relevamientos.

Por lo que se refiere al inmueble de propiedad del Estado Nacional, su situación de dominio es la registrada en el respectivo legajo censal archivado en la Contaduría General de la Nación (registro general de bienes de estado y un duplicado del mismo, debidamente autenticado, será entregado por la Secretaría a la provincia, al concretarse la transferencia a título gratuito que incluye el dominio del inmueble, con todas sus instalaciones y lo adherido a él.

TERCERA: La Secretaría cede a la provincia de acuerdo con las facultades del artículo 2o, inciso a), segundo párrafo, de la ley citada, todos los derechos y acciones que posee a título de locataria que emanan de los respectivos contratos de locación correspondientes a los inmuebles en que se hallan ubicados los siguientes servicios: Centro Sanitario "Dr. Emilio R. Coni" en Godoy Cruz; Centro de Salud en San Rafael; taller social de rehabilitación en Mendoza; oficina sanitaria en San Martín y Centro Materno Infantil nº 52 en la Ciudad de Mendoza, calle Ituzaingó Nº 2038.

Esta cesión quedará perfeccionada el día en que se efectúe la entrega de material de los establecimientos y a partir de ese momento la provincia asumirá las obligaciones correlativas.

CUARTA: La secretaría gestionará ante el Poder Ejecutivo Nacional la transferencia a la provincia, a título de contribución especial y en los términos del artículo tercero de la Ley Nº 17.022, de los fondos correspondientes a los créditos previstos en su presupuesto vigente, jurisdicción "Secretaría de Estado de Salud Pública", para los gastos de sostenimiento que demanden los servicios enumerados en el primer párrafo de la cláusula primera, excluido el rubro sueldos.

Lo mismo hará con los fondos destinados a la atención de erogaciones por todo concepto de los centros maternos infantiles citados en el segundo y tercer párrafos de la cláusula primera.

Para el funcionamiento de estos centros, la provincia se obliga a no afectar con cargo a los fondos específicos, un monto superior al cincuenta (50) por ciento en concepto de locación de servicios.

Para la primera vez, dentro de los sesenta (60) días a contar desde la fecha en que se haga efectiva la entrega de todos los establecimientos mentados en la cláusula primera, la secretaría realizara los ajustes presupuestarios que correspondan a fin de transferir los créditos pertinentes, tomando como fecha de referencia la precedentemente indicada y gestionará que la tesorería general de la nación proceda a remitir los fondos aludidos en una sola remesa a la provincia.

Para lo sucesivo el monto de esta contribución especial, igual a la suma global prevista para el conjunto de los establecimientos mentados en la cláusula primera, con la salvedad del primer párrafo de esta cláusula, será de un sesenta (60) por ciento para el año 1969 y de un cuarenta (40) por ciento para el año 1970, quedando a cargo de la provincia a partir del año 1971 el total de los gastos de sostenimiento.

En todos los casos la contribución especial de la nación podrá ser sustituida en todo o en parte por un aumento equivalente en su monto en la coparticipación de los impuestos nacionales, en la forma prevista por el artículo tercero de la Ley Nº 17.022, Segundo párrafo, y en tal caso cesar antes del plazo previsto precedentemente.

Una vez cesada la contribución especial aludida por una u otra de las razones previstas, la provincia atenderá con sus propios recursos la totalidad de las erogaciones que irrogue el funcionamiento de cada uno de los establecimientos transferidos, con la única salvedad de los sueldos del personal nacional adscripto.

QUINTA: La Secretaría se compromete a adscribir a la provincia todo el personal en funciones a la fecha del presente convenio en los establecimientos enumerados en el primer párrafo de la cláusula primera, el que se detalla en la nómina que se agrega y forma parte del mismo.

Las eventuales bajas que se produzcan por causas no imputables a la Nación o que deriven de la aplicación de su régimen disciplinario no serán cubiertas por está quedando a cargo de la provincia toda ulterior designación que resulte necesaria y a cargo de sus propios recursos las erogaciones respectivas.

La Nación se obliga a mantener las adscripciones previstas en forma permanente y hasta el término de la carrera administrativa del personal involucrado o baja justificada del agente según los términos del párrafo anterior.

SEXTA: Sin perjuicio de las adscripciones dispuestas en la cláusula quinta, se pacta expresamente que los médicos nacionales continuarán efectuando los reconocimientos médicos reglamentarios del personal de la Administración Pública Nacional en los lugares en que actualmente los realizan, y hasta tanto se establezca un régimen de reciprocidad en la materia entre ambas partes.

SEPTIMA: La provincia se compromete a colaborar y participar en el desarrollo de los planes, programas y campañas sanitarias que establezca la secretaria y a aceptar al respecto las normas de vigencia y las que impartan en el futuro y conforme a un Sistema Nacional de centralización normativa y de descentralización ejecutiva, reservándose la Secretaría la supervisión de los mismos de acuerdo con las facultades que le asisten en virtud de lo establecido en el inciso d) del artículo segundo de la ley Nº 17.022 .-

OCTAVA: La provincia asume en relación con todas las operaciones a que se refiere el presente convenio las obligaciones previstas por la Ley Nº 17.022, y la secretaría se reserva todas las facultades que la misma le otorga, para asegurar que sus finalidades sean cumplidas.

NOVENA: Bajo las cláusulas que anteceden se suscriben cuatro (4) ejemplares de un mismo tenor y de igual valor dos (dos) para la secretaría y dos (2) para la provincia, dejándose expresa constancia de que este convenio se perfeccionará y entrará en vigor del 1 de enero de 1968, una vez que sea aprobado por el Poder Ejecutivo nacional, y, en la esfera provincial, por el señor gobernador y la autoridad que ejerza las facultades legislativas, y una vez que sea realizada la entrega material de lo transferido mediante la suscripción de las actas pertinentes. Ambas partes se comprometen a tramitar los actos de ratificación previstos con la diligencia necesaria para que la entrega de lo transferido pueda realizarse dentro del plazo de sesenta (60) días establecido por la cláusula segunda, segundo párrafo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 3509. Ley de Obra Social de los Empleados Públicos (O.S.E.P.)

Sanción: 25/10/1979
Promulgación: 25/10/1979
Artículo 1.- Créase mediante reestructuración de la Obra Social de los Empleados, Jubilados y Pensionados Provinciales y Municipales, dependiente del Instituto Provincial de Previsión Social de Catamarca, la Obra Social de los Empleados Públicos -O.S.E.P.-, la que se regirá por la presente Ley y las disposiciones reglamentarias que se dicten.

Tendrá individualidad orgánica, autarquía financiera, administrativa y funcional, con capacidad para obligarse.

Artículo 2.- La O.S.E.P. mantendrá relaciones con el Poder Ejecutivo de la Provincia a través del Ministerio de Bienestar Social y tendrá su domicilio legal en la Ciudad de San Fernando del Valle de Catamarca.

CAPITULO I: NATURALEZA Y FINES

Artículo 3.- Para el cumplimiento de sus fines, la O.S.E.P. podrá desarrollar sus actividades en coordinación con las autoridades nacionales, provinciales y/o municipales, como así también con otras obras o servicios sociales, sean nacionales, provinciales y/o sindicales o de cualquier otra naturaleza cuando así convenga a sus recíprocos intereses, conservando su individualidad.

Artículo 4.- La O.S.E.P. otorgará a sus beneficiarios atención médica integral que comprenderá, de acuerdo a la reglamentación que se dicte:

a) Medicina Preventiva;

b) Medicina General y especializada en consultorio y a domicilio;

c) Medicina General y especializada en clínicas y sanatorios;

d) Servicios auxiliares (radiología, radioterapia);

e) Análisis clínicos y bacteriológicos;

f) Asistencia farmacéutica;

g) Derivación de enfermos;

h) Provisión de prótesis reparadoras;

i) Toda otra prestación que haga a la promoción, protección, recuperación y rehabilitación de la salud.

Artículo 5.- Dichas prestaciones serán brindadas a los beneficiarios directos e indirectos desde el momento de su registración y a los beneficiarios voluntarios y particulares tres meses después de su incorporación.

Las empleadas domésticas gozarán de los beneficios que preste la O.S.E.P. hasta seis (6) meses después de cesadas en las tareas, abonando los importes contemplados en los incisos k) y l) del Artículo 13.

Artículo 6.- Será de exclusiva competencia de la O.S.E.P., la organización, dirección y administración de los servicios que preste por sí. El contralor de los que preste por terceros podrá ser compartido si resulta conveniente para sus intereses.

Artículo 7.- Para requerir los servicios que presta la O.S.E.P., los beneficiarios acreditarán su condición de tales, mediante la exhibición de la credencial que les será suministrada de conformidad a las reglamentaciones correspondientes.

Los habilitados, tesoreros y/o pagadores son responsables de la retención de la credencial de los beneficiarios que cesen en sus empleos, cualquiera sea la causa, al efectuarle el último pago de haberes, y de su remisión de inmediato a la O.S.E.P.

CAPITULO II: DE LOS BENEFICIARIOS

Artículo 8.- Serán beneficiarios obligatorios del Régimen de O.S.E.P.:

DIRECTOS:

a) Los Magistrados, funcionarios y empleados de todos los Poderes del Estado Provincial y Municipales, cualquiera, sea la forma de remuneración a que esté sujeto, incluído el personal no permanente.

b) Los beneficiarios del Instituto Provincial de Previsión Social de Catamarca.

INDIRECTOS:

a) El cónyuge e hijos menores de veintiún años de los beneficiarios comprendidos en los incisos anteriores, siempre que no se hubieren emancipado o trabajen en relación de dependencia

b) Los menores de veintiún años cuya guarda o tutela hubiera sido conferida al beneficiario directo y los hijos incapacitados del mismo, sin límite de edad.

c) Los nietos de beneficiarios, hijos de madre soltera, menores de veintiún (21) años, desde su nacimiento y durante un lapso de noventa (90) días.

Artículo 9.- Podrán ser beneficiarios voluntarios de O.S.E.P.:

1) Los familiares de los beneficiarios obligatorios directos que se detallan:

a) Hijas solteras mayores de veintiún años;

b) Hijos solteros mayores de veintiún años que cursen estudios en establecimientos oficiales o privados reconocidos por autoridad competente, hasta los veinticinco años cumplidos;

c) Hermanos menores de veintiún años a cargo, y sin límite de edad si fueran incapaces;

d) Hermanas solteras a cargo, sin límites de edad;

e) Padres y padres políticos a cargo.

f) Padres adoptivos o de crianza. En estos casos deberá acreditarse tal condición con la respectiva sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada; para el primer supuesto mediante información sumaria, tramitada ante Juez Competente y abonada con dos (2) testigos hábiles, para el segundo.

g) Mujer u hombre que conviviera públicamente, con el beneficiario directo, por un término mínimo de cinco años salvo que existiera un hijo, debidamente reconocido por los progenitores, en cuyo caso el requisito de convivencia mínima no será exigida. Para acreditar el estado de hecho, bastará la Declaración Jurada del beneficiario directo y un certificado policial de convivencia.

2) Los beneficiarios provenientes de convenios que suscriba la O.S.E.P. con grupos adherentes, de acuerdo a las disposiciones reglamentarias respectivas y en concordancia con la enumeración contenida en el presente artículo.

Artículo 10.- Podrán ser beneficiarios particulares de la O.S.E.P. todos los adherentes que soliciten su incorporación en forma individual al presente régimen, en concordancia con la reglamentación vigente y en carácter de:

a) Directos: El aportante;

b) Indirectos: Los integrantes de su grupo familiar conforme a lo establecido en el artículo 8 de la presente Ley en el apartado referente beneficiarios obligatorios indirectos.

Artículo 11.- Los beneficiarios indirectos y/o voluntarios podrán seguir incorporados en caso de fallecimiento del beneficiario directo, si continúan efectuando los aportes respectivos calculados sobre los haberes asignados a la categoría que detentaba el causante al momento de su deceso, o a la categoría equivalente.

Artículo 12.- La O.S.E.P. seguirá prestando sus servicios totales a los beneficiarios que se les haya aceptado la renuncia para acogerse a los beneficios jubilatorios, siempre que el mismo abone hasta el día 10 de cada mes en la Tesorería de la O.S.E.P. el monto total del aporte del beneficiario patronal por sí y los beneficiarios indirectos y el 2% por cada beneficiario voluntario registrado a la fecha de cesación de servicio, calculado sobre las remuneraciones totales, excepto salario familiar, de la categoría o cargo que detentaba al momento del cese. De idéntica franquicia gozarán los beneficiarios de pensiones ya sean directas o derivadas de una jubilación o retiro.

CAPITULO III: DE LOS RECURSOS

Artículo 13.- El fondo de la O.S.E.P. se formará con:

a) El descuento obligatorio del 4,5 % calculado sobre las remuneraciones totales, excepto salario familiar, de los beneficiarios obligatorios directos;

b) Con la contribución del 9% a cargo de los tres Poderes que conforman el Estado Provincial, y todas las municipalidades, incluidas las que poseen Carta Orgánica. Dicha contribución se calculará sobre las remuneraciones totales, excepto el salario familiar;

c) El valor de los aportes que por reglamentación se establezca de los beneficiarios particulares adheridos al presente régimen;

d) El valor de los aportes que por reglamentación se establezca de los beneficiarios adheridos por convenio al presente régimen;

e) El aporte del 2,5 % calculado sobre las remuneraciones totales, excepto salario familiar de los beneficiarios obligatorios directos por cada uno de los beneficiarios que incorporen voluntariamente;

f) Las sumas percibidas en concepto de Coseguros en las prestaciones de servicios con cargo, de acuerdo a la reglamentación vigente;

g) Los importes del superávit que arroje cada ejercicio, los que ingresaran como recursos propios en el próximo ejercicio, incluido el beneficiario que deje la venta de medicamentos en la farmacia de su propiedad;

h) Los intereses y rentas que devenguen los recursos y bienes de la Administración;

i) Las donaciones y legados;

j) El importe de las multas aplicadas como sanciones a los beneficiarios por transgresiones en que incurran a la presente ley y su reglamentación;

k) Las contribuciones que ante insuficiencia de fondos o déficit de cada ejercicio de la O.S.E.P. efectúe el Estado Provincial como recurso adicional, a través del dictado del instrumento legal pertinente; las cuales no podrán superar un monto equivalente al 10 % del presupuesto del organismo;

l) Los aportes que ingresen por los agentes jubilados y pensionados del Estado Provincial, según los sistemas de reparto o capitalización, en los porcentajes que establezcan las leyes y reglamentaciones vigentes al respecto;

ll) Los recursos de cualquiera naturaleza.

Artículo 14. Facúltase al Poder Ejecutivo Provincial a modificar los aportes establecidos por los incisos c) y d) del artículo anterior.

Artículo 15.- Los habilitados, pagadores y/o tesoreros de la Administración Pública Provincial y Municipalidades que deban hacer efectivo los sueldos, jornales, jubilaciones, pensiones, retiros, etc., de los beneficiarios obligatorios directos de la presente Ley, serán personalmente responsables de:

a) Depositar hasta el día 10 de cada mes la cuenta corriente bancaria de la O.S.E.P., a la orden del Director Provincial, Contador y Tesorero de la Institución, todos los importes retenidos en concepto de aportes del beneficiario obligatorio directo y de los voluntarios que el mismo incorpore al presente régimen;

b) Depositar hasta el día 10 de cada mes en la misma cuenta corriente y a la misma orden, todos los importes que por cualquier otro concepto ordene descontar la O.S.E.P. a los empleados públicos provinciales y municipales;

c) Presentar ante la O.S.E.P. hasta el día 10 de cada mes, copias de todas las planillas de liquidación de haberes, cualquiera fuera su naturaleza, aunque se encuentren impagas y pendientes los depósitos de aportes y otros descuentos a que hacen referencia los incisos anteriores;

d) Presentar ante la O.S.E.P. hasta el día 10 de cada mes, el duplicado de la boleta de depósito a que hacen mención los incisos a) y b) del presente artículo, en la cuenta corriente bancaria de la institución, con un detalle de la identificación del importe.

Artículo 16.- El Estado Provincial, y las Municipalidades Autómonas, están obligadas a depositar en la cuenta corriente bancaria de la O.S.E.P. los importes emergentes de la presente Ley a favor de la O.S.E.P., como contribución patronal y presentar duplicado de la boleta de depósito en la Tesorería de la institución hasta el día 10 de cada mes.

Los empleadores del servicio doméstico estarán obligados a realizar las retenciones de los aportes correspondientes de sus empleados y sus contribuciones propias, las cuales serán depositadas en la Cuenta Corriente Especial que la Obra Social de los Empleados Públicos (O.S.E.P.) deberá habilitar en el Banco de Catamarca. Tal depósito deberá realizarse del primero al quince inclusive de cada mes.

La ejecución de estos créditos se realizará por ante la Justicia Ordinaria del Trabajo.

Artículo 17 - La Dirección de la O.S.E.P. será desempeñada por un funcionario con el título de Director.

Artículo 18 - El Director tendrá las atribuciones siguientes:

a) Planificar y organizar el sistema a que se refiere esta Ley y atender a su financiación;

b) Ejercer y conducir la administración de la O.S.E.P. y ejecutar todos los actos que sean necesarios para la realización de sus fines;

c) Representar legalmente a la O.S.E.P., en sus relaciones con terceros y con los poderes públicos;

d) Dictar los reglamentos internos de la O.S.E.P.;

e) Proponer al Poder Ejecutivo la modificación de la presente Ley y su reglamentación;

f) Proponer la designación de los asesores técnicos y auditores necesarios para el cumplimiento de sus fines;

g) Otorgar poderes generales y especiales, mandatos y representaciones y revocarlos;

h) Proponer al Poder Ejecutivo el nombramiento, promoción y remoción del personal, con ajuste a las reglamentaciones vigentes en la materia;

i) Ejercer el poder disciplinario sobre el personal de acuerdo a lo prescripto en el Estatuto para el Personal Civil de la Administración Pública Provincial;

j) Acordar y/o denegar los beneficios que se establecen como consecuencia de esta Ley y de acuerdo a la reglamentación respectiva;

k) Establecer la naturaleza, proporción, extensión duración y forma de los beneficios asistenciales;

l) Determinar el monto de los coseguros en el costo de las prestaciones;

m) Celebrar convenio de reciprocidad y/o de otra naturaleza con otras obras o servicios sociales;

n) Realizar las contrataciones que resulten necesarios con los prestadores de servicios, en forma individual o con la entidad que los represente, en relación con los beneficios que otorgue la O.S.E.P. o incorpore en el futuro, conforme a las prescripciones contenidas en la Ley de Contabilidad;

ñ) Establecer un régimen permanente de auditoría administrativa y de salud de todos los servicios, mediante el cual se controlará y evaluará la eficiencia de las operaciones de la O.S.E.P. en cada uno de sus sectores y en su conjunto;

o) Determinar en cada caso, en base a las posibilidades económico - financieras conforme a las conclusiones que los estudios técnicos aconsejen, la incorporación a la O.S.E.P., con cobertura parcial, total simple financiamiento o reintegro de la prestación, de las entidades que soliciten su adhesión;

p) Preparar y elevar anualmente al Poder Ejecutivo el Balance General, el cuadro de resultado y la memoria del ejercicio;

q) Realizar, de conformidad a la Ley de Contabilidad, actos de adquisición y disposición de bienes muebles o inmuebles;

r) Suscribir contratos de locación de servicios en consonancia con los dispositivos legales vigentes;

s) Proyectar y elevar anualmente al Poder Ejecutivo, para su aprobación, el Presupuesto General de Gastos y Cálculo de recursos;

t) Resolver toda cuestión relacionada con el funcionamiento del servicio y promover iniciativas para su ordenamiento, adecuación y reforma;

u) Decidir todos los casos no previstos y adoptar las medidas que estime oportunas o convenientes para el mejor desarrollo de las actividades de la O.S.E.P..

CAPITULO IV: REGIMEN DISCIPLINARIO

Artículo 19.- Cualquier beneficiario directo podrá ser sancionado por el Director, previo sumario, con penas que se graduarán desde la amonestación hasta la aplicación de multas, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias, administrativas o penales, a que se hubiera hecho acreedor, en las situaciones siguientes:

a) Por el incumplimiento de las obligaciones impuestas por esta Ley o los reglamentos;

b) Por hacer voluntariamente daños a la institución, u observar conducta notoriamente perjudicial a los intereses de la O.S.E.P.;

c) Por la comisión de actos de deshonestidad engañando o tratando de engañar a la entidad para obtener un beneficio ilegítimo a costa de ella;

d) Por haber logrado o intentado lograr para sus familiares sin derechos o para terceros, la obtención de beneficios en contravención con las disposiciones de esta Ley o sus reglamentos.

e) En los casos de los incisos b) y c) precedentes, la O.S.E.P. formulará cargos contra el afiliado y promoverá el reintegro de las sumas erogadas por la institución sin perjuicio de las sanciones correspondientes.

Artículo 20.- Pierden todo derecho a los servicios que presta la O.S.E.P. aquellos beneficiarios obligatorios directos que se desvinculen de cualquiera de los Poderes del Estado Provincial o de las Municipalidades, por renuncia, cesantía, o exoneración o que hayan sido declarados prescindibles, como así también los voluntarios adheridos por convenios y los particulares que estuvieran atrasados en más de treinta (30) días en los depósitos de aportes que les pudiera corresponder hacer efectivo a la O.S.E.P.

Artículo 21.- Los prestadores de los servicios serán pasibles de sanciones que se graduarán desde amonestación, suspensión y exclusión, de conformidad a las disposiciones reglamentarias, sin perjuicio de las acciones legales que correspondieran.

Artículo 22.- Los Poderes del Estado Provincial y las Municipalidades prestarán la más amplia colaboración ante los requerimientos que les sean formulados por la O.S.E.P. en cumplimiento de los fines previstos en la presente Ley.

Artículo 23.- El activo y pasivo de la Obra Social de los Empleados, Jubilados y Pensionados Provinciales y Municipales, creada por Ley 1882, se transfiere íntegramente a la Obra Social de los Empleados Públicos.

Artículo 24.- El Director de la O.S.E.P. proyectará la reglamentación de la presente Ley y la elevará a aprobación del Poder Ejecutivo, dentro de los próximos sesenta (60) días.

Artículo 25.- Derógase la Ley 1882 y toda otra disposición que se oponga a la presente.

CAPITULO V: DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 26.- Hasta tanto el Poder Ejecutivo estructure y ponga en marcha el organismo creado por la presente Ley, los servicios seguirán funcionando como hasta el presente.

Artículo 27 - La presente Ley se dicta Ad-referéndum del Ministerio del Interior.

Artículo 28 - Comuníquese, publíquese, dése al Registro Oficial y Archívese.

LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 6124. Plan Materno Infantil.
Sanción: 14/04/1994. Texto ordenado al 10/09/2004

(DECRETO REGLAMENTARIO 332/98 B.O. 06/04/98)

(VER ADEMAS DECRETO 1025/02 B.O. 21/08/02)

Artículo 1: Créase en la Provincia de Mendoza el Plan Materno-infantil, con el objetivo de disminuir la morbimortalidad de embarazadas, madres y niños hasta cinco (5) años.

*Artículo 2: El Plan Materno Infantil desarrollara las siguientes políticas:

*a) Proteger, promover, asistir y recuperar la salud de las embarazadas, madres y niños hasta los dieciocho (18) años; (texto modificado por ley 7254, art. 1)

b) Disponer de los recursos necesarios suficientes para la infraestructura y funcionamiento médico-asistencial y social estatal; priorizando la salud materno-infantil como una inversión social;

c) Reorganizar las prestaciones médico- asistenciales del Estado en todas sus áreas, con criterio epidemiológico, para que impacte eficazmente en la problemática sanitario social materno infantil;

d) Ejercer la potestad publica para orientar las acciones del sector privado y/o seguridad social en materia de habilitación, categorización y acreditación de recursos, a fin de unificar programáticamente acciones médico-asistenciales y sociales en toda la provincia;

e) Brindar cobertura médico-asistencial y terapéutica gratuita a embarazadas madres y niños, con pobreza e indigencia, encuadrada en los artículos 5 y 6 de la ley Nº 5869, en todos los efectores del estado;

*f) Captación del recién nacido y control del niño y adolescente en su crecimiento y desarrollo hasta los dieciocho (18) años de edad;(texto modificado por ley 7254, art. 2)

g) Educar a la población para constituir una "cultura sanitaria materno infantil solidaria", informando sobre la etiología bio-psico-social de las enfermedades que afectan a mujeres embarazadas y niños;

h) Promover la participación organizada de la sociedad, para que se          constituyan en efectores acreditados ante la autoridad de aplicación de los programas maternos infantiles que se realicen;

i) Brindar asistencia nutricional y social a los sectores carenciados, específicamente a las embarazadas, madres lactantes y niños hasta cinco (5) años;

j) Generar una acción intra e intersectorial articulando toda la potencialidad del estado y la sociedad para que impacte eficazmente en la problemática materno infantil.

Artículo 3: El Plan Materno Infantil instrumentará las siguientes estrategias:

a) Identificación física, social, cultural y sanitaria de la población real y potencial objeto de esta ley, a fin de programar acciones de atención primaria de la salud;

b) Coordinación de los efectores estatales con complejidades crecientes, sistemas de referencia y contrarreferencia para una atención médica-asistencial institucionalizada, incrementando la capacidad resolutiva de los mismos;

c) Prestación de servicios sociales y medico asistenciales y terapéuticos, según normas consensuadas y aceptadas, con una tecnología apropiada;

d) Promoción del control prenatal y la lactancia materna;

e) Captación de la mujer gestante que no demande atención médica espontánea;

f) Captación del recién nacido y control del niño sano, de su crecimiento y desarrollo hasta los cinco (5) años;

g) Utilización obligatoria de:

         g-1)   Libreta Sanitaria Infantil, según ley 5335;

         g-2)   Libreta Sanitaria Materna instituida según Artículo 21de la presente ley.

h) Capacitación y jerarquización de los recursos humanos en todos sus niveles;

i) Mejoramiento del estado nutricional de los grupos vulnerables de la población, embarazadas, madres, lactantes hasta el 6º mes y niños hasta cinco (5) años;

j) Asistencia alimentaria con carácter directo y focalizado a las poblaciones materno infantil sin capacidad de acceso real a una alimentación adecuada, para evitar la desnutrición;

k) Cuantificación con base anual de metas propuestas y resultados concretos a obtener por localidad, distrito, departamento y provincia; difundidos masivamente para lograr el compromiso y control social, de todos y cada uno de los habitantes de la provincia;

l) Articulación de todos los recursos públicos, humanos, materiales, financieros e informáticos, dentro de una acción eficiente y responsable que priorice, en la mujer embarazada y en los niños de hasta cinco (5) años todo el esfuerzo del Estado Provincial, cualquiera sea su jurisdicción;

m) Dinamización de las voluntades solidarias del sector privado, identificándolas y acreditándolas como efectores prestadores a través de incentivos fiscales tributarios en su relación con el Estado Provincial (Administración Central, Entes Autárquicos, empleados públicos, Sociedades del Estado y Municipios);

n) Apoyo y jerarquización a entidades sociales vinculadas a los objetivos de esta ley, cualquiera sea su naturaleza institucional para que desarrollen su plena potencialidad.

De la Dirección Provincial Materno Infantil

Artículo 4: Créase La Dirección Provincial Materno Infantil, en el ámbito del Ministerio de Salud, la que será la autoridad de aplicación de la presente ley. Serán sus funciones:

a) Cumplir las políticas y estrategias del plan materno infantil;

b) Supervisar el cumplimiento de las mismas;

c) Formular programas, subprogramas y proyectos que operativicen el objetivo dispuesto en el art. 1 dentro de lo establecido en el art. 2 y 3;

d) Coordinar con los directores de hospitales y jefes de áreas departamentales de salud, de acuerdo a las necesidades zonales;

e)  Convenir con los municipios acciones coordinadas para el cumplimiento del plan;

f) Convenir con los municipios la participación de entidades intermedias para poner en marcha acciones que lleven al cumplimiento de los programas, con criterio participativo de la comunidad;

g) Coordinar y promover acciones que tiendan a mejorar la calidad de vida a través de programas habitacionales, generación de empleo, educativas y todas aquellas destinadas a disminuir los riesgos vinculados a la pobreza y la marginación como comportamiento social;

h)  Mantener registros actualizados de efectores sociales y médico-asistenciales públicos y privados, destinados a atención materno infantil, coordinado con la autoridad de aplicación de la ley Nº5532 de habilitación, acreditación y categorización de centros asistenciales;

i) Organizar un sistema de información bioestadística y administrativo multiusuario, que permita una correcta toma de decisiones, y un monitoreo de acciones oportuno;

j) Administrar los recursos financieros destinados por la presente ley, como aquellos transferidos conforme a lo establecido en el art. 5 de la presente.

Artículo 5: Serán transferidos a la dependencia de la dirección creada por el Artículo anterior, aquellos organismos de la administración central con sus respectivos recursos humanos, materiales y financieros que tengan finalidades, objetivos, políticas y estrategias vinculadas a la presente. Exceptuase del presente al programa nutricional provincial el que seguirá dependiendo del ministerio de cooperación y acción solidaria.

Artículo 6: Los servicios promocionales, preventivos y asistenciales, materno infantiles y obstétricos-ginecológicos de los efectores públicos deberán adecuar su acción conforme a la normativa y procedimientos establecidos por la Dirección Provincial Materno Infantil.

Artículo 7: La Dirección determinara en el Programa Nutricional Provincial, las prioridades nutricionales detectadas por los efectores públicos, para apoyo al lactante que asi lo requiera de cero (0) a dos (2) años, alimentación complementaria para mujeres embarazadas, mujeres lactantes hasta los seis (6) meses y niños hasta los cinco (5) años.

Artículo 8: Los establecimientos del estado provincial, cualquiera sea su jurisdicción o dependencia administrativa, siempre que no exista incompatibilidad de fines y/o medios, podrán prestar servicios como centros de desarrollo integral dentro de la política nutricional establecido en el inc. i) del art. 2 de la presente ley.

Del Fondo Provincial Materno Infantil

Artículo 9: Crease el "Fondo de la Dirección del Plan Materno Infantil", el que se integrara con los siguientes recursos:

a) Las partidas presupuestarias determinadas por la ley anual de presupuesto de gastos y recursos de la provincia, para la Dirección en general, y en especial para cada programa que se ejecute en el área;

b) Los recursos provenientes de leyes y/o subsidios nacionales;

c) Los recursos recaudados de conformidad con la presente ley;

d) Créditos;

e) Legados, donaciones, contribuciones y aportes de personas de existencia visible o ideal, públicas o privadas, estatales o no, nacionales, provinciales, municipales y extranjeras;

f) Los intereses, reintegros y otros ingresos que resultaren de la administración del fondo.

Artículo 10: Los recursos del fondo se destinarán a:

a) Atender los gastos de insumos, equipamientos, mantenimiento y servicios que demande el funcionamiento de la dirección y sus programas;

b) Asistencia a organizaciones no gubernamentales destinadas a la prevención, asistencia, recuperación de la población objeto de esta ley;

c) Subsidios a mujeres embarazadas, madres lactantes y niños hasta cinco (5) años;

d)  Subsidios a familias que tengan graves trastornos psicofísicos por desnutrición y alimentación inadecuada, carentes de recursos, que estén identificadas de acuerdo a lo que establece la presente ley;

e) Atender otros gastos que sean compatibles con los fines de esta ley.

Artículo 11: Créase la cuenta especial presupuestaria "Administración Provincial Plan Materno Infantil", dentro de la jurisdicción del Ministerio de Salud. la autoridad de aplicación de esta ley será la responsable de la mencionada cuenta especial y tendrá a su cargo la determinación del destino del fondo de financiamiento y de la rendición ante el Tribunal de Cuentas de la Provincia, conforme lo dispuesto por la presente ley y las autorizaciones presupuestarias pertinentes.

Artículo 12: Los fondos recibidos por la cuenta especial que no fueran comprometidos definitivamente en el transcurso de cada ejercicio no podrán ser utilizados con destinos diferentes a los establecidos por la presente ley y pasarán como recurso del ejercicio siguiente.

Artículo 13: El remanente anual del fondo integrara los recursos previstos para el siguiente ejercicio, sin ninguna restricción.

Del Consejo Asesor Provincial Materno Infantil

Artículo 14: Créase el Consejo Asesor Provincial Materno Infantil, con dependencia de la Dirección Provincial Materno Infantil, siendo sus integrantes:

a) El Director del Plan Materno Infantil;

b) El Director de hospitales o quien este designe;

c) El Director de centros de salud o quien este designe;

d) El Director del Hospital Lagomaggiore;

e) Un representante del Ministerio de Cooperación y Acción Solidaria;

f) Un representante del Instituto de la Mujer;

g) Un representante de la Facultad de Medicina de la UNC;

h) Un representante de las obras sociales;

i)  Un representante de la Sociedad de Obstetricia de la Provincia de Mendoza;

j) Un representante de la Sociedad Argentina de Pediatría filial Mendoza;

k) Un representante de los medios de comunicación masiva;

l) Un representante de organizaciones no gubernamentales con objetivos institucionales compatibles con los de esta ley. Se podrán incorporar a este consejo, representantes de instituciones que, a criterio de la mayoría del consejo instituidos por la presente, contribuyan al objetivo, políticas y estrategias de la presente.

         Los miembros del consejo se desempeñarán ad honorem y durarán dos (2) años en sus funciones, pudiendo ser reelectos por una sola vez.

Artículo 15: La Presidencia del Consejo creado por el Artículo anterior será ejercida por el Director Provincial del Plan Materno Infantil. El Consejo se dará su propio reglamento de funcionamiento.

Artículo 16: Serán funciones del Consejo Asesor Provincial Materno Infantil:

a) Asesorar y proponer a la Dirección, alternativas de implementación de programas del área según las estrategias del plan enunciadas en el art. 3 de la presente ley;

b)  Incentivar la creación de organizaciones no gubernamentales (ong), destinados a la prevención, asistencia, tratamiento y recuperación de la población objeto de esta ley;

c) Difundir las acciones locales y regionales tendientes a su orientación y promoción integral de la salud de niños y embarazadas, en especial;

d)  Relacionarse con los diferentes sectores involucrados en el tema, y brindar su asesoramiento a instituciones y personas que lo requieran sobre la atención primaria de la salud y los beneficios de la detección precoz de enfermedades;

e) Participar en el diseño publicitario para educar a la población a través de medios masivos de comunicación, informando las distintas etapas que involucran a la salud o la enfermedad;

f) Solicitar información estadística para elaborar proyectos alternativos, propiciándolos para su consideración;

g) Promover el desarrollo de la investigación y capacitación de los recursos humanos;

h) Colaborar en el diseño y actualización de los sistemas de control sanitario y captación de la población en riesgo.

Disposiciones generales

Artículo 17: A los fines de esta ley se consideran efectores del plan provincial materno infantil a aquellos profesionales del arte de curar, instituciones medico asistenciales, entidades no gubernamentales, sociales, culturales, deportivas, religiosas, y empresas estatales y/o privadas de comunicación masiva que presten servicios medico asistenciales, sociales e informativos, previa acreditación por la autoridad de aplicación.

Artículo 18: Autorizase al Poder Ejecutivo, a modo de incentivo, a eximir hasta un diez por ciento (10%) de los impuestos provinciales, a aquellos contribuyentes acreditados como efectores por la autoridad de aplicación, que efectúen acciones equivalentes a la efectivización de las metas del plan.

         En igual porcentaje y con igual criterio podrán reducir las empresas públicas provinciales sus tarifas.

Artículo 19: Las empresas publicas provinciales y la dirección general de irrigación podrán disminuir hasta un cincuenta por ciento (50%) sus tarifas para aquellas propiedades que posean alto riesgo sanitario ambiental; y que sean domicilios habituales de embarazadas, madres y niños hasta cinco (5) años en situación de pobreza, identificados según el art. 3 , inc. g).

Artículo 20: Las embarazadas desde el tercer mes de gestación y madres con niños de hasta cinco (5) años que se encuentren comprendidos en situación de pobreza e identificados, conforme lo dispone la presente en el art. 21 y ley 5335; no pagaran pasajes en la empresa provincial de transporte; se deberá convenir igual facilidad con las empresas concesionarias del servicio público de pasajeros en todo el territorio de la provincia.

         La autoridad de aplicación entregará las certificaciones que avalen los respectivos abonos y/o pases sin cargo conforme a itinerarios, frecuencias y periodos que garantice la total    accesibilidad a una atención programada e institucionalizada.

Artículo 21: Instituyese en la Provincia de Mendoza un documento que se denominara libreta sanitaria materna, con el objeto de incorporar en un documento único toda la información atinente a antecedentes heredo familiares, la situación social, cultural, familiar, económica y de salud de la embarazada y madre.

Artículo 22: El Ministerio de Salud proveerá gratuitamente a los profesionales médicos, acreditados en el plan previsto por esta ley, del documento instituido por el Artículo anterior a fin de que registren los datos de las embarazadas que controlen.

Artículo 23: Los profesionales médicos acreditados en el plan deberán informar la identidad, domicilio y cobertura medico asistencial y demás datos socio económicos de las embarazadas atendidas desde el tercer mes de gestación conforme lo determine la reglamentación.

Artículo 24: Invitase a los municipios a adherir al plan y adoptar las medidas tributarias y financieras en orden a lo expuesto en el art. 25, para las madres embarazadas y niños hasta cinco (5) años, las eximiciones a los efectores acreditados según el art. 18 y la afectación dispuesta por los arts. 8 y 26 de la presente.

Artículo 25: Autorizase a la autoridad de aplicación a la instrumentación de medidas que incentiven materialmente conductas de las madres, embarazadas y su grupo familiar primario, que permitan un adecuado control del embarazo, parto, puerperio y atención del niño sano hasta los cinco (5) años, respetando el derecho a la intimidad.

Artículo 26: Aféctanse los medios de transporte y de comunicación y al recurso humano del estado provincial para operarlos, no especifico de las reparticiones comprometidas con los fines de la presente a fin de que constituyan una red de emergencia para el traslado de embarazadas, madres y niños hasta cinco (5) años e información vinculada a estos; radicados en zonas alejadas e incomunicadas de los lugares de atención. Autorízase a la Dirección a convenir con dependencias del Estado Nacional, para cumplimentar acciones que tengan igual fin que las mencionadas en el presente Artículo.

Artículo 27: La evaluación cuantitativa y cualitativa del cumplimiento de las normas de la presente ley, deberá realizarse a los profesionales de la salud, conforme a las respectivas leyes vigentes.

Artículo 28: Los efectores privados acreditados por la autoridad de aplicación, que no cumplieran con los objetivos, normas y procedimientos del plan y su decreto reglamentario, y que no se sometieron a la supervisión y evaluación del mismo, perderán su condición de efectores acreditados del plan y los beneficios    establecidos en el art. 18 de la presente ley.

Artículo 29: Facultase al Poder Ejecutivo Provincial a efectuarlas transferencias de las partidas presupuestarias a fin de dar cumplimiento a esta ley a partir de su sanción.

Artículo 30: El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente ley en un plazo de sesenta (60) días a partir de su promulgación.

Artículo 31: La presente ley es de orden público.

Artículo 32: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 6.433. Creación del Programa Provincial de Salud Reproductiva
Sanción: 22 de octubre de 1996. 

Artículo 1: Créase en la Provincia de Mendoza el Programa Provincial de Salud Reproductiva, cuyos objetivos generales son: posibilitar a toda la población el acceso a la información y a los servicios que le permitan la toma de decisión, responsable y voluntaria, sobre sus pautas reproductivas, respetando la ética y las convicciones personales; proteger la vida desde el momento de la concepción y promover el desarrollo 

integral de la familia. 

La presente ley encuentra su sustento jurídico en el Artículo 16, inc. e) de la Ley Nacional N. 23.179 y en el derecho humano básico de toda persona a mantener y restituir su salud, conceptos ratificados en la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer y la Ley N. 23.849 que ratifica la Convención sobre los Derechos del Niño, a su vez ratificada por Ley Provincial N. 5.919, como así las leyes provinciales N. 6.124 sobre Materno Infancia y N. 6.354 sobre Niñez y Adolescencia. 

Artículo 2: Los objetivos específicos del Programa Provincial de Salud Reproductiva son: 

a) Promover la maternidad y paternidad responsable. 

b) Disminuir la morbimortalidad perinatal y materna. 

c) Prevenir embarazos no deseados y/o en situaciones de riesgo. 

d) Evitar abortos provocados. 

e) Prevenir, a través de la difusión de información, el HIV-SIDA y demás 

enfermedades de transmisión sexual. 

f) Efectuar la detección precoz y el tratamiento de las enfermedades de 

transmisión sexual y de las patologías del aparato reproductor. 

g) Promover mejor calidad de vida de padres e hijos. 

Artículo 3: El Programa Provincial de Salud Reproductiva será ejecutado en los centros sanitarios del Gobierno de Mendoza, debiendo garantizar la accesibilidad y gratuidad de los mismos, y en la Obra Social de Empleados Públicos. El Ministerio de Desarrollo Social y Salud será el responsable de la ejecución del Programa. Los municipios de la provincia podrán adherir a través de convenios con el gobierno provincial. Artículo 4º.- El Programa Provincial de Salud Reproductiva brindará los siguientes servicios: 

a) Información y asesoramiento sobre salud sexual. 

b) Información y asesoramiento sobre prevención de enfermedades transmisibles sexualmente. 

c) Detección precoz y tratamiento de enfermedades de transmisión sexual. 

d) Información y asesoramiento sobre planificación de la familia y todos los métodos anticonceptivos previstos en el Art. 5. de la presente ley. 

e) Controles de salud y estudios previos y posteriores a la prescripción de métodos anticonceptivos. 

f) Provisión de los medios y elementos necesarios a tal fin. 

g) Información y asesoramiento sobre infertilidad. 

h) Capacitación permanente de todos los agentes de salud involucrados en el programa, de sus usuarios y de la comunidad en general. 

Artículo 5: Los métodos anticonceptivos, de carácter transitorio y reversibles, que los profesionales podrán prescribir, serán todos los previstos en la Propuesta Normativa Perinatal del Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación (Tomo IV, Procreación Responsable). Para el caso de aparición de nuevos métodos, se deberá contar previamente con la autorización del citado Ministerio.  

Artículo 6: El Ministerio de Desarrollo Social y Salud de la provincia implementará la presente ley en vista a su efectivo cumplimiento, teniendo en cuenta los servicios, programas y acciones hoy existentes, a efectos de no sobreponer los mismos ni malgastar recursos humanos, tecnológicos, de infraestructura o financieros. Asimismo, deberá prever los recursos necesarios en la Ley de Presupuesto inmediata siguiente a la sanción de la presente ley. 

Artículo 7: Deberá asimismo promover la creación de Gabinetes de Orientación y Apoyo a la Planificación Familiar en la medida que los recursos presupuestarios de la provincia lo permitan, integrando en ellos procesos de información y educación a los adolescentes. 

Artículo 8: El Ministerio de Desarrollo Social y Salud convocará para su reglamentación a las entidades científicas correspondientes, titulares de las cátedras universitarias y servicios hospitalarios vinculados a la problemática y a toda otra institución u organización que considere conveniente. Asimismo, coordinará acciones, con servicios asistenciales (obras sociales), con el sector educativo, con los municipios y con las organizaciones no gubernamentales. 

Artículo 9: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de los ciento veinte (120) días corridos a partir de su promulgación. 

Artículo 10: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

DECRETO DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 2.010/98. Reglamentación de la Ley Nº 6.433. Creación del Programa Provincial de Salud Reproductiva
Sanción: 27 de noviembre de 1998 

Artículo 1: Establézcase que el Programa Provincial de Salud Reproductiva (PPSR) creado por Ley Nº 6433, se implementa de acuerdo a las normas dictadas en la presente reglamentación. A tal fin y de acuerdo a la definición dada por la Organización Mundial de la Salud, “entiéndese por salud reproductiva no solamente la ausencia de enfermedad o desórdenes de los procesos reproductivos, sino una condición en la que la función reproductiva se desarrolla en un estado de completo bienestar físico, psíquico y social”. 

Artículo 2: Establézcase que las acciones del presente Programa, se llevarán a cabo en el marco del respeto por las personas, sus convicciones éticas y morales y su derecho a ser informadas para dar consentimiento y acordar libremente las prácticas aconsejadas. 

Artículo 3: El ministerio de Desarrollo Social y Salud, dictará las normas destinadas a cada uno de los servicios que debe brindar el Programa Provincial de Salud Reproductiva, de acuerdo con lo establecido por el Art. 4º de la Ley que se reglamenta, a efectos de dotarlo de los contenidos necesarios para su implementación. 

Artículo 4: El Programa Provincial de Salud Reproductiva (PPSR), estará a cargo de un profesional del Ministerio de Desarrollo Social y Salud a propuesta de la Subsecretaría de Salud y dependerá de la Dirección de Promoción de la Salud y Maternidad e Infancia. Será su función conducir las actividades referidas a la aplicación de la Ley que se reglamenta, a fin de que se alcancen los objetivos propuestos. 

Artículo 5: Los Centros Asistenciales de la Provincia y de la Obra Social de Empleados Públicos (OSEP) que participen en el desarrollo del Programa Provincial de Salud Reproductiva (PPSR), deberán contar con los requisitos mínimos de planta física, equipamiento y recursos humanos que garanticen una adecuada respuesta informativa y asistencial a la población demandante, acorde con el espíritu de la Ley y a las normas de procedimiento que se dicten al respecto de acuerdo a lo establecido en el Art. 3º del presente Decreto. 

Artículo 6: Los Centros Asistenciales que aún no reúnan los requisitos básicos para la implementación plena del mencionado Programa, deberán ir desarrollando en forma paulatina las acciones educativas, de detección, derivación de la población de riesgo, así como también las acciones asistenciales en coordinación con el Centro de referencia. 

Artículo 7: Establézcase que a los fines del cumplimiento del Programa Provincial de Salud Reproductiva (PPSR), se trabajará sobre la base de la estrategia de Atención Primaria de la Salud, tendiéndose a formar equipos interdisciplinarios donde podrán intervenir Médicos, Psicólogos, Educadores, Psicopedagogos, Trabajadores Sociales, Enfermeras, Agentes Sanitarios y Administrativos y cualquier otra persona que la Jefatura del Programa considere necesario. Se deberá prever como requisito indispensable la implementación de programas específicos de capacitación para el recurso humano que integre el equipo de salud del Programa Provincial de Salud Reproductiva (PPSR). 

Artículo 8: Establézcase que se deberá asegurar un adecuado control y seguimiento de la población asistida a través del citado Programa, así como el análisis y evaluación del impacto del mismo en función de sus objetivos específicos y metas que se fijarán oportunamente. 

Artículo 9: Establézcase que los recursos para dar cumplimiento al Programa Provincial de Salud Reproductiva (PPSR), provenientes de la partida prevista en cada Ley de Presupuesto Anual, serán administrados en coincidencia con las prioridades del Programa de referencia, de acuerdo con las previsiones realizadas. El Programa Provincial de Salud 

Reproductiva (PPSR), podrá asimismo recibir por intermedio del Ministerio de Desarrollo Social y Salud, fondos o donaciones provenientes de otras fuentes destinadas a sus fines específicos. La solicitud de insumos, será canalizada por cada efector de salud con la supervisión del Jefe del Programa, según la planificación anual del mismo. Para la adquisición de insumos, se seguirán los procedimientos que prevé la legislación administrativa de la Provincia. 

Artículo 10: Establézcase que se promoverá la creación de Gabinetes de orientación y apoyo a la planificación familiar y de información y asesoramiento sobre salud sexual, en los cuales se trabajará Coordinadamente con la Dirección General de Escuelas, las Municipalidades y el Área de Atención Primaria de la Salud del Ministerio de Desarrollo Social y Salud, por medio de sus responsables. Según se considere necesario, podrán ser invitadas a integrarse distintas instituciones u Organismos no Gubernamentales (ONG), relacionadas con la temática. Las estrategias de trabajo en esta área, deberán adecuarse a las normas que oportunamente se establezcan. 

Artículo 11: Créese la Comisión Técnica Asesora del Programa Provincial de Salud Reproductiva (PPSR), la que estará integrada por personal experto, en número y estructura designada por el Señor Ministro de Desarrollo Social y Salud a propuesta de la Subsecretaría de Salud. Deberá trabajar en contacto directo, brindando su asesoramiento a la Jefatura del Programa y desempeñará su actividad ad-honorem. 

Artículo 12: Establézcase que, para la selección del personal profesional y no profesional, destinado a la ejecución del Programa Provincial de Salud Reproductiva (PPSR), deberá considerarse y respetarse el derecho de los objetores de conciencia a ser eximidos de su participación, lo que será convenientemente fundado y elevado a conocimiento de la autoridad que corresponda. 

Artículo 13: Establézcase que el médico que prescriba cualquier método anticonceptivo, debe indicar como parte de la información y educación para la salud reproductiva, el nivel de eficacia del mismo, así como sus posibles efectos colaterales; además deberá indicar expresamente los controles periódicos y las consultas que el usuario deberá realizar ante cualquier situación de duda. 

Artículo 14: Establézcase que todas las prestaciones se registrarán en la Historia Clínica del paciente, siguiendo las normas que al efecto dicte el Ministerio de Desarrollo Social y Salud. 

Artículo 15: Establézcase que los problemas de bioética relacionados con el Programa Provincial de Salud Reproductiva (PPSR), serán tratados por los comités hospitalarios correspondientes, de acuerdo con la zonificación sanitaria vigente y, eventualmente, por el Consejo Provincial de Bioética. 

Artículo 16: Deróguese el Decreto Nº 860/97. 

Artículo 17: El presente Decreto, será refrendado por los Sres. Ministros de Desarrollo Social y Salud y de Gobierno. 

Artículo 18: Comuníquese, publíquese, dése al registro oficial y archívese. 

RESOLUCION DEL MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL Y SALUD 2.492/2000 Habilitación a los hospitales públicos provinciales del procedimiento quirúrgico de Ligadura de Trompas de Falopio
Firma: 2 de octubre de 2000  

Artículo 1: Habilitar a los Hospitales Públicos Provinciales y a los profesionales que en ellos se desempeñen, ya sea en relación de dependencia o por otro vínculo jurídico, para que en esos centros sanitarios, se realice el procedimiento quirúrgico de Ligadura de Trompas de Falopio, para todos los casos donde no sean aplicables otros métodos anticonceptivos (fundado en causas de orden físico-clínico y/o psicosociales) y cuenten con indicación terapéutica precisa, previo haberse otorgado consentimiento escrito de la paciente. 

Artículo 2: Para el caso que en el futuro se dicten normas ministeriales regulatorias de la práctica, los profesionales deberán prestar por escrito conformidad a las mismas. 

Artículo 3: Entiéndese por indicación terapéutica precisa el contar con los siguientes informes: a) del médico tratante, b) del profesional de la salud mental y c) del trabajador social. 

Artículo 4: Para obtener la autorización de la práctica quirúrgica, las pacientes deberán presentar ante la Dirección del Hospital, la solicitud de la prestación con su firma, Nº de documento, domicilio real, donde también conste el consentimiento informado. Con dicha presentación el Hospital deberá formar expediente al que se agregarán los informes citados en el Art. 3º. Para los casos de personas menores de edad o declaradas in- capaces en instancia judicial, las mismas y sus representantes legales deberán ser informadas y oídas durante el proceso de consentimiento informado previo a la toma de decisión. 

Artículo 5: Las prácticas quirúrgicas que se ejecuten cumpliendo la presente Resolución, deben ser supervisadas por el Jefe de Servicio correspondiente del Hospital en que se realicen. 

Artículo 6: Para el caso de ser necesario o conveniente, los Directorios de los Hospitales Públicos Estatales podrán arbitrar el mecanismo de una segunda opinión, previa a la práctica, a través del Comité Hospitalario de Bioética, del Servicio de Tocoginecología, de un Equipo Interdisciplinario integrado por personal de la Institución u otra alternativa que se considere adecuada. Esta posibilidad de obtener una segunda opinión podrá solicitarse especialmente en los casos en que el profesional o el equipo que indique en primera instancia la necesidad de la ligadura sea externo al Hospital. Copia de esta segunda opinión deberá ser entregada a la interesada o quienes las representen. 

Artículo 7: Toda tramitación que involucra la práctica de ligadura de Trompas (solicitud, pedido de intervención, historia clínica, constancia de decisión y aceptación de la paciente, evaluación, alta, etc.), cumplimentando las etapas de conformidad con lo establecido, deberán incorporarse en una pieza administrativa única, procediéndose a su 

finalización al archivo correspondiente en el Hospital. Se deja constancia que el Hospital deberá tomar los recaudos necesarios pertinentes con el objeto de garantizar el derecho a la intimidad, privacidad y confidencialidad de la información relacionada con el proceso de salud - enfermedad de la paciente involucrada en cada caso. 

Artículo 8: Las instituciones públicas tratantes, necesariamente entregarán, a toda mujer embarazada con indicación terapéutica fundada y que haya completado el proceso de consentimiento informado, copia de la documentación, con el objeto de que, si fuera necesario practicarle una operación cesárea, se pueda practicarle simultáneamente la ligadura tubaria, cualquiera sea la maternidad estatal en que se la asista. Asimismo, se deben arbitrar los medios para que las maternidades estatales cuenten con los datos de dichas pacientes. 

Artículo 9: Por este acto se procede a crear un Registro Provincial que contenga datos y antecedentes a disposición de Instituciones Públicas, de todas las pacientes que se encuentren en condiciones (conforme esta resolución) para que se les practique ligadura tubaria. A tal fin los Hospitales Públicos, en forma mensual, deberán remitir al Programa de Salud Reproductiva, dependiente del Ministerio, planilla informativa que indique todas aquellas mujeres que hayan cumplido con el procedimiento requerido por esta norma para que se les practique ligadura tubaria. (Los datos a informar son: nombre, apellido, domicilio real, DNI., institución tratante y médico de cabecera de la paciente). 

Artículo 10: Los Hospitales Públicos Estatales respetarán la objeción de conciencia de los integrantes de los equipos de salud y a tal fin permitirán suscribir una declaración jurada que comprometa dicha objeción, tanto en la práctica asistencial pública, como en la privada, las que una vez suscritas serán obligatorias en todos los ámbitos. La objeción de conciencia permitida, no desresponsabiliza a los servicios de la Red Asistencial Pública Provincial, de la prestación de la práctica quirúrgica de referencia, debiendo los mismos arbitrar los medios necesarios para su realización. 

Artículo 11: La ligadura tubaria indicada precedentemente no requiere autorización judicial, ni consentimiento del cónyuge, ya que se trata de una decisión que se encuentra en el ámbito de los derechos personalísimos de la mujer y en relación directa con el médico o equipo interdisciplinario de salud tratante. 

Artículo 12: Los hospitales públicos estatales, procederán a la conformación de un grupo interdisciplinario de contención destinado a la paciente que se encuentre ante la conflictiva situación de tener que decidir libremente (con la información adecuada) la realización o no de la intervención indicada por los profesionales, tanto para asistirla en el 

momento de tomar decisión, como luego de ella. 

Artículo 13: Comuníquese a quienes corresponda, publíquese y archívese.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 6770. Seguro para Trasplantes de Órganos y Tejidos de Mendoza en la Obra Social de Empleados Públicos de Mendoza (O.S.E.P).
Sanción: 29/03/2000

Artículo 1: Crease el Seguro para Trasplantes de Órganos y Tejidos, en la Obra Social de Empleados Públicos de Mendoza (O.S.E.P), con el objeto de conformar un seguro para brindar asistencia a los afiliados, en todas aquellas enfermedades que indiquen que el trasplante es la única alternativa, ya sea porque compromete la vida (insuficiencia hepática, cardíaca, pulmonar, médula ósea) o resulta invalidante (insuficiencia renal crónica, lesión corneal), en la provincia de Mendoza o en cualquier otro lugar, cubriendo estudios pretrasplantes, trasplante y seguimiento posterior.

Artículo 2: El seguro de trasplante se integrará con el aporte de treinta y cinco centavos ($0,35) por mes de los afiliados activos directos, indirectos, pasivos, adherentes, autónomos y por convenio, en el monto que resulte de aplicar como base "1" lo aportado por los afiliados activos directos.

Artículo 3: Los aportes realizados por los afiliados activos directos, indirectos, pasivos, adherentes, autónomos y por convenio, deberán ingresar a una cuenta especial denominada "seguro para trasplantes de órganos y tejidos".

Artículo 4: La autoridad de aplicación será el directorio de la O.S.E.P., que deberá rendir cuentas en forma circunstanciada y semestral al H. Tribunal de Cuentas de la provincia, y trimestralmente a las comisiones de salud de ambas Cámaras Legislativas. Asimismo, deberá comunicar mensualmente a los afiliados el estado financiero del mismo, consignando los destinatarios, prácticas médicas realizadas y monto de los subsidios.

Artículo 5: La autoridad de aplicación integrará un Comité de Evaluación médico, cuyos profesionales deberán tener reconocida capacidad e idoneidad científica en las especialidades para las que se los convoque.

Las funciones específicas y conformación del comité y la forma para acceder a los beneficios del seguro de trasplante, serán establecidas en su reglamentación.

Artículo 6: El seguro de trasplante, solo será utilizado en el financiamiento de estudios pretrasplante, trasplante y seguimiento posterior.

Artículo 7: Los beneficiarios del seguro de trasplante, concluido los estudios pretrasplante y trasplante, deberán presentar los comprobantes de los gastos efectuados. En el caso de un saldo a favor, el mismo deberá ser reintegrado al seguro de trasplante, una vez terminado los estudios pretrasplante o trasplante. Caso contrario se le debitara mensualmente el costo que el comité determine y/o los saldos no devueltos por los medios idóneos para ello.

Artículo 8: La autoridad de aplicación deberá elaborar un nomenclador con las practicas pretrasplantes y trasplantes, consignando costos por cobertura y posibles lugares de traslados, siendo condición indispensable que en los lugares en donde se realicen estas prácticas estén autorizados por I.N.C.U.C.A.I. (Instituto nacional central único coordinador de ablación e implantes) y/o organismo jurisdiccional, el que deberá ser actualizado y publicado semestralmente para conocimiento de los afiliados de la O.S.E.P.

Artículo 9: La presente norma legal no autoriza a la obra social a disminuir las prestaciones de servicio de salud que en la actualidad efectúa.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 6835. Emergencia Médica y Catástrofe en la Provincia de Mendoza
Sanción: 18/10/2000

CAPITULO I: MARCO DECLARATORIO

Artículo 1: Por la presente se establecen las normas que rigen el funcionamiento de la emergencia Médica y Catástrofe en la Provincia de Mendoza, que tiene como fin la asistencia inmediata de las personas a través del examen inicial, su evaluación, atención y derivación, en respuesta a una injuria o enfermedad aguda, con el propósito de prevenir las secuelas ulteriores.

La atención en la emergencia médica y catástrofe comprende los episodios del enfermar humano, cualquiera sea su naturaleza, implicado en el espectro de la medicina, sea cual fuere su manifestación y comportamiento.

Artículo 2: Créase el Plan de Emergencia Médica y Catástrofe cuyas acciones tendrán por finalidad la prevención, atención y recuperación de la salud. Dicho Plan tendrá los siguientes objetivos:

A) OBJETIVOS GENERALES:

a) Disminuir los Índices de morbi y mortalidad de la Provincia, provocados por las altas tasas de accidentes y traumas.

b) Analizar periódicamente la situación epidemiológica y las condiciones sociales, económicas, políticas y culturales que predisponen a la ocurrencia de emergencia médica.

c) Planificar y proponer políticas y estrategias con el fin de optimizar los recursos y reducir el impacto sobre la salud humana debido a situaciones de emergencia médica.

d) Coordinar las acciones de los servicios de emergencia médica y catástrofe en las etapas pre hospitalarias, hospitalarias y post hospitalarias tanto en el ámbito estatal como privado.

e) Integrar funcionalmente la red de servicios de salud con los otros organismos estatales y privados que intervienen en la problemática de la emergencia.

f) Evaluar el funcionamiento integral de los servicios de atención médica en la emergencia y de sus componentes organizativos, sociales, económicos y ambientales.

g) Controlar el funcionamiento de los servicios de medicina de emergencia y catástrofe de la Provincia.

h) Informar a las autoridades los resultados y el desarrollo del programa.

B) OBJETIVOS ESPECIFICOS:

a) Realizar investigaciones epidemiológicas orientadas a la toma de decisiones del plan.

b) Establecer parámetros que permitan una zonificación adecuada de las regiones sanitarias.

c) Estudiar los procesos que inciden en la ocurrencia de la emergencia a fin de establecer las relaciones de los factores multicausales.

d) Capacitar a los profesionales y técnicos de los servicios de salud estatales, privados y de los organismos provinciales y municipales involucrados en el objeto de la presente.

e) Formular un sistema de referencia y contrarreferencia que contenga la normativa para una eficaz acción coordinada entre los distintos efectores intervinientes en la emergencia médica y catástrofe.

f) Asignar recursos apropiados para el cumplimiento de los objetivos, teniendo en cuenta el origen múltiple del financiamiento del sector salud.

g) Implementar un sistema de comunicación en toda la Provincia que permita lograr eficazmente la atención de la emergencia y catástrofe.

h) Diseñar un Plan de Emergencia y Catástrofe pre- hospitalario, hospitalario y post hospitalario que se integre a los planes de los demás organismos estatales y privados.

i) Promover la difusión de las distintas estrategias y planes de atención de la emergencia y catástrofe.

j) Definir indicadores que permitan evaluar adecuadamente los distintos niveles de atención y de responsabilidad de la organización del sector salud en la emergencia médica y catástrofe.

k) Desarrollar un sistema informatizado que posibilite la decisión eficaz y oportuna en la solución de problemas de atención médica en la emergencia.

l) Asistir a los organismos de fiscalización, a través de la normalización de los servicios de atención de la emergencia médica, en el cumplimiento de la aplicación de la ley 5532.

m) Establecer los procedimientos administrativos que permitan la optimización de los recursos del Plan a través del cumplimiento de las normas de aplicación de las leyes 5869 y 5578.

n) Promover y profundizar la relación con los organismos nacionales e internacionales en el perfeccionamiento de los instrumentos creados en la presente.

CAPITULO II: AMBITO Y AUTORIDAD DE APLICACION

Artículo 3: El Plan creado en el artículo 2 dependerá del Ministerio de Desarrollo Social y Salud, quien será la autoridad de aplicación.

Artículo 4: Las actividades del Plan se implementarán a través de los efectores propios dependientes de la Subsecretaría de Salud y organismos descentralizados de la Obra Social de Empleados Públicos.

Artículo 5: Los efectores del sector privado que brinden servicios de emergencias deberán ajustarse a las normativas de funcionamiento establecidas en la presente Ley y su Decreto Reglamentario.

Artículo 6: Las Obras Sociales, Empresas de Medicina Prepaga, Compañías de Seguros y A.R.T., deberán informar a la autoridad de aplicación la implementación de la cobertura, en la atención de la emergencia médica y catástrofe y comunicar de manera fehaciente a sus afiliados, el modo de acceder eficazmente a su servicio.

Artículo 7: Los servicios de emergencia médica privada, de atención domiciliaria, con ambulancia y traslado de pacientes a unidades de internación, deberán registrarse en la autoridad de aplicación e informar el modo operativo de funcionamiento y el cumplimiento de las condiciones fijadas en los artículos 15 y 16 de la presente Ley para el Servicio de Emergencias Coordinado del Estado Provincial.

Artículo 8: Los servicios de emergencia médica y catástrofe deberán contar con profesionales médicos, habilitados como especialistas, de acuerdo al Artículo 23 de la Ley 2636.

Los Técnicos deberán acreditar antecedentes y experiencia en Emergencias Médicas y Catástrofe.

CAPITULO III: ORGANIZACION DEL PLAN

Artículo 9: Créase la Unidad Provincial Coordinadora de Emergencias Médicas y Catástrofe, dependiente de la Subsecretaría de Salud, cuyas funciones serán implementar los objetivos enumerados en el artículo 2 Dicha Unidad estará integrada por:

1. Subsecretario de Salud, quien ejercerá la presidencia.

2. Director de Defensa Civil (COEP).

3. Coordinador Provincial del Plan, designado por la Subsecretaría de Salud.

4. Director de Hospitales.

5. Director de Atención Ambulatoria.

6. Director del Servicio Coordinado (SEC).

Artículo 10: Créase el Consejo Provincial de Emergencias Médicas y Catástrofe, dependiente de la Unidad Provincial, cuyas funciones serán las siguientes:

a) Implementar y coordinar los objetivos fijados por la Unidad Provincial.

b) Ejercer la coordinación general del Plan Provincial con los efectores estatales y privados que participen del mismo.

c) Implementar las normas de referencia y contrarreferencia.

d) Establecer una red asistencial integral de atención de la emergencia médica.

e) Coordinar los ámbitos de funcionamiento de los sectores públicos y privados.

f) Definir los estándares de la atención médica en la emergencia.

g) Acreditar las instituciones formadoras en emergencia médica y catástrofe, las que deberán presentar su diseño curricular para la aprobación de los contenidos.

h) Asesorar y proponer planes y estrategias que perfeccionen la atención de la emergencia.

i) Contribuir al perfeccionamiento científico y técnico del plan de emergencia médica y catástrofe.

j) Analizar y desarrollar la investigación epidemiológica vinculada a la emergencia médica y catástrofe

k) Implementar junto con Defensa Civil (COEP) los planes referidos a la atención durante los desastres y catástrofes.

Artículo 11: El Consejo Provincial de Emergencias Médicas y Catástrofe estará constituido por:

a) El Coordinador del Plan, representante de la Subsecretaría de Salud, especialista o con antecedentes y experiencia en Emergencias Médicas y Catástrofe, miembro del Centro de Operaciones de Emergencia Provincial (COEP).

b) Un representante de los Hospitales Estatales de alta complejidad, especialista o con antecedentes y experiencia en Emergencias Médicas y Catástrofe.

c) Un representante de los Hospitales Estatales de mediana complejidad, especialista o con antecedentes y experiencia en Emergencias Médicas y Catástrofe.

d) Un representante de Hospitales y Clínicas Privadas, especialista o con antecedentes y experiencia en Emergencias Médicas y Catástrofe.

e) Un representante de los servicios de Emergencias Privadas, especialista o con antecedentes y experiencia en Emergencias Médicas y Catástrofe.

f) El Director del Servicio Coordinado de Emergencias.

g) Un representante de Defensa Civil, miembro del COEP.

h) Un representante de las Compañías de Seguro, A.R.T., obras sociales y empresas de medicina prepaga.

i) Un representante de la Dirección de Atención Ambulatoria especialista con antecedentes y experiencia en Emergencias Médicas y Catástrofe.

j) Un representante por la Facultad de Ciencias Médicas especialista o con antecedentes y experiencia en Emergencias Médicas y Catástrofe.

Artículo 12: Este Consejo creado en el Art. 10 de la presente ley deberá implementar el sistema de información del Plan, que regularmente dirigirá a todas las entidades públicas y privadas que participen del mismo, que proporcionen el conocimiento disponible para los Sistemas de Emergencia relativo a: los Servicios, cobertura financiera- prestacional, normas de funcionamiento, agentes tóxicos, drogas, venenos y demás agentes patógenos vinculados a la atención médica, objeto de esta Ley, que aquí se mencionan sólo a título enunciativo.

Artículo 13: Créase el Registro de Servicios de Atención Médica en la Emergencia en el ámbito de la Unidad creada en el Art. 9.

Todos los servicios del Sector Privado acreditados en la Provincia, deberán informar las características técnicas, materiales y humanas de los recursos que posee y sus normas de funcionamiento.

Artículo 14: Créase en el ámbito del Gran Mendoza, que comprende a los Departamentos de Capital, Guaymallén, Godoy Cruz, Las Heras, Luján y Maipú, el Sistema de Emergencias Coordinado. Dicho servicio podrá ampliarse a los restantes Departamentos en caso de necesidad. El mismo es dependiente de la Unidad Provincial de Coordinación de Emergencias Médicas y Catástrofe y tendrá las siguientes funciones:

a) Brindar el servicio de atención las 24 horas del día, de manera permanente todo el año.

b) Coordinar la atención médica en la emergencia ante llamados efectuados por el mismo.

c) Efectuar los traslados de los pacientes afectados en la emergencia, de acuerdo a las normas de referencia y contrarreferencia que se establezcan en el Plan.

d) Receptar toda la información para la identificación del o los afectados en la emergencia médica, referidos a su estado de salud, cobertura financiera y situación de ocurrencia de la misma, antes, durante y posterior a la asistencia.

e) Coordinar con el Instituto Central de Ablación e Implantes de Mendoza las actividades previstas por normas reglamentarias para dar cumplimiento a la Ley 5913.

f) Comunicar, de manera fehaciente y oportuna, a los otros organismos del Estado, todos aquellos hechos vinculados a la emergencia y de los que deban tomar conocimiento los mismos, con el fin de actuar eficazmente.

g) Coordinar operativamente la atención en la emergencia con los demás servicios de atención médica, tanto domiciliarios, hospitalarios y otros centros habilitados en el Registro creado en el Art. 13.

Artículo 15: Los servicios que brindará el Servicio de Emergencias Coordinado serán los siguientes:

a) Diagnóstico y tratamiento de la Emergencia Médica y Catástrofe.

b) Derivación a centros asistenciales para la continuidad de la atención.

c) Traslado de personas con enfermedades de urgente atención a otros centros.

d) Información a instituciones sobre agentes tóxicos que producen emergencias médicas.

e) Coordinación operativa con otros servicios de emergencias estatales.

Artículo 16: Las unidades de traslado y atención domiciliaria deberán contar con el equipamiento médico y no médico adecuado para la atención de la emergencia, actualizarlo en forma permanente, como así también el parque automotor. Las características y períodos de actualización se fijarán en la norma reglamentaria de la presente Ley y servirán de aplicación para el control de todos los servicios de condiciones similares, tanto del sector público como del privado.

Artículo 17: El servicio contará con una unidad central de comunicaciones a cargo de un profesional médico, con competencia en la especialidad de Emergencias Médicas y Catástrofe que tendrá por función:

a) Receptar los pedidos de atención.

b) Derivarlos al ámbito e institución que corresponda.

c) Enviar la unidad ambulatoria de atención cuando sea necesario.

d) Coordinar la acción conjunta con los otros organismos del Estado.
e) Comunicar a las fuerzas de seguridad la necesidad de su asistencia cuando las características del servicio demandado lo requieran.

Artículo 18: El centro referido en el Artículo precedente, dispondrá de un número telefónico con características abreviadas del servicio público de teléfonos que garantice la accesibilidad efectiva e inmediata de las personas que deseen comunicarse. Las llamadas efectuadas quedarán grabadas en cinta de reproducción precintada, que compondrán el archivo de seguridad del servicio, pudiendo sólo acceder al mismo por orden judicial.

Artículo 19: Créase la Unidad Coordinadora Regional del Plan de Emergencias Médicas y Catástrofe en el ámbito de los sectores público y privado, dependiente de la Unidad Coordinadora Provincial, una por cada región sanitaria, integrada por los organismos de salud del Estado Provincial y Municipal y actividad privada. Dicha Unidad tendrá como función planificar, coordinar, supervisar, evaluar y controlar el desarrollo operativo del Plan, cuya máxima autoridad será ejercida por el responsable del nivel institucional de mayor complejidad en la misma.

CAPITULO IV: ORGANIZACION HOSPITALARIA

Artículo 20: Los efectores de los sectores público y privado deben crear en su organigrama, la Unidad de Emergencias Médicas y Catástrofe, la que estará compuesta por profesionales y técnicos debidamente acreditados de acuerdo con el Art. 8 de la presente Ley.

Artículo 21: Los Hospitales de alta complejidad Humberto Notti, Central, Lagomaggiore y Schestakow, serán los centros de máxima especialización en la materia, sobre los que se derivarán los pacientes afectados por la Emergencia Médica y Catástrofe, de acuerdo a las normas de referencia y contrarreferencia del Plan y el grado de complejidad requerido para su atención.

Sin perjuicio de ello y a criterio de la autoridad de aplicación, las Unidades de Emergencias Médicas de los hospitales citados precedentemente, desarrollarán los centros de trauma especializados en la atención de los pacientes traumatizados graves.

Artículo 22: Los restantes hospitales públicos y/o privados deberán ser determinados en sus niveles de alta o media complejidad en la emergencia médica por la autoridad de aplicación.

Los centros de alta complejidad serán los de especialización en la materia, sobre los que se derivarán los pacientes afectados por la Emergencia Médica y Catástrofe de acuerdo a las condiciones de riesgo y área de influencia.

Artículo 23: Cada Unidad de las citadas en el Artículo 20, deberá confeccionar su propio Plan de Emergencia Médica y Catástrofe institucional, debiendo ajustarse a la complejidad conferida por la autoridad de aplicación, a las condiciones de riesgo particular de cada una, la zonificación del lugar y área de influencia.

Artículo 24: Los profesionales y técnicos de cada institución, deberán tomar conocimiento del plan elaborado y notificado de manera fehaciente. Los contenidos y actividades del mismo, se actualizarán periódicamente, como así también el entrenamiento a través de ejercicios de simulación y otros métodos considerados para mejorar la atención de la Emergencia Médica y Catástrofe.

Artículo 25: Los servicios estatales y privados dedicados a la emergencia deberán planificar anualmente la capacitación de sus integrantes, con el fin de asegurar la continuidad y eficacia de sus prestaciones mediante cursos teórico- prácticos gratuitos para el agente, obligatorios y con evaluaciones aprobadas, para continuar ejerciendo funciones en relación con la emergencia. Las horas anuales y las características específicas de los cursos, se implementarán en la reglamentación de esta Ley.

CAPITULO V: FONDO DE FINANCIAMIENTO DEL PLAN

Artículo 26: Créase en el ámbito del Ministerio de Desarrollo Social y Salud el Fondo Financiero del Plan de Emergencias Médicas y Catástrofe que estará compuesto por:

a) Presupuesto Provincial.

b) El tres por ciento (3%) de lo recaudado por el Estado Provincial por multas en accidentes viales con daño a las personas.

c) Recursos propios recaudados por prestaciones médicas, efectuadas por los efectores estatales a terceros obligados, en materia de seguros por accidentes de toda Índole y por aplicación de la Ley 5578.

d) Donaciones y subsidios, sean Éstos de carácter público o privado, de orden nacional, internacional, provincial o municipal.

e) El tres por ciento (3%) de lo recaudado por infracciones a la aplicación de la Ley 5532.

Artículo 27: Los fondos establecidos por el Artículo 26 serán acreditados en forma directa a la institución que efectuase la prestación. Los recursos del Fondo serán aplicados al cumplimiento de los objetivos del Plan.

CAPITULO VI: DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

Artículo 28: Los profesionales y técnicos que desempeñan su actividad en los servicios comprendidos al momento de la sanción de la presente Ley, tendrán trescientos sesenta (360) días para obtener la certificación o recertificación de la especialidad, de acuerdo a las normas, a partir de la publicación del Decreto Reglamentario.

Artículo 29: Los servicios e instituciones dedicadas a la atención médica de la emergencia tendrán trescientos sesenta (360) días a partir de la sanción de la presente Ley, para adecuar sus recursos físicos, técnicos, materiales y humanos a lo establecido en la misma.

Artículo 30: El cargo de Coordinador del Servicio de Emergencias Coordinado deberá ser desempeñado por un especialista contratado a tal efecto por llamado a concurso de antecedentes y oposición, debiendo tener como requisito indispensable un postgrado reconocido y aprobado según lo establecido por la Ley Nacional de Educación Superior Nro. 24521 o la norma que en el futuro la reemplace. Dicho cargo se concursará cada cinco (5) años.

Artículo 31: Se establece un plazo de ciento ochenta (180) días para la reglamentación de la presente Ley. Se autoriza al Poder Ejecutivo para realizar las previsiones presupuestarias del ejercicio 2001.

Artículo 32: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7112. Programa de Prevención de Patologías Visuales en Escolares de Mendoza.
Sanción: 08/11/2000
Artículo 1: Créase en el ámbito de la provincia EL "Programa de Prevención de Patologías Visuales en Escolares de Mendoza", para realizar un examen de agudeza visual a los
alumnos de los niveles educativos: inicial y educación básica, educación especial, educación básica de adultos y colegios privados subvencionados de nivel inicial y primario.

Artículo 2: Este programa tiene como objetivo:
1) Concientizar a la comunidad escolar sobre la importancia de la prevención en salud visual.
2) Promover acciones comunitarias tendientes al autocuidado y la atención de la salud visual.
3) Identificar a los niños con trastornos visuales.
4) Realizar un tratamiento en todos los niños en los cuales se confirmen patologías visuales.
5) Instalar el programa de detección en forma periódica según recomendación de normas, en
cada centro de salud.

Artículo 3: la implementación y coordinación del programa estará a cargo, en forma conjunta, del ministerio de desarrollo social y salud y de la Dirección General de Escuelas. Serán convocados a adherir todos los municipios de la provincia.

Artículo 4: Las entidades sociales y privadas que deseen colaborar con el programa coordinaran las acciones a seguir con el Ministerio de Desarrollo Social y Salud.

Artículo 5: El decreto reglamentario fijara las etapas y prioridades que debe contemplar el programa.

Artículo 6: El Ministerio de Desarrollo Social y Salud, por intermedio de la Dirección de Atención Primaria, afectara anualmente, de su presupuesto, una partida específica para este Programa.

Artículo 7: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 6894. Fondo Provincial para el funcionamiento de los Centros de Prevención, Tratamiento y Rehabilitación de las Malformaciones Craneofaciales.
Sanción: 11/04/2001
Artículo 1: Crease el Fondo Provincial para el funcionamiento de los Centros de Prevención, Tratamiento y Rehabilitación de las Malformaciones Craneofaciales, según la ley 6714.

Artículo 2:  Dispónense como fondos afectados a este programa, la suma anual de pesos ciento cincuenta mil ($150.000) provenientes de las utilidades liquidas y realizadas del Instituto de
Juegos y Casinos de la Provincia de Mendoza, las que Deberán ser liquidadas mensualmente y cuya distribución deberá garantizar la equidad territorial.

Artículo 3: El Poder Ejecutivo reglamentara la presente ley dentro de los treinta (30) días posteriores a su promulgación.
Sin perjuicio de ello, el Instituto Provincial de Juegos y Casinos deberá depositar los aportes que dispone el artículo 2 de esta ley, desde el primer mes calendario siguiente a su publicación en el Boletín Oficial.

Artículo 4: Comuníquese Al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 6993. categorización, acreditación y habilitación de los Servicios de Emergencia Médica Extrahospitalaria.
Sanción: 12/03/2002
Artículo 1: Objeto: Establécese mediante la presente Ley, la categorización, acreditación y habilitación de los Servicios de Emergencia Médica Extrahospitalaria, sea su naturaleza privada o pública, estatal o no.

Artículo 2: Calidad de Atención: Deberán cumplimentarse las normativas específicas de la especialidad médica y los requisitos mínimos exigidos, en sus distintos grados de complejidad, con el objeto de garantizar la calidad de la atención a la población de la Provincia.

Artículo 3: Recursos Humanos: Los prestadores de servicios de emergencia médica extrahospitalaria deberán contar como mínimo con el siguiente recurso humano:
a) Director Médico: quien deberá acreditar antecedentes en la especialidad de acuerdo a la Ley 2636;
b) Radioperadores: se clasifican en receptores y despachadores, a los efectos de la presente;
c) Médicos de Guardia: quienes deberán acreditar antecedentes en la especialidad de acuerdo a lo establecido en el Inc. a) del presente Artículo;
d) Enfermeros: quienes deberán acreditar antecedentes en la especialidad de acuerdo a la Ley 6836;
e) Camilleros; y ,
f) Choferes.
El personal comprendido en los incisos e) y f) deberá contar con antecedentes y cursos de capacitación en la especialidad de emergencia médica extrahospitalaria.

Artículo 4: Recursos físicos: Las plantas físicas y bases operativas de los prestadores de servicios de atención de emergencia médica prehospitalaria deberán ser en cantidad y calidad suficiente, de acuerdo a la superficie territorial a cubrir y la ubicación de la población objeto. Las mismas deberán contar con la cantidad, calidad y complejidad de unidades móviles que determine la reglamentación acorde a la categorización de cada prestador.

Artículo 5: Protocolización y Documentación: Los prestadores de servicios de atención de emergencia médica prehospitalaria deberán llevar obligatoriamente la protocolización y documentación de: historia clínica de emergencia médica prehospitalaria, ficha de despacho de radioperadores, recetas, grabación de llamados, cuyo formato determinará la reglamentación y protocolos especiales.

Artículo 6: Categorización y Supervisión de los Servicios de Emergencia Médica: La autoridad de aplicación categorizará y/o recategorizará a los servicios de emergencia médica prehospitalaria. Dicha categorización se realizará acorde a los tipos y cantidad de unidades móviles, complejidad de los mismos en equipamiento asistencial, recurso humano y capacitación de todo el personal.
A los efectos de la supervisión de los servicios de emergencia médica, se establecerán los procedimientos administrativos de control, para adaptar los sistemas a la normativa de la presente Ley.

Artículo 7: Autoridad de Aplicación: La autoridad de aplicación será el organismo que determine el Ministerio de Desarrollo Social y Salud de la Provincia de Mendoza.

Artículo 8: Aplicación Supletoria: La Ley 6835 será de aplicación supletoria, en cuanto no contradiga lo establecido en la presente Ley.
Artículo 9: Reglamentación: EL Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente Ley en un plazo de ciento ochenta (180) días a partir de su promulgación. La reglamentación deberá fijar las pautas generales y particulares a que hace referencia el Artículo 6°.

Artículo 10: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7037. Adhesión a la Resolución Nº 326/2002 del M. S. de la Nac. Prescripción de medicamentos por nombre genérico.
Sanción: 14/08/2002
Artículo 1: Adherir a los artículos 1, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9 y 10 de la Resolución N° 326/2002, del Ministerio de Salud de la Nación, publicada en el Boletín Oficial N° 29916, el 07 de Junio del año 2002 y que se adjunta como Anexo de la presente Ley, referida a la obligatoriedad que en toda receta y/o prescripción médica u odontológica debe efectuarse expresando el nombre genérico del medicamento o Denominación Común Internacional que se indique, seguida de forma farmacéutica, cantidad de unidades por envase y/o concentración, garantizándose la libre prescripción de los Profesionales de la Salud, habilitados para tal fin.
Artículo 2: En los casos en que el Profesional autorizado a prescribir medicamentos opte por prescribir por marca, debe consignar el nombre genérico, seguido del de marca. Cuando el Profesional tratante considere que no cabe reemplazar el medicamento denominado por marca, debe agregar a continuación de la firma correspondiente a la prescripción y de su puño y letra, la justificación fundada que avale tal decisión, bajo el título "irremplazable o insustituible", dejando luego asentado nuevamente su firma y sello.

Artículo 3: El Poder Ejecutivo Provincial, en la respectiva reglamentación, determinará el régimen de sanciones correspondientes y los consiguientes procedimientos de verificación y contralor de infracciones.

Artículo 4: El Ministerio de Desarrollo Social y Salud, a través de la Dirección de Farmacología, será la autoridad de aplicación.

Artículo 5: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7112. Fondo Provincial de Oxigenoterapia Domiciliaria para Niños y Adolescentes.
Sanción: 17/04/2003
Artículo 1: Créase el Fondo Provincial de Oxigenoterapia Domiciliaria, destinado a la provisión de oxígeno para niños y adolescentes, que por su enfermedad así lo exigen.

Artículo 2: Fíjase como recurso inicial anual la suma de pesos doscientos diez mil ($ 210.000) que resulta de la evaluación del gasto total para la Administración de Oxígeno Domiciliario, efectuado en el año anterior en el conjunto de hospitales públicos descentralizados y no descentralizados de la Provincia de Mendoza.

Artículo 3: El monto inicial establecido en el Art. 2, será aportado por las utilidades anuales líquidas realizadas del Instituto Provincial de Juegos y Casinos u organismo que lo reemplace, cuyo importe proporcional se depositará mensualmente en doce (12) cuotas iguales.

Artículo 4: El Fondo será administrado y controlado por el Hospital «Dr. Humberto Notti» y sus recursos se depositarán en una cuenta especial y específica para el cumplimiento de los fines de la presente Ley, abierta en un Banco Oficial.

Artículo 5: Los excedentes de los recursos no utilizados al fin de cada ejercicio, pasarán a integrar las disponibilidades del ejercicio siguiente, junto a los aportes anuales establecidos en el Art. 2. 

Artículo 6: Serán beneficiarios del Fondo Provincial de Oxigenoterapia Domiciliaria, todas las personas, niños y adolescentes, con residencia habitual y permanente en la Provincia de Mendoza, debidamente documentada, que no cuenten con cobertura social o que teniendo cobertura social, acrediten insolvencia para afrontar el costo de la terapia.

Artículo 7: La condición de insolvencia deberá ser establecida por medio de los mecanismos correspondientes, a cargo del Hospital «Dr. Humberto Notti», trámite que en ningún caso podrá omitirse. A esos efectos el Fondo deberá contar con el dictamen técnico del médico solicitante y avalado por la Dirección del Hospital «Dr. Humberto Notti».

Artículo 8: El otorgamiento del beneficio se materializará mediante la emisión, por parte del Fondo, de órdenes de compra a favor del proveedor, una vez que se haya cumplido la evaluación pertinente y se encuentre avalada por un funcionario asistencial a nivel de Jefe de Servicio o de Departamento del Hospital «Dr. Humberto Notti».

Artículo 9: El Fondo deberá remitir trimestralmente al Ministerio de Desarrollo Social y Salud y a la Comisión de Salud de ambas Cámaras, un informe sobre el desarrollo de las Actividades del Fondo y un balance actualizado.

Artículo 10: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7121. Programa de Asistencia Integral a la Enfermedad Fibroquística
Sanción: 10/06/2003
Artículo 1: Créase en el ámbito de toda la Provincia de Mendoza, el Programa de Asistencia Integral a la Enfermedad Fibroquística, destinado a lograr un sistema solidario de contención pública. 

Artículo 2: El Programa tendrá como objetivo:
a) Lograr un Registro Único Provincial que contenga a la totalidad de los pacientes que padecen Fibrosis Quística, donde conste el diagnóstico físico, psíquico y social del proceso de la enfermedad. 
b) Garantizar cobertura integral y total sin límite de edad a los enfermos fibroquísticos en el territorio Provincial, orientar al enfermo y su familia, propendiendo a su contención socio económica, asistiendo con todos los medicamentos necesarios y cobertura de rehabilitación, y toda prestación que sea necesaria para hacer frente a esta enfermedad, aplicando el principio de equidad. 
c) Coordinar y optimizar los recursos disponibles en el sistema de Salud y de Seguridad Social.
d) Obtener un servicio informativo que difunda en la Provincia investigaciones, becas y publicaciones nacionales y extranjeras, para el diagnóstico y tratamiento.
e) Diseñar normas y procedimientos técnicos para lograr mayor eficacia y eficiencia de los efectores públicos en coordinación con las áreas competentes dedicadas a esta patología.
f) Estudiar los perfiles del proceso salud-enfermedad, sus determinantes y dinámica en la población. 
g) Desarrollar la comunicación social en temas relacionados con el programa de asistencia integral a la enfermedad Fibroquística, para promover la educación para la salud en coordinación con organismos gubernamentales y no gubernamentales.
h) Ejecutar las políticas de detección precoz de la enfermedad Fibroquística en lo referente a la planificación y monitoreo. 
i) Estudio y seguimientos de costos (directos e indirectos) utilizados para prevenir, curar y asistir a los pacientes con enfermedades Fibroquísticas.
j) Controlar y monitorear las acciones de la red de laboratorios públicos dedicados a la detección de esta patología.
k) Impulsar la formación de grupos de autoayuda con el fin de lograr la rehabilitación y reinserción social del paciente con enfermedad Fibroquística.

Artículo 3: La administración del Programa estará a cargo del Ministerio de Desarrollo Social y Salud de la Provincia, a través de un Jefe designado a tal fin por intermedio del Hospital Pediátrico «Dr. Humberto Notti».

Artículo 4: La Jefatura del Programa Provincial de Asistencia al Enfermo Fibroquístico tendrá a su cargo la elaboración del Programa Técnico-Científico, a fin de cumplir con los objetivos establecidos en el Art. 2, la determinación registración de los pacientes a asistir, la distribución equitativa de los medicamentos y todo elemento que se requiera para diagnóstico y tratamiento.

Artículo 5: La Obra Social de los Empleados Públicos de la Provincia (OSEP), deberá incorporar el Programa para beneficio cobertura de sus afiliados, debiendo hacer los convenios necesarios a tal fin, con dicho programa.

Artículo 6: Facúltase al Instituto Provincial de Juegos y Casinos u organismo que lo reemplace, a destinar la suma de pesos doscientos mil ($ 200.000.-) anuales, el que será liquidado y abonado en doce (12) cuotas mensuales. Dicho monto será depositado en una cuenta bancaria específica denominada «Programa Asistencia a la Enfermedad Fibroquística».
A los fines del cumplimiento del presente, se deberá incluir a partir del Presupuesto 2004 la partida para financiar el Programa que se crea por la presente ley.

Artículo 7: A los efectos del financiamiento del «Programa Asistencia Integral a la Enfermedad Fibroquística» para el ejercicio 2003 y a fin de reforzar el «Programa de Salud Reproductiva» establecido en el inc. f) del Art. 21 de la Ley Nº 7091, para el ejercicio 2003, se faculta al Ministerio de Desarrollo Social y Salud a la inclusión de ambos en el importe de pesos tres millones setecientos mil ($ 3.700.000.-) indicado en el último párrafo del Art. 21 de la Ley 7091.

Artículo 8: El Ministerio de Desarrollo Social y Salud de la Provincia de Mendoza, a través de la Jefatura del programa será la autoridad de aplicación de la presente Ley y propondrá al Poder Ejecutivo los requerimientos necesarios para la ejecución y control del Programa.

Artículo 9: El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente ley en un lapso de sesenta (60) días partir de la fecha de promulgación.

Artículo 10: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7150. Adhesión a la Ley Nacional Nº 25.501. Creación del Programa Provincial de Prevención y Tratamiento de las Enfermedades Cardiovasculares.
Sanción: 01/10/2003
Artículo 1: Adhiérese por la presente, a la Ley Nacional N° 25.501 que establece la prioridad sanitaria en el control y prevención de las enfermedades cardiovasculares.

Artículo 2: A los fines de la presente Ley, créase el Programa Provincial de Prevención y Tratamiento de las Enfermedades Cardiovasculares, que deberá fundarse y ejecutarse con los mismos lineamientos y objetos que contempla la Ley Nacional en su Art. 4, sin perjuicio de lo que establezca a futuro la reglamentación de la presente Ley.

Artículo 3: EI Ministerio de Desarrollo Social y Salud será la autoridad de aplicación de la presente ley a través de la Subsecretaría de Salud, con especial intervención del área de Educación y Comunicación para la Salud.

Artículo 4: La autoridad de aplicación instrumentará un capítulo o área de Obesidad Infanto- Juvenil y de Adultos en el marco del Programa creado en el Art. 2 de la presente Ley, con abordaje interdisciplinario, invitando para tal fin a las asociaciones científicas provinciales y nacionales, universidades, organizaciones de la sociedad civil y áreas de salud municipales.

Artículo 5: La autoridad de aplicación incluirá la promoción, difusión y consumo de alimentos de producción regional en la prevención y tratamiento de las enfermedades cardiovasculares.

Artículo 6: La Obra Social de Empleados Públicos (OSEP), incluirá en sus Prestaciones obligatorias a la Obesidad, como enfermedad con abordaje médico-clínico y asistencia nutricional en niños y adultos. El Poder Ejecutivo Provincial realizará las gestiones necesarias ante el Ministerio de Salud de la Nación para dar cumplimiento a lo establecido en el presente artículo por las instituciones y organismos que se encuentren bajo jurisdicción y competencia de éste. 

Artículo 7: Financiamiento. Autorízase al Poder Ejecutivo a implementar en el Presupuesto General de la Provincia, una partida presupuestaria de Pesos Veinte Mil ($ 20.000.-), a fin de dar cumplimiento a lo establecido por la presente norma.

Artículo 8: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7158. Programa de Lucha contra las Hepatitis Virales
Sanción: 08/11/2003
Artículo 1: Créase en todo el ámbito de la Provincia de Mendoza el Programa de Lucha contra las Hepatitis Virales, destinado a la prevención, diagnóstico y tratamiento, con el objeto de lograr un sistema articulado con el Sistema Nacional de Vigilancia Epidemiológica, que permita un abordaje profundo de una problemática sanitaria con un importante impacto en la población.

Artículo 2: El Programa tendrá como objetivos básicos: 
a) Coordinar el accionar con la Unidad Centinela Provincial.
b) Implementar una red de vigilancia y centralización de la información de toda la Provincia, en forma conjunta con el Programa Provincial de Inmunizaciones.
c) Realizar acciones de prevención en la población sana, en el marco del Programa de Lucha contra Hepatitis Virales.
d) Apoyar el tratamiento integral y orientar al enfermo y su familia contemplando su situación socioeconómica. 
e) Asistir con terapéutica antiviral a pacientes carenciados infectados por el virus B y C, siempre que la patología así lo requiera.
f) Aplicar la vacunación Anti-Hepatitis A y B, de acuerdo al esquema oficial de vacunación. 
g) Implementar en forma sistemática el dosaje de antígeno de superficie del virus de la Hepatitis B a toda mujer durante el último trimestre del embarazo, con la finalidad de evitar la transmisión del virus de madre a hijo.
h) Control y seguimiento de toda la población sero positiva por el virus de la Hepatitis B y C.

Artículo 3: El Programa de Lucha contra Hepatitis Virales funcionará en forma coordinada con el Programa Provincial de Asistencia Integral para el Enfermo e Infectado de SIDA y la Dirección de Enfermedades Sexuales, para abordar la prevención, el diagnóstico y el tratamiento de estas patologías. 
Asimismo, trabajará en forma coordinada con el Programa de Asistencia al Paciente Oncológico con el objeto de dar tratamiento a los pacientes infectados por el virus de la Hepatitis B y C, siempre que la patología así lo requiera. 

Artículo 4: El Ministerio de Desarrollo Social y Salud a través de la Dirección de Promoción y Protección de la Salud afectará anualmente de su presupuesto una partida específica para el funcionamiento del Programa.

Artículo 5: La Jefatura del Programa Provincial de Lucha Contra las Hepatitis Virales, tendrá a su cargo la determinación y registración de los enfermos a asistir, la distribución equitativa de los medicamentos y todo elemento que se requiera para el diagnóstico y tratamiento, trabajando en forma coordinada de acuerdo a lo expresado en el Artículo 3º.

Artículo 6: El Ministerio de Desarrollo Social y Salud a través de la Jefatura del Programa, será la autoridad de aplicación de la presente Ley y tendrá a su cargo el control y seguimiento del mismo.

Artículo 7: El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente Ley en un lapso de sesenta (60) días a partir de su Promulgación.

Artículo 8: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7168. Residuos Patogénicos y Farmacéuticos.
Sanción: 11/11/2003
CAPITULO I: RESIDUOS PATOGENICOS Y FARMACEUTICOS 

Artículo 1: Las actividades de generación, recolección, transporte, tratamiento y disposición final, así como también toda otra actividad relacionada con la gestión de los residuos patogénicos y farmacéuticos generados en los centros de atención de la salud humana y/ o animal, públicos y privados, estatales o no, estarán sujetas a las disposiciones de la presente Ley. 
Artículo 2: Los residuos comprendidos en esta normativa son aquellos que poseen la capacidad de afectar, en forma directa o indirecta, la salud humana, animal o vegetal y/o causar contaminación del suelo, agua o atmósfera. 
A los efectos de la presente Ley entiéndese por:
a) Residuos patogénicos: son aquellos generados en centros de investigación y/o de atención de la salud humana o animal que revisten la característica de ser real o potencialmente reservorios o vehículos de microorganismos patógenos o sus toxinas.
b) Residuos Farmacéuticos: son aquellos resultantes de la producción, elaboración, comercialización y utilización de medicamentos y productos farmacéuticos para la atención de la salud humana y animal, que posean características de toxicidad, teratogenicidad, carcinogenicidad o mutagenicidad, o bien, que debido a su condición no puedan ser utilizados o reutilizados.
Artículo 3: La reglamentación elaborará y actualizará como mínimo cada dos (2) años, un listado de los residuos patogénicos y farmacéuticos.
Los residuos radioactivos se regirán por las disposiciones legales especiales vigentes en la materia. 

Artículo 4: A los fines de la presente Ley se entiende por:
a) Generación: es la actividad realizada en las unidades generadoras de residuos, cuya resultante reviste las características previstas por el Art. 2º de la presente Ley.
b) Recolección: es la operación de captación de los residuos patogénicos y/o farmacéuticos acopiados por las unidades generadoras para su posterior transporte.
c) Transporte: es la actividad consistente en el traslado de los residuos patogénicos y/o farmacéuticos recolectados en la unidad generadora hasta la planta de tratamiento y/o disposición final. 
d) Tratamiento: es el método, técnica o proceso diseñado para eliminar del residuo patogénico y/o farmacéutico las características de riesgo previstas en la presente Ley.
e) Disposición final: es la operación destinada a la eliminación controlada de los residuos patogénicos y/o farmacéuticos tratados.
f) Generador de residuos patogénicos y/o farmacéuticos: es toda persona de existencia visible o ideal, pública y/o privada, estatal o no, cuyo accionar se vincula con la prevención, diagnóstico, tratamiento, rehabilitación, investigación y/o docencia en áreas vinculadas con la salud humana y animal; o dedicada a la producción -en cualquiera de sus etapas, incluida la generación- y/o expendio de productos relacionados con la salud humana o animal o con el testeo de productos biológicos, biotecnológicos y/o farmacéuticos.
g) Operador de residuos: es toda persona de existencia visible o ideal, pública y/o privada, estatal o no, dedicada al transporte, tratamiento o disposición final de los residuos.
El Poder Ejecutivo determinará y normatizará la generación, producción, recolección, transporte, tratamiento y disposición final de los residuos patogénicos y/o farmacéuticos.

Artículo 5: La recolección, transporte, tratamiento y disposición final de los residuos comprendidos en la presente Ley, revestirán el carácter de servicio público, el cual deberá ser prestado por el Estado, por sí o por terceros, en condiciones que aseguren su continuidad, regularidad, calidad, generalidad y obligatoriedad, a fin de lograr la protección de la salud y el ambiente. 

Artículo 6: Todo generador es responsable de los Residuos Patogénicos y/o Farmacéuticos que genera, de todo daño producido por éstos, dentro de su unidad generadora en las etapas de recolección, tratamiento y disposición final o por incumplimiento de la presente Ley y su reglamentación. 
Los concesionarios del servicio público son responsables de todo daño producido por la gestión de los residuos patogénicos y/o farmacéuticos en las etapas de recolección, transporte, tratamiento y disposición final.

Artículo 7: A los fines de la presente Ley, el Poder Ejecutivo, podrá convenir con los Municipios que lo soliciten:
a) La delegación total o parcial de las competencias que le atribuye la presente Ley. 
b) La división de la superficie del territorio provincial en subunidades territoriales o zonas.
c) La instalación de estaciones de transferencia, carga y plantas de almacenamiento, tratamiento y disposición final, así como la utilización de las vías de comunicación acordadas a tal efecto.
Los convenios deberán ser ratificados por los respectivos Concejos Deliberantes.
Los Municipios que convengan responsabilidad en las distintas etapas, recibirán de parte del Poder Ejecutivo las correspondientes partidas presupuestarias y lo percibido por tasas y multas. 

CAPITULO II: DE LA AUTORIDAD DE APLICACIÓN

Artículo 8: El Ministerio de Desarrollo Social y Salud, u organismo que lo reemplace será la autoridad de aplicación de la presente Ley y su reglamentación, en lo referente a la generación y gestión interna de residuos patogénicos y/o farmacéuticos por parte de las unidades generadoras, previo a la recolección.
Será autoridad competente para controlar y fiscalizar tales actividades. 
Artículo 9: El Ministerio de Ambiente y Obras; Públicas, o el organismo que lo reemplace será la autoridad de aplicación de la presente Ley y de su reglamentación en lo referente a la recolección, transporte, tratamiento y disposición final de los residuos patogénicos y/o farmacéuticos.
Será autoridad competente para controlar y fiscalizar tales actividades.

Artículo 10: Las autoridades de aplicación determinadas en los artículos 8º y 9º elaborarán los Manuales Únicos de Procedimientos necesarios para la instrumentación de las normas contenidas en la presente Ley.

Artículo 11: Créase en el ámbito del Ministerio de Desarrollo Social y Salud u organismo que lo reemplace, el Registro Provincial de Generación y Gestión Interna de Residuos Patogénicos y Farmacéuticos, para la inscripción de las unidades generadoras vinculadas a la atención de la salud humana y animal.
La autoridad de aplicación o el organismo que ésta designe, será responsable de la habilitación, acreditación, categorización y control de los generadores.

Artículo 12: Créase en el ámbito del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas, o el organismo que lo reemplace, el Registro Provincial de Operadores de Residuos Patogénicos y/o Farmacéuticos.
La autoridad de aplicación u organismo que ésta designe, será responsable de la habilitación, acreditación, categorización y control de los operadores.

CAPITULO III: DE LOS GENERADORES
Artículo 13: Todo generador de residuos patogénicos, al solicitar su inscripción en el Registro Provincial de Generación y Gestión Interna de Residuos Patogénicos y/o Farmacéuticos, deberá presentar una declaración jurada en la que manifieste, entre otros datos exigibles, lo siguiente:
a) Datos identificatorios: nombre completo o razón social; nómina del directorio, socios gerentes, administradores, representantes y/o gestores, según corresponda; domicilio legal; 
b) Domicilio real y nomenclatura catastral de las plantas generadoras de residuos patogénicos; características edilicias y de equipamiento; indicando de manera fehaciente los sistemas de acopio y transporte interno de residuos patogénicos; 
c) Características físicas, químicas y/o biológicas de cada uno de los residuos que se generen; 
d) Cantidad anual estimada de cada uno de los residuos que se generen; 
e) Descripción de procesos generados de residuos peligrosos; Los datos incluidos en la presente declaración jurada serán actualizados en forma anual.

CAPITULO IV:DE LA RECOLECCION Y TRANSPORTE 
Artículo 14: Transporte: El transporte de residuos patogénicos debe realizarse en vehículos especiales y de uso exclusivo para esta actividad, de acuerdo a las especificaciones de esta Ley y su reglamentación. El Poder Ejecutivo al reglamentar la presente Ley deberá tener en cuenta los siguientes requisitos mínimos: poseer una caja de carga completamente cerrada, con puertas con cierre hermético y aisladas de las cabinas de conducción, con una altura mínima que facilite las operaciones de carga y descarga.

Artículo 15: Estacionamiento e higienización de los vehículos: Los transportistas deberán contar con estacionamiento para la totalidad de los vehículos y por la higienización de los mismos deben disponer de un local exclusivo, dimensionado de acuerdo con el número de vehículos utilizados y con la frecuencia de los lavados, con un sistema de tratamiento de líquidos residuales, debidamente aprobado por la autoridad de aplicación.

Artículo 16: Transbordo de residuos: Cuando por accidentes en la vía pública o desperfectos mecánicos sea necesario el transbordo de residuos patogénicos de una unidad transportadora a otra, ésta debe ser de similares características.
Queda bajo la responsabilidad del transportista la inmediata notificación a la Autoridad de Aplicación, limpieza y desinfección del área afectada por derrames que pudieran ocasionarse. Así mismo deberá estar preparada para la aplicación inmediata del plan de contingencias para la minimización del riesgo.

CAPITULO V: DEL TRATAMIENTO Y DISPOSICION FINAL 
Artículo 17: Operadores: Los operadores definidos en la presente Ley, podrán 
tratar residuos patogénicos como actividad principal o complementaría, debiendo contar con la identificación que por vía reglamentaria se determine, previa evaluación de su impacto ambiental. La autoridad de aplicación normatizará la actividad teniendo necesariamente en cuenta:
a) Garantía de prestación de servicios. En caso de emergencias y con el fin de garantizar la prestación ininterrumpida del servicio, los operadores deben contar con alternativas o convenios con otras prestadoras debidamente autorizadas. Tales circunstancias deben ser comunicadas formalmente a la Autoridad de Aplicación, al generador y al transportista por el operador.
b) Métodos de tratamiento. A los efectos del tratamiento de los residuos patogénicos se deben utilizar métodos o sistemas que aseguren la total pérdida de su condición patogénica y asegurar la menor incidencia de impacto ambiental. 
Los efluentes producidos como consecuencia del tratamiento de residuos patogénicos, sean líquidos, sólidos o gaseosos, deben ajustarse a las normas que rigen la materia, y los métodos o sistemas utilizados para el tratamiento de los residuos patogénicos deben permitir el monitoreo y registro de contaminantes y variables del proceso para garantizar un control efectivo de la inocuidad de estos efluentes. Se prohíbe el uso de métodos o sistemas de tratamiento que 
emitan sus productos tóxicos persistentes y bioacumulativos por encima de los niveles que exige la autoridad de aplicación.
c) Condiciones. Para su operatividad, los operadores de sistema de tratamiento deben ajustarse a las siguientes condiciones:
1- Mantener las bolsas de residuos hasta el momento de su tratamiento dentro de sus respectivos contenedores; 
2- Tratar los residuos dentro de las veinticuatro (24) horas de su recepción;
3- Tener la entrada de carga de la tolva del sistema de tratamiento, cuando 
correspondiere, al mismo nivel que el depósito de residuos, o poseer un sistema 
de transportes automatizado que vuelque las bolsas en la tolva; 
4- Disponer de un grupo electrógeno de emergencia, de potencia suficiente para permitir el funcionamiento de la planta ante un corte de suministro de energía eléctrica;
5- Mantener permanentemente en condiciones de orden, aseo y limpieza todos los ámbitos del mismo; 
6- Mantener los niveles de emisión declarados al momento de obtener el certificado de aptitud ambiental. 

CAPITULO VI: DEL MANIFIESTO
Artículo 18: Manifiesto. El manejo de los residuos patogénicos debe quedar documentado en un instrumento que se denomina «Manifiesto».

Artículo 19: Contenido del Manifiesto. Sin perjuicio de otros recaudos que determine la autoridad de aplicación, el Manifiesto deberá contener:
a) Número serial del documento.
b) Datos identificatorios de quienes intervienen en el manejo de los residuos patogénicos y su número de inscripción en el registro respectivo.
c) Descripción y características de los residuos patogénicos a ser transportados. 
d) Cantidad total, en unidades de peso, de los residuos patogénicos a ser transportados, tipo y número de contenedores que se carguen en el vehículo de transporte y número de dominio del vehículo. 
e) Firmas del generador, del transportista y del responsable de la planta de tratamiento.
f) Fecha y hora de intervención de los diversos sujetos.

 
CAPITULO VII: INFRACCIONES Y SANCIONES
Artículo 20: Prohíbese a los concesionarios de servicios públicos de recolección, transporte, tratamiento y disposición final, recibir residuos patogénicos y/o farmacéuticos generados fuera del territorio provincial. 
Artículo 21: Las infracciones producidas por generadores de residuos a las disposiciones de la presente Ley y sus reglamentaciones y las normas complementarias correspondientes, serán sancionadas con:
a) Apercibimiento; 
b) Multa de pesos cinco mil ($ 5.000) a pesos cincuenta mil ($ 50.000), montos 
que podrán ser modificados anualmente acorde con la Ley Impositiva Provincial; 
c) Clausura: temporaria de hasta seis (6) meses, o definitiva.
Las sanciones se aplicarán con prescindencia de la responsabilidad civil o penal que pudiese imputarse al infractor.

Artículo 22: Las infracciones producidas por los concesionarios del servicio público de recolección, transporte, tratamiento y disposición final de residuos a las disposiciones de la presente Ley, sus reglamentaciones y las normas complementarias correspondientes, serán sancionadas con:
a) Multas de pesos cincuenta mil ($ 50.000) a pesos un millón ($ 1.000.000), montos que podrán ser modificados anualmente acorde con la Ley Impositiva Provincial; 
b) Clausura: temporaria de hasta seis (6) meses, o definitiva; 
c) Suspensión de la concesión de hasta un (1) año;
d) Caducidad de la concesión. Las sanciones se aplicarán con prescindencia de la responsabilidad civil o penal que pudiese imputarse al infractor y será recurrible en los tiempos, modos y formas establecidos por la legislación vigente en la materia.

Artículo 23: La gravedad de la falta cometida y su sanción serán graduadas conforme a la naturaleza de la infracción, el daño ocasionado y la reincidencia en la comisión de las mismas.
La sanción aplicada será recurrible en los tiempos, modos y formas establecidos por la legislación vigente en la materia.

Artículo 24: En caso que la sanción aplicada fuera la clausura o suspensión del operador, el Poder Ejecutivo deberá ejecutar por sí o por terceros las acciones comprendidas en el Art. 5º, hasta tanto regularice la conducta reprimida. La no regularización de las situaciones violatorias del ordenamiento legal en el plazo establecido al sancionarse la conducta, facultará al Poder Ejecutivo a declarar la caducidad de la concesión.

Artículo 25: Los generadores de residuos abonarán una tasa única de habilitación y una tasa anual de fiscalización y control de la gestión interna de los residuos patogénicos y/o farmacéuticos. 
El o los concesionarios del servicio público de recolección, transporte, tratamiento y disposición final de residuos abonarán una tasa anual de fiscalización y control de la gestión de residuos patogénicos y/o farmacéuticos. 
La Ley Impositiva establecerá los montos que los generadores y operadores abonarán en concepto de las mencionadas tasas.

Artículo 26: Las partidas presupuestarias correspondientes, los importes de las multas aplicadas y de las tasas fijadas serán ingresados en cuentas especiales del Ministerio de Desarrollo Social y Salud y del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas u organismos que los reemplacen, habilitadas a tal efecto y estarán afectadas a los gastos de fiscalización y control, a la elaboración y ejecución de planes, proyectos y programas de saneamiento y salubridad y a cumplimentar con lo expresado en el último párrafo del Artículo 7º de la presente Ley. Hasta tanto se habiliten las cuentas especiales, el Poder Ejecutivo deberá prever presupuestariamente las partidas necesarias para atender a las tareas de habilitación, fiscalización y control.

CAPITULO VIII: DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 27: Los generadores y operadores de residuos peligrosos inscriptos y habilitados a la fecha de promulgación de la presente Ley y cuya actividad se encuentre encuadrada en la gestión interna, recolección, transporte, tratamiento y disposición final de residuos patogénicos y/o farmacéuticos deberán ajustar sus procedimientos a lo dispuesto en la presente Ley y su reglamentación. 

Artículo 28: El personal de los distintos niveles que se desempeñen en cualesquiera de las etapas establecidas en la presente Ley, deberán estar provistos del adecuado equipamiento, vestimenta y capacitados según las normas de bio-seguridad. 

Artículo 29: El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente Ley en el término de ciento ochenta (180) días contados a partir de su promulgación y elaborará el marco regulatorio, el cual será publicado en el Boletín Oficial.

Artículo 30: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7254. Modificación Ley Provincial 6124.Plan Materno Infantil.
Sanción: 28/12/2004
Artículo 1: Modifícase el Inc. a), del Artículo 2º, de la Ley 6124, el cual quedará redactado de la siguiente forma:
«a) Proteger, promover, asistir y recuperar la salud de las embarazadas madres y niños hasta los dieciocho (18) años».

Artículo 2: Modifícase el Inc. f), del Artículo 3º de la Ley 6124, el cual quedará redactado de la siguiente forma:
«f) Captación del recién nacido y control del niño y adolescente en su crecimiento y desarrollo hasta los dieciocho (18) años de edad».

Artículo 3: El Poder Ejecutivo tendrá un plazo de ochenta (80) días para la modificación de sus decretos reglamentarios. 

Artículo 4: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7297. Relevamiento General de Niños Hipoacúsicos en Escuelas Provinciales.
Sanción: 09/11/2004

Artículo 1: Efectúese a través del Ministerio de Desarrollo Social y Salud, un relevamiento general en las escuelas de Nivel Inicial, EGB 1, 2 y 3 de la Provincia, sobre los casos de hipoacusia en niños escolarizados.

Artículo 2: Confecciónese un Registro de Niños Hipoacúsicos donde conste nombre, edad, y colegio donde cursan para poder efectuar el seguimiento de cada uno y confeccionar la historia clínica correspondiente.

Artículo 3: Contáctese a los padres de cada niño hipoacúsico, a fin de poner en marcha el tratamiento que en cada caso sea necesario, para salvaguardar la salud del niño afectado.

Artículo 4: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7304. Programa Provincial de Oxigenoterapia Prolongada en Adultos (OPTA).
Sanción: 23/11/2004
Artículo 1: Créase el Programa Provincial de Oxigenoterapia Prolongada en Adultos (OPTA), destinada al suministro de oxígeno medicinal para las personas que no puedan afrontar total o parcialmente la compra de dichos medicamentos.

Artículo 2: La administración del Programa estará a cargo del Hospital "José Néstor Lencinas", el que por normas y procedimientos legales dispondrá de los recursos que esta Ley asigna al Programa, como así también de todo otro ingreso que perciba. La reglamentación establecerá el sistema contable a utilizar y la instancia y procedimientos de contralor idóneos para posibilitar un seguimiento actualizado de los ingresos y gastos efectuados.

Artículo 3: Aféctase a partir del Ejercicio 2005, la suma de pesos ochocientos mil ($ 800.000) anuales, de las utilidades líquidas del Instituto Provincial de Juegos y Casinos, al Programa Provincial de Oxigenoterapia Prolongada en Adultos, que será liquidada y abonada en cuotas mensuales. Dicho aporte será depositado en una cuenta específica a nombre del Hospital "José Néstor Lencinas" - Programa Provincial de Oxigenoterapia Prolongada en Adultos-. Este monto podrá ser incrementado según necesidad justificada por los responsables del Programa y aprobada por el Ministerio de Desarrollo Social y Salud.

Artículo 4: El Fondo será controlado por el Hospital "José Néstor Lencinas" y sus recursos se depositarán en una cuenta especial y específica para el cumplimiento de los fines de la presente ley, abierta en el Banco de la Nación Argentina.

Artículo 5: Los excedentes de los recursos no utilizados al final de cada ejercicio, pasarán a integrar las disponibilidades del ejercicio siguiente, junto a los aportes anuales establecidos en los Artículos 2º y 3º. 
Artículo 6: Además de los fondos dispuestos por el artículo precedente, el Ministerio de Desarrollo Social y Salud deberá prever dentro de sus partidas presupuestarias en la Ley Anual de Presupuesto, un monto destinado específicamente al Programa.

Artículo 7: Serán beneficiarios del Fondo Provincial de Oxigenoterapia Prolongada en Adultos, todas las personas con residencia habitual y permanente en la Provincia de Mendoza, debidamente documentada, que no cuenten con cobertura social o que, teniendo cobertura social, acrediten insolvencia para afrontar el costo de la terapia.

Artículo 8: El Ministerio de Desarrollo Social y Salud de la Provincia, a través de la Jefatura del Programa Provincial de Oxigenoterapia Prolongada en Adultos, será la Autoridad de Aplicación de esta Ley y propondrá al Poder Ejecutivo los requerimientos necesarios para la ejecución y control del Programa. La Autoridad de Aplicación deberá respetar el espíritu de participación y criterio de optimización del uso de los recursos que esta norma consagra.

Artículo 9: La condición de insolvencia deberá ser establecida por medio de los mecanismos correspondientes, a cargo del Hospital "José Néstor Lencinas", trámite que en ningún caso podrá omitirse. A esos efectos el Fondo deberá contar con el dictamen técnico del médico solicitante y avalado por la dirección del Hospital "José Néstor Lencinas". En tal caso, podrá afectar aportes o refuerzos a través de partidas provenientes del Presupuesto de la Provincia.

Artículo 10: La nómina de pacientes se centralizará en el Hospital "José Néstor Lencinas", que confeccionará una lista de toda persona que necesite Oxigenoterapia Prolongada en Adultos y ellos serán los únicos que podrán ser objeto de las funciones de ayuda que el Fondo tiene.
Tal listado será elaborado para censar a todas las personas del territorio provincial vinculadas directamente con las prestaciones, quienes serán evaluadas por profesionales de prestigio, especializados en Neumonología.

Artículo 11: Los beneficiarios de Obras Sociales, de Instituciones de Medicina Prepaga u otras entidades con fines sociales, podrán acceder a los beneficios si las mismas, a las que pertenecen, hubieren celebrado convenio con el Hospital "José Néstor Lencinas".

Artículo 12: El otorgamiento del beneficio se materializará mediante la emisión por parte del Fondo, de órdenes de compra a favor del proveedor, una vez que se haya cumplido la evaluación pertinente y se encuentre avalada por un funcionario asistencial a nivel de Jefe de Servicio o de Departamento del Hospital "José Néstor Lencinas".

Artículo 13: El Fondo deberá remitir trimestralmente al Ministerio de Desarrollo Social y Salud y a la Comisión de Salud de ambas Cámaras, un informe sobre el desarrollo de las actividades del mismo y un balance actualizado.

Artículo 14: El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente Ley en un lapso de noventa (90) días a partir de la fecha de promulgación. Sin perjuicio de ello, los aportes que esta Ley dispone en los artículos precedentes, deberán ser depositados a partir de su viabilidad presupuestaria.

Artículo 15: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7322. Plan Inmunológico Provincial contra la Hepatitis “A”.
Sanción: 28/12/2004
Artículo 1: lmpleméntase el Plan Inmunológico Provincial que comprenderá la vacunación contra la Hepatitis "A" para todos los niños después del primer año de vida.

Artículo 2: La vacunación establecida en la presente ley será obligatoria y gratuita en el territorio provincial y se efectuará para todos los niños después del primer año de vida.

Artículo 3: La Autoridad de Aplicación de la presente Ley será el Vacunatorio Central, dependiente del Ministerio de Desarrollo Social y Salud. 
Artículo 4: La Autoridad de Aplicación determinará los períodos en que debe administrarse cada dosis y en qué casos no, y deberá reglamentarla en un plazo de sesenta (60) días a partir de la promulgación de la presente ley.

Artículo 5: El Poder Ejecutivo financiará la compra de vacunas con recursos provenientes del Instituto Provincial de Juegos y Casinos cuando el excedente supere el diez por ciento (10%) del proyecto para el presupuesto de cada año.

Artículo 6: Los beneficiarios de obras sociales, de instituciones de medicina prepaga u otras entidades con fines de lucro, podrán acceder a los beneficios si las mismas a las que pertenecen hubieren celebrado Convenio con el Vacunatorio Central, por el cual se comprometen a restituir el valor de la práctica y vacuna.

Artículo 7: La Obra Social de Empleados Públicos de la Provincia de Mendoza deberá incorporar el programa para beneficio y cobertura de sus afiliados y su ingreso al sistema requerirá su participación obligatoria en el financiamiento del mismo.

Artículo 8: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7369. Capacitaciones sobre Primeros Auxilios en Escuelas de la Provincia de Mendoza.
Sanción: 11/05/2005
*Artículo 1: Establécese que entre la Dirección General de Escuelas y el Ministerio de Salud de la Provincia de Mendoza se articule, mediante un convenio o la figura que corresponda, un calendario de ejecución de cursos de capacitación mediante la instrucción, por parte del personal profesional médico, a todo el personal docente, no docente y alumnos pertenecientes a todos los niveles y establecimientos educativos, en todos los departamentos de la Provincia, consistente en la atención de los Primeros Auxilios.
(TEXTO MODIFICADO SEGUN LEY 7821, ART. 1)

Artículo 2: El Ministerio de Salud, dispondrá de profesionales que tengan relación laboral de planta en los Hospitales de cada uno de los Departamentos en que se realicen los cursos, como así también en caso de corresponder, los que tengan en lo que dependa de la Subsecretaría de Salud. 

*Artículo 3: Los cursos de capacitación deberán realizarse no menos de dos (2) veces al año en cada Departamento y por el tiempo de dos (2) jornadas, debiendo ser notificados por medio de circulares o resoluciones de la Dirección General de Escuelas, todos los establecimientos educacionales de la Provincia de Mendoza, públicos, privados, modificándoles la participación obligatoria de los docentes, no docentes y alumnos, y comunicándoles también del otorgamiento de puntaje por asistencia.
(TEXTO MODIFICADO SEGUN LEY 7821, ART. 2)

*Artículo 4: Los profesionales y médicos que se encuentren frente a los docentes, no docentes y alumnos, deberán realizar las clases teóricas necesarias, como así también las prácticas, utilizando los elementos que favorezcan el conocimiento y faciliten la interpretación mediante la demostración de material didáctico, como por ejemplo muñeco de reanimación cardiovascular. 
(TEXTO MODIFICADO SEGUN LEY 7821, ART. 3)

Artículo 5: Las distintas áreas de supervisores de cada jurisdicción, deberán también ser notificadas y procederán a participar de toda la organización de los cursos, informando de los lugares en que se realizarán los mismos, debiendo prever que uno de los cursos que se organice en un Departamento será realizado en zona urbana, mientras que el otro deberá ser realizado en zona rural.

Artículo 6: El Ministerio de Salud de la Provincia de Mendoza, a través de los 
hospitales o áreas departamentales de salud, proveerán, en caso de ser requerido 
por los profesionales médicos, instrumental necesario, personal de enfermería y 
ambulancias. 

Artículo 7: La Dirección General de Escuelas de la Provincia de Mendoza, notificará con treinta (30) días de anticipación a las distintas áreas de supervisión acerca de la fecha en que se realizarán los cursos de capacitación referidos en el artículo primero, de cada uno de los Departamentos que corresponda, debiendo los supervisores pertinentes transmitir también sobre el particular en forma personal a cada una de las Escuelas de su jurisdicción.

Artículo 8: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7391. Capacitaciones y Docencia en Efectores de Salud del Sector Público Provincial
Sanción: 15/06/2005
Artículo 1: Los efectores de salud dependientes del Ministerio de Salud de la Provincia deberán ajustar sus relaciones con las entidades formadoras de recursos humanos de salud a las normativas que se disponen en el Artículo 4, las cuales deberán estar aseguradas mediante los convenios particulares que cada efector firmará con las entidades educacionales; para tener plena vigencia deberán ser ratificados por el Ministerio de Salud.

Artículo 2: Los efectores de salud deberán establecer la cantidad de alumnos y de docentes que podrán recibir, los horarios, fechas y épocas disponibles, e identificar los servicios u otras unidades de prestaciones accesibles para la docencia.

Artículo 3: Los efectores de salud deberán informar lo señalado en el Artículo 2 al Ministerio de Salud en el mes de octubre de cada año, a fin de elaborar la disponibilidad total del sistema asistencial para la docencia y ser remitidos a la Comisión de Seguimiento y Coordinación Docente Asistencial. 

Artículo 4: Los efectores de salud deberán garantizar que en los convenios y en la ejecución de los mismos se garantice:
a) El derecho de los pacientes a consentir o denegar ser partícipes de la docencia. 
b) Que los alumnos y los docentes adopten actitudes respetuosas de la dignidad de los pacientes. 
c) Que los alumnos y los docentes respeten la integridad de la relación médico- paciente e institución-paciente. 
d) Que la actividad asistencial se lleve a cabo sin alteraciones de las normas, ritmos, tiempos y costos del servicio asistencial, preservando la calidad asistencial.
e) Que los eventuales daños o deterioros producidos con motivo y por causa de la actividad docente sean reparados por los causantes.
f) Que alumnos y docentes exhiban una identificación permanente de su condición personal y de la institución a la que pertenecen, indicando nombre y apellido/s, número de documento y número de registro, legajo o matrícula.
g) Que las entidades educacionales comuniquen al efector la nómina de alumnos y docentes habilitados para asistir, actualizando las modificaciones de altas o bajas que se produzcan. 
h) Que las entidades formadoras o sus alumnos deberán proveerse de todos los elementos necesarios para realizar sus prácticas de sala, quirófanos, laboratorios y todo otro ambiente que requiera de equipamiento personal.
i) Que los alumnos y docentes respeten las normas de bioseguridad, higiene y administrativas del efector. 
j) Que el efector pueda denegar el acceso a alumnos o docentes que transgredan elementales normas de urbanidad, decoro, respeto hacia la institución y sus autoridades y especialmente actitudes que atenten al más alto respeto por los pacientes. 
k) Que los docentes y alumnos cuenten con las protecciones de inmunizaciones y los seguros de riesgos de trabajo que correspondan.
l) Que el ingreso y permanencia de los alumnos en los ámbitos asistenciales se realice con la vestimenta adecuada, evitando la aportación de efectos personales o materiales de estudio a dichos ámbitos, a fin de preservar la higiene y el orden institucional y la de sus efectos personales. 

Artículo 5: El Ministerio de Salud creará una Comisión para el seguimiento y coordinación de las actividades docentes en los efectores públicos de gestión estatal (Comisión de Seguimiento y Coordinación Docente-Asistencial) que se integrará con un (1) representante de la Subsecretaría de Salud, un (1) representante de las Comisiones de Salud del H. Senado y de la H. Cámara de Diputados y un (1) representante, nominado por invitación, de cada Universidad que haga uso permanente de los efectores públicos de gestión estatal para los fines de su actividad docente.

Artículo 6: Será misión de esa Comisión realizar el seguimiento y la evaluación de la vinculación docente asistencial para el área de la salud, proponer modificaciones a las normas vigentes al respecto, contribuyendo con las entidades formadoras y los efectores públicos de gestión estatal a mantener una eficaz vinculación para el logro de la misión común de la atención de la salud. 

Artículo 7: Los efectores de salud de gestión estatal no podrán realizar discriminación hacia las entidades educacionales.

Artículo 8: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7434. Programa de Detección, Seguimiento y Estimulación Precoz (DESEPREC).
Sanción: 05/07/2005
Artículo 1: Créase en el ámbito de la Provincia de Mendoza el "Programa de Detección, Seguimiento y Estimulación Precoz (DESEPREC), destinado al diagnóstico, seguimiento, estimulación temprana y prevención de los trastornos del desarrollo motor en el lactante.

Artículo 2: El Programa tendrá como objetivos básicos:
a) Detección de trastornos del desarrollo motor en el recién nacido y el lactante en situación de riesgo 
b) Seguimiento y estimulación precoz para evitar las complicaciones de los trastornos del desarrollo motor 
c) Entrenamiento del personal de las Ciencias de la Salud y el Movimiento para llevar a cabo estas tareas 
d) Entrenamiento de los familiares del paciente en situación de riesgo para llevar a cabo la estimulación 
e) Seguimiento longitudinal del paciente hasta su escolarización, interactuando con las autoridades de la Dirección General de Escuelas para controlar su evolución. 

Artículo 3: El Ministerio de Desarrollo Social y Salud, a través de la Dirección de Promoción y Protección de la Salud, afectará anualmente de su presupuesto, una partida específica que no podrá ser inferior a pesos ciento cincuenta mil ($ 150.000) para el funcionamiento del Programa.

Artículo 4: La conducción del Programa estará a cargo de un Jefe de Programa designado por el Poder Ejecutivo. 

Artículo 5: El Ministerio de Desarrollo Social y Salud, a través de la Jefatura del Programa, será la autoridad de aplicación de la presente Ley y tendrá a su cargo el control y seguimiento del mismo.

Artículo 6: El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente Ley en un plazo no mayor de sesenta (60) días a partir de su promulgación.

Artículo 7: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7398. Bioética
Sanción: 05/07/2005
Artículo 1: Declárase de interés provincial el fomento y desarrollo de todas las actividades académicas y asistenciales vinculadas con la difusión, concientización y concretización de la Bioética aplicada a las relaciones entre los prestadores de salud individuales o en equipo y los pacientes. A los efectos de la presente ley, entiéndese por Bioética, a la realidad y el saber que se relaciona con el comportamiento responsable del equipo de salud en el tratamiento del paciente y donde entra en juego el concepto del bien o del mal del hombre.

Artículo 2: Deberán constituirse Comités de Bioética en los efectores de salud públicos o privados, estatales o no, cuyas instituciones estén dedicadas al tratamiento de la salud humana, con el objeto de perfeccionar la formación y capacitación de recursos humanos en salud, para la consecución de una mejor calidad de vida de los enfermos, en el territorio de la Provincia.

Artículo 3: Los miembros de los Comités de Bioética, podrán o no pertenecer a la planta de los efectores de salud. Los integrantes de los Comités de Bioética ejercerán sus funciones "ad honorem", como carga pública y respetando el secreto profesional, respecto de los temas sobre los que tomen conocimiento por sus funciones.

Artículo 4: Los Comités instituidos en la presente ley, elaborarán dictámenes sobre los temas de tratamiento de la salud humana, que deberán ser fundados y revestirán carácter de consenso y cumplirán fundamentalmente las siguientes funciones, además de las que se establezcan en la reglamentación de la presente ley:
a) Consultivas: emitir despachos sobre los temas indicados en el Art. 5º de la presente y a pedido de la Dirección del Hospital o Centro Asistencial al que pertenecen o de los Jefes de Servicio de los mismos. No podrán emitir despacho en asuntos en los que hubiere intervenido previamente otro Comité, salvo que sea autorizado expresamente por la Comisión Provincial de Bioética.
b) Educativas: mediante la promoción del estudio y capacitación de sus miembros, la difusión de la disciplina y publicaciones de las funciones que cumple la Bioética en la salud.
c) Normativas: elaboración de pautas normativas o protocolos de análisis y estudio para determinados casos, que por su similitud sirvan como pauta orientadora de la labor asistencial.

Artículo 5: Los Comités serán de consulta obligatoria en los dilemas bioéticos de la salud humana, cuyo origen tenga relación directa con el tratamiento asistencial de los enfermos.

Artículo 6: En el tratamiento de las situaciones sujetas a consideración de los Comités de Bioética, como de la Comisión Provincial de Bioética, será imperioso, por respeto al paciente, la confidencialidad del trato asistencial y del secreto profesional. 
Artículo 7: En la constitución de los Comités de Bioética o de Centros Asistenciales de Bioética, los Directores deberán procurar una integración pluralista con representantes internos y externos de idoneidad reconocida con capacitación y formación académica de post grado, en las ciencias de la salud humana.

Artículo 8: Cada Comité Hospitalario de Bioética tendrá que dictar su reglamento interno de funcionamiento dentro de los sesenta (60) días de constituido y elevarlo, a través de las autoridades del centro asistencial, al Ministro de Salud para su aprobación. El reglamento interno deberá prever los procedimientos para la toma de decisiones, la formación continua de sus miembros y de la comunidad hospitalaria en su conjunto.

Artículo 9: Créase la Comisión Provincial de Bioética en la órbita del Ministerio de Salud u organismo que lo reemplace, la que quedará integrada conforme lo establezca la reglamentación que oportunamente se dicte. Deberá estar integrada por profesionales de reconocida idoneidad académica, independientemente de los credos y con pluralismo político, designados por concurso, de acuerdo a las diferentes leyes de carreras de la salud humana. Los integrantes de la Comisión de Bioética Provincial, cumplirán sus funciones "ad-honorem".

Artículo 10: Sin perjuicio de analizar los temas incluidos en los artículos de la presente, la Comisión Provincial de Bioética podrá:
a) Actuar como órgano de consulta a petición de las autoridades sanitarias provinciales o de los Comités de Bioética de los efectores de salud.
b) Llevar un registro de Comités de Bioética que actúen en la Provincia y en el resto del País. 
c) Promover las acciones conducentes a la discusión de lo bioético.
d) Promover acciones concretas tendientes a la transferencia de experiencias y conocimientos en bioética a nivel provincial y nacional.
e) Firmar convenios de intercambio científico con las universidades nacionales estatales o privadas reconocidas por los organismos nacionales correspondientes y con las sociedades científicas del país o extranjero.

Artículo 11: El Reglamento de la Comisión Provincial de Bioética deberá establecer un régimen de elección por votación directa para la designación de sus autoridades. El mandato no podrá exceder de cuatro (4) años, pudiendo ser reelegidos sólo por períodos alternados.

Artículo 12: Quedan expresamente excluidos de los temas de abordaje por los Comités de Bioética o por la Comisión Provincial de Bioética los vinculados a la investigación clínica o farmacológica, los que deberán ser tratados por equipos especialmente constituidos al efecto, como así los problemas vinculados con aspectos deontológicos, gremiales, problemas personales y/o vinculados a la responsabilidad derivada de la praxis profesional.

Artículo 13: El Poder Ejecutivo procederá a la reglamentación de la presente Ley dentro de los noventa (90) días de su promulgación, para lo cual podrá convocar a todos los Comités Hospitalarios de Bioética que se encuentren en funcionamiento al momento del dictado de la presente. 

Artículo 14: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7429. Fondo Provincial para la realización de Hemodiálisis Peritoneal.
Sanción: 21/09/2005
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7434. Reglamentación sobre tatuajes y/o perforación corporal.
Sanción: 21/09/2005
Artículo 1: La presente Ley reglamenta las normas sanitarias en la práctica del tatuaje y/o perforación corporal (body piercing), y en los establecimientos donde se realizan estas actividades dentro del territorio de la Provincia de Mendoza.

Artículo 2: El objeto de la presente Ley es proteger tanto a los usuarios, como a las personas/ artistas que trabajan en este rubro, desde la prevención y promoción de la salud.

CAPITULO I: DE LOS REQUISITOS PARA SER TATUADOR Y/O PERFORADOR CORPORAL (BODY PIERCER)
Artículo 3: Permiso para ejercer la actividad de "Tatuador y/o Perforador Corporal" (body piercer): 
Ninguna persona podrá realizar tatuajes y/o perforación corporal (body piercing), ni denominarse así mismo como tal, sino posee un Permiso otorgado por el Ministerio de Salud u Organismo que lo reemplace, que deberá ser renovado en tiempo y forma según lo establezca la reglamentación de la presente Ley. El Permiso deberá ser exhibido en el área donde se lleva a cabo esta actividad. 

Artículo 4: Registro e Inscripción:
El Ministerio de Salud u Organismo que lo reemplace, deberá crear un registro de inscripción de las personas que deseen realizar estas actividades, siempre que sean mayores de edad y reúnan las condiciones exigidas en el artículo precedente.
La solicitud de inscripción en el Registro se hará en la forma prevista por el Ministerio de Salud u Organismo que lo reemplace y se acompañará con la siguiente documentación:
a) Copia certificada del acta de nacimiento de la persona y D.N.I. b) Identificación del solicitante con foto a color, de frente y perfil, tamaño 2x3. 
c) Número de Permiso acreditado. 
d) Certificación, de vacunación contra la Hepatitis "B" y el Tétanos.
e) Libreta Sanitaria de examen físico realizado por médico debidamente autoriza a ejercer la práctica de la medicina en Mendoza, incluyendo certificación negativa de enfermedades contagiosas. 

Artículo 5: Examen:
Las personas que soliciten el Permiso para trabajar como "tatuador y/o perforador corporal" (body piercer) se someterán a un examen, administrado por el Ministerio de Salud u Organismo que lo reemplace, para la evaluación de los conocimientos necesarios en técnicas de asepsia, con el fin de salvaguardar la salud de los usuarios. Por lo que se les exigirá el haber aprobado un curso en cada una de las siguientes áreas:
a) Cuidado, almacenamiento y uso del equipo e instrumentos de un tatuador y/o perforador corporal (body piercer). Incluyendo esterilización, almacenamiento del equipo esterilizado, reesterilización, y la disposición de las agujas utilizadas y otros equipos.
b) Prácticas y procedimientos del tatuaje y/o perforación corporal (body piercing).
c) Prevención, control de infecciones y medidas asépticas.
d) Guías del protocolar Control sobre precauciones universales para prevenir el contagio o infección de enfermedades relacionadas con el procedimiento de tatuajes y/o perforación corporal (body piercing).
e) Otros cursos establecidos por el Ministerio de Salud u Organismo que lo reemplace, en la Reglamentación de la presente Ley.

Artículo 6: Normas Sanitarias:
El tatuador y/o perforador corporal (body piercer) habilitado para realizar estas prácticas, deberá cumplir con las siguientes normas sanitarias:
a) Utilizará una bata limpia (tipo médico) o prenda de vestir quirúrgica o bata desechable durante el proceso de tatuar y/o perforar.
b) Se lavará y frotará las manos y las uñas con un jabón antiséptico y agua caliente, antes de comenzar y al finalizar estas actividades con cada usuario.
c) Utilizará guantes desechables, gasas estériles e instrumentos esterilizados, mascarilla de boca y nariz, y protector para los ojos. 
d) Lavará el área del cuerpo a ser tatuado y/o perforado con un jabón antiséptico. No podrá hacer tatuajes ni perforaciones en áreas del cuerpo donde haya signos de uso de drogas; lesiones o enfermedades dermatológicas.
e) Si el área a trabajar debe rasurarse, se utilizarán navajas desechables en cada servicio y volverá a lavar la piel con alcohol isopropílico al setenta por ciento (70%). 
f) En el caso de perforaciones corporales (body piercing) específicamente, se limpiará y enjuagará en una solución germicida, toda joyería u objeto a utilizarse en la perforación; la que deberá ser de material oro catorce (14) quilates, titanio o acero quirúrgico. 
g) Descartará inmediatamente, en contenedores a prueba de perforaciones y debidamente rotulados, las agujas, los guantes, tintas y objetos punzantes o cortantes utilizados, los que serán trasladados por personal autorizado como material biológico de alto riesgo. 
h) Pondrá el equipo y todos los instrumentos en una solución germicida o en un limpiador ultrasónico. 
i) Deberán contar con un botiquín equipado para garantizar la asistencia de primeros auxilios a los usuarios. 
j) Los tatuadores y/o perforadores corporales (body piercers) que sufran lesiones de la piel por heridas, quemaduras o enfermedades infecciosas o inflamatorias deben cubrirse la lesión con material impermeable. Cuando ello no sea posible, se abstendrán de realizar actos que impliquen contacto directo con los clientes hasta su curación.
k) Estas actividades se desarrollarán dentro de las áreas específicas de trabajo habilitadas para tal fin como lo establece la presente Ley, quedando terminantemente prohibido el desempeño de las mismas en la vía pública o al aire libre.

Artículo 7: Información y Declaración:
El tatuador y/o perforador corporal (body piercer) deberá informar al cliente, verbalmente y por escrito, cómo cuidar el área tatuada y/o perforada, debiendo el cliente firmar de conformidad las instrucciones recibidas, dejando una copia guardada por un término de cinco (5) años, en el establecimiento donde se realizó la práctica. En la misma, deberá constar la siguiente información: 
a) Nombre del tatuador y/o perforador corporal (body piercer), número del Permiso, dirección y teléfono del establecimiento.
b) Instrucciones a tomar sobre el cuidado del área tatuada y/o perforada, una vez realizada. 
c) Advertencia al cliente, de consultar a su médico si tiene signos de infección o de alguna reacción alérgica.

Artículo 8: Impedimentos:
Ninguna persona podrá realizar un tatuaje y/o perforación corporal (body piercing) a menores de veintiún (21) años de edad, sin el consentimiento escrito del padre/ madre, custodio o tutor legal del menor, mediante declaración jurada al momento de efectuarse un tatuaje y/o perforación corporal (body piercing)
a) El tatuador y/o perforador corporal (body piercer) será el responsable de requerir la documentación necesaria que acredite la identidad del padre/madre, custodio o tutor legal del menor. 
b) Conforme a lo establecido en el Artículo 12 de la presente Ley, la violación a esta disposición conllevará a la revocación del Permiso indefinidamente.
c) Cualquier persona que falsamente declare ser padre/madre, custodio o tutor legal del menor, con el propósito de que un menor de veintiún (21) años de edad, se realice un tatuaje y/o perforación corporal (body piercing), incurrirá en delito menos grave y podrá ser sancionado según lo dispuesto en el Artículo 14º de esta Ley.
d) Podrán practicarse tatuajes y/o perforación corporal (body piercing), en personas de veintiún (21) años de, edad en adelante, sin autorización escrita del padre o madre con patria potestad o tutor legal del menor.

CAPITULO II: DE LAS NORMAS SANITARIAS PARA LA HABILITACIÓN DE LOS ESTABLECIMIENTOS DONDE SE REALIZAN LAS PRACTICAS DE TATUAJES Y/O PERFORACIONES CORPORALES (BODY PIERCING) 
Artículo 9: Requisitos para la habilitación de los establecimientos:
Ningún establecimiento donde se practiquen tatuajes y/o perforaciones corporales (body piercing), podrá funcionar sino posee un Permiso de habilitación, expedida por el Ministerio de Salud u Organismo que lo reemplace, quien tendrá la competencia de controlar, sancionar y multar y/o revocar el Permiso, sino se cumpliese con las normas establecidas en la presente Ley y su Decreto Reglamentario. Se exigirá como mínimo, reunir las siguientes condiciones:
a) Exhibir en el área de trabajo el Permiso de habilitación, expedido por la Autoridad de Aplicación. 
b) Las instalaciones de los establecimientos deben garantizar la prevención de riesgos sanitarios para los usuarios y los trabajadores.
c) Cuando, con motivo de convenciones u otros acontecimientos similares, se realicen actividades de tatuajes y/o perforaciones corporales en instalaciones no estables, éstas deberán cumplir las condiciones sanitarias establecidas en esta Ley.
d) Los elementos metálicos de las instalaciones deben ser de materiales resistentes a la oxidación y al calor.
e) El área de trabajo para la actividad del tatuaje y/o perforación corporal (body piercing) debe permanecer limpia, desinfectada, dotada de buena iluminación, en buen estado y aislada del resto del establecimiento.
f) Queda prohibida la entrada al área de trabajo a personas ajenas a la actividad, como así también de animales.

Artículo 10: Inspecciones:
Los establecimientos donde se realizan estas actividades, serán inspeccionados antes de concederse el Permiso, mientras las mismas estén vigentes y a su renovación. Representantes acreditados por el Ministerio de Salud u Organismo que lo reemplace de Mendoza, podrán ingresar con el sólo fin de verificar el cumplimiento de las normas sanitarias establecidas por la presente Ley y su Decreto Reglamentario.
a) Impedir el libre ingreso de los Inspectores del Ministerio de Salud u Organismo que lo reemplace, constituirá razón suficiente para denegar o revocar el Permiso.
b) Si los Inspectores del Ministerio de Salud u Organismo que lo reemplace, detectarán el no cumplimiento de lo exigido por la presente Ley y su Decreto Reglamentario, podrán aplicar las sanciones y multas establecidas, como así también denegar, suspender o revocar el permiso.

Artículo 11: Responsabilidades:
Los titulares de los establecimientos de tatuajes y/o perforaciones corporales (body piercing) son los responsables de la higiene y seguridad de las actividades que en ellos se realizan, así como del mantenimiento de las instalaciones, el equipo y el instrumental en las condiciones que se fijan en la presente Ley.
a) Todos los establecimientos deben contar con un sistema de Registro de Clientes con datos personales de los mismos y registro de enfermedades infecto contagiosas y alérgicas que posean. Si el concurrente padece alguna enfermedad o adicción, el tatuador y/o perforador corporal (body piercer), se abstendrá de aplicarlo.
b) Los titulares de los establecimientos de tatuajes y/o perforaciones corporales (body piercing) también deberán llevar una relación escrita de cada trabajo realizado a un cliente, donde se hará constar la siguiente información:
1) Nombre completo, dirección, número de teléfono, edad y fecha de nacimiento del cliente.
2) Lugar del cuerpo donde se hizo el tatuaje y/o perforación corporal (body piercing).
3) Joyería u objetos utilizados. 
4) Equipo utilizado.
5) Fecha en que realizó el tatuaje y/o perforación corporal (body piercing).
6) Datos del tatuador y/o perforador corporal (body piercer) que efectuó la práctica.
7) Firma del cliente.
El Registro de Clientes deberá guardarse mientras, dure el funcionamiento del establecimiento. 
De cesar la actividad el dueño o administrador del mismo, deberá entregarlo de forma íntegra al Ministerio de Salud u Organismo que lo reemplace.

Artículo 12: Denegación/Revocación o Suspensión del Permiso:
El Ministerio de Salud u Organismo que lo reemplace podrá denegar o revocar la expedición del Permiso, como así también suspender temporalmente o permanentemente, luego de notificar a la parte interesada y darle la oportunidad de ser oída, cuando:
a) Haya ejercido la práctica del tatuaje y/o perforación corporal (body piercing) ilegalmente, u operado en un establecimiento no habilitado, por la Autoridad de Aplicación de la Provincia de Mendoza. 
b) Haya tratado de obtener una licencia para la práctica del tatuaje y/o perforación corporal (body piercing) u operar en un establecimiento mediante fraude o engaño.
c) Haya sido convicto de delito grave o de delito menos grave, que implique un delito contra la integridad corporal, o haya incurrido en negligencia crasa en el desempeño de sus deberes profesionales; disponiéndose que el Ministerio de Salud u Organismo que lo reemplace, podrá denegar la licencia bajo este inciso, cuando pueda demostrar que el delito cometido está sustancialmente relacionado con las calificaciones, funciones y deberes de la práctica reglamentada en esta Ley. 
d) Haya incurrido en incompetencia manifiesta en el ejercicio del tatuaje y/o perforación corporal (body piercing) en perjuicio de tercero.
e) Haya sido declarado incapacitado mentalmente por un tribunal competente.
f) Sea narcómano o alcohólico; disponiéndose, que el Permiso podrá otorgarse tan pronto esta persona pruebe estar capacitada por su participación en algún programa de rehabilitación acreditado y certificado en la Provincia de Mendoza.

Artículo 13: Tratamiento de los Residuos:
La eliminación de desperdicios biomédicos se hará de conformidad a la reglamentación establecida por la Autoridad de Aplicación, siguiendo las normativas aplicadas por Ley Nº 7168 de "Tratamiento de Residuos Patogénicos y Farmacéuticos".
a) Los residuos generados por los establecimientos donde se practican tatuajes y/o perforaciones (body piercing), tales como agujas, guantes, tintas y objetos punzantes o cortantes utilizados, por su riesgo de transmitir infecciones, deberán ser desechados en contenedores a prueba de perforaciones y debidamente rotulados, los que se trasladarán como material biológico de alto riesgo, por personal autorizado.

Artículo 14: Penalidades: 
Toda persona que incumpla las disposiciones de la presente Ley, incurrirá en delito menos grave y convicta, será sancionada con una multa de acuerdo lo establezca el Decreto Reglamentario y la suspensión o revocación del Permiso correspondiente.

Artículo 15: Separabilidad:
Si cualquier párrafo, artículo, inciso, título o parte de la presente Ley fuese declarado inconstitucional por un tribunal competente, dicho fallo no invalidará o afectará las otras disposiciones de la presente Ley, sino que su efecto quedará limitado al párrafo, artículo, inciso, título o parte que hubiese sido declarado inconstitucional.

Artículo 16: El Poder Ejecutivo procederá a adecuar las disposiciones establecidas en la Ley Nº 5.532 y su Decreto Reglamentario Nº 3016/92, conforme a lo dispuesto en la presente Ley.

Artículo 17: El Ministerio de Salud u Organismo que lo reemplace, conjuntamente con la Dirección General de Escuelas, implementarán las acciones que correspondan para la realización de campañas de prevención, a los fines de evitar las posibles consecuencias nocivas para la salud. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7.456. Autorización a profesionales médicos para realizar prácticas destinadas a la contracepción quirúrgica con métodos reversibles.
Sanción: 23/11/2005
Artículo 1: Autorízase a los profesionales médicos a realizar en los establecimientos hospitalarios estatales o privados de la Provincia, debidamente habilitados para el ejercicio de la medicina por el Ministerio de Salud u organismo que lo reemplace, tanto en hombres como en mujeres, las prácticas médicas destinadas a obtener la contracepción quirúrgica, con métodos reversibles. 

Artículo 2: Las prácticas establecidas en el artículo anterior serán efectuadas por indicación terapéutica correspondiente y/o a requerimiento de hombres o mujeres. Los mismos deberán expresar su consentimiento en forma escrita, respetándose el derecho a la autodeterminación. Entendiéndose que él o la paciente, tienen derecho al completo bienestar físico, mental y social, para elegir y decidir conscientemente sobre su salud y su planificación familiar.

Artículo 3: En caso de matrimonios, se requerirá el consentimiento expreso de ambos cónyuges, y si hubiere disidencia entre ellos, el Estado Provincial brindará el apoyo profesional transdisciplinario para la toma de la decisión. En el caso de continuar la disidencia entre ambos, prevalecerá el derecho personalísimo del cónyuge que desea practicarse la intervención quirúrgica. 

Artículo 4: De tratarse de personas declaradas incapaces por sentencia judicial, la autorización deberá ser tramitada ante sede judicial por su representante legal.

Artículo 5: Se respetará la objeción de conciencia de los profesionales y ante esta situación, los servicios de la red de asistencia estatal provincial proveerán los medios para la realización de todo el proceso de las prácticas médicas enunciadas en el Artículo 1º.
Artículo 6: El médico tratante y los equipos transdisciplinarios deberán informar exhaustivamente las características de los procedimientos quirúrgicos destinados a obtener la contracepción, como así también de los métodos anticonceptivos alternativos que pueden ser utilizados y toda otra información que enriquezca el conocimiento de los interesados para la toma de decisión. Toda persona que solicite dicho procedimiento quirúrgico, deberá ser informada previamente a fin de evaluar los riesgos que dicha elección tiene para su salud o su vida y que cualquiera sea la decisión que tome, ésta será respetada.

Artículo 7: Cuando se realicen las prácticas quirúrgicas deberá determinarse el método que resulte indicado para la contracepción reversible, según los protocolos médicos terapéuticos establecidos por los centros académicos y de acuerdo con los avances técnicos sobre la materia. 

Artículo 8: El Ministerio de Salud, deberá fomentar la investigación y estudios necesarios a pacientes con problemas que afecten su aparato reproductivo, para lo cual se lo faculta a firmar convenios con las Facultades de Medicina Estatales o Privadas de la Provincia.

Artículo 9: El Ministerio de Salud deberá prever las partidas presupuestarias necesarias a los fines de ejecución de la presente Ley y deberá reglamentar la misma en el término de sesenta (60) días, a partir de su promulgación.

Artículo 10: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7.470. Habilitación de Puestos de Vacunación Privados en la Provincia de Mendoza.
Sanción: 14/12/2005
Artículo 1: Establecer que, para la habilitación de Puestos de Vacunación Privados en la Provincia de Mendoza, los responsables deberán ajustarse a las siguientes Normas de Organización y Funcionamiento:
1- Planta Física: 
1.1 Ubicación: 
a) Fácil acceso desde la calle.
b) Señalización clara desde la puerta de entrada para el Puesto de Vacunación.
c) Ubicado dentro del área de Consultorios Externos, cerca del consultorio del niño sano y/o pediatría. 
1.2 Características:
a) Sala de Vacunación: dimensión mínima 9m2, para permitir la instalación del equipamiento del sector y la circulación del personal y del público.
b) Sala de Espera: ubicada separada de la Sala de Vacunación. 
c) Sala Administrativa. 
d) Baño para personal público.
e) Iluminación y ventilación preferentemente naturales en todas las dependencias.
f) Paredes y pisos claros y lavables. Deberá contar con revestimiento hasta una altura de 60 cm sobre la mesa de trabajo.
g) Temperatura entre 16 y 20º C para mayor confort del público.
2- Recursos Materiales:
2.1 Dotación fija: Mobiliario.
a) Mesa escritorio con cajonera, con llave, para trabajo administrativo, con superficie lavable. 
b) Heladera de uso exclusivo para vacunas, en buen estado de conservación y funcionamiento, con descarga a tierra.
c) Capacidad mínima de la heladera: 9 pies cúbicos. Sachets refrigerantes.
Botellas necesarias y bandejas perforadas o para obtener vacunas.
d) Ubicación de la heladera: a la sombra y alejada de toda fuente de calor.
Motor ubicado a 15 cm de distancia de la pared.
e) Generador de corriente.
f) Mesada con espacio suficiente para delimitar sectores sucios y limpios. 
g) Lavabo para manos, con agua fría y caliente, de circulación continua y porta jabón.
h) Soporte para toallas descartables.
i) Camilla fija forrada con material lavable y cubrecamilla confiable (tela o papel).
j) Recipiente para residuos con tapa, preferentemente a pedal.
k) Tubo fluorescente o lámpara (según las posibilidades del lugar).
3- Recursos Humanos:
3.1 Personal:
Dotación: 
a) Responsable del Puesto de Vacunación:
b) Un (1) profesional Médico y un (1) profesional Farmacéutico diplomados en Vacunas.
c) Enfermera profesional y/ o Auxiliar de Enfermería con actividad exclusiva en el Puesto de Vacunación.
3.2 Capacitación:
a) Tanto los responsables profesionales del Puesto como así también los enfermeros designados, deberán cursar obligatoriamente el Curso de Inmunización respectivo, tanto en su teoría como en práctica a través del Programa Provincial de Inmunizaciones.
4- Requisitos para su habilitación como prestadores de salud.
a) Denominación del establecimiento o servicio. 
b) Domicilio o ubicación del mismo. 
c) Orientación de las actividades: asistenciales, sanitaria, de docencia, de investigación.
d) Índole de las prestaciones: de diagnóstico, prevención y rehabilitación.
e) Modalidad de las prestaciones: programadas, de urgencia, espontáneas y permanentes.
f) Nombre y apellido de los propietarios, si fuera una sociedad, se acompañará copia del Contrato Social, en su caso, de los Estatutos Sociales.
g) Nombre y apellido, título profesional, matrícula, especialidad, documento de identidad del Director Técnico, con firmas de conformidad, además deberán adjuntar fotocopia de matrícula profesional y certificado de especialidad otorgado por el Honorable Consejo Deontológico.
h) Nómina con nombres y apellidos completos, documento de identidad, matrícula profesional y especialidad de los profesionales que integran el plantel.
i) Nombres y apellidos completos, documento de identidad, matrícula habilitante, fotocopia de libreta sanitaria del personal de enfermería y auxiliares de enfermería.
j) Si se trata de servicios de atención compleja: radiología, terapia intensiva, neonatología, laboratorio, etc., se debe indicar el equipamiento a utilizar.
k) Planos actualizados o croquis con dimensiones en planta y cortes de los locales que conforman el establecimiento o servicio. Memoria descriptiva y planillas de locales, indicando los materiales utilizados en piso, paredes y techos. Si el edificio es de construcción reciente se acompañarán planos municipales aprobados. En el caso de que el Establecimiento tenga internación, 
se deberá indicar la ubicación de camas y la capacidad total de las mismas.
l) Fotocopia de Escrituras o Contrato de Locación o Comodato autenticadas. 
m) Convenios con otros efectores de servicios.

n) Convenios con servicios de ambulancias. 
ñ) Número de CUIT.
o) Cualquier otro dato que la Autoridad de Aplicación estime necesario de acuerdo con las características específicas del Establecimiento a Habilitar.

Artículo 2: El Puesto de Vacunación Privado, podrá colocar todas las vacunas existentes, pero el Ministerio de Salud, no proveerá el biólogo y los descartables que correspondan a las vacunas que estipula el Programa Ampliado de Inmunizaciones (P.A.I.).

Artículo 3: Para poder mantener un estricto control de dosis aplicadas, los responsables de los Puestos de Vacunación Privados deberán confeccionar información administrativa en planillas que se proveerán oportunamente, en las cuales constarán las dosis aplicadas mensualmente, discriminadas por vacunas, dosis y grupos etáreos. La información elaborada será enviada antes del día diez (10) de cada mes al Vacunatorio Central del Ministerio y se hará llegar al Área Estadística del Programa Provincial de Inmunización. Esta medida permitirá unificar criterios de notificación obteniendo datos útiles para medir coberturas.

Artículo 4: Los Puestos de referencia recibirán visitas de supervisión, las que serán efectuadas por los responsables de las áreas profesionales y técnicas con que cuenta la Estructura del Programa en cada uno de sus niveles. Estas supervisiones tendrán como finalidad el control de la conservación y manejo de los biólogos, como así también la utilización correcta de las técnicas de vacunación. En caso de detectarse anomalías en las supervisiones se procederá conforme lo dicten las normas legales que al respecto se encuentran vigentes.

Artículo 5: Previo al dictado de la Resolución de habilitación, deberá constar informe favorable de los Departamentos de Recursos Físicos, de Inmunizaciones de Farmacia, dependientes de la Dirección General de Promoción y Protección de la Salud y Dirección Provincial de Farmacología y Normalización de Drogas, Medicamentos e Insumos Sanitarios, respectivamente.

Artículo 6: Los vacunatorios actualmente en funcionamiento deberán adecuarse a la presente norma en un plazo no mayor de treinta (30) días en sus aspectos edilicios y de diez (10) días en los demás requerimientos, a partir de la fecha de publicación de la presente, procediéndose a la clausura inmediata del vacunatorio privado, en caso de no dar cumplimiento a lo dispuesto por la Presente Ley.

Artículo 7: Centros de Vacunación en Farmacias: Podrán instalarse Centros de Vacunación en las Farmacias adecuando los mismos a las pautas de equipamiento y de cadena de frío, expuestas en la presente Ley, con heladera exclusiva para vacunas.
Artículo 8: Centros de Salud Ambulatorios (Vehículos de Traslado Sanitario) 
–Podrá realizarse en vehículos que posean una camilla, heladeras de fácil transporte, con toallas descartables y jabonera.
–Deberán poseer un sector para los elementos de vacunación (jeringas, algodón, etc).
–La iluminación deberá ser adecuada.
–Deberán poseer todos los elementos administrativos para el registro y confección de certificados. Todos los registros quedarán archivados en el Centro Operativo.
–Los recursos humanos requeridos son, además de médico y un conductor del vehículo, un enfermero/ a matriculado.

Artículo 9: Establecer que los titulares de los Vacunatorios Privados y sus respectivos Directores Técnicos, serán responsables civil, penal y administrativamente por los actos propios que se produzcan en el Vacunatorio de su propiedad y control en perjuicio de las personas a quienes presten el servicio de vacunación.

Artículo 10: El Poder Ejecutivo procederá a adecuar las disposiciones establecidas en la Ley Nº 5532, Decreto Reglamentario Nº 3016/92, conforme a lo dispuesto en la presente Ley.

Artículo 11: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7.603. Declaración de Mendoza como Provincia No Eutanásica para el control poblacional de animales domésticos.
Sanción: 25/10/2006
*Artículo 1: Declárase a la Provincia de Mendoza, como Provincia No Eutanásica, entendiéndose por tal la prohibición del sacrificio de canes y felinos como sistema de control poblacional. 
(TEXTO MODIFICADO SEGUN LEY 7756, ART. 1)
Artículo 2: Adóptase como método ético y eficiente para el control del crecimiento poblacional de animales domésticos, la práctica de la esterilización quirúrgica en todo el ámbito de la Provincia.

Artículo 3: Para el control de la salubridad, realícense tareas de prevención y atención de enfermedades. Para el control de la reproducción de animales, desarróllense y ejecútense los planes para que, a través de la esterilización quirúrgica se logre el adecuado control poblacional. 
Dicha tarea deberá ser gratuita y se realizará en puntos estratégicos de cada municipio como acción en terreno, que pueden ser alternativamente Centros de Salud, Sociedades de Fomento, etc. 

Artículo 4: Deróguense el Art. 8º y el Art. 9º inciso c) de la Ley Nº 3588.

Artículo 5: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7.604. Centro de Referencia de Enfermedades del Aparato Digestivo e Hígado.
Sanción: 30/10/2006
Artículo 1: Créase el Centro de Referencia de Enfermedades del Aparato Digestivo e Hígado en el Hospital Lagomaggiore, en el ámbito del Ministerio de Salud de la Provincia de Mendoza.

Artículo 2: La implementación del Artículo 1º está contenida en lo establecido por la Ley 15465 de Notificaciones Médicas Obligatorias.

Artículo 3: Los objetivos son:
a) Planificar y ejecutar campañas de prevención y educación de la población con respecto a las enfermedades del Aparato Digestivo.
b) Sistematizar los estudios a fin de obtener un diagnóstico precoz en las enfermedades del Aparato Digestivo.
c) Protocolizar los tratamientos de las enfermedades crónicas del Aparato Digestivo, ya sea médico o quirúrgico.
d) lmplementar un registro que permita la programación y adopción de medidas de control que contribuyan a disminuir la morbimortalidad por Enfermedades del Aparato Digestivo en la Provincia.
e) Creación y control de un banco de drogas para el tratamiento de las patologías mencionadas.
f) Intercambiar información a nivel nacional e internacional con otros Centros.
g) Publicar la información elaborada.

Artículo 4: El Centro estará a cargo del Servicio de Gastroenterología del Hospital Luis Lagomaggiore, dependiente del Ministerio de Salud de la Provincia de Mendoza y estará conformado por un Coordinador médico que debe pertenecer al Servicio de Gastroenterología, un equipo asistencial compuesto por médicos, personal de enfermería y personal administrativo que se establezca. 

Artículo 5: Las funciones del coordinador serán:
a) Organizar la labor del Centro tanto en la profilaxis como en el diagnóstico y tratamiento de las enfermedades del Aparato Digestivo.
b) Elaboración de la información y datos estadísticos.
c) Presentar los datos obtenidos a la Dirección de Promoción y Protección de la Salud para el diseño de políticas sanitarias.

Artículo 6: El personal que integra el Centro deberá realizar continuos programas de capacitación tanto en lo médico como administrativo a fin de lograr un eficiente funcionamiento mediante el conocimiento y confección de fichas de registros e interpretación y manejo de los códigos.

Artículo 7: La totalidad de estructura asistencial de la Provincia tanto del sector estatal o privado y de obras sociales, deberá aportar datos en forma trimestral de los casos diagnosticados al Centro de Enfermedades del Aparato Digestivo e Hígado.

Artículo 8: Los Hospitales de la Provincia tendrán un Coordinador Médico que evaluará los casos detectados en los distintos servicios y deberá seguir el control evolutivo de los pacientes a fin de obtener datos de la historia natural de la enfermedad, res puesta terapéutica y tasa de sobrevida de los pacientes diagnosticados.

Artículo 9: Los Centros de Salud y los Hospitales Provinciales derivarán al Centro todo paciente con Patologías Digestivas, que presente dificultad diagnóstica y/ o requiera tratamiento especializado, farmacológico o quirúrgico y/o trasplante.

Artículo 10: El Centro deberá elevar al Ministerio de Salud un informe anual con los resultados obtenidos. 

Artículo 11: La presente Ley deberá ser reglamentada por el Poder Ejecutivo dentro de los noventa días de su promulgación y los gastos que demande la implementación de la misma, deberán ser previstos por el Ministerio de Salud en el sector que corresponda a la Promoción y Protección de la Salud en los Presupuesto Anuales de la Provincia.

Artículo 12: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7.633. Tenencia de canes o perros peligrosos.
Sanción: 20/12/2006
Artículo 1: Objeto: La presente Ley tiene por objeto establecer la normativa aplicable a la tenencia de canes o perros peligrosos para hacerla compatible con la seguridad de personas, bienes y de otros animales.
Se considerarán canes o perros peligrosos, a los fines de esta norma, los que pertenecieran total (puros) o parcialmente (cruza) a razas que por su potencia de mandíbula, musculatura, talla y temperamento genéticamente agresivo, pudieran causar la muerte o lesiones graves a las personas o a otros animales y daños a las cosas. El Poder Ejecutivo determinará anualmente por reglamentación, las razas que se consideran incluidas en la categoría de perros peligrosos, sin que dicha enumeración resulte taxativa a modo de ejemplo es la siguiente:
Mastin Napolitano 

Doberman 

Pitbull 
Bull Terrier 

Dogo Argentino 
Rottweiler 
Presa Canario 
Akita Inu 
Gran Perro Japonés 
La Autoridad de Aplicación y control de la presente norma, serán los Municipios.
Artículo 2: Licencia: La tenencia de los canes o perros peligrosos, al amparo de esta Ley, requerirá la previa obtención de una licencia administrativa, que será otorgada por el municipio de residencia del solicitante, o por el municipio en el que se realiza la actividad de comercio verificando el cumplimiento de los siguientes requisitos:
Ser mayor de edad.
Acreditación de haber formalizado un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros que puedan ser causados por sus animales, por la cuantía mínima que reglamentariamente se determine. 

Artículo 3: Comercio:
a) La importación o entrada al territorio provincial con fines de permanencia o estadía temporaria en el mismo, de canes o perros que fueren clasificados como peligrosos al amparo de esta ley, así como su venta o transmisión por cualquier título estarán condicionadas a que tanto el importador, vendedor o tramitente y adquirente, hayan obtenido la licencia a que se refiere el artículo anterior.
b) Estas operaciones requerirán además el cumplimiento de los siguientes requisitos: 
–Obtención o actualización de la cartilla sanitaria.
–Inscripción de la transmisión o importación en el registro de la autoridad competente en razón del domicilio del adquirente o importador en el plazo de quince días de concretada la operación.
c) Todos los establecimientos o asociaciones que alberguen perros peligrosos, y que se dediquen a su explotación, cría, comercialización o adiestramiento, deberán obtener para su funcionamiento la autorización de las autoridades competentes.
d) En caso de no cumplirse con los requisitos mencionados, la administración competente podrá proceder a la incautación y depósito del animal hasta la regularización de la situación, debiendo abonar el propietario los gastos de cuidado y depósito, sin perjuicio de las sanciones que se establecen en la presente Ley.

OBLIGACIONES DE PROPIETARIOS, CRIADORES Y TENEDORES

Artículo 4: Identificación: Los propietarios, criadores o tenedores de los animales a que se refiere la presente ley, tendrán la obligación de identificar y registrar a los mismos en la forma y mediante el procedimiento que reglamentariamente se determine.

Artículo 5: Registros:
a) En cada municipio existirá un registro de canes o perros peligrosos en el que necesariamente habrán de constar, al menos, los datos personales del tenedor, las características del mismo, especificando si está destinado a convivir con los seres humanos o si por el contrario tiene finalidades distintas.
b) En las hojas de registro de cada can o perro se hará constar igualmente el certificado de sanidad animal expedido por la autoridad competente, que acredite, con periodicidad anual, la situación sanitaria del animal y la inexistencia de enfermedades o trastornos que lo hagan especialmente peligroso. 
c) Incumbe al titular de la licencia, la obligación de solicitar la inscripción en el registro, dentro de los quince días siguientes a la fecha en que haya obtenido la correspondiente licencia de la administración competente. 
d) Cualquier incidente causado por perros peligrosos, de los que hayan tomado conocimiento las autoridades administrativas o judiciales, deberá constar en la hoja de registro de cada animal, que se cerrará con su muerte o sacrificio certificado por veterinario o autoridad competente.
e) El propietario o tenedor del animal tiene la obligación de hacer la denuncia correspondiente en el registro municipal de todo incidente causado por el perro con daños a terceros, dentro de las cuarenta y ocho horas (48 hs.) hábiles, de producido el mismo, debiendo los encargados administrativos dejar constancia en hoja correspondiente, todo ello bajo apercibimiento de ser pasible de las sanciones previstas por esta norma y su reglamentación. 
f) Las autoridades responsables del registro, notificarán de inmediato a las autoridades administrativas o judiciales competentes, cualquier incidencia que conste en el registro para su valoración, y en su caso, adopción de medidas cautelares o preventivas.
g) Deberá comunicarse al registro municipal, la venta, traspaso, donación, robo, muerte o pérdida del animal dentro de un plazo de quince días, bajo apercibimiento de ser pasible de las sanciones previstas por esta norma y su reglamentación.
h) El incumplimiento por el titular del animal, de lo preceptuado en este artículo será objeto de la correspondiente sanción administrativa de conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 de la presente Ley y la reglamentación pertinente.
Artículo 6: Seguridad: Los propietarios, criadores o tenedores deberán mantener a los animales que se hallen bajo su custodia en adecuadas condiciones, higiénico-sanitarias y con los cuidados y atenciones necesarias, conforme a las características propias de la raza o cruza de razas de can o perro.

Artículo 7: Infracciones y Sanciones:
a) Tendrán la consideración de infracciones administrativas gravísimas las siguientes:
–Abandonar un can o perro peligroso, entendiéndose por tal, aquél animal que reuniendo las características del Art. 1° de esta ley, se encuentre en la vía pública sin acompañamiento de persona alguna.
–Tener canes o perros peligrosos sin poseer licencia.
–Vender o transmitir por cualquier título un can o perro peligroso a quien carezca de licencia. 
–Adiestrar dichos animales, para activar su agresividad o para finalidades prohibidas. 
–La organización o celebración de concursos, ejercicios, exhibiciones o espectáculos de canes o perros peligrosos, o su participación en ellos, destinados a demostrar la agresividad de los animales. 
b) Tendrán la consideración de infracciones administrativas graves las siguientes:
–Dejar suelto un can o perro peligroso o no haber adoptado las medidas necesarias para evitar su escapada o extravío.
–No cumplir con la obligación de identificar el animal.
–Omitir la inscripción del animal en el registro municipal.
–Omitir la denuncia en el registro municipal por cualquier incidente con daños a terceros, como cualquier novedad relativa al dominio del animal. 
–Hallarse el can o perro peligroso en lugares públicos sin bozal o no sujeto con cadena.
–La negativa o resistencia a suministrar datos o facilitar la información requerida por las autoridades competentes o sus agentes en orden al cumplimiento de funciones establecidas en esta Ley.
c) Las infracciones tipificadas en los apartados anteriores podrán llevar aparejadas como sanciones accesorias secuestro del animal y revocación de la licencia de los canes o perros peligrosos. 
d) Tendrán la consideración de infracciones administrativas leves, el incumplimiento de cualquiera de las obligaciones establecidas en la presente Ley, y que no sean tipificadas como gravísimas o graves. 
e) Las infracciones tipificadas por esta Ley, serán sancionadas con multas, cuyo monto establecerá la respectiva reglamentación.
f) Se considerarán responsables de las infracciones a quienes por acción u omisión hubieren participado en la comisión de las mismas, al propietario o tenedor, o en su caso al titular del establecimiento. 
g) La responsabilidad de naturaleza administrativa, prevista en este artículo, se entiende sin perjuicio de la exigible en las vías penal y civil.
h) En los supuestos en que las infracciones pudieran ser constitutivas de delito 
o falta, la autoridad competente podrá acordar la incautación del animal hasta 
tanto la autoridad judicial provea acerca del mismo.
Artículo 8: Obligaciones específicas referentes a los perros: Para la presencia y circulación en espacios públicos de los perros peligrosos, será obligatoria la utilización de correa o cadena de manos de dos metros (2 m.) de longitud, así como un bozal homologado y adecuado para su raza. 

Artículo 9: Registro municipal: Los municipios, en el plazo de seis (6) meses a partir de la entrada en vigor de esta Ley, deberán tener constituido el registro municipal correspondiente y determinar la forma en que los actuales tenedores de perros peligrosos deberán cumplir la obligación de inscripción en el registro municipal.

Artículo 10: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7.634. Programa Provincial de Prevención de Trastornos Alimentarios.
Sanción: 20/12/2006
Artículo 1: Objeto: Créase en la órbita del Ministerio de Salud, el Programa Provincial de Prevención de Trastornos Alimentarios cuya sintomatología se traduce en alteraciones de la conducta alimentaria.

Artículo 2: El Programa tiene como objetivos:
a) Prevenir los trastornos de la conducta alimentaria, garantizando el acceso de la población a los sistemas de salud disponibles, cualquiera fuera su dependencia, ya sea pública, de las obras sociales privadas, debiendo contar con los medios adecuados para satisfacer los requerimientos en este tipo de problemática.
b) Prevenir las enfermedades cuya sintomatología se traduce en alteraciones de la conducta alimentaria, desarrollando todo tipo de actividades de difusión dirigidas a la población en general acerca de las características y riesgos de este tipo de enfermedades.
c) Promover especialmente entre los niños y adolescentes, conductas alimentarias para la preservación de su salud.
d) Reglamentar la publicidad de productos alimentarios y medicinales, a fin de evitar que se induzca por esta vía a las personas a conductas y/o prácticas, favorecedoras de la anorexia, la bulimia, obesidad y otros trastornos de la conducta alimentaria.
e) Propiciar el desarrollo de modelos prestacionales integrales de la salud, que contemplen actividades preventivas, de detección y diagnóstico precoz, de las alteraciones en la conducta alimentaria, según los requerimientos de los diferentes casos.
f) La Dirección General de Escuelas deberá incluir la educación alimentaria como objetivo curricular en los niveles de educación media y polimodal. Al efecto, el Ministerio de Salud, dará los lineamientos y contenido de dicha currícula.
g) Propiciar la incorporación de organizaciones sociales no gubernamentales, estimulando el desarrollo del trabajo en red entre las mismas y con las del sector salud, en la intención común de prevención y control de la anorexia, la bulimia, obesidad y otros trastornos de la conducta alimentaria y desórdenes alimentarios.
h) Promover y realizar la capacitación de profesionales y técnicos de la salud para su desempeño adecuado en la prevención y control de estas patologías.
i) Estimular el desarrollo de la investigación médica y psíquica a través de charlas, debates y conferencias. 
j) Desarrollar sistemas estadísticos, a fin de disponer oportunamente de la información requerida para conocer la marcha y los avances de las acciones realizadas, así como los resultados obtenidos en estas enfermedades y fundamentalmente para orientar la prevención.
k) Ejecución de una campaña de fiscalización comercial para el control de las autorizaciones de venta de productos adelgazantes, implementando un régimen de sanciones y decomiso de productos no autorizados por la autoridad competente.
Artículo 3: Los comercios que vendan ropa de mujer, deberán tener en existencia todos los talles correspondientes a las medidas antropométricas de la mujer adolescente, de las prendas y modelos que comercialicen y ofrezcan al público. El control dispuesto en el presente, será tanto en lo que se refiere a la existencia en stock de todos los talles, como de la correcta marcación de los mismos, conforme a las medidas aprobadas mediante normas IRAM.

Artículo 4: A los fines de cumplir con lo establecido anteriormente, créase en la órbita del Programa de Prevención de Trastornos Alimentarios, el Centro de Prevención y Formación Profesional Especializada y de Orientación Asistencial, para personas que padecen Trastornos Alimentarios. 

Artículo 5: Funciones: Serán funciones del Centro de Prevención y Formación Profesional Especializada y de Orientación Asistencial:
a) Celebrar convenios con entidades públicas o privadas a fin de incorporar los adelantos científicos en las acciones a emprender a través del Sistema Educativo Formal e Informal.
b) Organizar campañas de difusión y divulgación dirigidas a la prevención en su nivel informativo, motivacional y participativo, donde involucrará las áreas del Ministerio de Salud, Ministerio de Acción Social, del Ministerio de Educación y de otras organizaciones del Estado Provincial, de los Municipios integrado el Centro de Prevención y Formación Profesional por profesionales en actividad, con experiencia en el tema.
El mismo estará formado por:
–Médicos psiquiatras 
–Psicólogos 
–Médico clínico 
–Nutricionista 
–Trabajadores Sociales
 
–Acompañantes terapéuticos.
Interconsultas con Profesionales de la Salud, especialistas en temas relacionados con la sintomatología de las Patologías Alimentarias (ginecólogos, endocrinólogos, odontólogos, gastroenterólogos, bioquímicos, diagnóstico por imágenes). 

Artículo 6: Organizaciones no gubernamentales: Para posibilitar el cumplimiento de los objetivos del presente programa y en coordinación con el Centro de Prevención y Formación Profesional creada por el artículo 4º, deberá convocarse a las entidades no gubernamentales capacitadas en la materia para que realicen las tareas que se acuerden dotándolas del presupuesto necesario para llevarlas a cabo. Se deberá realizar esta convocatoria de inmediato, una vez promulgada la presente. 

Artículo 7: Del financiamiento y Administración: Los gastos que demande la ejecución de la presente Ley, serán incluidos en las partidas destinadas por el Presupuesto Provincial al Ministerio de Salud.

Artículo 8: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7.646. Prohibición de venta de alcohol entre las 23:00 y las 8:00 horas.
Sanción: 03/01/2007
Artículo 1: Prohíbese en todo el territorio provincial la venta, expendio y suministro de bebidas alcohólicas al público, cualquiera sea su graduación, presentación o preparación, entre las veintitrés horas (23:00 hs.) y las ocho horas (8:00 hs.). Los comercios habilitados en los rubros vinerías, licorerías, deliveries, kioscos, minimarkets y/o similares, quedan incluidos en la presente prohibición. 

Artículo 2: Exclúyase de lo dispuesto en el Artículo 1 a los comercios habilitados como hipermercados, supermercados, almacenes y/o similares los días 23 y 30 de diciembre.

Artículo 3: Prohíbese en todo el territorio provincial la venta, expendio y suministro de bebidas alcohólicas al público, cualquiera sea su graduación, presentación o preparación, bajo la modalidad de “canilla libre” o similar.

Artículo 4: Exceptúase de lo dispuesto en el Artículo 1 a los comercios habilitados como confiterías, restaurantes, hoteles, locales de diversión nocturna y bailables, bares, salones de fiesta, casinos, drugstore y/o similares, para consumo personal de los clientes o pasajeros y dentro del ámbito físico donde desarrollan sus actividades, estableciéndose para éstos el tope horario de las cuatro horas y treinta minutos (4.30 hs.).

Artículo 5: La restricción horaria dispuesta en el artículo anterior no regirá los días 25 de diciembre y 1 de enero.

Artículo 6: En el caso de los menores de dieciocho (18) años, adhiérese al Art. 1 de la Ley Nacional Nº 24.788.

Artículo 7: Prohíbese en todo el territorio provincial el consumo en la vía pública de bebidas alcohólicas y sustancias capaces de embriagar, cualquiera sea su graduación, presentación o preparación, con excepción del servicio en mesas y sillas en veredas, prestado por los comercios que cuenten con permiso y habilitación municipal correspondiente.

Artículo 8: Incorpórase como Art. 61 bis del Código de Faltas de la Provincia de Mendoza (Ley 3365) el siguiente:
“Art. 61 bis: El que, en la vía pública, consumiere bebidas alcohólicas o sustancias capaces de embriagar, cualquiera sea su graduación, presentación o preparación, será castigado con multa de hasta Pesos Dos Mil ($ 2.000.-). La pena prevista podrá ser elevada de un tercio a la mitad en caso de reincidencia.
Si el que infrigiere la norma fuere menor de dieciocho (18) años, se actuará de conformidad a lo previsto en la Ley 6.354, poniéndose en conocimiento de tal circunstancia, en forma inmediata, a los padres, tutor o guardador, quienes serán solidariamente responsables del pago de las multas señaladas, independientemente de las medidas de protección o socioeducativas que correspondan atento a la gravedad del caso.”

Artículo 9: El empresario, administrador, encargado o concesionario de locales comerciales que, maliciosa o negligentemente, infringiera lo dispuesto por los Artículos 1, 2 y 3 de la presente Ley, como así también si comercializara bebidas alcohólicas adulteradas, o en envases no autorizados, será pasible de las siguientes sanciones correlativas:
a) Primera sanción: Clausura temporaria del local con cese inmediato de la actividad de quince (15) días y multa de hasta Pesos Cinco Mil ($ 5.000.-).
b) Segunda sanción: Clausura temporaria del local con cese inmediato de la actividad de treinta (30) días y multa de Pesos triplicada a la anterior, en caso de reincidencia.
c) Tercera sanción: Clausura definitiva e inhabilitación del local.
La aplicación de las sanciones pertinentes será competencia de los municipios.

Artículo 10: Los municipios serán los órganos de aplicación de la presente Ley.

Artículo 11: Sugiérese a los municipios la firma de convenios con el Instituto Nacional de Vitivinicultura, con el objeto de realizar operativos de control de alcoholes para certificar la calidad de las bebidas que se comercializan en bares, locales de diversión nocturna y bailables.

Artículo 12: Autorízase al Poder Ejecutivo a través del Instituto Provincial de la Juventud, Plan Provincial de Adicciones y Programa Provincial de Prevención de los Riesgos Vinculados con la Diversión Nocturna de los Jóvenes y la Dirección General de Rentas, a la firma de convenios con los municipios, con el fin de establecer operativos en conjunto evitando la superposición de controles. 

Artículo 13: Invítase a los Municipios a adherir a la presente Ley.
Artículo 14: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7.670. Programa Provincial de Emergencias, Prevención y Tratamiento de Muerte Súbita y Síncope.
Sanción: 14/03/2007
Artículo 1: Créase en el ámbito de la Provincia de Mendoza el Programa Provincial de Emergencias, Prevención y Tratamiento de Muerte Súbita y Síncope.

Artículo 2: Son objetivos generales del Programa:
a) Proteger la vida de la población creando las condiciones necesarias para la promoción, protección, recuperación y rehabilitación de la salud dentro de la problemática que origina la Muerte Súbita y el Síncope.
b) Promover la participación responsable de todos los sectores involucrados: población en general, gobierno y entes privados.
c) Instruir y concientizar a la población en general y funcionarios públicos en el conocimiento y uso de la Cadena de Supervivencia que define este programa.


Artículo 3: Son objetivos específicos del Programa:
a) Disminuir la morbimortalidad ocasionada por la Muerte Súbita y Síncope.
b) Capacitar a toda persona mayor de catorce (14) años en Resucitación Cardio Pulmonar (R.C.P.). 
c) Crear áreas específicas de coordinación, trabajo e investigación de estas problemáticas.

Artículo 4: A los efectos de la presente Ley defínese como Cadena de Supervivencia la sucesión concatenada de actos que tienen lugar desde la detección de un posible caso de Muerte Súbita hasta la internación y tratamiento del paciente dentro de un nosocomio público o privado, llevada a cabo por los diversos actores involucrados.
A esos efectos la misma se formará de los siguientes pasos:
a) Uso de línea de emergencias gratuita - 911 o similar
1- Activación del Sistema de Emergencia Comunitario.
2- Activación del Sistema de Emergencias Móviles.
b) Resucitación Cardio Pulmonar a cargo del Primer Respondedor (persona con la capacitación en R.C.P que se encuentra en el lugar del hecho).
c) Desfibrilación a través del uso de desfibriladores automáticos operados por persona capacitada en su uso.
d) Pronta llegada del Sistema de Emergencias Móviles a efectos de proporcionar tratamiento prehospitalario.
e) Traslado, internación, tratamiento y seguimiento de la evolución del paciente.

Artículo 5: A efectos de la capacitación en R.C.P. y detección de posibles casos de Muerte Súbita y Síncope, el Ministerio de Salud en coordinación con la Dirección General de Escuelas, sin perjuicio del convenio suscripto entre ambos en el ámbito de la Ley Nº 7369, elaborarán programas a efectos de formar de manera obligatoria a los Primeros Respondedores en el ámbito de las Fuerzas de Seguridad, Administración Pública, estudiantes universitarios y Polimodal; y de forma facultativa a la población en general de acuerdo a los cursos que se dicten.

Artículo 6: El Poder Ejecutivo implementará campañas de promoción masiva de la Cadena de Supervivencia, uso de las líneas de emergencias gratuita y R.C.P.

Artículo 7: El Ministerio de Salud determinará la creación de Centros de Referencia en la materia, dedicados a la atención, tratamiento, seguimiento e investigación de la problemática de Muerte Súbita y Síncope, como así también del dictado de cursos de formación y perfeccionamiento en R.C.P. y uso de Desfibriladores Automáticos.

Artículo 8: El Poder Ejecutivo procederá a la adquisición de Desfibriladores Automáticos destinados a terminales de transporte internacional con capacidad para más de mil personas, que estén bajo su administración, dependencias públicas con un número de empleados permanentes mayor a mil personas. El Poder Ejecutivo impondrá el uso de Desfibriladores Automáticos en los establecimientos determinados en la primera parte de este Artículo, cuando estuviesen concesionados o privatizados, centros comerciales con superficies en salones de ventas al público mayores a mil metros cuadrados y demás recintos que establezca la reglamentación.

Artículo 9: Invítase al Ministro de Salud, Directora General de Escuelas, Universidades que tengan en su ámbito la carrera de Medicina, Enfermería, Odontología, representantes de Sociedad Argentina de Cardiología y Federación Argentina de Cardiología, representantes de los Círculos Médicos de la Provincia y demás actores involucrados en la prestación del Servicio de Salud a formar un Comité Honorario de Asesoramiento en la implementación y mejoramiento del presente programa.

Artículo 10: El Poder Ejecutivo procederá a la reglamentación de la presente Ley en el transcurso del año 2.007.

Artículo 11: La totalidad de las erogaciones que demande el cumplimiento de la presente ley serán incluidas en la Ley de Presupuesto Provincial, con su correspondiente asignación de partidas.

Artículo 12: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7.701. Programa de Educación Vocal para la Prevención de la Disfonía Profesional.
Sanción: 16/05/2007
Artículo 1: Amplíase el "Programa de Educación Vocal para la Prevención de Disfonía Profesional" en el ámbito de Salud Escolar de la Dirección General de Escuelas.

Artículo 2: El Poder Ejecutivo incorporará en el Presupuesto del año 2008 y subsiguientes las partidas presupuestarias necesarias para dar cumplimiento con lo dispuesto en el Art. 1° de la presente Ley, hasta la suma de Pesos cien mil ($ 100.000).

Artículo 3: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7.730. Prohibición de adhesivos que contengan 
tolueno.
Sanción: 04/07/2007
Artículo 1: Prohíbese en todo el territorio de la Provincia de Mendoza la comercialización, distribución o entrega de pegamentos o adhesivos que contengan tolueno y/o sus derivados. 

Artículo 2: El organismo de aplicación de la presente Ley será el Ministerio de Salud de la Provincia. 

Artículo 3: El organismo de aplicación, determinado en el artículo precedente, deberá elaborar la reglamentación de la presente norma, fijando las sanciones por incumplimiento y demás aspectos inherentes, dentro de los noventa (90) días de sancionada la presente, debiendo remitir la misma a la H. Legislatura para su aprobación.

Artículo 4: Derógase toda otra disposición que se oponga a la presente.

Artículo 5: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7.741. Banco de Leche Materna Humana 
Pasteurizada
Sanción: 07/08/2007
Artículo 1: Créase en la Provincia de Mendoza el Banco de Leche Materna Humana Pasteurizada que funcionará en los Hospitales Públicos Regionales de la Provincia, en el ámbito del Ministerio de Salud.

Artículo 2: Entiéndase por Banco de Leche Materna Humana (BLH), el ámbito hospitalario donde se recibirá o recolectará la leche materna humana excedente donada por madres voluntariamente, sujeta a gratuidad y fuera de comercio.

Entiéndase por madres donantes: 
a) Aquellas que tienen sus hijos prematuros internados; 
b) Aquellas internadas junto a sus hijos en el período posparto; 
c) Madres externas al Hospital que voluntariamente donan su excedente de leche.

Entiéndase por beneficiarios:
a) Los Recién Nacidos Prematuros de Muy Bajo Peso al Nacer (MBPN); 
b) Los recién nacidos enfermos; 
c) Lactantes desnutridos y/o que padecen enfermedades gastrointestinales graves;
d) Lactantes durante el posoperatorio de intervenciones quirúrgicas.

Artículo 3: La distribución, procesamiento y control de calidad de la leche humana pasteurizada se efectuará en las etapas de: El calostro (leche de la primera semana); El transicional (producida durante la segunda semana); La leche madura (que se produce después de la segunda semana). Serán sus objetivos específicos: a) disminuir la mortalidad neonatal; b) disminuir la morbilidad del grupo etano del RN de alto riesgo; c) disminuir el uso de fórmulas artificiales en la alimentación de las lactantes.

Artículo 4: La extracción, conservación y distribución de la leche humana pasteurizada se efectuará mediante prescripción médica priorizando situaciones de riesgo conforme a las normas establecidas por la normativa Internacional vigente.

Artículo 5: El Poder Ejecutivo Provincial deberá instrumentar a través de los organismos competentes: 
a) La reglamentación para el funcionamiento del Banco de Leche. 
b) La creación de un Registro Provincial de manifestación temprana de donantes.
c) Los medios de publicidad y difusión para acceder a ser donante y/o beneficiario del Banco de Leche. 

Artículo 6: Las donaciones de leche materna recepcionadas serán de distribución gratuitas. Queda prohibida su comercialización en todo el territorio de la Provincia.

Artículo 7: El Banco de Leche Humana promoverá: 
a) la investigación científica en las áreas de nutrición, infectología, inmunología y psicología referidas a la Neonatología y la Perinatología; 
b) formación de recursos humanos a los fines de la instalación de otros BLH; 
c) comunicación de las actividades científicas y divulgación de las mismas a través de los medios. Los materiales empleados por el Banco de leche materna, para la extracción, conservación y distribución serán sin costo para donantes y beneficiarios.

Artículo 8: Queda prohibida toda discriminación a donantes y beneficiarios que no esté fundada en criterios estrictamente sanitarios. Toda donación será efectuada a persona indeterminada. 

Artículo 9: El Ministerio de Salud podrá suscribir convenios con obras sociales que posean sede en la Provincia, sanatorios y/o clínicas privadas a fin de aplicar coordinadamente esta ley. 

Artículo 10: El Poder Ejecutivo Provincial deberá prever los recursos para el funcionamiento del Banco, creando las partidas presupuestarias necesarias y facilitando la dotación de personal técnico y profesional especializado y adecuado a tal fin.

Artículo 11: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7.798. Programa Provincial de Obesidad Mórbida
Sanción: 10/10/2007
Artículo 1: Créase el Programa Provincial de Obesidad Mórbida, destinado a la problemática de niños, adolescentes y adultos, que por su enfermedad así lo exigen.

Artículo 2: Declárase de interés provincial la lucha contra la obesidad, enfermedad multifactorial y crónica, caracterizada por el incremento en el porcentaje de tejido adiposo corporal, así como una anormal distribución del mismo, que se constituye en factor de riesgo que incrementa la morbimortalidad, declarada como epidemia mundial por la Organización Mundial de la Salud e incorporándola como política de Estado.
Es considerada en sí misma, como factor de riesgo y/o como desencadenante o agravante de otras enfermedades, con costos socioeconómicos tanto para el Estado Provincial como a la Obra Social de Empleados Públicos (O.S.E.P.). 
*Artículo 3: En la reglamentación respectiva, el Ministerio de Salud determinará el área de su dependencia encargada de la aplicación y administración del programa para la detección, tratamiento, rehabilitación y seguimiento de la obesidad, que deberá ser realizado por profesionales capacitados en esta problemática, asegurando el acceso de los pacientes con dicha patología en todo el territorio de la Provincia. Establécese como primer Centro de referencia de esta patología al Hospital Scaravelli.(TEXTO MODIFICADO POR LEY 8161, ART. 1)
Artículo 4: Serán beneficiarios del Programa Provincial de Obesidad Mórbida, todas las personas (niños, adolescentes y adultos), con residencia habitual y permanente en la Provincia de Mendoza, debidamente documentada, que no cuenten con cobertura social o que teniendo cobertura social, acrediten insolvencia para afrontar el costo de la terapia.

Artículo 5: La condición de insolvencia deberá ser establecida por medio de los mecanismos correspondientes a cargo de los Hospitales, trámite que en ningún caso podrá omitirse, deberá contar con el dictamen técnico del médico solicitante.

Artículo 6: El otorgamiento del beneficio se materializará, una vez que se haya cumplido con la evaluación pertinente y se encuentre avalada por un funcionario asistencial a nivel de Jefe de Servicio o de Departamento determinado por el Programa.

Artículo 7: El Programa deberá remitir trimestralmente a las Comisiones de Salud de ambas Cámaras, un informe detallado sobre el desarrollo de las actividades con balance actualizado.
 
Artículo 8: El gasto que demande el cumplimiento de la presente ley será atendido con recursos asignados al efecto por el Ministerio de Salud, de acuerdo a las previsiones presupuestarias que corresponda. 

*Artículo 9: El Ministerio de Salud y la Dirección General de Escuelas deberán crear, coordinar y ejecutar programas educativos en las escuelas para promover la prevención de la obesidad en todos sus estadios. (TEXTO MODIFICADO POR LEY 8161, ART. 2)

*Artículo 10: El Ministerio de Salud será el encargado de:
a) Instrumentar campañas informativas a través de los medios de comunicación (escritos, orales y televisivos) relativas a la obesidad, dirigidas a la población en general, como así también campañas educativas acerca de las características de la enfermedad, sus consecuencias, aspectos clínicos, nutricionales, psicológicos y sociales y de las formas apropiadas de prevención y tratamiento.

*b) Organizar cursos que permitan una mejor capacitación y actualización para la adecuada formación profesional en el marco de su política sanitaria, formando equipos interdisciplinarios capacitados, disponiendo las instalaciones y equipamiento adecuado para la atención de esta patología con tratamientos integrales acordes con la problemática. (TEXTO INCISO B MODIFICADO POR LEY 8161, ART. 3)


Artículo 11: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en un período no mayor a noventa (90), días.

*Artículo 12: La autoridad de aplicación tendrá las siguientes atribuciones: 
a- Verificar el cumplimiento de la Ley 7798 y sus modificatorias en todo el territorio de la Provincia y contribuir al cumplimiento de sus disposiciones.
b- Formular las normas técnicas necesarias para la evaluación y control de la lucha contra la enfermedad. 
c- Elaborar los programas necesarios de lucha contra la obesidad, que deberán desarrollar los organismos de su dependencia, determinando sus costos, previendo las fuentes de financiación y disponiendo lo necesario para su cumplimiento.
d- Gestionar oportunamente los recursos necesarios, durante cada ejercicio fiscal, para el cumplimiento de los objetivos de la ley 7798 y sus modificatorias.
e- Propender al desarrollo de actividades de investigación, información y difusión.
f- Arbitrar las medidas necesarias para la adecuada y oportuna atención, orientación y tratamiento de los enfermos que sufran de obesidad. (TEXTO MODIFICADO POR LEY 8161, ART. 4)
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7.811. Pase libre de transporte para pacientes con HIV-SIDA.

Sanción: 13/11/2007
Artículo 1: Créase el “Pase Libre de Transporte” para los pacientes que padecen infección HIV-SIDA con tratamientos prolongados y carentes de recursos económicos, en las líneas de transporte público, de corta, media y larga distancia, con el objeto de garantizar la continuidad de los tratamientos y rehabilitación de los mismos.

Artículo 2: La Dirección de Vías y Medios de Transporte de la Provincia, será la encargada de proceder a instrumentar los mecanismos tendientes a la elaboración y entrega de los correspondientes Pases, para los pacientes establecidos en el artículo precedente.

Artículo 3: Para la entrega del Pase, será requisito la certificación por escrito de un médico del Hospital Estatal donde fuera tratado el paciente, haciendo constar que el mismo, dada su condición de salud, debe ser beneficiario del “Pase libre de transporte” para enfermos encuadrados en la Ley Nacional Nº 23.798, preservando el Secreto Médico y basado en la encuesta socio-económica que corrobore su carencia de recursos, elaborada por los Trabajadores Sociales de cada nosocomio, solicitando la credencial correspondiente ante la Dirección de Vías y Medios de Transporte o su oficina en cada Departamento de la Provincia.

Artículo 4: En todos los casos la documentación habilitante deberá contener, exclusivamente, los siguientes datos: la denominación “Pase Libre de Transporte”, el nombre y apellido del beneficiario, número de Documento de Identidad, fotografía del mismo y en el caso que corresponda, el pase se extenderá a un acompañante, con las mismas características establecidas para el beneficiario.

Artículo 5: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7.820. Instituto Terapéutico de Contención para la Atención de Niños y Jóvenes con Trastornos vinculados con el consumo de sustancias adictivas.
Sanción: 21/11/2007
Artículo 1: Créase el “Instituto Terapéutico de Contención para la Atención de Niños y Jóvenes con Trastornos vinculados con el consumo de sustancias adictivas”, bajo la dependencia del Ministerio de Salud, el cual será además la autoridad de aplicación.

Artículo 2: Serán además organismos de articulación y gestión la Dirección General de Escuelas, el Ministerio de Seguridad y el Ministerio de Desarrollo Social.

Artículo 3: Destínese la Colonia 9 de Julio, con asiento en el Distrito Agrelo, Departamento Luján de Cuyo, como sede central del Instituto Terapéutico. El mismo será equipado y acondicionado para un funcionamiento óptimo. El Instituto Terapéutico, además, tendrá sedes en la Zona Sur, Valle de Uco y Zona Este de la Provincia. El Poder Ejecutivo Provincial, arbitrará los medios necesarios a los efectos de la individualización del lugar especifico de funcionamiento de las mismas, y garantizará iguales condiciones de eficiencia y eficacia de la sede central.

Artículo 4: Tendrá como población objeto: niños, niñas y adolescentes comprendidos entre los diez (10) y los veinticinco (25) años, que presenten un alto grado de vulnerabilidad y deterioro de sus funciones psíquicas y físicas, de tal forma, que comprometa de manera significativa su vinculación familiar y social, con presencia de sintomatología asociada a adicciones o poliadicciones, en conflicto o no con la ley penal.

Artículo 5: Será función del Instituto la asistencia, internación, habilitación, rehabilitación, acompañamiento y contención de la población objeto bajo un programa integral y educativo que facilite la integración efectiva de esta población al entramado social.

Artículo 6: El Instituto de Contención para la Atención de Niños y Jóvenes con trastornos vinculados al consumo de sustancias adictivas (Instituto Terapéutico de Contención) estará a cargo de profesionales con demostrada experiencia e idoneidad en trabajos interdisciplinarios con niños y jóvenes, quedando facultada la autoridad de aplicación a realizar los llamados a concurso y/o a establecer las condiciones que deberán cumplir.

Artículo 7: En virtud del Artículo 1º de la presente ley y a los fines de incrementar su presupuesto al Instituto Terapéutico de Contención, le comprenden los alcances de la Ley Nº 5578 y su Decreto Reglamentario respecto de la situación de salud de pacientes pertenecientes a obras sociales, mutuales, sistemas de medicina prepaga, compañías de seguros o técnicos obligados a resarcimientos. 

Artículo 8: Las erogaciones que demande el cumplimiento de la siguiente ley, serán atendidas en orden a los recursos que a continuación se detallan: 
a) De origen presupuestaria, a través de una partida que todos los años se le ajuste del presupuesto provincial, proveniente de Rentas Generales. 
b) De convenios que a tal efecto se suscriban a organismos públicos, privados, nacionales o internacionales. 
c) De lo recaudado en virtud de lo expresado en el Artículo 7º de la presente ley.

Artículo 9: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de un plazo de sesenta (60) días contados a partir de su promulgación.

Artículo 10: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7.856. Sistema de Residencias.
Sanción: 14/05/2008
CAPITULO I: FINALIDAD DE LA LEY 
Artículo 1: Créase la presente ley para normalizar el funcionamiento del Sistema de Residencias del Ministerio de Salud y Ministerio de Desarrollo Humano Familia y Comunidad de la Provincia de Mendoza; de aplicación en el ámbito de la Administración Pública Provincial, organismos centralizados, descentralizados y autárquicos, y en la Obra Social de Empleados Públicos (OSEP), para los profesionales de la salud.

CAPITULO II: CARACTERISTICAS DE LAS RESIDENCIAS

Artículo 2: Las Residencias podrán ser de primer o segundo nivel. Residencias de Primer Nivel son aquellas que para ingresar se exige el título de la Carrera que se determine. Residencias de Segundo Nivel son aquellas que para ingresar se exige la Certificación de haber completado una Residencia de Primer Nivel, oficial o reconocida oficialmente.
Las residencias de primer nivel tendrán una duración de tres (3), cuatro (4) o cinco (5) años. Las Residencias de primer nivel tendrán un Ciclo “Formativo- Prestacional”, o bien un Ciclo “Formativo-Prestacional” más un Ciclo “Comunitario” en su último año.
Las Residencias de segundo nivel contarán únicamente con el Ciclo “Formativo- Prestacional”. 

Artículo 3: Las Residencias en el Ciclo “Formativo-Prestacional” tendrán un Programa prefijado, con concurrencia intensiva a Servicio, dentro de lapsos preestablecidos y mediante la ejecución personal adecuadamente supervisada, de actos profesionales de progresiva complejidad y responsabilidad. La programación de las actividades contemplará una distribución adecuada de los aspectos asistenciales, académicos, docentes, de gestión, de investigación, de información, comunicación y de desarrollo cultural, para lograr competencias asistenciales, docentes, investigativas, comunicativas, sociales y éticas que se expliciten luego en su desempeño profesional. 

Artículo 4: Ciclo “Comunitario”. El Ministerio que corresponda determinará a cuáles Residencias de primer nivel de cuatro (4) o cinco (5) años de duración, le corresponderá desarrollar el Ciclo “Comunitario” en su último año. Este Ciclo se cumplirá como servicio profesional a la sociedad, en los lugares donde los ministerios determinen de acuerdo a las necesidades de la población, con el asesoramiento de la Comisión Provincial de Capacitación, Docencia e Investigación, teniendo como principales finalidades, según los casos:
 a- Brindar al residente la posibilidad de la práctica profesional en plenitud, dentro de marcos y redes institucionales de salud, aquilatando experiencias y acrecentando destrezas, habilidades y actitudes. 
b- Ofrecer a usuarios de efectores de los ministerios la posibilidad de recibir prestaciones asistenciales de las cuales existan carencias cuali o cuantitativas.
c- Facilitar las políticas de recursos humanos en cuanto al fomento de asentamiento o inserción de profesionales en lugares o servicios donde se necesiten.
d- Reconocer con servicios lo que la sociedad aporta al brindar los medios y condiciones para que puedan los profesionales formarse en el posgrado, en los efectores del estado.

El Ciclo “Comunitario” pertenece a la Residencia considerada y los residentes estarán sujetos a las evaluaciones de ésta. El Residente en el Ciclo “Comunitario” deberá volver una vez por semana a la sede de la residencia, cuando el ciclo se cumpla fuera de la misma, a los efectos de considerar algunos aspectos de interés para su práctica o sobre casos atendidos.
En las residencias en las cuales se determine la realización del Ciclo “Comunitario”, su cumplimiento será condición indispensable para la obtención del certificado final de aprobación de la residencia.

Artículo 5: Las residencias de primer nivel se realizarán bajo régimen de dedicación exclusiva, salvo durante el último año. Los jefes de residentes de residencias de primer y segundo nivel y los residentes de residencias de segundo nivel no estarán comprendidos en ningún momento, en el régimen de dedicación exclusiva, pero deberán cumplir estrictamente con el horario estipulado en la presente ley.

Artículo 6: No se permitirá la repetición de año en las residencias, ni el traslado de una residencia a otra dentro de la Provincia.
 

CAPITULO III: REQUISITOS PARA POSTULARSE A CONCURSO DE INGRESO
Artículo 7: Serán requisitos para postularse a concurso de ingreso:
a) Presentar en tiempo y forma “Solicitud de Inscripción”, debidamente cumplida, y demás documentación que sea requerida de acuerdo a lo que se establezca en la convocatoria a Concurso. 
b) Presentar fotocopia (hojas 1, 2 y 3) del Documento Nacional de Identidad. Si se es extranjero, poseer Documento Nacional de Identidad con Categoría de Ingreso a Argentina de “Permanente”. Se deberá acompañar documento original para autenticar la fotocopia, o ésta deberá estar certificada por autoridad judicial o escribano.
c) Poseer “Matrícula Profesional” (habilitada) de la Provincia de Mendoza, o 
presentar nota compromiso de aportar la pertinente documentación y cumplir con 
los requerimientos que son menester para obtener la misma, dentro de los quince 
(15) días corridos a contar desde el día siguiente al de aceptación de plaza de 
residencia. La no presentación en tiempo y forma completa de la documentación 
para obtener la matrícula en el lapso establecido, implicará la pérdida de la 
plaza, directamente, sin necesidad de emplazamientos o notificaciones. 
d) Tener hasta cinco (5) años de egresado de la Carrera exigida al 1 de junio del año del Concurso para Residencias de Primer Nivel.
Para las de Segundo Nivel, tener hasta nueve (9) años de egresado de la Carrera al 1 de junio del año del Concurso. No podrá presentarse quien haya sido dado de baja o renunciado a una plaza o haya sido separado, o no haya sido promovido de año, o no haya aprobado el último año, o no se haya presentado a ocupar una plaza aceptada, en residencias de los Ministerios de referencia; tampoco quien tenga aprobada otra residencia del mismo nivel en el Ministerio.
e) Presentar Certificado Analítico de la Carrera, correspondiente a estudios totalmente aprobados (finalizados) y con consignación del título obtenido.
Deberán estar incluidos los aplazos si los hubiere y explicitada la condición de no haberlos tenido en el caso que así fuere. Las calificaciones cuantitativas o numéricas de las asignaturas u obligaciones curriculares deberán variar dentro de un intervalo cerrado de cero (0) a diez (10).
Para profesionales recibidos en el extranjero, no sólo deberán presentar el 
Certificado Analítico, sino también la documentación que acredite la reválida o convalidación del título de grado.
f) Presentar “Certificado de Aptitud Psico-física” expedido por cualesquiera de las siguientes instituciones o dependencias a que éstas puedan derivar:
-Centro Sanitario “Dr. Emilio R. Coni”
-Hospital “Teodoro J. Schestakow” (San Rafael)
-Hospital “Alfredo I. Perrupato” (San Martín)
-Hospital “Antonio J. Scaravelli” (Tunuyán)
-Hospitales “El Sauce” y “Carlos Pereyra” para exámenes de algunas residencias en particular. 
g) Presentar Certificado de Antecedentes Judiciales y Policiales expedido por la Policía de Mendoza, que se analizará en los términos del Artículo 11 del Decreto Ley 560/73.
h) Para postularse a Residencias de Segundo Nivel, presentar certificado de la correspondiente Residencia de Primer Nivel, oficial o reconocida oficialmente, completa y aprobada. También se aceptarán condicionalmente postulantes que al momento de la inscripción presenten constancia de que están finalizando la Residencia de Primer Nivel. El certificado de Residencia de Primer Nivel completa y aprobada, deberá presentarse antes del Otorgamiento General de las 
Plazas para no quedar fuera de Concurso, y además ello implicará impedimento para presentarse nuevamente a concurso de residencias.
i) Presentar comprobante de cancelación de arancel único de inscripción para cubrir gastos administrativos, cuya vigencia y monto será determinado cada año en la Convocatoria a Concurso, quedando su cobro y utilización a cargo del Ministerio responsable de la instrumentación general del concurso.
 j) Requisito extraordinario: Para algunas residencias se podrá determinar que los postulantes deberán firmar un compromiso, antes de la aceptación de plaza, de realizar prestación profesional remunerada (24 horas/semana), de hasta dos (2) años en efectores de los Ministerios, siempre y cuando éstos lo requieran.
Para ello los Ministerios tendrán un plazo de hasta sesenta (60) días corridos de finalizada la residencia o jefatura de residencia, para efectivizar el requerimiento.
En caso que el ex-residente o ex-jefe de residentes sea convocado laboralmente y no cumpla con el compromiso, deberá reintegrar al erario, con actualización, lo que recibió como ayuda económica mensual como residente o jefe de residentes.

CAPITULO IV: DEL REGIMEN DE CONCURSO DE INGRESO
Artículo 8: El ingreso al “Sistema de Residencias” se realizará mediante Concurso abierto, una vez al año, en forma conjunta para todas las unidades formadoras o sedes, para cubrir plazas de Residentes de primer año de las Residencias de Primer y Segundo Nivel, conforme a las “especialidades” (“disciplinas” / “programas”) y cupos que los Ministerios determinen.

Artículo 9: El Concurso será convocado durante los meses de marzo o abril de cada año, mediante Resolución del Ministerio que concurse mayor cantidad de plazas. En esta resolución además de considerarse e instrumentarse los aspectos inherentes contemplados en la presente ley, podrán adicionarse todos aquellos que coadyuven a un mejor desarrollo del proceso. La dirección general del concurso estará a cargo del funcionario que se designe mediante resolución del ministerio convocante, quien estará a cargo de la instrumentación general del concurso. Después de efectuada la convocatoria, deberá publicarse una vez por lo menos en el diario de mayor circulación en la Provincia, un aviso donde se anuncie el llamado a concurso, lugar, lapsos y horarios de Informes e Inscripción.
Las partes sustantivas de la convocatoria a Concurso, incluyendo un pormenorizado cronograma del desarrollo de sus distintas etapas, deberán ser suministradas a los interesados mediante un “Instructivo” ad hoc, y cuando fuere posible, también se empleará como medio de información la página web del Gobierno de Mendoza - Área Salud.
Los Ministerios podrán integrar a su Concurso de ingreso, plazas pertenecientes o provenientes de otras instituciones adherentes o adscriptas al Sistema de Residencias. También podrá facilitar su mecanismo público de selección de ingresantes a Residencias del ámbito privado, siempre y cuando éstas cuenten con reconocimiento oficial y se encuentren habilitadas.

Artículo 10: Los postulantes se inscribirán en el lapso establecido, el cual, no podrá ser inferior a cinco (5) días hábiles, en el lugar que determine la convocatoria a Concurso.
Artículo 11: El Director General del Concurso será responsable de conformar los Jurados que deberán constituirse por cada una de las profesiones en las que existan plazas convocadas a concurso y deberán conformarse con no menos de tres (3) miembros. La profesión de todos los miembros de un Jurado deberán coincidir con las de los profesionales a los cuales deban evaluar.
Será parte de estos jurados por lo menos un (1) miembro de la Comisión Provincial de Capacitación, Docencia e Investigación, la cual deberá también cumplimentar el requisito de la homogeneidad de título profesional del Jurado.
Cada Jurado se encargará de las preguntas del examen escrito. La tarea evaluativa de los postulantes deberá ajustarse a las siguientes pautas:
A) EXAMEN ESCRITO: puntaje máximo, noventa (90) puntos.

B) PROMEDIO ESPECIAL DE LA CARRERA: puntaje máximo, diez (10) puntos.

Se define como PROMEDIO ESPECIAL DE LA CARRERA el que a los fines exclusivos del Concurso calculará el Ministerio, tomando como fuente de información los Certificados Analíticos, y que matemáticamente será el cociente que resulte de dividir la suma que se obtenga de la adición de las calificaciones cuantitativas o numéricas (incluidos los aplazos) obtenidas en los exámenes finales de las asignaturas u obligaciones curriculares que conforman el Plan de Estudios, por el número de sumandos (cantidad de calificaciones cuantitativas o numéricas consideradas). Las calificaciones cuantitativas o numéricas podrán variar de cero (0) a diez (10).
No se tendrán en cuenta para los cálculos, las calificaciones cualitativas, conceptuales o no numéricas. 
El PROMEDIO ESPECIAL DE LA CARRERA será expresado hasta con dos (2) cifras decimales.
El PUNTAJE MAXIMO TOTAL posible (A+B) será cien (100) puntos.
Quien no obtenga como mínimo cuarenta (40) puntos quedará directamente fuera de Concurso, sin necesidad de notificación u otro trámite.

Artículo 12: Los postulantes deberán rendir el Examen Escrito con carácter obligatorio. El contenido del Examen para las Residencias de Primer Nivel, que será igual para todos los postulantes de cada profesión, tendrá como finalidad indagar en forma general sobre la formación profesional de éstos y, se podrá fijar bibliografía orientativa para el mismo.
Para las Residencias de Segundo Nivel, se incluirán en el Examen preguntas sobre temas propios de ésta, además de las de la Residencia de Primer Nivel relacionada.

Artículo 13: En la Solicitud de Inscripción el postulante deberá indicar en qué “especialidad” desea hacer la Residencia pero sin consignar sede. Se podrá inscribir hasta en un máximo de dos (2) “especialidades” cuando así se permita y en este caso deberá haber afinidad entre las mismas. Las afinidades serán establecidas anualmente por la Dirección General del Concurso y la omisión 
Provincial de Docencia, Investigación y Capacitación y deberán figurar en la Resolución de convocatoria. 

Artículo 14: Después del Examen Escrito se desarrollarán las etapas del proceso del Concurso que se clasifican alfabéticamente tal como sigue:
 
ETAPA A: Respuestas. Apelaciones.
Al día subsiguiente al del Examen Escrito, y durante dos (2) días, en el mismo lugar de la inscripción o en la página web del Gobierno de Mendoza - Área Salud y Desarrollo Humano Familia y Comunidad, estarán a la vista las respuestas consideradas correctas de los distintos exámenes que se tomaron.
Finalizado el lapso de conocimiento público de las respuestas consideradas correctas, durante dos días según cronograma, en el mismo lugar de la inscripción, en forma individual y mediante nota firmada, con indicación de nombre y apellido, documento de identidad y profesión, y dirigida al Jurado, los postulantes (no terceras personas) podrán presentar apelaciones con referencia a las preguntas y respuestas, adjuntando fotocopia de la bibliografía que la respalde, marcando en la misma, con resaltador, la parte sustantiva del planteamiento. En el caso de que se haya fijado bibliografía para el Examen Escrito, los reclamos deberán basarse exclusivamente en la misma.

ETAPA B: Dictamen sobre Apelaciones. Valoración. Orden de Mérito Provisorio
El Jurado de Concurso, estudiará las apelaciones presentadas, pudiendo contar para ello con el asesoramiento técnico - científico que estime necesario. Una vez ponderadas la pertinencia y solidez de las apelaciones, emitirá un dictamen, con las características de inapelable y general, no personalizado, siendo su efecto para todos los postulantes que rindieron el mismo Examen.
Recién a partir del momento de emitido el pronunciamiento, quedarán en firme las preguntas válidas y las respuestas correctas y se dará comienzo a la corrección de los exámenes para asignación de los puntajes correspondientes.
En la eventualidad que se determine la anulación de alguna pregunta, el valor de puntaje originariamente asignado será distribuido entre las restantes válidas.
Con el resultado obtenido de la tarea valorativa estipulada en el artículo 11 de la presente ley, se establecerá un ORDEN DE MERITO PROVISORIO (Puntaje Total Provisorio) por “especialidad” (“disciplina” / “programa”).
Este orden de mérito estará a la vista de los interesados por dos días en el lugar de inscripción o en la página web del Gobierno de Mendoza - Área Salud y Desarrollo Social, según lo estipulado en el correspondiente cronograma, junto con el dictamen en forma general sobre las apelaciones que pudieran haberse formulado.

ETAPA C: Vista de Promedio y Examen. Reclamos por Errores Materiales.
Orden de Mérito Definitivo.
Después de dado a conocer el orden de mérito provisorio, en los días, lugar y horario fijados por cronograma, los postulantes (no terceras personas) contra presentación de Documento Nacional de Identidad y Constancia de Inscripción, podrán tomar vista del cálculo del “Promedio Especial de la Carrera” y del “Examen Escrito” (“Cuadernillo de Preguntas - Respuestas Múltiples” o “Formulario de Lectura de Marcas Ópticas” u otro instrumento que se hubiere empleado y que estuviere en poder del Ministerio correspondiente). Por un día según cronograma, los postulantes podrán, mediante nota individual dirigida al correspondiente Jurado, reclamar por errores materiales, de carácter administrativo o de transcripción que pudieren haberse cometido.
Salvados los eventuales errores si los hubiere, se establecerá el ORDEN DE MERITO DEFINITIVO (Puntaje Total Definitivo) por “especialidad” (“disciplina” / “programa”). Este orden de mérito estará a la vista en el lugar de las inscripciones o en la página web del Gobierno de Mendoza - Área Salud y Desarrollo, según lo indique el cronograma.
En caso de igualdad de puntaje se resolverá la situación según el siguiente orden de prelación: 
C-1) Figurar con datos de identidad en el Padrón Electoral utilizado en las 
últimas elecciones (Poder Ejecutivo / Legislativo - Jurisdicción Nacional / Provincial) realizadas en la Provincia.
C-2) Mejor resultado en el Examen Escrito.
C-3) Mayor Promedio Especial de la Carrera.
C-4) Por procedimiento de azar, en el momento del ofrecimiento y únicamente en el caso de que estén presentes los interesados o persona autorizada.
Con cada Orden de Mérito Definitivo (Puntaje Total Definitivo) se establece la prioridad para elegir en forma excluyente una única “Sede de Residencia” correspondiente, aunque hubiere más de una, y ello mientras existan plazas disponibles.

ETAPA D: Ofrecimiento General de las Plazas.
En acto público, en lugar, día, horarios y secuencia que se establecerán en la convocatoria a Concurso se procederá al “Ofrecimiento General de las Plazas” de Residentes de Primer Año, por “especialidad” (“disciplina” / “programa”) según Orden de Mérito Definitivo correspondiente.
Los postulantes con Documento Nacional de Identidad, o bien persona que lo represente munida de autorización expresa (legitimada por escribano o notario) para poder aceptar plaza, irán siendo llamados a viva voz, y en el mismo momento deberán aceptar o no el ofrecimiento. El postulante, o persona que lo represente debidamente autorizada, que no se presente en el momento de ser llamado, será considerado ausente, perdiendo todo tipo de derechos, y se continuará con el siguiente en el orden de mérito.
Para aquellos postulantes que por intermedio de una persona autorizada hayan aceptado plaza, tendrán plazo hasta las doce (12) horas del día hábil siguiente al del “Ofrecimiento General de las Plazas” para presentarse en el mismo lugar donde se efectuó éste, para firmar personalmente toda la documentación que sea menester. Quien no cumpla, quedará excluido del Concurso considerándose operativamente la plaza como vacante.
Una vez aceptada una plaza no se permitirá cambiar de “especialidad” (“disciplina” / “programa”) o Sede de Residencia.
Para el caso que después de finalizada la inscripción y antes del Ofrecimiento General de Plazas, se tuviera la seguridad que fuesen a quedar plazas sin cubrir por falta de postulantes interesados o habilitados, la Dirección General del Concurso conjuntamente con la Comisión Provincial de Investigación, Docencia y Capacitación, tendrá la facultad de cambiar de destino las plazas disponibles hacia otras “especialidades” (“disciplinas” / “programas”), e incluirlas dentro del “Ofrecimiento General de Plazas”. No se podrán reservar plazas para llamarlas nuevamente a Concurso en el mismo año.

ETAPA E: Reofrecimiento de las Plazas.
El Director General del Concurso tendrá la atribución, de carácter inapelable, finalizado el ofrecimiento general de plazas, de efectuar un eventual Reofrecimiento de Plazas vacantes de primer año, sin o con cambio de especialidad (“disciplina” / “programa”) o de sede. Las adjudicaciones se realizarán teniendo en cuenta los órdenes de mérito definitivos correspondientes y las pautas que al respecto anualmente se determinen en la convocatoria a Concurso y que deberán incluirse en el “Instructivo” a entregar a los interesados.
Artículo 15: La toma de posesión de la plaza de la residencia el día, hora y lugar que se fije, tendrá carácter de insoslayable. De no efectuarse, dicho trámite únicamente podrá ser por causa de fuerza mayor y ello deberá ser comunicado dentro de las cuarenta y ocho (48) horas por telegrama u otro medio fehaciente al Director General del Concurso, debiendo luego aportar dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes la documentación que justifique tal circunstancia. Si vencido el primer plazo o el segundo, no se cumpliera con lo establecido, la plaza será considerada como vacante, perdiéndose todo derecho sobre la misma.

CAPITULO V: DE LA APERTURA DE RESIDENCIAS
Artículo 16: La apertura de una Residencia deberá tramitarse vía Dirección del establecimiento o del efector ante el área de Recursos Humanos del Ministerio correspondiente, la cual con el asesoramiento de la Comisión Provincial de Capacitación, Docencia e Investigación, la Comisión Permanente de Residencias y los estudios de factibilidad pertinentes, determinará en consecuencia. 
La petición deberá estar suscripta por el Director del establecimiento o efector, por el Jefe de Departamento respectivo, por los integrantes del Comité de Docencia e Investigación del hospital o efector y por el o los Jefes del o los Servicios considerados.
El requerimiento conjunto tendrá el carácter de aval implícito de una real consustanciación con la necesidad de la creación y el compromiso de apoyar decididamente el desarrollo de la Residencia en el caso que la petición tenga Resolución favorable.

Artículo 17: Las solicitudes de creación de Residencias se receptarán durante octubre del año anterior al que se programe el inicio de sus actividades.
Previa puesta en marcha de la operatoria evaluativa del Servicio donde se desea crear una Residencia, se tendrá en cuenta si se justifica su implementación en el lugar propuesto a través de las siguientes consideraciones mínimas:
a) Necesidad de profesionales capacitados en esa especialidad por carencias cualitativas o cuantitativas de los mismos en la Provincia o en la zona donde se encuentra el hospital o efector.
b) Consideración de la alta capacidad o exclusiva posibilidad en enseñanza del Servicio propuesto, particularmente en especialidades, que aunque no prioritarias con respecto a lo expresado en el párrafo anterior, no cuentan con un número suficiente de centros de capacitación a nivel provincial o nacional.
c) Consideración de los beneficios que el sistema pueda aportar para el desarrollo de las tareas específicas del Servicio y por ende del Establecimiento.

Artículo 18: Los requerimientos de creación de Residencias deberán estar conformados, como mínimo, con la información que a continuación se indica:
a) Nota de petición propiamente dicha y su fundamentación.
b) Denominación, nivel y número de plazas con que debería comenzar a funcionar. 
c) Plan de formación de la Residencia. Se deberá elaborar el diseño curricular (competencias, contenidos, estrategias de enseñanza-aprendizaje, evaluación y recursos didácticos) común para las residencias de la Provincia y el específico para cada una de ellas. El mismo estará dividido en las siguientes áreas de formación: asistencial, gestión, investigación, educación para la salud y de las tecnologías de la comunicación e información.
El currículum deberá ser propuesto por los responsables de las unidades docentes involucradas en la formación. El mismo deberá ser aprobado en primera instancia por el Comité de Docencia e Investigación de las instituciones en donde se desarrollará el programa educativo que lo remitirá para su evaluación a la Comisión Provincial de Capacitación, Docencia e Investigación y a la Comisión Permanente de Residencias.
La Dirección de Recursos Humanos, del Nivel Central, podrá agregar otras pautas en cuanto a la conformación de los programas.
d) Organigrama (estructural) detallado del Servicio y suscinto del Establecimiento.
e) Servicios de Apoyo de Diagnóstico y Tratamiento con que cuenta el establecimiento. Horarios de atención activa y pasiva de: Servicio de Bioquímica Clínica, Servicio de Radiodiagnóstico (u otras Imágenes), Servicio de Hemoterapia y Servicio de Anatomía Patológica, Servicios de cuidados intermedios e intensivos que posee el Establecimiento.
f) Características funcionales del Servicio. Prestaciones programadas y de emergencia. Horarios. Prestaciones asistenciales anuales (“bioestadística”) realizadas durante el año calendario inmediato anterior. Indicadores.
g) Descripción somera de la planta física del Servicio. Locales/Salas y su destino. Consignar cantidad de camas por sector de internación. En Servicios Quirúrgicos detallar cantidad de quirófanos indiferenciados y especializados. Salas de parto y pre-parto. Salas de recuperación post anestesia. Otros.
h) Equipamiento más relevante. Disponibilidades de instrumental, insumos y elementos terapéuticos. 
i) Normas internas. Reglamentos Internos. Manuales de Procedimientos.
j) Historias clínicas: organización del sistema. Archivos.
k) Cátedras o Unidades Pedagógicas con asiento en el Servicio o en el Establecimiento. Actividades de docencia o de actualización que habitualmente se realizan en el Servicio. Aulas del Servicio o compartidas. Biblioteca propia o central.
l) Actividades de investigación que de ordinario se realizan en el Servicio; existencia de fondos intra o extrainstitucionales asignados específicamente para estas actividades. Investigación básica, aplicada y epidemiológica.
m) Recursos Humanos del Servicio: 
m-1) Currículum vitae del Jefe de Servicio.
m-2) Personal profesional: Nómina completa de los profesionales con indicación en cada caso de: función jerárquica si la posee; especialidad; horario diario en que se desempeña (para los casos que no sean profesionales de guardia); días de guardia (si correspondiere); si posee cargo docente (cuál y dónde). A continuación se deberán consignar los profesionales que estarían dispuestos a participar en forma sustantiva en la capacitación de los Residentes.
m-3) Personal de Enfermería y Técnico Asistencial del Servicio. Tipificación y cantidad.
m-4) Personal Administrativo del Servicio. Tipificación y cantidad. 
m-5) Personal de Servicios Generales / Mantenimiento y Producción. Tipificación y cantidad.
n) Disponibilidad o posibilidades reales de conseguir Sala de Reuniones para Residentes, habitación para Residentes de Guardia y alojamiento para Residentes que no son de la zona.

Artículo 19: Créase la Comisión Permanente de Residencias en el ámbito de la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Salud, la cual estará conformada por representantes de: Ministerio de Salud, Ministerio de Desarrollo Humano, Familia y Comunidad, gremio de los profesionales de la salud con representación mayoritaria, asociaciones profesionales, universidades con carreras de grado cuyos egresados puedan acceder a residencias, sociedades científicas, y representantes de los servicios formadores. El Poder Ejecutivo reglamentará la forma de conformarla, sus misiones y funciones.

CAPITULO VI: DE LAS RESIDENCIAS EN FUNCIONAMIENTO
Artículo 20: Los Servicios que posean Residencias en desarrollo deberán ser acreditados y luego reacreditados como máximo cada cinco (5) años, para poder seguir manteniendo su condición de Sede de Residencia. Para ello se valorizarán las partes pertinentes de los mismos aspectos a que se hacen referencia en el Capítulo V de la presente ley, asimismo, la calidad que como ente de capacitación posee el Servicio.

CAPITULO VII: DE LOS PROGRAMAS DEL PLAN DE FORMACION DE LAS RESIDENCIAS
Artículo 21: Se confeccionarán siguiendo las pautas generales determinadas por el Artículo 18, inc. c), de la presente ley. Iguales Residencias deberán tener prácticamente el mismo Programa.

Artículo 22: Los Programas de las residencias en curso se receptarán durante noviembre del año anterior en que se iniciará el Ciclo considerado. Serán elevados por la Dirección del Establecimiento o efector a la Dirección de Recursos Humanos, para su aprobación definitiva previo estudio y asesoramiento de la Comisión Provincial de Capacitación, Docencia e Investigación y la Comisión Permanente de Residencias. En el caso de no recibir aprobación se volverá a su origen para que se efectúen las correcciones del caso o se produzcan las ampliaciones o precisiones que sean necesarias. Cuando un Programa ya aprobado no haya sufrido modificaciones solamente se deberá enviar nota ratificándolo.

CAPITULO VIII: DE LOS NIVELES JERARQUICOS
Artículo 23: Los niveles de la escala de dependencia jerárquica dentro de una Residencia, en cuanto a sistema de capacitación, son los que a continuación se consignan:

a) Residentes (según Año de Residencia)
b) Jefe de Residentes 
c) Instructor de Residentes 
d) Jefe de Servicio
e) Jefe de Departamento
f) Subcomité de Evaluación de Residentes
g) Comité de Docencia e Investigación

Artículo 24: La ubicación jerárquica del Jefe de Departamento Clínico, Quirúrgico, de Diagnóstico y Tratamiento u otro del cual depende un Servicio asiento de Residencia, es en lo administrativo, inmediatamente superior a la del Jefe de Servicio en cuanto a los aspectos disciplinarios de los Residentes cuando éstos excedan el ámbito del Servicio.

CAPITULO IX: FUNCIONES, DEBERES Y OBLIGACIONES DEL RESIDENTE
Artículo 25: El Residente desempeñará sus funciones en los términos fijados por la presente ley. El Residente (y el Jefe de Residentes) como tal no están comprendidos por la Ley de Carrera correspondiente, salvo en el reconocimiento de antigüedad, y si lo estará por la Ley de Ejercicio Profesional que le atañe.

Artículo 26: Deberá cumplir estrictamente con el Programa de Capacitación establecido para la Residencia. 

Artículo 27: Deberá respetar lo determinado por la presente ley, como asimismo, lo establecido en el Reglamento Interno de la Residencia y las disposiciones intrínsecas del Establecimiento continente de la Residencia.

Artículo 28: Deberá realizar, actividades correspondientes a cada una de las áreas de formación: asistencial, investigación, gestión, educación para la salud y tecnologías de la información y la comunicación. 

Artículo 29: Seguir las instrucciones del profesional de planta encargado del sector, Jefe de Residentes, Instructor de Residentes Jefe de Servicio o Jefe de Departamento en todo lo referente al mejor cumplimiento de los aspectos técnicos de sus actividades asistenciales.

Artículo 30: Bajo la supervisión del profesional de Planta encargado del Sector y del Instructor de Residentes y de acuerdo a lo programado, irá responsabilizándose de la realización de actos profesionales cada vez más complejos, en forma progresiva.

Artículo 31: Consultará obligatoriamente a sus superiores jerárquicos y en su ausencia al Jefe de Guardia, frente a todo paciente con problemas diagnósticos o terapéuticos, de carácter grave, que no pueda resolver.

Artículo 32: Su trato con los pacientes deberá poseer un alto contenido humanitario, considerándose falta grave su no cumplimiento. Deberá ser respetuoso con sus inferiores, pares y superiores jerárquicos.

Artículo 33: Con respecto a las actividades académicas y docentes, el Residente, según Programa de Capacitación deberá participar de:
a) Clases a cargo de Residentes, Jefes de Residentes, Instructor de Residentes, profesionales de Planta, Jefes de Sección, Jefes de Servicio, Jefes de Departamentos e Invitados Especiales.
b) Ateneos clínicos, anátomo-clínicos, clínico-quirúrgicos, solos y conjuntos entre residencias afines o complementarias.
c) Búsquedas bibliográficas.
d) Reuniones de discusión de casos clínicos, con presentación del caso y actualización del tema. 
e) Confección de ficheros de historias clínicas según diagnósticos (siguiendo la Clasificación Internacional de las Enfermedades de la Organización Mundial de la Salud); de radiografías (u otras imágenes); bibliográficos e iconográficos.
f) Confección periódica y anual de estadísticas de morbimortalidad en el Servicio. Indicadores de producción. 
g) Participación de todas aquellas reuniones que se realicen en el Establecimiento y que estén relacionadas con la Bioética.
h) Auditoría de epicrisis.
i) Preparación de clases o conferencia-coloquios.
j) Concurrencia a actividades científicas sistemáticas (según Programa) o asistemáticas (según lo determine la Jefatura de Servicio, pero relacionadas con la capacitación del Residente), realizadas tanto en el Centro Formador como fuera de él.
k) Otras actividades de esta naturaleza según Programa. 

Artículo 34: El profesional deberá presentar al finalizar cada Año Lectivo un trabajo de investigación; el Subcomité de Evaluación de Residentes lo tendrá en cuenta al momento de proceder a la evaluación anual de los Residentes.

Artículo 35: El Residente tendrá la obligación de realizar las pasantías que estipule el Programa de Capacitación. Estas pasantías podrán ser realizadas en Centros de Salud, Hospitales, Centros de Investigación o de Especialización, tanto en la Provincia como fuera de ella.

Artículo 36: Deberá poner el mayor de los cuidados en cuanto al cumplimiento de asistencia y puntualidad en las distintas actividades que deba realizar.

Artículo 37: Cada vez que por alguna de las actividades contempladas en esta Ley el Residente se ausente del Servicio, deberá comunicar al Jefe de Residentes / Jefe de Servicio / Secretaria del Servicio o Enfermera responsable del turno, el lugar adonde se dirige y cómo se lo podrá ubicar.

Artículo 38: Bajo ningún concepto podrá abandonar el establecimiento en horario de actividades sin autorización expresa del Jefe de Residentes, del Instructor de Residentes o del Jefe de Servicio o del Jefe de Guardia en caso de ausencia de los anteriores, quienes la otorgarán por causas muy debidamente justificadas.
Tanto la petición como el consentimiento deberán quedar documentados, con firma y sello aclaratorio, en formularios ad hoc.

Artículo 39: En casos de catástrofes, necesidad de brindar coberturas sanitarias de envergadura o de situaciones de grave repercusión comunitaria, tanto el Efector como el Ministerio de Salud y el Ministerio de Desarrollo Humano, Familia y Comunidad podrán disponer de los servicios de los médicos Residentes. 

Artículo 40: Cada Año lectivo se prolongará desde el primer día hábil de junio al último día hábil de mayo del año calendario siguiente, debiendo el residente cumplir con sus obligaciones como mínimo, excluido el mes de vacaciones, once (11) meses, o excepcionalmente hasta diez (10) meses por año lectivo, sólo por razones atendibles. No se podrá promocionar de año o egresar antes del último día hábil del mes de mayo (fin de año lectivo).
Excepcionalmente y cuando la causal sea embarazo / maternidad o accidente sufrido en la Residencia y el Residente no pueda cumplir con el tiempo mínimo antes aludido, podrá completar el tiempo faltante hasta los primeros dos (2) meses del año lectivo siguiente.
Cuando se trate del último año de la Residencia no se dará por completada la misma hasta que no cumpla con el tiempo faltante, para lo cual tendrá un plazo de hasta dos (2) meses a contar desde el momento que le hubiere correspondido egresar.

Artículo 41: Tanto para las Residencias de Primer Nivel como las de Segundo Nivel, el Residente cumplirá con una asistencia de nueve (9) horas diarias en forma continua (de 8:00 a 17:00 horas), de lunes a viernes, con una (1) hora libre para almorzar y cuatro (4) horas continuadas (de 8:00 a 12:00 horas) los sábados.
Deberá además realizar Guardias en su Servicio, en el Servicio de Guardia del Establecimiento o en donde lo determine el Programa de la Residencia. La cantidad de Guardias mensuales para las Residencias de Primer Nivel no será mayor de ocho (8) para los Residentes de Primer Año; no mayor de seis (6) para los de Segundo Año y no mayor de cuatro (4) para los siguientes años. Para las Residencias de Segundo Nivel la cantidad de Guardias mensuales no será mayor de cuatro (4), cualquiera sea el Año de que se trate. Para algunas Residencias muy particulares, la Dirección de Recursos Humanos del nivel Central, podrá determinar, previo asesoramiento de la Comisión Provincial de Capacitación, Docencia e Investigación, la no realización de Guardias durante todo el desarrollo de la misma o en determinados años en estos casos como compensación formativa podrá aumentarse el horario diario de asistencia a Servicio. 

Artículo 42: El horario de las guardias será desde la diecisiete (17:00) horas del día de la iniciación hasta las ocho (08:00) horas del día siguiente, de lunes a viernes (15 horas en total) desde las doce (12:00) horas de los sábados hasta las ocho (08:00) horas del día siguiente (20 horas en total) desde las ocho (8) horas de los domingos y feriados hasta las ocho (8) horas del día siguiente (24 horas en total). En caso de asuetos, el responsable de hacer la guardia ese día la comenzará a la misma hora del inicio del asueto.
Excepcionalmente y cuando existan fundadas razones de orden formativo, las guardias de lunes a sábados podrán iniciarse desde antes.

Artículo 43: Las guardias de los días sábado y domingo deberán ser rotativas si así lo desean los Residentes. 

CAPITULO X: REGIMEN DISCIPLINARIO ESPECIAL
Artículo 44: Los Residentes y Jefes de Residentes estarán sometidos al Régimen Disciplinario Especial que se establece en la presente ley. Se le otorga el carácter de especial en virtud de ser de aplicación exclusiva a profesionales encuadrados en un Sistema de Capacitación de Postgrado. 

Artículo 45: Los Residentes y Jefes de Residentes podrán ser sancionados cuando están incursos en las siguientes causales:
a) Comisión de delito en forma dolosa y/o quienes hayan atentado, mediante la comisión de delitos, en contra de la Administración Pública.
b) Conducta inmoral o reñida con las buenas costumbres dentro de la Residencia.
c) Violación de las leyes y reglamentos que regulan el ejercicio de la profesión de la salud que corresponda.
d) Incumplimiento de los deberes y obligaciones que se les establecen en la presente ley. 

Artículo 46: Los Residentes y Jefes de Residentes incursos en las causales consignadas en el Artículo 45° de la presente ley y sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que también les pudieren corresponder, podrán ser pasibles de las siguientes sanciones:
a) Apercibimiento.
b) Suspensión de hasta treinta (30) días corridos.
c) Separación definitiva de la residencia.
El acto administrativo que disponga o solicite la sanción deberá ser fundado y expresar la causa de la misma.

Artículo 47: La sanción de Apercibimiento será aplicada por el Jefe de Servicio, siendo su instrumentación mediante Disposición Interna del Servicio, cuya copia será girada al Comité de Docencia e Investigación del Hospital.
El Jefe de Servicio deberá notificar al residente sobre la sanción aplicada y que tendrá hasta tres (3) días para recurrir ante el Comité de Docencia e Investigación del hospital. El Comité será la última instancia para el reclamo sobre este tipo de sanciones y tendrá hasta cinco (5) días para expedirse, anulando la sanción o dejándola en firme.

 
Artículo 48: La sanción de Suspensión será solicitada por el Jefe de Servicio, regulada y aplicada por el Comité de Docencia e Investigación del Hospital mediante Disposición Interna del Comité, y cuya copia será girada a la Dirección del Hospital.
El Comité de Docencia e Investigación deberá notificar al sancionado, sobre la sanción aplicada y que tendrá hasta cinco (5) días para recurrir la misma ante la Dirección del Hospital. La Dirección será la última instancia para el reclamo sobre este tipo de sanciones y tendrá hasta siete (7) días para expedirse, anulando la sanción o dejándola en firme.

Artículo 49: La sanción de Separación Definitiva de la residencia será solicitada por la Dirección del Hospital o establecimiento al Ministro de Salud, o de Desarrollo Humano, Familia y Comunidad, sobre la base de la sugerencia conjunta de la Jefatura del Servicio en cuestión y del Comité de Docencia e Investigación del Hospital. En caso de no existir acuerdo entre la Jefatura del Servicio y el Comité de Docencia e Investigación, la Dirección del Hospital tendrá que tomar como base lo opinado por el Comité de Docencia e Investigación.
El Ministro de Salud o de Desarrollo Humano, Familia y Comunidad, previo a su Resolución definitiva, vía Dirección de Recursos Humanos, girará la actuación a la Comisión Provincial de Capacitación, Docencia e Investigación. Esta deberá notificar al interesado sobre la sanción solicitada y éste tendrá hasta siete (7) días para presentar descargos por escrito ante la Comisión. Dentro de un máximo de nueve (9) días la Comisión deberá estudiar el caso, emitir opinión al respecto y girar la actuación, vía Dirección de Recursos Humanos, al Ministro correspondiente. La Resolución del Ministerio de Salud o de Desarrollo Humano, Familia y Comunidad no tendrá ningún tipo de instancia superior de apelación.

CAPITULO XI: DE LOS DERECHOS DEL RESIDENTE 
Artículo 50: El Residente tiene como primordial derecho el ser capacitado.

Artículo 51: Recibir una Ayuda Económica Mensual que cuando esté a cargo del Ministerio de Salud o de Desarrollo Humano, Familia y Comunidad de Mendoza, surgirá de las siguientes equivalencias con las asignaciones escalafonarias de los médicos de planta, a lo cual deberán agregarse los adicionales y suplementos correspondientes, excluyéndose todo lo referido a dedicación exclusiva o mayor horario por ser inherentes al sistema, y restarse los pertinentes descuentos: 

Residencia de Primer Nivel:
Profesional Residente de Primer Año .... Clase 001 
Profesional Residente de Segundo Año .... Clase 003
Profesional Residente de Tercer Año .... Clase 004 
Profesional Residente de Cuarto Año .... Clase 005
Profesional Residente de Quinto Año .... Clase 006
Profesional Jefe de Residentes .... Clase 007
Residencia de Segundo Nivel:
Profesional Residente de Primer Año .... Clase 005
Profesional Residente de Segundo Año .... Clase 006
Profesional Residente de Tercer Año .... Clase 007 
Profesional Jefe de Residentes .... Clase 008
Cuando la fuente de recursos financieros para brindar la Ayuda Económica Mensual a los Residentes y Jefes de Residentes, de los efectores del ámbito provincial, sea del ámbito Nacional, éstos percibirán de parte de la Provincia a título de beca compensatoria lo que corresponda para equiparar las ayudas económicas.
En todos los otros aspectos, sea cual fuere la fuente de recursos financieros, los Residentes y Jefes de Residentes en las Residencias estarán comprendidos en lo establecido en la presente ley, particularmente en lo referente a: a) Horario de concurrencia diaria. b) Número de guardias. c) Días de vacaciones. d) Cantidad mínima de meses de concurrencia a servicio o efector, a cumplir con sus obligaciones, por año lectivo.
El Ministerio de Salud o el de Desarrollo Humano, Familia y Comunidad de Mendoza, para las Residencias que cuenten con su financiamiento, instrumentará la ayuda económica mensual a los Residentes mediante contrataciones por Año Lectivo o bien, por el tiempo de duración de la Residencia, no pudiendo superar el lapso de cinco años, siendo promovidos anualmente si correspondiere. Los Jefes de Residentes serán contratados por Año Lectivo.

Artículo 52: El Residente y Jefe de Residentes gozarán de treinta (30) días corridos en total de vacaciones por Año Lectivo, pudiéndose fraccionar hasta en dos (2) períodos.
No se podrán esgrimir razones de servicio para no conceder vacaciones por el contrario, siempre deberán prevalecer las obligaciones curriculares para determinar los lapsos de su otorgamiento.

Artículo 53: Las vacaciones, total o parcialmente, podrán utilizarse para la recuperación de actividades de capacitación.

Artículo 54: El Residente y Jefe de Residentes recibirán el almuerzo, de lunes a viernes, en el Establecimiento sede de la Residencia. El Residente cuando esté de Guardia recibirá alojamiento transitorio durante la Guardia y desayuno, almuerzo, merienda y cena.

Artículo 55: Para favorecer el desarrollo de determinadas Residencias o el asentamiento de los futuros egresados, de tener posibilidades el Establecimiento o Municipio donde se encuentra el Establecimiento, se podrá otorgar alojamiento permanente y comida, mientras pertenezcan a la Residencia, a los Residentes y Jefes de Residentes con domicilio real alejado del Establecimiento. 

Artículo 56: Al egresar de una Residencia de Primer Nivel el Residente no podrá realizar otra Residencia de Primer Nivel, pero sí tendrá la posibilidad de:
a) Ingresar a una Residencia de Segundo Nivel. 
b) Realizar una Concurrencia de Actualización, en el Servicio donde realizó la 
Residencia, de no más de dos (2) meses cada tres (3) años; bajo ningún concepto podrá excederse el límite de los dos (2) meses de concurrencia. La Jefatura del Servicio conjuntamente con el Jefe de Departamento correspondiente y el Comité de Docencia e Investigación, establecerá la distribución en el tiempo de los cupos de concurrentes. La Concurrencia de Actualización será de lunes a viernes, de cuatro (4) horas diarias y no tendrá ningún tipo de ayuda económica. 

Artículo 57: En las Residencias de Primer Nivel al Residente se le facilitará, por no más de ciento ochenta (180) días en total en el período que abarque los dos (2) últimos años del Ciclo “Formativo-Profesional”, la concurrencia a cursos, jornadas, congresos y actividades afines, como asimismo, la realización de Pasantías, siempre y cuando:
a) tengan un contenido o relación con la Residencia considerada; 
b) no se desvirtúe el proceso sistemático de capacitación, que posea la Residencia;
c) cuente con la autorización del Jefe de Servicio para actividades que impliquen la ausencia del Residente por no más de diez (10) días corridos;
d) cuente con la autorización del Jefe de Servicio, el Jefe de Departamento y del Comité de Docencia e Investigación para actividades que impliquen la ausencia del Residente por más de diez (10) días y menos de treinta (30) días corridos; 
e) cuente con la autorización del Jefe de Servicio, el Jefe de Departamento, del Comité de Docencia e Investigación y de la Dirección del Establecimiento para actividades que impliquen la ausencia del Residente por más de treinta (30) días corridos.

Los Jefes de Residentes, de contar con la autorización del Jefe de Servicio, podrán participar de estas actividades cuando no superen, durante el año, los quince (15) días en total. 

Para las Residencias de Segundo Nivel, los momentos de realización de estas actividades, los lapsos que abarcarán y su autorización quedarán sujetas a la determinación conjunta de la Jefatura de Servicio, Jefatura de Departamento correspondiente, el Comité de Docencia e Investigación y la Dirección del Hospital.
Artículo 58: El Residente y Jefe de Residentes tendrán derecho a recibir las Certificaciones estipuladas en la presente ley.

CAPITULO XII: DEL SUBCOMITE DE EVALUACION DE RESIDENTES
Artículo 59: En cada establecimiento en que existan Residencias se constituirá el Subcomité de Evaluación de Residentes, el cual dependerá del Comité de Docencia e Investigación. El organismo mencionado en primer término tendrá Miembros Estables y Miembros Transitorios. Serán Miembros Estables:
- El Presidente del Comité de Docencia e Investigación, el que ejercerá también la Presidencia del Subcomité. 
- El Jefe del Departamento
- Un profesional efectivo del establecimiento, con o sin funciones jerárquicas, que será designado por el Comité de Docencia e Investigación, teniendo en cuenta su capacidad y predisposición para estas actividades. Ejercerá la función de Secretario del Subcomité.
- Aquellos centros asistenciales que tengan la factibilidad, podrán incorporar un profesional especializado en pedagogía y que tendrá exclusivamente funciones de Asesor en dicho tema.
Serán Miembros Transitorios, los siguientes profesionales pertenecientes al Servicio cuyos Residentes van a ser evaluados:
- El Jefe de Servicio
- El Instructor de Residentes. Cuando hubiere más de uno el Jefe de Servicio seleccionará uno. Cuando no hubiere, el Jefe de Servicio designará a un profesional efectivo de su Servicio para que integre el Subcomité 
- El Jefe de Residentes. Cuando se carezca, el Jefe de Servicio designará a un profesional efectivo de su Servicio, distinto al del párrafo anterior, para que integre el Subcomité. 

Artículo 60: Son funciones del Subcomité de Evaluación de Residentes:
a) Evaluar anualmente, al concluir el Año Lectivo, en forma integral, a cada uno de los Residentes de la Residencia considerada. Deberá asentarse en acta, en forma fundada, el resultado de la evaluación. 
b) Proponer al Comité de Docencia e Investigación la nómina de los Residentes que están en condiciones de ser promovidos al año inmediato superior.
c) Proponer al Comité de Docencia e Investigación la nómina de los Residentes que habiendo obtenido un resultado satisfactorio en la evaluación del último año de la Residencia, están en condiciones de egresar y recibir la correspondiente Certificación.
d) Elevar a consideración del Comité de Docencia e Investigación la nómina de los Residentes que deben ser dados de baja del Sistema, por no haber obtenido resultado satisfactorio de la evaluación anual.
e) Elevar a consideración del Comité de Docencia e Investigación el Residente que egresa y que ha sido seleccionado para desempeñarse como Jefe de Residentes.
La selección se realizará teniendo en cuenta el Reglamento Interno de Residentes de cada institución. 
f) Con carácter excepcional, cuando en una Residencia no hayan habido egresados, o cuando habiéndolos no existan interesados o cuando los interesados carezcan o tengan deficiencia de los atributos positivos que deben caracterizar a un Jefe de Residentes y que se mencionan en el inciso anterior, procederá el Subcomité a elevar a consideración del Comité de Docencia e Investigación la propuesta de un candidato que surgirá de la consideración, en el orden que se indican, de las siguientes alternativas:
f-1) Aquel que se ha estado desempeñando como Jefe de Residentes, ofreciéndole la continuidad por un nuevo período siempre y cuando su desempeño haya resultado satisfactorio.
f-2) Ex-Jefe de Residentes del mismo Servicio. 
f-3) Ex-Jefe de Residentes de Residencia de otro Establecimiento y de la misma Residencia.
f-4) Egresado de años anteriores del mismo Establecimiento y de la misma Residencia. 
f-5) Egresado del año en curso de otro Establecimiento y de la misma Residencia.
f-6) Egresado de años anteriores de otro Establecimiento y de la misma Residencia.
f-7) Egresado del año en curso o anteriores del mismo Establecimiento y de Residencia afín o relacionada con la considerada.
f-8) Egresado del año en curso o anteriores de otro Establecimiento y de Residencia afín o relacionada con la considerada. Cuando no se pueda instrumentar la alternativa f-1, el Establecimiento deberá publicar por una vez en el / los diarios de mayor circulación de la Provincia, una convocatoria de interesados en ser Jefe de Residentes. La selección se realizará mediante entrevista evaluativa y la consideración de los antecedentes que el Subcomité determine. Para las alternativas f-7 y f-8 el contrato del profesional lo será para desempeñarse “a cargo de la Jefatura de Residentes” y el Certificado que se extenderá al finalizar su actividad textualmente expresará que se ha desempeñado “a cargo de la Jefatura de Residentes” de la Residencia en cuestión.
La selección del Jefe de Residentes lo será velando no por el interés particular de los Residentes egresantes sino por el superior interés de la Residencia en su conjunto.

Artículo 61: El Subcomité de Evaluación de Residentes deberá proceder a notificar, en forma inmediata, a los interesados o afectados de las conclusiones arribadas que están vinculadas con la actividades estipuladas en los incisos d), e) y f) del Artículo 60 de la presente ley.

Artículo 62: Las conclusiones a las cuales arribe el Subcomité de Evaluación de Residentes podrán ser objetadas por los Residentes, en primera instancia ante el mismo Subcomité y en segunda y última instancia ante el Comité de Docencia e Investigación. Cuando ocurra esto último, los Miembros Estables y Transitorios del Subcomité que sean integrantes del Comité deberán excusarse de participar en la resolución del caso planteado.
En junio de cada año los Subcomité de Evaluación de Residentes siguiendo la línea jerárquica correspondiente deberán enviar a la Comisión Permanente de Residencias un detallado informe sobre la sistemática evaluativa que se ha seguido en cada una de las Residencias que le competen. 

CAPITULO XIII: DE LAS CERTIFICACIONES
Artículo 63: El Ministerio de Salud o de Desarrollo Humano, Familia y Comunidad, conjuntamente con otros organismos o instituciones cuando existieren convenios al efecto, otorgará a los Residentes que hayan finalizado satisfactoriamente la Residencia completa, un Certificado que así lo acredite.
Lo mismo ocurrirá con los Jefes de Residentes siempre y cuando se hayan desempeñado hasta el último día hábil del año lectivo.

Artículo 64: Los Establecimientos donde tienen asiento las Residencias, a solicitud de parte interesada, podrán otorgar certificaciones por el tiempo cumplido como Residente o Jefe de Residentes. Cuando se certifique la finalización de la Residencia o Jefatura de Residencia, deberá consignarse en forma destacada la inscripción de “CERTIFICADO PROVISORIO”.
El otorgamiento de certificados definitivos de finalización de Residencia o Jefatura de Residencia está al nivel administrativo determinado en el Artículo precedente.
Los certificados que sean extendidos por los Establecimientos deberán estar suscriptos por el Director, el Presidente del Comité de Docencia e Investigación, el Jefe de Departamento y el Jefe de Servicio considerado.

CAPITULO XIV: DE LOS PROFESIONALES DE PLANTA 
Artículo 65: El profesional de Planta es el instructor natural del Residente en el Ciclo Formativo-Prestacional concepto éste que de acuerdo a la complejidad del Servicio podrá comprender también a los Jefes de Sección.

Artículo 66: Es el encargado del sector asistencial donde reciben capacitación asistencial los Residentes y primer responsable por ello de todo lo concerniente a la atención de los pacientes por parte de los Residentes.

Artículo 67: Se compenetrará de la metodología del Sistema, que exige la participación activa de los Residentes en los actos profesionales, bajo su supervisión. Para ello debe transferirles parte de sus tareas pero sin declinar su responsabilidad y mantenerse permanentemente informado de las actividades que en su sector realicen los Residentes. Cuando el Profesional de Planta en forma directa y continua participe en la capacitación de los Residentes deberá ser incluido en los sistemas de participación por productividad vigentes y que comprendan al Servicio considerado.
También, cuando existan convenios ad hoc con Universidades o Facultades, podrá recibir de parte de éstas la designación como docente, por la labor de tal carácter que desarrolla en la Residencia. 

CAPITULO XV: DEL JEFE DE RESIDENTES
Artículo 68: El Jefe de Residentes es un ex-residente que ha cumplido el ciclo completo de la Residencia y actúa como superior jerárquico inmediato de los Residentes en formación y como nexo entre éstos y el Jefe de Servicio.

Artículo 69: El Jefe de Residentes será seleccionado según lo establecido en la presente ley y durará un (1) año en sus funciones, pudiendo ser propuesta su continuidad.

Artículo 70: Colaborará con el Jefe de Servicio, Jefe de Departamento e Instructor de Residentes en las tareas de conducción supervisión y ejecución que éstos le asignen.

Artículo 71: Organizará y coordinará las tareas de los Residentes en el marco de lo previamente programado. 

Artículo 72: Se reunirá una vez al día, como mínimo, con los Residentes con el propósito de analizar la problemática de los pacientes, de las prestaciones y del Sistema.

Artículo 73: Se reunirá diariamente con el Jefe de Servicio, el Instructor de Residentes y Profesionales de Planta (encargados de sector) para tratar todas las cuestiones relacionadas con los pacientes y la actividad de los Residentes.

Artículo 74: Seleccionará con el Jefe de Servicio e Instructor de Residentes los enfermos a presentar en reuniones clínicas, ateneos y actividades afines.

Artículo 75: Coordinará las tareas en común con los Jefes de Residentes de otras Residencias. 

Artículo 76: Velará por la concurrencia y participación de los Residentes en las actividades docentes, académicas y culturales programadas.

Artículo 77: Acompañará a los Residentes en las tareas asistenciales que éstos realicen, efectuando las críticas y comentarios correspondientes.

Artículo 78: Desempeñará sus funciones en el mismo horario que los Residentes pero no bajo régimen de dedicación exclusiva. No tendrá obligación de hacer guardias pero sí periódicamente efectuará su supervisión.

Artículo 79: De acuerdo a la naturaleza de la Residencia, podrá acceder a la realización de prácticas asistenciales de elevada complejidad que están fuera del programa común de la Residencia; esta actividad no lo será en detrimento de sus funciones específicas y únicamente se harán dentro de la sede de la residencia.

Artículo 80: Se considerarán también funciones y obligaciones del Jefe de Residentes todas aquellas que son aludidas en otros Capítulos de la presente ley.

CAPITULO XVI: DEL INSTRUCTOR DE RESIDENTES
Artículo 81: El instructor de Residentes es el instructor especial del Residente en el Ciclo Formativo-Prestacional. Es un profesional de reconocida capacidad técnica y docente, perteneciente al servicio o efector sede de la residencia, que total o parcialmente se dedica a la capacitación de los Residentes, dentro del Programa específico y con responsabilidades horarias determinadas que cuando superen las ordinarias, deberán ser retribuidas a través de mayores dedicaciones u otras formas.
Deberá conocer y estar consustanciado con el sistema de las residencias.

Artículo 82: Colaborará con el Jefe de Servicio en las tareas de conducción y supervisión que éste le asigne.

Artículo 83: Las condiciones de selección y de desempeño como Instructores de Residentes serán fijadas en la Reglamentación de la presente ley.

Artículo 84: El Instructor de Residentes participará en toda la actividad docente que se realice, dentro de su horario de trabajo, en la Residencia, con la misión principal de aportar el máximo de sus conocimientos teóricos prácticos, en los siguientes aspectos y situaciones, según corresponda de acuerdo a la residencia:
a) En Ateneos, supervisará y controlará su programación. Coordinará las reuniones y aportará sus conocimientos. 
b) En Presentación de Enfermos, asesorará al Residente sobre la forma más conveniente de presentarlo, efectuará su crítica y aportará sus conocimientos.
c) En Clases dadas por Residentes, participará de su programación, las controlará y efectuará su crítica. 
d) Reuniones periódicas de capacitación: las efectuará con el grupo de Residentes no menos de una vez por semana y sobre un tema elegido previamente con el Jefe de Residentes.

Artículo 85: El Instructor de Residentes:
a) Realizará una reunión mensual con los Residentes a fin de evaluar el grado de capacitación que progresivamente van adquiriendo.
b) Acompañará y supervisará desde el punto de vista docente-asistencial (aportando sus conocimientos y experiencia) a los Residentes en toda actividad que desarrollen los mismos, en relación a los enfermos, en salas de internación, quirófanos o consultorios externos, specialmente en lo que a técnicas y procedimientos médicos o quirúrgicos se refiere.
Artículo 86: Se considerarán también funciones y obligaciones del Instructor de Residentes todas aquellas que se especifiquen en el Reglamento Interno de cada residencia.

CAPITULO XVII: DEL JEFE DE SERVICIO
Artículo 87: El Jefe de Servicio es el conductor natural de la Residencia que tiene asiento en el Servicio a su cargo. Cuando se trate de Residencias en las cuales concurren distintos Servicios en la capacitación del Residente, el Jefe de Departamento correspondiente con el Comité de Docencia e Investigación determinará quién asumirá su conducción, dentro de las alternativas que se consignan y sin que ello signifique orden de prelación alguno:
a) Conducción rotativa anual por parte de los Jefes de Servicios comprendidos.
b) Conducción por parte de las que son aludidas en otros Capítulos de la presente ley. El Instructor de Residentes debe ser incluido en los sistemas de participación por productividad vigentes y que comprendan al Servicio considerado. También, cuando existan Convenios ad hoc con Universidades y Facultades, podrá recibir de parte de éstas la designación como docente, por la labor de tal carácter que desarrolla en la Residencia.
c) Jefe de Servicio que preponderantemente interviene en la capacitación de los Residentes. 
d) Cuando no pudiere optarse por algunas de las alternativas precedentes, la conducción estará a cargo del Jefe del Departamento que contenga a la totalidad o la mayoría de los Servicios considerados, o bien, por quien determine el Comité de Docencia e Investigación; en este último caso la determinación estará sujeta a la aprobación o no, de la Comisión Provincial de Capacitación, Docencia e Investigación.

Artículo 88: Deberá elevar a consideración del Jefe de Departamento y al Comité de Docencia e Investigación todas aquellas sugerencias o peticiones que propendan a la consecución de la optimización de la Residencia bajo su conducción.

Artículo 89: Coordinará con el Instructor de Residentes, con el Jefe de Residentes, Médicos de Planta y el Jefe de Departamento la organización de las actividades asistenciales, docentes y académicas de su Residencia.

Artículo 90: Considerará periódicamente o en forma urgente, según lo exijan las 
circunstancias, con el Jefe de Residentes, Instructor de Residentes, Médicos de 
Planta y Jefe de Departamento los problemas educativo-asistenciales, académicos, 
docentes y administrativos que se susciten en su Servicio y que están 
relacionados con la Residencia, tratando de no postergar la solución de los 
mismos. 

Artículo 91: Programará con el Instructor de Residentes y el Jefe de Residentes las rotaciones intra y extra-hospitalarias a cumplir por los Residentes, debiéndolas elevar para su consideración y aprobación al Jefe de Departamento y al Comité de Docencia e Investigación.

Artículo 92: Es el responsable del control de la asistencia de los Residentes como del mantenimiento de la disciplina.

Artículo 93: Deberá confeccionar y someter a aprobación del Jefe de Departamento y del Comité de Docencia e Investigación, el “Reglamento Interno de la Residencia”.

Artículo 94: Se considerarán también funciones y obligaciones del Jefe de Servicio todas aquellas que son aludidas en otros Capítulos de la presente ley.
El Jefe de Servicio cuando existan Convenios ad hoc con Universidades o Facultades podrá recibir de parte de éstas la designación como docente por la labor de tal carácter que desarrolla en la Residencia.

Artículo 95: Cumplirá y hará cumplir en su Residencia las funciones y obligaciones emanadas de la presente ley.

CAPITULO XVIII: DEL CIERRE DE RESIDENCIAS
Artículo 96: Se producirá el cierre de una Residencia:
a) Cuando hayan desaparecido las causas que motivaron su creación o se hayan satisfecho los objetivos formativos propuestos.
b) Cuando presente graves falencias materiales, humanas o pedagógicas en su funcionamiento. 
c) Por cesación prestacional del Establecimiento o del Servicio considerado.
d) Cuando no existan los medios para continuar con el financiamiento de la ayuda económica mensual a los Residentes.
En todos los casos el cierre será paulatino, cesando el ingreso de nuevos Residentes y esperando que egresen los existentes. Se podrá disponer también el traslado de los Residentes a igual Residencia de otro Establecimiento.

Artículo 97: El cierre de una Residencia deberá ser solicitado mediante nota fundamentada, por el Jefe de Servicio considerado, por el Jefe de Departamento, por el Comité de Docencia e Investigación o por el Director del Establecimiento, con opinión de estos estamentos en la misma, ante la Comisión Provincial de Capacitación, Docencia e Investigación que girará con opinión fundada a la Dirección de Recursos Humanos.
También el trámite de cierre de una Residencia podrá ser iniciado directamente por la Dirección de Recursos Humanos. Cuando las causales de cierre de una Residencia sean las consideradas en los incisos a) y b) del Artículo 96 de la presente ley y la tramitación provenga del Establecimiento, la petición se receptará durante octubre del año anterior al que se espera se cierre la Residencia.

Artículo 98: La Comisión Provincial de Capacitación, Docencia e Investigación, y la comisión Permanente de Residencias por sí o conjuntamente con otras instituciones cuando se tenga Convenio al efecto, deberá asesorar a la Dirección de Recursos Humanos, sobre la pertinencia o inconveniencia del cierre de una Residencia.

Artículo 99: El cierre de una Residencia, únicamente podrá ser determinado, mediante Resolución del Ministerio correspondiente.
 
CAPITULO XIX: DE LAS RESIDENCIAS DE OTROS AMBITOS
Artículo 100: Los establecimientos asistenciales de los sectores de la seguridad social, el mutualismo, el privado o el estatal no provincial, con asiento en el territorio de la Provincia de Mendoza, que posean o tengan interés en desarrollar Residencias, podrán solicitar el Reconocimiento Oficial de las mismas, por parte del Ministerio de Salud o del Ministerio de Desarrollo Humano, Familia y Comunidad. El Poder Ejecutivo reglamentará todo lo concerniente al Reconocimiento Oficial de Residencias teniendo sustantivamente en cuenta, con las adaptaciones del caso, lo establecido en la presente ley, otorgándose necesariamente participación a la Comisión Permanente de Residencias.
Cuando se valoricen en órganos de los Ministerios de Salud o del Ministerio de Desarrollo Humano, Familia y Comunidad. Antecedentes referidos a Residencias, tanto para concursos, como para el otorgamiento de especialidades o su recertificación, únicamente se tendrán en cuenta las Residencias Oficiales o las Residencias con Reconocimiento Oficial.

Artículo 101: Deróguense los Decretos Nros. 2361/93; 571/97; 1097/01; 902/02; 570/03; 105/04; 340/05 y toda otra norma que se oponga a la presente.

Artículo 102: El Poder Ejecutivo deberá incluir en los presupuestos provinciales, una partida correspondiente a los efectos de dar cumplimiento a la presente ley, y además una partida igual al quince por ciento (15 %) del monto total de lo destinado a la ayuda económica mensual de residentes y jefes de residentes con financiamiento provincial, con la finalidad de retribuir a los instructores especiales de las residencias. Asimismo se deberá prever en los presupuestos partidas para equiparar las ayudas económicas de la Nación con las de la Provincia.

Artículo 103: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7.893. Programa de Erradicación de Brucelosis
Sanción: 02/07/2008
Artículo 1: Créase el “Programa de Erradicación de la Brucelosis”, consistente en un plan de vacunación obligatoria, intensivo y sostenido en el tiempo, de los planteles caprinos existentes en todo el territorio de la Provincia de Mendoza, a partir del año 2.009 y por un término mínimo de diez (10) años.

Artículo 2: Destinar la Partida Presupuestaria, de pesos un millón ($ 1.000.000.-) en el Ejercicio 2.009, renovándose dicha partida automáticamente, por el plazo establecido en el Artículo 1.

Artículo 3: Designar a la Dirección de Ganadería de la Provincia de Mendoza, como organismo de aplicación del presente programa, teniendo a su cargo además la realización de las tareas de coordinación y colaboración con otros organismos e instituciones relacionados al tema.
 
Artículo 4: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7.972. Día Provincial del Agente Sanitario Mendocino
Sanción: 11/11/2008
Artículo 1: Institúyese el día 11 del mes de noviembre, como "Día Provincial del Agente Sanitario Mendocino". 

Artículo 2: El Poder Ejecutivo comunicará a los Agentes Sanitarios de la Provincia lo dispuesto en el artículo 1º de la presente ley.

Artículo 3: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 7.974. Modificación del Art. 49 de la Ley de la Provincia de Mendoza Nº 4873. Carrera Médica. 

Sanción: 12/11/2008

Artículo 1: Modifícanse el Art. 49 de la Ley de Carrera Médica N° 4.872; el Art. 49 de la Ley de Carrera Odontológica N° 4.873; el Art. 48 de la Ley de Carrera Obstétrica N° 4.875; el Art. 43 de la Ley de Carrera Dietista N° 4.876; el Art. 49 de la Ley de Carrera de Profesionales Farmacéuticos N° 5.411; el Art. 42 de la Ley de Carrera Kinésica N° 5.458; el Art. 50 de la Ley de Carrera Psicológica N° 5.511; el Art. 42 de la Ley de Carrera Fonoaudiológica N° 5.558; el Art. 38 de la Ley de Carrera Psicopedagógica N° 5.611; el Art. 44 de la Ley de Carrera de los Profesionales del Trabajo Social N° 5.618; los cuales quedarán redactados de la siguiente forma: "Las elecciones para designar los miembros titulares y suplentes de los Jurados de Concurso, deberán efectuarse cada tres (3) años; actuarán como titulares los tres (3) profesionales que hayan obtenido la mayor cantidad de votos y como suplentes los que le sigan en el resultado del escrutinio. En caso de paridad de votos, se decidirá por sorteo. El Ministerio de Salud y la entidad profesional respectiva, de la Provincia de Mendoza, procederán a designar los restantes miembros de titulares y suplentes, una vez realizada la elección y antes del llamado a concurso." 

Artículo 2: Prorrógase el período de funciones de los Jurados de Concurso de las Carreras Médica, Odontológica, Bioquímica, Obstétrica, Dietista / Nutricionista, Farmacéutica, Kinésica, Psicológica, Fonoaudiológica, Psicopedagógica y de Trabajo Social hasta el 31/12/2008, a efectos de unificar el mismo con el de los Consejos Deontológicos.

Artículo 3: Modifícase el Artículo N° 16 de la Ley de Terapistas Ocupacionales N° 7.338, el cual quedará redactado de la siguiente forma:
"Art. 16 - Son requisitos para integrar el Consejo Deontológico tener título habilitante, un mínimo de diez (10) años en el ejercicio de la profesión y acreditada idoneidad en la misma. Durarán tres (3) años en sus funciones y podrán ser reelectos."

Artículo 4: Modifícase el Artículo N° 17 de la Ley de Ejercicio de la Profesión de Nutrición N° 6.760, el cual quedará redactado de la siguiente manera:
"Art. 17- Son requisitos para integrar el Consejo Deontológico, tener título habilitante, un mínimo de diez (10) años en el ejercicio en la profesión, acreditada idoneidad en la misma y cuatro (4) años de residencia en la Provincia de Mendoza. Durarán tres (3) años en sus funciones y podrán ser reelectos".

Artículo 5: Modifícase el Artículo N° 15 de la Ley de Régimen para el Ejercicio de la Medicina Veterinaria N° 6.472, el cual quedará redactado de la siguiente forma:
"Art. 15- Son requisitos para ser miembro permanente o no del Consejo Deontológico tener un mínimo de diez (10) años en el Ejercicio de la profesión. Durarán tres (3) años en sus funciones y podrán ser reelectos".

Artículo 6: Modifícase el Artículo N° 12 de la Ley de Ejercicio de la Profesión Optica Técnica N° 6.321, que quedará redactado de la siguiente manera:
"Art. 12- Los requisitos para integrar el Consejo Deontológico, serán tener un mínimo de diez (10) años en el ejercicio de la profesión y acreditada idoneidad en la misma. Durarán tres (3) años en sus funciones y podrán ser reelectos".

Artículo 7: Modifícase el Artículo N° 14 de la Ley de Ejercicio de la Podología Nº 3.943, el cual quedará redactado de la siguiente forma:
"Art. 14- Créase el Consejo Deontológico de la Podología, que estará integrado por tres miembros titulares y tres suplentes, que serán elegidos del siguiente modo: un titular y un suplente designados por la Asociación Profesional con personería gremial reconocida, dos titulares y dos suplentes elegidos por el voto secreto y obligatorio de los podólogos matriculados. Los consejeros durarán tres (3) años en sus funciones y podrán ser reelectos".

Artículo 8: Prorrógase el período de funciones de los miembros de los Consejos Deontológicos de Podólogos y Opticos Técnicos actualmente en ejercicio hasta el día 31/12/08, a efectos de unificar el período de funciones con el de los Consejos Deontológicos del resto de las profesiones asistenciales". 

Artículo 9: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.068. Examen obligatorio de detección de estreptococo Grupo “B" Agalactiae. 

Sanción: 27/05/2009
 Artículo 1: Incorpórase con carácter obligatorio como práctica rutinaria de control y prevención, la realización del examen de detección de estreptococo "Grupo b" agalactiae, a todas las embarazadas con edad gestacional entre las semanas 35 y 37, presenten o no condiciones de riesgo, así como la que presente rotura de membrana antes de la semana 27, como parte del cuidado prenatal.

Artículo 2: Los establecimientos médicos asistenciales públicos, de la seguridad social y las entidades de medicina prepaga, deberán reconocer en su cobertura el test diagnóstico arriba mencionado, del estreptococo grupo B (EGB) y su tratamiento en caso de ser positivo.

Artículo 3: El Ministerio de Salud de la Provincia de Mendoza y los organismos de salud que correspondan son la autoridad de aplicación de la presente ley.

Artículo 4: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.116. Restricción al ámbito institucional de la venta de medicamentos con principio activo “misoprostol”. 

Sanción: 02/12/2009
Artículo 1: Limítase exclusivamente al ámbito institucional sanitario dentro de la Provincia de Mendoza, el expendio y/o suministro y/o fraccionamiento de medicamentos que contengan el principio activo "MISOPROSTOL" solo o asociado a otro/s principio/s activo/s.
 
Artículo 2: En todos los casos contemplados en el artículo 1 deberá cumplirse la condición de "venta bajo receta archivada".
 
Artículo 3: La presente ley deberá ser reglamentada en el plazo de ciento veinte (120) días a partir de su promulgación.
 
Artículo 4: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.130. Parto respetado y tratamiento perinatal de la madre y el niño. 

Sanción: 02/12/2009
Artículo 1: La presente ley será de aplicación tanto en el ámbito público como privado de la atención de la salud en la Provincia de Mendoza. Todas las entidades provinciales que presten servicios médicos asistenciales deberán brindar obligatoriamente las prestaciones establecidas en la presente Ley, implementando las medidas necesarias para capacitar al personal profesional y no profesional, adecuar los recursos físicos y la estructura organizativa a esta modalidad. 

Artículo 2: Toda mujer, en relación con el embarazo, el trabajo de parto, el parto y el postparto, tiene los siguientes derechos: 

a) A ser considerada como persona sana, respecto a la situación de su embarazo, parto y puerperio, salvo que presente una patología que requiera cuidados especiales. 

b) A tomar un rol activo en el cuidado de su embarazo y participar en el desarrollo y la evaluación del mismo acompañada por su familia, así como durante el trabajo de parto, parto y cuidados de la persona recién nacida. 

c) A ser tratada con respeto en su tránsito por la maternidad, de modo individual y personalizado que garantice su intimidad durante todo el proceso asistencial y teniendo en cuenta sus condiciones psico-socio-afectivas, intelectuales, ambientales y en la diversidad de cultura y creencias. 

d) A no ser marginada a causa del embarazo, parto o puerperio. 

e) A recibir educación e información, tal como lo establece la Ley 6.433, de Salud Reproductiva, sobre: 

- Salud sexual y reproductiva, planificación familiar y métodos anticonceptivos.

- Embarazo, parto, lactancia materna y cuidados neonatales en los cursos de preparación tanto para la mujer como para su acompañante (preparto). 

- Efectos adversos del tabaco, alcohol, drogas y otras adicciones sobre el niño o niña y ella misma. 

- Sobre los cuidados para el crecimiento y desarrollo biológico, psíquico, social y emocional del bebé, así como de su plan de vacunación. Riesgo de enfermedades infectocontagiosas que puede contraer. 

f) A estar acompañada por una persona de su confianza y elección durante el control de embarazo, trabajo de parto, parto y postparto siempre que no requiera de cuidados excepcionales. 

g) A recibir información adecuada sobre los procedimientos y avances tecnológicos tanto diagnósticos como terapéuticos aplicables durante el embarazo, parto y puerperio. En todo momento debe tener acceso a los procedimientos disponibles que se consideren más seguros. 

h) A una alimentación adecuada durante el embarazo, al acceso a los micronutrientes indispensables para el desarrollo fetal y la información suficiente para el crecimiento del niño y su propia salud. 

i) A ser asistida en su embarazo por un sistema de salud adecuado y con las medidas de protección que le garanticen una asistencia sanitaria apropiada para evitar riesgos innecesarios. 

j) A un parto natural, respetuoso de los tiempos biológico y psicológico, evitando prácticas invasivas y suministro de medicación que no estén justificados para su salud o de la persona por nacer. 

k) A ser informada sobre la evolución de su parto, el estado de su hijo o hija y de las diferentes actuaciones de los profesionales. 

l) A no ser sometida a ningún examen o intervención cuyo propósito sea de investigación, salvo consentimiento manifiesto y por escrito, bajo protocolos aprobados por el Comité de Bioética de la institución que la asiste. 

ll) A tener a su lado a su hijo o hija durante la permanencia en el establecimiento sanitario, siempre que la persona recién nacida no requiera de cuidados especiales. 

m) A tener a su hijo o hija en contacto piel a piel inmediatamente al nacimiento en condiciones saludables, durante la primera hora de vida, sin interferencias, facilitando la lactancia materna y el inicio del vínculo temprano madre-bebé-familia, organizador y soporte de la crianza, siempre y cuando el niño/niña no requiera de cuidados especiales. 

n) A ser animada, sostenida y ayudada a iniciar la lactancia materna inmediatamente después del parto. 

o) A recibir información sobre el uso de la Libreta de Salud Infantil para optimizar la relación entre padres y servicios de salud, así como de la referencia- contrarreferencia, cuando se requiera la participación de los distintos niveles de atención en el cuidado de la salud infantil. 

Artículo 3: Toda persona recién nacida tiene los siguientes derechos: 

a) A no ser discriminada por razones de raza, sexo, economía, lugar geográfico de nacimiento, religión u otras causas. 

b) A su inequívoca identificación. 

c) A ser tratada en forma respetuosa y digna y a recibir los cuidados sanitarios y afectivos que le permitan un óptimo desarrollo físico, mental, espiritual, psíquico, moral y social en edades posteriores de la vida. 

d) A una adecuada asistencia sanitaria. A disfrutar el más alto nivel de salud posible y a tener acceso a los servicios sanitarios y de rehabilitación, especialmente los relacionados con la atención primaria de la salud, cuidados preventivos tanto prenatal como postnatal y a niveles de complejidad creciente según las necesidades de su asistencia. 

e) Al vínculo temprano con su madre a través de un contacto precoz piel a piel en la sala de partos y luego a una interacción continua sin interferencias en internación conjunta y que la misma sea lo más breve posible teniendo en consideración su estado de salud y el de la madre. 

f) A una correcta alimentación priorizando la lactancia materna que garantice su crecimiento y desarrollo. 

g) A no ser sometida a ningún examen o intervención cuyo propósito sea de investigación o docencia, salvo consentimiento manifiesto y por escrito de sus representantes legales, bajo protocolos aprobados por el Comité de Bioética de la institución que lo asiste. 

h) A ser acompañada y consolada por sus padres, su familia o adulto competente a cargo. 

i) A tratamientos compasivos cuando no existan alternativas curativas. 

Artículo 4: El padre y la madre de la persona recién nacida en situación de riesgo tienen los siguientes derechos: 

a) A recibir información comprensible, suficiente y continua acerca del proceso o evolución de la salud de su hijo o hija incluyendo diagnóstico, pronóstico y tratamiento. Dicha información debe ser brindada en ambiente adecuado que respete la privacidad de la circunstancia. 

b) A tener acceso sin interferencias al cuidado de su hijo o hija mientras la situación clínica lo permita, así como a ser partícipe de su asistencia. 

c) A prestar su consentimiento por escrito cuando se pretenda someter al niño o niña a exámenes o intervenciones con fines de investigación. La solicitud deberá realizarse bajo protocolos aprobados por el Comité de Bioética de la institución que lo solicita. 

d) A que se facilite la lactancia materna para la persona recién nacida en riesgo, siempre que no incida desfavorablemente en su salud, previéndose los recursos y servicios necesarios para mantener la producción, conservación y disponibilidad de la leche materna. 

e) A recibir asesoramiento e información sobre los cuidados especiales del niño o niña y al seguimiento y soporte necesario para la continuidad de su asistencia en su evolución por la infancia temprana. 

Artículo 5: El Ministerio de Salud de la Provincia de Mendoza será autoridad de aplicación de la presente ley. 

Artículo 6: El incumplimiento de las obligaciones emergentes de la presente Ley por parte de las obras sociales, prepagas, efectores del estado, equipo de salud y de las instituciones de los profesionales de la salud y sus colaboradores y de las instituciones en que éstos presten servicios, será considerado falta grave a los fines sancionatorios sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pudiere corresponder. 

Artículo 7: Deróguese la Ley Nº 7.302 a partir de la vigencia de la presente. 

Artículo 8: La presente ley entrará en vigencia a partir de los 180 días de su promulgación. Promulgada y publicada la presente, el Poder Ejecutivo dispondrá su impresión en cartillas informativas para ser entregadas por todos los establecimientos públicos y privados de la Provincia. 

Artículo 9: Comuníquese al Poder Ejecutivo.  
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.161. Tratamiento de la obesidad.
Sanción: 10/03/2010
Artículo 1: Modifícase el Art. 3 de la Ley N° 7.798, el que quedará redactado de la siguiente manera:

"Artículo 3- En la reglamentación respectiva, el Ministerio de Salud determinará el área de su dependencia encargada de la aplicación y administración del programa para la detección, tratamiento, rehabilitación y seguimiento de la obesidad, que deberá ser realizado por profesionales capacitados en esta problemática, asegurando el acceso de los pacientes con dicha patología en todo el territorio de la Provincia. Establécese como primer Centro de referencia de esta patología al Hospital Scaravelli."

Artículo 2: Modifícase el Art. 9 de la Ley N° 7.798, el que quedará redactado de la siguiente manera:

"Artículo 9- El Ministerio de Salud y la Dirección General de Escuelas deberán crear, coordinar y ejecutar programas educativos en las escuelas para promover la prevención de la obesidad en todos sus estadios."

Artículo 3: Modifícase el inciso b) del Art. 10 de la Ley N° 7.798, el que quedará redactado de la siguiente manera:

"Artículo 10, inc. b) Organizar cursos que permitan una mejor capacitación y actualización para la adecuada formación profesional en el marco de su política sanitaria, formando equipos interdisciplinarios capacitados, disponiendo las instalaciones y equipamiento adecuado para la atención de esta patología con tratamientos integrales acordes con la problemática."

Artículo 4: Modifícase el Art. 2 de la Ley N° 7.798, el que quedará redactado de la siguiente manera:

"Artículo 12- La autoridad de aplicación tendrá las siguientes atribuciones:

a-Verificar el cumplimiento de la Ley 7798 y sus modificatorias en todo el territorio de la Provincia y contribuir al cumplimiento de sus disposiciones.

b-Formular las normas técnicas necesarias para la evaluación y control de la lucha contra la enfermedad.

c-Elaborar los programas necesarios de lucha contra la obesidad, que deberán desarrollar los organismos de su dependencia, determinando sus costos, previendo las

fuentes de financiación y disponiendo lo necesario para su cumplimiento.

d-Gestionar oportunamente los recursos necesarios, durante cada ejercicio fiscal, para

el cumplimiento de los objetivos de la ley 7798 y sus modificatorias.

e-Propender al desarrollo de actividades de investigación, información y difusión.

f-Arbitrar las medidas necesarias para la adecuada y oportuna atención, orientación y tratamiento de los enfermos que sufran de obesidad."

Artículo 5: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.164. Consejo Asesor 
Permanente en Salud de la Provincia de Mendoza
Sancionada: 17/03/2010
Artículo 1: Créase en el ámbito del Ministerio de Salud el Consejo Asesor Permanente en Salud de la Provincia de Mendoza.

Artículo 2: Es autoridad de aplicación el Ministerio de Salud de la Provincia de Mendoza. 

Artículo 3: El organismo que por esta ley se crea estará integrado por representantes de: universidades públicas y privadas con asiento en la Provincia de Mendoza que posean carreras relacionadas con la salud, sociedades científicas, colegios profesionales de ciencias de la salud e instituciones que por su prestigio deban ser incluidas. La cantidad de miembros será determinada por la autoridad de aplicación teniendo en cuenta el dinamismo en la emisión de dictámenes e informes y la representatividad de los sectores involucrados en la salud.
El cargo de miembro del Consejo Asesor será ejercido ad honorem.
 
Artículo 4: Es función del Consejo, sin perjuicio de los que la autoridad de aplicación le adicione, ser el órgano consultivo permanente de carácter no vinculante del Ministerio de Salud en cuanto asunto lo requiera, sin perjuicio de ser necesaria su opinión cuando se definan políticas sanitarias. 

Sus dictámenes e informes serán dados a conocer al público.

Artículo 5: La presente ley deberá ser reglamentada en el plazo de 30 días a 
partir de su promulgación.

Artículo 6: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.166. Programa "Detección y Control de la Enfermedad Celíaca”
Sancionada: 30/03/2010
Artículo 1: Créase en el ámbito del Ministerio de Salud de la Provincia el Programa "Detección y Control de la Enfermedad Celíaca", que desarrollará las siguientes funciones:
a) Creación y difusión del Programa Provincial de Detección, Diagnóstico Control y Asistencia Integral de la antes dicha enfermedad, en el ámbito del Ministerio de Salud de la Provincia a fin de contribuir al hallazgo temprano de la enfermedad y cumplimiento del tratamiento.
b) Fortalecer el laboratorio de bromatología de la Provincia para mejorar la verificación de aquellos emprendimientos que producen alimentos libres de gluten, con la adquisición de maquinaria idónea para esa tarea.
c) Crear el Registro Único de Pacientes Celíacos (RUPC), cuya denuncia será obligatoria, tanto en entidades públicas como privadas, a fin de facilitar el análisis epidemiológico oportuno de la enfermedad celíaca en todo el ámbito provincial. El mismo deberá actualizarse trimestralmente y la recepción de la información estará a cargo del Departamento de Bioestadística y/o Epidemiología del Ministerio de Salud.
d) Crear el Registro de Productos de Consumo Humano Aptos para Celíacos, con la 
finalidad de su exhibición en farmacias y supermercados.
e) Divulgar masivamente en qué consiste la enfermedad celíaca.
f) Implementar un sistema de coordinación con Ias distintas jurisdicciones municipales en las tareas de prevención y seguimiento.
g) Estimular el desarrollo de la producción alimentaria local de productos aptos para celíacos necesarios para abastecer las necesidades de la población y programas oficiales específicos.
h) Impulsar la generación de políticas de abastecimiento alimentario en los espacios locales de cada comunidad, a fin de garantizar la accesibilidad de toda la población, creando centros de provisión y compra regional.
i) Promover la organización de redes sociales para posibilitar el intercambio dinámico entre sus integrantes y con los otros grupos sociales para potenciar los recursos que posean.
j) Promover la formación y especialización continua de profesionales y técnicos del sistema sanitario provincial, e inspectores de todo tipo, en el abordaje integral de la enfermedad celíaca. 

Artículo 2: Las empresas farmacéuticas, dietéticas y alimenticias de consumo humano radicadas en la Provincia, deberán informar los productos de su elaboración que sean aptos para personas celíacas. 

Artículo 3: Será obligatorio para las empresas que fabriquen y/o expendan productos alimentarios, denunciar la presencia o ausencia de gluten en su composición nutricional, en el etiquetado, rótulo nutricional, venta y publicidad de los mismos.

Artículo 4: Promuévese la incorporación de personal formado en la Dirección de Nutrición e Higiene de la Alimentación, para efectuar los controles exigidos por la presente ley. 

Artículo 5: Los expendedores de alimentos de todo tipo sean éstos, restaurantes, bares y confiterías; establecimientos escolares, guarderías, comedores infantiles, secundarios universitarios, como así también kioscos escolares; comedores comunitarios; medios de transporte de larga distancia; aeropuertos, estaciones terminales; establecimientos de salud, hospitales; geriátricos; institutos de menores, cárceles, institutos, para internados, de jurisdicción provincial; deberán ofrecer en su menú, por lo menos una opción apta para celíacos. 

Artículo 6: Incorpóranse en la Currícula Escolar del Ciclo de Enseñanza Básica Obligatoria, Técnicaturas, carreras con temas inherentes a la tecnología Alimentaria, Bromatología, Manipulación de Alimentos, Nutrición y Alimentación Humana, entre otros, contenidos adecuados y afines sobre el manejo de la Enfermedad Celíaca.

Artículo 7: Garantízanse las Prácticas Diagnósticas de Laboratorio Gratuitas, en hospitales públicos provinciales, e incentívense la realización de las mismas en los centros de salud privados. 

Artículo 8: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.173. Autorización a los distintos cultos de acceder a los efectores de salud para brindar asistencia espiritual.
Sancionada: 13/04/2010
Artículo 1: Autorízase a los ministros pertenecientes a instituciones religiosas reconocidas e inscriptas en el Registro Nacional de Cultos de la Nación y que acrediten tal condición, a acceder a los efectores de salud públicos o privados, estatales o no, para brindar asistencia espiritual a las personas que deseen recibirla.

Artículo 2: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de los sesenta (60) días desde su promulgación.

Artículo 3: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.175. Advertencia sobre uso de auriculares. Campañas preventivas.
Sancionada: 20/04/2010
Artículo 1: Todo establecimiento de la Provincia de Mendoza que comercialice auriculares o equipos de sonido y de reproducción musical que incluyan el uso de los mismos, deberá exhibir un cartel que advierta claramente en el lugar de atención al público, que: "El elevado volumen y el uso indebido de auriculares perjudica la salud".

Artículo 2: El Poder Ejecutivo Provincial, a través del organismo competente, fiscalizará el cumplimiento de la presente norma legal, fijando en la reglamentación de esta Ley las sanciones que correspondan a quienes no cumplan con la misma.

Artículo 3: El Poder Ejecutivo Provincial, a través de sus organismos competentes diseñará e implementará una campaña de difusión provincial que advierta sobre los trastornos que provoca el uso indebido de auriculares y el elevado volumen en la audición.

Artículo 4: El Poder Ejecutivo Provincial cuenta con sesenta (60) días a partir de su promulgación para la reglamentación de la presente Ley.

Artículo 5: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.180. Adhesión a la ley Nacional Nº 26.369.  Prevención y Control de Infecciones por Estreptococo Grupo “B” Agalactiae en embarazadas.
Sancionada: 18/05/2010
Artículo 1: Adhiérese la Provincia de Mendoza a lo dispuesto por la Ley Nacional 26.369, referida a la incorporación con carácter obligatorio, como práctica rutinaria de control y prevención, la realización del examen de Detección de Infección por Estreptococo Grupo "B" Agalactiae, a todas las embarazadas con edad gestacional entre las semanas 35 y 37. Será el órgano de aplicación y reglamentación el Ministerio de Salud de la Provincia.

Artículo 2: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.189. Adhesión a la ley Nacional Nº 26.281.  Prevención y Control del Chagas.
Sancionada: 29/06/2010
Artículo 1: Adhiérase a la Ley Nacional N° 26.281 –declarando de interés nacional y asignación de prioridad a la prevención y control de la enfermedad de Chagas.

Artículo 2: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.197. Adhesión a la ley Nacional Nº 25.724.  Programa de Nutrición y Alimentación Nacional
Sancionada: 27/07/2010
Artículo 1: Adhiérase por la presente, a la Ley Nacional N° 25.724, que establece en su articulado la creación del Programa de Nutrición y Alimentación Nacional, a los efectos de implementarlo en el ámbito del Gobierno de la Provincia de Mendoza.

Artículo 2: Asimismo, adhiérase por la presente a los objetivos, ámbito de aplicación, población beneficiaria, prestaciones básicas, sistemas alternativos al grupo familiar y prestaciones alternativas de la Ley mencionada en el artículo precedente.

Artículo 3: El Ministerio de Salud de la Provincia de Mendoza, coordinadamente con los municipios, será la autoridad de aplicación de la presente ley, a través de la Dirección o del Organismo que se designe.

Artículo 4: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.233. Adhesión a la ley Nacional Nº 26.606. Concientización sobre el cáncer de mama.
Sancionada: 07/12/2010
Artículo 1: Adhiérese a la Ley Nacional N° 26.606, que establece en su articulado instituir el mes de octubre de cada año como "Mes Nacional de Concientización sobre el Cáncer de Mama". 

Artículo 2: Institúyese el mes de octubre de cada año como "Mes Provincial de Concientización sobre el Cáncer de Mama".

Artículo 3: Dispónese que en el mes de octubre de cada año el Ministerio de Salud de la Provincia, en coordinación con los municipios, el Ministerio de Salud de la Nación y otros organismos nacionales y provinciales que correspondan, deberá desarrollar actividades públicas de educación y Concientización en materias de prevención, diagnóstico precoz y tratamiento del cáncer de mama.

Artículo 4: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.246. Programa de Esterilización Temprana, Masiva, Sistemática, Extendida y Gratuita Provincial de Caninos y Felinos
Sancionada: 21/12/2010
Artículo 1: Créase el Programa de Esterilización Temprana, Masiva, Sistemática, Extendida y Gratuita Provincial de Caninos y Felinos, machos y hembras con las instalaciones adecuadas (quirófanos, caniles, recepción y sala de espera) el que deberá ser dirigido y ejecutado por el Ministerio de Salud, u organismo que lo reemplace, a través de sus organismos competentes (División Zoonosis, Reservorios y Vectores).

Artículo 2: Invítase a los organismos de Protección Animal con personería jurídica y a los municipios a celebrar convenios para el cumplimiento de la presente ley.

Artículo 3: A los efectos de dar cumplimiento a la presente y en concordancia con lo establecido en la Ley N° 7.603 en sus artículos 2° y 3°, el Poder Ejecutivo asignará los fondos necesarios para la ejecución del programa.

Artículo 4: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.247. Programa de Merienda Saludable
Sancionada: 21/12/2010
CAPITULO I
Objetivos y Ámbitos de Aplicación
Artículo 1: La presente ley tiene por objeto instrumentar el programa de merienda saludable en todas las instituciones escolares, en todos sus niveles, universitarias, jardines maternales y modalidades del sistema educativo provincial, sean de gestión estatal o privada.

Artículo 2: Los alimentos que componen la "merienda saludable" serán los determinados por los Ministerios de Salud, de Desarrollo Humano, Familia y Comunidad, de Producción, Tecnología e Innovación, Dirección de Fiscalización, Control y Defensa del Consumidor, Secretaría de Deportes y OSEP y el material Pedagógico de Capacitación, en asocio con la unidad de Salud Escolar de la Dirección General de Escuelas. Se tendrán especialmente en cuenta los frutos y productos regionales que cumplan con las normas de calidad, higiene y seguridad de los alimentos. 

Artículo 3: Están comprendidos en el ámbito de la ley:
a) Los que posean concesiones de kioscos y cualquier expendedor de alimentos existentes en los establecimientos, según lo previsto en el Art. 1.
b) Los supervisores, directivos, docentes y no docentes.

CAPITULO II
Obligaciones de las Partes
Artículo 4: Los concesionarios y expendedores de alimentos, para concesiones o renovar las concesiones, deberán:
a) Cumplimentar las disposiciones del Código Alimentario Nacional (Ley 18.284/69) según lo determinado en la reglamentación provincial.
b) Incorporar paulatinamente los alimentos saludables conforme al listado que elabore la reglamentación y en un plazo no mayor a un año.
c) Colocar en lugar visible el listado de alimentos saludables determinado por la reglamentación. 
d) Contar con certificación de capacitación en manipulación de alimentos y libreta sanitaria o carnet de sanidad vigente, expedidos por el Municipio en donde se ubique territorialmente cada establecimiento escolar. La habilitación del kiosco será responsabilidad del municipio. En caso de no contar el Municipio con área de bromatología, será solicitado al Departamento de Higiene de los Alimentos dependiente del Ministerio de Salud o cualquier otro organismo oficial según lo determinado por los Arts. 21 y 22 del Código Alimentario Nacional, otorgado por la Facultad de Ciencias Agrarias.

Artículo 5: Las personas comprendidas en el Art. 3° de la presente ley deberán capacitarse para el expendio y manipulación de alimentos y aplicación de la presente normativa, mediante los cursos dictados por los profesionales en las diferentes disciplinas, designados a tal efecto y conforme lo establezca la reglamentación.

Artículo 6: Los docentes deberán cumplir con la currícula escolar dispuesta por la Dirección General de Escuelas a fin de concientizar a los alumnos respecto de los hábitos saludables, a través de los siguientes items:
a) Educación Alimentaria Nutricional y actividades desarrolladas en la formación de Multiplicadores. 
b) Actividad física adaptada.
c) Cuidado de la Salud Bucal e Imagen Corporal, con la finalidad de mejorar la calidad de vida Individual y Comunitaria.

Artículo 7: Cada establecimiento escolar designará la persona encargada de supervisar las condiciones sanitarias de los kioscos, conforme a lo dispuesto al respecto por la reglamentación. 
En los casos en que la normativa los prevea, deberá informar a la autoridad competente para que verifique y aplique las medidas correctivas pertinentes o solicite aplicación de las sanciones que correspondan de conformidad a las disposiciones del Código Alimentario Nacional.
A fin de cumplir con sus obligaciones se encuentra facultada a solicitar al concesionario y a sus proveedores la documentación habilitante para realizar la actividad.

Artículo 8: La Directora o la persona designada para la instrumentación de las disposiciones de esta ley en cada establecimiento escolar, deberá girar a la Unidad de Salud Escolar al inicio del ciclo lectivo, con fecha término 15 de abril de cada año y al término del ciclo con fecha límite 1 de noviembre, la información que requieran las encuestas remitidas por dicho organismo, referida al peso, talla, medida de cintura y demás elementos que permitan la detección de alumnos con enfermedades celíaca, diabetes y obesidad. La información remitida por las escuelas conformará una base de datos para la elaboración de las políticas alimentarias que permitan desarrollar los principios de prevención y promoción de la salud, a través del seguimiento, monitoreo y acompañamiento técnico. 

Artículo 9: Queda prohibida la instalación de máquinas expendedoras de alimentos en los establecimientos comprendidos en el Art. 1º, de la presente.

CAPITULO III
Organismos de Aplicación y Contralor: Sanciones
 

Artículo 10: Es autoridad de aplicación de la ley la Dirección General de Escuelas, a través de la Unidad de Salud Escolar.

Artículo 11: Las faltas y sanciones correspondientes en caso de incumplimiento de las disposiciones de la ley, así como el procedimiento para su aplicación, serán las previstas por el Código Alimentario Nacional y disposiciones provinciales dictadas en aplicación del mismo por el Departamento de Higiene de la Alimentación del Ministerio de Salud de la Provincia. 

Artículo 12: Impútase en el Presupuesto de Gastos y Recursos para el año 2.010, la partida correspondiente a fin de dar cumplimiento al programa creado por la presente ley. 

Artículo 13: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.312. Programa Provincial de Cuidados Paliativos
Sancionada: 14/06/2011

Artículo 1: Créase en el ámbito del Ministerio de Salud de la Provincia de Mendoza, el Programa Provincial de Cuidados Paliativos, dirigido a los pacientes que padecen enfermedades crónicas irreversibles graves y a su grupo familiar.

Artículo 2: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.314. Semana Provincial de la Lucha contra el Virus de Inmunodeficiencia Humana
Sancionada: 15/07/2011

Artículo 1: Establécese la Semana Provincial de la Lucha contra el Virus de Inmunodeficiencia Humana (VIH) que se desarrollará cinco (5) días hábiles anteriores al Primero de diciembre. 

Artículo 2: La autoridad de aplicación será el Ministerio de Salud de la Provincia quien podrá realizar convenios con Organizaciones no gubernamentales para la realización y aplicación de planes operativos a estos efectos.

Artículo 3: Son objetivos de esta Ley:
a) Sistematizar las operaciones de prevención del VIH por medio de campañas en distintos puntos de la Provincia.
b) Las campañas se realizarán por medios masivos de comunicación, folletería, material de prevención y capacitación por medio de conferencias en lugares públicos, colegios, etc, brindando de esta manera, acciones de socialización, información y difusión.
c) Asesorar sobre sitios y formas de asistencia adecuados de acuerdo a cada situación, ya sea para pruebas o para tratamientos.
Artículo 4: La autoridad de aplicación deberá destinar los recursos económicos y humanos para desempeñar con eficiencia las tareas que se asignen en el marco de esta Ley.

Artículo 5: Se deberán realizar informes posteriores a la campaña, tanto de su efectividad, como de rendición de cuentas de la misma, que serán publicados en la Página Web oficial del Ministerio. 

Artículo 6: Los gastos que demande la presente Ley serán imputados anualmente a la Ley de Presupuesto Provincial.

Artículo 7: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.316. Programa Provincial de Trastorno por Déficit de Atención e Hiperactividad (TDAH).

Sancionada: 28/06/2011

Artículo 1: Créase el Programa Provincial de Trastorno por Déficit de Atención e Hiperactividad (TDAH), destinado a abordar la problemática de niños y adolescentes que padezcan este síndrome. 

Artículo 2: Declárase de interés provincial la lucha contra el Trastorno por Déficit de Atención e Hiperactividad, síndrome dado por un trastorno neurológico del comportamiento, caracterizado por distracción moderada a severa, períodos de atención breve, inquietud motora, inestabilidad emocional y conductas impulsivas:

Artículo 3: El Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Salud será la autoridad de aplicación de la presente ley.

Artículo 4: El Ministerio de Salud deberá, de manera conjunta y mancomunada con la Dirección General de Escuelas (D.G.E.), coordinar tareas relativas a la promoción, detección precoz, tratamiento en todas las fases que comprende el síndrome, tareas de rehabilitación y seguimiento de todos los pacientes.

Artículo 5: El Programa Provincial de Trastorno por Déficit de Atención e Hiperactividad (TDAH), tendrá los siguientes objetivos:

–Tomar las medidas necesarias para la adecuada y oportuna prevención, atención, orientación y tratamiento de los niños y adolescentes que padecen el síndrome.
–Garantizar la gratuidad y el tratamiento adecuado.
–Fomentar el desarrollo de actividades de investigación, información y difusión.
–Interactuar de manera constante, con la Dirección General de Escuelas y con los gabinetes psicopedagógicos de todos los establecimientos educativos, a los fines de procurar la detección y el debido tratamiento.

Artículo 6: El Programa TDAH, incluirá a todos los niños y/o adolescentes que concurran a establecimientos educativos, tanto privados como estatales, en todos sus niveles (EGB 1, 2, 3 y Polimodal). 

Artículo 7: Las erogaciones que demande el cumplimiento de la presente ley serán atendidas con recursos asignados al Ministerio de Salud, dentro de las previsiones presupuestarias anuales que se asignen.

Artículo 8: El Ministerio de Salud a través del Programa TDAH deberá instrumentar junto con la D.G.E.: 

–Campañas informativas a través de los medios de comunicación (escritos, orales y televisivos) relativas al TDAH, dirigidas a la población en general, como así también campañas educativas acerca de las características del trastorno, aspectos clínicos psicológicos y sociales y de las formas apropiadas de prevención y tratamiento.
–Cursos, talleres y/o conferencias destinados a la capacitación, tanto del personal docente y psicopedagógico, como del personal de la salud, formando de esta manera equipos interdisciplinarios debidamente capacitados.
–Instalaciones, personal y equipamiento adecuado a los fines de procurar la debida atención y tratamiento de todos aquellos que sufran el trastorno.

Artículo 9: El Programa deberá remitir semestralmente a las Comisiones de Salud y a las de Educación de ambas Cámaras un informe detallado sobre el desarrollo y el resultado de las actividades con balance actualizado.

Artículo 10: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de los noventa (90) días de su promulgación. 

Artículo 11: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.320. Adhesión a la Ley Nacional Nº 25.415. Programa Nacional de Detección Temprana y Atención de la Hipoacusia
Sancionada: 29/06/2011

Artículo 1: Adhiérase la Provincia de Mendoza a los fines y alcances de la Ley Nacional N° 25.415 por la cual se establece la obligatoriedad de "practicar a los recién nacidos las determinaciones necesarias para la detección y posterior tratamiento de la capacidad auditiva". 

Artículo 2: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.333. Información de farmacias de turno.

Sancionada: 09/08/2011

Publicada: 13/09/2011

Artículo 1: Impleméntese en todo el territorio de la Provincia de Mendoza, cartelería con información de las farmacias de turno (nombre, dirección, teléfono) en todas las salas de espera de los hospitales, clínicas públicas y privadas y centros de salud de la Provincia de Mendoza.

Artículo 2: El Ministerio de Salud, será la autoridad de aplicación de la presente Ley, a través de la Dirección de los distintos hospitales y clínicas públicas y privadas de la Provincia.

Artículo 3: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.355. Advertencia sobre consumo de miel en menores de 1 año.

Sancionada: 28/09/2011

Publicada: 21/10/2011

Artículo 1: Establécese que la miel que se comercialice dentro del territorio de la Provincia de Mendoza deberá llevar en su envase, en forma destacada y bien visible, la siguiente leyenda: "Evite el consumo de miel en niños menores a un (1) año de edad".

Artículo 2: La autoridad de Aplicación de la presente Ley será el Ministerio de Salud de la Provincia.

Artículo 3: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.373. Adhiérase a la Ley Nacional 24.901. Sistema de Prestaciones Básicas en Habilitación y Rehabilitación.
Sancionada: 15/11/2011

Artículo 1: La Provincia de Mendoza, adhiere al régimen establecido en la Ley Nacional 24.901, que instituye el Sistema de prestaciones básicas en habilitación y rehabilitación integral a favor de las personas con discapacidad.

Artículo 2: La Obra Social de Empleados Públicos (O.S.E.P.) tendrá a su cargo con carácter obligatorio para sus afiliados la cobertura integral de las prestaciones enunciadas en la Ley Nacional 24.901 y sus complementarias. La Obra Social de Empleados Públicos (O.S.E.P.) no podrá rechazar el ingreso a personas que cumplan con los requisitos de afiliación establecidos en su Carta Orgánica artículo 2° inc. a) Decreto Ley 4.373/63, invocando como causa del rechazo la presencia de una patología preexistente discapacitante.

Artículo 3: Modifícase el Art. 21 de la Carta Orgánica de la Obra Social de Empleados Públicos de Mendoza (OSEP), Decreto-Ley N° 4373/63 y sus modificatorias, el que quedará redactado de la siguiente forma:

"Art. 21- Impóngase a los afiliados activos directos de la Obra Social, que hayan accedido al cargo de empleado y/o funcionario público por nombramiento, con carácter de obligatorio, un aporte mensual por si y su grupo familiar primario del cinco por ciento (5%) a partir de la entrada en vigencia de la presente Ley.

Queda incluido en el aporte fijado, la suma establecida en el artículo 2° de la Ley 6.770, la que se preservará para el fin estipulado en la mencionada Ley.
Impóngase a los afiliados pasivos directos de la Obra Social, con carácter de obligatorio, un aporte mensual por sí y por su grupo familiar primario, conforme al siguiente detalle:
a) Hasta trescientos pesos ($ 300,00), el dos por ciento (2%).
b) Desde trescientos un pesos ($ 301,00), hasta quinientos pesos ($ 500,00) el tres por ciento (3%). 
c) Desde quinientos un pesos ($ 501,00), a setecientos pesos ($ 700,00), el cuatro por ciento (4%). 
d) Desde setecientos un pesos ($ 701,00) en adelante, el cinco por ciento (5%) 
En todos los casos, el grupo familiar comprende (independientemente del número de personas que lo componen) al afiliado directo, su cónyuge, a los integrantes de una unión de hecho los hijos menores de veintiún (21) años, los hijos mayores de veintiún (21) años que acrediten discapacidad con el certificado legal vigente. En este último caso, siempre y cuando no tengan ningún tipo de cobertura por otra obra social.

En caso de encontrarse cónyuges en la situación de afiliados directos, los aportes indicados en los párrafos anteriores serán calculados de la siguiente forma:
a) Para el de sueldo mayor, el aporte será del cien por ciento (100%) de lo consignado en este artículo. 
b) Para su cónyuge, el cincuenta por ciento (50%) de lo estipulado en este artículo. 
Están obligados a aportar a la Obra Social de Empleados Públicos (O.S.E.P.), los Magistrados del Poder Judicial de la Provincia de Mendoza, los Legisladores Provinciales, los Intendentes y los concejales, siempre en carácter de afiliados directos."
 

Artículo 4: Autorízase al Poder Ejecutivo a realizar las adecuaciones presupuestarias y transferencias de partidas necesarias a los efectos de la presente Ley. 

Artículo 5: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.382. Adhiérase a la Ley Nacional 26.687 de Lucha antitabáquica

Sancionada: 29/11/2011

Publicada: 09/01/2012

Artículo 1: Adhiérase a la Ley Nacional 26.687.

Artículo 2: El Ministerio de Salud de la Provincia de Mendoza, o el organismo que lo reemplace, será la autoridad de aplicación.

Artículo 3: A los efectos de aplicar el régimen sancionatorio previsto la autoridad de aplicación deberá dictar la correspondiente reglamentación, en un plazo no mayor de sesenta (60) días hábiles a partir de la promulgación de esta Ley. Podrá coordinar con los Municipios la realización, de labores de inspección para verificar su cumplimiento.

Artículo 4: Las sanciones serán ejecutadas por el procedimiento de apremio fiscal y ante los tribunales de competencia tributaria.


El producto de las multas percibidas se destinará a la atención de los gastos que demande la aplicación de la Ley y los excedentes, si los hubiera, se aplicarán en promoción para la prevención y abandono del tabaco, de acuerdo a las correspondientes previsiones presupuestarias.


La autoridad de aplicación deberá llevar un registro de reincidencia de las violaciones a la ley, debiendo dar parte al Ministerio de Salud de la Nación.

Artículo 5: A los fines de la prevención y abandono del consumo del tabaco deberá implementar programas y coordinar su labor con la Dirección General de Escuelas, Municipios y Organizaciones intermedias de lucha antitabáquica.

Artículo 6: La aplicación de la presente Ley no deroga las normas municipales en la medida que prohiban o sancionen hechos o actos no previstos por la Ley Nacional N° 26.687. Derógase la Ley 5.374.

Artículo 7: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.389. Adhiérese al Pacto Federal Legislativo de Salud
Sancionada: 06/12/2011

Publicada: 10/01/2012

Artículo 1: Adhiérese al Pacto Federal Legislativo de Salud, mediante el cual se crea el Consejo Federal Legislativo de Salud (COFELESA), suscripto en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los 7 días de agosto del 2.009, por legisladores nacionales y legisladores de todas las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Artículo 2: Serán representantes en el Consejo Federal Legislativo de Salud, los legisladores provinciales integrantes de la Comisión de Salud o similares.

Artículo 3: El texto del Pacto Federal Legislativo de Salud forma parte integrante de la presente ley como anexo.

Artículo 4: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

ANEXO

CONSEJO FEDERAL

LEGISLATIVO DE SALUD: Pacto Federal Legislativo

CAPITULO I: CREACIÓN FUNCIONES
Artículo 1: Objeto. Créase el Consejo Federal Legislativo de Salud (COFELESA) como organismo deliberativo de origen político que tendrá por objeto la articulación y promoción de políticas legislativas comunes en materia de salud en todo el territorio nacional.

Artículo 2: Integración. El COFELESA se integrará con los miembros de las Comisiones de Salud o su equivalente, cualquiera sea su denominación, del Honorable Senado de la Nación, de la Honorable Cámara de Diputados de la Nación, de cada una de las Legislaturas Provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, sean unicamerales o bicamerales.

Artículo 3: Funciones. El COFELESA tiene las siguientes funciones:

a. estudiar, asesorar y elaborar proyectos legislativos en materia de salud;

b. armonizar y promocionar la aplicación de leyes comunes relativas a salud en todo el territorio nacional; y

c. realizar el seguimiento y control de la aplicación de las leyes relativas a salud.

CAPITULO II

SECCION I: ORGANOS

Artículo 4: Órganos. Los Órganos del COFELESA son:

a. Asamblea del COFELESA (Asamblea) y

b. Mesa de Conducción del COFELESA

SECCIÓN II: AUTORIDADES

Artículo 5: Mesa de Conducción del COFELESA. Estará integrada por un Presidente, un Vicepresidente 1º y un Vicepresidente 2°, elegidos por la Asamblea de entre sus miembros.

Artículo 6: Secretarías. El Presidente designará, con acuerdo de la Asamblea cuatro Secretarios quienes lo acompañarán en sus funciones mientras dure su mandato y ejercerán las actividades correspondientes a las Secretarias Ejecutiva, Académica, Técnica Parlamentaria y Relaciones Interinstitucionales.


Los Secretarios deben ser legisladores con mandato vigente o cumplido.

Artículo 7: Reuniones y Quórum. La Mesa de Conducción del COFELESA se remitirá con la frecuencia que ella determine y sus resoluciones se adoptarán por simple mayoría de Ios presentes.

Artículo 8: Atribuciones. Corresponden a la Mesa de Conducción del COFELESA las siguientes atribuciones: 

a. cumplir y hacer cumplir las normas que rigen el funcionamiento del COFELESA;

b. solicitar asesoramiento e información de expertos para el estudio, elaboración de proyectos legislativos, revisión y control de la aplicación de las leyes relativas a salud;

c. determinar el lugar y fecha de reunión de la Asamblea;

d. nombrar comisiones de trabajo para el desarrollo de los cometidos y funciones que le asigne la Asamblea;

e. ejecutar las resoluciones de la Asamblea;

f. ejercer la representación del COFELESA ante organismos públicos y privados;

g. decidir la convocatoria a Asamblea extraordinaria en casos de urgencia;

h. informar a la Asamblea sobre el estado de avance del trámite de los proyectos que impulse el COFELESA en las distintas Legislaturas;

i. realizar todo otro acto administrativo pertinente para la consecución de los objetivos del COFELESA.

SECCIÓN III: ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA SALUD

Artículo 9: Composición. Reuniones. La Asamblea del COFELESA está integrada por todos los miembros del COFELESA de conformidad con el artículo 2°.


La Asamblea sesionará al menos seis veces al año, en distintas jurisdicciones, en el lugar y fecha que determine la Mesa de Conducción del COFELESA.


Cada jurisdicción tendrá dos votos.

Artículo 10: Presidencia. La Presidencia de la Asamblea es ejercida por el Presidente de la Mesa de Conducción del COFELESA.

Reemplazarán al Presidente los Vicepresidentes 1º y 2° por su orden.

Artículo 11: Atribuciones. Son atribuciones de la Asamblea:

a. tratar los asuntos incorporados al Orden del Día;

b. aprobar el Reglamento de Funcionamiento Interno del COFELESA;

c. aprobar los proyectos de ley que el COFELESA impulsará ante el Congreso Nacional, los órganos legislativos provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Artículo 12: Invitados. Los órganos de conducción del COFELESA pueden invitar a representantes de organismos oficiales, entidades privadas, organizaciones de la sociedad civil y personalidades de reconocida trayectoria e idoneidad vinculadas con el campo de la salud a participar de sus reuniones cuando el tema a tratar así lo amerite.

Artículo 13: Legisladores Mandato Cumplido. Los legisladores nacionales, Provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, con mandato cumplido, que hayan integrado el COFELESA, tienen los mismos derechos y obligaciones que los miembros mencionados en el artículo 2°.

CAPÍTULO III: DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 14: Pacto Federal Legislativo. Ratificación. La aprobación de esta normativa constituye un Pacto Federal Legislativo que debe ser ratificado en forma expresa por Ley del Congreso Nacional y por Leyes de cada una de las respectivas Legislaturas Provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Artículo 15: Falta de Ratificación. Si el Congreso Nacional o Legislaturas Provinciales o la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires no ratificaran este pacto en el plazo de un año contado a partir de la fecha de aprobación de esta normativa, sus legisladores podrán participar en la Asamblea con voz, pero sin voto, hasta que se cumpla el requisito establecido en el artículo 14.


El plazo establecido puede prorrogarse por decisión de la Asamblea.


El presente "Pacto Federal Legislativo de la Salud de los Argentinos" se firma en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a siete días del mes de agosto del año dos mil nueve.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.405. Programa Provincial de Investigación y Producción Pública de Medicamentos.
Sancionada: 09/08/2011

CAPITULO I

TITULO I: PROGRAMA PROVINCIAL DE INVESTIGACIÓN Y PRODUCCIÓN PÚBLICA DE MEDICAMENTOS

Artículo 1: Créase en el ámbito del Ministerio de Salud, Dirección Provincial de Farmacología y Normatización de Drogas, Medicamentos e Insumos Sanitarios, el Programa Provincial de Investigación y Producción Pública de Medicamentos.

Artículo 2: El Programa Provincial de Investigación y Producción Pública de Medicamentos tendrá por objeto:

a) Incentivar la investigación, a través de convenios entre el sector académico, científico-tecnológico y el sector público estatal.

b) Planificar la, producción de medicamentos esenciales, en función a las necesidades relevadas en el sector de la salud.

c) Definir líneas de acción tendientes a garantizar calidad, accesibilidad y universalidad de los medicamentos.

TÍTULO II: LABORATORIO DE PRODUCCIÓN PÚBLICA DE MEDICAMENTOS

Artículo 3: Créase en el ámbito del Programa de Investigación y Producción de Medicamentos el Laboratorio de Producción Pública de Medicamentos que se denominará "LAPROMED, el que comenzará a funcionar en las instalaciones existentes en la Ciudad de San Rafael.

Artículo 4: El Laboratorio de Producción Pública de Medicamentos tendrá los siguientes objetivos:

a) Producir medicamentos de calidad favoreciendo el acceso a la población, priorizando los grupos económicamente rezagados y/o que no poseen seguros de salud.

b) Atender la demanda en los efectores de salud de medicamentos esenciales, de acuerdo a las prioridades identificadas por el órgano de aplicación.

Artículo 5: El Laboratorio de Producción Pública de Medicamentos se constituirá en un ente público descentralizado.

Artículo 6: El Laboratorio de Producción Pública de Medicamentos cumplirá sus objetivos con la plena capacidad de las personas jurídicas, para adquirir derechos y contraer obligaciones, pudiendo actuar pública y privadamente. Su relación con el Poder Ejecutivo Provincial se mantendrá a través del Ministerio de Salud.


Son funciones del Laboratorio de Producción Pública de Medicamentos:

a) Establecer su estructura orgánico-funcional, determinando las dependencias del ente y dictar los reglamentos internos fijando las normas de su funcionamiento.

b) Administrar y disponer del fondo creado por esta Ley.

c) Aplicar las leyes nacionales y provinciales sobre la materia.

d) Celebrar convenios y contratar con organismos o entidades públicos y privados, nacionales, provinciales o municipales del país, del extranjero e internacionales, tendientes a un más efectivo cumplimiento de sus fines en el marco de las normas legales vigentes y asociarse con personas de existencia visible o jurídicas.

e) Dictar normas o reglamentos generales que hagan a su objeto y dentro de su esfera de competencia.

f) Adquirir por compra, alquiler con opción a compra, o por cualquier otro título, inmuebles, muebles, instalaciones, equipamiento e insumos necesarios para el efectivo cumplimiento de su objetivo.

g) Adquirir servicios, obras y suministros.

h) Elaborar su presupuesto y planes operativos.

i) El régimen de compras y adquisiciones de bienes y servicios se realizará por la administración del Laboratorio con la intervención de un representante de la Dirección de Compras y Suministros del Ministerio de Hacienda y Finanzas.


La enumeración precedente es meramente enunciativa y no limitativa, pudiendo realizar además todos los actos lícitos necesarios al cumplimiento de sus fines, y que no estén prohibidos por leyes nacionales y provinciales.

Artículo 7: La Dirección y Administración del Laboratorio de Producción Pública de Medicamentos estará a cargo de un Director Ejecutivo designado por el Poder Ejecutivo.


El Director designado por el Poder Ejecutivo durará en su cargo el tiempo que corresponda al mandato del Poder Ejecutivo que lo designó y podrá ser removido sin expresión de causa.


Concluido el período de funciones, deberá permanecer en su cargo hasta tanto se le haya designado reemplazante, excepto en caso de remoción o renuncia aceptada.

Artículo 8: Constituyen facultades y deberes del Director las siguientes:

a) Ejecutar la política del Programa de Producción de

Medicamentos, conforme a las pautas emanadas del Ministerio de Salud.

b) Ejercer todas las atribuciones conferidas en el Art. 5 de la presente.

c) Representar legalmente a la Institución.

d) Ser el Jefe Administrativo Superior de la Entidad.

e) Dictar todas las normas y reglamentos internos del Laboratorio.

f) Elevar al Poder Ejecutivo el proyecto anual de presupuesto e inversiones para su aprobación correspondiente.

g) Aprobar los programas operativos del Laboratorio.

h) Establecer un sistema de control de gestión o resultados.

i) Establecer el régimen de contrataciones y adquisiciones de bienes y servicios, con sujeción a los principios de las normas legales vigentes.

j) Supervisar y controlar el desenvolvimiento científico y técnico del Laboratorio.

k) Formular el programa de capacitación del personal y el sistema de evaluación.

Artículo 9: El Laboratorio de Producción Pública de Medicamentos tendrá un Gerente Administrativo, quien dependerá jerárquicamente del Director Ejecutivo, durará en sus funciones el mismo período que el Director Ejecutivo, pudiendo ser removido por resolución fundada del Director Ejecutivo.

CAPITULO II: FISCALIZACION

Artículo 10 - El Laboratorio de Producción Pública de Medicamentos estará sometido a las siguientes auditorías:

a) Auditoría interna: a cargo de profesionales de las áreas técnicas, contable y jurídica del Ministerio de Salud, los cuales actuarán por Resolución del Ministro. Los informes realizados por dichos profesionales serán remitidos al Poder Ejecutivo a sus efectos.

b) Auditoría externa: a cargo del Tribunal de Cuentas, de conformidad con la normativa legal vigente.

CAPÍTULO III: FONDO PARA EL LABORATORIO DE PRODUCCIÓN PÚBLICA

DE MEDICAMENTOS
Artículo 11 - Créase el Fondo del Laboratorio de Producción Pública de Medicamentos, el que se integrará con los siguientes recursos:

a) Aportes anuales específicos que la Ley de Presupuesto y otras Leyes nacionales y/o provinciales le asignen al Laboratorio de Producción Pública de Medicamentos descentralizado, asignando el flujo mensual de fondos por parte de Contaduría General de la Provincia.

b) El producto de intereses, reintegros y otros ingresos que resultaren de la administración del Fondo y propios de la actividad.

c) Créditos que excepcionalmente se otorguen.

d) Legados, donaciones, contribuciones y aportes de organismos públicos estatales y no estatales, municipales, provinciales, nacionales y/o internacionales.

Artículo 12 - La administración del fondo del Laboratorio de Producción Pública de Medicamentos estará a cargo del propio Laboratorio descentralizado.


El ejercicio presupuestario se iniciará el 1 de enero y concluirá el 31 de diciembre.

Artículo 13 - Con los recursos del Fondo de Laboratorio de

Producción Pública de Medicamentos, se podrá:

a) Atender todos los gastos de insumo, equipamiento, mantenimiento y servicios que demande el funcionamiento del Laboratorio.

b) Ejecutar la política del Programa Provincial de Producción Pública de Medicamentos que el Poder Ejecutivo determine.

c) Disponer de becas y subsidios para capacitar a todo su personal.

Artículo 14 - Constituirá dotación inicial del Laboratorio de Producción Pública de Medicamentos, el mobiliario, equipamiento e instrumental adquirido por el Ministerio de

Salud, a través de la Municipalidad de San Rafael y el Hospital Schestakow, que se detalla en el Anexo.


El fondo que se crea por esta Ley que no fuera usado en el transcurso del ejercicio, constituirá dotación inicial para el siguiente ejercicio, sin ninguna restricción.

Artículo 15 - Las disponibilidades financieras del Fondo del Laboratorio de Producción Pública de Medicamentos pendientes de aplicación, se mantendrán en depósito en cuentas especiales a su nombre, que en lo posible devenguen intereses.

CAPITULO IV: DEL PERSONAL DEL LABORATORIO DE PRODUCCIÓN PÚBLICA DE MEDICAMENTOS

Artículo 16 - Los profesionales que presten servicios en el Laboratorio de Producción Pública de Medicamentos se regirán de acuerdo a lo establecido por la Ley 6.015.

Artículo 17 - El personal que preste funciones en el Laboratorio de Producción Pública de Medicamentos y que no se encuentre comprendido en el régimen establecido por la Ley 6.015, permanecerá sometido a lo estatuido en el Decreto 560/73.

CAPITULO V; DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

Artículo 18 - El Laboratorio de Producción Pública de Medicamentos deberá estar habilitado por la Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica (ANMAT).

Artículo 19 - Para el cumplimiento de su objeto el Laboratorio de Producción Pública de Medicamentos, podrá suscribir convenios con: Instituto Nacional de Tecnología Industrial (INTI), Universidades Nacionales y/o Provinciales, con el objetivo de solicitar asistencia tecnológica referida a:

a) Asesoramiento sobre procesos tecnológicos.

b) Control de Calidad: materias primas, productos semielaborados y terminados, insumos, envases y embalajes.

c) Elaboración de protocolos de procedimientos y especificaciones técnicas.

d) Materiales de Referencia: asistencia en elaboración, validaciones, trazabilidad y certificación.

e) Utilización de equipos, realización de ensayos, métodos de validación.

f) Evaluación de aptitud sanitaria.

g) Edilicias: diseño, estructuras, higiene y seguridad, comportamiento térmico, climatización, ahorro de energía y condiciones de confort y monitoreo.

h) Análisis sobre posibilidades de producción de medicamentos.

Artículo 20 - El Laboratorio de Producción Pública de Medicamentos articulará con otros Laboratorios Públicos del país, estrategias tendientes a:

a) Realizar compras conjuntas de insumos y equipamiento como forma de reducir costos.

b) Impulsar el intercambio e integración entre los laboratorios y el sector científico-tecnológico.

c) Intercambiar productos y servicios.

d) Mejorar la utilización de los recursos disponibles.

e) Evitar superposición de producción.

Artículo 21 - Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.431. Obligatoriedad del Certificado Médico de Nacimiento

Sancionada: 19/06/2012

Publicada: 02/11/12

Artículo 1 - Impleméntase de forma obligatoria, a partir de los treinta (30) días hábiles de publicación de la presente ley en el Boletín Oficial, la utilización del "Certificado Médico de Nacimiento" cuyo modelo se adjunta en el Anexo I de la presente.

Artículo 2 - Facúltase a los profesionales Médicos, Obstetras y Licenciados en Obstetricia, debidamente matriculados, a suscribir el certificado a que se refiere el artículo anterior.

Artículo 3 - Impleméntase de forma obligatoria, a partir de los treinta (30) días hábiles de publicación de la presente ley en el Boletín Oficial, la utilización del "Certificado de Nacimiento sin asistencia profesional" cuyo modelo se adjunta en el Anexo II de la presente.

Artículo 4 - Facúltase a los profesionales Médicos, debidamente matriculados, que pertenezcan a establecimientos médicos asistenciales, de carácter público, a suscribir el certificado a que se refiere el artículo precedente.

Artículo 5 - Será obligatorio para los responsables de los establecimientos médicos asistenciales, públicos y privados, emplazados en el territorio provincial, la notificación de los nacimientos en el plazo previsto por el artículo 46 del Decreto Provincial N° 2.963/10, a las Oficinas del Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas que se indican en la Resolución N° 270/11 emanada de la Dirección del Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas, remitiendo los correspondientes "Certificados Médicos de Nacimientos", bajo recibo.

Artículo 6 - Derógase el Decreto N° 1.350/82, a partir de la vigencia establecida en los Arts. 1º y 3° de la presente ley.

Artículo 7 - Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.465. Régimen de ejecución de la pena privativa de la libertad. Parte pertinente.

Sancionada: 12/09/2012

Publicada: 17/10/12

CÓDIGO DE EJECUCIÓN DE LA PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD DE LA PROVINCIA DE MENDOZA

TITULO I: DE LA EJECUCION DE LA PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD 

CAPITULO I: Principios que rigen la pena privativa de la libertad 

(...)

Artículo 11 - Los procesados y condenados gozarán de los siguientes derechos:

1) Atención y tratamiento integral para la salud;

2) Convivencia en un medio que satisfaga condiciones de salubridad e higiene;

3) Vestimenta apropiada que no deberá ser en modo alguno degradante o humillante;

4) Alimentación que sea suficiente para el mantenimiento de la salud;

5) Comunicación con el exterior a través de:

a) Visitas periódicas que aseguren el contacto personal y directo con familiares,  representantes legales y con otras personas, especialmente con sus padres, hijos, y con sus respectivas parejas, en la forma que establezca la reglamentación. Envío y recepción de correspondencia y comunicaciones telefónicas a su costa. Visitas íntimas en la forma y modo que determinen los reglamentos;

b) Lectura de diarios, revistas, libros y otros medios de información social permitidos. Las condiciones en que los procesados y condenados podrán participar en emisiones radiales, televisivas, conferencias y otros medios, deberán ser previamente establecidas por el Servicio Penitenciario y su participación expresamente autorizada por el juez de ejecución.

6) Educación, trabajo, descanso y goce de tiempo libre;

7) Ejercicio libre de culto religioso;

8) Ilustración sobre las reglas disciplinarias dentro del régimen en el que se los ha incluido, para lo cual se les deberá informar amplia y personalmente, entregándoseles una cartilla explicativa al momento de su ingreso a cada modalidad. Si la persona fuere analfabeta, se le proporcionará dicha información verbalmente;

9) Asesoramiento legal sobre cualquier procedimiento que resulte de la aplicación de la presente y que los involucre;

10) Peticionar, ante las autoridades del establecimiento, en debida forma;

11) Tendrá derecho, además, a conservar sus garantías fundamentales y ejercer sus derechos, a excepción de aquéllos cuyo ejercicio esté limitado o restringido temporalmente, por disposición de la ley y la sentencia de condena.

(…)

Artículo 34 - Dicho informe deberá contener los antecedentes de conducta, concepto y dictámenes criminológicos desde el comienzo de la ejecución de la pena.


El informe deberá consignar:

a) Situación legal del peticionante de acuerdo a la sentencia condenatoria, la pena impuesta, su vencimiento, fecha en que podrá acceder a la libertad condicional y los demás antecedentes procesales que obren en su legajo;

b) Conducta y concepto que registre desde su incorporación al régimen de ejecución de la pena y la calificación del comportamiento durante el proceso;

c) Si registrare sanciones disciplinarias, fecha de la infracción cometida, sanción impuesta y su cumplimiento;

d) Posición del interno en la progresividad del régimen detallándose la fecha de su incorporación a cada período o fase;

e) Informe de la Sección Asistencia Social sobre la existencia y conveniencia del domicilio propuesto;

f) Propuesta fundada del Organismo Técnico Criminológico, sobre la evolución del tratamiento basada en la Historia Criminológica actualizada;

g) Dictamen del Consejo Correccional respecto de la conveniencia social de su otorgamiento, sobre la base de las entrevistas previas de sus miembros con el interno de las que se dejará constancia en el Libro de Actas. El informe del Consejo Correccional, sin perjuicio del cumplimiento del artículo 42, se referirá, por lo menos, a los siguientes aspectos del tratamiento del interno: 

1) Salud psicofísica; 

2) Educación y formación profesional; 

3) Actividad laboral; 

4) Actividades educativas, culturales y recreativas; 

5) Relaciones familiares y sociales; 

6) Aspectos peculiares que presente el caso; 

7) Sugerencia sobre las normas de conducta que debería observar si fuera concedida la libertad condicional.

h) Toda otra información que resulte de utilidad al momento de evaluar la procedencia de la medida y que el juez de ejecución estime corresponder.

Sección Octava: Alternativas para situaciones especiales

Prisión domiciliaria

Artículo 48 - El Juez de Ejecución podrá disponer el cumplimiento de la pena impuesta en detención domiciliaria:

a) Al interno enfermo cuando la privación de la libertad en el establecimiento carcelario le impida recuperarse o tratar adecuadamente su dolencia y no correspondiere su alojamiento en un establecimiento hospitalario;

b) Al interno que padezca una enfermedad incurable en período terminal;

c) Al interno discapacitado cuando la privación de la libertad en el establecimiento carcelario resulte inadecuada por su condición implicándole un trato indigne, inhumano o cruel;

d) Al interno mayor de setenta (70) años;

e) A la mujer embarazada;

f) A la madre de un niño menor de cinco (5) años o de una persona con discapacidad, a su cargo.

Artículo 49 - La detención domiciliaria debe ser dispuesta por el juez de ejecución.


En los supuestos a), b) y c) del artículo 48, la decisión deberá fundarse en informes médico, psicológico y social.


El juez de ejecución deberá disponer la supervisión de la medida a cargo de la dirección de promoción del liberado. La pena domiciliaria prevista en el artículo 10 del

Código Penal, o cualquier medida sustitutiva o alternativa a cumplirse total o parcialmente fuera de los establecimientos penitenciarios, será supervisada en su ejecución por la Dirección de Promoción del Liberado.

Higiene

(…)

Artículo 74 - El régimen penitenciario deberá asegurar y promover el bienestar psicofísico de los internos. Para ello, se implementarán medidas y programas de prevención, recuperación y rehabilitación de la salud y se atenderán especialmente las condiciones ambientales e higiénicas de los establecimientos.

Artículo 75 - El número de internos de cada establecimiento deberá estar preestablecido y no se lo, excederá a fin de asegurar un adecuado alojamiento. Todos los locales estarán siempre en buen estado de conservación. Su ventilación, iluminación, calefacción y dimensiones guardarán relación con su destino y los factores climáticos.

Artículo 76 - El aseo personal del interno será obligatorio. Los establecimientos deberán disponer de suficientes y adecuadas instalaciones sanitarias y proveerán al interno de los elementos indispensables para su higiene. El interno deberá cuidar el aseo de su alojamiento y contribuir a la higiene y conservación del establecimiento.

Alojamiento 

Artículo 77 - El alojamiento nocturno del interno, en lo posible, será individual en los establecimientos cerrados y semiabiertos.


Los internados en régimen cerrado se alojarán en celdas preferentemente individuales, que permanecerán cerradas durante su tiempo de ocupación. Estarán dotadas del correspondiente módulo sanitario, cumpliendo con los requisitos de habitabilidad que prescriben las normas legales vigentes.


El alojamiento de los internos incluidos en el régimen semiabierto será preferentemente individual, o en dormitorios que albergando un reducido número de condenados, garanticen para los mismos la debida privacidad.


En las instituciones o secciones basadas en el principio de autodisciplina se podrán utilizar dormitorios para internos cuidadosamente seleccionados.

Vestimenta y ropa 

Artículo 78 - La Administración proveerá al interno de vestimenta acorde al clima y a la estación, para usarla en el interior del establecimiento, pudiéndose autorizar el uso de equipo y vestimenta que se ajusten a las normas que determine la reglamentación. En manera alguna esas prendas, por sus características podrán resultar humillantes. Deberá cuidarse su mantenimiento en buen estado de conservación e higiene.


Cuando el interno hubiere de salir del establecimiento, en los casos autorizados, deberá permitírsele utilizar sus ropas personales. Si no dispusiere de ellas, se le facilitará vestimenta adecuada.

Artículo 79 - Al interno se le proveerá de ropa suficiente para su cama individual, la que será mudada con regularidad.

Alimentación

Artículo 80 - La alimentación del interno estará a cargo de la administración; será adecuada a sus necesidades y sustentada en criterios nutricionales, salvo excepciones debidamente fundadas. Todo interno deberá tener la posibilidad de proveerse de agua potable cuando la necesite.


La tentativa y/o el ingreso indebido de elementos y/o sustancias prohibidas privará al interno de la posibilidad de recibir alimentos por parte de las visitas por el tiempo que dure la condena. La prohibición de bebidas alcohólicas será absoluta.

Información y peticiones 

Artículo 81 - A su ingreso al establecimiento el interno recibirá explicación oral e información escrita acerca del régimen a que se encontrará sometido, las normas de conducta que deberá observar, el sistema disciplinario vigente, los medios autorizados para formular pedidos o presentar quejas y de todo aquello que sea útil para conocer sus derechos y obligaciones. Si el interno fuere analfabeto, presentare discapacidad física o psíquica o no comprendiese el idioma castellano, esa información se le deberá suministrar por persona y medio idóneo.

(…)

CAPITULO IX:

Asistencia médica

Artículo 156 - El interno tiene derecho a la salud. Deberá brindársele oportuna asistencia médica integral, no pudiendo ser impedida su accesibilidad a la consulta y a los tratamientos prescriptos.


Los estudios diagnósticos, tratamientos y medicamentos indicados, le serán suministrados sin cargo.

Artículo 157 - Al ingreso o reingreso del interno a un establecimiento, deberá ser examinado por un profesional médico. Este dejará constancia en la historia clínica de su estado clínico, así como de las lesiones o signos de malos tratos y de los síndromes etílicos o de ingesta de drogas, estupefacientes o cualquier otra sustancia tóxica susceptible de producir dependencia física o psíquica, si los presentara.


Detectadas las anomalías aludidas, el médico deberá comunicarlas inmediatamente al director del establecimiento.

Artículo 158 - La historia clínica en la que quedará registrada toda prestación médica, se completará con la incorporación de los estudios psicológico y social realizados durante el período de observación, previsto en el artículo 14 inciso a), y la actualización a que aluden el artículo 14 inciso d) y el artículo 26.


Copia de la historia clínica y de sus actuaciones integrará la historia criminológica.

Artículo 159 - Cuando el interno ingrese o reingrese al establecimiento con medicamentos en su poder o los reciba del exterior, el director conforme dictamen médico decidirá el uso que deba hacerse de ellos.

Artículo 160 - El interno podrá ser trasladado a un establecimiento penitenciario especializado de carácter asistencial médico o psiquiátrico o a un centro apropiado del medio libre, cuando la naturaleza del caso así lo aconseje.


En el segundo de los supuestos se requerirá previa autorización del juez de ejecución, salvo razones de urgencia. En todos los casos se comunicará la novedad de inmediato al magistrado interviniente.

Artículo 161 - El interno podrá requerir, a su exclusivo cargo, la atención de profesionales privados.


La autoridad penitenciaria dará curso al pedido, excepto que razones debidamente fundadas aconsejen limitar este derecho.


Toda divergencia será resuelta por el juez de ejecución.

Artículo 162 - Si el tratamiento del interno prescribiere la realización de operaciones de cirugía mayor o cualquiera otra intervención quirúrgica o médica que implicaren grave riesgo para la vida o fueren susceptibles de disminuir permanentemente sus condiciones orgánicas o funcionales, deberá mediar su consentimiento o el de su representante legal y la autorización del juez de ejecución, previo informe de peritos médicos.


En caso de extrema urgencia, bastará el informe médico, sin perjuicio de la inmediata comunicación al juez de ejecución.

Artículo 163 - Está expresamente prohibido someter a los internos a investigaciones o tratamientos médicos o científicos de carácter experimental.

Artículo 164 - Sólo se permitirán investigaciones o tratamientos experimentales mediando solicitud del interno, en enfermedades incurables y siempre que los mismos sean avalados por la autoridad sanitaria correspondiente y se orienten a lograr una mejora en su estado de salud.

Artículo 165 - Si el interno se negare a ingerir alimentos, se intensificarán los cuidados y controles médicos. Se informará de inmediato al juez de ejecución solicitando, en el mismo acto, su autorización para proceder a la alimentación forzada, cuando, a criterio médico, existiere grave riesgo para la salud del interno.

Artículo 166 -Los tratamientos psiquiátricos que impliquen suspensión de la conciencia o pérdida de la autonomía psíquica, aunque fueran transitorias, sólo podrán ser realizados en establecimientos especializados.

(…)
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.477. Distinción Médica Anual "Doctor

Ramón Carrillo"

Sancionada: 03/10/2012

Publicada: 12/11/12

Artículo 1 - Institúyese en la Honorable Legislatura Provincial la Distinción Médica  Anual "Doctor Ramón Carrillo", destinada a distinguir la labor, dedicación y trayectoria de los médicos mendocinos.

Artículo 2 - La Distinción será única y comprende las áreas de investigación, docencia, atención de la salud y todo otro desempeño que promueva el bienestar y desarrollo psicofísico de la población mendocina.

Artículo 3 - El requisito fundamental que debe cumplir el médico postulado es el de residir en la Provincia de Mendoza y de haber realizado la mayor parte de su actividad en nuestra Provincia.

Artículo 4 - Créase la Comisión Bicameral compuesta por un Senador y un Diputado por cada bloque parlamentario y presidida por el Presidente del H. Senado.

Artículo 5: La Comisión tendrá la responsabilidad de emitir en el mes de setiembre la convocatoria pública a la presentación de las nominaciones, a las instituciones como Círculo Médico, Sociedades Científicas, Hospitales Públicos y Privados y demás Entidades Intermedias con Personería Jurídica.

Artículo 6: La Comisión queda facultada para elaborar el reglamento de funcionamiento; procedimiento de convocatoria; criterios de recepción, evaluación y selección de los nominados; disposiciones generales e invitación a participar del jurado a representantes de Facultades de Medicina y Comisiones de Salud de la Legislatura.

Artículo 7: La Comisión deliberará en forma secreta, emitiendo luego un despacho, el cual estará terminado el 31 de diciembre de cada año, con las nominaciones definitivas, las que serán publicadas, quedando a disposición de la Asamblea Legislativa, la cual se reunirá el día 7 de marzo, natalicio del Doctor Ramón Carrillo, en acto especial para hacer entrega de la distinción médica.

Artículo 8: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.483. Línea 0800 para casos de violencia hacia las mujeres.

Sanción: 16/10/2012

Publición: 23/11/2012

Artículo 1 - Impleméntase en el ámbito de la Provincia de Mendoza, una línea telefónica, 0-800-informativo, con el fin de avanzar en el asesoramiento que deben obtener las mujeres en situación de violencia.

Artículo 2 - Provéanse a través del Ministerio de Desarrollo Social y Derechos Humanos, los recursos necesarios con el objeto de cumplimentar lo explicitado en el artículo precedente.

Artículo 3 - La Autoridad de aplicación deberá dar amplia difusión sobre la implementación y función de esta línea gratuita, tendiente a acercar la información en forma fehaciente a toda la población.

Artículo 4 - Esta línea gratuita dará información a las mujeres de toda la provincia, sobre Centros de Atención dependientes de Áreas Sociales y Municipales, Juzgados de Familia y Oficinas Fiscales donde deberán radicar la denuncia y tramitar medidas de protección, Centros de Salud cabecera existentes en cada departamento; otorgando teléfono y domicilio de cada efector de la red.

Artículo 5 - Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.495. Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Integridad Sexual

Sanción: 13/11/2012

Publicación: 26/12/2012

Artículo 1 - Modifícase el artículo 8° de la Ley 7.841, el que quedará redactado de la siguiente manera:


"Art. 8°- Competencias: Será Autoridad de Aplicación de la presente ley el Ministerio de Seguridad de la Provincia.


Las solicitudes de asistencia contempladas por la presente ley serán tramitadas por la repartición a la que expresamente la Autoridad de Aplicación designe como Oficina de Asistencia a las Víctimas de Delitos y por los funcionarios a los que expresamente se les asigne dichas funciones.


Dichas solicitudes serán resueltas por una comisión que se denominará Comisión de Otorgamiento, que se integrará por un funcionario en representación del Ministerio de Seguridad, uno en representación del Ministerio de Desarrollo Social y Derechos Humanos, uno en representación del Ministerio de Salud, uno en representación del Ministerio de Hacienda y Finanzas, y uno en representación del Ministerio Trabajo, Gobierno y Justicia. La decisión será tomada por mayoría simple.


Contra las resoluciones y actos de trámite que determinen la imposibilidad de continuar el procedimiento o produzcan perjuicio irreparable a derechos e intereses legítimos podrán interponerse recursos ante la autoridad judicial competente".

Artículo 2 - Modifícase el artículo 9° de la  Ley 7.841, el que quedará redactado de la siguiente manera:


"Art. 9°- Procedimiento para la Solicitud de Asistencias Económicas:

1- Las solicitudes de asistencias podrán ser presentadas por el interesado o por su representante con poder suficiente por ante el Ministerio de Seguridad de la Provincia, ante los Fiscales intervinientes en el expediente en el que se investiga el hecho, ante los Jueces de Paz del lugar en que se cometió el hecho o del domicilio de la víctima o ante la repartición policial de la jurisdicción que corresponda al domicilio del interesado y deberán contener como mínimo los siguientes requisitos:

a) Órgano o dependencia a la que se dirige.

b) Nombre, apellido y domicilio del interesado y en su caso, de la persona que lo represente.

c) Hechos, razones y solicitud.

d) Lugar, fecha y firma.


Las solicitudes deberán ser elevadas en forma directa en el plazo de cinco (5) días al Ministerio de Seguridad, para su tratamiento.

2- Las solicitudes de asistencia que se formulen deberán contener además, con carácter de declaración jurada por parte del solicitante los siguientes datos y documentación:

a) Acreditación documentada del fallecimiento, en su caso, y de la condición de beneficiario a título de víctima indirecta.

b) Descripción de las circunstancias en que se hubiera cometido el hecho con indicación de la fecha y el lugar de su comisión.

c) Acreditación de que los hechos fueron denunciados ante la autoridad policial o judicial o de la intervención oficiosa en su caso.

d) Declaración Jurada sobre las indemnizaciones y ayudas percibidas por el interesado o de los medios de que dispone para obtener cualquier tipo de indemnización o ayuda por dichos hechos.

e) Cuando corresponda copia de la resolución judicial que ponga fin al proceso penal.

3- El Ministerio de Seguridad podrá solicitar, con carácter reservado, a las autoridades policiales, al Ministerio, Fiscal o a los Juzgados o Tribunales la información que necesite para resolver sobre su competencia.

4- El Ministerio de Seguridad podrá también recabar de cualquier persona física o jurídica, entidad o Administración Pública, la aportación de informes sobre la situación profesional, financiera, patrimonial, o fiscal del autor del hecho delictivo, de la víctima y de los beneficiarios indirectos, siempre que tal información resulte necesaria para la tramitación y resolución de los expedientes de concesión de asistencias, o el ejercicio de las acciones de subrogación o repetición. Podrá igualmente ordenar las investigaciones periciales previstas con vistas a la determinación de la duración y gravedad de las lesiones o daños a la salud de la víctima. La información así obtenida no podrá ser utilizada para otros fines que los de la instrucción del expediente de solicitud de asistencia, quedando prohibida su divulgación".

Artículo 3 - Modifícase el artículo 11 de la Ley 7.841, el que quedará redactado de la siguiente manera:


"Art. 11- Comisión Provincial Revisora del SAVIC: 

1- Se crea la Comisión Provincial Revisora de Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Integridad Sexual, que será competente para resolver los procedimientos de impugnación de las resoluciones que dicte la Comisión de otorgamiento contemplada en el artículo 8 primer apartado en materia de las asistencias reguladas por esta Ley.

2- El Poder Ejecutivo aprobará el régimen de funcionamiento de la Comisión Provincial Revisora, que estará integrada por el Ministro de Trabajo, Justicia y Gobierno, el Ministro de Salud, el Ministro de Hacienda y Finanzas, el Ministro de Desarrollo Social y Derechos Humanos, el Ministro de Seguridad y las ONG vinculadas a la temática con Personería Jurídica.

3- Los acuerdos de la Comisión Provincial Revisora, al resolver los procedimientos de impugnación previstos por la presente Ley, se adoptarán por simple mayoría de sus miembros y pondrán fin a la vía administrativa".

Artículo 4 - Modifícase el artículo 12 de la Ley 7.841, el que quedará redactado de la siguiente manera:


"Art. 12- Procedimiento de Impugnación:

1- Los interesados podrán impugnar las resoluciones que dicte la Comisión de Otorgamiento en materia de las asistencias reguladas por esta Ley por ante la Comisión Provincial Revisora en el plazo de quince (15) días hábiles administrativos contados desde que los interesados fueren notificados en forma fehaciente.



Transcurrido dicho plazo sin haberse impugnado la resolución,

ésta será firme a todos los efectos.

2- La impugnación podrá fundarse en cualquiera de los motivos previstos en la Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia.



Los vicios y defectos que hagan anulable el acto no podrán ser alegados por los causantes de los mismos.

3- La impugnación deberá formularse ante la Oficina de Asistencia y/o ante la Comisión de Otorgamiento, dependiente del

Ministerio de Seguridad.


La Comisión de Otorgamiento deberá remitir la impugnación con su informe, a la Comisión Provincial Revisora, en el plazo de diez (10) días.

4- Transcurridos tres (3) meses desde la formulación de la impugnación sin que se adopte acuerdo por la Comisión Provincial Revisora, se podrá entender desestimada la impugnación, salvo las previsiones establecidas en la Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia".

Artículo 5 - Modifícase el artículo 16 de la Ley 7.841, el que quedará redactado de la siguiente manera:


"Art. 16- Creación: 
Se crea el "Fondo para la Compensación a las Víctimas

de los Delitos Violentos y contra la Integridad Sexual" en jurisdicción del Ministerio de Seguridad denominado fondo SAVIC".

Artículo 6 - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.542. Semana Provincial de la Lactancia Materna

Sanción: 16/04/2013

Publicación: 06/06/2013

Artículo 1 - Declárase la Primer Semana de Agosto de cada año como "Semana Provincial de la Lactancia Materna".

Artículo 2 - Adhiérase a la Semana Mundial de la Lactancia Materna, dispuesta por la Organización Mundial de la Salud, entre los días 1 y 7 de agosto de cada año.

Artículo 3 - El Ministerio de Salud deberá desarrollar campañas de concientización y difusión sobre la Lactancia Materna.

Artículo 4 - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.581. Adhesión a la Ley Nacional N° 26.279 de Pesquisa Neonatal.
Sancionada: 20/08/2013

Publicada: 13/09/2013

Artículo 1 - La Provincia de Mendoza adhiere a la Ley Nacional N° 26.279 de Pesquisa Neonatal.

Artículo 2 - El organismo de aplicación de la presente Ley será el Ministerio de Salud de la Provincia o el organismo que lo reemplace. Cumplirá las funciones especialmente establecidas en los Arts. 5 y 6 de la Ley N° 26.279, y deberá dictar las normas complementarias a los efectos de su aplicación.

Artículo 3 - Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.630. Programa “Conductor Designado”

Sancionada: 11/12/2013

Publicada: 12/02/2014

Artículo 1 - Créase el Programa "Conductor Designado" con el fin de concientizar a jóvenes y adultos de los riesgos y consecuencias que implica el conducir en estado de ebriedad y de tal manera prevenir accidentes de tránsito.

Artículo 2 - El Programa creado en el artículo anterior funcionará bajo la órbita del Ministerio de Salud, quien hará las modificaciones correspondientes al organigrama para su correcta inserción, atendiendo a las normativas vigentes.

Artículo 3 - El Programa "Conductor Designado" tendrá las siguientes características:

a) Se instalará un stand del Ministerio de Salud y puestos de controles de alcoholemia, en la entrada de los boliches, en forma rotativa, con personal responsable del programa, promotores y voluntarios.

Dichas actividades se realizarán los días viernes y sábados, entre los horarios de entrada y salida de locales bailables, que es cuando se produce un aumento significativo del tránsito vehicular y en consecuencia, la mayor probabilidad de accidentes de tránsito.

b) Se implementará, con las personas que deseen participar de forma voluntaria en el programa y que se movilicen en automóvil. Una de ellas, antes de ingresar a un establecimiento que expenda bebidas alcohólicas deberá identificarse en el stand del Ministerio de Salud como Conductor Designado.

c) Los responsables del programa solicitarán al Conductor Designado la licencia de conducir de donde obtendrán los datos del Conductor para la lista de control. El Conductor firmará de conformidad dicho registro, comprometiéndose a respetar las reglas del programa, de no ingerir bebidas alcohólicas dentro del establecimiento. Dichas listas serán controladas periódicamente por las Autoridades correspondientes.

d) Se colocará en la muñeca derecha del Conductor Designado el brazalete distintivo del Programa y se le informará de las cortesías y beneficios ofrecidos a los Conductores Designados por el establecimiento.

e) Los responsables del programa, junto con las empresas u organismos que puedan sumarse como sponsors del mismo, serán los encargados de otorgar los beneficios. Éstos deberán ser coordinados por los responsables del programa para que sean distribuidos en relación a las características del público de cada local. También podrán obtener beneficios especiales los establecimientos que sigan con fidelidad los lineamientos de éste.

f) Los beneficios para los conductores designados podrán consistir en: obsequios o descuentos en bebidas sin alcohol, entradas gratis o con descuentos a lugares bailables, vales para bebidas, tarjetas telefónicas, órdenes de compra, viajes, sorteos y demás que propongan las instituciones u organismos intervinientes.

g) A la salida del establecimiento se realizarán las pruebas de alcoholemia correspondientes, a cargo de los responsables del programa.

h) En caso que el chequeo dé positivo, además de perder los beneficios que le otorga el programa, se dará intervención a las autoridades viales a fin de que se apliquen las normas legales vigentes.


Dicha persona solo podrá retirarse del lugar acompañado por una persona que acredite que no haya ingerido bebidas alcohólicas o en un medio de transporte público.

i) En caso que el chequeo dé negativo, se otorgarán diferentes premios y se registrará en la lista de control que el Conductor ha cumplido con lo establecido y se encuentra en condiciones de llevar con seguridad a sus acompañantes.

Artículo 4 - Será obligación de las Autoridades y participantes correspondientes:

a) Asesorar y colaborar en forma activa con los establecimientos en cuanto a la forma de llevar adelante los lineamientos del programa,

b) Acompañar el programa mediante una campaña de educación, información y difusión tendiente a que los ciudadanos reconozcan la peligrosidad de conducir cuando se bebe.


También se aprovecharán los espacios para difundir los temas que tengan relación con el alcoholismo, leyes de tránsito, seguridad y normas viales. Esta tarea pueden realizarla organizaciones convocadas a tal fin y principalmente la Dirección General de Escuelas.

c) Llevar un registro de las listas de control, verificando que se realicen en la forma correspondiente y manteniendo el contacto para las evaluaciones pertinentes.

Artículo 5 - El programa Conductor Designado contará con una partida de asignación de la Ley de Presupuesto Provincial de pesos trescientos mil ($ 300.000).

Artículo 6 - El programa que se sustenta en una amplia campaña de divulgación, concientización y compromiso, deberá contar con el apoyo de autoridades gubernamentales y no gubernamentales, de patrocinantes, Dirección General de Escuelas, organizaciones asociadas, establecimientos, familia, voluntarios y la sociedad a pleno.

Artículo 7 - Comuníquese, al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.631. Régimen Regulatorio de la Sangre.
Sanción: 11/12/2013

Publicación: 24/02/14

LEY DE SANGRE, SUS COMPONENTES Y DERIVADOS REGIMEN PROVINCIAL

CAPITULO I: DISPOSICIONES PRELIMINARES

Artículo 1: Objeto. La presente ley tiene por objeto establecer el Régimen regulatorio de la sangre, sus componentes y derivados, promover medidas para el abastecimiento y la seguridad transfusional y garantizar una política de autosuficiencia en concordancia con la Ley Nacional de Sangre N° 22.990 y su Decreto Reglamentario.

Artículo 2: Alcances. Las disposiciones de la presente Ley rigen en el territorio de la Provincia de Mendoza y alcanzan a todas las personas, sean residentes o no, sin excepción.

Artículo 3: Principios fundamentales. Se establecen como principios fundamentales de la presente ley:

a) Las actividades relacionadas con la sangre humana, sus componentes y derivados, que en el texto de esta Ley se determinan, se declaran de interés jurisdiccional y se regirán por sus disposiciones, siendo sus normas de orden público y de aplicación en todo el territorio de la Provincia;

b) Se garantiza, sin mediar el lucro, la universalidad, igualdad y eficiencia de la sangre humana, sus componentes y derivados, el respeto de los derechos humanos y del derecho a la salud de receptores y de donantes de sangre, en los términos enunciados en el Art. 1º;

c) Se adhiere al Plan Nacional de Sangre y a las regulaciones nacionales vigentes, para lograr y mantener la autosuficiencia en sangre, sus componentes y derivados, a través de la donación voluntaria, altruista y habitual;

d) Los donantes de sangre tienen derecho a ser asistidos de acuerdo con los procedimientos, normas y controles establecidos por la autoridad de aplicación;

e) Los pacientes receptores de transfusiones de sangre humana, sus componentes y derivados tienen derecho a ser transfundidos con productos que cumplan con las normas y controles establecidos por la autoridad de aplicación;

f) La sangre, sus componentes y derivados que no hayan sido utilizados antes de su fecha de caducidad, no podrán ser descartados en el lugar donde se encuentren sino que deberán ser obligatoriamente entregados al establecimiento que se designe en la Reglamentación para que se disponga su tratamiento final;

g) Se prohíbe la intermediación comercial en la obtención, clasificación, preparación, producción, fraccionamiento, conservación, almacenamiento, distribución, suministro, transporte, importación y exportación y toda forma de aprovechamiento de la sangre humana, sus componentes y derivados, con las excepciones que se contemplan en la presente ley y su reglamentación;

h) En caso de movilización nacional como consecuencia de conflicto bélico, o una catástrofe de cualquier origen, el Poder Ejecutivo Provincial a través de su organismo de aplicación, adherirá al organismo nacional que ejercerá la Dirección Superior centralizada en la materia de esta ley en todo territorio de República Argentina.

CAPITULO II: AUTORIDAD DE APLICACIÓN

Artículo 4: Autoridad de Aplicación.

Establécese como autoridad de aplicación de la presente ley al Ministerio de Salud de la Provincia, a través del Instituto Provincial de Medicina Transfusional, la que formará parte del Sistema Provincial de Sangre. La autoridad de aplicación deberá adoptar las medidas pertinentes que garanticen al acceso a sangre segura, sus componentes y derivados en forma, calidad y cantidad suficiente, y deberá promover y asegurar la utilización y empleo racional de los mismos, disponiendo de reservas que se estimen necesarias.

Artículo 5: Del Sistema Provincial de Sangre. El sistema estará compuesto por el Instituto Provincial de Medicina Transfusional, el Centro Regional de Hemoterapia, los Servicios de Hemoterapia y otras unidades de medicina transfusional que se crearen para tal efecto, incluyendo a establecimientos de salud públicos y privados quienes deberán ser categorizados y habilitados de acuerdo a las normas dictadas por la autoridad de aplicación.

CAPITULO III: CREACIÓN DEL INSTITUTO PROVINCIAL DE MEDICINA TRANSFUSIONAL

Artículo 6: Creación del Instituto Provincial de Medicina Transfusional. Créase el Instituto Provincial de Medicina Transfusional, como órgano regulatorio y operativo dependiente del Ministerio de Salud.

Artículo 7: Integración. El Instituto, estará integrado por un Director, un Gerente administrativo y cuatro Jefaturas de Departamentos. El Director será un profesional especialista de título universitario en cualquiera de las ramas de la medicina transfusional designado por concurso.


Las Jefaturas de Departamentos cubrirán las áreas de: 
1) Hemoderivados y Hemocomponentes: dedicada a la producción, almacenamiento y distribución de los hemocomponentes; 
2) Hemodonación: dedicada a la atención integral del donante, educación, concientización y fidelización; 
3) Calidad: destinada a la actualización y revisión continua de procedimientos y manuales; y 
4) Calificación biológica: determinaciones de la aptitud biológica de la sangre a transfundir.


En los casos de jefaturas los cargos son cubiertos mediante concursos según lo establecido en la legislación provincial.

Artículo 8: Atribuciones y funciones. La autoridad de aplicación, a través del Instituto Provincial de Medicina Transfusional, debe desempeñar las siguientes funciones:

a) Dictar las normas técnicas y administrativas que regulen procedimientos operativos, de habilitación, funcionamiento, control, inspección y supervisión para la ejecución de las actividades que desarrollen los establecimientos u organizaciones comprendidas en la presente ley;

b) Establecer un Centro Regional de Hemoterapia, donde se centralicen las donaciones de sangre, la preparación de sus componentes, los estudios necesarios para la determinación de la aptitud de la misma y su distribución a todos los efectores de la provincia, tanto públicos como privados. Sus funciones estarán comprendidas dentro del marco general de la normativa vigente y serán especificadas en la reglamentación de la presente ley;

c) Fomentar la Donación de Sangre en forma voluntaria, habitual y altruista, mediante la educación sanitaria de la población, en forma periódica a través de los medios masivos de comunicación y otras vías alternativas;

d) Fijar normas para el funcionamiento de un sistema de información integral y de última generación con el que puedan desarrollarse las estadísticas necesarias para la toma de decisiones, que involucre a todos los establecimientos pertenecientes al Sistema Provincial de Sangre, que contenga registros de producción y epidemiológicos, que interactúe con otros sistemas estadísticos provinciales y nacionales relacionados, y que permita además, una utilización racional y ética de los datos allí obtenidos;

e) Crear un Registro Provincial de Asociaciones de Donantes fijando las normas para su establecimiento y funcionamiento, como también para su Fiscalización y Control, en la forma que establezca la Reglamentación de la Presente Ley;

f) Crear un Registro Provincial de Instituciones relacionadas con la Medicina Transfusional que estén comprendidas en la presente ley, en concordancia con lo establecido por las normas nacionales vigentes;

g) Promover y difundir el uso racional de la sangre, sus componentes y derivados, por medio de acciones educativas en establecimientos universitarios, en común acuerdo con las autoridades académicas y en establecimientos asistenciales a través de los comités transfusionales;

h) Coordinar con las Instituciones formadoras de médicos, farmacéuticos, bioquímicos y técnicos en hemoterapia, a fin de contribuir en procesos de formación, capacitación y actualización del capital humano;

i) Promover la publicación de literatura específica que contenga normas y conocimientos necesarios y actualizados relacionados con la medicina transfusional;

j) Implantar, promover y reglamentar un Sistema de Hemovigilancia en todas las Instituciones de Salud comprendidas en la presente ley;

k) Propender al desarrollo de la investigación científica en la materia de la presente ley, de acuerdo con la legislación vigente.

Artículo 9: Del Consejo Asesor. Integración.

Créase un Consejo Asesor de carácter consultivo, no vinculante y de asesoramiento, que será convocado según las necesidades, por el Director del Instituto en forma extraordinaria para temas específicos.


El Consejo Asesor estará conformado por un representante del Ministerio de Salud y un referente de cada una de las entidades científicas relacionadas con la Medicina Transfusional.

También podrán ser convocadas, de acuerdo a la temática a tratar, organizaciones de la sociedad civil relacionadas y/o del ámbito académico.

Los integrantes del Consejo durarán un máximo de dos años en sus funciones y sus cargos serán ad-honorem y como carga pública.

CAPITULO IV: DE LA DONACION Y RECEPCION DE LA SANGRE

Artículo 10: La donación de sangre o sus componentes es un acto de disposición voluntaria, solidaria y altruista, mediante el cual una persona acepta su extracción para fines exclusivamente médicos, no estando sujeta a remuneración ni cobro alguno, previo cumplimiento de los requisitos exigidos por las normas técnicas que se determinen en la reglamentación de la presente ley.

Artículo 11: Todo donante por el acto de su donación adquiere los siguientes derechos:

a) Recibir gratuitamente un refrigerio post extracción.

b) Recibir un comprobante de haber efectuado el acto de donación.

c) En ninguna circunstancia deberá producirse pérdida o disminución de sueldo, salarios o premios por este concepto.

d) Ser informado por el establecimiento donde se haya efectuado la extracción, de todos los resultados de estudios realizados con resultados reactivos que pudieran habérsele detectado con motivo de su donación y deberá ser orientado por un médico para su posterior atención y tratamiento.

Artículo 12: La donación de sangre humana para aféresis se regirá por los requisitos y condiciones que se establezcan en la reglamentación de la presente ley.

Artículo 13: Queda expresamente establecido que la extracción de sangre humana solo podrá efectuarse en Instituciones relacionadas con la Medicina Transfusional legalmente autorizadas y habilitadas por la autoridad de aplicación y/o en colectas móviles definidas en la Reglamentación de la presente ley.

Artículo 14: Se considera receptor a toda persona que sea objeto de una transfusión de sangre entera o de sus componentes.

Artículo 15: Adherir a la Ley Nacional N° 25.936, "Día del Donante".

CAPITULO V: DE LA UTILIZACION DE LA SANGRE HUMANA, COMPONENTES Y DERIVADOS

Artículo 16: Los profesionales médicos intervinientes en la prescripción terapéutica de sangre humana, sus componentes y derivados, están obligados a la utilización racional de dichas sustancias, debiendo entenderse por ello, a su empleo en directa correspondencia con la necesidad específica de cada patología a tratar y en concordancia con las normas establecidas por autoridad competente.


En casos de diagnósticos que pudieren implicar un uso inseguro o poco eficaz de la sangre humana, sus componentes y/o derivados, será obligatoria la consulta con un profesional especializado en la materia.

CAPITULO VI: DEL CENTRO REGIONAL DE HEMOTERAPIA, SERVICIOS DE HEMOTERAPIA Y DEMÁS ESTABLECIMIENTOS

Artículo 17: Del Centro Regional: Es un ente técnico administrativo, perteneciente al Sistema Provincial de Sangre y a la estructura del Instituto de Medicina Transfusional, no integrado a establecimientos asistenciales, que cumple con las siguientes funciones:

a) Selección, examen clínico, clasificación de donantes y extracción de sangre;

b) Provisión de sangre, hemocomponentes y hemoderivados a Servicios de Hemoterapia públicos y privados, según las necesidades;

c) Establecer un sistema de trazabilidad de la sangre, hemocomponentes y hemoderivados.

d) Estudios inmunoserológicos e inmunohematológicos de sangre, u otros estudios que permitan aumentar la seguridad de la sangre a transfundir según las normas dictadas por la autoridad de aplicación;

e) Fraccionamiento de sangre para la obtención de componentes;

f) Provisión de materia prima a plantas productoras de hemoderivados;

g) Conservación de sangre y sus componentes;

h) Obtención de hemocomponentes por procedimientos de aféresis.

Artículo 18: Del Servicio de Hemoterapia: Es un ente técnico administrativo, público o privado, integrado a establecimientos asistenciales pertenecientes al Sistema Provincial de Sangre, que realiza el acto transfusional con elementos suministrados por el Centro Regional de Hemoterapia y responde a normas técnicas suministradas por el Instituto Provincial de Medicina Transfusional.

Podrá realizar procedimientos de plasmaféresis terapéuticas, los que serán supervisados por un profesional especialista en hemoterapia perteneciente al Servicio.

Artículo 19: De las Unidades de Transfusión: Es un ente técnico administrativo, público o privado, perteneciente al Sistema Provincial de Sangre, integrado a un establecimiento asistencial, quien debido a su complejidad no posee incorporado a su estructura un Servicio de Hemoterapia. Realiza el acto transfusional con los elementos suministrados por el Centro Regional de Hemoterapia.

Artículo 20: Cada establecimiento u organismo de medicina transfusional comprendido en la presente ley establecerá en base a las Normas Técnicas y Administrativas, procedimientos operativos internos a ejecutar en todas las actividades que desarrolle en relación con la materia de esta ley.

CAPITULO VII: RÉGIMEN OPERATIVO DE INTERCAMBIO Y CESIÓN

Artículo 21: Será obligatorio por parte de las autoridades de aplicación, establecer un régimen de intercambio de sangre humana, sus componentes o derivados, a fin de regular y coordinar la relación operativa entre los establecimientos de la Provincia e interprovinciales.

Artículo 22: Las instituciones pertenecientes al Sistema Provincial de Sangre solo podrán relacionarse con la planta de hemoderivados y/o laboratorios productores de reactivos, elementos de diagnóstico terapéutico y sueros hemoclasificadores, de acuerdo a normas impartidas por el Instituto Provincial de Hemoterapia, mediante mecanismos de trueque, y a los únicos fines de abastecerse.

Artículo 23: En todos los casos, solo serán susceptibles de cobro, honorarios por práctica profesional, estudios de inmunoserología e inmunohematología, materiales descartables, líquidos de reposición y toda otra técnica necesaria que determine la autoridad de aplicación.

CAPITULO VIII: DISPOSICIONES DEL ACTO TRANSFUSIONAL

Artículo 24: De la solicitud de la transfusión. La transfusión de sangre y sus componentes es un acto exclusivo de la medicina. Toda solicitud de transfusión debe provenir de un médico legalmente habilitado para practicar la profesión.

Artículo 25: De la autorización de la transfusión.

La transfusión de sangre y sus componentes solo puede realizarse mediante consentimiento escrito del receptor, salvo excepciones previstas por la presente Ley.

Cuando un receptor, en uso pleno de sus facultades mentales, y luego de que el médico tratante le haya advertido sobre los riesgos existentes para su salud, en forma libre y consciente decida no aceptar la transfusión sanguínea, deberá ser respetada su decisión, haciéndola constar por escrito.

Artículo 26: De los casos de urgencia. En casos en que el paciente se encuentre en riesgo de vida, que en razón de su condición no pueda manifestar su consentimiento, y en ausencia de familiar o persona responsable, la decisión de transfusión la tomará el médico tratante en presencia de testigos hábiles. Esto deberá constar en la historia clínica del paciente con la firma correspondiente de los testigos y el médico tratante.

Artículo 27: Incapacidad de manifestar consentimiento. Cuando el receptor de la transfusión no estuviese en capacidad legal para aceptar la transfusión en forma libre, consciente o espontánea, la decisión deberá ser tomada por sus familiares o su representante legal de acuerdo con lo que establece la legislación vigente. Tratándose de personas desconocidas o desamparadas o en caso de oposición de parte de sus familiares o de sus representantes legales, la autorización será dada por el Juzgado correspondiente.

Artículo 28: De las pruebas pretransfusionales. La transfusión de sangre y sus componentes solo puede practicarse luego de que se hayan realizado las pruebas de compatibilidad correspondientes y previa identificación exhaustiva del receptor de acuerdo a normas técnicas vigentes.

Artículo 29: De la transfusión. La transfusión de sangre debe realizarse bajo la responsabilidad de un médico en ejercicio legal de su profesión y se vigilará el proceso durante todas sus etapas de manera de prestar asistencia oportuna en caso de que se produzcan reacciones adversas.

Como parte del sistema de hemovigilancia, la norma técnica establecerá los procedimientos a seguir para el tratamiento y estudio de las reacciones adversas inmediatas y tardías que puedan producirse en el receptor como consecuencia de la transfusión.

Artículo 30: De la transfusión domiciliaria. La Asistencia Hemoterapéutica en el domicilio del paciente, debe ser requerida por el médico de cabecera a Instituciones de Medicina Transfusional habilitadas para prestar apoyo externo. En todos los casos, será obligatoria la interconsulta con un médico Hemoterapeuta y dicho acto será documentado conforme lo establezca la reglamentación de la presente ley.

CAPITULO IX: FINANCIAMIENTO

Artículo 31: Recursos. Los gastos e inversiones en recursos oficiales, que se originen por la puesta en vigencia de las disposiciones de esta Ley serán provistos por:

a) Los fondos asignados por el presupuesto provincial al mencionado Instituto para cada ejercicio financiero, que deberán garantizar el mantenimiento y desarrollo de las prestaciones y programas desarrollados por la institución;

b) Los ingresos correspondientes a la recaudación por prestación de servicios y de intercambio de productos a terceros, fuera del sector estatal;

c) Los ingresos resultantes de convenios nacionales e internacionales, públicos o privados;

d) Los aportes provenientes del Gobierno Nacional;

e) Los generados por multas cobradas por infracción a la Ley;

f) Los recursos provenientes del Instituto de Juegos y Casino de Mendoza;

g) Donaciones que se efectuasen al Instituto de Medicina Transfusional.

CAPITULO X: ACREDITACIÓN DE ESTABLECIMIENTOS Y SERVICIOS

Artículo 32: De los Establecimientos dedicados a la medicina transfusional. Los establecimientos dedicados a la Medicina Transfusional deben contar con toda la infraestructura física, equipos y personal necesarios establecidos por las normas técnicas y administrativas emanadas de la Autoridad de Aplicación.

Artículo 33: Todos los establecimientos dedicados a la medicina transfusional comprendidos en la presente ley, tanto estatales como privados, deben funcionar a cargo y bajo la dirección de profesionales especializados, con antecedentes de idoneidad y trayectoria científica y su perfil y funciones deberán corresponder a las establecidas por las normas vigentes.

Artículo 34: Los establecimientos asistenciales que cumplan tareas quirúrgicas u obstétricas deberán contar con Servicio de Hemoterapia, según lo establezca la reglamentación de la presente ley. Aquellos establecimientos asistenciales, públicos o privados que no cuenten  con la debida unidad transfusional, deberán celebrar convenios con entidades autorizadas para garantizar la provisión de sangre segura y de sus hemoderivados cuando sea necesario.

Artículo 35: La Ley 5.532 deberá adecuar en su reglamentación, en cuanto a los niveles de complejidad, equipamiento y capital humano, lo que determinen los patrones provinciales y nacionales, la presente Ley y su reglamentación.

CAPITULO XI: SANCIONES

Artículo 36: Los actos u omisiones que impliquen una trasgresión a las normas de la presente ley o de su reglamentación, serán sancionadas con:

a) Multa, de trescientas Unidades Fiscales (300 UF) a tres mil Unidades

Fiscales (3.000 UF);

b) Suspensión de la habilitación o autorización que se hubiere acordado al banco, servicio o laboratorio, por un lapso de hasta cinco (5) años;

c) Clausura temporaria o definitiva de los locales en que funcionen los establecimientos o servicios mencionados en el inciso anterior;

d) Inhabilitación, temporaria o definitiva, de los profesionales responsables y de los directivos de los establecimientos o servicios;

e) Secuestro y/o decomiso de los materiales y productos utilizados en la comisión de la infracción.


La reglamentación determinará el procedimiento a seguir en cada caso.

CAPITULO XII: DISPOSICIONES TRANSITORIAS. DEROGACIONES

Artículo 37: Derogaciones. Deróganse las Leyes Nº 1.340, 4.246, 5.912, 7.489 y 7.850.

Artículo 38: Todas las instituciones relacionadas con la medicina transfusional funcionando en la Provincia al momento de la publicación de la presente ley, tendrán un plazo de trescientos sesenta y cinco (365) días como máximo para adaptarse al nuevo Sistema Provincial de Sangre y a las normativas emanadas por la reglamentación de la presente ley.

Artículo 39: El Poder Ejecutivo Provincial a través del Ministerio de Salud, reglamentará la presente ley dentro de los noventa (90) días de su promulgación.

Artículo 40: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.656. Los Establecimientos Públicos de Salud deberán exhibir el listado de profesionales y libro de quejas.
Sanción: 08/04/2014.
Artículo 1: El Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud, deberá arbitrar los mecanismos necesarios para publicar en lugares visibles a todo público, quiénes son los profesionales de la Salud que prestan servicio en los distintos establecimientos de salud pública dependientes de la Provincia (Hospitales, Centros de Salud, Postas Sanitarias, etc.) que se encuentran en la 
actualidad prestando servicios al Estado. Dichos mecanismos también deberán indicar los profesionales de la salud que atienden en cada centro sanitario, detallando la especialidad de cada uno, días y horarios de atención, posibilitando la elección del profesional.

Artículo 2: Cada establecimiento deberá tener junto al listado de profesionales, un libro de quejas foliado y rubricado por el Ministerio de Salud o quien éste indique, debiendo seguir el mismo procedimiento en todas las guardias.

Artículo 3: La referida información deberán exhibirse en lugar visible y que sea accesible a cualquier persona que desee informarse.

Artículo 4: En caso de incumplimiento de esta norma los responsables incurrirán en la figura incumplimiento de los deberes de funcionario público.

Artículo 5: Invítase a los Municipios a adherir a la presente normativa.

Artículo 6: El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente Ley en un término no superior a los treinta (30) días a partir de la promulgación de la misma.

Artículo 7: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.660. Día Provincial de la Concientización sobre el Autismo.
Sanción: 09/04/2014.
Artículo 1: Institúyase en todo el ámbito provincial, el día 2 de abril de cada año como el "Día Provincial de la Concientización sobre el Autismo".

Artículo 2: El Poder Ejecutivo instruirá a los Ministerios y reparticiones con injerencia en salud, educación y derechos humanos, las siguientes acciones: a) Difundir el "Día Provincial de la Concientización sobre el Autismo" incorporándolo al calendario escolar de la Provincia, como una fecha para reflexionar e incorporar hábitos para la prevención de esta problemática.
b) Realizar jornadas de reflexión y distintas actividades culturales, recreativas y formativas a fin de ayudar a generar conciencia sobre la riqueza de la diversidad, derecho a la igualdad.

Artículo 3: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.668. Regulación de la Actividad de Agentes Sanitarios.
Sanción: 29/04/2014.
Artículo 1: El objeto de la presente Ley es regular la actividad que desarrollan en la Provincia de Mendoza los "Agentes Sanitarios".

Artículo 2: Es competencia en general de los Agentes Sanitarios motivar y ejecutar acciones de promoción y protección de la Salud, proporcionar cuidados esenciales preventivos y actuar en el socorrismo para diferentes grupos sociales, específicamente en el territorio donde reside su comunidad de pertenencia.

Artículo 3: Los Agentes Sanitarios tendrán como competencias específicas:
a) Ejecutar programas de promoción y protección de la salud para la población de su comunidad de pertenencia.
b) Ejecutar acciones de asistencia básica y esencial de salud de excepción ante las diversas enfermedades, bajo la programación de la autoridad sanitaria debidamente acreditada. 
c) Ejecutar acciones de prevención de accidentes y coordinar simulacros ante diversos siniestros, dirigiendo comportamientos de evacuación.
d) Ejecutar acciones de socorrismo y primeros auxilios ante emergencias y catástrofes. 
e) Brindar información y consejería sobre salud sexual y reproductiva, y realizar seguimiento de casos de riesgo bajo la programación de la autoridad médica.
f) Realizar asesoramiento, consejería y motivación sobre inmunizaciones, puericultura, nutrición, saneamiento ambiental e higiene personal y colectiva.
g) Realizar observaciones e informes, registro de enfermedades y relevamientos estadísticos demográficos y cartográficos de la comunidad de pertenencia.
h) Elaborar recomendaciones y propuestas sobre referencia y derivación de pacientes al centro de salud. 
i) Sugerir programas simples de asistencia básica de salud adaptados a las necesidades de su comunidad de pertenencia.
j) Motivar a toda su comunidad sobre acciones de promoción y protección de la salud que favorezcan una mejor condición de vida individual y colectiva.
k) Controlar los registros personales de vacunación y aplicar vacunas, en donde sean únicos efectores, supervisados por el Programa Provincial de Inmunizaciones.

Artículo 4: Para ejercer la función de "Agente Sanitario" se requiere:
a) Ser mayor de dieciocho (18) años.
b) Acreditar, como mínimo, educación secundaria completa.
Quienes se desempeñen como agentes sanitarios a la fecha de promulgación de la presente Ley deberán cumplimentar este requisito dentro de los tres (3) años de su entrada en vigencia. 
c) Acreditar buen estado de salud psicofísico.
d) Poseer certificado final de aprobación del Curso de Agente Sanitario brindado por el Ministerio de Salud y la Dirección General de Escuelas de no menos de cuatrocientas (400) horas cátedra. 

e) Poseer las actualizaciones de capacitación que la autoridad de aplicación dictamine. 
f) Pertenecer a la comunidad donde prestará el servicio, con una residencia no menor a cinco (5) años en la misma, salvo que se hubiese desempeñado como tal por dicho período en otra comunidad y acreditare tal circunstancia, siendo dicha excepción debidamente justificada por la Autoridad de aplicación, debiendo como fundamento principal el favorecimiento de la población requirente de sus servicios.

Artículo 5: Los Agentes Sanitarios desempeñarán su función en el ámbito territorial de las distintas áreas departamentales y de la Provincia, donde la necesidad de cobertura y/o accesibilidad de la infraestructura sanitaria así lo requiera.

Artículo 6: La Autoridad de Aplicación junto con la Dirección General de Escuelas, deberá generar un Sistema de Validación de saberes y desempeños previos, al que podrán postular aquellas personas que puedan acreditar fehacientemente el ejercicio actual de la función de "Agente Sanitario", en el ámbito del Ministerio de Salud de la Provincia.

Artículo 7: Los Municipios que a la fecha de la presente Ley cuenten con promotores de salud podrán acceder a la capacitación de Agentes Sanitarios mediante acuerdos que oportunamente se conformen entre éstos, y conjuntamente al Ministerio de Salud y la Dirección General de Escuelas. 

Artículo 8: La autoridad de aplicación generará un Registro de Agentes Sanitarios habilitados. 

Artículo 9: Los Agentes Sanitarios revistarán en el Ministerio de Salud según lo establecido por las Leyes Nros. 5.465 y 5.241, sus complementarias y sus modificatorias.

Artículo 10: El Poder Ejecutivo deberá realizar las imputaciones presupuestarias para atender las erogaciones de la presente Ley en el Presupuesto de 2013.
Artículo 11: Derógase la Ley 5.983.

Artículo 12: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente Ley en el plazo de treinta (30) días de promulgada. 

Artículo 13: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.724. Adhesión a la Ley Nacional Nº 26.873 de Promoción de la Lactancia Materna.
Sanción: 03/09/2014.
Artículo 1: Adhiérase la Provincia de Mendoza a la Ley Nacional N° 26.873, la cual tiene por objeto la promoción y la concientización pública acerca de la importancia de la lactancia materna y de las prácticas óptimas de nutrición segura para lactantes y niños de hasta dos años.

Artículo 2: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.724. Leyenda preventiva sobre juegos de azar y apuestas.
Sanción: 09/09/2014.
Artículo 1: Inclúyase en las publicidades televisivas y gráficas de juegos y casinos de la Provincia de Mendoza la leyenda "El jugar compulsivamente es perjudicial para la salud". 

Artículo 2: Impleméntase, en todos los locales habilitados por el Instituto Provincial de Juegos y Casinos donde se lleven a cabo juegos de azar y apuestas, carteles adecuados en contenido y cantidad, advirtiendo sobre los graves efectos de la ludopatía, incluyendo los datos sobre organismos de ayuda.

Artículo 3: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.725. Patología mamaria. Cirugía reconstructiva. Cobertura.
Sanción: 09/09/2014.
Artículo 1: El Poder Ejecutivo de la Provincia de Mendoza, reconocerá la realización gratuita a pacientes que no tengan obras sociales, mutuales, empresa de medicina prepaga u otras entidades similares que ofrezcan o presten servicios de cobertura de riesgo de enfermedades humanas y asistencia social, la cirugía oncoplástica posmastectomía o poscirugía conservadora por cáncer de mama a todas las mujeres que se les haya practicado una mastectomía, cirugía conservadora o cirugía de los defectos de la pared torácica a causa de una patología oncológica mamaria, así como la provisión del implante mamario o sostén ortopédico según técnica indicada en la prescripción del especialista interviniente. El costo total, estará a cargo del Ministerio de Salud, a través de la Dirección de Programas Complejos.

Artículo 2: Para acceder a los beneficios establecidos en la presente Ley se deberá poseer domicilio certificado en la Provincia de Mendoza y acreditar residencia continua durante los últimos dos (2) años.

Artículo 3: El Poder Ejecutivo Provincial, a través del área de salud que corresponda, deberá arbitrar los medios necesarios para contar con asistencia de profesionales y equipos interdisciplinarios itinerantes, con el objeto de que las intervenciones quirúrgicas reparadoras, se realicen con nivel jerarquizado de acuerdo a las metodologías y protocolos de vanguardia que se efectúan en los sitios especializados existentes en el país.
Asimismo garantizará la participación y capacitación de los profesionales de los centros de salud de la Provincia en los procesos a que se hace referencia en el presente.

Artículo 4: Las erogaciones que demande la presente ley, serán atendidas por el presupuesto anual del Ministerio de Salud.

Artículo 5: El Poder Ejecutivo Provincial reglamentará la presente Ley dentro de los sesenta (60) días a partir de su promulgación.

Artículo 6: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.734. Creación de la Red de Seguimiento de Recién Nacidos de Alto Riesgo
Sanción: 17/09/2014.

Artículo 1: Créase la Red de Seguimiento de Recién Nacidos de Alto Riesgo centrada en la Familia, que tendrá como beneficiario directo a todo recién nacido que requiera de atenciones especiales por un período prolongado superior al que requiere la población general. La inclusión de los recién nacidos en la Red se efectuará a partir de la detección de esta condición, permaneciendo en ella hasta el primer ciclo del sistema formal educativo provincial o hasta que dure la situación de riesgo, salvo inclusión en otro programa de atención específica. 

Artículo 2: A todos los efectos de la presente Ley se entiende por Recién Nacido de Alto Riesgo (RNAR) a aquel recién nacido, que habiendo requerido en su periodo neonatal de atención en las Unidades de Cuidados Intensivos, posea un riesgo elevado de secuelas a lo largo de su desarrollo evolutivo. 

Artículo 3: Son objetivos de esta Ley los siguientes: 

a) Instrumentar la creación de la Red de Efectores Interdisciplinarios de Seguimiento de los Recién Nacidos de Alto Riesgo en el ámbito de la Provincia de Mendoza, regionalizando la asistencia, de acuerdo a los niveles de complejidad creciente que esta demanda requiere; 

b) Promover la coordinación y armonización de los programas y normas existentes a nivel nacional, provincial y/o municipal que tengan objetivos similares y/o complementarios a los fijados en la presente Ley; 

c) Promover la producción y actualización periódica de normas que establezcan criterios de seguimiento, diagnóstico, tratamiento y derivación para los distintos aspectos de la asistencia a los Recién Nacidos de Alto Riesgo (RNAR); 

d) Colaborar en la tarea de prevención de problemáticas y en la detección precoz de anomalías, para lo cual deberá proveerse que cada RNAR posea acceso a los medios de diagnósticos que sean necesarios; 

e) Garantizar el tratamiento correspondiente a los RNAR según su diagnóstico, su asistencia individualizada en su área geográfica de origen o la derivación oportuna a los distintos niveles de atención de la red; 

f) Garantizar la rehabilitación integral de los RNAR cuando el daño está establecido; 

g) Garantizar a los RNAR el acceso a la educación especial que corresponda; y 

h) Asegurar la atención fluida del RNAR y su familia, dentro de la red de seguimiento según la complejidad de sus necesidades y el tipo de asistencia requerida. 

Artículo 4: La Autoridad de Aplicación de la presente Ley será el Ministerio de Salud a través de la Dirección de Maternidad e Infancia, quien deberá coordinar con el Ministerio de Desarrollo Social y Derechos Humanos y la Dirección General de Escuelas las acciones necesarias tendientes a garantizar el cumplimiento de los objetivos establecidos en el artículo anterior. 

Artículo 5: Serán funciones de la Autoridad de Aplicación: 

a) Coordinar con las instituciones de los subsectores público y privado las políticas que permitan dar cumplimiento a la presente Ley. 

b) Permitir la participación de la familia y la comunidad, teniendo en cuenta su opinión para mejorar la asistencia brindada. 

c) Reunir la información estadística derivada de la aplicación de la presente Ley, a los efectos de crear una base de datos actualizada que pueda ser consultada de manera pública y gratuita por las familias de los RNAR e integrantes del equipo interdisciplinario de profesionales que componen la Red de Seguimiento de Recién Nacidos de Alto Riesgo. 

Artículo 6: La Red de Seguimiento de Recién Nacidos de Alto Riesgo estará integrada por los efectores públicos y privados del sistema de salud provincial que cuenten con una Unidad de Cuidados Intensivos Neonatal y un consultorio para la atención de RNAR, en coordinación con los centros de asistencia a donde requieran ser derivados los mismos. La red de efectores estará integrada por profesionales de todas las disciplinas necesarias para cubrir integralmente la asistencia de los RNAR y sus familias. 

Artículo 7: Los efectores que integren la Red de Seguimiento de Recién Nacidos de Alto Riesgo deberán trabajar de manera coordinada entre sí a los efectos de detectar precozmente patologías durante y después del embarazo, para garantizar que los eventuales traslados o derivaciones de las madres y RNAR sean efectuados con la mayor celeridad y eficiencia posible, de cubrir las necesidades de tratamiento y de monitorear la evolución post alta y a largo plazo de los recién nacidos. 

Artículo 8: Cada Efector de la Red de Seguimiento determinará qué poblaciones seguir, según las características epidemiológicas de la Unidad de Cuidados Intensivos Neonatal de la que provenga el paciente. El niño o niña será seguido preferentemente por el equipo interdisciplinario de seguimiento del centro donde fue tratado por su patología neonatal, en coordinación con su área geográfica de referencia, asegurándose, de no ser posible lo anterior, su atención dentro de la Red de Seguimiento de Recién Nacidos de Alto Riesgo. 

Artículo 9: La cobertura de las necesidades de los RNAR comprende: 

a) Sostén alimentario para los niños y niñas que requieran complementar la lactancia materna o substituirla en caso de carencia. 

b) Medicación. 

c) Vacunas incluidas en el calendario oficial y aquellas especiales necesarias en niños de alto riesgo. 

d) Otros medios de prevención de infecciones como anticuerpos monoclonales, sueros, gama globulinas y otros de similar naturaleza. 

e) Equipamiento auditivo, óptico y de ortesis y prótesis según lo dispuesto por la Ley Nacional 24.901. 

f) Tratamientos, necesidades nutricionales e insumos especiales necesarios para su asistencia y cuidado domiciliario, en un ambiente confortable y adecuado para una subsistencia digna del RNAR en el seno de su familia. 

Artículo 10: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente Ley en el plazo de noventa (90) días a partir de su promulgación. En el plazo de sesenta (60) días contados a partir de la reglamentación, la autoridad de aplicación deberá constituir una Comisión de Asesoramiento Permanente integrada por referentes de todas las disciplinas necesarias para su cumplimiento y por representantes de las asociaciones nacionales y/o provinciales de padres de recién nacidos de alto riesgo y/o de las redes de salud involucradas en el seguimiento de estos pacientes. Los miembros de la Comisión desempeñarán sus funciones con carácter honorario. 

Artículo 11: Los fondos necesarios para el cumplimiento de la presente Ley se imputarán en el Presupuesto Provincial del año siguiente al de la promulgación de la misma. 

Artículo 12: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.747. Programa Regreso Seguro
Sanción: 21/10/2014.

Artículo 1: Créase el programa "Regreso Seguro", el cual consistirá en la disposición de colectivos especiales, ubicados en las zonas de locales bailables centros de diversión nocturna de la Provincia, con la finalidad de transportar a aquellos conductores que no se encuentren en condiciones de manejo, todo ello coordinado con los controles de alcoholemia que se realicen en dichas zonas.

Artículo 2: El objetivo del programa es dotar a los jóvenes de la posibilidad de un viaje seguro a la vuelta de los locales bailables o centros de diversión nocturna.

Artículo 3: El órgano de aplicación del programa será designado por el Poder Ejecutivo al tiempo de reglamentar la presente ley.

Artículo 4: El órgano de aplicación dispondrá, tanto del colectivo, como del diseño del recorrido, el horario de los colectivos asignados al programa y costo del pasaje, debiendo contemplar puntos de referencias urbanos en su trayecto.
A efectos de mantener la seguridad, tanto de los jóvenes como del personal, el Ministerio de Seguridad dispondrá de un agente de policía dentro del colectivo, que acompañará en su recorrido. 

Artículo 5: El Ministerio de Salud elaborará cursos destinados a la prevención y concientización sobre el consumo de alcohol y accidentes de tránsito, orientados específicamente para ser coordinados con este programa.

Artículo 6: De manera simultánea a la disposición del colectivo, en zona de locales bailables, se realizarán controles de alcoholemia en los horarios de salida de boliches. El Gobierno Provincial deberá garantizar un inspector cada cuatro locales bailables, como mínimo.

Artículo 7: Aquellos conductores que según resulte del control de alcoholemia, no se encuentren en condiciones óptimas de manejo y no puedan ser suplidos por ningún acompañante del vehículo, serán asistidos con el transporte del colectivo.
En caso de que la persona sufra una intoxicación alcohólica grave, será derivado de inmediato al hospital o centro de salud más cercano.

Artículo 8: La aplicación de multas podrá ser reducida hasta un 75%, si el conductor del vehículo y su titular, concurrieran a los cursos que a este efecto disponga el Ministerio de Salud de la Provincia. 

Artículo 9: El programa será complementado o coordinado con otros programas afines de otras áreas de gobierno y entre municipios.

Artículo 10: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.757. Día Provincial de La Lucha contra la Leucemia
Sanción: 05/11/2014.

Artículo 1: Instituir el día 29 de junio de cada año como "Día Provincial de la Lucha contra la Leucemia". 

Artículo 2: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.771. Día Provincial de Prevención del Ataque Cerebral
Sanción: 16/12/2015.

Artículo 1: Institúyase en la Provincia de Mendoza, el día 29 de octubre de cada año, como el "Día Provincial de Prevención del Ataque Cerebral", en concordancia con la fecha que dispuso la Organización Mundial de la Salud.

Artículo 2: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.790. Adhesión al Día Internacional de Enfermedades Raras
Sanción: 18/03/2015.

Artículo 1: Adherir al Día Internacional de las Enfermedades Raras que se celebra el 28 de febrero de cada año, declarado por la Organización Mundial de la Salud "un día único para millones de personas únicas".

Artículo 2: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
DECRETO DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 392/2013. LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.792. Licencia Especial Remunerada para exámenes anuales ginecológicos
Sanción: 25/03/2015.

Artículo 1: Establézcase Licencia Especial remunerada, un (1) día laboral por año, a favor de toda mujer mayor de dieciocho (18) años que preste servicios en el sector público provincial, cualquiera sea la forma de contratación, con el fin de someterse a exámenes de Colposcopía, Papanicolau y Mamografía.

Artículo 2: Establecer que el uso de la referida Licencia Especial no afectará la remuneración, presentismo y/o cualquier otro beneficio o emolumento que pueda gozar la mujer beneficiaria.

Artículo 3: El beneficio mencionado en el Art. 1° del presente decreto se solicitará del mismo modo que cualquier otra licencia, acordándose con la autoridad competente el día de realización, salvo prescripción médica que establezca la necesidad de realizar los estudios un día determinado. La mujer beneficiaria tendrá la obligación de acreditar mediante certificado expedido por el centro médico la efectiva realización de los estudios mencionados, sin que esto implique exponer los resultados de los mismos, los que no podrán ser requeridos por autoridad administrativa alguna.
 
Artículo 4: Invítese al Poder Legislativo, al Poder Judicial, a los Municipios y al Sector Privado a adherir a los términos del presente Decreto.

Artículo 5: Remítase la presente norma legal a la Honorable Legislatura de la Provincia para su ratificación. 

Artículo 6: Comuníquese, publíquese, dése al Registro Oficial y archívese. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.796. Programa Provincial de Asma Infantil
Sanción: 19/05/2015.

Artículo 1: Créase en el ámbito de la Provincia de Mendoza el Programa Provincial de Asma Infantil, con la finalidad de prevenir, detectar, tratar y mejorar las condiciones de salud de la población pediátrica con diagnóstico de asma, desde el nacimiento hasta los catorce (14) años de vida, en condiciones de vulnerabilidad.

Artículo 2: Son objetivos específicos del Programa:
a) Promover la equidad y accesibilidad a través de la educación, diagnóstico y seguimiento oportuno con acceso a tratamientos apropiados.
b) Diagnosticar la enfermedad antes de los cinco (5) años de edad.
c) Fortalecer y jerarquizar el primer nivel de atención en el tratamiento de la patología. 
d) Garantizar el tratamiento farmacológico específico, priorizando pacientes sin cobertura social y/o en condiciones de mayor vulnerabilidad.
e) Capacitar a pacientes, familiares y entorno para el adecuado control de la enfermedad. 
f) Mejorar las condiciones de salud de la población pediátrica con diagnóstico de asma y su calidad de vida.
g) Disminuir la incidencia y la prevalencia.

Artículo 3: Las estrategias para alcanzar los objetivos serán:
a) Desarrollar el sistema de registración manual e informativo del programa.
b) Protocolizar la atención, tratamiento y seguimiento en los diferentes estadios de la enfermedad. 
c) Registrar en una base de datos informatizada con los pacientes que ingresan al programa 
d) Realizar jornadas de capacitación sobre el tema para el personal de salud que 
tenga incidencia directa con la enfermedad.
e) Supervisar la logística de entrega de los fármacos e insumos destinados a los pacientes del programa. 

Artículo 4: El Ministerio de Salud será la autoridad de aplicación y será el encargado de articular el programa con los centros de atención primaria provinciales y departamentales y con la red de hospitales a fin de asegurar los objetivos de la presente Ley.
Artículo 5: El programa estará integrado por:
a) Un (1) Director.
b) Cinco (5) coordinadores regionales, abarcativos de la zona Norte, Centro, Este, Sur y Valle de Uco. 
c) Un (1) Coordinador de planificación y control de calidad.
d) Tres (3) administrativos.
e) Un (1) técnico de espirómetro.
Dichos integrantes estarán afectados en forma exclusiva al programa con el objetivo de fortalecer la gestión y estructura administrativa del mismo.

Artículo 6: Autorízase al Poder Ejecutivo a asignar las partidas presupuestarias con la finalidad de dar cumplimiento a la presente Ley.

Artículo 7: El Poder Ejecutivo a partir de los noventa (90) días de su publicación deberá reglamentar la presente Ley.

Artículo 8: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.855. Semana Provincial del Parto Respetado
Sanción: 19/04/2016.

Artículo 1: Establézcase como "Semana Provincial del Parto Respetado" a la tercera semana de mayo de cada año, durante la cual el Ministerio de Salud deberá realizar campañas públicas dirigidas a concientizar y promover los partos seguros, que resulten una experiencia saludable, responsable y respetuosa para la madre y el recién nacido.

Artículo 2: El Ministerio de Salud deberá adoptar medidas de acción positivas para publicitar los derechos de las madres, recién nacidos y padres, relacionados con el parto respetado, y particularmente los previstos en la Ley 8.130 o la que en el futuro la remplace.

Artículo 3: Durante la "Semana Provincial del Parto Respetado" deberá promocionarse también el lema que se adopte en la "Semana Mundial del Parto Respetado", haciéndose conocer las conclusiones a que se arriben las reuniones internacionales.

Artículo 4: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.859. Protocolo de Prevención y Detección Temprana de Trastornos de Espectro Autista (TEA)
Sanción: 04/05/2016.

*Artículo 1: Impleméntase en la Provincia de Mendoza el Protocolo de Prevención y Detección Temprana de Trastornos de Espectro Autista (TEA), con el objetivo de establecer parámetros uniformes que posibiliten la identificación temprana de los Trastornos del Espectro Autista (TEA) y del desarrollo en general, en niños entre doce (12) y veinticuatro (24) meses de edad. (TEXTO SEGUN LEY 8863, ART. 1)

Artículo 2: La aplicación del Protocolo de Prevención y Detección Temprana de Trastornos de Espectro Autista será obligatorio y comprenderá las siguientes acciones:

a) En ocasión de realizarse la primera vacunación obligatoria correspondiente al calendario anual a niños a partir de los dieciocho (18) meses de edad; o en la primera consulta médica, el Médico Pediatra o Médico de Familia deberá aplicar el cuestionario del Protocolo de Prevención y Detección Temprana de Trastornos de Espectro Autista (TEA), denominado M-CHAT/ES, que como anexo forma parte integrante de la presente Ley.

b) Las condiciones culturales, sociales, educativas y lingüísticas de la familia deberán tenerse en cuenta a los fines de asegurar su comprensión del cuestionario.

c) Los resultados del cuestionario quedarán registrados en la historia clínica del paciente y en la Libreta Sanitaria Infantil.

d) Los padres, tutores o representantes legales del niño recibirán un certificado con el resultado del cuestionario con la firma del profesional médico interviniente. La confección del certificado tipo estará a cargo del Ministerio de Salud.

e) En caso de resultar necesario, atento a los resultados del cuestionario, el certificado entregado a padres, tutores o representantes legales del niño, incluirá la derivación a un especialista.

*Artículo 3: El Ministerio de Salud, Desarrollo Social y Deportes, o el organismo que en el futuro lo reemplace, será la Autoridad de Aplicación de la presente Ley. En tal carácter deberá cumplir con las siguientes acciones:

a) En un plazo de sesenta (60) días a partir de la sanción de la presente Ley capacitar a los profesionales respecto del contenido del Protocolo de Prevención y Detección Temprana de Trastornos de Espectro Autista.

El Protocolo consistirá en la aplicación de instrumentos de pesquisa de Trastornos del Espectro Autista, de eficacia debidamente acreditada desde el punto de vista científico denominado M-CHAT/ES-.

b) Formular una amplia campaña de información, difusión y capacitación al público en general respecto de los beneficios de la aplicación del Protocolo.

c) En un plazo de noventa (90) días, aplicar efectivamente el Protocolo de Prevención y Detección Temprana de Trastornos de Espectro Autista (TEA).

d) Controlar la efectiva aplicación del Protocolo de Prevención y Detección Temprana de Trastornos de Espectro Autista por parte de los efectores privados de la salud en Mendoza.

e) Establecer Centros Departamentales de derivación de los casos detectados a fin de evaluar los casos de sospecha y abordar los casos confirmados desde una perspectiva interdisciplinaria.

f) Coordinar acciones con la Dirección General de Escuelas a fin de abordar la detección y seguimientos de los casos. (TEXTO SEGUN LEY 8863, ART. 2)

Artículo 4: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

____

Anexo 1

Cuestionario del Desarrollo Comunicativo y Social en la Infancia.(M-CHAT/ES).

La información que contiene este cuestionario es totalmente confidencial.

Seleccione, rodeando con un círculo, la respuesta que le parece que refleja 

mejor cómo su hijo o hija actúa Normalmente. Si el comportamiento no es el 

habitual (por ejemplo, usted solamente se lo ha visto hacer una o dos veces) 

conteste que el niño o niña No lo hace. Por favor, conteste a todas las 

preguntas.

1. ¿Le gusta que le balanceen, o que el adulto le haga el "caballito" sentándole 

en sus rodillas, etc.?

SI NO

2. ¿Muestra interés por otros niños o niñas?

SI NO

3. Le gusta subirse a sitios como, por ejemplo, sillones, escalones, juegos del 

parque?

SI NO

4. ¿Le gusta que el adulto juegue con él o ella al "cucú-tras" (taparse los ojos 

y luego descubrirlos: jugar a esconderse y aparecer de repente)

SI NO

5. ¿Alguna vez hace juegos imaginativos, por ejemplo haciendo como si hablara 

por teléfono, como si estuviera dando de comer a una muñeca, como si estuviera 

conduciendo un coche o cosas así?

SI NO

6. ¿Suele señalar con el dedo para pedir algo?

SI NO

7. ¿Suele señalar con el dedo para indicar que algo le llama la atención?

SI NO

8. ¿Puede Jugar adecuadamente con piezas o juguetes pequeños (por ejemplo 

cochecitos, muñequitos, bloques de construcción) sin únicamente chuparlos, 

agitarlos o tirarlos?

SI NO

9. ¿Suele traerle objetos para enseñárselos?

SI NO

10. ¿Suele mirarle a los ojos durante unos segundos?

SI NO

11. ¿Le parece demasiado sensible a ruidos poco intensos? (por ejemplo, 

reacciona tapándose los oídos, etc.)

SI NO

12. ¿Sonríe al verle a usted o cuando usted le sonríe?

SI NO

13. ¿Puede imitar o repetir gestos o acciones que usted hace? (por ejemplo, si 

usted hace una mueca él o ella también la hace)

SI NO

14. ¿Responde cuando se le llama por su nombre?

SI NO

15. Si usted señala con el dedo un juguete al otro lado de la habitación ¿Dirige 

su hijo o hija la mirada hacia ese juguete?

SI NO

16. ¿Ha aprendido ya a andar?

SI NO

17. Si usted está mirando algo atentamente, ¿su hijo o hija se pone también a 

mirarlo?

SI NO

18. ¿Hace su hijo o hija movimientos raros con los dedos, por ejemplo, 

acercándoselos a los ojos?

SI NO

19. ¿Intenta que usted preste atención a las actividades que él o ella está 

haciendo?

SI NO

20. ¿Alguna vez ha pensado que su hijo o hija podría tener sordera?

SI NO

21. ¿Entiende su hijo o hija lo que la gente dice? SI NO

22. ¿Se queda a veces mirando al vacío o va de un lado al otro sin propósito?

SI NO

23. ¿Si su hijo o hija tiene que enfrentarse a una situación desconocida, le 

mira primero a usted a la cara para saber cómo reaccionar?

SI NO

Datos a cumplimentar con la Escala M-CHAT

Fecha:

Nombre de la persona que rellena el cuestionario:

(Especifique): Parentesco con el niño:

Madre Padre Otro

Datos del niño/a

Nombre y Apellidos:

Fecha de Nacimiento:

Sexo: Varón Mujer Teléfono de contacto:

Dirección:
LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.891. Adhesión a la Ley Nacional Nº 26.905 para la reducción del consumo de sodio.
Sanción: 03/08/2016.

Artículo 1: Adhiérase en los términos de su Art. 11 a la Ley Nacional N° 26.905, que tiene por objeto la reducción del consumo de sodio en la población.

Artículo 2: Será autoridad de aplicación de la presente ley el Ministerio de Salud, Desarrollo Social y Deportes de la Provincia.

Artículo 3: En virtud de lo establecido por los incisos f) y g) del artículo 5 y el artículo 10 de la Ley a la cual se adhiere en el artículo 1, autorízase a la autoridad de aplicación de la presente ley a celebrar con la autoridad de aplicación de la Ley Nacional, los acuerdos correspondientes para su implementación, coordinación y ejecución.

Artículo 4: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.893. Régimen de Cuidadores Polivalentes.
Sanción: 06/09/2016.
Artículo 1: Ámbito. Establécese en el territorio de la Provincia de Mendoza, el Régimen de Cuidadores Polivalentes que se desempeñen en establecimientos asistenciales, residencias de larga estadía para adultos mayores, geriátricos privados o en domicilios particulares.

Artículo 2: Definición. Definese como Cuidador Polivalente a quien preste el servicio de atención de adultos mayores, personas con discapacidad, con patologías crónicas o enfermedades invalidantes, con dependencia directa del mismo, de un familiar o persona a cargo.

Artículo 3: Actividades de la Vida Diaria. A los efectos de la presente ley se entenderán como actividades de la vida diaria, aquellas indispensables para llevar una vida digna y en las cuales la persona con dependencia requiere asistencia permanente, tales como bañarse, preparar alimentos, alimentarse, vestirse, trasladarse, acceder a los servicios de salud o hacer las necesidades fisiológicas, así como actividades instrumentales como desplazamiento y ayuda 
para realizar trámites tendientes a satisfacer las necesidades básicas.

Artículo 4: Funciones. Constituyen parte de las funciones esenciales del cuidador, las siguientes:

a) Apoyar a los profesionales que atiendan la salud del paciente/asistido respetando las indicaciones que aquellos determinen.

b) Brindar compañía, aplicando técnicas para evitar la dependencia, procurando facilitar las acciones de la vida diaria de las personas con discapacidad.

c) Ejecutar las medidas higiénicas, dietéticas y terapéuticas generales, incluyendo la medicación vía oral y de uso externo prescripta por el profesional médico

d) Observar y atender todo indicio de alteración de la salud física o mental de la persona bajo su cuidado informando a quien corresponda.

e) Colaborar en la ejecución de técnicas recreativas, fisioterapéuticas y de laborterapia.

f) Fomentar, sostener y articular las redes solidarias de apoyo que tiendan a mejorar la calidad de vida y la conservación del rol familiar y social del asistido.

g) Proveer información sobre la disponibilidad y acceso de recursos existentes a nivel comunitario.

h) Desempeñar el rol de interlocutor para difundir aquellos conocimientos específicos incorporados, a quien cuida y a su grupo familiar.

i) Transmitir conceptos acerca de cuidados y autocuidados.

j) Incidir en la desmitificación de prejuicios y estereotipos.

k) Participar en cursos de actualización profesional para atención, prevención y asistencia del paciente/asistido y de su entorno familiar.

Toda otra actividad que no se encuadre en las prescripciones de la presente ley, corresponde al profesional de enfermería por ser inherente a la atención de la salud o al servicio doméstico, por realizar tareas del hogar y no de la atención de la persona.

Artículo 5: Acciones de los cuidadores. En los establecimientos geriátricos, residencias de larga estadía para adultos mayores, las acciones de los cuidadores de adultos mayores están referidas al cuidado y a la atención alimentaria, higiene personal y confort, colaboración en la administración oral de medicamentos bajo supervisión de enfermería o médica, movilización y traslado dentro y fuera del hábitat natural de las personas residentes en estos establecimientos y todas aquellas acciones referentes a los aspectos sociales concordantes y/o complementarios enunciados en el artículo precedente.

Artículo 6: Del Registro. Créase el Registro de Cuidadores Polivalentes en el ámbito del Ministerio de Salud, Desarrollo Social y Deportes de la Provincia o el que en el futuro lo reemplace, quien deberá expedir la matrícula correspondiente que habilite para desempeñar dicha función.

Artículo 7: Requisitos de inscripción. Serán requisitos para Inscribirse en el registro de Cuidadores Polivalente de personas:

a) Poseer educación primaria completa.

b) Ser mayor de edad.

c) Poseer certificado habilitante otorgado por entidad oficial o capacitación afín, reconocidas por la Dirección General de Escuelas o el Ministerio de Salud, Desarrollo Social y Deportes de la Provincia o el que en el futuro lo reemplace.

d) Declarar ante el Registro de Cuidadores la situación ante AFIP, con su debida constancia otorgada por dicha entidad.

e) Certificado de Antecedentes Judiciales y Policiales otorgado por el Ministerio de Seguridad Provincial.

f) Aptitud psicofísica para la tarea, acreditada mediante certificado médico, expedido por un organismo público de salud.

Los requisitos enumerados previamente deberán renovarse anualmente, quedando a criterio de la autoridad de aplicación la disminución de dicho plazo.

Artículo 8: Capacitación y perfeccionamiento. La formación, capacitación y perfeccionamiento del Cuidador Polivalente de Personas podrá realizarse en instituciones estatales o privadas reconocidas por la Dirección General de Escuelas o por el Ministerio de Salud, Desarrollo Social y Deportes o el que en el futuro lo reemplace.

Artículo 9: Autoridad de Aplicación. El Ministerio de Salud, Desarrollo Social y Deportes o el que en el futuro lo reemplace, será la Autoridad de Aplicación de la presente ley.

Artículo 10: Funciones de la Autoridad de Aplicación. Serán funciones de la Autoridad de Aplicación:

a) Determinar los contenidos, pautas y todos los requisitos necesarios para desempeñar la función de Cuidador Polivalente, incluido el curso de formación y capacitación que habilite para tal fin.

b) Establecer los requisitos que deban cumplimentar las instituciones públicas o privadas para ser formadoras de Cuidadores Polivalentes.

c) Publicar la lista de instituciones públicas o privadas habilitadas para realizar los cursos de capacitación y formación.

d) Expedir la certificación que habilita para el desempeño de la función de Cuidador Polivalente e inscripción en el Registro.

e) Confeccionar y mantener actualizado el Registro Provincial de Cuidadores Polivalentes.

f) Realizar campañas informativas sobre el cuidado de adultos mayores y personas con discapacidad.

g) Organizar y realizar cursos de formación y capacitación para Cuidadores Polivalentes.

h) Informar sobre el listado actualizado de Cuidadores Polivalentes cada vez que así lo requieran centros de salud o particulares.

i) Celebrar convenios con las Obras Sociales y Prepagas a los efectos de afrontar los gastos que requiere el servicio de Cuidador Polivalente.

Artículo 11: Normativa Aplicable: El Régimen de Trabajo del Cuidador Polivalente, su jornada, así como los derechos y obligaciones de las partes se regirán por la legislación laboral vigente, el Convenio Colectivo de Trabajo que rija la actividad y el contrato individual de trabajo celebrado entre empleador y trabajador.

Artículo 12: Publicidad. La Autoridad de Aplicación, deberá publicar vía internet el Registro de Cuidadores Polivalentes debidamente detallado por departamento con los respectivos datos de cada miembro del registro.

Artículo 13: Obligación de denuncia. El Cuidador Polivalente de personas está obligado a efectuar las denuncias correspondientes, en el marco de lo dispuesto por el Artículo 2° de la Ley 24.417 de Protección contra la Violencia Familiar y su reglamentación.

Artículo 14: Reglamentación. El Poder Ejecutivo reglamentará la presente Ley en un plazo de noventa (90) días a partir de su publicación en el Boletín Oficial.

Artículo 15: Invítase a los Municipios a adherir a la presente ley en el ámbito de sus respectivas competencias.

Artículo 16: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.903. Institución del Día Provincial de la Diabetes
Sanción: 30/09/2016.

Artículo 1: Institúyase en todo el territorio provincial el día 14 de noviembre como el "Día Provincial de la Diabetes", establecido por Resolución 61/225 de la Asamblea General de las Naciones Unidas en el año 2.007, a fin de garantizar la concientización, promover la prevención y el tratamiento adecuado de la enfermedad para evitar complicaciones conexas.

Artículo 2: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.912. Creación del Registro de Enfermedades Zoonóticas.
Sanción: 04/10/2016.

Artículo 1: REGISTRO: Créase el Registro de Enfermedades Zoonóticas en la Provincia de Mendoza dependiente del Ministerio de Salud y/u organismo que en el futuro lo reemplace, cuya función primordial será la de: almacenar y sistematizar las enfermedades zoonóticas, portadores de gérmenes, vectores y/o reservorios.

Artículo 2: OBLIGACIÓN: Establécese como obligación denunciar, en todo el territorio de la Provincia, los casos de Enfermedades Zoonóticas tanto de animales domésticos y no domésticos, conforme se determine en la reglamentación de la presente Ley. Asimismo deberán denunciarse los portadores de gérmenes de enfermedades transmisibles, cuando se hubieren identificado como tales.

Artículo 3: SUJETOS OBLIGADOS: Todos los profesionales del ámbito de la Salud tienen la obligación de informar los casos de Enfermedades Zoonóticas que en ejercicio de sus funciones tengan conocimiento, detallando características propias, vectores y/o reservorios.

Artículo 4: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en el plazo de noventa (90) días a partir de su promulgación.

Artículo 5: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.962. Marco regulatorio para la utilización de Cannabis.
Sanción: 28/03/2017.



Artículo 1: La presente ley tiene por objeto establecer un marco regulatorio en la Provincia de Mendoza para la investigación médica y científica del uso medicinal terapéutico y/o paliativo de cannabis y sus derivados, garantizando y promoviendo el cuidado integral de la salud.

Artículo 2: Encomiéndase al Ministerio de Salud, Desarrollo Social y Deportes la implementación, vigilancia y control de investigaciones médicas y científicas, incluidos experimentos clínicos con aceite de cannabis y sus derivados de grado farmacéutico de pureza requerida por la ANMAT (Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica), elaborados bajo normas de calidad, seguridad y eficacia, siguiendo los procesos y las buenas prácticas de 
manufactura farmacéutica.

Artículo 3: La autoridad de aplicación deberá crear una Unidad de Vigilancia Tutelada a los efectos del cumplimiento de la presente ley, la que deberá ser conformada por profesionales especialistas de los Hospitales Central, Notti y demás efectores públicos del interior de la Provincia, para el uso medicinal de cannabis y sus derivados en epilepsia refractaria y demás patologías que determine la autoridad de aplicación.

Artículo 4: El Ministerio de Salud, Desarrollo Social y Deportes de la Provincia facilitará la importación por medio de la ANMAT del aceite de cannabis y sus derivados, a los fines previstos por la presente ley. La provisión será gratuita para los pacientes incluidos en la Unidad de Vigilancia Tutelada.

Artículo 5: Invítase a las Universidades Nacionales y privadas de Mendoza, CONICET e INTA y demás organismos provinciales y nacionales que la autoridad determine, a colaborar con la investigación científica del cannabis y sus derivados en la utilización medicinal y/o paliativa.

Artículo 6: La Obra Social de Empleados Públicos (OSEP) deberá garantizar el acceso a sus afiliados comprendidos en la presente ley. Invítase a las demás Obras Sociales Provinciales y Nacionales, entidades de medicina prepaga y demás que brinden atención en la Provincia a adherir a los alcances de la presente.

Artículo 7: La autoridad de aplicación será el Ministerio de Salud, Desarrollo Social y Deportes de la Provincia o el organismo que en el futuro lo reemplace.

Artículo 8: Autorízase al Poder Ejecutivo a realizar las modificaciones presupuestarias a fin de dar cumplimiento a la presente ley.

LEY DE LA PROVINCIA DE MENDOZA Nº 8.976. Campaña de concientización sobre la importancia de la donación de órganos. INCAMEN.
Sanción: 17/05/2017.



Artículo 1: Establécese que el Ministerio de Salud, Desarrollo Social y Deportes realice anualmente una “Campaña de Concientización de la Importancia de la Donación de Órganos para Preservar y Mejorar la Calidad de Vida”, durante la semana del 30 de mayo.
Artículo 2: Esta ley tendrá por objeto:

a) Proveer conocimientos acerca de la donación de órganos a la población en general de la Provincia de Mendoza.

b) Concientizar a la sociedad, en su conjunto, de la importancia de donar órganos.

Artículo 3: En el marco de la Campaña establecida en el Artículo 1 de la presente Ley, se realizarán actividades en todos los espacios públicos de la Provincia, tales como: Casa de Gobierno, Legislatura, Centros Culturales, Municipios y Establecimientos Educativos de todos los niveles públicos y privados, entre otras.

Artículo 4: Se invita a personal del INCAIMEN o INCUCAI Mendoza y a personas trasplantadas a participar de dicha campaña y a dar sus testimonios.

Artículo 5: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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